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Acerca de este libro 


Esta es una copia digital de un libro que, durante generaciones, se ha conservado en las estanterías de una biblioteca, hasta que Google ha decidido 
escanearlo como parte de un proyecto que pretende que sea posible descubrir en línea libros de todo el mundo. 


Ha sobrevivido tantos años como para que los derechos de autor hayan expirado y el libro pase a ser de dominio público. El que un libro sea de 
dominio público significa que nunca ha estado protegido por derechos de autor, o bien que el período legal de estos derechos ya ha expirado. Es 
posible que una misma obra sea de dominio público en unos países y, sin embargo, no lo sea en otros. Los libros de dominio público son nuestras 
puertas hacia el pasado, suponen un patrimonio histórico, cultural y de conocimientos que, a menudo, resulta difícil de descubrir. 


Todas las anotaciones, marcas y otras señales en los márgenes que estén presentes en el volumen original aparecerán también en este archivo como 
testimonio del largo viaje que el libro ha recorrido desde el editor hasta la biblioteca y, finalmente, hasta usted. 


Normas de uso 


Google se enorgullece de poder colaborar con distintas bibliotecas para digitalizar los materiales de dominio público a fin de hacerlos accesibles 
a todo el mundo. Los libros de dominio público son patrimonio de todos, nosotros somos sus humildes guardianes. No obstante, se trata de un 
trabajo caro. Por este motivo, y para poder ofrecer este recurso, hemos tomado medidas para evitar que se produzca un abuso por parte de terceros 
con fines comerciales, y hemos incluido restricciones técnicas sobre las solicitudes automatizadas. 


Asimismo, le pedimos que: 


+ Haga un uso exclusivamente no comercial de estos archivos Hemos diseñado la Búsqueda de libros de Google para el uso de particulares; 
como tal, le pedimos que utilice estos archivos con fines personales, y no comerciales. 


+ No envíe solicitudes automatizadas Por favor, no envíe solicitudes automatizadas de ningún tipo al sistema de Google. Si está llevando a 
cabo una investigación sobre traducción automática, reconocimiento óptico de caracteres u otros campos para los que resulte útil disfrutar 
de acceso a una gran cantidad de texto, por favor, envíenos un mensaje. Fomentamos el uso de materiales de dominio público con estos 
propósitos y seguro que podremos ayudarle. 


+ Conserve la atribución La filigrana de Google que verá en todos los archivos es fundamental para informar a los usuarios sobre este proyecto 
y ayudarles a encontrar materiales adicionales en la Búsqueda de libros de Google. Por favor, no la elimine. 


+ Manténgase siempre dentro de la legalidad Sea cual sea el uso que haga de estos materiales, recuerde que es responsable de asegurarse de 
que todo lo que hace es legal. No dé por sentado que, por el hecho de que una obra se considere de dominio público para los usuarios de 
los Estados Unidos, lo será también para los usuarios de otros países. La legislación sobre derechos de autor varía de un país a otro, y no 
podemos facilitar información sobre si está permitido un uso específico de algún libro. Por favor, no suponga que la aparición de un libro en 
nuestro programa significa que se puede utilizar de igual manera en todo el mundo. La responsabilidad ante la infracción de los derechos de 
autor puede ser muy grave. 


Acerca de la Búsqueda de libros de Google 


El objetivo de Google consiste en organizar información procedente de todo el mundo y hacerla accesible y útil de forma universal. El programa de 
Búsqueda de libros de Google ayuda a los lectores a descubrir los libros de todo el mundo a la vez que ayuda a autores y editores a llegar a nuevas 


audiencias. Podrá realizar búsquedas en el texto completo de este libro en la web, en la páginalhttp: //books.google.com 
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LEY DE. ACCIDENTES DEL TRABAJN 


LEY DE AGUDEMIES DEL IRADAJN 


— GE RIO 
ESTUDIO CRÍTICO DE LA ESPAÑOLA 


DE 30 DE ENERO DE 1900 


DE Su REGLAMENTO Y DISPOSICIONES CONCORDANTES 


COMPARADAS CON LAS PRINCIPALES LEGISLACIONES EXTRANJERAS 


POR EL DOCTOR 


D. HIPÓLITO GONZALEZ REBOLLAR 





| OBRA PREMIADA 
POR LA “ACADEMIA DE DERECHO Y DEMÁS CIENCIAS SOCIALES, DE BILBAO 
É IMPRESA Á EXPENSAS DE LA MISMA 





PRECEDIDA DEL DISCURSO LEÍDO POR El, AUTOR 
ANTE LA REFERIDA ACADEMIA 
EN LA SESIÓN EXTRAORDINARIA CELEBRADA PARA SU PRESENTACIÓN 
EL DÍA 30 DE DICIEMBRE DE 1902 


PRÓLOGO DE 


D. ADOLFO A. BUYLLA 


CATEDRÁTICO DE ECONOMÍA POLÍTICA Y DECANO 
DE LA UNIVERSIDAD DE OVIEDO 





SALAMANCA 
Irmprenta de Calón, á cargo de Andrús Iglesias; Plaza de la Libertad, número 10 
1903 


A 


t 


ES PROPIEDAD DEL AUTOR. 


MAR 23 1910 


3/23)|10 


o de 
Y Excmo. deñoz 


A 
SN Eduardo Dato Iradiez 
Ministro de Gracia y Justicia, Ex-ministro de la Gobernación, 
iniciador de la Legislación social en España 
y autor de la Ley de 30 de €nero de 1900 que se estudia 
en el presente libro 


Se lo dedica en testimonio de .adiira- 


ción y gratitud 
el Luto. 
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DIPLOMA ” 
"GREGORIO DE BALPARDA 


SECRETARIO GENERAL DE La ACADEMIA DE DERECHO Y DE- 
MÁS CIENCIAS SOCIALES DE BILBAO. | 


Certifico: One para honrar la memoria de su 
primer Presidente, D. Benito de Goldaracena, 
organizó esta Academia un concurso ofreciendo 
un premio al autor de la mejor monografía so- 
hre la Ley de accidentes del trabajo, y 

Por cuanto D. Hipólito González Rebollar se 
hizo acreedor, á juicio del Jurado, á la adjud:- 
cación del premio entre los nueve autores de mo- 
nografías presentadas, de orden de la Junta de 
Gobierno expido el presente diploma en Bilbao 
á 15 de Noviembre de 190 2.—(GREGORIO DE BaL- 
PARDa.—V.” B.”, El Vicepresidente, Ramón San 
PeLaYo,.—(Hay un sello de la Academia de Dere- 
cho y demás Cienvias sociales de Bilbao). 


(1) Principales condiciones del CONCURSO AL PREMIO GOLDARACENA. 
. “Por acuerdo tomado en Junta gencral celebrada el 4 de Febres o úl- 
timo, la Academia de Derecho y demás Ciencias sociales de Bilbao, para 
honrar la memoria de su primer Presidente, D. Benito de Goldarace- 
na, prematuramente fallecido, abre un concurso de monografías en las 
condiciones siguientes: 

1.2 Se adjudicará un premio de 1.000 pesetas en metálico, denomi- 
nado: Premio Goldaracena al autor de la mejor monografía sobre el 
tema: Ley de accidentes del trabajo, en cuyo desenvolvimiento han de 
hacer los concursantes un estudio crítico positivo de la Ley de 30 de 
Enero de 1900, comparándola con las legislaciones extranjeras, rela- 
ción de sus precedentes legales y reformas que en ello deben introdu- 
cirse, 

6.2 Si el tribunal lo considerase conveniente, atendido el mérito ab- 
soluto del trabajo premiado, éste se editará por cuenta de la Academia 
de Derecho y demás Ciencias sociales de Bilbao). 

Copiado de la circular-convocatoria publicada por la Academia de 
erecho v demás Ciencias sociales. 
* 
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PRÓLOGO 


No debía ser quien estas líneas escribe el que pro- 
logase este interesantísimo libro, no ya por su insigni- 
ficancia que le abruma, porque siente que la pesadum- 
bre de los años acusa con mayor relieve su deficiencia 

,precisamente para aquello que le atrae con mayor 
fuerza, sino porque su situación respecto al autor, no es 
la más adecuada para juzgar una obra que bien pudiera 
llamarse nieta suya—hija espiritual de un hijo espiri- 
tual. —González Rebollar, casi niño, pasó por mi cáte- 
dra de la Universidad de Oviedo, cuando comenzaba 
á preocuparnos á todos en España el llamado proble- 
ma social, y cuando el despertar de los perjudicados, 
anunciado con gritos de dolor, ya que no con explo- 
siones de ira, de ira reconcentrada, á través de muchas 
generaciones de miseria engendrada por muchos años 
deinícua explotación, excitaba nuestros sentimientos de 
amor al prójimo, de piedad hacia el oprimido, que se 
tradujeron en 'entusiasmos por el estudio del remedio 
que pusiera término, ó aliviase por de pronto tantas 
amarguras. Rebollar era alumno predilecto, porque te- 
nía todo lo que puede complacer á su maestro, inteli- 


A E 
gencia clara, iniciativa, deseo apasionado de saber, vo- 
luntad firme y por ello tenacidad en la árida tarea. 
Todas estas cualidades, y sobre todo la última, las 
ha llevado para adelante. Yn le he seguido, admirán- 
dole, en su larga carrera de trabajador infatigable, lu- 
chando siempre por la vida y luchando por la ciencia, 
y acaso, y sin acaso, perdiendo en la conquista del pan 
el tiempo y las fuerzas que en país distinto del nuestro 
hubiera podido ahorrar, para emplearlas en la labor in- 
vestigativa tan apropiada á sus dotes y á sus gustos. 
Nuestra comunicación espiritual no se ha interrumpido; 
he leído sus obras profesionales y sus obras jurídicas 
y sus obras sociólogas, y he advertido cómo se acen- 
tuaba la comunión ideal comenzada en la modestísima 
aula de la Universidad querida: comunión no sólo de 
principios directivos, sino de tendencias, de aficiones, 
de procedimientos, que, repito, harán que este pobre 
trabajo mio sea una apologética y nó una crítica. 
-—— Dicho esto en descargo de mi conciencia, y prévia 
la protesta de que, —mucho mejor que un prólogo de 
quien seguramente necesita, por lo menos, tanta presen- 
tación y tanto patronato como el autor, sentaría el 
acuerdo, por escueto que fuese, de la si siempre ilustre 
y merecedora de aplauso “Academia de Derecho y de- 
más ciencias sociales de Bilbao,,, ahora más que nunca 
acreedora á la felicitación de las personas cultas y ca- 
ritativas, por haber galardonado un trabajo tan digno 
del premio concedido, —trataré de expresar la impresión 
que me ha producido, no sin pedir de antemano perdón 
al lector por el atrevimiento de interponer entre el sus- 
tancioso y atractivo libro, —atractivo sí, no obstante la 
indole del asunto, —estos renglones escritos en momen- 


—x— 
tos de tal apuro y perentoriedad de ocupaciones, que no 
miento al decir que no he de poder releerlos para corre- 
girlos debidamente. | 

Llega este libro en el momento oportuno, cuando 
llevamos algún tiempo de práctica de la Ley y Regla- 
mento de accidentes del trabajo, y pudieron aquilatarse 
sus incontestables ventajas para los que son parte en el 
apasionado y pasional litigio que entra en España en el 
período más interesante, y sus inconvenientes produci- 
dos muchos. de ellos por oscuridad en la expresión y 
por importantes deficiencias, que conviene notar para 
que el legisiador aclare las primeras y supla las se- 
gundas, cosa que debiera realizar continuamente, y no 
con la holgura y con la parsimonia de que hasta ahora 
parece hacer gala, siquiera sea en justa imitación de lo 
que pasa con los gobiernos de las demás naciones cul- 
tas del mundo, comenzando por los que como en Rusia 
y Alemania, aparentan cerrarse con mayor empeño á 
las llamadas reivindicaciones obreras. Llega cuando los 
tribunales de justicia, algunos como la Audiencia de 
Sevilla con notorio error en la interpretación de los pre- 
ceptos legales, (1) han tenido que entender en nume- 
rosos casos comprendidos en las disposiciones legisla- 
tivas citadas y han pronunciado acerca del sentido y apli- 


(1) Niégase en la Sentencia que dictó la Sala de lo civil la proceden- 
cia del recurso de apelación en los juicios sobre accidentes del trabajo. 
El Tribunal Supremo, en la de 6 de Octubre de 1902, casó y anuló la de 
la Audiencia volviendo por los fueros de la justicia, apoyándose en que 
“el principio fundamental de las dos instancias en que descansan las 
garantías procesales de los juicios regulados por la ley de Enjuicia- 
miento Civil, no permite entender al art. 14 de la ley de 30 de Enero 
de 1900 en el sentido en que lo ha hecho la Audiencia de Sevilla, porque 
al preceptuarse en él que los Jueces de 1* Instancia conocerán en jui- 
cio verbal de los conflictos que surjan de la aplicación de dicha ley, con 


o 

cación de las mismas. Llega cuando ilustrados escri- 
tores, entre los cuales merecen especial mención los 
señores Oyuelos y Pérez Minguez (D. Fidel), han diser- 
tado luminosamente sobre la inteligencia de tales pre- 
ceptos, invocando, como es necesario al tratar de ins- 
tituciones jurídicas nuevas en nuestra patria, pero con 
historia larga relativamente en el extranjero, la juris- 
prudencia de los paises en donde lleva ya algunos años 
de experiencia. Llega, por fin, cuando ocupa un puesto 
en el Gobierno el ilustre autor de la Ley y del Reglamen- 
to de accidentes del trabajo, el Sr. Dato, encargado 
hoy del departamento ministerial desde donde puede 
enmendar aquellos errores y suplir aquellas deficiencias 
de que hemos hablado, y que de seguro lo hará, por 
que así nos lo ha dicho en agradable y muy interesante 
conversación que con él hemos tenido el gusto de soste- 
- ner hace poco tiempo. 

En esa importante tarea será de seguro eficázmente 
ayudado por cuantos comulguen en la fé en la política 
protectora del obrero, iniciada apenas en España, y de 
la cual ha de depender en gran parte, si no la pacifica- 
ción social por entero, un modus vivendi que, apaci- 
guando odios y rencores perfectamente explicables por 
injustificadas resistencias de los unos, por la honda hue- 


los recursos determinados en la de Enjuiciamiento Civil, claramente se 
infiere que es con los recursos que ante el superior gerárquico respecti- 
vo, ósea ante la Sala de lo Civil quepa entablar, y entre ellos el de 
apelación; interpretación que corrobora la consideración de que de 
otros juicios conocen los mismos Jueces de 1? Instancia por el procedi- 
miento del verbal, sin que por esto desaparezca el derecho de apelar.., 

Por cierto que la Sentencia de la citada Audiencia dió lugar á que 
una ilustrada revista andaluza abriese un debate acerca de la proce- 
dencía de sus resoluciones, en el que terciaron varios publicistas entre 
ellos el autor de estas líneas, 
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lla que en el alma de los otros ha dejado el látigo de la 
servidumbre tanto tiempo sufrida, y por la incultura 
de todos, permita á los interesados directa ó indirecta- 
mente en la resolución del gran problema del siglo XX, 
estudiar con sosiego y con relativo desapasionamiento 
las soluciones más acertadas, y sobre todo llevarlas á 
la práctica, si con decisión y energía, con el menor tras- 
torno social posible. 

Pero para ello es menester que pueblos y gobiernos, 
especialmente los últimos—que los primeros de sobra 
apuran, aguijoneados por la necesidad,—no se duer- 
man sobre el escaso terreno conquistado. Si en los paí- 
ses más avanzados en este orden apenas se dan mano 
á recado los encargados de la dirección política, y sin 
embargo todavía van á la zaga de las pretensiones de 
los desheredados ¿qué diremos de nuestros gobernantes 
tímidos, encogidos salvo contadísimas personalidades, 
asustadizos hasta el punto de que no tienen inconve- 
niente en recoger palabras y en prescindir de compro- 
misos, en cuanto asoma lo que, con manifiesta impro- 
piedad, se ha dado en llamar lesión de sagrados intere- 
ses, atentado contra el derecho adquirido? Así se han 
malogrado iniciativas tan nobles y de tanta trascenden- 
cia social como las mostradas desde el Ministerio de 
Agricultura por D, José Canalejas, y así desvirtuarán las 
simpáticas tendencias reformistas del ministro antes cl- 
tado, si no se acentúa y refuerza el movimiento con- 
vergente de los que estudian y de los que sufren 
concordantes ya en el convencimiento común de que 
estamos en la segunda etapa de la famosa ley histórica 
admirablemente formulada por Buckle: “lo que una ge-- 
neración demanda como favor, la generación siguiente 
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lo reclamará como derecho,, ¡Ojalá que, en bien de to- 
dos, no sobrevenga una tercera en que haya que con- 
fiar necesariamente á la fuerza lo que el derecho no 
logre imponer por su propia virtualidad! 
Desgraciadamente estamos todavía en un período 
en que, por causa mas que todo de la incultura, de la 
ineducación si se quiere atenuar un poco la crudeza de 
aquella palabra, de los que debieran ya sentirse perfec- 
tamente educados, es preciso pedir al imperio de la fuer- 
za del Estado los efectos que hubiera de producir el im- 
perio de la razón. ¿Qué otra cosa significa sino la con- 
ducta de poderosas empresas que en lucha con sus obre- 
ros rechazan los buenos oficios de la Universidad de 
Oviedo que generosamente se ofrece, en cumplimiento 
de altísima función moral-social, para procurar que cese 
una huelga en que padecen á la par los intereses mate- 
riales de ambas partes, y lo que es peor, se agranda la 
incompatibilidad de caracteres que puede precipitar 
la catástrofe que todos estamos obligados á evitar? Ha- 
blen por nosotros las represalias de industriales que, 
después de un paro en que fueron vencidos los trabaja- 
dores, suprimen pensiones á viejos é inutilizados en el 
trabajo, levantan el socorro del Monte-pío á los enfer- 
mos, rebajan despiadadamente los jornales y expulsan 
sin consideración á operarios que llevaban á su servi- 
cio treinta y más años (1). 
¿Quién que se precie de considerar en su verdadero 
valor la situación, negará la necesidad, la suprema nece- 
(1) He de apuntar un feliz contraste. Cuando corrijo estas pruebas 
un modesto contratista de obras me propone como intermediario al 
gremio de trabajadores en piedra para resolver la cucstión, causa de 


la huelga en que se encuentran sus operarios de este ramo, y soy inme- 
diatamente aceptado por ellos, 
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sidad de la política intervencionista, por donde el Esta- : 
do suple y enmienda la acción privada? No podemos 
salir de este dilema: ó la fuerza organizada del Estado 
logra implantar el derecho ó la fuerza caótica de la 
masa se impone con violencia irresistible. A la ley pues 
debemos confiar la solución de los conflictos que se 
acentúan en España de día.en día, como lo prueba por 
modo inconcuso la excesiva repetición de las huelgas 
de un lado, y de otro esas elocuentes manifestaciones 
que promueven los trabajadores en honor de los con- 
tados hombres públicos, que como Canalejas y Dato 
(perdónesenos la repetición de sus nombres, pero ¡son 
tan pocos los políticos que de estas cosas se preocupan!), 
pretenden llevar á la legislación el espíritu social mo- 
derno. Más sabido es que el derecho escrito ha de in- 
formarse en el derecho vivido, —¿quid leges sine mo- 
ribus?—y que se afina y se ratificaó se rectifica, median- 
te la crítica, la genuina crítica, la crítica científica, 
que al juzgar la obra del legislador la interpreta y en 
su tendencia progresiva abre el camino da la reforma 
necesaria y conveniente. 

Estos son cabalmente los fines que se ha propuesto, 
y en mi humilde entender ha realizado el autor del li-' 
bro que sigue, porque le avaloran cualidades de fondo 
y de forma, dependientes de condiciones personales de 
aquél, facilmente apreciables por el lector, tales cuales 
un humanitarismo, una simpatía hacia el débil, hacia 
el desgraciado que se sobrepone á todo interés de par- 
tido y á todo prejuicio de secta y que es el acicate más 
poderoso para realizar obra de sustancia en este orden 
de cosas, una absoluta devoción y una plena confianza 
en la política protectora del obrero, grandes disposi- 
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- ciones de crítico, (preparación conveniente filosófica v 
jurídica, dotes de observador, y por tanto aptitudes de 
casuista, erudición copiosa, escogida y de primera ma- 
no) y estilo adecuado al asunto, salvo cierta tendencia 
declamatoria, que sí sienta bien en el Discurso prelimi- 
nar, en donde por cierto advertirá el lector el acierto 
con que González Rebollar expone la situación de las 
cosas en orden al problema social en los diversos paí- 
ses europeos, la justa apreciación de las posiciones 
adoptadas por los partidos políticos, incluyendo entre 
ellos al socialista y al anarquista, y más que todo, lo 
certero de sus juicios en cuanto á la solución jurídica 
adecuada, esmaltado todo con hermosos arranques de 
sinceridad científica tan dignos de alabanza en un país 
y en unos tiempos, en que el influjo del positivismo 
más repugnante endereza las conciencias y orienta las 
voluntades hacia el sol que más calienta, para medrar 
á toda costa y pronto. | 

Si tuviéramos vagar, con cuánto gusto entraría- 
mos por el libro adelante, mostrando lo mucho bueno 
que encierra; pero acaso, y sin acaso, perdería con 
ello bastante el que haya de leerlo; pues que estraga- 
ría el paladar con nuestra árida y enrevesada prosa y 
malgastaría el tiempo, de seguro mejor empleado re- 
corriendo sus páginas y nutriéndose con las enseñanzas 
que de ellas brotan. 

Permítasenos, sin embargo, y perdónesenos, que 
aprovechemos la oportuna ocasión que se nos presenta 
para añadir á la série de reformas que se proponen en 
este magistral estudio de la Ley y Reglamento de accl- 
dentes del trabajo vigentes en España, otras dimanadas 
de la observación contínua de los efectos producidos en 
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la práctica por esta parte de la legislación protectora, 
y que nos ha sugerido también la experiencia profesio- 
nal de los tribunales de justicia, no escasa á pesar del 
poco tiempo que ha trascurrido desde su promulgación. 

Inspiradas aquéllas en el saludable criterio del ries- 
go profesional, ya que no se trate seriamente de exten- 
der sus beneficios á las enfermedades que puedan ser di- 
recta ó indirectamente efecto del ejercicio de un trabajo 
determinado, urge catalogar las industrias que mani- 
fiestamente exponen á padecimientos graves y conside- 
rarlas comprendidas en la ley de accidentes. Bastaría 
para ello copiar el art. 1.* del Decreto del Consejo Fe- 
deral Suizo de 18 de Enero de 1891, . 

Se impone asímismo la adopción del cuadro ó Regla- 
mento de incapacidades para el trabajo anunciado en 
el art. 34 del de 28 de Julio de 1900; porque la redac- 
ción de los respectivos artículos de la Ley y del Regla- 
mento es oscura de verdad, y así l1gs médicos como los 
jueces se ven y se desean para interpretarlos acertada- 
mente. Hágase, pues, ese estudio prometido sin levan- 
tar mano: determínense con claridad las lesiones y las 
enfermedades que entran respectivamente en los dife- 
rentes grados establecidos en los cuerpos legales cita- 
dos, y se evitarán reclamaciones y gravísimos errores 
que no son imputables del todo á los tribunales ni á sus 
auxiliares (1). 

Dánse con frecuencia en la práctica casos que no 
siendo en sí verdaderas incapacidades para el trabajo 





(1) Precisamente en el momento de escribir esta cuartilla, leo eh la 
revista de los tribunales que, con singular acierto, redacta en el Heral.- 
do el licenciado Vidriera, el resumen de la vista ante el Tribunal Su- 
Premo de un recurso motivado por la sentencia de la Audiencia de Za- 
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predisponen gravemente al obrero á que las contraiga;, 
por ejemplo, la pérdida de un ojo ó la disminución de 
la vista, que por de pronto no imposibilita al que la su- 
fre para el ejercicio de su profesión. No incurre por esto 
el patrono en responsabilidad, y sin embargo el opera- 
rio no queda en realidad en la misma aptitud para tra- 
bajar que tenía antes de sufrir el accidente; hay gran- 
des probabilidades de que se inutilice por completo y 
cuando pase al servicio de otro patrono corre este se- 
guramente mayores peligros de que se inutilice total- 
mente siendo entonces de su cuenta las indemnizacio- 
nes correspondientes. Con ello se perjudica al trabaja- 
dor, y más aún al nuevo patrono que habrá de sufrir 
por entero responsabilidades no contraídas sino en par- 
te. Es este otro punto que pide inmediata resolución. 

Repetimos lo que en diversas ocasiones, hemos di- 
cho respecto á la deficiencia de la legislación en cuanto 
á los trabajadores del campo y á los empleados en fá- 
bricas, talleres, industrias, construcciones, etc., que ex- 
perimenten, con ocasión del trabajo, que ejecuten, lesio- 
nes ó enfermedades. No hay razón alguna para excluir- 
los de sus beneficios; una vez que están expuestos á 
muchos de los riesgos de los obreros manuales de otros 
oficios, comprendidos en sus disposiciones. Lo mismo 
puede herirse con un instrumento de labor el operario 
agrícola, que el carpintero, el pintor ó el albañil ó el 
cantero, é igualmente puede sufrir los efectos de una 


ragoza que, confirmando otra del Juzgado de la misma ciudad, consi- 
deró, en mi sentir con muchísima razón, como accidente del trabajo el 
haber quedado ciego un obrero á consecuencia de manipulaciones con 
óxido de plomo, ácido sulfúrico, litargirio y minio. 

De desear sería que el más alto tribunal de la nación sentara esta 
jurisprudencia. 
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explosión, de un hundimiento ó de un escape de vapor 
ó de la producción de gases deletereos el trabajador 
manual que el inspector, el escribiente, el tenedor de 
libros ó el simple encargado y con mayor razón el in- 
geniero, el arquitecto, el contramaestre: justo es, pues, 
que quien está expuesto á iguales riesgos, sea igual- 
mente protegido contra ellos. 

Después de la conveniente aclaración hecha en el 
Real decreto de 53 de Noviembre de 1902 en el sentido 
de que el auxilio que establece el párrafo 1.” del artícu- 
lo 4.” de la ley de 30 de Enero de 1900 comprenda los 
días festivos, con mucho mayor motivo es necesario 
que no se exceptúen de la indemnización señalada para 
los casos de incapacidad, especialmente cuando los 
obreros inutilizados trabajaren todos los días del año; 
no sólo porque no hay razón para negar á uno, lo que 
á otros se concede, sino porque, antes al contrario, 
existe en favor de los últimos la muy poderosa de que 
no se les computa para la indemnización lo que se les 
paga en circunstancias ordinarias. 

Entra también en el catálogo de adiciones urgentes 
la de hacer que el auxilio de la mitad del jornal diario 
no quede limitado al período quemedia entre el acciden- 
te y el día en que se declare la incapacidad, sino que 
se extienda hasta el en que sea ejecutada la sentencia, 
cuando por diferencias entre los interesados hubiera 
que acudir á los tribunales. A nadie puede ocultarse 
que tratándose, como se trata, de una pensión de mar- 
cado carácter alimenticio, sería una inhumanidad que 
quedara privado de ella el trabajador hasta que por de- 
cisión de la justicia le pague el si ono la indemniza- 
ción legal correspondiente. 
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Inspirada la ley de accidentes de trabajo, en lo que 
toca á las pensiones que concede á ciertas personas que 
por pertenecer á la familia de la víctima considera co- 
mo sus herederos, en la situación angustiosa en que 
pueden encontrarse, fiados en el auxilio que les prestaba 
en vida, parece natural que no las limite, como lo hace, 
á los hijos y nietos, á la viuda y á los padres y abuelos 
en ciertas condiciones. Pueden necesitar también de esa 
ayuda otros parientes y en general cuantos vivían al 
amparo del obrero muerto. Por eso sería conveniente 
reformarla en este sentido, siempre prévia la Justifica- 
ción de la necesidad del asilo. 

Tampoco en punto á responsabilidades estaría de- 
más, dado el carácter francamente protector de esta 
legislación, que se aumentara en un cincuenta por 
ciento la prescripta por las disposiciones vigentes cuan- 
do las víctimas fueran mujeres y niños que no trabaja- 
ran en las condiciones establecidas por la ley y regla- 
mento de 13 de Marzo de 1900. 

En cuanto al procedimiento para hacer efectivas las 
acciones dimanadas de la legislación sobre accidentes, 
ó se organizan los Tribunales ó Jurados prometidos en 
el art, 14 de la ley y se adiciona el reglamento con las 
prescripciones relativas á su modo de funcionar, ó se 
detallan las reglas por que se han de regir los jueces 
que entienden provisionalmente en los litigios á que dan 
lugar aquellas. La interinidad en estas cosas es siem- 
pre perjudicial, y eso que los dignos funcionarios de la 
Administración de Justicia en la provincia desde donde 
escribo no merecen más que elogios por el celo, la rec- 
titud y actividad con que proceden en la sustanciación 
y fallo de estos asuntos. Pero mientras se llegue á una 
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situación definitiva, es conveniente que, conservando 
en lo posible la tramitación en forma de juicio verbal, 
se declare obligatoria la intervención de abogados de- 
fensores de los obreros, muy justificada por la frecuen- 
cia con que se ventilan cuestiones de derecho, y aten- 
dido el escaso tiempo que la ley lleva de práctica; que 
se haga entender á los jueces el deber en que están 
de imponer siempre las costas al patrono vencido, pues- 
to que se trata de aplicación de disposiciones protec- 
toras del obrero y de indemnizaciones de carácter ali- 
menticio, que resultarían mermadas considerablemente 
al tener que pagar el operario las suyas cuando no 
se hace expresa condenación de las mismas. 

Para terminar con este capítulo de reformas nece- 
sarias y urgentes, apuntaremos otras dos: la de dotar 
á los Gobiernos Civiles de las provincias industriales 
del personal capaz y suficiente para llenar las múltiples 
y delicadas funciones que les encomiendan la Ley y el 
Reglamento, ya que confiadas éstas por lo general, á 
un aspirante á oficial, es humanamente imposible que 
vayan como Dios manda las estadísticas, que se impul- 
se y favorezca la acción de las Juntas locales y provin- 
cial de reformas sociales y que los expedientes sean 
tramitados con el acierto y rapidez que estas cosas exl- 
gen; y la de organizar cuanto antes la inspección del 
trabajo, si se quiere sinceramente que dé los resulta- 
dos apetecidos la legislación protectora del obrero. 

Y ahora que el autor y los lectores, si los tengo, 
perdonen al prologuista la latitud del proemio. 


ADOLFO A. BUYLLA. 


Oviedo y Junio 12 de 1903. 
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ElDO ANTE LA ACADEMIA DE DERECHO Y DEMÁS CIENCIAS SOCIALES DE BIL- 
BAO EN LA SESIÓN EXTRAORDINARIA CELEBRADA EL DÍA 30 DE DICIEM- 


BRE DE 1902 
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Sres. Académicos: 


El momento presente de mi vida es, en verdad, abruma- 
T. La emoción intensa que me embarga contribuye á difi- 
Ultar, en grado sumo, la mínima expresión que permite mi 

Umnildísima oratoria al sentimiento desbordante con que 

l Oscura personalidad os rinde el homenaje de sus mereci- 
Mientos, tan escasos, como grande y sin medida es la ambi- 
lón de acrecentarlos en el ejercicio del trabajo honrado, 
Para poder ofreceros algún día, obra más digna de vuestra 
S€nerosidad y de la altura á que os halláis colocados, con- 
lb uyendo espléndidamente á la difusión y acrecentamiento 
€ la cultura pátria. | 
El nombre del Sr. Goldaracena, cuyo merecido elogio 
NO puede pronunciar mi lengua dignamente, por que no me 
a sido dado ser testigo, como vosotros lo fuísteis, de las 

“Minentes prendas que os movieron á 'elegirle como primer 

Tesidente de vuestras tareas académicas, irá, no lo dudeis, 


do 
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unido á los más íntimos recuerdos de mi familia, desde el 
día en que, por el voto de vuestros ilustres actuales Presi- 
dentes, me proclamásteis acreedor á la recompensa que 
habéis instituído en su memoria; y yo os aseguro que mis 
hijos pequeñuelos pronuncian hoy aquel nombre con vene- 
ración, porque ellos han aprendido ya que la primera vez 
que la Sociedad ha galardonado con largueza los incesantes 
esfuerzos del padre, que no puede legarles otra cosa que el 
ejemplo y el estímulo del trabajo, unió con lazo indisoluble 
dicho nombre al galardón apetecido y vinculó para siempre 
su memoria á las faenas que, si la Providencia me concede 
alientos para cooperar á la obra social de mis contemporá- 
neos, señalarán las sucesivas etapas de mi vida literaria. 

Siéndome, pues, imposible corresponder á vuestra pró- 
diga generosidad de una manera adecuada de la benevolen- 
cia con que esta noche venís á continuar vuestra obra, para 
mi pequeñez abrumadora, dignándoos escuchar mi humilde 
voz en este recinto, en el que tantas veces ha resonado la de 
tantos maestros consumados en las ciencias que cultiváis 
con noble empeño; ¿qué resta á mi gratitud sino imitar, 
aunque muy de lejos, el ejemplo de aquel glorioso prócer de 
la inteligencia y artista incomparable de la palabra, que se 
llamó Donoso Cortés, quien sintiéndose pequeño en su mo- 
destia, que le impedía medir la inmensidad de los mereci- 
- mientos que le llevaron á ocupar un sitial en la Academia 
Española, en el momento solemne de su recepción en aque- 
lla Casa, imploraba á los que tuvieron la dicha de escuchar 
uno de sus discursos inmortales que apartasen sus ojos y 
su consideración de la persona de quien les hablaba, para 
fijarlos en la magnitud y grandiosidad del asunto que ante 
ellos supo desenvolver con palabra de fuego, vibrante de su- 
blimidad, digna sobre toda ponderación de las épicas gran- 
dezas que narraba. 

Pues salvando ahora la distancia inconmensurable que 
separa aquel rasgo de humildad, (tan propio de quien con 
sus talentos y virtudes, así cívicas como cristianas, supo 

abrillantar un periodo memorable de nuestra historia,) de 
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la necesidad absoluta con que yo imploro en este momento 
vuestra indulgencia; también he de comenzar rogándons 
que os dignéis apartar los ojos de mi pequeñez y meditar 
durante el breve espacio de tiempo en que he de requerir 
vuestra atención en la magnitud del asunto de que vengo á 
hablaros, por que estoy seguro de que mis palabras, aun 
descontado el escasísimo valor sustantivo de los conceptos 
que en ellas os ofrezco, serán, no obstante, suficientes para 
despertar en vuestra superior ilustración ideas levantadas 
y generosas que más de una vez habéis alimentado y á las 
que vosotros sabréis dar expresión y ejecución digna y ade- 
cuada. | 

Me propongo hablaros de aquella orientación ética y so- 
cial de la Ciencia del Derecho que considero indispensable 
para levantar de su actual abatimiento la noble profesión á 
que estamos consagrados. 

Espero que el asunto ha de ser acreedor á vuestras sim- 
patías, y considérole de tanta mayor oportunidad cuanto que 
el hecho de haber instituído vosotros en medio de la indus- 
. triosa y progresiva Bilbao una Academia como ésta, en la 
que se rinde culto á la suprema religión de la Justicia, y se 
fomentan los estímulos de su estudio, y se trabaja por eman._ 
ciparla del yugo de las rutinas que la estancan y la enervan, 
y se consagra desde su mismo título social hasta las últimas 
manifestaciones de su obra fecundísima el inefable consor- 
cio de aquella disciplina de tradiciones seculares, que se lla- 
ma jurisprudencia, con las novísimas investigaciones cien- 
tíficas que tienen por objeto la sustantividad, la forma y la 
evolución de las sociedades humanas, y que desde el mo. 
mento de su reciente aparición están llamados á fecundar 
con calor de nueva y exuberante vida las entrañas del mun- 
do civilizado; el hecho de haber instituido en Bilbao una Aca- 
demia de Derecho y ciencias sociales, demuestra que voso- 
tros, hijos del progreso que se alimenta y propaga en medio 
de la incesante victoriosa lucha que sostenéis con esta fra- 
gorosa naturaleza, levantando en medio de ella, para asom- 
bro de vuestros compatriotas de allende los montes, los ci- 
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clópeos monumentos de vuestra industria, las espléndidas 
manifestaciones de vuestro comercio y vuestra navegación, 
habéis concebido también la necesidad ineludible de dar al 
alma lo que es del alma, de mantener el fuego sacrosanto 
del ideal, en medio de los luminosos progresos de la materia, 
significando de este modo que vuestra inteligencia cultiva- 
da y el espíritu viril y esforzado de vuestra raza no acierta 
á concebir aquel absurdo y monstruoso divorcio entre las 
disciplinas del espíritu y las colosales creaciones de la in- 
dustria moderna con que algunos tuvieron la aberración de 
caracterizar la época de la historia en que vivimos. 
Nosotros, los que con más elevadas miras que aquellos 
que, pro pane lucranilo, ejercen por esos pueblos el triste 
destino de fomentar la incultura y la inmoralidad en las re- 
laciones sociales, atentos á que no se agote el filón de plei- 
tos y causas que explotan á maravilla, y que disfrazan con 
el sacrosanto nombre del Derecho este manantial perenne de 
exacciones con que el infeliz campesino sostiene su holgan- 
za vergonzosa, á costa de la paz que tiene derecho á disfru- 
tar en el seno de su familia, entregado á la sencillez de sus 
costumbres y á la religión redentora del trabajo; nosotros 
los que, por el contrario, pretendemos fundar sobre el sóli- 
do cimiento de la justicia la obra de emancipación social á 
que consagramos los esfuerzos de nuestra juventud, entre- 
gando á la misma por completo nuestras generosas iniciati- 
vas; nosotros, que nos sentimos orgullosos de repetir aque- 
lla egregia proclama del jurisconsulto romano: Justitiam 
nanque colimus et bon: et aequí notitiam profitemur... ve- 
ram, mnisi fallor, philosophiam, non simulatam affectan- 
tes, nosotros, digo, somos los llamados á oponer, no ya con. 
nuestras palabras, sino con nuestros hechos, un dique po- 
deroso á la corriente de menosprecio con que hoy son tra- 
tadas las ciencias que han venido llamándose morales y 
políticas, las facultades universitarias en que se enseña el 
culto y la eficacia de las ideas, todo aquello en suma, que 
no trasciende á progreso material; menosprecio quizás en 
parte merecido por culpa de nuestra cobarde transigencia 
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con las abyecciones del ejercicio profesional, y menosprecio 
que caracteriza las novísimas direcciones de la pedagogía 
y los derroteros de la educación eminentemente técnica 
con que se trata de sustituir en absoluto á la que hasta 
ahora se viene recibiendo en dichas facultades. 

España necesita, sí, una orientación reflexiva, no desbor- 
dida y pasional, como la que ahora se nota, hacia lus cien- 
cias positivas, hácia la tecnología, hácia los progresos de la 
industria que señalan la grandeza de otros paises, creando 
y acrecentando la riqueza, cambiando y trasportando sus 
productos y llevando con ellos :'á todas partes gérmenes de 
civilización, estímulos de vida, afanes de conquistas prodi- 
giosas sobre las fuerzas de la naturaleza, que corresponden 
á nuestra edad; pero ni España, ni nación alguna podrá ja- 
más olvidar, so pena de extinguir por completo la interna vi- 
tal energía en que se basan todos sus progresos, aquel pro- 
fundo concepto, egregiamente proclamado por nuestro gran 
Menéndez Pelayo, (1) en frente de los osados avances del 
positivismo, que constituyeron el achaque de alguno de los 
pasados lustros: la eternidad de la Metafísica, madre de las 
ciencias del espíritu, soberana de aquellas supremas cate- 
gorías de la mente que se llaman verdad, justicia y belleza, 
que flotaran de siglo en siglo y de generación en generación 
sobre las ruinas acumuladas por todas las revoluciones cien- 
tíficas y sociales que pueden agitar el pensamiento de los 
hombres y la vida de los pueblos (2). 

X ó 





(1) En la Introducción de su magistral Historia de las ideas estét! - 
casen España. 

(2) Al proclamar de este modo, la perpetuidad de la Metafísica, no 
puedo pasar en olvido aquel oscurísimo problema de nuestros días, en 
el que vienen á confluir todas las cuestiones trascedentales á que dió 
lugar la existencia, en el campo de la especulación filosófica, y la opo: 
sición en la arena de sus debates, entre la llamada teoría dualista y la 
que se puede apellidar unitaria, en órden á la investigación de la cau: 
salidad y finalidad universales. Nadie, á mi juicio, ha logrado plantear 
este problema con la cluridad y precisión con que lo ha hecho, después 
de sondear sus abismos, nuestro eminente Dorado Montero, en su estu- 
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Á nosotros corresponde, pues, la restauración de los os- 
curecidos prestigios de la ciencia del derecho, y la tarea de 
incorporar sus eternos dictados al empeño de construcción 
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dio publicado en la “Revista de Legislación y Jurisprudencia, (tomo 
93 pag. 183). “Sobre el último libro de Salillas y la teoría creminológ i- 
ca de este autor ,.. 

También la metafísica es eterna, en opinión del Sr. Dorado. Pero lo 
es en diferente sentido de aquel en que la filosofía clásica proclamó di- 
cha eternidad. Para esta filosofía existen dos mundos separados por 
una difencia sustancial: el mundo de la naturaleza, de la materia, de 
los reinos sideral y mineral, vegetal y animal; y el mundo del espíritu, 
el reino propiamente hominal, en su aspecto psicológico, y el que se 
expansiona en la infinita eslera de lo divino. Para la filosofía clásica 
la Metafísica es todo lo que se refiere á este segundo grupo de la escala 
ontológica, con la sustantividad personal de todas sus unidades indivi- 
sibles, con las supremas leyes de su causalidad, con su finalidad tras- 
cedental é inmanente: elementos todos, que nada tienen de común con 
los que determinan la sustantividad, la actividad y las propiedades del 
mundo de la naturaleza, separado así por una barrera infranqueable 
de aquel otro mundo de la psiquis, sin comunicación ni continuidad al 
guna entre les leyes que rigen uno y otro. 

Por el contrario, en la doctrina que llamamos unitaria, que se inicia 
en la vida científica con la invasión de las teorías evolucionistas y 
transformistas, la Metafísica, “que no se proscribe nunca,, según frase 
de Dorado, es también eterna, si esto se entiende como imposibilidad 
de llegar, en ciertos órdenes, al conocimiento absoluto verdaderamente 
científico, y necesidad consiguiente de sustituirlo por el meramente hi- 
potético, conjetural, más ó menos verosimil, que es el propiamente mie- 
tafísico en los términos de esta escuela. Á este propósito dice el mismo 
Dorado: “es de advertir que el número de relaciones que un hombre, 
aún el más sábio, conoce á ciencia cierta y se sabe explicar por sus 
causas naturales, ó sea por su referencia á otras cosas y á otras relacio- 
nes ya conocidas, es siempre infinitamente más reducido que el de aque- 
- las otras cuya explicación desconoce y que tiene que inventar, sirvién- 
dose de hipótesis más ó menos ingeniosas, atrevidas y verosímiles, En 
tal sentido todo hombre, quiéralo ó nó, aún aquellos que más renieguen 
de la Metafísica, es un fiel devoto de ella,,. 

Líbreme Dios de pretender abarcar en los límites de una nota como 
esta la inmensidad de este problema fundamentalísimo. Me propongo 
solamente constatar: que la permanencia de la Metafísica no está ligada 
á la exaltación de este ó el otro ideal filosófico, pues la más vehemente 
incompatibilidad entre estos se reduce á proclamar los unos cognosci- 


E, y 


social que está confiado á la generación presente. Veamos 
de qué manera nuestros inmediatos predecesores en esta 
empresa han logrado apartar los obstáculos del camino y 
en qué forma eficaz nos será dado á nosotros continuar su 
obra. 


ble, é incognoscible los otros, el mundo del espíritu, sin que ninguno se 
atreva á negar su existencia, y en suma: que se hace preciso distinguir 
la verdadera cienvia positiva, ilustrada, consciente y generosa, que 
busca ante todo la solidez del terreno en que ha de fijar su planta el in- 
vestigador de la verdad, para que sus aplicaciones sociales no adolez- 
can de la inconsistencia de las que, hasta aquí, se han cimentado en las 
aéreas construcciones de ideólogos y aprioristas; de aquel otro grosero 
positivismo negativo y devastador, que se complacía en demoler el or- 
den existente, con más apriorísmo que el que arrogantemente achaca- 
da á la vieja Metafísica, cuyo total sistema científico pretendía sustituir. 
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Para algunos Sociólogos, á la cabeza de los cuales hálla- 
se colocado el eminente Roberto Ardigó, el derecho consti- 
tuye todo el substractum de la Sociología, por cuanto es esta 
la cienciaque estudia las asociaciones civiles y la formación, 
en el seno de ellas, de la justicia, principal característica y 
fuerza específica del todo social. 

Sin admitir una tan completa identificación entre esta 
ciencia y la Filosofía del Derecho, y afirmando, por el con- 
trario, con nuestro ilustre Moreno Nieto, que el problema 
Jurídico se diferencia del sustantivo que toca resolver á la 
Sociología, por cuanto este último nos da por resultado la 
Sustancia, mientras aquel se limita á la forma adecuada de 
la constitución social; he de proclamar, no obstante, basa- 
do en las investigaciones de la escuela histórica, á la que se 
deben maravillosas reconstrucciones de las sociedades pri- 
mitivas, que, sólo por virtud de los poderosos vínculos crea- 
dos por el Derecho, pudieron aparecer de la vida humana 
los gérmenes primeros del organismo colectivo, y que sólo 
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se llegó á formar idea de este organismo, cuando los hom- 
bres se sintieron ligados entre sí por aquellos lazos. Ya pro- 
cediera su fuerza de cohesión de la primera autoridad común 
á que fueron sometidos, ya de la razón, cuyos dictados obe- 
decieron, ora se sintiesen miembros necesarios de un todo 
superior creado por la naturaleza, cuyas interiores relacio- 
nes determinaban el status individual, ora, en fin, estable- 
ciesen libremente por medio de contratos el contenido de 
aquellas relaciones: es lo indudable que, en una ó en otra 
forma, el derecho y la justicia, más ó menos rudimentarios 
ó progresivos, constituyeron el elemento genético de las so- 
ciedades. 

Aparte de esto, y refiriéndome á las ya constituidas y 
más ó menos avanzadas en los caminos del progreso, ejerce 
también el Derecho otra función importantísima dentro de 
de ellas, mediante aquella portentosa idealidad social que, 
según el mismo Ardigó, es el conjunto de las representacio- 
nes y de los impulsos psíquicos que tienen su asiento en la 
conciencia, y se transforman en elementos directivos, 2deas- 
fuerzas, según la frase conocida de Fouillée; idealidad que, 
cualesquiera que sean los gérmenes que la alimentan, es 
lo indudable que cristaliza siempre en concepciones jurídi- 
cas, que poco á poco se transforman en postulados legisla- 
tivos, y sostienen de este modo la incesante renovación de 
las unidades sociales que constituyen los núcleos de la vida 
humana, cuya forma de manifestación va, por este proceso, 
acercándose más y más cada día al tipo que reclama su cons- 
titución interna. 

Esta verdad hállase demostrada por la observación aten- 
ta de los hechos, que nos acredita, en todos los periodos de 
la Historia, cómo las vagas aspiraciones, los desequilibrios 
de la opinión, los apasionados debates á que da lugar la di- 
ferencia de los móviles de conducta, las nuevas necesidades 
y los anhelos de reforma que origina el incesante avanzar 
de las ciencias físicas en el dominio del espíritu sobre la na- 
turaleza, los ideales artísticos, la propaganda religiosa, to- 
do, en fin, cuanto implica tendencia á la mutación de algún 
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estado social, no cesa de mantener en febril excitación el al- 
ma de los pueblos, ni de producir trascendentales, y á veces 
sangrientas revoluciones, hasta que el Derecho viene á re- 
coger en sus fórmulas de paz los elementos de progreso que 
se contienen en el fondo de todas aquellas aspiraciones en 
lucha, y á consagrar en los aforismos de sus Códigos la quin- 
ta esencia de verdad y de justicia que se hallaba latente en 
el revuelto mar de concupiscencias y ambiciones, de inte- 
reses contrapuestos y de antagónicos principios, antes de 
que la obra del legislador viniese á demostrar cómo, del 
mismo modo que nada existe inútil en la naturaleza, todas 
las energías del espíritu son también aprovechables, y lle- 
van consigo, en medio de su aparente contradición, gérme- 
nes en abundancia de vida sana y vigorosa. 

Haría una ofensa á vuestra ilustración, si yo me propu- 
siera aducir en este momento, como prueba de mis afirma- 
ciones, alguno de los innumerables testimonios que de su 
verdad nos ofrece la Historia. Recordad tan solo lo que sig- 
nifica el momento de la aparición de las más memorables 
obras legislativas, desde las XII tablas hasta el Código ci- 
vil francés, y recordad igualmente cual ha sido la causa que 
tuvo virtualidad suficiente en nuestra patria para acallar el 
incensante clamoreo que por todas partes levantaban las pa- 
siones políticas, sociales y religiosas en torno del concepto 
de nuestro sistema matrimonial: y vereis como en toda oca- 
sión es un Código, una Ley ó una fórmula jurídica lo que 
determina el momento final de las situaciones revolucio- 
narias. 

Por eso, colocados nosotros en un periodo eminentemen- 
te crítico, en el que riñen los más opuestos ideales, y sobre 
todo los de caracter económico y social: yo me atrevo á in- 
vitaros con fervor á que no toleremos por más tiempo la de- 
presión de la ciencia jurídica. Levantémosla y glorifiqué- 
mosla cual corresponde á sus transcendentales destinos, 
porque la Justicia, que eleva á las gentes y es la sal del mu:- 
do, según los libros santos; la Justicia, que es el fundamen- 
tal principio de aquella ciencia, es también hoy, no lo dude- 
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mos por un momento, la única solución de los pavorosos pro- 
blemas que nos agitan. 

La del problema social, han dicho con profunda frase 
Guianturco y Cavagnari, está casi toda en el Código civil; 
y yo he de procurar demostraros que, por lo mismo que en 
nuestros días se acudió para buscar con noble sinceridad 
esa solución á las proximidades de dicho Código, en que se 
contienen los principios porque se rigen las relaciones del 
orden privado; por ese solo hecho se depusieron los ódios 
entre lo que anteriormente se buscaba, agitando en los la- 
bios la blasfemia, y en las manos la tea incendiaria y apro- 
ximándonos á los días de aquella revolución apocalíptica, 
que presentía y pintaba con rasgos de fuego, sangre y ruinas 
la imaginación exuberante del inmortal humorista Enrique 
Heine. | 

A nuestros profesores de Derecho corresponde la levan- 
tada empresa de formar la generación de sacerdotes de la 
Justicia que requiere nuestra patria para llevar á cabo la 
obra de su redención por la Justicia misma. Y, entre ellos, 
son muy particularmente los que profesan la ciencia del De- 
recho Civil aquellos á quienes el destino ha entregado la 
parte más dificil de esta obra. A todos ellos corresponde una 
altísima misión educadora que se traduce en la doble nece- 
sidad de apartar á los futuros abogados de los caminos del 
empirismo y la rutina que hasta hoy han sido, salvo en con- 
tadas excepciones, los constantes consejeros de nuestra téc- 
nica, y de inspirarles aquel alto sentido moral que aleje pa- 
ra siempre de la jurisprudencia la nota de labor utilitaria, 
que hoy la domina, para convertirla en uno de los más ele- 
vados ministerios sociales, con cuya investidura podemos 
presentarnos, poseidos de legítimo orgullo, ante nuestros 
conciudadanos. | 

Pero más especialmente toca, como he dicho, á los Maes- 
tros del Derecho Civil la misión árdua y de soberana im- 
portancia de llevar á cabo entre nosotros aquella incorpora- 
ción consustancial de las ciencias jurídicas y sociales que 
hace más de 20 años viene elaborándose en el extranjero, y 
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de la que, por desgracia, nosotros aún nos hallamos dema- 
siado lejos, entre otros motivos, porque en España no se con- 
sagra al asunto una labor perseverante y tenaz, sino tan solo 
alguna que otra de esas enseñanzas admirables, pero aisla- 
das, que en ocasiones solemnes suelen suministrarnos nues- 
tros más ilustres economistas y sociólogos, políticos, acadé- 
micos y profesores, aquellos que se llamaron y se llaman 
Alas, Alonso Martínez, Altamira, Aramburu, Azcárate, 
Buylla, Canalejas, Cánovas del Castillo, Cárdenas, Comás, 
Costa, Dato, Dorado Montero, Giner, Gamazo, González Se- 
rrano, Hinojosa, Maura, Montero Rios, Moreno Nieto, Perez 
Pujol, Piernas, Posada, Sales y Ferré, Sánchez Román, Sán- 
chez Toca, Santa María de Paredes, Sanz Escartín, Silvela, 
Unamuno y Villaverde, cuyas lecciones, particularmente 
las de aquellos que no'ejercen el profesorado oficial, se es- 
cuchan con profunda atención en una hora, pero se olvidan 
luego en medio del tumulto de nuestros cuotidianos afanes. 

Fenómeno singular, que se refleja en las anteriores con- 
sideraciones, es el de que en los actuales momentos, en que 
nuestra ciencia y enseñanza tratan de penetrar en el movi- 
miento reformador de los conceptos tradicionales que du- 
rante muchos siglos constituyeron todo el contenido y todo 
el método del Derecho Civil, no son, por lo general, los juris- 
consultos llamados civalistas los que se colocan al frente de 
la nueva dirección, sino algunos de aquellos distinguidos cul- 
tivadores de las ciencias sociales y de la moderna Pedago- 
gía, que se consagran con especialidad al estudio de los va- 
riados problemas que entraña la profunda crisis que en la 
actualidad afecta á todas las manifestaciones de la vida hu- 
mana. 

Afortunadamente hemos visto en estos últimos momen- 
tos aparecer en alguna de nuestras más preclaras Univer- 
sidades un síntoma revelador de que se inicia entre nuestros 
profesores de Derecho Civil aquell orientación hácia el 
aspecto social de sus problemas que reclama el progreso de 
los tiempos. Y hago referencia con esto á la brillante Pro- 
Ilusión con que el iiustre Catedrático de la Escuela Salman- 
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tina D. Luis Maldonado, inauguró las t ireas de su cátedra 
- en el presente curso, tratando de las novísimas orientacio- 
nes de aquel Derecho, é€ imitando el ejemplo de los más 
eminentes profesores italianos que, con trabajos de esta ín- 
dole, vigorizan todos los años el ambiente intelectual, man- 
tienen una constante comunicación y cambio de cultura 
con sus compañeros de todos los paises y ponen en movi- 
miento, en una esfera más dilatada que la que forma el 
círculo de sus alumnos, el caudal de ideas con que constan- 
temente se enriquece la ciencia que es objeto de sus ense- 
ñanzas. 

El Derecho Civil, contenido hasta hoy en fórmulas abs- 
tractas, consagradas por una tradición invencible, más bien 
que por el intrínseco valor de los principios en que se basan; 
completamente divorciado de los elémentos de la realidad 
antropológica y social que debieran ser eternamente el fon- 
do sustantivo de aquellos principios; ese Derecho que con 
tal carácter ha resistido hasta hoy, cual dura roca, los em- 
bates de todas las revoluciones, y que, como la nave encan- 
tada de la pintoresca frase de Cimbali, ha podido permane- 
cer inmovil en medio del agitado mar de la vida contempo- 
ránea: inaugura también hoy su periodo crítico y comienza 
á recibir las poderosas influencias de los grandes “estudios 
llamados á renovar la faz del mundo, en las variadas esfe- 
ras de la Antropología, la Sociología, la Economía política, 
la Pedagogía, la Estética, etc. etc., que han de suministrar 
á la futura ciencia del Derecho, la base positiva, el elemen- 
to primordial, que esta última ha de revestir de la forma 
adecuada á su naturaleza. 

La falta de compenetración de unos y otros estudios has- 
ta la hora presente; el prejuicio, basado en las excelencias 
delincomparable Derecho Romano, de que la legislación jus- 
tinianéa ha cerrado el ciclo de todo posible progreso jurídi- 
co; la influencia de los estudios clásicos y teológicos que (so- 
bre la base de lainmutabilidad deldogma ó sobre la idea pre- 
concebida de que los artistas y filósofos modelo griegos y ro- 
manosllegaron áalcanzarlas más elevadascumbres del ideal 
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y á poner el fundamento invariable de toda futura investiga- 
ción y de todo método científico) se limitaron durante siglos 
á la esclavizada labor del comentario ó de la exégesis; el es- 
píritu estrecho y rutinario de los juristas que, encastillados 
en sus textos, y considerando como su única misión el con- 
servar la integridad de los mismos, hánse creido únicos po- 
seedores de la verdad, han monopolizado la técnica y han 
lanzado á diestro y siniestro excomuniones contra todo atre- 
vimiento innovador ó crítico;la fuerza irresistible de los va- 
riadísimos ¿nmtereses creados que, tomando aquellos princi- 
pios jurídicos como su baluarte, gozaron, hasta el día, de la 
más perfecta inviolabilidad, porque toda crítica racional ha 
sido calificada para los mismos de sacrilegio y de locura, la 
diamantina cristalización que, en consecuencia de todas las 
consideraciones anteriores, han podido alcanzar los princi- 
pios, las leyes y las fórmulas del secular Derecho á que me 
refiero: tales son, á mi juicio, algunas de las causas del fenó- 
meno aludido; tal es la razón de que los autores y propagan- 
distas en España del actual movimiento reformador del De- 
rechoPrivado no sean losjuristas aluso, aquellos que por ati" 
ción ó por deber se consagran al estudio y aplicación de sus 
reglas y sus códigos, no sean los abogados ni los jueces, re- 
gistradores, notarios, etc. etc., ni tampoco los legisladores 
que redactando las bases del CódigoCivil, que había de eon- 
tener la fórmula de aquel Derecho en el último decenio del 
siglo xix, no se atreven á traspasar el límite señalado por 
“el sentido y capital pensamiento de las instituciones civiles 
del Derecho histórico patrio, y, en su consecuencia, consa- 
gran con nueva sanción aquellos conceptos, á las mismas 
puertas del siglo xx, que ha de presenciar la total renova- 
ción de las legislaciones civiles en el mundo civilizado. 
Tales son también los obstáculos que se oponen al primer 
paso transcendental en el camino de la reforma; tal es la 
profunda veneración, el fetichismo, inconcebible en estos 
tiempos de duda y crisis universal, que nos lleva á conside- 
rar intangibles determinadas fórmulas de secular arraigo 
enla rutina, aunque en ellas descubramos que se contienen 
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reglas de conducta que la razón abiertamente rechaza como 
contrarias á la naturaleza y abominables infracciones del 
eterno principio de Justicia. 

Ahf están, para no desmentirme en este punto, las dis- 
posiciones de la sección 1.*, cap. V, lib. III del Código Civil, 
que consagran el bárbaro suplicio moral de las llamadas 
precauciones contra la viuda embarazada, en interés de la 
integridad del Capital, único dios á quien nuestros tiráni- 
cos legisladores ofrecen todavía el sacrificio de los sagrados 
derechos de la personalidad humana: ¡como si nó existiera 
una ley penal para prevenir y reprimir el delito; como si el 
Código Civil se escribiese para los delincuentes y nó para 
la normalidad de la vida; como si fuera necesario suprimir 
la noción del honor y someter el augusto ministerio de la 
maternidad, cual si fueren escasos sus dolores, á la tortura 
de una presunción infamante, y atacar sin piedad á los deli- 
cados pudores femeninos, para que el capital resulte invul- 
nerable!.. Ahí está, para no seguir aglomerando citas, el 
aforismo contenido en el art. 2.” del mismo Código Civil, cu- 
yo proceso hicieron, con maravillosa crítica, desde diferen- 
tes puntos de vista, el profesor Menger en su memorable li- 
bro, que fué traducido al castellano con el título de “El De- 
recho Civil y los pobres,, y el gran español D. Joaquín 
Costa en su discurso de recepción en la Academia de Cien- 
cias morales y políticas. 

Y considero tan perniciosa aquella veneración, por cuan- 
to en ella veo la causa y el efecto, al mismo tiempo, de un 
doble fenómeno psicológico social, que contribuye podero- 
samente al estancamiento de la ciencia. 

Por una parte el método puramente mecánico, mediante 
el cual se nos ¿mpone una regla de conducta, en cuya ela- 
boración no tenemos parte alguna, regla que nos viene de 
fuera, cuya geneología desconocen por lo general, (salvo 
brillantes excepciones), hasta los mismos letrados, que la 
aplican empíricamente: hace que ignoremos si allá en sus 
misteriosos orígenes hay algo que pueda considerarse co- 
mo fundado en la razón; y por lo mismo no nos atrevamos 
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á contrastar sus fundamentos con los principios del orden 
humano, que se nos ofrecen con la evidencia de las ideas in- 
natas; y esa misma ignorancia nos hace ahogar el grito de 
protesta que espontáneamente asoma á nuestros labios ca- 
da vez que observamos en la práctica sus funestas conse- 
cuencias. 

Esto, por lo que se refiere á las clases directoras. Que si 
pensamos en el pueblo, tendremos ocasión de observar el 
segundo de los fenómenos antes aludidos. Cuando la fuerza 
avasalladora, en las primitivas edades, impuso como nor- 
ma de conducta determinados errores basados en la humi- 
lación de la naturaleza humana, fueron inútiles, durante 
mucho tiempo, las revoluciones del orden moral ó del político 
para destruir sus fórmulas vetustas, que usurpaban la ma- 
jestad de la verdadera ley, porque el hábito de obrar irre- 
flexiblemente bajo aquellas normas, llegó á formar una ne- 
cesidad del espíritu, y así como una segunda naturaleza. 
Poco á poco, y con esfuerzo grande, el dogma y. la moral 
del cristianismo, juntamente con la exaltación germánica 
de la personalidad, comienzan á producir sus frutos reden- 
tores; pero quedan siempre restos de la primitiva sumisión 
á la tiranía imperial ó feudal ejercida sobre esclavos y pe- 
cheros, que, después de emancipados, conservan los estig- 
mas de su antigua servidumbre; y, ya porque, al gozar de 
las ventajas de su nuevo estado, no sienten las molestias y 
la afrenta de aquellas reminiscencias; ya porque ignoran, 
á través de muchas generaciones, que la integridad de su 
emancipación envolvería ciertos derechos que en realidad 
no les fueron otorgados; ya porque, hombres ineducados en 
las divinas aspiraciones del espíritu, se satisfacen con el re- 
medio de sus necesidades corporales: es lo cierto que no as- 
piran á otra cosa que á conservar el humildísimo legado de 
sus antecesores, á costa de mucha sangre y lágrimas defen- 
dido, sin echar de ver que en él, ni la personalidad se halla 
integrada en todos sus atributos esenciales, ni la justicia 
alcanza su ideal perfecto, ni durante la lucha por la conser- 
vación de la preciada conquista se han notado las atenua- 
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ciones y los nuevos errores que, al amparo de la ignorancia 
de las multitudes, se han logrado infiltrar en las fórmulas de 
su derecho. 

Así han llegado á cristalizar en la conciencia de los pue- 
blos verdaderos horrores, que hoy hacen necesaria la ex- 
plosión de barreno formidable para desarraigarlos; así tam- 
bién comprenderemos que solo será capaz de esta obra santa 
el espíritu de caridad fecunda y de compasión, entre protec- 
tora y justiciera, que algunos espfritus cultivadísimos, en 
España y en el extranjero, tratan de infiltrar en la médula 
del Derecho y de la Sociología. 

Por lo demás, este sentimiento de renovación total de las 
direcciones de la vida, esta aspiración, este anhelo de ba- 
ñarse en la luz de la naturaleza, de romper los añejos diques 
que se oponen al universal desbordamiento del espíritu, en- 
cerrado hasta el presente en los moldes de la eterna fórmu- 
la, así jurídica como social, política, estética y económica; 
esta corriente que nos empuja, y que está llamada á produ- 
cir la más transcendental de las renovaciones de la historia, 
es, Ó nosotros estamos ciegos, la más significativa de las se- 
ñales de los tiempos. Ibsen, Ruskin, Tolstoy, son sus heral- 
dos; nuestro ilustre Unamuno la cultiva con su genial talen- 
to entre nosotros; en la ciencia del Derecho, cuyos nuevos 
fundamentos construyen en España, con viríl arresto, Costa, 
Dorado, Giner, Posada y algunos otros, se va infiltrando ya 
por diversas maneras, hasta tal punto, que viene á vivificar 
con calor de alma aquellas mismas disciplinas jurídicas en 
que el capital, endiosado rey del mundo, había constituído su 
último baluarte: el Derecho Mercantil, cuyo gran maestro 
Vivante tomaba posesión hace tres años de su nueva Cáte- 
dra de Roma, dirigiendo á sus discípulos estas palabras: 
Ogg1... vi prego di udivre le voci che salendo della vita, 
invocano un ordinamento guiurídico piu adatito ai rin- 
novanti bisigni (1). 


(1) C. Vivante. Y difetti sociali del Códice di commercio, Prolu- 
siome, 1899, : 
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Somos quizás los españoles los más necesitados de aque- 
lla fresca renovación; y acaso tal circunstancia pudiera re- 
sultar ventajosa en otro país en que los colaboradores en 
tan árdua empresa no encontrasen, como encontrarán entre 
nosotros, una tenaz resistencia en la constitución psicológi- 
ca de la raza. Pudiera, sí, resultar beneficiosa, en este or- 
den, nuestra extremada miseria moral, si la misma abyec- 
ción en que nos ha sumido despertase en nosotros más ve- 
hemente impulso hácia la vida. No de otro modo hemos 
observado que el portentoso invento de la luz eléctrica llevó 
sus beneficios con mayor rapidez á los apartados lugares 
acostumbrados á luchar con las tinieblas al auxilio de las 
primitivas candilejas, que á los grandes centros civilizados, 
en que la posesión del gas hacía menos urgente el remedio. 

Ética y social orientación he dicho, porque considero in- 
dispensable esta doble corriente de influencias, para que la 
ciencia del Derecho pueda recobrar sus perdidos prestigios. 
Sólo de este modo: bañándose y purificándose en el ideal que 
brota de las mismas, la ciencia y el arte del Derecho están 
llamados á realizar en el mundo moderno una obra de pacifi- 
cación universal, más útil y más grande que quizás lo fueron 
las más encumbradas empresas que registra la Historia. 

Y es que, como trataré de demostraros, esa ciencia y ese 
arte de tan glorioso abolengo pueden, por aquel procedi- 
miento, y así lo están haciendo en nuestros días, recoger y 
condensar en la fórmula salvadora de la Legislación social 
tados los elementos necesarios para que la renovación fun- 
damental de la vida que se invoca, y que se impone por to- 
das partes, se lleve á cabo armónicamente, por medio de 
aquella “absorción progresiva de las relaciones sociales por 
parte del Derecho,, de que habla Groppali en sus recientísi- 
mas lecciones de Sociología; absorción que, según él, “pro- 
cede en razón directa de la de todo cuanto se relaciona con 
el desarrollo de la libertad y de la personalidad humana, por 
parte de la moral,,. (1) 





(1) A. Groppali, Lesioni di Sociología, p. 129, 
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La legislación social, cubriendo con la benéfica tutela 
del Derecho todas las posibles manifestaciones de la vida, 
abriendo profunda brecha en aquella concepción de la jus- 
ticia que hasta hace poco nos la presentaba como baluarte 
de la clase dominante; admitiendo, con profundo sentido 
moral, en el calor de sus fecundos senos, á todas las clases 
de la Sociedad: ha logrado que desaparezcan los caracte- 
res de lucha, en medio de los que se producían, hasta hace 
poco, las reivindicaciones del proletariado; ha hecho inne- 
cesaria la continuación de aquella propaganda que, en nom- 
bre de las clases desheredadas, venían haciendo las más di- 
solventes teorías; y ha conseguido evitar días de luto, tre- 
mendas hecatombes ó ensayos de febriles utopias, entre los 
que la humanidad hubiera continuado su camino, si feliz- 
mente no hubiese sobrevenido el cambio de táctica de los 
partidos revolucionarios, que se ha logrado mediante la in- 
corporación de los problemas sociales á la obra del Legisla- 
dor y á la ciencia del Derecho. 

No lo olvidéis: aquella fórmula social y económica de la 
lucha de clases, que fué, durante la segunda mitad del pa- 
sado siglo, toda la bandera de un partido en acción, cuyos 
progresos llegaron á conmover el mundo, se reflejaba ma- 
ravillosamente en la concepción jurídica sustentada por Lo- 
ria, Gumplowics y otros, según los cuales el Derecho tenía 
por fin esencial la defensa de una clase determinada. Era la 
razón quien oponia á este concepto el de la total defensa de 
la Sociedad, como función específica del Derecho; pero, des- 
graciadamente, los hechos venían á confirmar, al menos en 
su sentido histórico, la teoría de aquellos sociólogos. Como 
fórmula de integración, Enrique Ferri, refiriéndose, como 
los otros, al statu quo, distingue entre las leyes represivas 
de la delincuencia, que miran á la defensa social, y todas 
las demás, que, según él, tienen por objeto la conservación 
y defensa de la clase dominante en su disfrute exclusivo de 
los beneficios de la vida. 

Doctrinas de tal antagonismo ceden paso triunfante á las 
novísimas que señalan el fundamento de la Legislación so- 
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cial, como obra de progreso definitivo, como gloriosa solu- 
ción del árduo problema que está confiado á la generaerón 
presente. | 

De la Legislación social he de hablaros ya en lo que res- 
ta de mi discurso. No fijaré mi consideración en las discu- 
siones que se suscitaron acerca del nombre más adecuado 
para designar esta novísima revelación del espíritu humano. 
Sobre lo cual ha discurrido ya con la sobria elocuencia y la 
profundidad que le son propias, el Sr. Azcárate, en uno de 
sus discursos del Ateneo. Considero como el más adecuado 
y comprensivo de cuantos se idearon, este calificativo de so- 
cial aplicado á dicha legislación, porque con él se alude di- 
rectamente á todo el contenido de aquella peculiar función 
del mismo nombre que el Estado ha de realizar en el mundo 
moderno, además de las que en todo tiempo le han sido re- 
conocidas, y á la que el grande y malogrado Cimbali se re- 
fería; en tanto que los demás calificativos con que se viene 
conociendo esta legislación hacen referencia tan solo á una 
parte ó aspecto determinado de tan complejo é interesante 
cometido. 

Tampoco he de exponeros, ni aun sucintamente, la histo- 
ria del desarrollo de dicha legislación social, porque, á par- 
te de faltarme tiempo para tal empresa, sé que no son extra- 
ños á vuestra superior cultura los rasgos capitales de su 
elaboración en los últimos treinta años. Me limitaré, por tan- 
to, á discurrir brevemente acerca: de la situación actual de 
las referidas leyes en su relación con el Código Civil, prin- 
cipalmente en España; y de las transformaciones de las cien- 
cias jurídicas y sociales que prepararon el advenimiento de 
esta legislación, cuyo valor transcendental, cuya finalidad 
y cuya misión histórica creo haberos ya manifestado. 
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Si dirigimos una mirada á través de las variadas manifes- 
taciones de la fecunda labor social contemporánea, obser- 
varemos que es acaso la más característica de las señales 
de los tiempos la actividad con que todas las naciones van 
sucesivamente proveyéndose de nuevas leyes encaminadas 
al mejoramiento de la vida de las clases trabajadoras y á la 
dignificación del trabajo mismo, objeto al presente de tan 
asíduos cuidados, cuanto fuélo en otros tiempos de lamenta- 
ble abandono por parte del poder social y de cruel € injusto 
tratamiento por aquellos que al amparo de su privilegiada 
situación supieron aprovecharse de los riquísimos tesoros 
acumulados por el despreciado esfuerzo de muchas genera- 
ciones tan laboriosas como resignadas. 

No es dificil descubrir pensamiento en que se inspiran to- 
das aquellas leyes que van así poco á poco renovando la faz 
del mundo jurídico y ofreciendo novísimos problemas á la 
consideración de los cultivadores de las ciencias sociales. 
Nuestros abuelos y nuestros padres hubieran calificado su 
tendencia de filantrópica, caritativa Ó humanitaria; noso- 
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tros, por común asentimiento, nos sentimos inclinados á lla- 
marla social—ya que no acomoda á todos los criterios el ca- 
lificativo de socialista—huyendo de aquellas primeras deno- 
minaciones, como si ellas implicasen algo que se aparta del 
concepto que marca la orientación de la mencionada obra 
legislativa. 

En esta diferencia de apreciaciones acerca del nombre 
que mejor pueda cuadrar á una tendencia, que es de todas 
las épocas, pero que sólo en la presente ha logrado su en- 
carnación perfecta y adecuada, puédese vislumbrar cual es 
la idea predominante en la génesis de las actuales reformas.- 

Aquellos primitivos epitetos con los que en tiempos pa- 
sados se conociera todo rasgo social de generoso altruismo, 
todo pasajero olvido dé la absorvente brutal egolotria en 
aras del instintivo sentimiento de la especie, y más allá del 
circulo, que también puede llamarse egoista, de la familia, 
representaban en su misma constitución etimológica, algo 
quesignifica como concesión graciosa, emanada, aunque por 
motivos simpáticos, del sér más poderoso en favor del ne- 
cesitado, algo que arguye por sí mismo desigualdad 'esen- 
cial de condiciones, basada en no se sabe cuales misteriosos 
dictámenes de lo alto, algo, en una palabra, que se recibe 
sin título alguno para pedirlo, y que, por grandes y apremian- 
tísimos que fueran los estímulos morales que mueven á otor- 
garlo, jamás pueden ellos ser confundidos con eso que se 
llama deber ú obligación del que dá, derecho de quien re- 
cibe, justicia y necesidad del acto mismo que por uno y otro 
se ejecuta. Por el contrario el calificativo de social, aplicado 
á la tendencia que inspira el novísimo movimiento reforma- 
dor de las legislaciones civiles, entraña otro significado bien 
distinto: significa que es una exigencia del organismo en que 
la solidaridad humana se manifiesta y desenvuelve la de que 
cada uno de sus elementos constitutivos tenga asignada la 
función y los medios de vida que le correspondan, de suerte 
que, sin negar el fundamental principio de la personalidad 
individual, antes bien afirmándole más y más. se reconozca 
y garantice á todo sér humano,—por su consideración de tal, 
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en primer término, y por el aprecio en todo su valor del es- 
fuerzo con que contribuye á la producción de los medios in- 
dispensables para el sustento suyo y de los demás,—aquella 
participación que en el resultado de la obra común le co- 
rresponde. | 

Leyes y costumbres jurídico-sociales, más ó menos ins- 
piradas en la primera de las dos indicadas tendencias, no 
faltaron en diferentes épocas; y ahí están, para comprobarlo, 
las que se llamaron de pobres en Inglaterra, las que en otros 
paises regularon las diferentes manifestaciones de la asis- 
tencia social, las de caracter administrativo que en todas 
partes organizan la llamada beneficencia pública y las nu- 
merosas fundaciones creadas al amparo de la ley, y muchas 
veces fomentadas por ella misma, para subvenir á las infini- 
tas manifestaciones de la desgracia y de la miseria. 

Desde este punto de vista puédese afirmar que la legis- 
lación no ha perdido jamás de vista los intereses de las cla- 
ses necesitadas. Pero aquellas leyes aisladas fueron como 
apartados oasis en el inmenso desierto cerrado á todo sen- 
timiento benéfico que ha producido la dominante concepción 
egocéntrica que se disfrazaba con el nombre de individua- 
lismo. La detentación de todos los bienes de la vida por una 
clase social apoyada en la fuerza de hereditarias tradicio- 
nes y en el hábito de sumisión de los demás hombres, ne- 
cesitaba un dique poderoso á contener la inmensa ola de 
todas las reivindicaciones del infortunio, que á veces levan- 
tábase imponente, amenazando destruir el baluarte de aque- 
lla detentación exclusivista. A este fin obedecieron en su 
mayor parte las concesiones hechas á la casta inferior, á la 
esclavitud, al pueblo en general, al estado llano y al proleta- 
riado según las épocas. 

Desde que pensadores eminentes, afiliados á las escuelas 
histórica y positivista, han llegado á resolver el oscurísimo 
problema de los orígenes del Derecho en las sociedades pri- 
mitivas, desde que á través de las variadas formas que aquel 
ha presentado en su evolución, hemos visto subsistir los ca- 
racteres principales que en su origen ostentara, no es difícil 
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darse cuenta de las causas que pudieron originar y mante- 
ner á través de las edades, hasta los mismos días en que vi- 
vimos, aquella concepción unilateral dela justicia, equivalen- 
te en todo tiempo á una infranqueable barrera que separa el 
campo de los poseedores de aquel en que se agitan los que, 
sin poseer, trabajan para los primeros. El alterum non laé- 
dere ha significado la inviolabilidad de aquella posesión sa- 
grada; el suum cu?que tribuere á nada obligaba y comprome- 
tía con relación á quien nada tiene como suyo, y el honeste 
vivere, en el cual, por lo menos, debieran estar comprendi- 
das las obligaciones de los fuertes, ya que sus derechos es- 
tán consagrados en aquellos otros dos aforismos, tiene, en 
este sistema jurídico, un campo de acción tan limitado, que, 
refiriendo al imperio de la moral sus principales consecuen- 
cias, han sabido también los poseedores eludirlas eficaz- 
mente. 

¿Cómo nace y se mantiene esta grosera concepción, en 
la cual los atributos esenciales de la personalidad son olvi- 
dados en sus indeclinables exigencias; y unas veces, confe- 
sando con noble sinceridad su violación flagrante de la na- 
turaleza, como lo hiciera la escuela estóica en la definición 
justinianea de la esclavitud; y otras disimulándola bajo sar- 
cásticas declaraciones, como sucede en las fórmulas de nues- 
tra pseudo-democracia; es lo cierto que siempre y en todas 
partes la posesión de bienes aparece como la integración de 
la personalidad, y la carencia de ellos como el pecado ori- 
ginal que lleva consigo una mutilación horrible y dolorosa 
del alma y de la vida humanas? ¿Cómo en la lógica de esta 
misma concepción jurídica pueden tener cabida aquellas 
leyes de carácter filantrópico á que antes hice referencia? 

Conocidas son las investigaciones de Sumner Maine, de 
Cogliolo y de otros ilustres escritores acerca de los oríge- 
nes del Derecho. Orden ó sentencia dictada, para cada ca- 
so, por la divinidad, € inspirada por misteriosos procedi- 
mientos á la clase sacerdotal, guardadora de sus fórmulas 
incomprensibles; costumbre transmitida con el sagrado de- 
pósito de las tradiciones, como arca santa á la que ningún 
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profano puede acercarse para averiguar su insondable con- 
tenido; y finalmente, cuando la invención de la escritura 
permite fijar de una manera permanente sus dictados, ley 
en que se contiene el soberano mandato para que el pueblo 
lo ejecute; pero ley, que no expresa *las necesarias relacio- 
nes que brotan de la naturaleza de las cosas,,, sino que si- 
gue siendo, en sus motivos, arcano tan impenetrable para 
el pueblo, como lo fuera cuando sus órdenes emanaban di- 
rectamente de los labios de los pontífices y hierofantes. El 
sacerdocio de esta ley, consagrada por su origen superior, 
pasó con el tiempo de las manos de aquellos á las de otra cla- 
se social, la de los juristas, que aun hoy se arroga el mono- 
polio de su interpretación y aplicación; pero no por ello dejó 
de revestir el Derecho aquellos caracteres que le daban el 
aspecto de férreo yugo con que los fuertes sometieron á los 
débiles; antes bien, en una ú otra forma, persiste en su orga- 
nismo lo que tenía de instrumento de poder y fuerza para la 
clase dominante, porque los jurisconsultos tan solo han podi- 
do arrebatar de manos del sacerdote el sagrado depósito en 
que se contenía, cuando á su vez se constituyeron en órgano 
de conservación y consolidación de todas las conquistas de 
la fuerza, á pesar de que su razón y su filosofía se revelaban 
muchas veces contra su propia conducta, y allá en la soledad 
de su conciencia olan el grite acusador de la abatida digni- 
dad humana. Por eso, aunque reglamentaban, en favor del 
poderoso, las mil variadas formas de sumisión á que se ha- 
llaba sometida la mujer, el hijo, el esclavo y el colono, no 
prescindían de consignar en sus definiciones y en sus discur- 
sos aquella honrada protesta de su conciencia. 

Hoy la labor del jurisconsulto, convertido en leguleyo á 
través de una série continuada de degeneraciones, es más 
sencilla y menos arriesgada. Prescinde de toda razón y de 
toda filosofía; tiene por única misión el culto de la fórmula 
legal abstracta, del texto escueto de los códigos. De allí, con 
una lógica en cuyas premisas no entra para nada el análisis 
atento de las exigencias de la naturaleza humana y del or- 
ganismo social, deduce consecuencias y más consecuencias, 
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para resolver empíricamente el caso que cuotidianamente 
se le presenta. Todo su caudal científico se encuentra en la 
jurisprudencia, formada por la repetición constante de esta 
rutinaria práctica: toda otra ciencia le estorba en su mar- 
cha; y si alguna vez las exigencias de su posición le obligan 
á informarse á la ligera, y así como por puro dilettantismo, 
de los candentes problemas que la ciencia social y la filosofía 
jurídica tienen planteados, procura olvidarlos cuando se 
encierra en su despacho, así como arrojando enojoso lastre 
que le impide prosperar. 

Por eso es hoy muy extraño fenómeno el de la fusión en 
una misma persona de las cualidades del científico y del ju- 
risconsulto: fusión que allá en los tiempos de la grandeza 
clásica romana creó aquellos nombres inmortales de todos 
conocidos. En nuestros días y concretándonos á España: ¿no 
observamos como las más eminentes representaciones de 
las ciencias jurídico-sociales huyen con verdadero horror 
del ejercicio de la Abogacía..? 

Pues hay, á mi juicio, en este inexplicable divorcio entre 
la ciencia y la práctica jurídicas, aparte de otras muchas 
consideraciones, que no puedo explanar en este sitio, algu- 
na que se relaciona directamente con el asunto de mi discur- 
so; y es que el monopolio de la técnica por los juristas ha 
petrificado en las conciencias tales ideas, y ha producido 
tal situación de cosas en la vida, que cuando recientemente 
los economistas y los sociólogos trataron de arrojar en el 
surco la semilla de una completa renovación, pudieron ob- 
servar la desesperante lentitud con que fructificaba y la te- 
naz resistencia que le oponen determinadas concepciones de 
un arraigo secular. 

Por eso toda reforma, principalmente en lo que afecta al 
Derecho privado, lucha von enormes dificultades. Por eso 
puede afirmarse que es todavía, á pesar de los rudos golpes 
de la crítica y de las enérgicas reivindicaciones del proleta- 
riado, el concepto informante de nuestro derecho social 
aquel que pone como fundamento de toda la dinámica jurídi- 
ca el absurdo dualismo de la propiedad y la personalidad, 
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como los dos factores, en perpétua lucha, del interesante 
drama de la vida. 

Caracteriza muy principalmente esta concepción el in- 
justo menosprecio de los atributos esenciales de la persona- 
lidad humana, como si se hubiera detenido á la mitad del 
camino el progreso de su reconocimiento legal, que ya en el 
mismo Derecho Romano se iniciara. Redúcese en esta esfe- 
ra la categoría de la persona á la de un mero elemento for- 
mativo de aquella relación de propiedad, que se ha trata- 
do de poner en el centro de la vida social, como la fuerza 
impulsiva de todos sus movimientos, como la suprema finali- 
dad de todas sus acciones. Rebajase, de este modo, la im- 
portancia y hasta se desconoce la sustantividad de la per- 
sona, para exagerar desmedidamente la de ese otro elemen- . 
to de la dinámica jurídico civil, que se llama la propiedad. 
Truécanse los papeles: esta última absorbe y esclaviza á la 
primera: la personalidad desaparece de la escena, para de- 
jar paso á la entrada triunfante de la propiedad, hasta tal 
punto, que aquella, cuando se halla desprovista del auxilio 
y la envoltura de esta, pasa sin resonancia alguna,. aunque 
vaya representada por ingentes muchedumbres, y si quiere 
dejar alguna huella de su tránsito, es preciso que se acoja 
á la tutela salvadora de la propiedad. Así se produce un 
irreductible antagonismo, en el que la propiedad, vencedora 
y divinizada, humilla los sacrosantos fueros de la persona, 
hasta el punto de que el hombre, si quiere gozar de todos 
los beneficios de la vida, ha de revestirse de la máscara de 
aquella, haciéndose propietario; y si no logra alcanzar este 
carácter, pasará por el mundo sin derechos, obscurecido y 
esclavizado, á través de una interminable cadena de mise- 
rias y dolores. 

Hácese asf la propiedad el fin supremo de la vida: todo 
se sacrifica á su consecución; y aquellos otros fines nobilísi- 
mos, que la inteligencia concibe como superiores, quedan 
«abandonados, con enorme.perjuicio del progreso social, que 
llega, de este modo, á no tener otra aspiración y otro desti- 
no que el de desembarazar al hombre de cualesquiera tra- 
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bas que se opongan á la posibilidad de acumular riquezas 
sin medida, y sin consideración á que ellas, ni pueden ser 
consumidas por uno sólo, ni dejan de ser indispensables pa- 
ra los fines de los demás, que por aquella especie de amor- 
tización, quedan privados de su legítimo disfrute. 

Y en aquel dualismo de principios antagónicos, cambian 
de forma, á través de los tiempos, las opuestas representa- 
ciones; mas nó por eso desaparecen, al menos hasta el pre- 
sente, las respectivas actitudes. Así la personalidad, en la 
Edad Media y durante todo el periodo en que ha predomi- 
nado en el concepto de la propiedad el sentido de Jus uten- 
di et abutend?, estuvo representada por la servidumbre á 
que se hallaba sometido el hombre que no poseía; y más tar- 
de, cuando los progresos de la economía individualista y el 
advenimiento de la grande industria revisten á la propie- 
dad de nuevas formas, creando lo que se ha llamado el Cap:- 
tal, la personalidad y sus crecientes reivindicaciones vienen 
á quedar representadas en uno de los más preciosos atribu- 
tos de ella: el trabajo, que se presenta, al alborear la etapa 
capitalista, aherrojado y vencido bajo la ominosa ley del 
bronce. En una palabra: confusión del dominio sobre las co- 
sas con la soberanía política y civil, en la primera de dichas 
épocas; antagonismo y lucha entre el capital y el trabajo, 
ostentando este último la bandera de la personalidad humi- 
llada, que se levanta por sus fueros, en la segunda: tales son 
los hechos culminantes que revelan el sentido de la civiliza- 
ción que, aun hoy, marcha bajo la norma de los conceptos 
tradicionales jurídicos y económicos. 

El legislador ha procurado siempre mantener, con ver- 
dadero celo, y por causas cuya explicación me llevaría 
muy lejos, esta concepción, que hace de la duplicidad de cla- 
ses sociales el verdadero quicio de la historia; para acabar 
asombrándose un día de que Marx y otros revolucionarios 
se propusiesen, con irreprochable lógica, deducir las con- 
secuencias. 

Para atajar estas últimas, los legistas procuraron poner 
de manifiesto que ellos mismos se habían interesado, en todo 
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tiempo, por el bienestar del miserable, introduciendo en su 
sistema aquel concepto de la caridad legal, que tan huma- 
nitarias instituciones produjera. Pero la personalidad, una 
vez puesta en el camino de sus reivindicaciones, marchaba 
directamente al fin de su ¿integración jurídica; y ya no fue- 
ron suficientes para aquietar los clamores del proletariado 
aquellas donaciones graciosas que en otros tiempos pudie- 
ron mitigar sus intensos dolores. 

Hay, por lo tanto, una esencial diferencia entre las actua- 
les reivindicaciones y conquistas jurídicas del trabajo, y las 
concesiones que, en otras épocas, mejoraban gradualmente 
la situación de los trabajadores. Y esta diferencia está, no 
sólo en el respectivo carácter de estas concesiones y aque- 
llas conquistas, sino también en los motivos y fundamentos 
de unas y otras. El trabajador ha padecido en su cuerpo y 
en su espíritu bajo la brutal indiferencia de aquellos que tan 
solo consideraban en él una máquina de producción. En tal 
estado era muy peligroso, muchas veces, que aquella indife- 
rencia se manifestase al exterior en forma de abandono y 
desdeñoso olvido; y para subvenir á este peligro, se desliza- 
ban, en diferentes ocasiones, entre los dictados del Derecho, 
aquellos variados rasgos de caridad legal, que muchas ve-' 
ces, es cierto, han sido inspirados en un generoso y sincero 
pensamiento, pero que no pocas, no tuvieron otra razón de 
ser que la necesidad de acallar las quejas de la humanidad 
doliente, para que no adquiriese mayores proporciones el 
clamor de reivindicación que comenzaba á levantarse. 

No poco contribuyó lia doctrina de la Iglesia á infundir 
aquel espíritu de caridad en las legislaciones; pero lo hizo 
procurando mantener en su resignada sumisión á las clases 
en cuyo beneficio trabajaba: de suerte que su influencia, sl 
pudo manifestarse en fórmulas de alivio del infortunio y la 
miseria, no contribuyó á precipitar el pleno reconocimiento 
de aquella justicia esencial que está en el fondo de todas 
las aspiraciones sociales contemporáneas. Si correspondía 
ó nó á la misión de la Iglesia esta labor de redención huma- 
na, al parecer tan conforme con las máximas divinas de sus 
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libros sagrados, no es esta la ocasión de averiguarlo. Lo 
cierto es que ella se ha mantenido siempre fiel á los tempe- 
ramentos de prudencia que parece haberse propuesto como 
norma de su conducta, y que en todo tiempo ha procurado 
atemperar sus predicaciones, en lo que tienen de relaciona- 
do con la vida político-social, á las creencias reinantes en es- 
tos órdenes, atenta, sobre todo, á no provocar revoluciones 
violentas, y á la conservación del orden, que aparece ser, en 
su criterio, el bien supremo de los pueblos. Prueba de ello es 
que, fuera de los paises poseidos de tendencias atávicas, 
como el nuestro, en todos los demás figuran hoy los repre- 
sentantes de la Iglesia al lado de los más entusiastas man- 
tenedores de la democracia social, en todo lo que se refiere 
á la reivindicación de los medios de vida y dignidad perso- 
nal para la clase trabajadora (1). 

Y es porque.en otros pueblos la Iglesia, sin dejar de man- 
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(1) Como ha observado Laveleye, el Catolicismo, por lo mismo que, 
por su nota de universalidad, revelada en su propio nombre, coloca su 
elevadísimo ideal sobre las fronteras de la Patria, está en mejores con- 
diciones para darse la mano con el Socialismo, en cuanto á la reivindi- 
cación y propaganda de los derechos del proletariado. Contra esta 
observación levántase, no obstante, la de nuestro inmortal Donoso Cor- 
tés, que en su profundo Ensayo, establece una incompatibilidad irre- 
ductible entre las doctrinas de uno y otro sistema. | 

En los tiempos novísimos se ha manifestado dentro de la Iglesia Ca- 
tólica un visible propósito de intervenir con el prestigio de sus doctri- 
nas en la cuestión social y en apoyo de las reivindicaciones obreras. 
En 1863 el Teólogo Dóllinger sostuvo en el Congreso de Mónaco que 
las Asociaciones Católicas debían ocuparse de la Cuestión Social. En 
el mismo año el Obispo Ketteler publica su libro sobre “La Cuestión So- 
cial y el Cristianismo,, haciendo suyas casi todas las censuras que La- 
salle había hecho á la Sociedad actual, y proclamando, como remedio, 
las asociaciones cooperativas con intervención del Estado. Maufang, 
Vicario del Obispo anterior proclamó la existencia de un derecho obre- 
ro. El movimiento socialista católico sc propagó de Alemania á Bélgi- 
ca, donde le defienden Verhaegen y Bodeux; á Inglaterra, donde fué su 
representante el Cardenal Manning; y á los Estados Unidos donde le 
propagaron el Cardenal Gibbons y el Arzobispo Ireland. En Francia 
le representa De Mun; y por último, varias conocidas Encíclicas del 
Santo Padre se inspiran en el interés de los pobres y los obreros. 
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tenerse fiel al indicado criterio de conducta, sin suscitar re- 
celos ni poner en peligro el ordenado movimiento de la vida 
social, puede pronunciar sus anatemas contra los ricos que 
menosprecian los deberes que la solidaridad humana les im- 
pone; y puede hablar al obrero, en lenguaje que en España 
asusta todavía, de la justicia esencial, en cuyo nombre es- 
tá facultado á pedir y reclamar y hasta exigir todas aque- 
llas prestaciones que implican los fines racionales, fisiológi- 
cos y éticos de su vida. 

En España los definidores más autorizados de la Demo- 
cracía cristiana, no llegan, por mucho que se profundice en 
el análisis de sus conceptos, más allá de una nueva forma 
de expresión, por transigir en parte con las corrientes doc- 
trinales de la época, del antiguo concepto de la caridad le- 
gal; y ponen especialísimo cuidado en distinguir y separar 
aquella tendencia, no sólo de la democracia social, que tras- 
ciende á socialismo práctico, sino también del sentido polí- 
tico que tiene el vocablo democracia por su etimología y 
por el uso, ó lo que es lo mismo, de todo lo que signifique 
gobierno popular; quedando reducido así el concepto de 
la democracia cristiana, pura y sencillamente, al régimen 
que ampara y proteje los intereses sociales y económicos 
del pueblo (1). 

Y es porque en nuestra patria sonarían á demagogía las 
palabras elocuentísimas de venerables Obispos extranjeros, 


(1) V. La Carta Pastoral del lllmo. Sr D. Juan Maura y Gelabert, 
Obispo de Orihuela, sobre la Democracia cristiana, 

Con todos los respetos que son debidos á tan venerable Prelado y su 
doctrina, seáme permitido observar que, del vocablo democracia ,es ab- 
solutamente inseparable el sentido politico á que se alude, y que coinci- 
de en un todo con el etimológico: gobierno del pueblo. Sin esta inteli- 
gencia, la palabra democracia carece totalmente de significación; por 
lo que entiendo que si el concepto de la democracia cristiana se aparta 
de esta acepción, única posible, del vocablo, es preferible y menos ex- 
puesto á tergiversaciones y equívocos, abandonar el uso de aquel, y de- 
signar la tendencia social y religiosa que se conoce bajo dicha denomi- 
nación, con otro más adecuado para expresar, sin riesgo de ninguna 
clase, la idea que late en el fondo de tan inadecuada frase. 
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que hablaron en nombre del derecho popular, sin que en sus 
respectivos paises se produjese el escándalo que aquí se ha 
producido, desde el momento en que, no ya un Prelado ni un 
sacerdote, sino un ilustre demócrata, reprodujo, que no in- 
ventó, doctrinas de carácter social, en las que el capitalis- 
mo, tímido y desconocedor de los progresos de los tiempos, 
creyó ver una fulminante amenaza contra la paz en que dis- 
fruta de los beneficios de su posición. 

Esto explica suficientemente la diferencia de actitud y de 
lenguaje que se nota entre los representantes en la Iglesia 
en unos y otros paises. En el nuestro sonaría, por hoy, á im- 
prudencia temeraria, provocadora de conflictos, el que los 
representantes de una doctrina tradicional y eminentemen- 
te conservadora avanzasen hasta donde se asustan de lle- 
gar los que han alardeado de liberalismo y democracia, en 
tanto que la democracia y el liberalismo no llegaron á pro- 
clamar las consecuencias de caracter económico, que hoy 
vienen á turbar la tranquilidad y el dulce reposo de aque- 
llos, á quienes era muy cómodo disfrutar de los beneficios 
de la vida, mientras hablaban de libertad y de igualdad, al 
pueblo sometido á su tiránica oligarquía, sustentada por 
obra y como resultado de aquella ficción, cuya burda hila- 
za empiezan á demostrar los ásperos contrastes de pala- 
bras y hechos, de nombres y pensamientos, que ahora se 
manifiestan al conjuro de la aparición del nuevo verbo de- 
mocrático. 


* 
* * 


Síguese de todo lo dicho que vamos avanzando hacia una 
concepción más completa y más orgánica del Derecho, dife- 
rente de-aquella unilateral, que si bien, en apariencia, daba 
cabida entre sus fundamentales principios al de la igualdad 
humana, hacíalo tan sólo en el sentido abstracto que repre- 
senta la conocida fórmula de la ¿¡gualdad ante la ley; pero 
no, en manera alguna, otorgando aquella positiva igualdad 
ante los medios que la naturaleza pone á disposición de to- 
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dos, como instrumentos de vida y de progreso: que sería la 
verdadera y eficaz encarnación del supremo postulado de 
la democracia. 

La fórmula de la igualdad ante la ley apareció como 
complemento de otro principio abstracto del Derecho indi- 
vidualista revolucionario: el de la libertad; no significando 
otra cosa, en suma, sino el reconocimiento y garantía, por 
órgano del Estado, de la propiedad de los medios de vivir 
en manos de quien actualmente los poseía, sin poner obstá- 
culo alguno á la actividad de quien con sus esfuerzos les 
buscaba, en uso de la libertad, igualmente á todos recono- 
cida. Pero en manera alguna se contenía en aquellos prin- 
cipios nada que significase integración de la personalidad 
mutilada en sus atributos por la fuerza del poderoso, ó por 
la propia debilidad del sugeto, desprovisto, en su virtud, de 
los medios de lucha que sobran al fuerte para atribuirse la 
parte del león en el botín de la existencia humana. 

El náufrago infeliz que lucha desesperadamente contra 
el furor de la borrasca, cuando, sus fuerzas extinguidas, 
después de tan rudo batallar, dispónese á morir, convencido 
de su impotencia, no necesita que una voz de sirena le diga 
dulcemente: “Sálvate, porque puedes hacerlo, ya que se te 
ha dado libertad para moverte en todas direcciones y bus- 
car el rumbo de la costa más cercana; sálvate, porque eres 
libre é igual á los que, más afortunados que tú, han podido 
ganar la orilla,; nó, lo que aquel hombre necesita no son 
derechos y palabras huecas, sino el ayuda poderosa del bu- 
que salvavidas que, venciendo el furor del elemento, pueda 
aproximarse y arrojarle un cable. 

Pues tal exactamente ha sido la eficacia de aquella liber- 
tad y de aquella igualdad abstracta, que el moderno libe- 
ralismo consagrara. En suma, vinieron á completar la no- 
ción en la capacidad jurídica, reconociéndola con igual ex- 
tensión en todos los hombres. Pero sucedió que, á medida 
que aquella capacidad se agrandaba, era más y más difícil 
colmar sus profundos senos, nutrir sus inmensas necesida- 
des. Y lo era precisamente, porque si la capacidad se exten- 
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dió hasta hacerse universal, en cambio los medios de alimen- 
tarla continuaron acaparados en manos de los que primitiva- 
mente los monopolizaron. Y así surgió un desequilibrio en- 
tre las nuevas necesidades, sentidas con mayor intensidad» 
por lo mismo que tenían su encarnación en organismos vír- 
genes en cuanto á su ejercicio, y la falta absoluta de condi- 
ciones para satisfacerlas; y de ahí aquella crisis colosal, 
présaga de temerosos trastornos sociales, en que las masas 
pedían á voces “pan y justicia,, porque tenían derecho al 
primero, y al mismo tiempo, se les hizo capaces de concebir 
la segunda, y, á su vez, los poderosos acumulaban fuerzas y 
más fuerzas para la lucha, creando el formidable organis- 
mo de los Truts, que fué como la cubicación de la potencia 
del anonimato; y los Cartells, llamados á excluir por com- 
pleto al pobre de las luchas de la competencia, imposibili- 
tándole el acceso á las ventajas del capitalismo.' 

En medio de los azares de esta lucha, que aún persiste, 
vamos avanzando, según os decía, hácia una concepción or- 
gánica del Derecho, como atributo esencial de la persona 
humana, que la reviste de facultades, para cuyo ejercicio, ya 
no será preciso que ella se halle investida y como com- 
pletada, por así decirlo, con la cualidad de poseedora; sino 
que, en virtud de aquel inalienable atributo, pueda recla- 
mar, por la sola razón de su existencia, todos los medios 
necesarios para la vida y para el desarrollo de sus energías 
potenciales, que debe suministrarle la Sociedad, como or. 
ganismo que deposita todo el caudal de elementos precisos 
para estos fines, y que se halla dotado, además, de las con- 
diciones adecuadas para la suprema dirección y encauza- 
miento de las diversas corrientes en que se determina aquel 
ejercicio. 

Buena prueba de este avance hacia esos ideales, es la 
existencia de la moderna Legislación Social, inspirada en 
su fondo, á no dudarlo, en este concepto nuevo del Derecho, 
que se halla como latente en todos los progresos del prole- 
tariado; si bien, por una parte, no llegaron aún á ponerse de 
acuerdo las escuelas acerca de su fórmula científica, y por 
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otra, palpitan todavía, entre los principios informantes de 
aquella legislación, muchas reminiscencias de la antigua 
idea unilateral del Derecho, en cualquiera de las variadas 
formas en que se ha concebido y explicado. 

Estas reminiscencias tienen una doble manifestación, 
que reviste suma importancia, por cuanto significa la posi- 
bilidad de acometer desde luego la apetecida reforma de las 
legislaciones en beneficio de las clases trabajadoras, sin lle- 
gar á inspirarse en la concepción colectivista, y hasta sin 
atacar de raíz, mediante una profunda revolución filosófica, 
los conceptos reinantes acerca de la constitución social); 
revolución que aparecería á los ojos de muchos como peli- 
grosísima, por lo cual se considera preferible partir de los 
expresados principios que, por otra parte, conservan aún 
profundo arráigo en la psicología de las Naciones contempo- 
ráneas. 

Trátase, pues, de infundir en ellos algo, y aun mucho, 
del sentido social de las modernas aspiraciones, despoján- 
dolos, todo lo posible, de la abstracción en que' vivieron, y 
dándoles la plasticidad suficiente para poder levantar sobre 
los mismos, así modificados, el edificio de la legislación so- 
cial que se reclama. Esto explica el cambio de aspecto que 
empiezan á ofrecer, en todos los países, aquellos partidos li- 
berales, que fueron algún día, con sus lemas consustancia- 
les de la no intervención, del laissed fatre, del libre cam- 
bio y otros, el baluarte político del individualismo económi- 
co, y que hoy, por el contrario, tocados de un oportunismo 
que condena sus antiguas intransigencias, ponen ellos mis- 
mos al frente de su bandera el lema de la legislación social, 
y propagan y consolidan esta obra, con el auxilio de los an- 
tiguos partidos conservadores, que también experimentan 
esta evolución, y que en algunos paises, como en Inglaterra, 
y casi puede decirse que en España, se han colocado al 
frente del movimiento á que vengo haciendo referencia. 

Aquella doble manifestación del antiguo concepto del 
Derecho, en el fondo de las nuevas leyes de carácter social 
dictadas en los últimos años, consiste: 
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1.2 En que ninguna de ellas aparece elaborada á partir 
de una constitución radicalmente socialista del Estado, apo- 
yada en alguna revolución que diera al traste con el actual 
orden de cosas. 

Antes al contrario, las más importantes lees de esta ín- 
dole conocidas, y las primeras que aparecieron, débense en 
gran parte á la iniciativa de hombres nada sospechosos en 
tal sentido, como lo fueron Bismarck y Gladstonne. Cuando 
el socialismo quiso influir de una manera directa y eficaz 
en los destinos de la vida, hízose preciso que depusiera su 
actitud hostil, su intransigencia y su- programa radical, 
adoptando, en los últimos congresos del siglo pasado, los 
llamados programas mínimos, en los que se comprenden 
aquellas reformas que no tuvieron inconveniente en adop- 

tar y patrocinar Jos antiguos partidos conservadores y libe- 
rales, y hasta cambiando su nombre de batalla, para incor- 
porar sus fuerzas á las de la democracia social, rompiendo 
sus compromisos con las tendencias anarquistas, para ha- 
cerse aliado de la República. Por eso ha dicho recientísi- 
mamente M. Lavy, con motivo de la obra legislativa del 
ministro socialista Millerand,—que simboliza, en el hecho 
de su incorporación al Gabinete Waldeck-Rouseau, aquel 
carácter transaccional con que se nos presentan en los últi- 
mos tiempos las reivindicaciones socialistas: —que “en lo su- 
cesivo marcharán unidos por lazo indestructible, la burgue- 
sía republicana, que cree que la mejor manera de asegurar 
la paz social es hacer oportunamente las reformas necesa- 
rias; y esta fracción, por cierto la más importante, del parti- 
do socialista, que guiada por el ideal de sus principios, se in- 
teresa en conseguir cada día de la República un acto de 
equidad y de bondad en beneficio del pueblo,, (1). 

Por eso también la moderna orientación social de la vida 
política va infiltrando en el programa de los partidos libe- 
rales algo, y aun mucho, que les aparta de la falsa noción 
del individualismo y de la libertad, que ardorosamente pro- 


(1) Lavy.--L“euvre de Millerand, Preface. 
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fesaron en otro tiempo, y rectificando el antiguo concepto 
de la Democracia, en el sentido que revelan las siguientes 
elocuentísimas palabras de Canalejas: “para mí, Democra- 
cia significa gobierno social, un régimen político en que, 
sin destruir arbitraria y violentamente los sedimentos de la 
historia, sin sustituir la tiranía de los menos por la tiranía 
de los más, la ley, órgano del progreso y de la armonía so- 
cial, inspirada en la justicia y en la opinión, facilita la mar- 
cha ascendente de la colectividad hacia un ideal de solida- 
ridad y progreso. Por carecer de ese sentido de gobierno 
social, la escuela individualista adelantó bien poco en el ás- 
pero sendero de las realidades (1). 

Por esa razón no es cierto lo que ha afirmado el infati- 
gable y semi-paradógico propagandista del individualismo 
enrage, lves Guyot, en su reciente libro: La tiranía socia- 
lista, á saber: que las llamadas leyes obreras no tienen otro 
objeto que dar este carácter y sancionar con el sello de la 
coacción lasteoríasdelsocialismo, y que, ensuconsecuencia, 
resultan privilegios en favor de los trabajadores, más bien 
que actos de justicia. Esta preocupación, por otra parte, 
muy natural en quien ha tratado de erigir el dogma de la 
concurrencia en resorte moral del mundo entero (2), carece 
de fundamento, para quien observe el proceso formativo de 
aquellas leyes. En la transacción que sirvió de base á su na- 
cimiento puso más abdicaciones el Socialismo que los prin- 
cipios de las opuestas escuelas; y buena prueba de ello es el 
abandono de la dirección revolucionaria colectivista, sim- 
bolizada en el llamado materialismo histórico y en la lucha 
de clases; el marcado disgusto con que los representantes 
de la intransigencia colectivista, que aun subsisten, censu- 
ran el acceso de los amigos del Socialismo á intervenir en 
las Asambleas legislativas y en los Poderes públicos; y muy 
principalmente, la coexistencia de las indicadas leyes socia- 


(1) Canalejas. Discurso preliminar, en la obra El Instituto del Tra- 
vajo, de los Señores Buylla, Posada y Morote, pag. LVII. 
(2) La Morale de la Concurrence,. 
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les con todas aquellas otras que consagran el régimen de la 
propiedad y el sistema capitalista, en las que los intransi- 
gentes pretenden hallar una incompatibilidad irreductible 
con las primeras; y por último, demuéstralo también el pro- 
ceso formativo de alguna de las ramas de la novísima legis- 
lación, considerada en su aspecto técnico, por cuanto puede 
observarse cómo en Francia, por ejemplo, ha precedido á 
la Ley que reglamenta el régimen del riesgo porfesional ó 
los accidentes del trabajo, una riquísima jurisprudencia de 
los Tribunales, que fué poco á poco estableciendo los ci- 
mientos de aquella teoría, á partir de la interpretación y 
aplicación de los artículos del Código Civil que determina- 
ban las responsabilidades emanadas de la culpa contractual. 

Esto explica el por qué la modernísima escuela liberal 
apologética, que tiene por característica la enemiga contra 
el socialismo, y está representada en Francia principalmen- 
te por los nombres de Guyot, de Picot y de Leroy-Beaulieu, 
y en Itali1 por una falange de ilustres profesores como Mas- 
sarini, Boccardo, Garofalo, Ferraris, Fabricotti y otros; 
ha podido decir, por boca de uno de ellos, el infatigable de- 
moledor del socialismo Fiorentini, que' el mejoramiento de 
las clases obreras puede verificarse y se ha verificado con 
independencia de la acción de las doctrinas socialistas, co- 
mo lo demuestra, principalmente, lo acaecido en Inglaterra, 
el país más industrial del mundo, y maestro de todos en ins- 
tituciones liberales. “Es bien sabido, añade este escritor, có- 
mo Inglaterra es el país en que se formaron los más nume- 
rosas y las mayores reformas en el campo de la Legislación 
social obrera; y lo es también, como aquel pais es el más 
refractario á la influencia de la doctrina socialista y á toda 
especie de hostilidad contra el capital, hasta el punto de ser 
llamado por Laveleye la desesperación de los socialistas 
continentales, (1). 

De suerte que aquella frase “es preciso hacer algo, en 
beneficio de la clase trabajadora, que salida de labios de los 





(1) Fiorentini. La Kvoluzione del Socialismo alla fine del siglo XIX 
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socialistas de cátedra, repercutió en las entrañas de la bur- 
guesía, cuando las reclamaciones y la organización del pro- 
letariado llevaron á su convencimiento la idea y el temor de 
que se hallaba en frente de un rival que pudiera resultar 
formidable, aparte de los motivos de caracter ético que tam- 
bién contribuyeron á que surgiera dicha exclamación; se 
dió la mano, al encontrarla en su camino, con la novísima 
tendencia conciliadora del Socialismo; y de aquí surgió el 
acuerdo fecundo que, para bien de unos y otros engendró la 
Legislación social, fórmula de progreso, que camina hacia 
la concepción orgánica del Derecho y de la vida, sin nece- 
sidad de sangrientas revoluciones, sin sembrar el suelo por 
donde pasa de cadáveres, y sin amasar con lágrimas el pan 
sagrado de las futuras generaciones. 

2. Y aparte de este consorcio de tendencias y aspira- 
ciones de caracter práctico que determina la fecundación 
de la nueva era legislativa, manifiéstase también la perma- 
nencia de los conceptos jurídicos que informaron la evolu- 
ción de la etapa liberal, en las especulaciones filosóficas que 
. alientan el movimiento contemporáneo, por cuanto, sin per- 
juicio de mantener en su integridad aquella idea del Dere- 
cho que le presenta como una condición de la coexistencia 
humana, mediante la libre prestación de los medios para la 
misma con el suplemento dela fuerza coactiva, cuando sea 
necesaria, —que es, en suma, la tantas veces aludida concep- 
ción de la justicia, basada en la distinción económica de lo 
mío y lo tuyo, y en el dualismo de exigencias y prestaciones, 
confiadas estas últimas á la libertad del sugeto, que según 
los móviles en que inspire su conducta, así podrá responder 
con mayor ó menor exactitud á la reclamación de aquéllas; 
—lo que hace, en suma, la referida especulación, es exaltar 
elideal ético, imprimiendo esta orientación en la psicología 
jurídica, para sustituir á aquella otra, según la cual, el de- 
recho se miraba preferentemente desde el lado de la exi- 
gencia, buscando su dinámica en la lucha y determinando 
una preponderancia del poder, de la fuerza, que le presen- 
taba en todas sus manifestaciones técnicas como la protec- 
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ción jurídica del interés. Es decir, que la ciencia social con- 
temporánea no ha creído preciso, para fundamentar las solu- 
ciones jurídicas que va aplicando á los conflictos entre el 
capital y el trabajo, acudir á la concepción eminentemente 
orgánica del derecho que, con variadas formas de expre- 
sión, proclamaban las escuelas socialistas; concepción en la 
cual el Estado, como supremo representante de la colectivi. 
dad, absorbe por completo todos los cuidados y todas las 
funciones en que se concreta la solidaridad humana; sino 
que entiende que puede continuar el indivíduo, como órga- 
no principal de aquellas funciones, sacando de las fuentes 
de su personalidad todo el caudal de medios que para ello 
son precisos, y distribuyéndose recíprocamente entre los 
asociados, según la medida de sus necesidades, aquellos 
otros que la naturaleza pone á disposición de todos, y que 
el hombre acrecienta y avalora con su trabajo. 

Y para que esto no vuelva á producir las consecuencias 
del egoismo y abuso de la fuerza que se lamentan en la eta- 
pa individualista del Derecho, lo que propone la nueva cien-. 
cia social, por mediación de alguno de sus más ilustres re- 
presentantes, es la sustitución de aquel tipo humano que con 
el nombre del diligente padre de familia, encarnaba toda 
la concepción jurídica del mundo antiguo, prolongada á tra- 
vés de muchas generaciones, por el del hombre honrado, 
que será, cuando su especie se generalicé en el mundo, la 
encarnación de aquellas aludidas orientaciones éticas que 
se tratan de imprimir en los conceptos individualistas. 

Sin acudir á las valiosas representaciones extranjeras 
de este moderno sentido del Derecho, tenemos en España 
algunas de gran estima, inspiradas en la dirección que hace 
muchos años viene imprimiendo á los estudios jurídicos el 
gran maestro de varias generaciones de maestros eminen- 
tes, el Sr. Giner de los Ríos. Como resumen elocuente y ad- 
mirable de esta doctrina, podemos señalar el estudio preli- 
minar que el profesor Posada pone al frente de su traduc- 
ción española de la obra de Menger: El Derecho civil y los 
pobres, en el cual estudio se explica con claridad y transpa- 
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rencia sugestiva el sentido y alcance de la orientación alu- 
dida, señalando la pujanza que en los últimos tiempos ad- 
quiriera todo el movimiento de renovación del ideal ético en 
las más elevadas representaciones literarias, y precisan- 
do su fundamento científico en las investigaciones de soció- 
logos tan eminentes como Tarde y Giddins, que ven en la 
conciencia de la especie y en la simpatía el hecho social ele- 
mental é irreductible, de donde resulta que “las manifesta- 
ciones sociales no son consecuencia necesaria de reacciones 
defensivas, es decir, no presuponen como condición única 
la lucha, sino que tienen en la misma conciencia del hombre 
un estímulo positivo: la atracción del semejante, algo así co- 
mo la fuerza expansiva de la vida á que el insigne y malo- 
grado Guyau se refería (1). 

Que el ilustre profesor Posada persiste hoy con tenaci- 
dad de verdadero apostol en la propaganda de esta concep- 
ción, á la que atribuye, con fundamento, la más alta efica- 
cia salvadora, pruébanlo recientísimos escritos suyos. Y no 
menos importancia concede, con profunda verdad, á las as- 
piraciones, no muy bien dirigidas todavía, pero que empie- 
zan á notarse con evidencia, á la fusión consustancial de las 
ciencias económico-sociales con las jurídicas, sobre la base 
del pensamiento fundamental de Antonio Menger. A este 
propósito escribió Posada los dos siguientes párrafos, que 
no resisto á la tentación de copiar en este sitio, porque con- 
sidero que hay en ellos materia adecuada de provechosas 
meditaciones: “Mil veces he pensado que Marx habría gana- 
do mucho, muchísimo, al formular sus doctrinas de comba- 
te, si, además de ser lo que era, un gran sociólogo y eco- 
nomista, y un admirable dialéctico, hubiera sido... un juris- 
consulto,. Y más adelante agrega Posada: “Un análisis ju- 
rídico, hecho por verdaderos jurisconsultos filósofos, del ' 
empuje, por ejemplo de un Yhering, de los nuevos fenóme- 
nos económicos provocados por el industrialismo, por el mo- 
A Oo 





(1) Posada, ASCENSO preliminar, en su traducción de la obra de 
Menyger. 
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vimiento obrero, por la acción agraria, lo exigen, .con un 
apremio creciente, la actual obscuridad é indefinición de los 
conceptos que en la lucha de clases desempeñan un papel 
primordial: la reforma inevitable del Derecho tradicional, 
que se descuaja á la vista de todos, y la alarmante: des- 
orientación que en la labor legislativa se advierte, (1). 

Esto no obstante, preciso es confesar que ni aquellas as- 
piraciones á la instauración del ideal ético de la conciencia 
jurídica, ni estas ideas de transustanciación entre la econo- 
mía sociológica y el derecho, son de ahora. Por lo que se 
refiere á las últimas: ¿necesitaremos recordar aquí, no ya 
las fórmulas jurídicas que fueron el resultado de aquellas 
revoluciones provocadas por la democracia romana con mo- 
tivo de los periódicos repartos del ager públicus, sino ni 
aun los conceptos de más elevado caracter filosófico que 
surgieron de la pacífica contemplación de las realidades de 
la vida económica por aquellos jurisconsultos que poseyeron 
el génio de hallar las formas jurídicas adecuadas á toda rea- 
lidad, y de ES sin violencia, á la medida del pro- 
greso? 

Y por lo que toca á las pr imeras, ya el mismo Derecho 
romano, que se distinguió por su rigidez indomable, por su 
individualismo seco, que modeló sobre el tipo fundamental 
de lo mío y lo tuyo todas las relaciones de la vida, supo, no 
obstante, no sólo por las influencias de la filosofía estóica, 
sino mucho antes, en los primeros periodos de su formación, 
cuando iban cristalizando los conceptos del mos y el fas, 
que traían su origen de las tradiciones religiosas del perio- 
do gentilicio, supo, digo, infundir temperametos de piedad 
humana en las entrañas del Derecho (2). Después de la in- 
vasión, el cristianismo prosiguió esta obra, creando mil ins- 
- tituciones que vinieron á templar la rigidez de las fórmulas 


(1) Posada. Lecturas en Heraldo de Madrid de 4 de Diciembre 
de 1902. 

(2) Véase la genial reconstrucción de CATS en su obra Le origin: 
del Diritto romano. 
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Jurídicas; y en los modernos tiempos liberales, al lado de las 
crudezas del laissed faire, levántase una escuela de econo- 
mistas, como Villeneuve-Bargemont y otros, que inspirados 
en las ideas cristianas, en el sentimentalismo romántico de 
Lamartine y en aquella piedad inmensa filantrópica que ca- 
racterizó cierta manera literaria de Victor Hugo, reclama- 
ba, con elocuencia, algo que significase caridad para el dé- 
bil y el oprimido, y trataba de infiltrar estos sentimientos en 
el alma de las concepciones jurídicas. 

Es verdad que estas aisladas orientaciones no brotaban 
de las entrañas del derecho mismo, á la manera como se ven 
aparecer espontáneamente en los conceptos del profesor Po- 
sada y sus inspiradores; es verdad que coexisten con la jus- 
ticia unilateral, con la ley protectora de los intereses de una 
clase: mas ya su sola existencia revela que nunca fueron da- 
das al olvido por completo las exigencias de la fraternidad 
"humana; y que cuando el estricto derecho las desconocía, 
no faltaron en todo tiempo principios ó sanciones de algún 
orden más elevado, que vinieron á templar su rigidez y á 
infiltrar en las relaciones sociales una arálaga, aunque ligera, 
de altruismo. 

Pero aun en medio de estos rasgos y tendencias, hay que 
reconocer que el cumplimiento del fin ético en la vida, está, 
por hoy confiado al indivíduo, por cuanto los motivos de su 
conducta moral son puramente internos ó psicológicos, y á 
lo más, acompaña á las flagrantes infracciones, que llegan á 
causar alarma, la sanción social del desprecio de aquella mi- 
noría que sabe concebirlo y expresarlo. Pero los debe- 
res morales de la propiedad, que Azcárate ha sabido definir, ' 
con austera elocuencia, en varios de sus discursos del Ate- 
neo, cuyas palabras debieran esculpirse en la conciencia 
humana, quedan aun hoy confiados á los estímulos de carác- 
ter íntimo, y no existe garantía social de su necesario cum- 
plimiento. | 

Cuan indispensable sea esta garantía, cuya posibilidad 
niega el individualismo, díganlo los hechos. Podrá algún 
pensador esclarecido juzgar á la humanidad con tal benevo- 
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lencia que considere que si, de una parte, sc impone el 
cumplimiento de aquellos deberes, en cambio sería tiránico 
exigirle coactivamente, porque esto atentaría á los fueros 
de la individualidad. Pero ¡ah! quien así piense, olvida que 
no hemos llegado todavía á los tiempos en que la moral se 
nutra de las espontáneas emanacionesdela conciencia, en que 
el hombre practique el bien por el bien mismo, sintiendo en 
ello el más inefable de los placeres, revelador del más alto 
grado de perfección en el sugeto; al contrario de lo que su- 
cede en nuestros tiempos, como sucedió también en los que 
les precedieron, á saber: que acaso no hay una sola acción 
humana, de las que llamamos buenas, y aun heróicas, en cu- 
ya recóndita génesis psicológica no intervenga, de algún 
modo, ese complicado sistema de intereses y pasiones, te- 
mores, coacciones internas ó placeres depravados, que re- 


velan la igualdad de nuestra pequeñez y la exactitud de 


aquella eterna sentencia del poeta: 
Homo sum: humani nihil d me alienum puto. 


Por estas razones el socialismo, como cualquiera otra 
doctrina que fijáse el carácter orgánico de la Sociedad y las 
necesarias relaciones de sus elementos, dando por re- 
sultado, en una ú otra forma, la ¿neludibilidad absoluta de 
ciertas prestaciones, que hoy se hallan remitidas á la esfe- 
ra de la libertad, limitada y enferma cual existe (1); el so- 
cialismo, digo, no puede menos de ir infiltrando, en cierta 
medida, sus conceptos filosóficos y jurídicos en el seno de 
los antiguos principios liberales, hasta que, con las adecua- 
das modificaciones, vengan á coexistir armónicamente; ten- 
dencia que yá se revela en el pensamiento de algún novísimo 
escritor, como Rignano, quien en su obra que lleva el ex- 
presivo título: “Di un socialismo in accordo colla dottrina 


(1) Lo que dá lugar á la paradoja de la coexistencia y consustancia- 
lidad de los conceptos de necesario y libre, en el sentido usual de esta 


última palabra, que significa posibilidad de elección contraria á dicha 
necesidad . 
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económica liberale,, después de rechazar el materialismo 
histórico y otras afirmaciones de las escuelas socialistas, 
considera, no obstante, al marxismo como el único defensor 
eficaz de los intereses del proletariado, aunque reclama un 
programa máximo de reformas, más definido y más prácti- 
co que el actual. 

Con lo dicho creo haber llegado á reunir los anteceden- 
tes necesarios para formar un juicio acerca de los capitales 
conceptos jurídicos en que se inspiran las modernas doctri- 
nas y los movimientos sociales encaminados al ideal de me- 
jorar la condición de las clases trabajadoras. Réstanos, pa- 
ra tener cabal idea del complejo movimiento que determina 
su producción, hacer algunas indicaciones sobre el conteni- 
do, el método y los futuros destinos de la legislación social, 
y muy principalmente de la española. 
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¿Cuál es el contenido de esta Legislación social? Para re- 
sumirlo en breves frases, repetiré lo que, á este propósito, 
ha dicho el Sr. Fernández Villaverde en una sesión inaugu- 
ral de la Academia de Jurisprudencia. 

“El silencio del Código civil francés sobre el contrato de 
trabajo... viene supliéndose por toda una legislación que 
responde á las necesidades de la grande industria, de la con- 
currencia cosmopolita, de la maquinaria, de las inmensas 
aglomeraciones de obreros... Inspirándose á la vez aquel 
cuerpo legal en el individualismo igualitario de la Revolu- 
ción francesa, y en la protesta, á la sazón tan popular, con- 
tra las corporaciones de Artes y Oficios, no admitió distin- 
ciones fundadas en la profesión, en la edad, ni en el sexo, 
tendiendo á considerar aislado á cada obrero de sus cama- 
radas de trabajo, é inmolando á la igualdad ante la ley, co- 
mo entonces se comprendía, diferencias, necesidades y con- 
diciones que, puesto que existen en la vida, deben reflejar- 
se en el Derecho. Otras han surgido después, pidiendo plaza 
en sus cánones, y obteniéndola bajo una legislación, que por 
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su forma administrativa y por su compleja estructura re- 
cuerda las ordenanzas de los antiguos gremios, pero que en 
el fondo va reformando el Derecho civil en sus tratados de 
la propiedad, de la contratación y aun de la familia, duran- 
te la segunda mitad y señaladamente en el último cuarto del 
siglo xix, al reconocer y reglamentar el derecho de asocia- 
ción y el de coalicción y huelga, al establecer los Sindicatos 
profesionales y las Bolsas de trabajo, al conceder el seguro 
contra los accidentes y organizar las Cajas de retiro para 
la inutilidad y la vejez, al instituir los inspectores de la in- 
dustria y los delegados de seguridad de la minería, al regu- 
lar los contratos de trabajo y de aprendizaje, al prescribir 
sus condiciones para la mujer y el niño, y aun para el adulto 
en determinadas industrias, al reducir las facultades y el 
antiguo carácter absoluto del poder paterno, al prohibir el 
alquiler de las habitaciones insalubres, al limitar el embargo 
á una porción pequeña del salario, al realizar, en suma, tan- 
tas y tantas reformas de carácter social que han modificado 
el derecho de familia, transformando la condición de la es- 
posa y de los hijos, han impuesto á la propiedad restriccio- 
nes morales y económicas, han favorecido, en fin, la asocia- 
ción, admitiendo y aun fomentando los grupos de carácter 
profesional y de índole orgánica, que tanto repugnaban al 
criterio individualista de los legisladores de 1804 (1).,, 

El cuadro, trazado de mano maestra, es, como véis, exac- 
to y brillante. Pero notad que el orador ilustre insinúa den- 
tro del mismo un pensamiento, en que insiste, de algún mo- 
do, en otros pasajes de su discurso. Me refiero á la forma 
administrativa y la compleja estructura de la legislación 
social, á que alude, como simple narrador de los hechos, en 
párrafo que acabo de leeros; pero que sírvele de precedente 
para afirmar más adelante que las leyes sociales, y espe- 
cialmente aquellas que tratan de solucionar el conflicto en- 


(1) Discurso leído por el Excmo. Sr. D. Raimundo F, Villaverde, Pre- 
sidente de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación, en la se- 
sión inaugural del curso 1900 á 91, pag, 15, 
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tre trabajadores y capitalistas, patronos y obreros, “tienen 
todas cierto carácter de ensayo que no se acomoda á la so- 
lidez y permanencia de la Codificación, (1). Palabras en las 
que se revela cierto criterio doctrinal, que corroboran las 
que inmediatamente les preceden en el discurso del eminen- 
te hombre de Estado, quien,—haciendo referencia al siste- 
ma del riesgo profesional, que constituye hasta el día, la 
más evidente conquista de las reivindicaciones proletarias 
en el terreno de la legislación, —afirma: “que, sin verdade- 
ra base en el derecho, ha acabado por triunfar en las leyes,,. 

Ideas todas ellas que responden al recelo con que las es- 
cuelas y partidos conservadores observan la creciente inva- 
sión de ciertas doctrinas en los dominios legislativos; y có- 
mo se aperciben á la defensa del contenido tradicional de las 
fuentes del derecho, en la forma que revelan estas otras pa- 
labras del mismo discurso de Villaverde: “El criterio, agre- 
sivamente nivelador, del Socialismo no encontrará jamás 
hospitalidad en los Códigos. Si esa escuela considera defi- 
ciente en el orden económico la igualdad legal que estos 
proclaman, el legislador no puede admitir su ilusoria igual- 
dad real en el orden jurídico, (2). 

El problema queda asf planteado; y se descompone en 
dos asuntos interesantísimos: La legislación social ¿consti- 
tuye, por su contenido, un postulado del orden jurídico y de 
la ciencia del Derecho, que camina al ideal de su perfección 
á medida que los progresos de aquella se van abriendo paso 
en las Naciones cultas; ó es, más bien, una concesión á las 
exigencias del proletariado, que se informa en motivos ex- 
trictamente del orden económico, y que por lo mismo, no 
puede obedecer á un método científico de aparición, sino 
que ha de irse produciendo fragmenta1riamente en la medida 
- de la pujanza de dichas exigencias y de la fuerza que en su 
favor se desarrolle mediante la asociación, la educación po- 


(1) Discurso cit. pag. 9.. 
(2 Pag. %, 
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lítica de los obreros, y el uso del sufrágio mas extendido 
cada día? o 

Como consecuencia de este primer problema sustantivo, 
surge luego el formal que afecta, de igual modo, á la legis- 
lación obrera. ¿Deberá esta venir á formar parte del siste- 
ma de los Códigos civiles, en virtud de motivos de intrínseca 
conexión que así lo hagan necesario; ó habrá de conservar, 
más bien, la forma fragmentaria, suelta, administrativa, 
que dice el Sr. Villaverde, y la falta de método y de plan 
unitario que hasta el presente la caracteriza? 


En el anterior parágrafo del presente discurso, creo dejar 
establecidas las bases necesarias para la solución del prime- 
ro de los dos problemas fundamentales del Derecho social, 
que acabo de formular ante vosotros. Mi criterio doctrinal 
y sus fundamentos quedan allí, con toda precisión, estable- 
cidos. | 

La legislación social es, evidentemente, un postulado del 
orden jurídico. El Derecho tradicional no puede mantener 
intactos su contenido y sus dogmas ante el tribunal de la ra- 
zÓn, precisamente por haberse obstinado enno dar cabida en 
sus Códigos, en nombre de la justícia, al reconocimiento de 
los atributos y facultades de la naturaleza humana que inte- 
gran la personalidad, que son objeto de las modernas rel- 
vindicaciones del proletariado, y que constituyen el conte- 
nido predominante de aquella legislación. En una palabra: 
yo no admito, porque la considero desprovista de todo fun- 
damento en la realidad, esa profunda escisión entre el orden 
económico y el orden jurídico, que suponen las palabras ul- 
timamente copiadas del elocuente discurso del Sr. Villaver- 
de; separación, que parece constituir todo el fundamento 
del criterio conservador, que niega, así en absoluto, hospi- 
talidad en los Códigos civiles á los principios orgánicos del 


- Socialismo. 
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No quiero suponer que los brillantes escritores que así 
mantienen el criterio legislativo tradicional, procurando ais- 
lar el derecho obrero, á fin de que, si va ganando terreno 
enla práctica, por lo menos no consiga carta de naturaleza 
en el orden científico; y de que se mantenga todo lo posible 
en el concepto de concesión, que parece quererse significar 
en aquella frase “Socialismo otorgado,,, que emplea el señor 
Villaverde, y que él mismo traduce por “una intervención 
excesiva del Estado en las relaciones entre el capital y el 
trabajo, basada en reglas morales ó en procedimientos polí- 
ticos, no en verdaderos principios de Derecho,; no quiero 
suponer, repito, que dichos escritores no puedan apoyar su 
criterio doctrinal en otros argumentos de más aparente so- 
lidez que el que se desprende del pretendido divorcio entre 
los órdenes económico y jurídico, significado por las pala- 
bras en que se expresa la antítesis á que me refiero. Mas, 
por de pronto, yo no he sabido encontrar en toda la argu- 
mentación de la escuela, por muy diligentemente que la he 
buscado, otra fórmula de su pensamiento que pueda con- 
siderarse como de mayor transcendencia. Por eso me pro- 
puse tomarla como punto de partida para la discusión de 
este problema, que estimo como el más fundamental de 
todos los que afectan á la legislación obrera ó del trabajo. 

“Si el Socialismo considera deficiente, en el orden econd- 
mico, la igualdad legal que los Códigos proclaman, el legis. 
lador no puede admitir su ilusoria igualdad real en el orden 
jurtdico,, dice el Sr. Villaverde. j 

Y notaréis que os leo por segunda vez estas palabras del 
orador, para que toméis en consideración los conceptos que 
considero profundamente erróneos, vertidos en ellas; y de- 
duzcáis de aquí que, sino tiene otro fundamento la resisten- 
cia del Derecho tradicional á admitir en el total sistema ju- 
rídico las leyes en que se proponen el bienestar de los obre- 
ros, y á considerar como de justicia esencial la integración 
personal del proletariado: bien puede afirmarse que dicha 
resistencia debe ceder ante las imposiciones de la razón y 
los dictados de la ética. 


e 


Proclaman dichas palabras la existencia, en opuestas po- 
siciones, de una ¿gualdad legal y de otra igualdad real; 
igualdades, al parecer,incompatibles, que corresponden res- 
pectivamente á dos órdenes, ó si decimos, categorías tam- 
bién opuestas: el orden jurídico y el orden económico. Agré- 
gase que si la primera se considera deficiente en el orden 
contrario á aquel al que corresponde, es decir, en el econó- 
mico; la segunda debe ser calificada de ilusoria en el jurf- 
dico, que es el campo de acción de la otra. 

Quiero salvar todos los respetos que son debidos al pen- 
sador eminente que pronunció las palabras cuya significa- 
ción estoy analizando; pero no puedo menos de afirmaros 
que veo en ellas la más paladina confesión de la imposibi- 
lidad, en que se encuentran las escuelas conservadoras, de 
fundamentar con solidez el criterio que mantienen, en lo que 
hace referencia á estos problemas de la legislación social. 

No es ciertamente, el orador ilustre, que, como otros mu- 
chos, —como el gran Moreno Nieto, por ejemplo, cuando, 
encastillado en los dogmas individualistas y liberales, y po- 
niendo en sus palabras el calor comunicativo de una convic- 
ción sincera, fulminaba los más violentos anatemas contra 
el socialismo, considerado por él como enemigo de todo pro- 
greso y como incompatible con toda civilación;—se esfuer- 
zan en mantener una doctrina, á la que se deben, es cierto, 
no pocas conquistas preciadas del espíritu humano; pero cu- 
ya virtualidad ha desaparecido, después de consumada su 
misión histórica; no son, nó, los arrojados defensores de la 
fortaleza del Derecho tradicional, los que flaquean en la 
defensa: es el edificio mismo, que se desmorona á la vis- 
ta de ellos, á pesar de los viriles esfuerzos con que in- 
tentan mantenerle erguido; y que se desploma porque en 
las corrientes de nueva vida que vienen á sustituir á los 
abstractos dogmatismos de otras épocas, no caben ya, de 
ningún modo, aquellas arbitrarias distinciones de lo real y 
lo legal, del orden jurídico—dentro del que desenvuelven 
su contenido sustancial todos los demás órdenes de la vida 
—y cualquiera otro de estos últimos, como el económico en 
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particular, que si proclaman como verdad un postulado de 
la naturaleza humana, es para exigir inmediatamente que 
el Derecho le preste condiciones de manifestación y de de- 
fensa, y en una palabra, para que el orden jurídico le acoja, 
con todas las consecuencias que de ello se derivan en el 
orden legal. | 

Pensar de otra manera significa apartarse violentamente 
de la realidad palpitante y viva, para dar cabida en nuestro 
raciocinio á- las abstraciones que mantuvieron hasta hoy, 
como separadas y distintas, la noción de un Derecho escrito 
en los códigos, y la de otro que se ha vivido fuera de ellos, 
apesar de todas las coacciones con que se sancionaba el 
cumplimiento del primero: derechos antagónicos, de los cua- 
les, —como ha demostrado hasta la evidencia y en mil dis- 
tintas ocasiones nuestro ilustre Costa,—sólo el último, pese 
á todas las apariencias y á todos los dogmas de las escue- 
las y de sus doctores, era el derecho verdadero que brota- 
ba vivo en las entrañas de la Sociedad, y dirigía de hecho 
todos los movimientos de su vida y todas las aplicaciones 
de su conducta. 

El error de las escuelas conservadoras, en este punto, 
consiste en confundir aquel derecho codificado, aquella co- 
lección de tópicos, con el orden jurídico, que en su concep- 
to esencial, responde más bien, á la noción del derecho vi- 
vo, palpitante, engendrado por el autónomo movimiento de 
la vida social: derecho que proclama, sí, la ¿gualdad legal ; 
pero no para mantener este principio en el terreno de la 
abstracción, sino para consagrar en el mismo la fórmula de 
la posible ¿gualdad real y positiva, que no es una ilusión, 
—si se entiende y explica rectamente,—sino que es una ca- 
tegoría de aquel orden jurídico, en cuanto en el mismo se 
contienen, como he dicho, todas las exigencias racionales 
de la vida humana. 

No quiero dejar esto sin alguna explicación, para que no 
se me arguya que pretendo destruir el pensamiento capital 
de las escuelas conservadoras, con un vano juego de pala- 
bras. 
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Todo se reduce á averiguar si esa igualdad positiva que, 
como categoría fundamental del orden jurídico, proclama el 
socialismo, es ó nó posible, en la normalidad de la coexis- 
tencia social. Las escuelas tradicionales afirman que ella 
choca con las desigualdades fisiológicas, psiquicas y mora- 
les que establece la naturaleza. El individualismo económico 
dice que no puede existir otraigualdad que aquella que sirve 
de base á la organización natural de la producción, ó sea, 
la que resulta de la ausencia de toda ingerencia del Esta- 
do, que debe dejar totalmente abandonado á sus fuerzas 
al individuo y pendiente por completo de sus propias inicia- 
tivas. El liberalismo político, finalmente, proclama que toda 
igualdad consiste en la posesión sin trabas de la libertad in- 
dividual que, dentro de las condiciones de la capacidad ju- 
rídica y de la total indiferencia de la ley, permite á cada 
cual el desarrollo, en todas direcciones, de sus facultades, 
sin otra limitación que la que implica cl derecho de los 
demás. 

El Socialismo, por lo contrario, no se conforma con esta 
pura fantasmagoría. Conoce á fondo la naturaleza humana, 
y sabe que la tendencia innata de cada cual es la de conver- 
tir en provecho propio y exclusivo, aunque redunde en daño 
de los demás, todas aquellas facultades que se le otorgan, 
en el supuesto de que ha de hacer un uso racional de las mis- 
mas. Sabe perfectamente que, existiendo desigualdad pro- 
funda en las fuerzas y en los medios de que dispone cada 
uno, la libertad, lejos de ser un dón, es un peligro para quie- 
nes poseen aquellas fuerzas y estos medios en grado mínimo; 
y conociéndolo así, se propone, nó destruir la libertad. que 
es un bien en sí misma, por más que en muchas ocasiones 
resulte un bien peligroso, sino suprimir ó aminorar aquella 
desigualdad de las fuerzas y los medios, á fin de que, dentro 
de la proporción de estos últimos á los fines racionales á que 
se ordenan, la libertad resulte verdadera, y no una vana 
ficción, como ha resultado la decantada libertad del indivi- 
dualismo, según tiene espléndidamente demostrado la ex-, 
periencia. 
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Por eso se quiere que la igualdad humana no consista so- 
lo en la noción de la capacidad jurtdica universalmente ex- 
tendida, como hasta aquí se ha entendido; de tal modo que 
nos llamemos iguales por el hecho de que la ley no nos im- 
pide adquirir y poseer, contratar, disponer de nuestros bie- 
nes, unirnos en matrimonio, procrear y educar á nuestros 
hijos: todo, en suma, lo que constituye la noción corrientede 
dicha capacidad; sino que nos consideremos unidos por el 
vínculo de la fraternidad, en tanto que allí donde surge urna 
exigencia racional humana, allí mismo se presenten, por mi- 
nisterio del Estado, ó de cualquiera otra representación de 
la solidaridad colectiva, los medios adecuados para satis- 
facerla. | 

¿Significa esto proclamar aquella igualdad niveladora y 
ridícula, que destruye toda diferencia natural entre los hom- 
bres, y que las escuelas conservadoras se empeñan en for- 
jar á su antojo, para calificarla de ilusoria, considerando 
que en ella consiste el desideratum del Socialismo?.. ¡Qué 
ha de significar! La igualdad positiva que se proclama, im- 
plica que á nadie puedan ser negados—y mucho menos exis- 
tiendo en abundancia,—los medios necesarios para el desen- 
volvimiento de sus fines racionales; medios que se reducen 
á dos supremas categorías: trabajo, en condiciones compa- 
tibles con la libertad y la dignidad humana; y producto de 
ese mismo trabajo, como atribución esencial ó derecho del 
trabajador. Esto, y no otra cosa, representa aquella positi- 
va igualdad; y tal es la forma en que se pretende que li ley 
la reconozca y garantice. En esta fórmula se trata de hacer 
que coincidan el orden económico, y el orden jurídico, entre 
los cuales estableciera el Derecho tradicional aquel absur- 
do divorcio anteriormente notado. 

No obstante todo lo dicho, preciso es confesar que el So- 
clalismo hállase todavía muy lejos de ta conquista de estos 
ideales; y habrán de sucederse no pocas generaciones an- 
tes de que este sistema, en lo que tiene de racional y huma- 
no, llegue á informar las legislaciones de los pueblos. Pero 
G$to obedece, no precisamente, como se ha supuesto, á l: 
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injusticia ó falta de viabilidad del sistema mismo, sino más 
bien, á que, por desgracia, es muy profundo el arraigo que 
tienen las tendencias é impulsos egoistas en nuestra natu- 
raleza; y á que es indispensable, para que lleguen á impe- 
rar los principios del Socialismo, un grado tal de educación 
y de cultura, que sea suficiente para trasformar los instin- 
tos naturales á que hoy obedecen nuestras acciones, hacien- 
do nacer en nuestra psiquis el sentimiento espontáneo de la 
especie, que hoy no merece el nombre de tal, sino que sólo 
en fuerza de raciocinio se concibe como un lejano ideal en 
el orden especulativo, quedando oscurecido en la práctica 
por la aspiración egocéntrica que todo lo domina. 

Observad cuales son las primeras ideas que arraigan en 
el espíritu del niño, tan pronto como empieza á darse cuen- 
ta del mundo que le rodea, y á balbucear las primeras pala- 
bras con que nos dá á conocer sus impresiones. Antes de 
que la educación rudimentaria de las primeras edades ven- 
ga á producir en él el sentimiento de la fraternidad, que no 
se extiende más allá del círculo de la familia, vemos que no 
concibe otras ideas que las que representan aquellas pala- 
bras, primeras que aprende á pronunciar: mío y tuyo, y es- 
to, para atraer á sf, con la primera de ellas, todos los obje- 
tos útiles ó agradables que le rodean, y defender esta pro- 
piedad en la forma semi-salvaje de su débil naturaleza 
ineducada. Más tarde, cuando los asiduos cuidados paterna- 
les consiguen ir labrando aquella tierra inculta y formando 
el espíritu del niño, empieza á concebir el sentimiento de la 
fraternidad, compañero de la idea del origen común de sus 
hermanos, y comparte, sin violencia, con ellos los jugue- 
tes, los alimentos y los goces de todo género, por que les 
considera iguales á sí mismo en necesidades, y concibe que 
los medios que él tiene de satisfacerlas no fueron puestos á 
su disposición para que, excluyendo de su goce á los demás, 
en cuanto sea compatible con el suyo propio, impida el 
cumplimiento de los fines de ellos. | 

Pues este tránsito de una á otra fase de la vida, que con 
tal claridad observamos en el reducido círculo de la fami 
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lia, es el mismo que habrá de verificar algún día la Socie- 
dad entera, cuando todas las influencias educadoras que van 
surgiendo en las diferentes etapas de su evolución: religión, 
filosofía, moral, ciencia, industria, arte, refinamiento de la 
vida, ideales, comunicación y cambio de cultura entre los 
pueblos, etc., etc., lleguen á producir con tal intensidad en 
el espíritu, el sentimiento de la especie, la idea de la finali- 
dad esencial que radica más bien en la naturaleza humana, 
que en el yo; que consigan sobreponer aquel sentimiento y 
esta idea al impulsivo instinto del egoismo, que hoy consti- 
tuye exclusivamente la causa determinante de toda nuestra 
conducta. 

Esta evolución es larga: obra de siglos; pero avanza sin 
cesar, pése á todos los obstáculos que se le opongan por 
parte de quienes desearían mantener eternamente invaria- 
ble aquel momento de la historia en que el curso de los 
acontecimientos ha venido á determinar una posición ven- 
tajosa para los mismos. Avanza paulatinamente, sin cesar, 
en medio de los accidentales retrocesos inherentes á toda 
evolución que se verifica luchando; y lo que es preciso, lo 
que imponen las leyes de la sinceridad á la honrada con- 
ciencia, es que, lejos de contenerla, se facilite por todos los 
medios, esa marcha ascendente de la vida humana hacia 
los ideales progresivos. 

Señores Académicos: Sepamos emanciparnos, de una 
Vez para siempre, de esa especie de pueril temor á ciertos 
nombres, que simbolizando algún aspecto de la verdad re- 
conocida por todo el mundo, y hasta proclamada con amor, 
SI se le aplica distinto calificativo, son, sin embargo, objeto 
de la execración de las gentes, poco acostumbradas á pe- 
Nétrar en la sustancia de las cosas. Hace muy pocos días 
he tenido la fortuna de visitar en su gabinete de estudio á 
nuestro profundo pensador Unamuno, en el momento en 
que acababa de escribir los párrafos inspiradísimos de un 
artículo, en el cual, entre otras cosas, todos admirables, 
fustigaba el maestro, con la geniál donosura de su estilo, 
en horror á ciertos nombres, que nos lleva muchas veces á 
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maldecir irreflexivamente de las mismas ideas que consti- 
tuyen la intimidad de nuestro pensamiento, tan sólo porque 
las vemos representadas en alguna de aquellas palabras, 
que una tenaz superstición, nacida de hábitos heredados, 
nos presenta como cifras de algo, cuya intrínseca perver- 
sidad no comprendemos, pero de lo que huímos espontá- 
neamente, porque á ello nos obliga, no se sabe cual fuerza 
misteriosa que nos obsesiona. Regalóme el maestro con la 
lectura de aquellas cuartillas, cuyo fresco y confortante 
contenido acababa de brotar de las profundidades de su 
mente, al contacto fecundísimo de la observación de una de 
esas tristes realidades de nuestra vida, que nos demuestran 
cuán lejos nos hallamos de la soñada emancipación, cuando 
así nos sentimos sometidos, sin protesta y sin alarma, á la 
tiranía de nuestro propio pensamiento, presa de mil rutinas 
y prejuicios; y de mí sé deciros que la vibrante sinceridad 
comunicativa que se desprendía de los preñados elocuentes 
párrafos, que aquella voz educada para la persuasión iba 
depositando en mis oídos, infundía en mi espíritu, á la vez 
que un vigoroso sentimiento de compasión, el supremo an- 
helo de cooperar, aportando mi humilde grano de arena, á 
la generosa empresa, que ha de comenzar por la liberación 
del hombre de la tiranía de sí mismo (1). 

Tiranía incomprensible y misteriosa, que nos impide pe- 
netrar en las concavidades de nuestro sér, para descubrir 
allí lo que hay de más íntimo y consustancial á nosotros 
mismos; tiranía que nos impone algo más que una dirección 
determinada en nuestra exterior conducta y en nuestras re- 
laciones sociales; que nos impone lo que ha de constituir el 
fondo y la forma de nuestro pensamiento y de nuestra voli- 
ción; tiranía que viene á equiparar la inmanente fuerza ex- 
pansiva de nuestra psiquis, «al movimiento obligado de la lo- 
comotora, que, sies verdad que arrastra en pos de sí, con 
fuerza incontrastable, todo el convoy que se mueve á su im- 


(1) La bicha, es el título del artículo del Sr. Unamuno, á que aludo 
en el texto, y que será publicado, según me ha manifestado su autor, en 
La España moderna. 
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pulso, también lo es que jamás puede cambiar de dirección, 
sino que está condenada á marchar eternamente por el ca- 
rril trazado por «aquellas dos líneas paralelas que la escla- 
vizan y la dirijen, sin que, mediante la maravillosa fuerza 
impulsiva que brota de sus entrañas, pueda ella determinar 
un espontáneo movimiento, una dirección variada. 

Rectifiquemos este sentido de la vida: que en algo ha de 
diferenciarse el alma humana de aquella encarrilada loco- 
motora. Rectifiquemosle, sí; para poder entrar, sin temor 
alguno, guiados por la buena fé y la honradez del pensar, 
únicas condiciones morales de la especulación, en el exa- 
men de todas las cuestiones que afectan á la vida social. No 
hay doctrinas vitandas; no hay doctrinas perversas, en sí 
mismas: existe, sí, una perversión moral del pensamiento, 
que consiste en proponerse la consecución de un fin precon- 
cebido, y disfrazar las ideas, para que asf induzcan á su jus- 
tificación. En eso consiste la inmoralidad; y eso es lo que el 
profundo pensador aleman Lange encontró abominable en 
el fondo de todo dogmatismo (1). 

Pongamos, pues, sobre todo, la sinceridad absoluta, como 
ley invariable de nuestra lógica; y en medio de todas las dis- 
cusiones, la verdad no tardará en fulgurar ante nuestros 
ojos, atrayendo y cautivando á todos con el resplandor de 
la belleza. Pongamos esa sinceridad como única condición 
de nuestros debates; y la justicia se abrirá camino entre los 
hombres de buena voluntad. Verdad y justicia, que no se en- 
cuentran, porque no son ellas el objeto de los afanes de los 
hombres, sino los sórdidos intereses, alimentados y mante- 
nidos en la lucha por esa errónea concepción individua- 
lista (2), que empieza por ahogar en nosotros el impulso na- 


(1). Lange. Geschichte des Materialismus. 

(2) Debo hacer notar á quien, acaso, considere que hay contradición 
entre la severidad con que aquí y en otros pasajes juzgo la tendencia y 
los íntimos motivos del individualismo, y la no vacilante energía con 
que, al final de este discurso, condeno los ensueños del socialismo utó- 
pico: que quizá en el artículo del Sr. Unamuno á que hago referencia en 
el texto y en la nota anterior, se halla la explicación más elocuente de 
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tivo de aquella sinceridad, y acaba por hacer que desapa- 
rezcan las levantadas aspiraciones del alma humana, cuya 
ausencia constituye el castigo de los afanes con que nos- 
otros mismos las huimos. 

Acostumbrémonos, pues, á mirar de frente á la tenden- 
cia socialista, despojada de aquella negra leyenda que se ha 
formado en torno de la misma, y que nos impide apreciar el 
fondo de verdad que late en sus entrañas; sigamos esta ten- 
dencia en las fórmulas científicas en que se ha condensado, 
y mediante las cuales ha ido infiltrando en la médula de la 
sociedad sentimientos é ideas de altruismo, á las que ya na- 
die puede resistir. Y si notamos deficiencias; si vemos -que 
no se ha logrado todavía, apesar de los esfuerzos realiza- 
dos, definir en un programa concreto y plenamente realiza- 
ble, las aspiraciones de la escuela; no por eso condenemos 
la saludable dirección que ha logrado imprimir en la mar- 
cha de las naciones. Porque nadie, que yo sepa, ha intenta- 
do cifrar la perfección de sus principios en la forma, más 6 
menos adecuada, de su manifestación á través de las distin- 
tas teorías, —argumento al que suelen recurrir las escuelas 
conservadoras para acusar de ineficaz en la práctica al So- 
cialismo,—sino que, por el contrario, es forzoso convenir en 
que, sean cualesquiera las diferencias de matices, la pobre- 
za doctrinal y la falta de sistematización ó de soluciones in- 
mediatamente viables para los problemas pudientes; es lo 
cierto que la tendencia, como tal, se ha posesionado de los 
espíritus; y, querámoslo ó no, confesémoslo paladinamen- 
te, ó hagamos esfuerzos para negarlo contra toda eviden- 


esto que, á primera vista, parece peregrino. La diferencia allí profun- 
damente marcada entre los conceptos de la individualidad y la perso- 
nalidad contiene en sí la clave de esta explicación. El individualismo 
corresponde al primero de dichos conceptos, en el que se manifiesta lo 
que hay de limitado en el hombre; el segundo representa la fuerza ex- 
pansiva, la íntima energía, la facultad creadora de nuestro sér; y acaso, 
la antitesis de ¿imdividualismo y personalismo reflejáse con mayor 
exactitud, desde este punto de vista, los opue:ztos aspectos ó posiciones 
de la vida social que usualmente vienen representadas por los nombres 
de individualismo y socialismo. 
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cia, el mundo marcha hoy en la dirección señalada por el 
Socialismo; y, aunque muy lejos todavía, vislumbra, sin em- 
bargo, como posible, el reino de la solidaridad humana, des- 
conocido hasta hoy, y al que camina resueltamente. 

- La Legislación social es el vehículo que nos conduce por 
esta senda, aún no despojada de los peligros inherentes á 
su recientísima virginidad. Ella vá señalando las etapas de 
la ascensión incesante hácia esos ideales de progreso, que 
nos ofrecen en la cima, la ¿gualdad humana, realizada en 
la forma racional: en que hé procurado presentárosla como 
posible. 

Por eso he dieta, y creo haberos demostrado, que esa 
legislación constituye un postulado del orden jurídico; y 
no una simple concesión á exigencias más ó menos vehe- 
mentes de una clase social, que ha llegado á considerarse 
fuerte, mediante la asociación de sus elementos antes dis- 
persos, y que reclama, en su virtud, una igualdad ilusoria, 
incompatible con los princípios fundamentales del Derecho; 
cual suponen las escuelas conservadoras, cuyas afirmacio- 
nes he discutido, sin otra mira que la de conquistar para la 
verdad y la justicia el puesto que reclaman ante la razón 
serena. 

No es esto negar que la fuerza adquirida por el prole- 
tariado haya contribuido en gran parte á precipitar el re- 
conocimiento de aquellos derechos que se consagran en la 
legislación social: es afirmar solamente que dicho recono- 
cimiento y las garantías legales que lleva aparejado están 
fundados en la justicia, y que si hoy ha sido necesaria aque- 
lla fuerza para que se manifestasen en la ley, quizá algún 
día, cuando la sinceridad del pensar impere por completo, 
será bendecida y aclamada la legislación que les contiene, 
por los mismos que ahora, de algún modo, han tratado ó tra- 

tan de oponer resistencias á su admisión en los sistemas 
jurídicos y legales. | 
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Asf proclamada la justicia fundamental de la legisla- 
ción que protege los intereses de la clase proletaria: es ya 
llegado el momento de examinar el segundo de los proble- 
- mas que dejo propuestos: el que se refiere á la forma y el 
método de manifestación de las leyes obreras ó del trabajo, 
que, si bien hasta el día han ido apareciendo en la forma 
fragmentaria y disgregada á que hace referencia el Sr. Vi- 
llaverde, en el párrafo de su elocuente discurso que antes 
os he leido; es lo indudable que han llegado á adquirir ya 
tal importancia, que hoy puede considerarse como la más 
ostensible revelación de su permanencia—resultado, á su 
vez, de la justicia inmanente que las alienta. —la misma rea- ' 
lidad de este problema de su codificación, ó de su incorpo- 
ración al sistema de los códigos civiles; problema que sur- 
ge, como principalísimo, cuando se trata, como ahora lo 
hago, del método propio de la legislación social. 

Son, en efecto, tan evidentes los progresos realizados en 
los variados órdenes legislativos en que se manifiesta, como 
queda dicho, la tendencia protectora de los intereses del 
proletariado, que ya se viene hablando con insistencia, 
fuera de España, de una posible Codificacion del Derecho 
social, y muy principalmente del obrero, constituyendo una 
rama independiente, cuanto interesantísima de la moderna 
política.legislativa; rama, que ya no cabe clasificar, con to- 
da exactitud, en una de aquellas dos grandes categorías his- 
tóricas del Derecho que fueron la base secular de sus pro- 
gresos científicos: el Derecho público y el privado; de cuyos 
caracteres participa simultáneamente la legislación social, 
en virtud del doble principio de la integración jurídica de la 
personalidad humana, por una parte, y por otra de la inter- 
vención activa del Estado, en que aquella tiene su funda- 
mento. 

Sea lo que quiera de este interesantísimo problema, cuya 
existencia me limito á consignar aquí, á reserva de intentar 
resolyerle convenientemente en lugar más adecuado (1) es lo 


(1) En mi obra en preparación Estudios sobre el contrato de trabajo, 


indudable, por ahora, que el hecho de la Legislación social 
llena por completo la historia contemporánea; y que al sur- 
gir en nuestros días los debates acerca de su posible ó con- 
veniente codificación —á la manera como durante todo el 
siglo x1x se ha discutido acerca de la del Derecho privado 
individual, ya desde el punto de vista de lo que como conte- 
nido del mismo había de consagrarse en los Códigos civiles, 
ya desde el de las diversas formas de expresión que recla- 
maban las variedades regionales dentro de cada Estado— 
preséntase también el árduo problema de si será convenien- 
te codificar desde luego, bajo un plan más ó menos sistemá- 
tico, los inmensos materiales legislativos acumulados en un 
periodo de más de 30 años en que las naciunes de Europa 
vienen sucesivamente resolviendo, por medio de las leyes, 
diferentes aspectos de la cuestión social; ó si, por el contra- 
rio, convendrá aplazar esta obra para cuando se hallen 
completamente depurados y organizados en sistema todos 
los elementos constitutivos de aquel futuro Código del De- 
recho privado social, de que hablaba Cimbali; concretán- 
dose entre tanto la obra reformadora de la presente genera- 
ción: á continuar promulgando leyes sueltas, según van apa- 
reciendo y recibiendo solución armónica las nuevas necesi- 
dades de esta índole; y á retocar paulatinamente los Códigos 
individualistas, para que en su día resulte menos violenta 
la transición al régimen orgánico que se avecina. 

También corresponde al ciclo de estos problen15 nomo- 
tésicos del Derecho social, el resolver si toda la cuestión de 
este nombre, en su aspecto jurídico, está encerrada, como 
creen algunos, en la regulación del contrato de trabajo; ó si. 
por el contrario, ella está llamada á hacer surgir en la esfe- 
ra del Derecho positivo toda una gran institución funda- 
mental, con caracteres y vitalidad propios y distintos, con 
propia personalidad y autonomía, por así decirlo, á la ma- 
nera que desde remotísimas épocas se vienen conociendo 
como tratados independientes del Derecho privado los que 
se refieren á la Personalidad, Familia, Propiedad, Sucesio- 
nes y Contratos; de suerte que aquella institución compren- 
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da en suprema síntesis todos los principios fundamentales y 
reglas positivas bajo cuyo dictado se desenvuelva toda ac- 
tividad humana en el orden social; dando lugar de este mo- 
do al concepto orgánico de la Institución jurídica del Tra- 
bajo, tal como tengo propuesto en las consideraciones gene- 
rales de mi Estudio sobre la Ley de accidentes. 

Hechos concretos que demuestran cómo por corona- 
miento de los progresos de la legislación obrera han pensa- 
do ya los sociólogos y los legisladores en la posibilidad de 
su codificación, puédense citar en gran número. Como tra- 
bajos de carácter particular encaminados á la sistematiza- 
ción orgánica de las leyes sociales son notabilísimos en 
Francia los de M. M. Audré y Guibourg, que en el mismo 
título de su obra: Le Code ouvrier, revelan la indicada ten- 
dencia. Como documentos oficiales y parlamentarios exis- 
ten algunos proyectos de Millerand que en 1901 instituyó en 
su departamento ministerial una Comisión codificadora de 
las leyes obreras, para coordinarlas armónica y racional- 
mente, á fin de evitar su dispersión y facilitar su conocimien- 
to al proletariado; y ya antes de aquella fecha el Diputado 
Groussier, había presentado á la Cámara varias proposicio- 
nes al mismo objeto (1). 

En España también dan testimonio de esta tendencia los 
diferentes estudios y proyectos recientísimamente encami- 
nados á la creación de un /nstituto del Trabajo, asunto 
que, por la forma y circunstancias en que se ha manifestado, 
implica alguna cuestión de importancia, aunque secundária, 
no despreciable. Hago referencia con esto al departamento 
ministerial y cuerpos consultivos á que, en definitiva, deben 
adscribirse las reformas legislativas de carácter social, que 
hoy, con evidentisimo riesgo para la unidad y uniformidad . 
del criterio que ha de presidirlas, dependen de diferentes 
ministerios, comisiones y cuerpos deliberantes; ya que, con- 
sideradas fragmentariamente, unas veces como factores, 
con carácter preventivo, del orden público, otras como ve- 


(1) Lavy, L'euvre de Millerand. 
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hículos de transfusión de nueva vida en el vetusto organis- 
mo de las instituciones individualistas, aparecen, según los 
casos, ora como emanadas del Ministerio de la Goberna- 
ción, ora como labor constituyente que se incuba en el de 
Gracia y Justicia; agregándose á estos vicios de su génesis, 
los que determina la constitución radicalmente defectuosa, 
según hice notar en otra parte, de nuestras Comisiones de 
Códigos, abigarrado conjunto y amalga puramente externa 
de los más heterogéneos elementos (1) que en este pais, por 
arcáica rutina, se hacen concurrir al alumbramiento de toda 
obra legislativa, más bien para desvirtuar y desfigurar, que 
para ejecutar.con lealtad, el pensamiento en que su proyec- 
to se inspirara. 

Quizá por todos estos motivos se hace preciso crear en 
España un organismo que con unidad de miras y tenden- 
clas se consagre exclusivamente, y no como misión acceso- 
ria, cual hoy sucede, á recoger el inmenso caudal de datos, 
necesario para acometer la empresa, estudiarlos y sistema- 
tizarlos convenientemente, y preparar así toda la función 
legislativa de nuestra reconstitución social. No me permiten 
aquí las circunstancias abordar de lleno este asunto, que 
no faltarán ocasiones de tratar con la extensión debida; pe- 
ro séame permitido apuntar una idea que someto á la con- 
sideración de quienes hayan de llevar á cabo la creación 
del organismo aludido, ya que no puede negarse su oportu- 
nidad en estos momentos. El nombre, ya casi consagradó 
por el uso entre nosotros, de Instituto del Trabajo, debiera 
ser sustituido por otro más comprensivo, así como: /nstitu- 
to de elaboración de la reforma jurídico social, á fin de que 
aquel primer enunciado no viniese á limitar, en cierto modo, 
el campo de operaciones del naciente organismo, que si á 
la legislación, estadística é inspección del ?rabajo princi- 
palmente debe consagrarse, porque ellas constituyen la 
parte más interesante del problema que hemos de resolver, 


(1) V. mi obra Algunas observaciones acerca de los problemas 
Jundamentales de la Ley Hipotecaria. 
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quedan, no obstante, confiados á su actividad otra multitud 
de asuntos, que propiamente no pueden ser comprendidos 
bajo aquel dictado. 

Pero aun noes este el motivo principal porque meatrevo á 
proponer el indicado cambio en la denominación del proyec- 
tado Instituto, porque al fin y al cabo, si su misión debiera 
ser exclusivamente la que le han asignado los ilustres auto- 
res del Proyecto, escasa ó nula sería la trascendencia del 
empleo del nombre que se le ha dado. Pero es que debe tam- 
bién tenerse en cuenta que, si nuestro país se decide á dar 
este paso trascedental en el camino de su progreso, no debe 
hacerlo sino para resolver con él, y de una vez, todos los 
problemas que están pendientes de solución y afectan al 
contenido, al método y á la forma del Derecho privado, den- 
tro del que, por lo menos hasta ahora, y en tanto que no 
llegue á modificarse ó sustituirse su concepto reinante, há- 
llanse contenidos los que se refieren á la legislación social y 
del trabajo. Quiero decir con esto que, en la creacción del 
mencionado laboratorio de reformas sociales, débese obede- 
cer al capital pensamiento de que resulte un organismo ade- 
cuado para llevar á cabo toda la expresada obra legislativa, 
que hoy se halla distribuída entre muy diferentes y disper- 
sas comisiones. 

-——Ailf, con unidad de criterio, con elementos suficientes de 
información, con alteza de miras y sin los achaques rutina- 
rios que fueron hasta hoy inseparables de todo trabajo re- 
formista (1), habria de prepararse la anhelada revisión y 
transformación de los Códigos Civil y de Comercio, de la 
Ley Hipotecaria, y en general, de todas las que hacen re- 
ferencia á la constatación ó registro de los actos y estados 
de la vida civil, cuyo contenido guarda tan íntima y cons- 
tante relación con los problemas sociales que se hallan en 


(1) Hasta el punto de ser casi irritante la timidez y parsimonia con 
que aquí se acojen reformas aclamadas por la opinion y acreditadísi- 
mas en otros paises, 
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todo el mundo á la orden del día, constituyendo parte inte- 
grante de muchos de ellos. Allí se reunirían los dispersos 
estudios y proyectos acerca del derecho de asociación, del 
crédito agrícola y naval y otros mil y mil que, por falta de 
asiento definitivo, carecen de orientación sistemática, y que 
cuando en tal forma llegan á ser convertidos en leyes, cons” 
tituyen verdaderas extravagantes, y algo así cmo un ana- 
cronismo que no se puede disculpar en estos tiempos de re- 
flexiva y orgánica ordenación de todaslas tareaslegislativas. 
Hoy que un Ministro joven y animoso se ha colocado al 
frente del departamento en que ha de elaborarse la reforma 
del Código Civil, y se propone, según las noticias que circu- 
lan, plantear y resolver dentro del mismo Código los nume- 
rosos [problemas sociales que á su articulado, entendido á 
la moderna, corresponden, dándoles quizá más importancia, 
como hombre del día, que á las cuestiones relacionadas con 
la pluralidad legislativa, únicas que hasta el presente fueron 
discutidas en los preparativos del Código Civil; hoy que te- 
nemos al frente del departamento ministerial de la justicia 
al hombre que honró con su firma la primera ley social de 
importancia que hemos conocido en España, y de cuyos be- 
neficios disfrutan millones de trabajadores, que bendicen en 
los días de su infortunio á quien así supo vencer, con su po- 
lítica expansiva de dilatados horizontes, todas las dificulta- 
des que en este pais, poseido de incurable quietismo, se opo- 
nían á su proyecto generoso; hoy que por todas estas seña- 
les del tiempo parece que se trata de abordar en España en 
nombre de la justicia aquellos problemas que, hasta el pre- 
sente, han sido mirados desde el punto de vista del ¿nterés 
social, colocándolos, de aquel modo, en su terreno propio, 
porque la justicia en todas las relaciones de la vida huma- 
na es, en último extremo, lo que se busca; hoy por todos es- 
tos motivos, tiene extraordinaria importancia la cuestión del 
método y oportunidad de la gran obra á que vengo haciendo 

referencia. 

Ya los grandes y llorados maestros españoles Comas: y 
Perez Pujol, haciendo referencia á las nuevas corrientes de 
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opinión y formas de vida que determinaban en el derecho. 
constituyente una renovación, en sentido social y orgánico, 
de las viejasinstituciones, pedian conelocuencia, en el perio- 
do de preparación de la obra codificadora de nuestro Dere- 
cho privado, un aplazamiento de la tarea que veían precipi- 
tarse entre convulsiones de vértigo, por el afán de verla 
terminada de cualquier modo; y lo pedían para dejar tiempo 
á que se condensasen y cristalizasen en la conciencia pública 
los nuevos ideales de transfusión social, que antropólogos, 
sociólogos, economistas, pedagogos, industriales, obreros y 
hombres de mundo proclamaban por todas partes. No fue- 
ron por entonces escuchados aquellos hombres ilustres, pro- 
fetas de los tristes destinos de ese viviente anacronismo que 
se llama Código Civil; y resultó consagrada con nueva san- 
ción, y por esto mismo más y más arraigada en nuetros há- 
bitos jurídicos, la vieja concepción del individualismo absor- 
vente y exclusivista; siendo la consecuencia de todoello que, 
después de trece años, durante los cuales hemos estado re- 
pitiendo sin cesar los tradicionales conceptos, ahora conden- 
sados en aforismos de más pronunciado caracter nemotéc- 
nico que las anticuadas y prolijas fórmulas de nuestros Có- 
digos históricos, hácese más tenaz la resistencia que á su 
renovación han de ofrecer las fuerzas adquiridas y los inte- 
reses creados, y será, por consiguiente, más trabajosa la lu- 
cha, que lo sería si entonces se hubiera prescindido de tan 
inoportuna labor codificadora. 

La cuestión previa que hoy se nos ofrece con caracteres 
de mayor interés para emprender sobre más seguras bases 
la reforma que á nuestra generación está confiada, puede 
plantearse sobre las huellas del luminoso pensamiento del 
Sr. Costa, tomando en consideración alguna ídea apuntada 
por él en ese perdurable momento que, con el nombre de 
Colectivismo agrario en España, ha levantado á nuestra 
cultura jurídica, abriendo nuevos y dilatadísimos horizontes 
al ángulo visual de los investigadores del Derecho Civil, 
que, desde el momento de la aparición de ese libro, puede 
afirmarse que tienen un nuevo campo completamente virgen 
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de experimentación, sin salir de su peculiar esfera del Dere- 
cho positivo pátrio (1). 

Exponiendo magistralmente el Sr. Costa la doctrina de 
la nacionalización de la tierra que profesó el economista as- 
turiano Florez Estrada, termina con las siguientes observa- 
ciones: “Por conclusión de su teoría, enuncia una tesis del 
más alto interés para la sociología y para el arte de gober- 
nar, en que también se encuentra con el celebrado colecti- 
vista norte-americano (George). Según ellos, las reformas 
sociales son fundamento necesario de las libertades políticas 
y deben precederles. Para constituir de un modo sólido y 
ordenado las sociedades humanas, dice Florez Estrada, an- 
tes de establecer las reformas políticas es indispensable fijar 
las bases sociales: lo contrario sería empeñarse en levantar 
el edificio sin pensar en el cimiento..., Y continua el Sr. Cos- 
ta aduciendo textos de ambos colectivistas agrarios, enca- 
minados á la demostración de la misma tésis. 

Pero á renglón seguido, su espíritu vidente de los tiem- 
pos, que no en vano domina toda la inmensidad de los he- 
chos humanos que constituyen la trama de la evolución so- 
cial, observa que acaso este proceso histórico, así proclama- 
mado como ley por el economista asturiano y el Sociólogo 
de los Estados Unidos, no tiene su comprobación en aconte- 
cimientos de trascendencia suma ocurridos en el desarrollo 
de nuestra vida nacional económica y agraria; y exclama, 
con tal motivo: “Tal vez, sin embargo, no sea esta conclu- 
sión tan obvia, ni tan sencillo el problema como parece. Lo 
mismo podría haberse defendido hace ochenta ó noventa 
años la tesis contraria; que las reformas políticas constitu- 
yen la primera etapa en el desenvolvimiento de la reforma 
social y que era forzoso empezar por ellas. Díganlo, sino 
con la autoridad de su experiencia y de sus desengaños, el 


(1) El autor de este discurso, prepara una obra titulada Introdución 
al estudio del Derecho Civil y Programa de un Cursu de esta Ciencia, 
en la que tendrán debido desarrollo las consideraciones á que se refiere 
esta nota. 
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Supremo Consejo de Castilla y su presidente el Conde de 
Aranda, (1). 

Y con efecto, en otro pasaje de su obra, expone el Sr. Cos- 
ta, con la misma elocuencia, el fracaso de los generosos pro- 
yectos del prócer y filántropo aragonés; y. encuentra su ex- 
plicación en la falta de medio adecuado, en las costumbres 
políticas de la época, para recibir la reforma, de contenido 
social, propuesta y acordada por el Consejo de Castilla (2). 

Al llegar á este punto, encontramos planteada aquella 
prévia cuestión á que antes hice referencia, y que puede for- 
mularse en los siguientes términos: ¿Ha llegado en España 
la oportunidad de acometer de lleno la reforma social que 
implica la total revisión del Código Civil, hecha á estas al- 
turas de tiempos; ó será preciso terminar primero la obra 
titánica de nuestra regeneración política, apenas iniciada, 
para que aquella reforma pueda ser eficaz en la vida, y sea 
recibida por la nación con el sincero entusiasmo que se nece- 
sita para ser ejecutada sin violencias? 

Si atendemos á los clarísimos indicios que nos revelan el 
método inicial con que el gran caudillo de pensadores y 
hombres de acción, honrados y sinceros, Sr. Costa, trataba 
de ensayar aquella obra de reconstitución, elevadamente 
patriótica y verdaderamente taumatúrgica, llamando con 
clamores de transparente sinceridad para trabajar al lado 
suyo, ora á la inmensa falanje de productores, ora al esco- 
gido ejército de intelectuales, que en nuestros días contri- 
buyen con sus vigorosas iniciativas á enaltecer el nombre 
español, desgraciadamente deprimido en el concierto euro- 
peo, por motivos extraños á la influencia de unos y otros; si 
nos paramos á meditar por un momento en la significación 
de los trazos capitales del programa sustentado por aquella 
poderosa inteligencia, —y para cuya ejecución era suficiente 
que todos los españoles nos decidiésemos á deponer los sór- 
didos afanes que encauzan en opuestas direcciones las ener- 


(1) Costa. Colectivismo agrario en España. pgs. 25 y 26. 
(2) Costa. Ob. cit. pgs. 116 y sigs. 


gías que debieran ser consagradas al bien común:—observa- 
remos que quizás en el pensamiento de Costa predomina la 
tendencia favorable á la prévia solución del problema políf- 
tico; que tal cual hoy se halla planteado, es un problema de 
sinceridad, de buena fé, de formación de conciencias, de 
edificación del hombre interior, más bien que propiamente 
constitucional y de formas de Gobierno, como lo fuera el 
que resolvieron las generaciones anteriores. 

Es indudable; y todo el proceso evolutivo de la formación 
social europea lo confirma. La revolución política precede 
en el tiempo á la social, y sólo esta última se inicia cuand o 
aquélla se halla consumada. ¿Qué más? El mismo partido so- 
cialista lo proclama con sus aspiraciones á la prévia con- 
quista del poder político mediante la organización del pro- 
letariado. 

Pero en España donde la primera no nos ha traido sino 
una mudanza de cosas puramente formal, continuando nues- 
tro espíritu de raza tan apegado á la tradición, y nuestros há- 
bitos de servilismo tan arraigados en el alma, hasta el punto 
de que, rotas una vez las cadenas que nos aherrojaban en 
el antiguo régimen, nos hemos sometido gustosos, cual si no 
pudiéramos vivir sin ellas, á las que nos atan al actual des- 
potismo sin prestigios, al yugo del cacique, ¡qué digo! del in- 
fimo funcionario público, que debiera estar constituido en 
nuestro servidor, y en cuya presencia, sin embargo, tembla- 
mos cuando acudimos á ejercitar un derecho: (1) en España 
no hemos llegado todavía, dígase lo que quiera, á consumar 
la Revolución política, y esa es una de las causas principa- 
les, por las que se oponen resistencias, en otros países des- 
conocidas, al advenimiento pacífico de la social. 

Y es por esto, por lo que aquel varón eminente, espíritu 
enamorado de la justicia y ardiente defensor de sus eternos 
fueros, que en la justicia y por la justicia ha tratado de re- 


(1) V. un artículo publicado por M. Picot en Revue des deux Mon- 
des, 1901, bajo el título: Las fuerzas perdidas. Estudio de potítica con- 
temporánea. 


generar esta nación que camina al abismo; hombre del tem- 
ple de alma que se necesita hoy en España para acaudillar 
el ejército de los escogidos; hombre, en fin, á quien no debe- 
mos consentir el retraimiento, al que no obstante, le invita 
la infinidad de abyecciones y bastardías que se levantan en 
frente de su obra generosa, para ahogarla desde los prime- 
ros momentos, porque con ella es incompatible la continua- 
ción del juego de equilibrios inestables de las pequeñas am- 
biciones y ruines pasioncillas que á todos, altos y bajos, nos 
dominan; es por esto, digo, por lo que el Sr. Costa trataba 
de colocar en forma de educación y cultura nacionales, de 
moralidad y verdadera libertad política, de consagración y 
sanción social de los ineludibles deberes de la propiedad y 
de las responsabilidades de toda clase de poderes, de radi- 
cal extirpación de las enfermedades constitucionales de 
nuestro régimen, de elevación del espíritu social á las cum- 
bres de la vida moderna, de todo, en fin, lo que significa li- 
bertad, moralidad, progreso: los cimientos del nuevo y per- 
durable edificio que aun era posible levantar con las cuali- 
dades nativas de nuestra raza, perfectamente encauzadas 
para contener su actual desbordamiento, y dirigidas por una 
inteligencia que abarcara con mirada de águila los métodos 
de evolución de los pueblos civilizados. 

Es necesaria, sí, una prévia revolución política trascen- 
dental, revolución á la moderna, sin sangre y sin estériles 
disputas, revolución interna que modifique las fuentes de la 
vida, sin limitarse al eterno tópico de las formas; revolución 
honda y sustancial que consista principalmente enuna nueva 
aparición del cristianismo, cuyo espíritu marcha, hace mu- 
chos siglos, en corrientes subterráneas, y del que sólo flotan 
en la superficie las fórmulas, los ritos y toda clase de este- 
rioridades, sin contenido espiritual, sin sustancia ética, cu- 
yos resultados no se ven en parte alguna. 

Sólo de este modo será posible que vaya quebrantando 
poco á poco el actual estado posesorio en que se encuentran 
los detentadores de la terrena felicidad, que oponen resisten- 
cia formidable á su difusión, y separan así por un abismo las 
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dos clases que se abominan; sólo de este modo irá cediendo 
aquella posesión hoy respetada con fanatismo por los mis- 
mos espíritus sinceros que, en fuerza de un hábito heredado 
de la mente, no se deciden todavía á negarle el título de sa- 
grada é inviolable. Y es porque aquel pensamiento tradicio- 
nal que consagró la frase beati posidentes, no es tan sólo 
la fórmula aforífstica de una situación legal privilegiada, si- 
no también una sentencia de profunda verdad histórica, que 
representa la fuerza inmanente de todo statu quo, y su re- 
sistencia á toda innovación en virtud de una inercia funda- 
mental que solo se combate inspirando estímulos internos en 
el alma de los poseedores. 

Hemos consumado una revolución política sin contenido 
ético, y por ello estamos al principio de la jornada. Hoy la 
revolución social llama con insistencia á nuestras puertas, 
y nos sentimos impotentes para responderle sin violencias, 
precisamente por aquella causa. La revolución social no tie- 
ne posible aplazamiento á estas alturas, si no hemos de re- 
zagarnos en siglos á la marcha del mundo; es preciso por 
tanto simultanear la obra, ya que sin método alguno la em- 
prendieron nuestros padres; porque lo que no es lícito ni to- 
lerable, ni aun posible, es vivir en el extremo de un conti- 
nente, formando lazo de unión entre dos mundos civilizados, 
y permanecer, no obstante, en situación que es preferible no 
calificar desde este sitio. 

Tal se ofrece á nuestra consideración el presente mo- 
mento histórico. Rezagados en todo, hemos de acometer 
ahora la colosal empresa de llevar á cabo simultáneamente 
nada menosque dos revoluciones, de las que una ha sido con- 
sumada por obra de siglos en otros pueblos. ¿Podremos le- 
Váantar sobre nuestros hombros tan pesada carga ó caere- 
mos abrumados á la mitad del camino? 

Ejemplo tenemos en otros países. En Inglaterra, según 
Gualtieri, puede afirmarse en general que mientras los 
w1ghs miraron siempre á obtener las más acabadas refor- 
mas políticas, el partido tor y se preocupó principalmente de 
mejorar las condiciones materiales y morales de las clases 
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trabajadoras; y á él se debe que millones de hombres, á prin- 
cipio del siglo oprimidos por la excesiva fatiga y abrumados 
por la miseria y la ignorancia, llegasen á gozar de los más 
preciosos bienes de la vida: trabajo moderado, retribución 
equitativa y posibilidad de educar á sus propios hijos, (1). 

No desmayemos, pues: depongamos los sórdidos afanes 
que hacen perderse en opuestas direcciones aquellas ener- 
gías que en nuestro pais debieran estar consagradas al bien 
común; y por lo que á nosotros, hombres de ley y profeso- 
res de la Justicia, corresponde, consagrémonos con afan á 
investigar cual será el derrotero adecuado de nuestros es- 
fuerzos para la más eficáz colaboración en tan levantada 
empresa. Para mejor apreciarlo, sepamos cual es el aspecto 
que presenta la llamada cuestión social, en los actuales al- 
bores del siglo xx. 


(1) Gualtieri. La evolusione democrática delle instituzioni inglestí, 
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Es en los momentos actuales el llamado movimiento obre- 
ro el fenómeno social que despierta mayor interés, por lo 
miSmo que sus numerosos y difíciles problemas están á la 
orden del día en todos los Gabinetes, en todas las asambleas 
Científicas y legislativas, en todos los centros de educación 
y en todos los lugares en que los hombres se preocupan de 
los Futuros destinos de las naciones y de los modernos idea- 
les de la vida. Dirfase que el siglo que ahora comienza es, 
de todos los siglos de la historia, aquel que en sus primeros 
Momentos ha tenido la más clara conciencia de sus destinos, . 
por que si de los demás ha podido decirse 4 posteriori que 
realizaron en conjunto ésta ó aquélla misión, determinando 
Una ú otra etapa del progreso, del actual puede afirmarse 

esde luego, y en vista de todos los preparativos de su obra, 
que está llamado á realizar principalísima y casi exclusiva- 
Mente aquella gloriosa terminación de la obra revoluciona- 


na que invocaba el gran Le Play (1), 4 mediados delsiglo x1x, 
A e 

(1) Le seul moyen de glorifier la revolution de 1789 est de la ter- 
Muner —Le Play, Reforma Social. 
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como cifra y compendio de la universal emancipación, á 
fin de que la humanidad pueda marchar en lo sucesivo por 
caminos de concordia, guiada de la suprema aspiración al 
ideal, que late en todas las manifestaciones de su existencia. 

Observemos una de las más evidentes, y si se quiere, la 
principal característica de este grandioso movimiento. En 
todos los demás que la historia en su incesante rodar ha 
producido, manifestabañse en torno de cada idea generado- 
ra dos tendencias opuestas, de una incompatibilidad irreduc- 
tible; y únicamente por la victoria de una sobre la' otra, por 
la completa aniquilación de todas las fuerzas que á esta úl- 
tima prestar pudieran apoyo, determinabase la solución del 
conflicto, sobreviniendo la paz en la que se elaboraba la re- 
forma representada por la tendencia victoriosa, ó se conso- 
lidaba la tradición, si ella había sido mantenida en la lucha 
por la fuerza más prepotente. Tal es la enseñanza que se 
desprende de la génesis de todas las manifestaciones de la 
vida colectiva; tal es la historia de toda la evolución, en lo 
científico y en lo religioso, en lo moral, en lo artístico, en 
lo económico y en lo político, de la vida humana. Así un 
profundo pensador español ha podido caracterizar la inson- 
dable crisis en que se ha manifestado el pavoroso problema 
social del siglo x1x, (de más oscuros horizontes á mi juicio 
que el contemporáneo, por más que este sea un desarrollo 
de aquél), diciendo y repitiendo hasta la saciedad, con el 
ánsia generosa de hallar una fórmula de remedio al males- 
tar humano: que “es el tal problema una manifestación y 
una consecuencia de la antítesis entre la realidad y la idea, 
entre el presente y las aspiraciones nuevas, entre la tradi- 
ción y el progreso, á tal punto que, por hallarse todos con- 
formes en esto, convienen así mismo en considerar como 
característica de la época moderna la crisis total que la 
lucha entre esos elementos implica, (1). 

Y este carácter de lucha entre las variadas tendencias 
que solicitan la actividad humana en todos sus órdenes y 


(1) Azcárate. Discurso de 1893 en el Ateneo, y en otros varios. 
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esferas, aparece comprobado en toda la azarosa historia 
del problema social, en las dos fases, perfectamente caracte- 
rizadas y distinguidas, que ofrece en la pasada centuria. 
Desde que la Revolución francesa y sus inmediatas conse- 
cuencias vienen á determinar la génesis del que agita la 
época moderna—pues es bien sabido que problema social 
con unos ú otros caracteres ha existido en todos los perio- 
dos de transición; —desde que aquellos sucesos culminantes 
despiertan la dormida conciencia de los pueblos, producien- 
do una expansión universal de las ideas que, tiempo atrás, 
venían elaborándose en el pensamiento de los hombres su- 
periores: surge en todas partes la lucha por la emancipa- 
ción humana, representada en el principio de libertad, y 
con este carácter se prolonga hasta que allá por los años 
anteriores al 1848 comienza el pueblo á darse cuenta de la 
inutilidad de toda la sangre derramada y de todas las ener- 
gías perdidas para llegar á entronizar una abstracción, pa- 
ra rendir tributo á un nombre vano, á un principio sin efi- 
cacia por sí solo para redimir al hombre de sus miserias, 
supremo intento que late en el fondo de todas las reivindica- 
ciones de los pueblos. Llega entonces á todas partes la per- 
suasión de que aquella libertad abstracta, sin contenido, 
mera condición de la vida, pero no alimento de sus infinitas: 
necesidades, es insuficiente para llenar el inmenso vacío 
que la constitución social del antiguo régimen dejaba sen- 
tir enla conciencia; llegan los pueblos á saber que la pa- 
labra libertad escrita en un papel y garantizada con el se- 
llo de la soberanía. es insuficiente y hasta resulta un sar- 
casmo para quien carece de medios para desenvolverse 
dentro de ella; surge al mismo tiempo un colosal desarrollo 
en la industria que hace revestir nuevos aspectos á las más 
importantes manifestaciones de la vida económica, produ- 
ciendo de paso nuevas y dolorosas confirmaciones de aque- 
lla misma verdad, que la ciencia política empezaba por en- 
tonces á proclamar, que hondas perturbaciones de los siste- 
mas constitucionales delataban en todas partes y que el ilus- 
tre Taine explicára maravillosamente: en armonía con esto, 
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empiezan á notarse vacíos antes no sospechados, en la obra 
- de los Códigos civiles producto de la Revolución, aparece la 
democracia y el socialismo en su fase que se llamó científi- 
ca, y como consecuencia de todo ello, surge en la Sociedad 
un nuevo género de lucha, que ya no es por un principio y 
una idea, como la anterior, que va derecha á la conquista 
del pan para los desheredados, convencidos de que sin él la li- 
bertad es un sueño; lucha que adopta como bandera y cifra 
otro principio revolucionario: el de la ¿gualdad, por que la 
tendencia realista de la época, vé en el mismo :1]go más que 
Una aci ae. yucllos que interesaron á las románticas gene- 
raciones anteriores; y estalla en el año memorable de 1348 
la nueva sangrienta revolución en los principales países de 
Europa, determinándose la segunda fase del problema, que 
desde entonces hasta los últimos años del siglo, tuvo por le- 
ma la discutida fórmula de la lucha de clases, y que en los 
azares de la contienda, ha llegado á producir aquella teme- 
rosa “neuropatia social que conduce á arrostrar tranquila- 
mentela muerte después del crimen, lamentandono tener diez 
cabezas para sacrificarlas en aras de la buena causa, (1), 
aquella propaganda por el hecho, fórmula horrible de la lu- 
cha, que sin el advenimiento de la novísima manera de rei- 
vindicación social, llamada á conseguir las más fecundas 
conquistas y á consolidar en todo el siglo presente un régi- 
men antes desconocido de verdadera solidaridad humana, 
hubiera terminado por aquella hecatombe de aspecto apoca- 
líptico cuyos siniestros relámpagos precursores centellea- 
ban á través de las tinieblas producidas por la crisis ae 
versal del pasado siglo. 

Otra muy distinta es la característica del problema so- 
cial en el presente; otra muv diferente la táctica adoptada 
por el proletariado para sus reivindicaciones, y otra la ac” 
titud de las clases poseedoras en frente de los intereses de 
aquellas, Desde que allá en el Congreso socialista de Stutt- 
gard, verificado en el año 1898 se manifestó al exterior la pro- 


(1) Azcárate. Discurso citado. 
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funda crisis que de algunos años atrás se venía elaborando 
en las entrañas de la escuela marxista—que fué durante mu- 
cho tiempo la fórmula de expresión, el verbo por así decirlo, 
del partido colectivista revolucionario; desde que la doc- 
trina del célebre agitador, cuya marcha. triunfante había 
contemplado la amedrentada burguesía, á través de la pro- 
paganda del Manifiesto, de la Internacional y de los Congre- 
sos, hasta llegar al punto de que, según un escritor italiano, 
el Socialismo pudiera parodiar la memorable frase de Luis 
XIV: “El Estado soy yo,, desde que la tendencia y la obra 
de Marx y de Engels recibe al expirar el siglo xrx el más for- 
midable ataque, por lo mismo que procede de las entrañas 
de la escuela, determinando un cisma de irreparables conse- 
cuencias, mediante el manifiesto que Bernstein inopinada- 
mente lanzara en dicho memorable congreso,—principio de 
la crisis que escindiendo el campo y la bandera colectivista 
determina hoy una división de fuerzas que viene á aumen- 
tarel vigor creciente de la democracia gubernamental: —des- 
de aquella fecha memorable puede afirmarse que entra en 
su fase novísima el problema, cambiando su amenazador as- 
pecto de lucha de clases, dejando de ofrecer el espectáculo 
temeroso de aquellos dos ejércitos que se presentaban en lí- 
nea de combate, dispuestos á entrar en lucha de un momen- 
to á otro para destruirse mútuamente, y con su destrucción 
producir también la de la civilización entera; y encarnándo- 
se ahora en la redentora fórmula de la “legislación social, 
que constituye todo el programa del nuevo socialismo; de la 
renovación del Derecho por las vías pacíficas, mediante su 
reconocimiento universal en toda personalidad humana, vi- 
niendo de esta manera á reducir cada vez más el valor y la 
importancia de aquel partido revolucionario, que fuera un 
día el objeto de la mayor zozobra para los pueblos y los go- 
biernos. 

Como se vé, hay una diferencia muy marcada en princi- 
P10S y en procedimientos entre el problema social que nues- 
tros padres y nosotros mismos hemos visto levantarse ame- 
hazador sobre nuestras cabezas en los últimos lustros, y el 
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que hoy se halla planteado y espera solución, más bien que 
de las revoluciones y las barricadas, de la pacífica labor de 
las asambleas legislativas (1). 

Eran los factores del problema social de ayer: 

Por una parte, el Colectivismo revolucionario que con 
el famoso Manifiesto de 1848 promulga, por así decirlo, las 
tablas de la Ley, que habrá de ser su norma de acción hasta 
los últimos años del siglo xix. Según esta escuela, todo el 
ordenamiento social se halla basado en la propiedad colecti- 
vista de la tierra y de los instrumentos de producción, fun- 
damento indispensable de la organización racional del 
trabajo. Como consecuencia de este principio, se impone la 
abolición del capital y del salario, concebidos en la forma 
en que fueron explicados por la Economía política y pues- 
tos en práctica como resultado de toda evolución econó- 
mica anterior. Para contribuir á ello, Marx desarrolla en su 
obra magna, El Capital, su teoría del plus valor, establece 
en frente á todas las teorías que hasta entonces habían in- 
vestigado la ley histórica de la humanidad, su famosa doc- 
trina del materialismo histórico, según la cual, el móvil 
económico viene á sustituir á todos los resortes de la evo- 
lución humana que hasta entonces habíanse ideado; y ex- 
plica con arreglo á ella toda la historia del desenvolvimien- 
to industrial, para venir á las consecuencias de carácter, 
práctico que se consagran en el Manifiesto. Proclama la ne- 
cesidad de constituirse el proletariado en clase directora, 
mediante la conquista del poder público, ya que la lucha de 
clases y la consiguiente victoria de la más fuerte es otra ley 


(1) Nótese que el sentido de las palabras ayer y hoy, que empleamos 
en el texto, no puede ser el mismo, en estos primeros años del siglo xx, 
que el que allá por el año 1871 diera el Sr. Azcárate á las mismas, exa- 
minando otra fase de la evolución del problema, en su luminoso Estu- 
dio acerca del mismo, impreso en su colección de Estudios económicos 
y sociales, Madrid 1876, y en otros trabajos posteriores. Apenas puede 
decirse que el hoy á que allí sé refiere constituya el aver de nuestro tra- 
bajo, en toda su extensión. Tan rápidas son las mutaciones sociales en 
nuestro tiempo. 
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histórica de la teoría marxista. Hace la crítica de la organi- 
zación social vigente basada en la propiedad individual, que 
es el resultado de la violencia, y que principalmente desde 
que se manifiesta en forma de capital, es el fruto del trabajo 
no retribuido. Tal usurpación llévase á cabo por la burgue- 
sía, que es la clase social que sucede á las dominadoras de 
los tiempos del feudalismo y de la organización corporativa; 
la que según el Manifiesto se halla enfrente á la del proleta- 
riado; y la que, mediante el desarrollo de la grande industria 
y la libertad del comercio, llevó á cabo el despojo más cruel 
y sin entrañas de esta última; por lo cual hácese indispensa- 
ble destruir en absoluto el predominio burgués á lo que pue- 
de ayudar no poco la concentración, cada vez mayor, del 
capital en pocas manos, por cuanto facilitará en su día la 
expropiación universal. El capital, afirma la téoría marxis- 
ta, siendo como es un producto común, porque resulta de la 
cooperación de todas las actividades, no puede ser utilizado 
sino por la actividad común, y por tanto no puede ser con- 
siderado como una fuerza personal, sino como una fuerza 
social: por consiguiente es y no puede menos de ser una 
propiedad colectiva. En la actual organización económica, 
añade, el operario se transtorma en pobre, por obra de la 
famosa Lev de bronce de Lassalle, aumentándose así el pau- 
perismo con mayor rapidez que la población y la riqueza; 
de donde resulta que la existencia burguesa del capital es 
incompatible con la misma sociedad humana, por lo cual es 
inevitable la crisis y la destrucción del actual organismo; 
ruina que puede envolver en sí también la de la familia fun- 
dada sobre el capital y la industria privada, y con ella la de 
. las ideas de patria y nación, ya que los obreros unidos en 
la solidaridad de sus intereses, no pertenecen á patria algu- 
na. En consecuencia con estas ideas, proclamó mas tarde el 
partido comunista la necesidad de la unión de la democra- 
cia de todos los paises para la obra común, y surgió la idea 
de la gran asociación llamada la Internacional, fundada por 
el mismo Marx y organizada en 1864 en el gran meeting de 
Saint-Martin's Hall, donde se declaró que laemancipación de 
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los trabajadores debe ser obra de ellos mismos, sin distin- 
ción de color político, de creencias y de nacionalidad; y asf 
en sucesivos Congresos se fué agrandando la esfera de ac- 
ción y el programa llamado máximo de comunismo, y ad- 
quiriendo tal influencia, intensidad y extensión la Interna- 
cional, que al llegar á su apogeo, cuando un pensador ilustre 
escribía uno de los capítulos más interesantes de la Historia 
del Socialismo, con el título de: la grandeza de la Interna- 
cional, se confirmaba aquellas palabras, escritas en el Ma- 
nifiesto: “Las clases dominantes pueden temblar ante el ad- 
venimiento de la Revolución comunista, 

Por otra parte, el individualismo económico juntamente 
con el liberalismo político, que derivados de la tendencia in- 
nata en todo hombre á considerarse como el centro de la 
colectividad social y á referirlo todo á sí mismo, eleva los 
principios del cambio, del interés personal y de la libre con- 
tratación á la categoría de fundamentos de la organización 
económica. El cambio pone los hombres de relación unos 
con otros conservando su personalidad independiente, sin 
necesidad de considerarlos como miembros de un todo; ar- 
moniza la oposición de intereses sin confundirlos, y conside- 
ra como la fórmula de toda justicia la libertad, la abolición 
de las trabas tradicionales y la ausencia de toda ingerencia 
del Estado en las relaciones individuales y principalmente 
en las económicas. De este modo, sin necesidad de invocar 
inútilmente la caridad ó la benevolencia de los demás hom- 
bres, podemos, según expresión de la escuela individualista, 
obtener los mayores beneficios para nosotros con sólo ape- 
lar al interés personal del sugeto de quien lo reclamamos, 
haciéndole ver la ventaja que de su prestación se deriva 
para él mismo. La oferta y la demanda determinan asf el 
valor de los productos y de los servicios. Todas las fuerzas 
económicas en abierta concurrencia, sin limitación alguna, 
buscan el equilibrio, y al cabo lo consiguen en el seno de 
aquella organización natural formulada por Bastiat, según 
el cual, no hay ni es posible que exista un pensador, por gran 
genio que se le atribuya, que sea capaz inventar otra más 
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perfecta. Sistema contra el cual han levantado Montagne, 
Wagner y otros muchos una crítica sagaz y agudísima; pero 
que, no obstante, ha logrado echar raíces en las inteligen- 
cias más cultivadas: siendo buena prueba de ello, aun en 
nuestros días, el eco de la solemne reivindicación de los 
principios liberales que se escucha por todas partes, que 
nos recuerda aquella perpétua paráfrasis de las 4rmontas 
económicas, que brotaba como un himno de los labios de 
nuestro inmortal Moreno Nieto, y en la que va tomando 
cuerpo una tendencia de reacción, no tan particularista y 
aislada, á mi juicio, ni por consiguiente tan heróica, como la 
consideraba hace poco el maestro Posada, al dar á conocer 
uno de los recientes libros inspirados en este criterio. 
Resultado inmediato de esta concepción individualista es 
el nacimiento y la propagación universal del espíritu de em- 
presa en todos los órdenes de la producción y de la sociabi- 
lidad. El mundo se transforma en un inmenso mercado. 
Desaparecen como móviles de conducta los lazos morales, 
los vínculos de la familia y de la patria: todo el mundo atien- 
de con preferencia á buscar una ventaja personal de la di- 
versidad de precios, y á este fin se consagra á buscar en to- 
da la redondez de la tierra productos para transportarlos y 
cambiarlos allí donde pueda reportar un lucro. Este fenó- 
meno transforma por completo la psicología de las socieda- 
des: á la simpatía, al sentimiento del deber, á la relación 
de amistad, sustituye el deseo de lucro, el egoismo, la astu- 
cia; todos los hombres se consideran extraños unos á otros 
y aun enemigos entre sí: el único vínculo que los reune es el 
interés. Y este criterio de conducta no se limita al mundo 
del comercio, sino que se generaliza:-la agricultura, la ma- 
nufactura, los servicios públicos, todo toma el aspecto de 
empresa; y de aquí, mediante la desigualdad de fuerzas y 
de actitudes, surge un inmenso desequilibrio, una acumu- 
lación de riqueza tan colosal en'manos de los unos, como 
grande es en los otros la miseria, la ausencia de los medios 
más indispensables, no solo para la vida del hombre, sino 
hasta para la de animal; y de aquí la crisis, que así como de- 
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termina los tremendos trastornos político-sociales de que 
f ué teatro la Europa á mediados del siglo xIx, y la transfor- 
mación del Socialismo, que hasta entonces se moviera en la 
esfera de la utopia y pasa ahora por los matices del llama- 
docientífico, delde cátedra, delcristiano, yáacatólico óevan- 
gélico, del de Estado ó gubernamental y otros; origina tam- 
bién nuevos aspectos en la defensa de sus propios ideales 
por parte del individualismo, cuyos partidarios, unidos ba- 
jo la bandera de la llamada escuela liberal optimisma ó Man- 
chesteriana, llevan hasta las últimas exageraciones el indi- 
vidualismo con los escritos de los alemanes Prince-Smith, 
Michaelis, Faucher, M. Wirth, Braum, Búhmert y Schul- 
ze-Delitzch, y de los franceses Guyot, Picot, Payot y otros, 
que niegan rotundamente la existencia de los problemas so- 
ciales, excluyen de los dominios de la ciencia toda aspira- 
ción encaminada á cambiar las condiciones del trabajo y de 
la producción, afirman la absoluta igualdad de condiciones 
entre las dos partes que intervienen en el contrato de tra- 
bajo, consideran que el proletariado tiene medios de levan- 
tarse dentro de las actuales condiciones, trabajando más y 
cumpliendo con mayor exactitud las estipulaciones del sa- 
lario, y niegan toda intenvención del Estado en los conflic- 
tos y necesidades del trabajo. 

En todas las etapas de su marcha evolutiva se ha obser- 
vado la más estrecha unión y correspondencia entre esta 
teoría económica y la política del liberalismo, como se ob- 
serva en todos los escritores de esta última escuela, que 
siguiendo á Spencer, organizan el Estado limitando su fun- 
ción al mantenimiento de aquellas condiciones que permitan 
al indivíduo alcanzar el grado de vida más alta y más per- 
fecta posible, en tanto que sea compatible con la de los de- 
más; pero alejándose de toda ingerencia en la vida indivi- 
dual, ya sea para alentarla, ya para dirigirla, ya finalmente 
para refrenarla (1). Doctrina en la que se inspiraron más ó 
menos directamente todas aquellas teorías que estuvieron 


(4) Spencer.—El individuo y el Estado—La Justicia. 


o 


tan en boga y aun privan en muchas partes, según las cua- 
les, y en la necesidad de no dejar desatendidas gran núme- 
ro de exigencias de la vida social que no hallaban realiza- 
ción posible en los estímulos individuales, se mantenía la 
división en dos categorías de los fines del Estado: fines ó fín 
permanente y fines históricos ó eventuales, comprendiendo 
dentro de estos últimos todas las funciones de integración 
social que se consideraban excluídas de aquella única y 
esencial misión del Estado, que consistía en mantener el 
equilibrio de las libertades individuales, fórmula suprema 
de toda justicia en el criterio individualista. 

Por último, es el tercero de los factores que determinan 
la existencia del problema social de ayer, que vengo estu- 
diando, el anarquismo, que por lo mismo que según el pun- 
to de vista desde el cual se le considere, se da la mano con 
la extrema izquierda de las dos escuelas anteriormente con- 
sideradas, es este el lugar adecuado para hacer algunas in- 
dicaciones acerca de su carácter y tendencias. 

“Tiene este sistema, dice Azcárate, la desgracia de ex- 
presarse en un término equívoco, porque muchas gentes 
piensan que sus partidarios defienden, no una doctrina, sino 
el hecho de la anarquía, esto es, el desorden, el tumulto, la 
sedición, error á que contribuyen algunos de aquéllos al 
preconizar y emplear el bárbaro y salvaje procedimiento de 
la dinamita,.. V 

Y tan equívoco resulta, con efecto, aquel nombre, que 
aparte de no significar en sí mismo más que una negación, 
por lo cual es imposible comprender en consideración á él, 
cuales sean las tendencias positivas de la escuela ó partido 
que le lleva, es lo cierto que los diversos y aun contradic- 
torios orígenes que se le atribuyen, vienen á oscurecer más 
y más el significado de esta palabra, que hace algunos años 
se halla en boca de todo el mundo. 

De un lado hay quien enlaza esta teoría con la expresión 
más extremada del individualismo. Y así por ejemplo, el eco- * 
nomista italiano Supino aduce numerosos textos de Max 
Stirner en los que vé la fórmula suprema del anarquismo 
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intelectual, para inducir que “el ideal de aquel es que el in- 
divíduo pueda querer libremente y no busque en otra parte 
sino dentro de sí mismo la regla de sus acciones, sin coac- 
ción externa que se oponga al desenvolvimiento de su per- 
sonalidad; sólo la voluntad individual es creadora. Y de 
este modo se llega á un individualismo que tiene el valor 
negativo de una revolución, que opone la fuerza á la fuerza, 
y que destruye los fundamentos del Estado y de la Sociedad 
civil, (1). 

En análoga dirección se manifiesta en parte el pensa- 
miento del eminente sociólogo español Sr. Posada en su lu- 
minoso estudio del anarquismo presentado en el primer 
Congreso del Instituto internacional de Sociología y ahora 
publicado en su obra sobre la literatura y problemas de es- 
ta ciencia. Sino que este escritor, buceando briosamente en 
la recóndita psiquis de aquella tendencia social, escuela filo- 
sófica Ó partido de accion, que bajo los tres diferentes con- 
ceptos puede considerarse; busca los gérmenes del anar- 
quismo en la protesta contra el imperio de la coacción, que 
se ha dado como característica del Derecho, y encuentra en 
ella elementos positivos no despreciables para el día en que 
la rectificación de aquel concepto, basada en el profundo 
sentido de Krausse, Giner y Guyau, se apodere del alma de 
las multitudes, en cuyas manos son hoy un arma terrible y 
anti-social los argumentos que se desprenden de las fórmu- 
las Darwinistas y Spencerianas de la selección y la lucha 
por la existencia, que sus autores establecieron en la sere- 
na y levantada esfera de la especulación filosófica; pero que 
miradas á través del temperamento que produce la enormi- 
dad de las injusticias y desigualdades sociales, constituyen 
un peligro amenazador, que habrá de desaparecer totalmen- 
te, el día en que se reduzca la doctrina anarquista á su no- 
ción fundamental, ó sea, la posibilidad de la vida social sin 
coacción, mantenida en la forma de propaganda pacífica, en 
la arena de los debates sociológicos. 


(1) Supino Zadividualismo económico, pág. 07. 
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De otra parte, Julio Levi ha dicho: “El socialismo confi- 
na con la anarquía,, (1); y si se atiende á que uno de los prin- 
cipios sostenidos en el Manifiesto colectivista es la organi- 
zación de las clases trabajadoras para lograr la fuerza que 
habrá de conducirlas á la destrucción del régimen económi- 
co capitalista, que es el actual, siquiera esto se haga con la 
mira de fundar sobre sus ruinas el Estado comunista; es lo 
cierto que, con referencia á la organización política vigente 
se confunden en sus miras y proyectos una y otra teoría. Pe- 
ro si atendemos á los orígenes del anarquismo como escuela 
y partido de acción; á su violenta manifestación en el Con- 
greso de la Haya de 1872, en que viene á determinar una ex- 
cisión profunda en el campo socialista revolucionario y nada 
menos que la ruina de la Internacional; á la enemiga que, á 
partir de aquella fecha, manifiesta sin disimulo la ortodoxia 
marxista contra todos los secuaces de Bakunine, califica- 
dos de traidores y de agentes vendidos á la burguesía para 
destruir las fuerzas del colectivismo queradicaban muy prin- 
cipalmente en su admirable organización; si consideramos 
los diferentes rumbos emprendidos desde entonces por la 
democracia social y el anarquismo, tanto en lo que se refie- 
re á las huelgas, como á las relaciones de toda clase con los 
Gobiernos, y al sistema completo de reivindicación social: 
es lo cierto que el anarquismo aparece como en lucha é in- 
compatibilidad manifiesta con la doctrina socialista. 

Aparte de estas diferenciassurgidas en el calor de la con- 
tienda y más bien determinadas por el odio sectario que 
por intrínsecas incompatibilidades de principios, hay entre 
el socialismo y el anarquismo algunas otras de este último 
carácter, que señala magistralmente el Sr. Azcárate en su 
citado discurso, cuando dice: “Es verdad que como el ab- 
surdo detiene en su camino á los espíritus más fanáticos, re- 
sulta que el Estado cuya desaparición se pretende, es el na- 
cional, pero no todo Estado, porque reaparece por necesi- 
dad en el gremio, en el oficio, en el común industrial, es de- 





t1) Levi, L” errore del socialismo. 
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cir, en la organización local. Pero de aquí surge la diferen- 
cia profunda entre el socialismo radical y el anarquismo, 
puesto que aquel deja en pie al Estado nacional y lo ensan- 
cha y robustece... Asf, respecto del anarquismo, por la doc- 
trina en que se inspira, por su carácter intransigente y re- 
volucionario, por su absoluto alejamiento de las esferas del 
poder, no cabe abrigar la esperanza de que se convierta en 
reformista, así como es lo probable que cada día sea más 
honda su separación del socialismo radical, 

De todo ello resulta que el anarquismo es una de las cau- 
sas que se interpusieron en la marcha ascendente del socia- 
lismo marxista para determinar su decadencia, dando el pri- 
mer asalto á la fortaleza de su organización, que más tarde 
había de ser continuado por el cisma de Bernstein, que abre 
segunda brecha en lo que se refiere á la táctica y procedi- 
miento de acción, para que al fin del siglo xix llegue á ofre- 
cer el socialismo aquel aspecto de templanza y propaganda 
pacífica que se manifiesta en los últimos congresos y en los 
llamados programas mínimos, que aceptados en su casi tota- 
lidad por los partidos gobernantes, determinan en los últi- 
mos decenios del siglo pasado y primeros años del actual, el 
nuevo aspecto que ofrece la cuestión obrera, en la que se 
concreta casi exclusivamente lo que hemos llamado el pro- 
blema de hoy, con la redentora fórmula de la “legislación 
social, en cuya propaganda se dan la mano amigablemente 
las más opuestas escuelas, y cuyos resultados van siendo 
suficientes á determinar una transformación profunda de 
los partidos revolucionarios, que en todas partes deponen 
hoy las armas con que hace poco apelaban al crimen, pre- 
cisamente porque todas las señales de los tiempos indican 
la proximidad del día en que las más avanzadas reivindica- 
ciones de justicia serán escuchadas y atendidas cual corres - 
ponde á una sociedad política en que la democracia y el pro- 
letariado van hallando cada día más sincera acogida. 

Con estas ligeras consideraciones creo hiberos ofrecido 
los rasgos más salientes y la característica de los factores 
más importantes del Problema social que agitó la segunda 
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mitad del siglo x1x; no debiendo dejar inadvertida, antes de 
pasar á exponeros los caracteres del Problema de hoy, y 
por lo mismo que no deja de tener una profunda significa- 
ción en la actualidad, aquella idea vertida por el Sr. Cana- 
lejas en un estudio recientísimo (1) de que “mientras el so- 
cialismo evolucionista recluta sus prosélitos principalmente 
en las naciones progresivas, como Alemania, Francia, Aus- 
tria, Suiza, Bélgica, Inglaterra y los Estados Unidos, sin 
contar los países nuevos, maestros en legislación obrera, el 
anarquismo destructor recluta sus partidarios en naciones 
más atrasadas como Rusia, Italia y España, . 

Y pongo al final del estudio que acabo de hacer ante vo- 
sotros sobre el problema de ayer, las anteriores palabras del 
elocuente demócrata español, porque la diversidad de esfe- 
ras de acción á que en ellas alude señala precisamente, á mi 
juicio, una característica del periodo de transición entre 
uno y otro aspecto del problema social á que vengo hacien- 
do referencia; ya que si bien es cierto que podemos llamar 
problema de hoy al que en los laboratoriossociales está plan- 
teado bajo el lema de la legislación obrera; también es ver- 
dad que desgraciadamente no es aun definitivo en todos los 
paises esta preciosa conquista y que hay algunos en que aún 
lucha por abrirse paso, batallando contra la formidable opo- 
sición de prejuicios é intereses, que han de producir todavía, 
no obstante hallarse ya en todas partes perfectamente mar- 
cada la orientación, frecuentísimos trastornos y no escasas 
apelaciones á la violencia. 


- Pero sea lo que quiera de las eventualidades de lo porve- 
ir €n orden á las cuestiones de detalle, es lo cierto que el 
Problema social contemporáneo, el que se agita en nuestros 
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(1) Discurso preliminar cit. 
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mismos días, y hemos visto que reviste un caracter de pa- 
cífica evolución que le diferencia del que no hace muchos 
años nosotros mismos mirábamos desarrollarse preñado de 
catastróficas amenazas; el problema cuya completa solución 
está confiada al siglo xx, procediendo sobre la base de la 
obra social de los últimos treinta años: hállase planteado en 
términos que permiten abrir el pecho á la esperanza, por- 
que desde el primer momento se ofrecen como posibles y 
viables, con la cooperación de todas las energías sociales, 
aquellas soluciones que demanda, y que, á diferencia de las 
del problema antiguo, se formúlan con claridad y concre- 
ción perfectas. 

Tres caracteres principales ofrece, á mi juicio, este pro- 
blema. 

En primer término, con una serenidad de criterio, antes 
desconocida, vemos en nuestros días deponer sus armas con- 
tendientes los dos partidos extremos que se disputaban el 
influjo decisivo en la constitución de la sociedad: individua- 
listas y socialistas, que con su lucha encarnizada habían lle- 
gado á disgregar los elementos de aquella, colocándola en 
tal estado de fluidez que el más ligero viento la arrastraba 
en opuestos sentidos á cada paso; con lo cual hacíase inter- 
minable el estado de crisis constitucional,-la indecisión en 
las esferas del poder y la falta de una dirección constante 
que señalase el rumbo fijo de la reconstitución, á fin de que 
unas generaciones pudieran aprovechar la obra de las pre- 
cedentes sin perder un momento en destruirla para volver 
á cimentar á cada paso. 

Fuera de algunos rasgos de atávica intransigencia que 
aun hoy parecen apasionar á aquellas gentes que, faltas de 
sólida cultura, pretenden tener voz y voto en los debates 
académicos ó parlamentarios que á esta clase de asuntos se 
refieren, puédese afirmar que en general el individualismo 
y el socialismo tienden á desaparecer como partidos exclu- 
sivistas, quedando solo las tendencias científicas de uno y 
otro, no para luchar inútilmente, sino para darse la mano 
amiga, contribuyendo de consuno á las admirables conquis- 


tas de la Sociología, que procura recoger todos los puntos 
de vista que ofrece el problema de la constitución social pa- 
ra fundamentar. un concepto unitario y comprensivo, que 
sirva á su vez de sólido cimiento á todas las reformas. ¿Qué 
otra cosa sino esta significa el afan con que todas las escue- 
las y todos los partidos se auxilian mútuamente en la obra de 
la reconstitución sobre nuevas y más naturales bases de 
aquellos organismos que la Revolúción en nombre de los 
principios individualistas destruyera, y que se consideran, 
con unanimidad, como indispensables para que las expansio- 
nes de la vida no provoquen conflictos á cada momento por 
falta de medio ambiente en qué manifestarse? ¿No vemos 
hoy á liberales y conservadores de todos los paises, casi so- 
lo diferenciados en el nombre, consagrarse con entusiasmo 
á los progresos de la legislación social? 

En segundo lugar este problema parece hallarse concre- 
tado definitivamente en el obrero, que en la etapa anterior 
constituía solamente uno de sus múltiples aspectos. De este 
modo adquieren mayor consistencia y precisión las solucio- 
nes. La división del trabajo que en la Economía actual ó si- 
multánea se hace entre las diferentes individualidades ú or- 
ganismos que cooperan á la producción; en la vasta labor 
confiada á la Historia, procede hacerla entre las generacio- 
nes ó los siglos, cada uno de los cuales va señalando una di- 
ferente etapa del progreso. Quiso el siglo pasado abarcar 
una obra colosal, y no ha conseguido sino vivir en perpétua 
crisis sin haber resuelto por completo ninguno de los infini- 
tos problemas que tenía planteados: filosóficos, religiosos, 
políticos sociales, artísticos, etc., etc. Por eso ha vivido en 
perpétua lucha de elementos; por eso combatieron dentro 
de él así los clásicos contralos románticos y los naturalistas 
contra los idealistas, como los positivistas contra los meta- 
físicos, los dogmáticos contra los escépticos, el catolicismo 
contra la masonería, la escuela histórica contra la filosófica, 
individualistas y socialistas, anarquistas y partidarios del 
orden, tradicionalistas y revolucionarios, conservadores y 
liberales... y luego dentro de cada grupo los diferentes ma- 
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tices entre sí, dando lugar á que el siglo xIx ofreciera el as- 
pecto de un inmenso campo de batalla en que las luchas sin 
trégua se sucedieron, cambiando á cada momento la tácti- 
ca y el teatro de la guerra. Los dos únicos problemas que 
parece haber dado como resueltos el siglo xix, fueron el de 
las nacionalidades y el establecimiento del régimen repre- 
sentativo y parlamentario; y sin embargo: ¿puede conside- 
rarse el primero de ellos como definitivamente terminado 
cuando toda la historia internacional del siglo se ha mani- 
festado en un sistema de equilibrios inestables, que dió lu- 
gar á la consolidación del régimen de los ejércitos perma- 
nentes y de la temerosa paz armada; y cuando todo el mun- 
do católico se halla bajo la obsesión de la unidad italiana? 
¿Puede considerarse consolidado el segundo, cuando el gri- 
to universal que en los últimos años del siglo se escucha por 
do quier, es el “que proclama la crisis y la ruina inminente 
del sistema parlamentario? 

Pues tales son á mi juicio los resultados de la falta de 
orientación determinada, de plan fijo, de propósito exclusi- 
vo, que produjera en el siglo pasado aquella complicación 
de problemas que se trató de resumir en el llamado social, 
haciéndole abarcar todos los aspectos de la vida y todos los 
objetivos de la actividad humana. 

Por el contrario el siglo xx, si bien recibe del anterior 
la misión de completar su obra en diferentes aspectos, pa- 
rece haberse propuesto como misión suya exclusiva y ca- 
racterístisa, la de resolver los diversos conflictos en que 
vienen empeñadas las dos fracciones que hasta hoy han 
existido en la sociedad: trabajadores y no trabajadores; 
de asentar sobre sólidas y definitivas bases la organización 
económico-jurídica de la producción, y de integrar la perso- 
nalidad humana, dándole condiciones para la vida material 
y moral que han sido desconocidas ó violadas antes de aho- 
ra por falta de eficaces garantías. Todo lo cual, como pos- 
tulado de la obra social contemporánea, se halla condensado 
por ahora en los términos del problema obrero, sin duda 
porque se considera que son los trabajadores aquel elemen- 
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to de la humanidad que necesita y reclama la integración 
jurídica que los demás han alcanzado préviamente. 

Y por último es el tercero de los caracteres que, como 
he dicho, ofrece el problema social contemporáneo, la ten- 
dencia á concretar sus soluciones en fórmulas adecuadas 
para servir de base á otros tantos proyectos de Ley, que 
las clases trabajadoras, el partido obrero, los elementos 
parlamentarios, y aun los mismospoderes constituidos, ofre- 
cen sucesivamente á la consideración y á los debates públi- 
cos, paraque, una vez acreditada su conveniencia, vengan á 
ser sancionados, constituyendo los diferentes capítulos de 
esa celebrada legislación social que hoy se levanta vigoro- 
sa enfrente del vetusto organismo de los Códigos civiles, y 
vá preparando el terreno á la transformación completa del 
sistema de estos últimos, que se necesita para suprimir el 
absurdo dualismo de tendencias legislativas que hoy repre- 
senta la coexistencia de aquellos Códigos, en la forma y ba- 
jo los principios ya censurados por Rosi y por Renan hace 
muchos años, con estas modernísimas leyes que se inspiran 
en las verdades de carácter social proclamadas por la cien- 
cia contemporánea. 

Asf vemos como ván poco á poco transformándose en 
leyes de los Estados los programas mínimos del socialismo 
novísimo, porque ofrecen el carácter de viabilidad y preci- 
sión que se echaba de menos en las vagas aspiraciones del 
socialismo que pasó; y todo ello porque además de esta 
concrección en que se determinan, resulta que no atacan de 
frente y en tumulto aquellos dogmas que las escuelas con- 
servadoras tienen como principios esenciales y constituti- 
vos del régimen social, ni tratan de establecer de un solo 
golpe aquellos otros, cuyo solo enunciado en boca de los 
colectivistas del pasado siglo, asustaba y obligaba á colo- 
carse en línea de defensa á los que se consideraban, por 
misión providencial ó por mandato de los pueblos, llamados 
á mantener intacto el sagrado depósito de las conquistas 
del progreso. 

La legislación social es la fórmula suprema de este úl- 
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timo carácter, que á su vez es desarrollo y condensación de 
los otros dos; y como todos ellos expresan, como hé dicho, el 
contenido del problema que toca al presente siglo legar re- 
suelto á los venideros, de ahí que se haya pensado en consi- 
derar aquella como la característica diferencial del siglo xx. 

Pero esta obra de pacificación y de armonía no se re- 
suelve, entiendase bien, en la victoria del uno sobre el otro 
de los sistemas antagónicos que luchaban en el pasado si- 
glo. No hay que hablar; no, de victoria ó derrota alguna 
decisiva. Ni se consolida eternamente el capitalismo bur- 
gués, ni la sociedad emprende los derroteros del colecti- 
vismo. | 

Ni hay porque colocarse necesariamente en uno de los 
dos extremos para marchar con firme paso á la conquista 
de los ideales de emancipación y redención humana que se 
persiguen y á los que por diferentes sendas más ó menos 
tortuosas, más ó menos prolongadas, pueden conducir todos 
los pensamientos honestos, todos los afanes sinceros, todos 
los impulsos generosos de la humanidad. Ya lo vió de este 
modo con profunda mirada nuestro sabio Costa, examli- 
nando alguno de los aspectos de la psicología social produ- 
cida por las luchas económicas: “El individualismo puro no 
existe, dice el maestro, como no existe el puro socialismo, 
en las realidades de la economía. Y no existen puros el indi- 
vidualismo y el socialismo en Derecho ni en Economía, como 
no existe el absolutismo y la democracia, ni la centralización 
y el selfgovernment, puros, en la política; como no existen 
purosel escepticismo y el dogmatismo ni el idealismo y el po- 
sitivismo en filosofía; como no existen el puro altruismo ni el 
puro egoismo en la conducta moral. Son entes de razón, es- 
pecie de temas algebráicos que el hombre abstrae del seno 
viviente de la realidad, para uso de la ciencia, cuyos análi- 
sis no serían posibles sin eso; ó bien, maneras convenidas 
de hablar y de entendernos en la convivencia social, eti- 
quetas ó insignias para distinguirnos los unos de los otros 
enel combate por determinada reforma parcial. La vida real, 
y ni siquiera el arte, no ha visto jamás esas especies puras... 
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se dan siempre en combinación, no diferenciándose los sis- 
temas, y del mismo modo los hechos, sino por la distinta pro- 
porción en que entran en cada uno de aquellos dos facto- 
res, constituyendo entre todos una á modo de cadena, ó de 
escala graduada, en la cual se ostentan más próximos á la 
pura idea acrática é individualista unos, más próximos otros 
á la pura idea socialista, equilibrados en el centro y no for- 
mando nunca especies fijas é€ irreductibles, (1). 

El Sr. Azcárate refiriéndose concretamente al contenido 
de las leyes sociales ha dicho también á este propósito: “Y 
señalan una tendencia en el sentido de la rectificación ó del 
complemento de lo hecho hasta aquí; pero no el entroniza- 
miento de un criterio, de una doctrina como vencedora res- 
pecto de la otra,, (2). 

Y por último, los ilustres escritores Builla, Posada y Mo- 
rote, al final de su recientísimo libro en que examinan uno de 
los hechos parlamentarios de más trascendencia en estos úl- 
timos tiempos, como preparativo de la legislación social es- 
pañola del porvenir, después de hacer notar cómo por tes- 
timonio del Pontífice de la Iglesia, de los más eminentes pen- 
sadores de todas las escuelas y de los mismos obreros, los 
signos del tiempo conducen á prescindir en todas partes de 
nombres y de etiquetas, de inútiles polémicas de palabras 
y del color de las banderas, para marchar de consuno á la 
conquista de los positivos progresos que reclama la razón, 
y la necesidad impone, terminan con la siguiente lamenta- 
ción en nuestra perdurable manía: “Este sentido práctico 
difícilmente penetrará entre nosotros, porque aquí lo prime- 
ro noes realizar obras, sino clasificar y amojonar ideas, (3). 

Sífguese de todo lo dicho que ambas escuelas, individua- 
lista y socialista, sino persisten en mantenerse, sistemática- 
mente y por puro ejercicio dialéctico, en un alejamiento que 


(1) Costa.—Discurso de recepción en la Academia de ciencias mora- 
les y políticas. 

(2) Discurso cit. 

(3) El Instituto del trabajo, pág. 192, 
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separa conceptos que, por el contrario, se integran en las 
realidades de la vida, pueden aportar de consuno provecho- 
sísimos elementos á la obra social: el. primero, la realidad y 
sustantividad de la persona, con sus exigencias racionales, 
su finalidad, sus derechos y sus deberes; el segundo, el ca- 
rácter orgánico de la coexistencia humana, que implica de 
necesidad solidaridades y limitaciones en varios órdenes de 
la vida. Deponiendo sus antagonismos y su respectiva lógi- 
ca unilateral, ambas escuelas habrán de ayudarse mútua- 
mente. El individualismo habrá de sacrificar para -ello sus 
recelos injustificados, su idolatría del capital y.su inve- 
terada confusión de las formas de la propiedad con la pro- 
piedad en sí misma, dejando de considerar al capital como 
una categoría racional del orden económico, y reduciendo 
su concepto al de categoría meramente histórica, según el 
pensamiento de Lasalle que, en este punto, se halla confir- 
mado por la historia. El socialismo, de su parte, habrá de 
deponer también las suspicacias injustificadas que le llevan: 
á suponer imposible toda empresa humanitaria y generosa 
que no trate de llevarse á cabo en nombre suyo, todo pen- 
samiento de altruismo sincero y honrado que proceda de la 
odiada burguesía; y á predicar, en su consecuencia, que pa- 
ra realizar eficazmente la más mínima parte de su progra- 
ma, es indispensable la revolución social. Esta revolución 
será un hecho, si seguimos aferrados á la absurda división 
de clases y tendencias poseidas en mútuos rencores; ella 
por el contrario cesará en sus amenazas, si sabemos adop- 
tar un prudente sistema de evolución, que recoja todas las 
dispersas energías y las encauce por un método racional 
para que sirvan al bien común. No de otro modo las aguas 
de copiosa avenida son unas veces azote devastador de la 
comarca, y otras por el contrario, se convierten en elemen- 
tos de prosperidad, según se las abandone en su marcha 
desbordada, ó se procure recogerlas cuidadosamente para 
dirigirlas en sazón á los terrenos sedientos de los beneficios 
del riego. 

No obstante las corrientes de aproximación y simpatía 
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que hemos notado entre las escuelas que se diputaron li di- 
rección de la vida social económica, existen aun numerosí- 
mos hechos que demuestran que no ha llegado el momento 
en que, acabados totalmente los estériles debates, marche- 
mos todos unidos, como una sola fuerza á la perfecta orde- 
nación de las leyes sociales del trabajo. Pruébanlo los injus- 
tificados recelos con que aun se mira desde el campo de la 
ortodoxia socialista, la obra de la emancipación obrera en 
que se halla empeñada con entusiasmo nuestra democracia 
gubernamental, y en la que comulgan con ella los partidos 
conservadores, como lo demuestra el hecho de ver. mante- 
nidos con adhesión ferviente los proyectos de aquella por 
algún ilustre publicista y hombre de Estado de esta última 
escuela. 

Hay un ilustrado socialista español, que al examinar el 
recientísimo libro de los Sres. Buylla, Posada y Morote, 
mira todavía con desconfianza por su origen burgués el 
proyecto de creación de un “Instituto del Trabajo,, y expo- 
ne con tal motivo el argumento fundamental de la escuela 
colectivista, basado en la dudosa sinceridad de los mante- 
nedores de la legislación obrera que afectan inspirarse en 
el bien del proletariado. La base de esta crítica del aludido 
Sr. Morato es la idea en que la Sociedad capitalista se halla, 
por lo menos, tan interesada como el proletariado en la 
existencia de una prudente y culta legislación social, que 
se encamine á la conservación y prolongación de la fuerza 
del trabajo en el obrero, porque esta fuerza cuidadosamen- 
te cultivada, aumenta el poder productivo de la nación, 
acrecienta el consumo, evita la depauperación de la raza y 
la criminalidad; todo lo cual redunda en aumento de rique- 
zas, de capitales; y si bien es cierto que con ello resultan 
inmediatamente perjudicados muchos intereses parciales, 
también lo es que el Estado, no ya por humanidad, sino por 
conveniencia de la clase capitalista, está interesado en que 
las fuerzas de trabajo sean abundantes sanas € inteligentes, 
en que se acreciente el consumo como medio de lograr un 
aumento en la producción, yen que, aun á costa de sacrifi- 
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cios parciales, el capital consiga reunir los medios de des- 
arrollo y explotación más convenientes (1). 

Podrá quizás existir en las anteriores consideraciones 
algún viso de verosimilitud, por cuanto he! dicho antes de 
ahora, al examinar la concepción jurídica fundamental que 
inspira las soluciones de la moderna legislación obrera, que 
no ha sabido apartarse por completo del punto de vista uni- 
lateral de la antigua teoría del derecho, para entrar decidi- 
damente en el concepto orgánico, que atiende al conjunto 
de la vida social antes de asignar en cada uno de sus agrega- 
dos el puesto que le corresponde, sin perjuicio de consagrar 
todo el valor jurídico sustantivo de su respectiva personali- 
dad; pero sin negarlo; antes bien, proclamando la necesidad 
de orientarse más y más en esta saludable dirección; pida- 
mos un poco de justicia á la crítica del Socialismo. ¿Porqué 
dudar en estos momentos de la sinceridad absoluta de los 
más fervientes apóstoles de la propaganda social humanita- 
ria, que proclaman en nombre de la verdad y la justicia la 
emancipación del proletariado? ¿por qué dudar de su since- 
ridad tan sólo por el hecho de que no han inscrito sus nom- 
bres en el censo socialista? Podrá coexistir, no puedo negar- 
lo, una y otra finalidad en sus intenciones; podrán algunos 
de ellos atender á la vez que al bienestar del trabajador, al 
progreso total de la sociedad y al interés de la clase capi- 
talista; pero mientras no se demuestre la incompatibilidad 
de ambas tendencias ¿por qué renegaremos del resultado 
benéfico de sus afanes; por qué no agradecer su obra gene- 
rosa, que si no consigue alcanzar la meta, logrará por lo 
menos enjugar muchas lágrimas y aproximar paulatinamen- 
te los antíguos desheredados al día venturoso de su total in- 
tegración personal? 

Esta crítica exclusivista del socialismo me recuerda 
aquella idea vertida porlos autores del libro criticado, á que 
antes de ahora hice referencia: la falta de sentido práctico 


(1) El Instituto del Trabajo. Artículo de Juan José Morato en He- 
raldo de Madrid de los días 3 y 16 de Diciembre de 1902. 
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que domina en todas nuestras empresas, elafán de “amojonar 
ideas, de que nos hallamos poseídos, para lanzar después 
nuestra anatema sobre todo fruto que proceda del coto in- 
telectual ageno. No; juzguemos las tendencias y los pro- 
yectos por los hechos y los resultados; y en tanto que estos 
no se produzcan en la vida, abstengámonos piadosamente 
de emitir un juicio que pueda resultar erróneo. Todas las 
naciones y con mayor razón España se hallan en estos mo- 
mentos pendientes de un ensayo colosal que ha de decidir 
si es suficiente la legislación obrera, tal como se ha conce- 
bido y practicado, para resolver el conflicto de la lucha de 
clases, ó si, por el contrario, será preciso avanzar un paso 
más y marchar de lleno á la renovación sustancial del orga- 
nismo colectivo. Suspendawmos el juicio definitivo y medite- 
mos en tanto que los resultados de aquel ensayo no vengan 
á decidirlo con su suprema elocuencia. Empleemos entre 
tanto nuestras energías, más bien que en estériles disputas 
en ayudar á la obra contemporánea tal como los tiempos la 
han determinado. Fomentemos y estimulemos la legislación 
social, hasta ver contenida en ella toda la sustancia de las 
aspiraciones que agitan nuestra vida. No pongamos .obstá- 
culos á su ejecución; y mientras con sus hechos no nos acre- 
diten la existencia de algún sórdido motivo, de algún bas- 
tardo interés en su conducta; pongamos nuestra fé en la sin- 
ceridad de los caudillos que han logrado colocarse al frente 
de este movimiento; porque por punto general ellos han si- 
do elevados á tal altura por el voto de sus conciudadanos 
que han probado su ilustración y su honrada conciencia 
y que por el solo hecho de defender la causa del oprimido, 
son acreedores, por lo menos, á nuestra respetuosa especta- 
tiva. Yo de mí se deciros que, sin negar, antes bien creyen- 
do en la de los demás, respondo en absoluto de la sinceri- 
dad y de la ardiente caridad humana que arde en el espíri- 
tu de dos de los autores de ese libro á que he aludido tan- 
tas veces (1). ( 





(1) Señores Buylla y Posada, mis maestros queridísimos. 
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En suma: los tiempos han venido á confirmar aquella fa- 
mosa frase de Gambeta: “No hay problema social: hay pro- 
blemas sociales,, porque aquel entendido de la forma en 
que ha sido planteado por el siglo xix no tiene solución po- 
sible; y todo viene á dar la razón también á aquellas pala- 
bras de Sybel que afirma “que la cuestión social no puede 
ser tratada fructuosamente, sino por quien emprenda su es- 
tudio con el sentimiento y con la idea de que ella es inso- 
luble,.. | 
Y es porque querer reducir á una fórmula todo el conte- 
nido de las aspiraciones humanas, equivale á pretender un 
imposible; es porque concebir una abstracción suprema de 
la vida, y pretender abarcarla en todos sus aspectos dentro 
de las irradiaciones de aquella idea, significa desconocer 
que cada aspecto de la realidad obedece á peculiares prin- 
cipios fundamentales; y que si la metafísica es una, en la so- 
berana y apartadísima región del puro ontologismo, hay no 
obstante una filosofía con caracteres distintos para cada 
una de las grandes realidades en que se concretan y resuel- 
ven las ciencias biológicas y sociales; es, en una palabra, 
porque, según los teólogos afirman, solo á la divinidad es 
dado abarcar en una idea purísima los infinitos horizontes 
de la realidad actual y posible,—y tal cosa representaba la 
fórmula unitaria del problema social, con respecto á las rea- 
lidades de este orden;—en tanto que la humanidad está con- 
denada por sapientísimas determinaciones á ir elaborando 
poco á poco y mediante esfuerzos gigantescos los eslabones 
de la interminable cadena de su propia felicidad, de la mis- 
ma manera que va construyendo paulatinamente y de gene- 
ración en generación los cimientos y los muros de sus ciu- 
dades y arrancando de siglo en siglo sus secretos á la natu- 
raleza y sus tesoros á las entrañas del planeta en que vive. 

Nó; la solución de los problemas que nos abruman, no 
está cifrada en la destrucción desoladora de aquella ciudad 
antigua fundada sobre el trabajo colosal, las lágrimas y los 
anhelos infinitos de mil generaciones; no está en aquella 
destrucción que con sombríos colores, pinceladas en Juicio 
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final y escenas de portentoso vigor representativo, nos ha 
pintado la imaginación, ya en aquella época calenturienta, 
del gran Zola, que empezaba á separarse de sus procedi- 
mientos austeramente naturalistas, para dar cabida en su 
producción al sueño perpétuo del iluminado. 

En aquella maldecida Beauclair, centro de todas las sor- 
dideces que acumulara al régimen capitalista en varias ge- 
neraciones de explotación y de miseria, vánse derrumbando 
uno tras otro los sillares de la constitución social, hasta 
que la pobre Iglesia solitaria, abandonada en su ruinoso es- 
tado por la constante emigración de sus antiguos fieles, des- 
plómase un día y aplasta en sus escombros al humilde sa- 
cerdote, que continuaba resignado en medio de tanta deso- 
lación la obra de elevar todos los días el antiguo sacrificio 
al Dios abandonado por los hombres. | 

Más grande en verdad y más profundamente humana 
que esta concepción de la utopia aparece á nuestros ojos 
la obra real y positiva del progreso moderno, que no pasa 
acumulando ruinas para fundar sobre ellas el sueño de la 
Ciudad futura, sino que llena nuestra vida de atractivos, 
conservando los encantos del pasado en que respiramos el 
hálito de nuestros padres; renueva y embellece, en cuanto 
es posible, las antiguas construcciones, sin poner una mano 
sacrílega en sus artísticas maravillas, y á su lado edifica la 
Ciudad nueva, en cuyo centro yérguense también los sóli- 
dos muros del nuevo Templo que representa la inextingui- 
ble aspiración al ideal, la necesidad inmanente de lo divino, 
que no se puede destruir sin haber truncado la naturaleza 
humana. 

Observad una por una el aspecto que ofrecen aquellas 
- grandes Ciudades, cuya grandeza tiene tradiciones, y que á 
la vez están colocadas en el centro de algún pueblo que 
rinde culto á los ideales progresivos. ¿No es verdad que su 
sola contemplación es un vivo testimonio de lo que dejo 
dicho? 

Pues si de esta primera parte de la simbólica novela de 
Zola, pasamos á la segunda, en que se nos describe el cua- 
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dro de felicidad producida por la imaginada realización del 
sueño fuorrierista, ¿qué argumento más terrible deducire- 
mos de su contemplación los que hemos aprendido á conce- 
bir la vida humana en toda la dramática grandeza de su 
eterno caminar en busca del bien y del progreso á través 
de un camino inextinguible, 


“Sembrado de peligros y de azares,, 


que dijo el poeta, camino en cuyo recorrido vamos deposi- 
tando como la quinta esencia de nuestra alma generosa, una 
serie infinita de sacrificios, de esfuerzos, de nobles y levan- 
tadas aspiraciones, de auxilios desinteresados al infortunio 
de nuestros semejantes, de emanaciones de nuestro sér, pro- 
ducto de nuestro pensamiento, huellas de nuestra cara per- 
sonalidad, vida, en suma, de nuestra vida, que recogerán 
los que nos sucedan en la azarosa peregrinación para ben- 
decir nuestro nombre por la ayuda que con ello les pres- 
tamos. | 

Nó, los que concebimos esta grandeza de la vida huma- 
na, no podremos menos de abominar aquella felicidad men- 
tida, cuya prolongada lectura cansa y produce tédio, con- 
trastando con el interés inmenso que nos ofrece la primera 
parte de Travail, aquella más humana y más profunda en 
que se desarrolla el drama de la existencia, y se desencade- 
na la lucha pasional, y hay resplandores de incendio, y pro- 
fundos ódios, y opresión y miseria, y algo que no se tiene y 
á lo que se aspira. Pero más tarde, cuando se ha llegado al 
término de la jornada y el sueño se nos presenta realizado 
y cada hombre ocupa su lugar como la pieza de la máquina 
que dirige, y el amor no hace su camino sobre las sangrien- 
tas huellas del combate, y no se piensa en la oscuridad del 
mañana y la educación para la vida y la vida misma se des- 
liza en medio de una uniformidad irritante; desaparen al 
punto todos los encantos de la obra, y no queda otra cosa 
sino un cuadro de una sola nota de color, cuya contempla- 
ción produce en el ánimo más frío que la desolación del tem- 
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plo y de la Ciudad vieja que en la primera parte se nos re- 
trata. | | 

Nó, y nó mil veces; la lucha de ideales y aspiraciones, 
no cesará jamás, mientras subsista el hombre sobre el pla- 
neta. La vida es drama y el choque de las pasiones produce 
las etapas de la Historia. En los monumentos literarios en 
que se nos conservan las exploraciones que hicieron los 
grandes buzos de los océanos del alma, como llamaba Cas- 
telar á Skaspeare, aquello que simpatiza con nuestros senti- 
mientos son precisamente las grandiosas escenas en que se 
resuelven los conflictos humanos que surgen de la lucha de 
ideas y de pasiones, eterno espectáculo que por algo con- 
mueve de tal modo las fibras de todo nuestro sér. El ideal 
del homrbre no es aquel autómata espiritual que se mueve 
desde las concepciones filosóficas de Spinoza hasta las del 
socialismo utópico y falansteriano; antes y por encima de 
esta aberración está la noción del hombre soberanamente 
libre y responsable, autor de sus determinaciones, y acree- 
dor á todo el mérito de sus actos, luchador contra las bo- 
rrascas de la naturaleza y contra los estímulos del mal mo- 
ral, vencedor y triunfante después de la lucha, que pueda 
repetir con orgullo aquellas palabras de Zorrilla con que 
termino: 


“Yo necesito un mar que airado ruja, 
»Una estación preñada de huracanes, 
»Una tierra oradada por volcanes, 
»Que con torrentes y cascadas muja 
» Y que á mis piés estremecida cruja 
uSacudida por brazos de titanes, 
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CIMBALI. 


(La nuova fase del Diritto Civile, 
núm. 230, pág. 341). 


ESTUDIO PRELIMINAR 


- A ANNA NN o 


INTRODUCCIÓN 


Muchos y muy trascendentales problemas se ofrecen á 
nuestra meditación cuando nos proponemos estudiar funda- 
mentalmente el novísimo movimiento social y legislativo 
que se refiere á la reparación jurídica de las dolorosas con- 


secuencias de los Accidentes del Trabajo. 


Precisamente esta importante rama de la llamada Legis- 
lación social hállase colocada, por así decirlo, en la cúspi- 
de del edificio que constituye todo el sistema jurtdico del 
trabajo; y si nos proponemos examinarla con aquella inten- 
sidad de atención que es necesaria para llegar á formar ca- 
bal idea de su contenido, no nos es dado prescindir de los 
fundamentos en que se apoya este Sistema, así como de 
aquellas cuestiones más directamente relacionadas con las 
que constituyen el asunto de la presente investigación. 

Que este es uno de los que integran el llamado Problema 
social, nadie hay que pueda ponerlo en duda; así como no 
puede negarse que corresponde al aspecto jurídico de este 
Problema, hasta el punto de que envuelve una de las prime- 
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ras soluciones que lograron alcanzar sanción legislativa en 
los diferentes países de Europa. 

La necesidad de este Estudio preliminar demuéstranla 
hasta la evidencia las consideraciones siguientes: 

- Hállanse todavía en periodo de formación y de profunda 
crisis inicial todos los conceptos que han de informar algún 
día el contenido del Derecho obrero; no existe una filosofía 
ó ciencia social indiscutiblemente aceptada como fundamen- 
to del mismo; como en remotas edades geológicas, hállase 
aún en estado líquido y de permanente fluctuación la mate- 
ria de que han de ser formadas las futuras instituciones, no- 
tándose tan solo en el actual proceso formativo aquellos 
aislados “filamentos orgánicos, de que habla Carlyle (1); y 
por todos estos motivos, es indispensable que en la exposi- 
ción y crítica de los modernos ensayos legislativos, se pene- 
tre con amplitud de criterio en los debates de la nueva Cien- 
cia jurídico-social. 

Por otra parte es indispensable que el autor exponga su 
criterio acerca de los problemas que deben ser el punto de 
partida de las presentes investigaciones, porque hallándose 
en radical oposición las direcciones del pensamiento, y sien- 
do tan diversas las conclusiones á que se puede llegar se- 
gún partamos de unos ú otros principios; debiendo además 
presidir el rigor de una severa disciplina lógica á todo nues- 
tro trabajo constructivo, no puede prescindirse de colocar 
al frente de este análisis todo el sistema científico que ha 
de presidir á las afirmaciones de nuestra crítica. 

Podrá resultar muy cómodo y hasta muy práctico para 
cualquiera de aquellos comentaristas 6 anotadores que sue- 
len hacer un negocio de la reproducción de los textos de la 
Gaceta, el afirmar por ejemplo, con motivo de nuestro asun- 
to, que para hacer un análisis crítico de la ley de 30 de Ene- 
ro de 1900,no necesita el autor resolver previamente los gra- 


(1) Frase citada por Azcárate en su discurso leído en el Ateneo de 
Madrid con motivo de la apertura de sus cátedras en 1893. 
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ves problemas que se agitan en las entrañas de la novisima 
legislación; ni hacer una sincera profesión de fé, formando 
su criterio doctrinal bajo el influjo de las doctrinas indivi- 
dualistas ó de las del Socialismo más ó menos conservador 
ó revolucionario. Esta posición anodina le será muy útil, 
aparte de la ventaja que siempre reporta el no haber con- 
traido compromisos con determinada escuela, para facilitar 
la resolución de muchas dificultades que se zanjan con ma- 
yor facilidad colocándose en un terreno neutral, desde el 
que pueda echarse mano de unos ú otros argumentos, sin 
que la lógica se interponga con su veto. Pero la labor hon- 
rada del escritor que estime su trabajo en algo más que las 
míseras monedas de su retribución, siempre menguada, re- 
chaza semejante oportunismo, y pone la sinceridad de las 
ideas como la primera condición de aquel; y á riesgo de 
incurrir en el desagrado de todos los dogmatismos cerrados 
y de todos los sacerdotes de aquella religión de la /deocra- 
cia, tan donosa y virilmente fustigada por el maestro Una- 
muno, (1) afirma resueltamente lo que su conciencia le obli- 
ga á afirmar; señala con el caracter de la duda lo que no se 
presenta á su juicio con la claridad de la evidencia; y niega 
estigmatiza los errores y las grandes injusticias sociales 
aunque se hallen consagradas con el sello de una tradición 
cien veces secular. Y todo ello, sin negar el constante pro- 
ceso de rectificación é integración de la verdad científica en 
el espíritu; porque es preciso distinguir entre aquel abomi- 
nable dogmatismo, tortura de la razón y principio genera- 
dor del mayor número de deslealtades á la conciencia; de 
la noble afirmación de la verdad que se averigua, y de la fé 
que se siente, y que por el hecho de ser estimadas en sí mis- 
mas y no como medios para servir á determinados fines pre- 
concebidos, no hay temor alguno de que la estabilidad de es- 
tos fines é€ intereses mantenga en una petrificación vergon- 
zosa aquella verdad y aquella fé, que tienen en sí mismas 
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(1) En su opúsculo Tres ensayos. 
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más alto valor y ostentan una representación más soberana 
que todos los intereses personales. 

Por todos los indicados motivos, y poseidos del natural 
temor que inspira la novedad é inmensa trascendencia del 
asunto, nos proponemos en este Estudio preliminar estable- 
cer aquellas bases fundamentales sobre las que á nuestro 
juicio, procede levantar el edificio de la Institución jurtd:- 
ca del Trabajo. 
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NATURALEZA ECONÓMICA DEL TRABAJO 


El hombre, para satisfacer las múltiples necesidades en 
que se traducen los variados fines de su existencia física, 
intelectual y moral, hállase precisado á mantener una rela- 
ción constante con la naturaleza, no sólo encaminada al 
aprovechamiento de sus preciosos dones, sino también á 
convertirlos en medios adecuados para aquellos fines, cuan- 
do, como sucede casi siempre, no basta su manifestación es- 
pontánea para que tengan aquel caracter. 

Llámase utilidad aquella condición de las cosas; lláma- 
se valor la medida de dicha utilidad en las relaciones hu- 
manas. 

La utilidad y el valor radican unas veces, las menos, en 
la naturaleza misma; otras se la imprime el hombre á las 
cosas, mediante la aplicación de su actividad consciente á 
la transformación de aquéllas con tal propósito, siendo en 
este caso dicha actividad la verdadera causa creadora del 
valor; otras, en fin, sin radicar en la naturaleza, ni ser obra 
consciente y reflexiva del hombre, el valor de las cosas sur- 
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ge como consecuencia de especiales circunstancias en que 
las mismas se colocan, ya por influencias del medio social, 
ya por las relaciones que mantienen con otras cosas de uti- 
lidad anteriormente creada. 

Á la ciencia económica corresponde explanar y aplicar 
estos conceptos que para nosotros son de evidencia inme- 
diata, basada en la observación. Los consignamos aquí sen- 
cillamente para notar que la segunda de las maneras ex- 
presadas de producción de valores, es decir, aquella en que 
aparecen éstos como resultado de la actividad humana, es de 
todas ellas la más frecuente, la que puede decirse que cons- 
tituye el tipo normal de la producción de utilidad, y aparte 
de esto, aquella en que se verifica el fenómeno económico- 
social, cuya ordenación jurídica nos proponemos estudiar. 

Para producir esta clase de utilidades es indispensable 
que el hombre ponga en relación sus energías potenciales 
con aquellas cosas que han de sufrir la transformación crea- 
dora del valor, es decir, que saliendo de la inercia y del re- 
poso, poniendo en ejercicio su actividad, actuando aquella 
posibilidad de obrar que es consecuencia y atributo de su 
organismo psico-físico, esteriorizando en esta ó la otra di- 
rección aquella fuerza inmanente que es elemento integran- 
te de su vida, comunique á la materia el impulso inicial que 
lo ponga en movimiento y mantenga después en actuación 
más ó menos prolongada aquel impulso, hasta llegar á im- 
primir la forma en que radica precisamente la utilidad y el 
valor que va buscando. 

Este movimiento del hombrerepresenta ungasto de ener- 
gías, que se traduce en una disminución de fuerza, que cree- 
mos ver significado en la misma constitución etimológica de 
la palabra con que se designa comunmente: esfuerzo (de ex- 
fuerza), fuerza perdida, gastada, fuerza que pasó; y que por 
lo mismo exige una inmediata reparación, sopena de llegar 
al completo agotamiento de la energía orgánica que la pro- 
duce y con ella á la extinción inmediata de la capacidad 
productora. 

Pues tal esfuerzo puede proceder no sólo de la constitu- 
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ción orgánica del hombre, sino tambien de las del animal in- 
ferior y aun de otras energías de la naturaleza dirigidas y 
encauzadas por aquél. Estos últimos son totalmente incons- 
cientes respecto á la finalidad y á la dirección en que se des- 
arrollan; y si han de ser en manera alguna aprovechables 
para la creación de valores, es indispensable que el hombre 
los recoja y encauce, incorporando la potencia de ellos á la 
suya propia, aumentando de este modo el esfuerzo en la 
medida necesaria para vencer la resistencia que ofrezca la 
materia en su transformación. 

Hay, por lo tanto, un esfuerzo inconsciente que procede 
de la energía animal ó de aquella que desarrollan los ele- 
mentos de la naturaleza en virtud de su actividad inmanen- 
te, determinada á obrar y dirigida en sus operaciones por 
el hombre; y otro esfuerzo consciente que consiste en la 
obra de este último en cuanto imprime impulso á sus pro- 
pias energías ó aprovecha, dirije y ordena las de la natura- 
leza y de los animales para transformar la sustancia de las 
cosas y crear la utilidad de aquellas que espontáneamente 
no la ofrezcan entre sus cualidades nativas. 

Este segundo género de esfuerzo, es decir el que proce- 
de del hombre de la manera explicada, llámase por antono- 


: masia trabajo. 


Los animales y las fuerzas de la naturaleza, en cuanto 
sirven mediante dicha incorporación para que el hombre 
las emplee en la transformación de otros objetos, para la 
producción de valores, en una palabra, como auxiliares del 
trabajo, reciben el nombre de ¿nstrumentos. En un sentido 
más técnico y extricto son instrumentos de trabajo los ani- 
males convenientemente educados para el mismo y aquellos 
objetos que han recibido ya anteriormente una transforma- 
ción que los hace servir á este fin concreto. Unos y otros, 
si bien sirven para facilitar la incorporación de las fuerzas 
naturales á la humana, son en sí mismos utilidades ya crea- 
dos, cuyo valor procede del doble concepto en que puede 
considerárselas; ya como tales, ya también como medios 
para la creación de otras nuevas y distintas. 
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Ahora bien: como el trabajo es una manifestación de la 
potencia humana, es necesario considerar en él, no tan so- 
lamente el esfuerzo en que consiste y que como todo esfuer- 
zo según hemos dicho, lleva implícita la necesidad de una 
reparación continua de las energías perdidas; sino también 
las condiciones y consecuencias que se derivan de ser el 
hombre el sugeto, activo y pasivo al mismo tiempo, de este 
gasto de fuerzas, en cuanto de sí mismo las extrae, ya sea 
para aplicarlas directamente, ya para dirigir y encauzar 
las naturales; porque esta segunda operación necesita tam- 
bién el ejercicio de las propias en mayor ó menor escala. 

El trabajo, por lo tanto, no es un esfuerzo cualquiera, es 
el esfuerzo del hombre. Y como en este se cifra la repre- 
sentación augusta de la personalidad, es indispensable que 
el trabajo revista aquellas condiciones que le hagan compa- 
tible con la vida, con la dignidad, con la integridad fisioló- 
gica, intelectual y moral: en una palabra, con todos los atri- 
butos esenciales que completan el concepto de aquella per- 
sonalidad inviolable. 

El instrumento inanimado, la diia que así se llama 
el mecanismo, mediante el cual se aprovechan las fuerzas 
naturales, puede decirse que no agota sus energías aunque 
se la tenga en constante movimiento, salvo la necesidad de 
aquellas reparaciones que reclaman los deterioros que el 
tiempo y el uso no interrumpido llegan á producir, y la del 
alimento indispensable de la causa eficiente del moyimiento 
mismo (combustible, corriente de agua, energía eléctrica, 
etcétera). Pero la máquina, por l:» mismo que dicha causa 
de su actividad no es una parte integrante de su mecanismo. 
sino que es un elemento exterior (calor, viento, agua, elec- 
tricidad) que la saca de su inercia, puede afirmarse que no 
padece aquel agotamiento de sus íntimas energías que se 
llama cansancio y se traduce en una imposibilidad absoluta 
de obrar mientras aquellas no se reparan en la medida sufi- 
ciente para volver á hacerlo por propio y espontáneo im- 
pulso. | 

La máquina, pues, como instrumento del trabajo, tan 
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sólo necesita una condición en su ejercicio, á saber, el ali- 
mento que le suministra la aproximación mecánica de las 
fuerzas que la ponen en movimiento. 

- Elinstrumento animado, el animal educado para el tra- 
bajo, por lo mismo que ya es un organismo cuyas fuerzas 
brotan de su misma constitución fisiológica, se distingue, 
como tal instrumento, de la máquina, en que además del ali- 
mento, necesita aquélla otra condición que hemos llamado 
reposo, para que mediante ella, el alimento convertido. en 
sustancia de su propio organismo, sea suficiente á determi- 
nar aquella aparición de nueva fuerza que, sustituyendo á 
la gastada, le coloque en aptitud para continuar la obra in- 
terrumpida. Sin estas dos condiciones esenciales: alimento 
y reposo, el animal se inutiliza inmediatamente como instru- 
mento de trabajo. 

Y llegamos á la última y superior manifestación de la 
energía creadora del valor; y nos encontramos con el hom- 
bre como sugeto activo del trabajo. ¿Serán ahora suficien- 
tes aquellas dos condiciones hasta aquí examinadas, el ali- 
mento y el reposo? 

Si consultamos los datos que nos ofrece la evolución in- 
dustrial, acaso nos veremos precisados á responder afirma- 
tivamente, por lo mismo que veremos como á través de una 
prolongada série de generaciones, no sólo se consideró sufi. 
cienteaquella forma de reparación de la fuerza humana gas- 
tada en el trabajo, que rebajaba de hecho la personalidad á 
la consideración humillante de la bestia sometida al yugo; 
sinoque por añadidurase le dió tanmermadoal hombre aquel 
alimento y aquel reposo que pudo llegar un día en que la Ley 
del bronce el mtnimum indispensable, se considerase como 
la fórmula de toda retribución al trabajo y de toda conside- 
ración personal al trabajador. Y acaso no falte quien en vis- 
ta de ello se halle tentado á responder á la pregunta formu- : 
lada que, así como de hecho la historia nos demuestra que 
el trabajador ha vivido y ha procreado bajo aquella ley omi- : 
nosa, en una ú otra de las múltiples formas que ha revestido, 
indúcese la posibilidad de que tal estado de cosas continúe. 
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Pero en este momento nos hallamos empeñados en una 


investigación emprendida á la luz de los principios raciona- 


les, y no es la ocasión de detenernos á exponer aquélla, —por 
otra parte tan conocida,--historia de las abyecciones del tra- 
bajo humano, ni de entrar en polémica para refutar esta úl- 
tima inducción, si algún espíritu falto de toda piedad y age- 
no á toda justicia se atreviera aun á proclamarla. 

Averigiiemos, en cambio, la respuesta que'la razón, la 
observación atenta de los hechos, las conclusiones de la cien- 
cia antropológica, de acuerdo con la Economía—no aque- 
lla Economía política unilateral, que así se llamó por anto- 
nomasia en el curso del siglo pasado, sino la ciencia econó- 
mica integral que hoy atiende con igual solicitud á todos los 
factores de la producción y del consumo de la riqueza—dan 
con unanimidad perfecta á la pregunta más arriba formula- 
da, que encierra en sí los problemas de mayor interés, en 
lo referente á la organización del trabajo. 

El hombre, cuando pone su actividad al servicio de la 
producción, cumpliendo undestino de su existencia, —que va 
dejando de considerarse como un castigo,--conserva en toda 
su integridad aquellos atributos esenciales de su condición 
personal que la misma ciencia criminalista moderna y el 
Derecho penal de nuestros Códigos reconoce que son inalie- 
nables aun en el caso de comisión de los más atroces y re- 
pugnantes delitos. Progreso evidente de la humanidad, que 
parece inverosimil que haya llegado á alcanzar su consa- 
oración legislativa y su sanción eficaz, antes, mucho antes, 
para el delincuente, que para el trabajador honrado, víctima 
muchas veces, aun en nuestros mismos días, de condiciones 
denigrantes y de torturas morales y materiales de que ya 
hace mucho tiempo que se halla exento el primero. Invero- 
simil, no obstante, sólo á primera vista: no cuando penetra- 
mos en el arcano que encierra los motivos sociales de tan 
incomprensible anomalía, y vemos que en la depresión hu- 
millante del trabajador, hállase interesada esa sed inextin- 
guible de acumulación de capitales que caracteriza las últi- 
mas etapas de la evolución económica. 
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Pero dejemos repito todos los horrores y absurdos de la 
organización social efectiva del trabajo que nos salen al pa- 
so con tentadora insistencia para recibir nuestra indignada 
maldición, tan legítima como lo son, en sentir de nuestro 
gran Menendez Pelayo (1), aquellos apasionados acentos con 
que la honrada crítica histórica sabe fustigar el error, el vi- 
cio y el crimen en sus manifestaciones políticas, llevando 
hasta la exaltación el amor á la verdad y la justicia que em- 
bellece las páginas de la Historia hasta convertirla en obra 
de arte. Recordemos que nos hallamos discurriendo en la 
región serena de las ideas. 

El hombre reconoce en su conciencia una multiplicidad 
de aspiraciones á cuya realización tienden por innato senti- 
miento todas las energías de su vida. En presencia de los 
medios adecuados para el logro de aquellas, se siente con 
facultades, emanadas de su propia personalidad, para recla- 
marlas, hállense donde quiera, en tanto que son necesarios 
para llenar las referidas aspiraciones que son en este senti- 
do otros tantos fines de la naturaleza humana. Esta se con- 
sidera mutilada cuando en el espejo de la conciencia se re- 
presenta desprovista de alguno de dichos medios indispen- 
sables para algún fin esencial. Impónese, por tanto, por exi- 
gencia de la naturaleza, que allídonde exista un serhumano, 
se den todas las condiciones integrantes de su persona, so 
pena de que aparezca un crimen de lesa humanidad, impu- 
table á quien quiera que sea la causa de aquella mutilación 
ignominiosa. 

Esta integridad personal-antropológica, puede ser con- 
siderada en dos momentos ó posiciones del hombre: en cuan- 
to ser, y en cuanto actividad, ó lo que es lo mismo en la 
estática y en la dinámica de su naturaleza. 

La primera requiere que el medio social en que vive re- 
conozca, respete y garantice con su asistencia aquellas con- 


(1) En su maravilloso discurso de recepción en la Academia de la 
Historia, sobre el tema La Historia como obra artística. 
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diciones sin las cuales la personalidad desaparece, quedan- 
do de ella solo un vago remedo que se muestra en la exis- 
tencia física del hombre despojado de sus atributos esen- 
ciales. La segunda exije que allí donde el hombre pone su 
actividad al servicio de la producción, la sociedad, no solo 
asista con aquel reconocimiento y garantía, sino que vigile 
con mayor esmero por el riesgo mayor que existe de que las 
condiciones inalienables de la personalidad sufran detri- 
mento. | 

¿Y cuáles son aquellos atributos que el hombre debe os- 
tentar en todo tiempo para no perder su cualidad de per- 
sona? 

Hay quien los refunde todos en el llamado derecho « la 
vida, expresión equívoca que nosotros no tendríamos incon- 
veniente en aceptar si se entendiese siempre en toda su ex- 
tensión, porque, claro está que la vida de que aquí se trata 
es la vida humana con todas sus indeclinables condiciones. 
Pero el equivoco consiste en que bajo aquella expresión pue- 
de quedar reducida toda la exigencia del trabajador, á lo 
que hemos visto que requiere la existencia y conservación 
del ¿mstrumento antmal, esto es al alimento y el descanso, 
y aun estos, reducidos al mínimun compatible con la mate- 
rial existencia del organismo fisiológico. 

Pero la vida humana tiene otras necesidades, tan inelu- 
dibles € imperiosas como las expresadas. Organismo psico- 
físico. ser de fines, consciente y libre el hombre, necesita 
todas las condiciones de desarrollo de todos estos múltiples 
aspectos de su existencia; todos los medios sin los que aque- 
llos fines quedarían sin realización, faltando con ello á la 
personalidad algo que la integra y constituye. 

Condiciones y medios que, ora se refieren á la existencia 
física; y son el alimento, el reposo, la higiene, la integridad 
corporal; ora los fines intelectuales: —educación é instruc- 
ción profesional, cultura media ó normal para que el hombre 
pueda ostentarse como ser inteligente y responsable de sus 
determinaciones;—ora á las exigencias de caracter ético: — 
Religión, moralidad, beneficencia;—ya por último á las cir- 


— 127 — 

cunstancias en que coloca al hombre dentro de la sociedad 
el hecho necesario de la procreación, puesto que esta se ve- 
rifica en el medio natural de la familia, que engendra doble 
série de relaciones personales, y con ellas múltiples deberes 
de carácter económico y moral, para cuyo cumplimiento ne- 
cesita el hombre medios, si se quiere más abundantes que 
los que reclaman los primeros indicados fines. 

El trabajo humano, en cuyos dominios surge el conflicto 
de la coexistencia de todas estas necesidades, por lo mismo 
que siendo aquél una consagración de la actividad exclusi- 
vamente al fin económico de la producción, representa un 
gasto de energías y la consiguiente merma de las que el 
hombre podría emplear en el desarrollo de aquellos otros 
fines personales; es también por esta misma causa la esfe- 
ra en que se siente la necesidad de hacer compatible unas y 
otras exigencias, para que la naturaleza humana no dege- 
nere por desatención hacia las de carácter personal, á la 
vez que la producción económico-social no languidezca por 
abandono de aquella porción de fuerza humana que ella re- 
clama para su prosperidad. 

Y hé aquí por donde hemos llegado al momento de de- 
terminar de qué modo esta suprema categoría del esfuerzo 
productor que se llama el trabajo del hombre, reclama para 
su perfecta organización, no sólo las condiciones de alimen- 
to y reposo completos que corresponden á las otras dos ca- 
tegorías anteriormente examinadas, sino también todas 
aquéllas que son postulado de los diferentes fines de la per- 
sonalidad. 

Sólo de esta manera el trabajo será compatible con las 
cualidades supremas que implica el reconocimiento de di- 
cha personalidad, ya en la propia conciencia del sujeto, — 
dignidad—ya en su manifestación exterior y social, —ho- 
nor;—en las cuales se resumen todos los antes indicados 
atributos, de suerte que la falta ó mutilación de cualquiera 
de ellos hace empañar el brillo de aquellas dos augustas ma- 
nifestaciones. 

Sólo de este modo el esfuerzo muscular podrá llamarse 
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trabajo humano, y no se convertirá, como desgraciadamen- 
te sucede con frecuencia, en inconsciente labor del meca- 
nismo ciego ó de la bestia. 

El hombre como tal no puede trabajar sino en perfectas 
condiciones de 2lesión de su dignidad y su honor inaliena- 
bles, de ?ntegridad y conservación de todo su organismo 
psico-físico, de moralidad perfecta, de reparación de todas 
las fuerzas empleadas, de seguridad € higiene preventivas 
para evitar toda lesión, ya violenta, ya derivada de la ac- 
ción contínua de elementos insalubres, de descanso suficien- 
te y adecuado, y de vagar necesario para el cultivo de su 
inteligencia á fin de evitar el embrutecimiento consiguiente 
á toda labor rutinaria y constante. 

Todo esto, por el solo hecho de su existencia personal y 
aparte de aquellos medios de subsistencia, integridad y edu- 
cación de todos los séres que del mismo dependen por razón 
de familia y que no se hallan en condiciones,-—bien por es- 
caso desarrollo, ó por decrepitud, ó por que las atenciones 
de la casa reclaman la integridad de sus cuidados,—de con- 
tribuir por sí mismos á la producción económica y lucrarse 
el sustento y demás condiciones de vida que reclama su 
existencia. | 

Y esto para la situación normal del hombre adulto; que 
si atendemos á las condiciones que exije por su índole espe- 
cial el trabajo de la mujer y del niño, en los casos en que 
estos séres están capacitados para prestarlo; multipliícan- 
se entonces las atenciones que exige la debilidad y delicade- 
za del sexo y de la edad, las consideraciones que merece el 
hombre en el periodo del desarrollo de su organismo, y la 
mujer en la especialidad de sus aptitudes maternales, que 
exigen tan religioso respeto á su pudor tan vigilante cuida- 
do de su delicadeza orgánica y de su psicología femenina, 
que cualquier ataque ó lesión en estos dos órdenes de séres 
reviste una gravedad imponderable. 

Y téngase en cuenta que, según se desprende de todo el 
anterior razonamiento, el trabajo reclama todas aquellas 
condiciones para producirse, no á títulode concesión gracio- 


sa; sino como una exigencia de la sustantividad personal 
del trabajador; de suerte que en la esfera de las relaciones 
económicas se trata de una forma natural; y en la de las 
Jurídicas, de una categoría de justicia. 

Pero no son estas solamente las exigencias que dicha 
cualidad personal del trabajador implica. No basta el reco- 
nocimiento de todos sus fines y la compatibilidad de los mis- 
mos con las condiciones en que presta su esfuerzo para la 
producción. 

El trabajo, por lo menos en sus actuales medios de des- 
arrollo, y aun quizá por mucho tiempo,—porque no conside- 
ramos tan cercanos como sueña el optimismo de algunos los 
días en que la humanidad glorificada asista á la apoteosis 
paradisiaca que se describe en los últimos capítulos de la 
famosa novela de Zola;—el trabajo inmola con dolorosa fre- 
cuencia víctimas humanas en el mismo altar en que rinde 
sus tributos al progreso; el trabajo aniquila, hiere y mata, 
unas veces por imperfección de los instrumentos de que se 
vale, otras por falta de las debidas precauciones por parte 
de los encargados de su dirección y vigilancia, otras por 
culpa más ó menos apreciable del mismo trabajador que fa- 
miliarizado con el riesgo no pone la debida diligencia en evi- 
tar sus desastres, y otras, por último, por la intervención de 
aquel elemento misterioso que se llama ázar y que suele in- 
terponerse en todas las combinaciones de los hombres, dan- 
do perpétuo testimonio del limitado alcance de sus previsio- 
nes y de la imperfección de los medios con que subvienen á 
sus necesidades. 

En estos casos ocurre que, como el obrero, merced á la 
organización capitalista en que vivimos, no tiene otros me- 
dios de procurarse el sustento y la satisfación de todas sus 
necesidades y las de su familia que la retribución de su tra- 
bajo, que desaparece cuando no puede prestarlo; y como por 
otra parte, la solución del problema que tal estado de cosas 
envuelve es tan urgente que, una vez reconocida la digni- 
dad personal del trabajador, no consiente esperar á que la 
retribución del trabajo se organice sobre bases distintas del 
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salario actual; hácese preciso arbitrar los procedimientos 
para que el trabajador, en caso de lesión corporal ó mental 
que le incapacite para el trabajo; y la familia que depende 
de él, en este mismo caso y en el de muerte, no carezcan de 
aquellos elementos de vida 2mdispensables, siquiera padez- 
can en parte las privaciones consiguientes al doloroso esta- 
do en que se hallan colocados. 

Tal es el fundamento racional y de justicia de la doctri- 
na que la técnica legal moderna conoce bajo el nombre de 
indemnización ó seguro por Accidentes del trabajo: doctri- 
na que la economía social no puede menos de reconocer des- 
el momento en que se considera, de un lado, que dichos ac- 
cidentes son un hecho y un elemento inseparable de todo el 
sistema de la producción, que no sería comprendida en toda 
la extensión que le corresponde si se prescindiese de incluir 
en su teoría los riesgos que de la misma se originan: ydeotra, 
que es preciso hacerla compatible con todas las exigencias 
de la personalidad, la libertad, la dignidad y la vida huma- 
na, si esta no ha de resultar desnaturalizada, convirtiéndo- 
se el hombre en una bestia ó en un instrumento inanimado 
de aquellos que no tienen otro fin que el de servir á las ne- 
cesidades de la producción misma. 

Cómo se concreta esta teoria dentro de aquel Derecho 
constituyente que' ordena los conceptos de la razón y las 
conclusiones de la ciencia social á los fines de la política le- 
gislativa para el progreso jurídico de los pueblos: asunto es 
de otro Capítulo de este libro, que sin olvidar las conside- 
raciones que anteceden, en su lugar correspondiente estu- 
diaremos. 
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- CAPITULO Il 


FORMAS ECONÓMICAS DEL TRABAJO 


En el Capítulo anterior hemos examinado las condiciones 
esenciales de la prestación del trabajo en la Economía so- 
cial. En este correspóndenos averiguar la forma en que la 
referida prestación puede y debe hacerse de una manera 
que armonice las exigencias de la producción con las de la 
dignidad humana que, como hemos visto, siempre y en todo 
caso debe resultar ilesa. 

La actividad económica es un fenómeno que se manifies- 
ta con diversos caracteres según se considere desde el pun- 
to de vista exclusivamente individual ó en el conjunto de 
todo el organismo de las sociedades humanas. 

El trabajo puede realizarse directamente por la misma 
persona que ha de utilizar y consumir el producto del mis- 
mo para satisfacer necesidades propias; esto es, producien- 
do cada cual aquello que necesita consumir y consumiendo 
Solamente lo que ha producido. Esta es una forma econó- 
Mica tan rudimentaria, que apenas puede concebirse que 
haya subsistido por largo tiempo, porque ya en los mismos 
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albores de la civilización se nos presenta la economía fami- 
liar con una diferenciación de aptitudes y división consi- 
guiente del trabajo entre sus miembros, que prepara el ca- 
mino á ulteriores evoluciones. 

En la forma social de la producción, aunque subsistan 
independientes y autónomas las economías individuales, for- 
mase de todas ellas por sus incesantes relaciones un espe- 
cial organismo, dentro del cual cada individualidad produce 
todo lo que se halla al alcance de sus fuerzas y de sus apti- 
tudes, aunque exceda los límites de sus necesidades propias, 
con el fin de que sea consumido por los demás, y en cambio 
consume parte de lo que estos últimos han producido. 

Para la perfecta ordenación de este sistema que resulta 
de una complejidad inmensa por la infinita variedad de ap- 
titudes y de necesidades, surge espontáneamente en el or- 
ganismo social el principio y el método que se halla consa- 
grado por universal asentimiento bajo el nombre de div?- 
sión del trabajo, que no es otra cosa que la descomposición 
del mismo en actos particulares para atribuir cada uno de 
ellos, según las aptitudes y condiciones respectivas, á cada 
miembro de la colectividad. Esta división puede ser simul- 
tánea ó sucesiva personal ó local, clasificaciones que corres- 
ponden á la técnica económica y de escasa Soa en la 
investigación presente. 

Lo que aquí nos interesa averiguar es cuál sea la forma 
social adecuada de esta división cuyo principio fundamen- 
tal es, á todas luces, indiscutible. 

Y en este punto debemos considerar que se conciben y 
se dan en la Historia dos sistemas distintos de organización 
económica, que corresponden á las dos conocidas fases de la 
evolución jurídica observadas por Sumner Maine. 

Es el primero aquel que se observa en las sociedades 
primitivas, en el régimen de las castas, en la organización 
patriarcal de la fenmilia, en el sistema de la esclavitud y aún 
en los más avanzados en que la prestación del trabajo co- 
rresponde á la servidumbre de la gleba, á la organización 
de la propiedad feudal y al régimen corporativo de las ar- 
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tes y oficios. En todas las cuales etapas de la evolución hu- 
mana cada cual tiene asignada, de una manera invariable y 
más Óó menos enérgica según el periodo ó fase que se con- 
sidere, la tarea que le corresponde y el punto que debe ocu- 
par en el vastísimo teatro de la producción. Así las castas 
inferiores en la India, los hijos, la mujer y los esclavos en 
el organismo patriarcal que tan perfectamente se retrata en 
la familia del Derecho romano, el siervo y el colono en la 
edad media y el aprendiz y compuñero en las corporacio- 
nes que llegaron hasta la víspera de la Revolución liberal, 
todos ellos tienen asignado y fijo su puesto y distribuida su 
labor de tal manera que ni su libertad individual y ni aun su 
vocación determinan el papel que deben desempeñar en el 
drama de la vida. Pero sobreviene la Revolución política 
que liberta al hombre de toda traba, en tal sentido, y desde 
entonces cada cual es dueño de elegir con absoluta libertad 
la parte y proporción, ó sea la calidad y cantidad de la obra 
con que ha de contribuir al sostenimiento del inmenso orga- 
nismo económico. | 

Esta evolución determina la existencia de las dos aludi- 
das formas de prestación del trabajo. Una de las cuales que 
puede calificarse de orgánica ó colectivista lleva el princi- 
pio de necesidad económica, no sólo á la prestación en si 
misma, sino también á la manera con que cada cual ha de 
hacerla y al puesto que la ley, que mpntiene la cohesión de 
todo el organismo, le asigna en su consideración exclusiva 
de parte ó miembro del todo. En esta forma de producción, 
cada hombre nace con un destino fijo, que no le es dado va- 
riar, y su educación debe ser dirigida á determinar aptitu- 
des para aquella obra préviamente asignada. 

Por el contrario, la segunda de las aludidas formas de 
prestación del trabajo corresponde á toda la etapa liberal é 
individualista de la organización social, y se caracteriza por 
la l2bertad absoluta legalmente, por lo menos, reconocida á 
todo hombre para determinar la dirección de sus actividades 
y la manera de su contribución al hecho de li producción 
económico-social, El cual es necesario también en su con- 
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Junto, pero no determina ni impone con igual necesidad lu 
participación en él de cada uno de los hombres libres que 
componen la Sociedad. De modo, que el principio de nece- 
sidad, en esta forma de producción, radica en la totalidad 
de ella en cuanto es indispensable para la vida humana; 
pero no en la división del trabajo ó asignación de sus va- 
riadas funciones á cada uno. 

Sean cualesquiera las modernas tendencias de reforma so- 
cial, las aspiraciones hacia un nuevo principio de organiza- 
ción que, aunque sobre diferentes bases, restablezca en cier- 
to modo la perdida cohesión de los elementos sociales; es lo 
cierto que en el actual momento histórico está en vigor y 
fuertemente arraigada la segunda de las expresadas formas 
de producción econonómica; y que por ello se hace preciso 
analizar cual sea el principio que sirve de fundamento al he- 
cho de la división del trabajo en la actual manera liberal; 
de suerte que sin faltar á la necesidad de conjunto que he- 
mos observado como característica de la producción, se ha- 
ga compatible con ella la libertad individual, tal como debe 
ser entendida en la presente organización política y eco- 
nómica. | 

Aquel principio es y no puede ser otro que el cambio. 
Por medio del cual el hombre que produce libremente y 
según sus aptitudes, no estando asignada su producción á 
necesidades predeterminadas, y siendo excesiva para la sa- 
tisfacción de las propias, mientras por otra parte carece de 
tiempo y aptitudes para la creación de otras utilidades que 
también reclama su existencia; precisa combinar armóni- 
camente el ejercicio de su producción con el de los demás, 
de suerte que prestándose recíprocamente el exceso de pro- 
ducción de cada uno, queden así satisfechas las necesida- 
des de todos. 

Agréguese á esto que mediante una evolución cuyos ca- 
racteres no podemos detallar en este sitio, la moneda vino 
á resolver la inmensa dificultad técnica de la medida de los 
valores; y como es sabido que su intreducción convirtió la 
forma primitiva del cambio llamada permuta, en aquella 
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Otra más progresiva que recibió el nombre de compra-venta; 
el trabajo humano, cuando en su etapa liberal se vió preci- 
sado á recurrir al cambio para efectuar su distribución en la 
economía social, hubo de adoptar igualmente esta última 
manera; y resultó que siendo la moneda la universal medida 
del valor, fué también el trabajo humano objeto del contra- 
to de compra-venta. 

Y en este punto conviene notar cómo el predominio de 
la consideración económicasobre la personal deltrabajador, 
que es una consecuencia casi ineludible del advenimiento 
de esta forma de producción social, que veremos traducirse 
en particulares consecuencias jurídicas, contribuyó á la in- 
troducción y consolidación, en la psicología y en la moral 
del régimen capitalista, de aquella multitud de errores y 
monstruosidades, de aquel desapiadado olvido de las exi- 
gencias de la personalidad que caracteriza toda la etapa 
económica del individualismo y que subsiste hasta el adve- 
nimiento de la novísima concepción armónica que lucha por. 
abrirse paso en la legislación social de nuestros días. Y es 
porque, considerado el trabajo exclusivamente como el ob- 
jeto de una compra-venta, viene á reducirse en sí mismo á 
la condición de una mercancía, en la cual el que la adquiere 
no considera otra cosa que su valor en uso, si es un particu- 
lar que la aplica directamente á sus necesidades, ó en cam- 
bio, si es un comerciante que la adquiere para el ejercicio 
de su tráfico; y que en uno y otro caso, cuando ha satisfe- 
Cho el precio que por ella se le ha exigido,—no el que repre- 
senta su intrínseco valor, sino ¡el que determina la ley de 
Oferta y la demanda, —se considera desligado de toda otra 
obligación respecto del sugeto activo del trabajo mismo, cu- 
ya vida, cuya salud, honor y familia le son indiferentes. Y 
la sociedad respeta y garantiza esta actitud del adquirente 
Porque le vé moverse estrictamente en la órbita de su de- 
recho, de aquel derecho sin entrañas, sin orientación moral 
Y Sin ideales, que divide los hombres en acreedores y deu- 

Ores, y permite la opresión de estos últimos más allá de los 
límites que la dignidad humana puede tolerar. 
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Que la consideración del trabajo humano como una sim- 
ple mercancía es la más peligrosa de las consecuencias de 
la organización económica liberal é individualista no cabe 
dudarlo, como no puede vacilarse en afirmar que tal consi- 
deración es la más ineludible consecuencia del principio 
económico del cambio aplicado á la actividad humana den- 
tro del régimen monetario. 

En esto radican las más invencibles dificultades, ya en 
la esfera de la ciencia económica, ya en la del Derecho, 
cuando se ocupan de organizar sobre sólidas bases el régi- 
men social del trabajo. Y es, porque hay algo en su natura- 
leza que repugna á la fórmula del contrato, tal como este se 
concibe en la economía y en el derecho actuales, es decir, 
como productor 6 creador de relaciones jurídicas. Y es.por-. 
que existen algunas de estas que deben ser referidas á otros 
orígenes más altos; y mientras permanezcan referidas al 
contrato como su causa eficiente, no pueden menos de apa- 
recer desnaturalizadas. Es, en una palabra, porque el con- 
trato puede, si, crear aquella clase de vínculos sociales que 
no comprometan inalienables atributos de la personalidad; 
mas nó, en manera alguna, aquellos en que jueguen estos su- 
premos intereses, que deben ser regidos por leyes de orden 
superior independientes de toda determinación individual. 

Hé aquí por qué mientras la ciencia social no descubra 
una forma de distribución del trabajo que, sin ir á parar al 
régimen de esclavitud é inconsciencia, característico de los 
antiguos tiempos, sustraiga al dominio del organismo con- 
tractual esta manifestación de la sustantiva personalidad 
humana que lucha por quebrantar aquellos estrechos mol- 
des en que se le tiene aprisionada y aspira á la expansión 
de todas sus grandezas; la ciencia y la política legislativas 
fluctuarán en una serie de vaguedades y contradicciones 
irreductibles, á las que solo mediante fórmulas empíricas 
lograráse dar momentánea y pasajera solución. Hé aquí 
por qué hemos de considerar indispensable cuando trate- 
mos de la organización jurídica del trabajo, crear un orga- 
nismo adecuado para que dentro de él se desenvuelva sin 
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las humillantes condiciones que implica su consideración 
puramente contractual. Hé aquí porque desde el punto de 
vista de estos elevados ideales, pueden considerarse incom- 
pletas é inorgánicas todas las fórmulas hasta ahora usadas 
para la determinación del salario, para el régimen del taller, 
para prevenir y remediar las consecuencias de los acciden- 
tes desgraciados. Y hé aquí, por último, el por qué en cier- 
to modo podemos considerar que aquella omisión de las nor- 
mas del contrato del trabajo que fué tan censurada en los 
Códigos civiles, puede hoy reportar una ventaja inmensa, 
en cuanto es cierto que, si bien el motivo de esta preterición 
no ha sido el propósito deliberado de preparar un organis- 
mo técnico más perfecto, también es indudable que de ella 
se ha seguido la ventaja positiva de que no lleguen á cris- 
talizar en la conciencia social aquellas fórmulas en que sin 
duda alguna se hubiere contenido el contrato de trabajo, si 
los Códigos civiles hubieran puesto mano en su reglamen- 
tación, dificultando así el tránsito hacia el organismo más 
avanzado y más perfecto en que algún día habrán de des- 
envolverse las relaciones que origine el ejercicio de la acti- 
vidad humana. 

Entre tanto, no podrá menos de hacerse sentir en todas 
las manifestaciones de la relación social económica la in- 
fluencia de todos aquellos principios en que hoy se la fun- 
damenta. Si el trabajo es objeto y materia de un contrato, 
la lógica impondrá por una parte su consideración como 
mercancía, por otra la estricta sujección á las cláusulas de 
aquél, y en definitiva la completa neutralidad é indiferencia 
hacia la condición personal del trabajador por parte quien 
recibe la prestación del trabajo y que, por lo mismo que pa- 
ga el salario, ha cumplido con ello todos sus compromisos y 
es indiferente á todas las demás necesidades y miserias del 
Obrero, que sólo desde aquel punto de vista contractual y 
nO por otro aspecto alguno de solidaridad humana se rela- 
Ciona con el mismo. 

El contrato crea relaciones de esta índole entre perso- 
nalidades independientes y con absoluta separación de sus 


respectivas cualidades personales. Como las prestaciones á 
que obliga se reducen á valores económicos, representados 
en su abstracción por la moneda, esta es, en último resulta- 
do, la que viene á suplir cualquier defecto de aquellas pres- 
taciones en forma de indemnización, de daños y perjuicios; 
de suerte que la prestación, el objeto, la mercancía, de una 
parte, y su valor pecuniario de otra, son los dos términos 
irreductibles y únicos en que se descompone el contrato y 
el vínculo que él crea. Todo lo demás es perfectamente ex- 
traño á su organismo; y véase porque el trabajo como obje- 
to de contrato, no puede hallarse rodeado de las condicio- 
nes y garantías que reclama con imperio la personalidad 
del trabajador, sin que, para ello, sea preciso salir de la or- 
bita de aquel concepto técnico del contrato, y agregar al 
mismo perfiles y retoques extraños á su contenido integral. 
Es preciso acudir á instituciones jurídicas y económicas 
extrañas y completar de este modo, mediante una superpo- 
sición mecánica, aquello que si se estableciese sobre sus ba- 
ses naturales, daría lugar á una institución orgánica total y 
completa, cuyas reglas y cuyas leyes emanasen de su pro- | 
pia sustancia: la institución económico-jurídica del traba- 
Jo humano, que algún día se ostentará en la ley con su pro- 
pia fisonomía y todos los atributos de un perfecto organismo. 

Cuando lleguemos á examinar las diferentes teorías que 
se han ideado para poner los fundamentos de la necesaria 
indemnización de los Accidentes infortunados, notaremos la 
falta de la aludida concepción orgánica é institucional del 
Derecho referente al trabajo, cuya fundación debiera ser 
uno de los problemas que con mayor urgencia debiera plan- 
tear y resolver la Sociología contemporánea. 

Pero entre tanto no debemos olvidar que dentro del ré- 
gimen contractual en que vivimos, es donde por hoy debe- 
mos buscar la solución á los conflictos del trabajo, y á este 
fin necesitamos continuar. investigando aquellos aspectos 
capitales de dicha organización que nos han de servir de ba- 
se para establecer las conclusiones jurídicas que constitu- 
ven la teoría que estudiamos. 
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Uno de los triunfos de mayor consideración y que casi 
puede llamarse definitivo del socialismo ilustrado que se ma- 
nifiesta libre de exageraciones y exclusivismos, y en tal sen- 
tido vá ganando terreno, así en las conciencias como en los 
programas de los partidos, sobre el individualismo intran- 
sigente,—que aunque ya vencido en el terreno de la cien- 
cia, aun levanta su voz en defensa de ideales que en los do- 
minios del pensamiento pasaron á la historia, aunque toda- 
vía se mantienen en vigor las instituciones á que dieron vi- 
da;—es á no dudarlo, que la primera delas dos indicadas 
doctrinas, lleva dentro de sí las soluciones para los más ár- 
duos problemas de nuestros días, sin necesidad de pedirlas 
prestadas, como al individualismo le sucede, á principios y 
escuelas cuyo objeto y cuyo fin son totalmente extraños al 
asunto. 

El socialismo soluciona los conflictos del trabajo, así los 
que se refieren á su reglamentación y práctica, como á la 
integridad de los bienes personales del trabajador, los que 
determinan el alcance de la retribución, la vigilancia, higie- 
ne y seguridad de las labores, como por último la repara- 
ción de las consecuencias del accidente desgraciado; pro- 
clamando la necesidad de una organización completamente 
distinta de la actual en la que el trabajo ocupe el lugar que 
por naturaleza le corresponde y en que todos los movimien- 
tos del mismo estén regulados por aquella ley suprema que 
brota de las entrañas de la sociabilidad humana como regu- 
ladora en las relaciones que ella engendra. 

Este pensamiento podrá chocar más ó menos, y en el cho- 
que perder una gran parte de su energía creadora, contra la 
roca, por ahora inconmovible, de la organización actual; 
podrá ser censurado por falta de claridad y precisión de lf- 
neas, y por lo tanto podrá pedirse con razón el aplazamien- 
to necesario para que el edificio que se proyecta construir 
resulte de la mayor estabilidad, obedeciendo á un plano sa- 
biamente concebido. Pero es lo cierto que con estos y otros 
defectos, encierra una solución orgánica de los problemas 
sociales, que contrasta singularmente conla mecánica y em- 
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pírica que, á no contradecir sus propios principios funda- 
mentales, puede ofrecer y ofrece el individualismo. 

Así por ejemplo, para suavizar las asperezas y obviar 
los inconvenientes que se derivan en todos sentidos de la 
consideración del trabajo como una mercancia, y del olvido 
consiguiente de las exigencias racionales de la personalidad 
del trabajador, el individualismo no tiene otro expediente 
que el de salir, por así decirlo, de sí mismo, dejar á un lado 
sus lucubraciones económicas, y acudir á principios comple- 
tamente extraños al asunto—á los de la Moral, la Religión, 
la Pedagogía, el Arte, la Ciencia, la Beneficencia—en busca 
de aquellas ideas que necesita agregar, yuxtaponer, in- 
crustar, por así decirlo, en el sistema de su economía, para 
que desaparezca la flagrante contradición lesiva de los fue- 
ros de humanidad que encierran los suyos propios. 

Y porque no se recurriera á tal expediente hasta que la 
experiencia y el clamor de las clases necesitadas demostra- 
ron su necesidad entre huelgas y conflictos formidables; por 
eso mismo, se dió lugar á que el siglo pasado contemplase 
en toda su desnudez el cuadro de las desastrosas conse- 
cuencias de la aplicación del sistema económico del indivi- 
dualismo en toda su pureza, y viese en el horizonte aquellos 
centelleos, présagos de la universal conflagración que por 
todas partes se anunciaba, y que quizás hubiera llegado á 
estallar, si para evitarlo, no se hubiera ideado la mecánica 
yustaposición aludida, la cual, ya que no sirviera para re- 
solver en definitiva los problemas pendientes, sirvió, por lo 
menos para contener el estallido de la tempestad que con tal 
aparato de destrucción se cernía sobre el horizonte. 

El contrato de trabajo, siguiendo con rigor perfectamen- 
te lógico los principios individualistas reinantes, conduce, 
como hemos visto, á la consideración de la actividad huma- 
na como una mercancía. Esta consecuencia lleva, á su vez, 
en las entrañas otras que son completamente lesivas para 
la dignidad y para la vida del trabajador. Era preciso resol- 
ver el conflicto que de aquí surge; y entonces el individua- 
lismo liberal abandona el principio constitutivo de su siste- 
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ma económico, convéncese de la impiedad suprema que en- 
volvía su antigua fórmula del laissed passer; busca dentro 
de sí mismo, y no encuentra manera de salir del atolladero 
sin agravio de la lógica. Vé por intuición que para ello ne- 
cesita recurrir á otrosprincipios fundamentales, que pongan 
por encima de todo interés aquella veneración y culto que 
se deben á los sacratísimos fueros de la personalidad, y con- 
vencido de todo ello; no queriendo, por una parte, abando- 
nar sus posiciones, con lo que se derrumbaría con estrépito 
todo el edificio de la organización existente, y los intereses 
creados padecerían completa ruina; acude al expediente de 
disfrazarse con manto de altruismo, de moral, de Religión, 
de política. Y en esta nueva fase de su existencia, ya no re- 
pugna el antes odiado nombre de “Socialismo,; por lo que 
basadas en el nuevo principio de la “intervención,, surgen 
aquellas escuelas que se conocen bajo los dictados del Socia- 
lismo cristiano, católico ó evangélico, de cátedra del Esta- 
do, etc.,etc., todos los cuales, apesar de su nombre, mantie- 
nen en su esencia la organización individualista, apuntala- 
da, si se nos permite la frase, con las variadas matices que 
significan y representan aquellos calificativos. 

De este modo se resuelven en la Economía y en el Dere- 
cho reinante todos los conflictos del trabajo; y para no citar 
sino un ejemplo, pertinente á la investigación que venimos 
haciendo, véanse las palabras con que el baron de Vogel- 
san y otros sociológos cristianos fundamentaban un plan de 
reformas propuesto en una reunión verificada en Viena 
en 1883. “El contrato de trabajo, no es un contrato de com- 
pra-venta, porque el trabajo, producto moral de la actividad 
humana, no puede ser arrancado del hombre para hacerse 
propiedad de otro. Por este mismo motivo no es tampoco 
Un arrendamiento; y si el contrato de salario impone obli- 
gaciones al obrero, la equidad natural exige en nombre de 
la justicia, cuyas leyes forman la base de la Sociedad cris- 
tiana, que el salario sea el equivalente de aquello que el 
Obrero ha dado. Tiempo, fuerza, destreza, educación, ins- 
trucción, responsabilidad, peligros de perder la salud ó la 
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vida: todo ello debe ser tenido en cuenta cuando se trata de 
fijar el importe del salario. Este debe además ser suficiente 
para el mantenimiento del obrero y de su familia. Debe tam- 
bién permitirle hacer algunas economías. Pero por otra par- 
te, dependerá de la situación más ó menos próspera de la 
empresa, y podrá, por tanto, reducirse á un mínimum ó ele- 
varse según las circunstancias. La moral cristiana exige 
que el contrato entre patronos y obreros hasta ahora des- 
provisto de todo apoyo jurídico, se convierta en un contra- 
to de sociedad en el sentido estricto de la palabra, (1). 

Obsérvese el proceso mental de este razonamiento. Para 
llegar á la conclusión semi-socialista de que la prestación 
del trabajo envuelve la idea de una sociedad, no se pres- 
cinde de la que se considera más fundamental, del contrato 
como generador de esta; lo que implica la intención de no 
abandonar el criterio individualista, revelada más aun en 
cuanto se hace depender la situación del trabajador en la 
más ó menos próspera de la empresa. 

Serán, sin duda, las anteriores palabras y otras muchas 
inspiradas en el mismo criterio, que pudiéramos citar, la 
expresión del más alto grado de piedad humana que la Re- 
ligión y el altruismo inspiran en favor del trabajador; pero 
nadie podrá considerarlas suficientes para fundamentar una 
teoría perfectamente orgánica en que las atenciones á la 
personalidad aparezcan como una imperiosa exigencia de 
la justicia y se impongan como supremo postulado de ésta, 
sin el auxilio de consideraciones de otro carácter. 

En este sentido hay más lógica, aunque menos piedad, 
en el pensamiento del intransigente y audaz individualista 
Ives Guyot que par lo menos demuestra en todos sus escri- 
tos un valor á toda prueba para navegar contra la gran co- 
rriente humanitaria, en defensa de la integridad de sus prin- 
cipios confesados en toda su desnudez, con lo cual viene á 
convertirse por una misteriosa ironía de las cosas en el más 





(1) Studes religreuses, 1894, Citado por Bodeux, Etades sur le con- 
trat de Travatl, p. 381. 
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implacable enemigo de la doctrina que profesa, porque en 
su apasionada apología pone á descubierto á cada paso los 
verdaderos horrores que se contienen en su credo. En sus 
conocidas obras El trabajo y el Socialismo, La Moral de 
la concurrencia y otras, este moderno apostol de la escuela 
Manchesteriana no tuvo inconveniente en sostener todas 
las consecuencias lógicas del trabajo-mercancia y las pro- 
clamó con tal ardor de polémica que no parece sino que pa- 
ra él se han escrito ciertas palabras de Lange que acusa el 
mayor síntoma de la decadencia del individualismo econó- 
mico en la transformación de aquella sinceridad y perfecta 
buena fé con que Adam Smith y los fisiocratas creyeron que 
el bien surgiría espontáneamente de la cooperación de to- 
dos los egoismos; en aquella conciencia pecadora propia de 
todos los apologistas con que en la segunda mitad del siglo 
xIx,se sostuvo la misma tésis. 

“Es una vieja concepción, dice Guyot, que se deriva de 
la antigua concepción de la esclavitud, el suponer que el 
trabajo crea un lazo personal entre dos personas; entre el 
obrero y el patrono. Yo prefiero á este último nombre otro 
que implique más directamente la condición del salario. Se 
ha supuesto que entre quien lo paga y el asalariado hay un 
vínculo de naturaleza especialísima. Nada de eso. El Có- 
digo Civil lo expresa bien claramente: no es el hombre el 
que forma la relación; son sus servicios que se venden co- 
mo un producto,. 

Estos son los genuinos principios del individualismo; y 
las primeramente aludidas, las adiciones y retoques con que 
las modernas escuelas trataron de eludir sus desastrosas 
Consecuencias. . 

Bajo el criterio de esta yustaposición hay que buscar el 
desarrollo de la teoría general del contrato de trabajo que 
en la actualidad sirve de fundamento á su organización ju- 
rídico-económica; abandonando ya el punto de vista de la 
Crítica á que nos ha llevado la exposición de la doctrina. 

El contrato de trabajo ofrece diferente aspecto según 
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que se le considere en la pequeña industria, en el servicio 
doméstico y en la industria grande. 

En aquella, por lo general hállase reducido á una parti- 
cular especie de facio et des, en la que dos personas con 
entera libertad externa se comprometen recíprocamente, la 
una á prestar un servicio ó una série de ellos por tiempo de- 
terminado, Ó á realizar una obra dada en su totalidad, á 
cambio de que la otra le pague una retribución pecuniaria 
que recibe el nombre de salario más propiamente en el pri- 
mer caso que en el segundo. 

El servicio doméstico se caracteriza porque la especie 
de trabajo que en él se presta suele hallarse predeterminado 
por la costumbre ó uso local, según las necesidades de ca- 
da rango de familias; el tiempo por el que se presta suele 
ser de una duración indefinida y que solo viene á determi- 
narse cuando se dan las circunstancias eventuales que sue- 
len poner término á la relación; y el salario reviste cierto 
caracter especial en cuanto que parte de él suele consistir 
en la asistencia que dentro de su misma casa y familia pres- 
ta el patrono á todas las necesidades de la vida del traba- 
jador. 

En la grande industria aparece con frecuencia un ele- 
mento nuevo, una forma especial que suele revestir la per- 
sonalidad de quien utiliza el servicio ajeno: la empresa. 

No es que sea exclusiva esta forma de producción de la 
llamada grande industria, porque también la pequeña puede 
y aun suele manifestarse en este sentido. Pero la empresa, 
por lo mismo que su significación económica responde á 
cierta continuidad extensión é intensidad en el ejercicio de 
la producción, aparece como más propiamente característi- 
ca de la grande industria. 

Necesita esta reunir y desenvolver poderosas fuerzas de 
trabajo y para ello es conveniente una técnica especial lla- 
mada recoger, ordenar y poner en movimiento armónico y 
y de conjunto, los diferentes elementos que han de suminis- 
trar aquella fuerza. 

Todo conjunto de esta naturaleza necesita un elemento 
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director que bajo un plan determinado imprima unidad á la 
marcha de los trabajos. Al mismo tiempo, si en todo empeño 
de producción existe un riesgo, á saber el de que los traba- 
jos y desembolsos no produzcan el resultado previsto ó cal- 
culado, allídonde sereunen varias y hasta inmensas fuerzas, 
hácese preciso determinar á cargo de quien corre este ries- 
go, y si han de soportarle todas las personas comprometidas 
en el asunto, ó tan solo aquella ó aquellas que llevan la di- 
rección, ó bien algún elemento extraño á lasunas y las otras. 
Por último, es de rigor que el riesgo se halle, á cargo de 
quien ha de reportar la utilidad económica de la producción, 
de quien ha de hacer suyos los beneficios líquidos que re- 
sulten de la venta de los productos, deducidos los gastos de 
adquisición y mantenimiento del material y retribución del 
trabajo. 

Estos tres elementos, unión de fuerzas productivas, di- 
rección de su actividad y responsabilidad del riesgo, cons- 
tituyen el concepto de la empresa que se ha definido “unión 
por cuenta y riesgo propio de fuerzas productivas para fines 
de producción, (1). El empresario es, por tanto, aquella per- 
Sonalidad individual ó social que, asumiendo toda responsa- 
bilidad en un ejercicio, reune las fuerzas necesarias y las 
dirige á los fines que se propone, para apropiarse el lucro 
consiguiente. 

Unas veces ocurre que el empresario asume y ejerce las 
tres funciones que hemos determinado; pero otras se des- 
Poja de las dos últimas, es decir, de la unión y dirección de 
las fuerzas necesarias, encomendándolas á representantes 
suyos ó funcionarios retribuidos, que son, aunque bajo espe- 
cial categoría, trabajadores que cooperan á la producción, 
y reservándose exclusivamente la responsabilidad del ries- 
80, que es la inalienable del empresario, y que constituye su 
Característica, por cuanto responde directamente á la idea 
de adquisición del beneficio líquido, que no se determina 
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mientras no se deducen del total producto el capital inver- 
tido, los salarios pagados y los riesgos soportados por la 
empresa. 

La gran industria de nuestros días se constituye de una 
inmensa reunión de estas entidades, que pueden revestir el 
caracterindividual ó social, según que el empresario sea una 
sola persona ó una sociedad industrial ó mercantil constitui- 
da en cualquiera de las formas jurídicas: colectiva, coman- 
ditaria ó anónima; que, sobre todo en esta última, reunen in- 
gentes capitales para promover el colosal desarrollo de la 
industria que caracteriza hoy á los paises más poderosos, 
en los cuales, además, se reunen las empresas de cada ramo 
de producción en aquellas vastas federaciones que se lla- 
man Cartels, y en aquella especie de Estados federales que 
reciben el nombre de Trusts, y que aparecen como la cubi- 
cación del anonimato, amenazando aniquilar todo intento 
industrial que no se mueva dentro de su esfera, y dando la 
razón á los sociólogos que han distinguido por su caracter 
industrial, y dado este calificativo á la época en que vi- 
vimos. 

En ambas formas de producción; en la pequeña y en la 
grande industria, en tanto que en una y otra (si aquella no 
se limita á la creación individual de las utilidades que cada 
uno necesita para su consumo) existe cooperación de fuer- 
zas productivas que es preciso reunir y armonizar, y riesgo 
consiguiente; surge la idea de empresa, hay un empresario; 
y por eso seha dado á aquella palabra dos sentidos: uno lato” 
que se traduce en todo empeño de producción en que inter, 
vienen y colaboran diferentes personalidades; y otro más 
propiamente técnico y estricto, que se caracteriza, según el 
economista Kleinwachter por el ejercicio más ó menos pro- 
longado, porque sus productos se destinan al cambio y no 
al consumo inmediato, y en su forma perfecta, porque el 
productor no espera los encargos para determinar la canti- 
dad y calidad de géneros que ha de producir, sino que los 
tiene de antemano preparados para la venta. 

Pero dejando estas disquisiciones á la pura ciencia eco- 
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nómica, á nosotros corresponde solamente observar en es- 
tos estudios, encaminados á poner los fundamentos de la teo- 
ría jurídica en los Accidentes del trabajo, que en el lengua- 
je corriente de la vida, al menos entre nosotros, no suele 
llamarse empresa á todo ejercicio de producción, ni basta 
para ello que este se prolongue por algún tiempo, ni que se 
reunan fuerzas, ni aún que exista un riesgo á cargo del pro- 
pietario de la obra ó de quien la dirige; porque, al fin y al 
cabo, todos estos elementos han existido siempre allí donde 
para un trabajo más ó menos prolongado, alguna persona 
utiliza los servicios de otra ú otras. 

Sin negar á todo esto el carácter genérico de empresa 
tal como la ciencia económica la concibe; es lo cierto é in- 
negable que en el mundo industrial no hay quien no distin- 
ga aquella forma de reunir fuerzas y utilizar servicios age- 
nos que se realiza mediante particulares contratos de quien 
necesita los servicios con aquel ó aquellos que han de pres- 
társelos; de aquella otra más sistemática y perfecta, y más 
adecuada á las condiciones de trabajo en las grandes fábri- 
cas y construcciones, queconsisteen una prévia organización 
de toda la técnica del trabajo con sus internas divisiones y 
especificación de ramos, establecimiento de condiciones fijas 
para el ingreso en los talleres, regulación del salario, de las 
horas del trabajo y demás comprendidas en una reglamenta- 
ción detallada, admisión de obreros sin contrato especialcon 
cada uno, sino mediante la sumisión á las condiciones re- 
glamentarias, todo ello establecido sobre la base de una sé- 
rie de cálculos hechos con arreglo á la técnica administra- 
tiva, por la dirección de lus obras, sugetos á comprobación 
en cada ejercicio anual ó temporal; en una palabra, la for- 
ma que constituye por su organización una especie de Esta- 
do del trabajo, no sugeto á variaciones determinadas á cada 
momento por las circunstancias, y con las ventajas y econo- 
mías que supone una perfecta administración.Este es el con- 
cepto específico y lo que generalmente se entiende por em- 
presa de producción. 

Y que no es indiferente esta distinción de sistemas para 
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el cambio de actividad humana por el valor social que re- 
presenta, hemos de verlo comprobado cuando al estudiar la 
reglamentación de los accidentes del trabajo nos encontre- 
mos con dificultades técnicas, que sólo podrán tener solu- 
ción adecuada merced á esta diferenciación de formas in- 
dustriales. 

La cual, además, viene comprobada por la evolución his- 
tórica de las legislaciones en lo que á estos ramos de la ac- 
tividad humana hace referencia. Porque si vemos que la pri- 
mera forma de cambio de trabajo, es decir, aquella que se 
verifica mediante un contrato particular repetido por el pro- 
pietario de la obra con cada uno de los trabajadores que le 
auxilian, corresponde á la pequeña industria, especialmente 
desde que rotas las antiguas trabas se proclamó la libertad 
del trabajo; vemos también que á las necesidades jurídicas 
de esta manifestación industrial eran suficientes las reglas 
generales de la contratación, y por eso cuando se formaron 
los Códigos civiles, precisamente en dicha época, contuvie- 
ron muy escasas reglas para el contrato de trabajo, referi- 
das, por lo general, á uno de los antiguos contratos consen- 
suales conocidos desde el Derecho romano: la locación de 
Servicios. 

Por lo demás, dichos Códigos consideraron suficiente 
garantizar la libertad de contratación, refiriendo todo aque- 
llo que toca á las consecuencias dañosas de los accidentes 
ocasionados en el trabajo á la teoría y reglas generales de 
la prestación de las culpas, confiando á la jurisprudencia de 
los Tribunales su desorrollo en este punto. 

Y en realidad no era precisa otra cosa en aquel sistema 
de contratación del trabajo; así como hemos de ver que sub- 
sistiendo hoy día y en gran escala en muchas regiones, es- 
pecialmente de nuestra patria, esta misma forma de mani- 
festación de pequeña industria, es uno de los mayores de- 
fectos de nuestra novísima legislación social el de no pres- 
tar atención á la gran diferencia que separa la pequeña de 
la gran industria coexistentes en un mismo territorio, y por 
lo tanto pretender que se sometan á las reglas dictadas en 
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vista de las necesidades y progresos de los tiempos para or- 
denar esta última, aquellas numerosas y frecuentes mani- 
festaciones de la primera que por todas partes hacen oir 
sus fundadísimas quejas, cuando se pretende, por ejemplo, 
que sus accidentes queden en absoluto sometidos á la Ley 
de 30 de Enero de 1900. 

Por el contrario, desde que allá antes de mediar el siglo 
pasado hizo su aparición en los pueblos cultos el colosal mo- 
vimiento de la grande industria; la falta de una legislación 
adecuada para regular la vida de las empresas, se manifes- 
tó en tres maneras bien significativas, á saber: 1.2 La crítica 
que el ilustre Rossi y otros eminentes pensadores iniciaron 
contra la extructura y el contenido de los Códigos civiles en 
el sentido de no ser suficientes para las necesidades nuevas 
y para moderar y dirigir el desbordante desarrollo que se 
iniciaba en la vida económica. 2. La fecunda actividad con 
que los representantes de las ciencias económicas y socia- 
les se consagraron á investigar las nuevas formas de orga- 
nización que á la Sociedad humana correspondían en vista 
de las poderosas manifestaciones de la industria que ame- 
nazaba desde entonces dirigir con su empuje soberano to- 
dos los movimientos de la vida, dejando atrás á la política, 
la diplomacia y otras fuerzas de esta indole que hasta enton- 
ces habían monopolizado la dirección de las naciones. En- 
tonces fué también cuando sociólogos y economistas, pues- 
tos sus ojos en lo porvenir, comenzaron á dejar rezagados á 
los juristas que continuaban trabajando sobre el texto ar- 
caico de los Códigos, y pretendiendo sacar de allí, con el 
solo auxilio de la interpretación, reglas directoras de las 
necesidades nuevas; labor infructuosa que solo dió por re- 
sultado el convencimiento de la caducidad de aquellos orga- 
nismos. 3.? El caracter de rivalidad que entonces se mani- 
fiesta más que nunca visible entre los dos ramos del Derecho 
privado: civil y mercantil, con pujante preponderancia de 
este último, precisamente por ser el que comenzó á dar ca- 
bida á las nuevas disposiciones originadas por las necesida- 
des también nuevas de la industria; las que se refieren á la 
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organización de las empresas, al contrato de sociedad en 
sus diversas formas, «al de transporte con sus poderosísimos 
medios, etc. etc.; todo lo cual el Derecho Civil rechazaba de 
sus dominios, dando lugar á la formación de aquella famosa 
teoría de la independencia y sustantividad del mercantil 
que estuvo tan en boga hace algunos años, si bien última- 
mente ha recibido los más rudos ataques de algunos de los 
mismos mercantilistas, como por ejemplo Vivante. Teoría 
y separación que contribuyó no poco á fomentar aquel ca- 
racter inhumano que tantas veces hemos notado en el indivi- 
dualismo económico, por cuanto creaba un derecho distinto 
é independiente para el capital y sus manifestaciones, sin 
consideración alguna á la personalidad; y en tal sentido fo- 
mentaba y desarrollaba aquel, prescindiendo de esta por 
completo. 

Pero tal evolución ha sido necesaria, dado el invencible 
apego de los Códigos civiles y de los representantes de este 
derecho á la indomable tradición en la que se alimentó per- 
petuamente su cultura; porque los nuevos desarrollos indus- 
triales no podían permanecer así comprimidos en aquellos 
moldes estrechísimos. 

Por esto, la legislación social contemporánea, que se 
mueve en una esfera independiente de los Códigos civiles y 
los de Comercio, viene á resolver armónicamente el conflic- 
to que este dualismo determinara entre las exigencias de 
los dos factores de la grande industria: la personalidad y el 
capital; y por otra parte, acercándose más al contenido de 
los primeros que de los segundos, por cuanto mira con pre- 
ferencia al mejoramiento de la vida y condiciones persona- 
les del trabajador, viene á crear un nuevo espíritu y un nue- 
vo ambiente para el Derecho Civil, que cuando llegue á su 
completa sistematización bajo el influjo de los nuevos idea- 
les, podrá regular armónicamente toda manifestación de la 
actividad humana y revestirá el caracter contemporáneo 
que hoy le falta por completo. 

Todo lo cual demuestra hasta la evidencia que mientras 


subsistan ambas formas de producción industrial, es necesa. 
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rio que las leyes se inspiren en las condiciones económicas 
de una y otra, sin olvidar las necesidades y exigencias de 
la pequeña industria porque haya llegado la época de legis- 
lar para la grande; y sin pretender tampoco que esta última 
se atempere á las fórmulas que desde remotos tiempos vie- 
nen rigiendo la vida y el desarrollo de la primera. 
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CAPÍTULO III 
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SISTEMA ORGÁNICO DEL DERECHO REFERENTE 
. AL TRABAJO 


Una de las primeras consecuencias del reconocimiento 
del valor sustantivo de cualquiera institución social es la de 
que el Derecho venga á garantizar con su sanción sobera- 
na las condiciones de existencia y desarrollo que necesita 
para cumplir su destino. Esto ha ocurrido en todo tiempo 
con cada una de las que sucesivamente fueron apareciendo 
según las variadas exigencias de la evolución humana. Per- 
sonalidad individual, familia, municipio, nación, propiedad, 
comercio, producción intelectual: todas en una palabra, las 
instituciones sustantivas, las realidades orgánicas de que se 
compone y en que se manifiesta la vida humana, tienen su 
consagración jurídica, y en ella las normas de su desenvol- 
vimiento y de sus recíprocas relaciones. 

El trabajo humano, la actividad en la actuación de su 
ejercicio, no fué reconocida hasta los últimos tiempos como 
una realidad independiente y definida con caracteres pro- 
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pios y sustantividad suficiente para servir de base á una 
¿institución de derecho. 

Bien sea porque se considerase suficiente consagrar la 
posibilidad y la aptitud para el trabajo en el sentido de ca- 
pacidad jurídica, y desde este punto de vista las leyes re- 
conocieron el derecho de trabajar. como una de las faculta- 
des integrantes de la libertad política y civil de la persona; 
bien porque, dividida la sociedad en dos clases, una que tra- 
baja y otra que huelga, y monopolizando esta última la di- 
rección legislativa de los pueblos, preocúpase más de asegu- 
rar y garantir la posesión de las riquezas acumuladas, que 
de organizar la labor que las produce, en la seguridad de 
que otra ley suprema, la de la necesidad, asegura para 
siempre la producción misma; bien, porque estando, en los 
tiempos primitivos y aun en aquellos en que se formaron las 
legislaciones que fueron modelo de nuestros Códigos, con- 
fiado el trabajo á los esclavos, —hombres á quienes no se re- 
conoció la personalidad y que por lo mismo se hallaban 
como tales hombres fuera de los dominios de la ley,—la cris- 
talización de aquellas instituciones á través de una tradi- 
ción perseverante que llega hasta nuestros días, determinó 
el fenómeno de que, si bien por cumplir con exigencias de 
caracter moral y religioso se borró de los Códigos la pala- 
cra “esclavitud, y se reconoció la personalidad á todo hom- 
bre, el fondo de las cosas permaneció lo mismo, y el antiguo 
esclavo convertido en trabajador libre, continuó tan desam- 
parado en sus derechos, y en la práctica tan desnudo de pro- 
tección como cuando ninguno se le reconocía, porque á la 
par de aquella personalidad abstracta, no se determinaron 
en la ley las condiciones de la efectividad de su contenido, 
ya que evidentemente no podían ser bastantes las que ga- 
rantizaban el derecho de la clase capitalista, porque la mis- 
ma posesión de los bienes suministraba á esta última los 
medios de vida de que carecía el proletariado: es lo induda- 
ble que por cualquiera de estas causas Ó por todas ellas jun- 
tas, el trabajo ha carecido de protección jurídica eficaz y 
como consecuencia de ello el trabajador, que solo por su 
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obra fué tenido en cuenta, ostentó durante muchos siglos 
una personalidad irrisoria é insuficiente para mejorar su 
condición social, que continuó humillada y desprovista del 
sustento físico y moral que mediante su emancipación se le 
prometiera. 

Hay más aún. Verdaderamente nadie podrá considerar 
como una paradoja la afirmación que puede hacerse, en 
vista de las condiciones depresivas á que fué sometido el 
trabajo en los últimos periodos de la evolución capitalista 
(condiciones que dieron ocasión á la moderna literatura para 
trazar escenas de sombrío color y lúgubre dantesco natu- 
ralismo), á saber: que el proletariado de los actuales tiem- 
pos ha padecido más rigurosa suerte que la esclavitud y ser- 
vidumbre antiguas. 

Porque la característica diferencial del régimen de la es- 
clavitud comparado con el proletariado moderno, en lo que 
se refiere á la consideración personal del hombre, está á mi 
juicio en que para el esclavo redundaba en una ventaja el 
hecho de constituir una cosa, que formaba parte del patri- 
monto de su señor, y así como un porción integrante de su 
capital, del mismo modo que la tierra que cultivaba y el ga- 
nado de que se servía. En tal sentido el esclavo tenía en sí 
mismo un valor, no personal, sino económico, no para sí 
mismo, sino para el dueño, valor que obligaba á éste á po- 
ner todo su cuidado en conservarle, y de ahí, que cualesquie- 
ra que fuesen las circunstancias, ya se utilizase Óó no por el 
momento su fuerza productora, el dueño, por su propio in- 
terés personal, se veía precisado á suministrarle los medios 
necesarios para su vida y para su reproducción, en cuanto 
ésta, como la de los animales domésticos, aumentaba tam- 
bién el caudal económico del propietario; circunstancias de 
las cuales el esclavo sacaba la ventaja de tener siempre y 
en todo evento asegurada su subsistencia. 

El obrero moderno, por el contrario, á cambio de una li- 
bertad y de una personalidad irrisorias,—por cuanto se ha- 
llan desprovistas de contenido real y son tan solo nombres 
vanos escritos en una Constitución ó en un Código,—ha per- 
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dido aquella seguridad de la propia subsistencia, y aun de la 
de su familia, que el interés del señor garantizaba al escla- 
vo. Para el obrero asalariado no existe vínculo alguno que 
le una al capitalista, sino el formado por su contrato de tra- 
bajo; y en tal situación el capitalista permanece indiferen- 
te ante los dolores físicos y morales del obrero, porque está 
seguro de que las bajas que la necesidad no satisfecha oca- 
sione en la población trabajadora serán inmediatamente 
suplidas, con la avidez del hambre, por nuevos séres que se 
apresurarán á solicitar el puesto de la víctima. 

Sufrimientos de los que ni siquiera tiene conocimiento el 
capitalista, porque una vez cumplido su contrato, prestadas 
por el trabajador las horas de trabajo á que se comprome- 
tiera y recibido su mísero jornal, ninguna relación subsiste 
entre uno y otro, ninguna pérdida material experimenta el 
primero con que el asalariado desaparezca del mundo de 
los vivos; el desamparo de una viuda y unos huerfanos le 
son indiferentes por que no hacen oscilar la balanza de sus 
especulaciones; y en tal sentido resulta con la evidencia de 
la luz meridiana que es mil veces preferible la condición 
del esclavo que en su consideración de cosa merece de su 
dueño aquella especial custodia, que á veces se confunde 
con el cariño, que profesamos á los objetos de nuestro uso 
constante, cuando no una consideración superior, como la 
que la Historia registra en mil ejemplos en los que el señor 
distinguiera con su amistad y colmara de beneficios al 
esclavo. 

Resulta de todo lo dicho que la decantada personalidad 
y libertad reconocida por las modernas leyes al trabajador, 
háse convertido por obra de mil complicadas causas que 
subsisten en la organización económica capitalista, en una 
cruel ironía, que trae á la memoria aquellas palabras que 
Adam Muller pone en boca del obrero: “Que yo me venda 
de una vez para siempre ó que me venda una vez cada día 
¡qué importa! Antiguamente el amo se apropiaba mi cuer- 
po; pero también se encargaba de mi sustento. Hoy se toma 
de mi sér lo esencial, la fuerza; y se deja como por escarnio 
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á mi libre disposición el resto de una osamenta completa- 
mente inútil,, (1). 

Aquella frase de Guianturco: “la solución del problema 
social está casi toda en el Código Civil, que se hizo famosíÍ- 
sima precisamente por ser la fórmula feliz de un pensa- 
miento que muchos años antes de pronunciada bullía en la 
mente de los más egrégios pensadores, determina la etapa 
de una nueva evolución jurídica, en que las monstruosida- 
des del prolongado régimen de esclavitud efectiva están 
llamadas á desaparecer. 

No podemos entrar ahora en un detenido análisis de las 
señales de los tiempos que anuncian el más ó menos próxi- 
mo advenimiento de esas modernas y fecundísimas concep- 
ciones que han de informar la futura legislación en su inte- 
gridad, así como al presente van elaborando poco á poco 
interesantísimos fragmentos de la misma. Ahí están para 
comprobar su existencia los valiosísimos escritos de esa 
pléyade de escritores ilustres, ingleses y americanos, fran- 
ceses, alemanes, italianos y rusos y alguno que otro compa- 
triota nuestro, que hace un cuarto de siglo trabajan para re- 
novar los fundamentos del organismo social y romper la con- 
sistencia de las tradiciones cuya diamantina cristalización, 
mantenida por los juristas, es el mayor obstáculo á la mar- 
cha triunfante del progreso. 

Hemos de concretar, en este punto, nuestras observacio- 
nes á la concepción orgánica del trabajo que debe sustituir, 
en el conjunto del moderno Derecho, á las vetustísimas re- 
glas que encadenaban esta suprema manifestación de la per- 
sonalidad humana. . 

El trabajo es en los Códigos civiles una mercancía que 
se vende, una cosa que se arrienda, una aportación que ha- 
cen determinadas personas á las sociedades de carácter 
económico de que vienen á formar parte. En cualquiera de 


(1) Citado por Meyer en su obra Principios fundamentales de la 
Sociología cristiana. 
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las tres formas es el objeto de un contrato; y como los con- 
tratos y las obligaciones que de ellos se derivan, tienen en 
aquellos Códigos una disciplina general que se refiere en 
formas abstractas á todos y á cada uno de los objetos posi- 
bles de la relación, el trabajo viene comprendido en aque- 
llas reglas como cualquiera de las otras cosas que del mis- 
mo modo pueden constituirse en elementos objetivos; y por 
consiguiente, á las doctrinas generales de la compra-venta, 
de la sociedad y del arrendamiento—con algunas pocas es- 
peciales consagradas, como variedad en este último, por 
las particulares modalidades que ofrece la obra y el servt- 
cio considerados como objeto de locición—hay que acudir 
en los Códigos para ordenar en la vida todo el sistema jurí- 
dico del trabajo. 

La relación, por consiguiente, que une á la persona que 
presta su trabajo con aquella que recibe la utilidad del mis- 
mo, aunque sean miembros de una sociedad de fin económi- 
co, es relación puramente contractual. El contrato la en- 
gendra y la extinción de las obligaciones que de él dimanan 
pone término á la misma. No hay en dicha relación otros 
«spectos que los que determina el mismo contrato gene- 
rador. 

Pero ¿acaso es ésta una organización perfecta del tra- 
bajo? 

Hubo un tiempo en que la influencia de ciertas doctrinas 
filosóficas, —aquellas queengendraron enlo político laescue- 
la liberal individualista y en lo económico la del larssed fai- 
re y más tarde la Manchesteriana, las que dieron origen á 
la concepción de aquel Derecho natural dominante en todo 
el siglo xvi, y que tuvieron su expresión suprema en el 
contrato social de Rousseau; —explicaba aquella caracterís- 
tica diferencial que observó Sumner Maine entre las socie. 
dades antiguas y las modernas, por la cual, todo lo que en 
aquellas era resultado de una imposición fatal de las cir- 
cunstancias del medio, en estas es producto de la voluntad 
individual manifestada por medio de los contratos. “La So- 
ciedad actual se distingue de las antiguas principalmente 
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por el lugar que ocupa en ella el contrato,,, dice este gran 
escritor. 

Toda una Sociología, aun no conocida con este nombre, 
y toda una Filosofía del Derecho se levantó sobre la base 
de aquella concepción (1). El contrato como fórmula supre- 
ma de la libertad se puso como base de todas las institucio- 
nes y fué la norma fundamental de los Códigos civiles. Na- 
da se sustrajo á su dominio: la misma constitución de la 
familia y el matrimonio se sometió á sus normas soberanas. 
Por eso ha dicho el escritor italiano Fragapane, colocado 
en el punto de vista de esta doctrina, que “toda la dinámica 
social no se explica de otro modo que por un sistema de 
causas contractuales (2). 

Por esto mismo, si relaciones de caracter tan esencial- 
mente orgánico y de tan espontánea formación como la fa- 
mili:r y la nacional no pudieron sustraerse al imperio de 
aquella concepción dominante. ¿Cómo sustraer á su esfera 
aquella otra relación en que se concreta el cambio de ser- 
vicios y la prestación del trabajo? 

Mas tarde se fué notando poco á poco el absurdo de so- 
meter en absoluto á tan estrecho criterio determinadas rea- 
lidades de la vida que trascienden de la esfera limitadísima 
de la determinación individual. La escuela histórica sustra- 
jo los organismos políticos del dominio del contrato, demos- 
trando su formación esencialmente natural. La familia lle- 
gó también á emanciparse por obra de los Sociólogos que 
demostraron que no cabe en tan estrechos límites. Queda 
tan solo el trabajo que lucha por su emancipación en la ac- 
tualidad. 

Y es que en el periodo de formación de los Códigos civi- 
les inspirados en aquel Derecho Natural que fué la obra 
del individualismo, se procedió á partir de una noción del 
contrato tan abstracta como lo fueron las de la libertad, de 


(1) Véase Fouillee en su obra La ciencia social contemporánea. 
(2) Fragapane. Contrattualismo ¿ Soctologta contemporánea. 
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la igualdad y de todos principios fundamentales de la Es- 
cuela. Todo se fundó en el aire, sin atender al especial con- 
tenido de cada institución y de cada concepto. Fué aquella 
una revolución eminentemente idealista, que trazó un plano 
del mundo social, sin atender á las realidades de la vida y 
sí tan solo á las exigencias de ciertas entelequias elabora- 
das en el solitario cerebro de los pensadores. 

Díijose pues que la libertad natural exigía que toda rela- 
ción humana se determinase espontáneamente por el indiví- 
duo mediante contrato; y de «aquí se pasó á fijar las reglas 
bajo las cuales había de manifestarse la voluntad contrac- 
tual y los efectos de esta manifestación. Las instituciones 
jurídicas no tuvieron otro contenido, en suma, que el que 
quiso darles la libre determinación del indivíduo. 

Contra esta concepción levantóse á impulsos de la nueva 
filosofía jurídica inspirada en el atento estudio de los orga- 
nismos sociales, la protesta, que después de sustraer á la 
influencia del contrato la formación de las sociedades polí- 
ticas, vino á concretarse, por lo que se refiere al Derecho 
privado, en la destrucción del concepto puramente contrac- 
tual del matrimonio y la familia. 

Así dice Cimbali: “El carácter de contrato en el matri- 
monio que es una forma libre porque depende del consen- 
timiento espontáneo de los esposos en lo que se refiere á su 
constitución, no significa que sea arbitrario también su 
contenido... Son libres las determinaciones; más no las con- 
diciones y los efectos del matrimonio, en el sentido de que 
éste puede ó no contraerse desde el punto de vista del indi- 
víduo, pero socialmente debe constituirse por necesidad, 
por estar destinado á la conservación de la especie humana. 
Y constituyéndose así, no puede someterse á condiciones, 
ni hacerle servir á fines distintos de los que están esencial - 
mente preordenados en la naturaleza de las cosas. El matri- 
monio, pues, si es una convención individual, si se tiene en 
cuenta la causa libre de que dimana, constituye á la vez una 
verdadera y propia función social; en cuanto que las volun- 
tades concordantes de los esposos en el acto en que se de- 
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terminan para cumplir sus fines personales, sirven al mismo 
tiempo para realizar conscientemente una imperiosa necesi- 
dad y concurren á satisfacer un altísimo interés social. La 
idea de contrato no contradice á dicha función así como la 
idea de libertad no contradice á la de necesidad. Estos 
términos que fueron algún día extremos opuestos por antí- 
tesis irreductible, fueron poco á poco mediante la labor 
esencialmente organizadora y especificadora de la civiliza- 
ción, reconciliándose de un modo maravilloso hasta el pun-. 
to de suponerse é integrarse recíprocamente, (1). 

Pues esta evolución que se ha efectuado para el matri- 
monio, porque los Códigos civiles ya no incluyen en el as- 
pecto contractual del mismo sino aquello que se refiere al 
régimen económico de la familia; es necesaria y se impone 
también para el trabajo, por cuanto iguales ó muy semejan- 
tes consideraciones pueden ser aplicadas á esta última ins- 
titución jurídico-social. 

El trabajo es también obra libre de la espontaneidad hu- 
mana, pero es una función socialmente necesaria, por cuan- 
to si el matrimonio se encamina á la reproducción, el traba- 
jo es indispensable para el sustento de la especie. 

De la misma manera hay que afirmar que si la libre de- 
terminación individual puede crear un vínculo ó relación 
que tenga por objeto el trabajo; en cambio es imposible de- 
jar el contenido y efectos de la misma á la arbitrariedad de 
las partes contratantes, porque también aquí como en el ma- 
trimonio hay esenciales elementos de un orden más alto y 
que se sustraen al dominio de la libertad individual, que de- 
ben quedar incólumes en la relación en que el trabajo se de- 
termina. 

Hé aquí porque la aplicación del concepto jurídico del 
contrato, tiene naturales é imperiosas limitaciones en lo que 
se refiere á especiales aspectos de la vida que no pueden ser 
determinados por él en cuanto á su esencia, aunque puedan 
serlo en su aplicación ó concreción individuales. - 








(1) E. Cimbali. La nuova fase del Diritto civile, pag. 83. 
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Y es que aquella filosofía jurídica que puso el contrato 
como fundamento de toda realidad, no acertó á descubrir 
en la noción del contrato mismo las diferentes categorías en 
que puede manifestarse. 

Hay un contrato que es ley ó causa de las relaciones ju- 
rídicas que del mismo se derivan; de modo que la libre vo- 
luntad personal de los dos sugetos crea, no solo el vínculo 
que los une, sino también todos y cada uno de los efectos, 
todos los derechos y obligaciones, todas las modalidades 
que constituyen el contenido de la misma relación. Tales 
son los contratos que se refieren á los bienes patrimoniales, 
en los que impera sin límites la voluntad de los contratan- 
tes; y las disposiciones de la ley son exclusivamente suple- 
torias de aquella voluntad, en lo que omita establecer ex- 
presamente. 

Pero hay otra clase de contratos en los que la voluntad 
humana no puede ostentar el mismo imperio soberano. Es- 
tos no son causa sino tan solo condición de la actividad ju- 
rídica que mediante ellos se produce. Su contenido no está 
determinado por la libertad de las partes contratantes sino 
por aquellos postulados de la razón en vista de las exigen- 
cias del organismo social que imponen formas adecuadas á 
sus fines esenciales. De modo que aquí la voluntad del indi- 
víduo, si crea espontáneamente la relación en sí misma, no 
determina sus efectos, ni los derechos y obligaciones que 
de ella se derivan, sino que los acepta forzosamente, puesto 
que todos están predeterminados por la naturaleza de las 
cosas que se refleja en los dictados de la ley. El contrato 
aquí constituye pues una condición indispensable para que 
la relación esencial á que dan vida la ley y la naturaleza, se 
concrete y determine individualmente; pero no tiene otro 
alcance ni otra fecundidad. | 

En esta clase de contratos se hallan comprendidos todos 
los que hacen referencia á relaciones de carácter personal 
en que se hallan interesados los altos fines de la vida hu- 
mana. 

Dentro de esta categoría cabe aun distinguir dos varie- 
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dades: una en que la voluntad no tiene ni puede tener en 
absoluto más alcance que el ya referido de la concreción ó 
determinación individual del vínculo obligatorio; pero que 
en lo demás domina la ley con insustituible y soberano im- 
perio, por ser tan delicada la naturaleza de las relaciones 
que implica que no cabe exponerlas al riesgo de modifica- 
ciones hijas del error ó de la malicia del “ugeto que vengan 
á desnaturalizar directa ó indirectamente su propio con- 
tenido. A esta especie debemos referir el matrimonio, cuyas 
condiciones y efectos esenciales no admiten pacto ni modali- 
dad alguna que los altere. 

Pero hay dentro de aquella gran categoría del contrato- 
condición, otra variedad en la que cabe que, una vez esta- 
blecidos los efectos esenciales de la relación jurídica, aque- 
llos que imperiosamente reclama la naturaleza para su in- 
tegridad é ilesión absolutas; pueda determinarse la voluntad 
libre de las partes en algunas modalidades que no alteren 
aquel contenido esencial. A esta especie puede referirse el 
contrato de trabajo, en el sentido de que después de cum- 
plidos con la mayor exactitud totas las exigencias, respetos 
y atenciones que implica la condición personal del traba- 
jador, no hay obstáculo alguno racional á que la libertad 
pueda completar el contenido de la relación, en cuanto á los 
aspectos no previstos por la ley que el constante progreso 
de la industria ó los múltiples fines de cada parte contratan- 
te puedan originar. 

Síguese de todo esto que el trabajo debe constituir den- 
tro de la estructura de los Códigos civiles una gran /nsti- 
tución jurídica, en cuya organización fundamental se ha- 
brá de proceder desde la idea de aquellos dos grandes ór- 
denes de derechos: los que se refieren al ser, y los que se 
derivan de la actividad de la persona jurídica. Al sistema 
integral de estos últimos debe referirse toda la ordenación 
del Trabajo en sus variadísimas manifestaciones y catego- 
rías, estableciendo las condiciones de su prestación indivi- 
dual ó colectiva y las de la relación personal que se produce 
por el aprovechamiento de las utilidades que reporta el tra- 
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rable de esta relación, cabe después establecer ó permitir 
que se concrete individualmente mediante contrato, porque 
en éste jamás podrá el arbitrio personal traspasar aquellos 
límites impuestos por los supremos dictados de la ley que 
con anterioridad ha traducido en preceptos ineludibles las 
exigencias de la función social que el trabajo representa. 

Por eso no podemos conformarnos sin alguna reserva 
con la novísima tendencia que aspira á encerrar todo el des- 
arrollo legal de la Institución jurídica á que nos referimos, 
bajo el título de Contrato de Trabajo, que hoy ha venido á 
constituir uno de los más interesentes capítulos de la cien” 
cia jurídica y sociológica; antes bien, por virtud de las con- 
sideraciones que dejamos expuestas, creemos preferible se- 
falar esta parte integrante de la Legislación social, que 
constituye todo un sistema, con el nombre de Derecho refe- 
rente al Trabajo 6 Derecho del Trabajo, más adecuado 
para contener en toda su extensión aquel gran organismo 
institucional; y calificativo que no ofrece el riesgo de los 
equívocos conceptos á que puede dar lugar el uso del pri- 
mero de los referidos dictados. 

Teniendo en cuenta toda la doctrina que queda expues- 
ta, procedamos ahora al estudio de aquella parte de este 
Derecho del Trabajo, que apesar de que debiera ser con- 
siderada como el capítulo final de todo el sistema, era tan 
grande su importancia y tan inaplazable su aparición legis- 
lativa, que los Gabinetes y Parlamentos de los principales 
países cultos dieron principio á la gran etapa reformista, 
sancionando á la cabeza de toda la Legislación social las 
leyes que contienen aquella parte del Derecho obrero: las 
leyes de Accidentes del trabajo. ? 
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TEORIAS. —LEGISLACIONES EXTRANJERAS.— 
PRECEDENTES DE LA ESPAÑOLA 
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CAPITULO 1 


TEORIAS QUE FUNDAMENTAN LA LEGISLACIÓN SOBRE 
ACCIDENTES DEL TRABAJO 


Se ha dicho que á nuevas necesidades sociales correspon- 
den leyes también nuevas; y si fuera cierto lo que afirma 
Gabba cuando dice que “la legislación no es ni puede ser la 
explicación de un sistema, sino el fruto de la última actua- 
lidad, (1), tendríamos que convenir en que, dado el pensa- 
miento reinante, hijo de la experiencia, acerca de la inutili- 
dad de las reglas de los Códigos civiles para normalizar las 
relaciones de la vida económica moderna—pensamiento que 
viene concretándose desde que Rossi lanzara las primeras 
censuras, en tal sentido, sobre el contenido de aquellos, — 
era suficiente la necesidad sentida por todas partes de una 
providencia para el infortunio del obrero que sucumbe en 
la ruda lucha del trabajo, para que el legislador dentro de 
la corriente humanitaria que hoy domina, una vez reconoci- 
da aquella necesidad, se propusiera atenderla, y á este fin 


(1) B. Gabba. Trenta anni di legislazione sociale, pág. 31. 
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dictara las disposiciones conducentes á ello, sin necesidad 
de criterio científico determinado que le guiara en su em- 
presa. 

Pero no es este por lo general el proceso de formación 
de las modernas leyes. 

Especialmente respecto álas quese refieren á losacciden- 
tes del trabajo. hay un motivo particular para que no se pro- 
cediera con tal empirismo; y es, el caracter esencialmente 
técnico que revisten. Podrán existir otras también de carác- 
ter social, como las que se refieren al trabajo de las muje- 
res y niños, en que sean suficientes aquellas consideraciones 
de índole moral ó psicológica que demuestran su oportuni- 
dsd, para que el legislador se mueva á dictarlas y á vigilar 
su cumplimiento. Estas últimas, además, no pueden encon- 
trar tenaz resistencia en la opinión, que siempre se halla 
predispuestaá acogerlas consimpatía, sinnecesidad de gran- 
des esfuerzos de ingenio para fundamentarlas. A lo más, la 
sordidez del egoismo patronal podrá crear dificultades á su 
práctica sincera; pero nadie seatreve á combatirlas abierta- 
mente en el terreno de la teoría, sin exponerse á ser tacha- 
do de-una inhumanidad vergonzosa. 

No sucede lo mismo con las que regulan la responsabili- 
dad por accidentes del trabajo. Aquí luchan más visiblemen- 
te los dos intereses opuestos: de una parte el del patrono, 
que se encontraba muy bien hallado con las antiguas prác- 
tricas, conforme á las cuales, muy rara vez resultaba res- 
ponsable pecuniariamente de la desgracia del trabajador; y 
que además, haciéndose fuerte en la doctrina legal genera- 
lizada por todas partes, estimaba que después de haber 
cumplido con exactitud sus obligaciones contractuales, na- 
die podía exigirle otra cosa; y frente á este interés, el del 
obrero, que sometido por ley de la necesidad, á prestar to- 
das sus fuerzas de trabajo por un salario escasamente su- 
ficiente para cubrir sus habituales necesidades, hallábase 
reducido, en el caso de que una desgracia imprevista vinie- 
se á aumentualas, suprimiendo á la vez aquel menguudo re- 
curso, á la triste condición de mendigo, tan repugnante y 
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ofensiva para la dignidad del hombre que, por lo mismo que 
tributa sus esfuerzos musculares á la Sociedad, se conside- 
ra con derecho á que esta no le desampare cuando se le ha- 
ce imposible continuar ejercitando sus provechosas activi- 
dades. 

Además, si tenemos en cuenta la especialísima psicolo- 
gía creada por el espíritu de empresa, el aspecto mercantil 
de todos los negocios y la influencia inmoral del tipo jurfdi- 
co del diligente padre de familia; veremos como, en este 
punto, desaparece aquella especie de pudor, que, aunque 
farisaico en muchas ocasiones, no permitía manifestar una 
oposición directa á leyes sociales de otra índole, como las 
anteriormente mencionadas. ¿Quién se atreve á negar osa- 
damente que las condiciones fisiológicas y morales de la 
mujer y del niño, exigen una reglamentación especial de su 
trabajo? En cambio, dentro del ambiente formado por el pre- 
dominio de la mencionada psicología capitalista, á nadie 
asombra, antes bien, es frecuentísimo que todo el mundo 
procure asiduamente la integridad de sus ¿nmtereses, atento á 
la distinción entre lo mio y lo tuyo que caracteriza la con- 
cepción jurídica reinante, en virtud de la cual, la obligación 
más estricta del propietario, en su cualidad de tal, y como 
consecuencia, la del director de cualquiera empresa, es 
atender con la mayor vigilancia á que los derechos de esta 
no sufran detrimento alguno, á que el cálculo ó presupuesto 
de ingresos y ganancias resulte cubierto con exceso al final 
del ejercicio; á la cual preocupación exclusiva y absorbente 
es un obstáculo cualquier recuerdo de sus deberes morales 
y cualquier atenta mirada hacia los derechos de los demás. 

Dentro de esta concepción hállase cada hombre estimu- 
lado á procurar exclusivamente el fomento de lo suyo, y lo 
suyo es la propiedad, mirando siempre á multiplicarse y 
acrecentarse. Todo lo demás es impropio de la misión del 
empresario y del diligente padre de familia, el cual, hacien- 
do abstracción en este carácter, podrá consagrar, así como 
por ocio ó distracción algunos ratos de su vida, en el hogar, 
en el templo, en el museo artístico, en el paseo, en la junta 
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benéfica, á vivir vida humana, en la integridad de su com- 
pleja naturaleza; pero dentro de su habitual ocupación des- 
aparece el hombre, por lo menos en cuanto á sus cualidades 
morales, y queda solo el comerciante, atento exclusivamen- 
te al fin del lucro, sin otro vínculo que le ligue al alma de 
la especie. 

Á esta suprema aspiración de integridad capitalista se 
opone radicalmente el pensamiento de que el obrero em- 
pleado en una empresa de producción pueda tener otros de- 
rechos además del que le asiste á percibir el salario estipu- 
lado, y el patrono otras obligaciones para con él, que ven- 
gan á introducir alteración en el cálculo de sus utilidades, 
Y hé aquí por qué decíamos al principio que las leyes de ac- 
cidentes del trabajo necesitan vencer una doble resistencia: 
es decir, no ya tan solo la que se opone á su práctica since- 
ra, como á la de todas las demás favorables al obrero, sino 
también y principalmente la que, al final de su laboriosa ges- 
tación, había de tratar de impedir al alumbramiento de tan 
moralizadoras instituciones. 

Agréguese á esto, como ya queda apuntado el carácter 
técnico de estas leyes que se desenvuelven en una esfera 
estrictamente jurídica, lo que las diferencias de otras de ca- 
rácter social que carecen de antecedentes en aquel sentido. 
Las leyes de accidentes no señalan una orientación hacia 
nuevos conceptos del derecho que vengan á cambiar el as- 
pecto de la técnica jurídica. Se basan en los conceptos reil- 
nantes; y buscan dentro de ellos la integración de la perso- 
nalidad humana representada por el trabajador, es decir, 
que ni atacan el principio jurídico de la propiedad ni el eco- 
nómico que consagra, como factor importantísimo de la pro- 
ducción, el beneficio del empresario. Lo que pretenden, es 
que en el cálculo de este beneficio se tenga en cuenta un da- 
to de que anteriormente se prescindía con flagrante agravio 
de la dignidad humana, que también reclama garantías en 
la esfera del Derecho. 

Lo que caracterizaba las antiguas legislaciones en este 
punto no era, á nuestro juicio, una negación sistemática de 
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los derechos del trabajador, sino la falta de una protección 
intensa y de una sanción eficáz de los mismos, consecuen- 
cia de su olvido y menosprecio. 

No se trata, por tanto, de una creación, es más bien una 
reforma lo que se lleva á cabo con las leyes de accidentes. 
El proceso de su aparición no requiere una organización 
completamente nueva del trabajo, ni una alteración de las 
relaciones jurídicas que de él se derivan, sino tan solamen- 
te completar el inventario de los derechos que asisten á una 
de las partes. Y como estos derechos no han dejado de ser 
reconocidos en todo tiempo, si bien de una manera indirec- 
ta y en medio de mil imperfecciones técnicas, que en la prác- 
tica hacían ineficáz aquel reconocimiento, resulta que las 
modernas leyes de accidentes vienen por tales motivos á 
perfeccionar el antiguo derecho. Observando este mismo fe- 
nómeno, ha dicho el Sr. Azcárate: “Lo que ocurre es que 
por haber variado las condiciones del trabajo, se han pues- 
to de manifiesto males que antes pasaban inadvertidos, ó se 
han determinado relaciones sociales nuevas, que piden nue- 
vas reglas jurídicas ó un peculiar desarrollo de las antiguas. 
Antiguo es, por ejemplo, el principio, según el cual, los pa- 
tronos deben responder de los daños que por su culpa expe- 
rimenten los obreros; pero ¿cómo puede pretenderse que, 
siendo lo que hoy es la fabricación; baste para el caso con 
la doctrina de la Ley Aquilia ó de las Siete Partidas,, (1). 

Por eso mismo habremos de observar en toda la evolu- 
ción científica que viene preparando la formación de las no- 
vísimas leyes de Accidentes del trabajo, cómo se van esca- 
lonando las diversas teorías, á partir de la doctrina que ins- 
piró las soluciones de la antigua jurisprudencia en los casos 
aislados en que hubo de aplicar las leyes generales al hecho 
ocasional de algún infortunio de esta índole que diera lugar 
á reclamaciones por parte del obrero. 

Conducen estas consideraciones á demostrar que la apa- 
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(1) Azcárate Discurso leído en el Ateneo, en 1893, pág. 39, 
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rición de las novísimas leyes de accidentes del trabajo de- 
bía obedecer á un movimiento en la esfera de la doctrina y 
no podía ser inspirada exclusivamente en la tendencia hu- 
manitaria que caracteriza el conjunto de la legislación so- 
cial; y esto por las dos razones apuntadas; á saber: 1.* por- 
que la resistencia patronal únicamente podía ser vencida 
(tratándose como se trata de un proceso evolutivo y no re- 
volucionario) por la imposición de fundamentos científicos 
incontrovertibles. 2.? porque las transformaciones en la téc- 
nica que dichas leyes representan no era posible que logra- 
sen efectividad, venciendo la durísima consistencia de las 
prácticas tradicionales, si poderosos motivos de carácter 
científico, emanados de las entrañas mismas de la concep- 
ción jurídica reinante, no viniesen á determinar una necesi- 
dad ineludible de sustituir aquellas por otras más 'progre- 
sivas. 

Hé aquí porque la primer exigencia metódica de nuestro 
asunto es la exposición y crítica de las teorías que funda- 
mentan la legislación de accidentes del trabajo. 

No hay que buscar estas en el Derecho antiguo, ni tam- 
poco en el Revolucionario de los dos primeros tercios del 
pasado siglo. Entonces no había llegado á concretarse aun 
el problema de que aquí se trata, y las soluciones del caso 
aislado estaban referidas al dominio de los principios gene- 
rales. El alterum non ledere, como base capital de la res- 
ponsabilidad del daño causado, en abstracto, y para todas 
las manifestaciones de la vida, unido á las reglas de carac- 
ter penal y contractual para la llamada prestación del dolo 
y de la culpa, y la exención de aquella en todo daño origi- 
nado en la llamada fuerza mayor y caso fortuito: fueron 
durante muchos siglos los únicos preceptos reguladores de 
toda relación jurídica motivada en la lesión sufrida por al- 
guno en bienes ó derechos de cualquiera especie. 

La generalidad y falta de adecuación á la índole de cada 
fuente de lesiones hacfales casi siempre ineficaces, dada la 
habitual timidez de los administradores de justicia al uso, 
para la aplicación del Decrecho á los casos ño previstos 





— 173 — 


que no pueden menos de ser abundantísimos en aquella abso- 
luta falta de concreción. Por otra parte, el desarrollo legal 
más extenso de dichos preceptos manifiéstase siempre en la 
esfera del interés pecuniario, dejando en el más lamentable 
abandono los bienes y cualidades del hombre, integrantes 
de su personalidad, lo cual, unido al escaso aprecio que por 
mil variadas causas hicieron siempre de estos últimos las 
clases humildes en la esfera de las reivindicaciones jurídi- 
cas, hace que sea dificilísimo, al registrar las infinitas apli- 
caciones de aquellos principios que hicieran los Tribunales, 
hallar alguna que otra aislada referencia á las lesiones y 
agravios de índole personal, que la humanidad incesante- 
mente ha padecido en el ejercicio del trabajo. 

Era, al parecer, preciso llegar hasta el último tercio del 
pasado siglo, para que la humanidad en conjunto, y no en 
algún caso aislado y por excepción, se diese cuenta de que 
también los bienes personales, la vida y el honor, la integri- 
dad de nuestras facultades, las aptitudes para el trabajo, 
tienen su valor económico y gozan, como atributo propio, 
de aquella facultad de ilesión, que hasta ahora se consideró 
como privilegio de los bienes reales y de los valores pecu- 
niarios; era preciso llegar hasta dicho periodo de la histo- 
ria para que se comprendiese que aquellos bienes necesita- 
ban también la doble garantía que hasta entonces habían 
disfrutado los demás; es decir: antes de ser lesionados, la de 
las medidas preventivas que representa, en el orden que 
aquí estudiamos, todo lo que se refiere á la vigilancia, hi- 
giene, moralidad y seguridad del trabajo; y después de la 
lesión, aquellas otras, que no pueden llamarse propiamente 
represivas, porque no es completa la asimilación en este or- 
den; pero si reparadoras, que se refieren á la posible integra- 
ción jurídica de dichos bienes personales en la forma más 
adecuada á su carácter, y en último resultado, como suple- 
toria de todas ellas, en la indemnidación pecuniaria del va- 
lor económico, que desaparece con la lesión, mientras sub- 
sisten las necesidades ineludibles que con dicho valor se sa- 
tisfacían. | 
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Entonces hubo también de darse cuenta de que los prin- 
cipios generales antes aludidos, por su falta de concreción 
en orden á esta clase de bienes, y por su constante orienta- 
ción, determinada por obra de la jurisprudencia, hacia las 
aplicaciones de carácter contractual-económico; no basta- 
ban en manera alguna para satisfacer la necesidad nueva- 
mente sentida; y de aquí que, á partir de aquella época, se 
idearan las teorías que vamos á exponer, encaminadas: bien 
á dar elasticidad á las antiguas reglas para hacer encajar 
en ellas la indemnización del daño personal, ó bien á crear 
otras distintas en que la técnica pudiera desenvolverse con 
mayor holgura. 

Y fué precisamente la génesis de la moderna concepción 
del derecho referente á los accidentes del trabajo la que 
determinó esta doble corriente de las ideas jurídicas: en la 
jurisprudencia por un lado y por otro en la esfera de la 
doctrina. 

Si es cierto, según las investigaciones de Cogliolo (1), 
que sigue en este punto al maestro Sumner Maine, que los 
orígenes del Derecho positivo son las sentencias, cuya repe- 
tición crea la costumbre, y luego la Ley, podemos obser- 
var en los actuales tiempos un fenómeno que parece confir- 
mar aquel sentido de la evolución; y es que precisamente 
en este asunto de los accidentes del trabajo se manifiesta 
del modo más patente cómo la jurisprudencia viene prece- 
diendo, en los principales países, á la Ley, y contribuyendo 
á la preparación de esta, mediante la aplicación de las re- 
glas referentes á la indemnización de daños y perjuicios y 
prestación de las culpas en general, contenidas en los Có- 
digos civiles, á los variadísimos aspectos de la desgraciada 
fortuna en los riesgos de la moderna industria, aplicación 
de la que van emanando reglas positivas que al fin y al cabo 
terminan por constituir el fondo sustancial de la legislación 
novísima. 

Obsérvese, con efecto, como muy distinguidos escritores 


(1) Evolución del Derecho privado. Trad. esp. de Ureña, núm. 40. 
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de la vecina Francia han podido, aun antes de promulgada 
la ley de 9 de Abril de 1898, recogiendo el inmenso caudal 
de la jurisprudencia acumulada por los Tribunales en pocos 
años, formular un tratado general de la materia, cuyas prin- 
cipales conclusiones vino después á consagrar la ley men- 
cionada, que si bien se funda en una teoría más científica y 
completa que la que sirviera de base á la interpretación le- 
gal anterior, no obstante, confirma en mil aspectos las pru- 
dentes y acertadísimas soluciones cón que la sentencia judi- 
cial fué abriendo camino á la declaración solemne de la Ley, 
que sin tales inmediatos precedentes hubiera sido quizá más 
discutida y acaso calificada de audáz en muchos puntos im- 
portantes (1). 

Puedense clasificar en dos grupos las teorias que funda- 
mentan la doctrina legal de los accidentes del trabajo. En 
el primero se comprenden aquellas que son exclusivamente 
un desarrollo ó modificación de la general disciplina jurfdi- 
ca sobre daños y culpas. En el segundo las que parten de 
un nuevo punto de vista que origina la constitución orgáni- 
ca de la moderna industria. 

La característica diferencial de uno y otro grupo puede 
colocarse en que el primero busca la responsabilidad del 
accidente en consideraciones de caracter jurídico-moral, y 
la regula teniendo en cuenta el estado psíquico de las per- 
sonas, calificando su intención, buscando las raices dolosas 
ó culposas del daño acaecido, y poniendo en la reparación 
algo que signifique pena ó sanción de un hecho más ó me- 
nos injusto: mientras que las doctrinas pertenecientes al se- 
gundo de los grupos mencionados, miran al accidente en sí 
mismo, sin relación á sus causas, en cuanto estas pueden 
radicar en determinaciones personales, prescinden de toda 
idea de culpa, de todo estado anímico del sugeto, agente Ó 
paciente, y dan á la reparación un carácter de consecuencia 


(1) Véase el interesante título IV de la obra M. M André y Gui- 
bourg La Code ouvrier, que lleva por epígrafe Accidents du Travatl. 
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natural é ineludible del hecho, en sí mismo, ó de tutela ju- 
rídica que el Estado ejerce, y que la organización social de 


la industria impone, para la debida armonía de los elemen- 
tos que la integran. 

Al primer grupo corresponden: 1.* la doctrina tradicio- 
nal, que considera suficientes las disposiciones generales 
que regulan la responsabilidad civil emanada de la culpa 6 
negligencia. 2.” la teoría que pudiera llamarse de la culpa 
extra-contractual. 3.* la teoría llamada de la falta contrac 
tual. 4.2 la doctrina intermedia, que hace de la responsabi- 
lidad por accidentes una obligación legal y contractual al 
mismo tiempo. 5.” la que hace extensiva la responsa bilidad 
del patrono al caso fortuito y fuerza mayor, pero sin salir 
del punto de vista extrictamente jurídico y 6.” la doctrina 
que se inspira en el ¿deal ético de la conducta humana. 

En el segundo de los grupos mencionados, podemos in- 
cluir la teoría del r2esgo profesional y la de los seguros. 


TEORÍA DE LA CULPA EN GENERAL 


Según ella la cuestión de la responsabilidad civil por ac- 
cidentes del trabajo ofrece el mismo aspecto jurídico que 
cualquiera otra en que haya de aplicarse la doctrina legal 
de la culpa ó negligencia. Patrono y obrero son responsa- 
bles, tanto recíprocamente, como respecto á terceros, de 
los hechos culposos que ejecuten, donde quiera que se de- 
muestre la existencia de una acción ú omisión lesiva á los 
intereses agenos, en que intervenga la imprudencia de que 
habla el Código Penal ó la culpa ó negligencia á que el Có- 
digo Civil se refiere. Según esta doctrina la responsabilidad 
no va inherente á la calidad de patrono en ciertas circuns- 
tancias, ni es preciso para determinarla averiguar los tér- 
minos de su contrato, ni fijarse en la índole de sus parti- 
culares relaciones con el obrero. El hecho de su falta, y las 
condiciones normales de la responsabilidad del sujeto son 
suficientes para que se le impute y exija, del mismo modo 
que se le exigiría á otra cualquiera persona, y aun á él 


— 177 — 


mismo por hechos de diversa índole, no relacionados con el 
contrato de trabajo. De suerte que según esta doctrina la 
responsabilidad patronal es un caso comprendido en la nor- 
ma sistemática de todas las responsabilidades civiles ó pe- 
nales de aquellos hechos, y se rije por las reglas generales 
de la materia. 

En los paises de intensa cultura jurídico-social esta ve- 
tusta teoría hace ya muchos años que ha sido por completo 
abandonada, porque puédese afirmar que en ellos viene la 
jurisprudencia abriendo paso á las reformas legislativas. Pe- 
ro en España, donde puede asegurarse que la Ley de 30 de 
Enero de 1900, y las discusiones que motivó el proyecto 
de su introducción, fueron los primeros avisos de la existen- 
cia de modernas doctrinas, que vienen á fundamentar una 
reglamentación científica y autónoma de esta clase de rela- 
ciones, acontece que la escasífsima jurisprudencia que se 
registra acerca de la indemnización por accidentes del tra- 
bajo, antes de la vigencia de dicha Ley, venía inspirándose 
en la doctrina que aquí examinamos y que, más que una 
verdadera teoría, puede considerarse como una señal de la 
ausencia de toda idea acerca de la sustantividad del pro- 
blema. En dicha jurisprudencia española se puede observar 
además cómo el buen sentido de los Tribunales tenía que 
luchar con el inconveniente producido por la falta de cos- 
tumbre de acudir á ellos con reivindicaciones de esta índole; 
de donde resultaba que casi toda la doctrina procedente de 
la aplicación del Código Civil solucionaba cuestiones de ca- 
racter exclusivamente patrimonial ó pecuniario; pero era 
por demás escasa la que proveia á las deficiencias de la Ley 
en orden á los conflictos emanados de la lesión de los bienes 
personales. | 

No obstante lo cual, regístranse sentencias notables co- 
mo la de 14 de Diciembre de 1894, en la que el Tribunal Su- 
premo ha sabido deducir, con precisión lógica y lucidez de 
razonamientos, de los conocidísimos artículos del Código 
Civiltocantes á la culpa negligencia € indemnización, la doc- 
trina adecuada para que los uccidentes desgraciados del 
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trabajo no pudiesen considerarse desprovistos de toda tute- 
la y amparo por parte de los Tribunales. 


TEORÍA DE LA CULPA EXTRA-CONTRACTUAL 


En esta teoría, si bien en cierto modo puede considerar- 
se como un simple desarrollo de la anterior, se concreta ya 
más el punto de mira: se atiende exclusivamente á la situa- 
ción creada y relaciones surgidas entre el propietario y el 
trabajador como resultado de algún accidente desgraciado, 
considerando este accidente y sus consecuencias jurídicas 
como generador de la doctrina legal, que habría de aplicár- 
sele aunque no existiese préviamente aquella otra de carác- 
ter general á que antes nos hemos referido. 

Este punto de vista da origen á que la jurisprudencia se 
fije con mayor intensidad en las obligaciones que pueden 
derivarse para el patrono de la consumación de aquel he- 
cho, y á que trate de penetrar, para tales fines, en el alma 
del mismo, que desde luego y solo por tal cualidad, aparece 
comprometido en los resultados del accidente, debiendo ser 
objeto de un examen especial la cuestión de su culpabilidad 
Ó inocencia. 

De modo que aquí desaparece ya por de pronto aquella 
neutralidad ó indiferencia en que la ley se colocaba dentro 
de la anterior teorfa; y donde quiera que exista un acciden- 
te, empieza por fijarse en la persona del patrono y á dirigir 
sus investigaciones al móvil de su conducta, á la actitud en 
que le sorprendiera el hecho dañoso, á los antecedentes de 
su relación jurídica con el obrero perjudicado. 

Y ya dentro de este punto de vista se distinguen dos co- 
rrientes en la doctrina, representadas respectivamente por 
la teoría que estamos examinando, y por la que expondre- 
mos á continuación con el título de falta contractual: de 
modo que uno y otro sistema, bien puede decirse que tienen 
una característica común, que, por consistir en la referen- 
cia que ambos hacen á los motivos internos de la conducta 
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del patrono, podría justificar el intento de reunirlos bajo la 
común denominación de teorías de la culpa patronal. 

Pero lo que nos mueve á examinarlos separadamente pa- 
ra mayor claridad es la circustancia de constituir especial- 
mente el segundo de ellos una escuela de singularísimo re- 
lieve en la historia de la legislación de accidentes del tra- 
bajo; y la de poderse afirmar que, apesar de aquel carácter 
común, dicha teoría de la falta contractual marca un paso 
gigantesco hacia la sustantividad y autonomía de la insti- 
tución que estudiamos, la cual en la teoría de la culpa extra- 
contractual aun no se destaca con propios contornos del 
cuadro general de las instituciones jurídicas. — 

- Prosiguiendo, pues, el examen de esta última, vemos en 
primer término que, si no se atiende á los indicados matices, 
casi puede confundirse con la doctrina de aplicación pri- 
meramente examinada. Lo que las diferencia tan solo es 
cierta posición reflexiva de la teoría de la culpa extra-con- 
tractual, que desde luego se propone ya iniciar el movi- 
miento científico que había de dar origen á la ¿institución 
de que nos ocupamos. 

La de aplicación de la culpa en general se colocaba con 
indiferencia entre el patrono y el obrero para examinar en 
su conducta cual de los dos había sido el causante del daño, 
procediendo exactamente igual que en cualquier otra rela- 
ción jurídica. Las dos teorías que hemos llamado de la fal- 
ta patronal, una de las cuales es la que ahora analizamos, 
miran solo á la conducta del patrono para determinar si exis- 
te Ó no culpa ó imprudencia por su parte, considerando in- 
diferentes para estos efectos los móviles de la del obrero. 

Desde este punto de vista y con tal criterio la teoría de 
la culpa extra-contractual afirma quela responsabilidad del 
patrono deriva inmediatamente de la Ley, que debe ser re- 
gulada por las prescripciones referentes á la culpa aquilia- 
na, y que por lo mismo aquel debe prestar hasta la cul pa 
levísima de la clasificación escolástica, Ó sea en términos 
modernos, debe responder de toda culpa, de toda impru- 
dencia, de toda falta de diligencia, por lo mismo que se ha- 
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lla en relaciones de autoridad y dirección PESDEStO del ope- 
rario (1). 

Pero no llega más allá la teoría. Aunque colocada en el 
indicado punto de vista, necesita la existencia de una falta, 
por parte del patrono, para hallar responsabilidad en la le- 
sión. El patrono, dice Deffes, no es responsable de un acci- 
dente sino en tanto que este sea ocasionado por su falta; el 
obrero demandante debe suministrar la prueba de ella; en 
defecto de la cual prueba, el accidente se presume origina- 
do por caso fortuito y fuerza mayor, y la falta ó impruden- 
cia en el obrero; se trata entonces de un suceso desgraciado 
del cual, en justicia, nadie puede ser declarado AEDOp 
sable (2). 

Caracteriza, pues, este sistema, á diferencia del ante- 
riormente examinado, el dirigir exclusivamente sus mira- 
das al patrono, como director y vigilante de la obra, para 
examinar si ha incurrido en falta ó negligencia; pero una 
vez colocado en este punto de vista, aplica solamente las 
doctrinas generales del Código Civil, lo mismo á la medida 
de la responsabilidad que á la prueba del perjuicio y de la 





(1) Cavallaro Freni. La locasione di opere. Parte prima pág. 31. 
(2) Paul Deffés. De la responsabilite des patrons,dans les accidents 
dont les ouvriers sont victimes. Paris 1889, 

El Tribunal de apelación de Brescia en sentencia de 16 de Febrero 
de 1892, explicó también esta doctrina diciendo que el comitente 6 em- 
presario de un trabajo es responsable del accidente desgraciado de que 
sean víctima los operarios, cuando se pueda reconocer la causa en un 
defecto de vigilancia ó de capacidad técnica de la persona encargada 
por dicho empresario con aplicación de los artículos 1.151 y 1.153 del 
Código Civil; y que la obligación de impedir que la vida del obrero se 
exponga á un peligro en todo tiempo, es ineludible para el patrono, por 
aquel principio de razón natural, según el cual la inviolavilidad de la 
vida de un hombre es deber sagrado de todos, y el infringirle, así co- 
mo puede dar lugar á un proceso criminal, así ocasionará siempre una 
acción de caracter civil para la indemnización de daños y perjuicios,. 
(Jurisp. italiana. XLIV, 1,21, [177). Citado por Cavallaro-Freni-Obra 
cit. pag. 332. 

Otros varios autores profesaron esta teoría como Demolombe, Lau- 
rent, Dujardins, Planiol, Gillouard, etc., etc. 
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culpa patronal que debe suministrar el obrero. Serán de 
aplicar, por consiguiente, dentro de nuestro derecho y con- 
forme á esta teoría, los artículos 1.101, 1.103 al 1.107, los del 
capítulo 2.*, titulo XVI, libro cuarto, que regulan las obli- 
gaciones que nacen de culpa ó negligencia, y respecto de la 
prueba el 1.214. 

Diferénciase á su vez este sistema del que á continuación 
examinaremos, en que el primero de ellos no mira á la índo- 
le especial del contrato en que se da la relación derivada 
del accidente, sino que considera éste dentro de las doctri- 
nas generales establecidas con referencia á todo contrato 
y aun en todo hecho jurídico extra-contractual en que pro- 
ceda aplicar la teoría de la responsabilidad civil; mientras 
que el segundo la deriva de la especial naturaleza de la re- 
lación en que se colocan patrono y obrero en el contrato de 
trabajo, de suerte que, aunque no existiese una doctrina ge- 
neral de la responsabilidad civil, habría que suponer una 
especial implícita en las condiciones de dicho contrato. 

Por lo demás, hay quien para diferenciar estos dos sis- 
temas, denomina, como Stocquart (1), al primero, de la fal- 
ta delictiva, y al otro, de la falta estipulada ó paccionada: 
calificativos que á nuestro juicio no revisten la mayor pro- 
piedad y pueden inducir á inexactitud técnica de concepto, 
por cuanto el primero implica la existencia de cierta res- 
ponsabilidad de carácter penal en su origen, y de la que lue- 
go viene derivada la civil consiguiente á todo delito ó con- 
travención, á la manera que determinan los artículos 18 y 
siguientes y especifican el 121 y concordantes del Código 
Penal;—circunstancia que nadie jamás ha considerado nece- 
saria para determinar la responsabilidad patronal de que 
aquí se trata; sin que esto sea negar que también la impli- 
can el delito y la culpa en la medida de la ley penal; —y á su 
vez el segundo de los mencionados títulos parece que en- 
vuelve la necesidad de una estipulación especial que haya 


(1) Stocquar. Contrato de trabajo. Trad. esp. de C. Bayo, pág. 95. 
Cavallaro-Freni, obra cit, 333. 
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de agregarse al contrato de trabajo para regular las conse- 
cuencias de la falta de cumplimiento de determinadas cláu- 
sulas de este, lo que tampoco representa con exactitud el 
concepto, puesto que la responsabilidad patronal de que se 
trata es rigurosamente legal y presuntiva. 

Motivos por los cuales estimamos más adecuado el cali- 
ficativo que dan la generalidad de los autores á dicho se- 
gundo sistema de los dos en que hemos visto subdividirse 
el de la culpa del patrono, sin que dentro de la doctrina reil- 
nante hayamos visto esta sub-clasificación por nosotros es- 
tablecida, porque los escritores suelen confundir la teoría 
que acabamos de examinar, con la que primeramente había- 
mos expuesto, con el nombre común de doctrina de la cul- 
pa ó negligencia. 


TEORÍA DE LA FALTA CONTRACTUAL 


Adoptamos este nombre, pero con una prévia salvedad. 
Chironi con todos los civilistas y romanistas que se consa- 
graron al estudio de la teoría jurídico-civil de las culpas, las 
clasificaron también en contractuales y extra-contractuales 
ó aquilianas; y tales son los títulos de sendos libros que el 
mencionado autor les consagra. La culpa contractual es en 
esta acepción un sistema de doctrina de carácter general 
con aplicación á toda especie de contratos de cuyo total 6 
parcial incumplimiento aquella puede derivarse. La culpa 
contractual en nuestra institución jurídico-social noes, como 
á primera vista pudiera creerse, la singular aplicación de 
dicho general sistema á este particular contrato que se lla- 
ma de trabajo, como se aplica en los Códigos civiles y en la 
interpretación de los Tribunales á todos los demás; nó, sino 
que aquí se trata de una especial teoría de propia configu- 
ración, de valor técnico singular, que nace como consecuen- 
cia de las particularísimas condiciones del organismo á que 
da existencia el contrato sud géner:is, que se llama de tra- 
bajo; teoría que, si no rehusa elementos que intervienen en 
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aquella general, en cambio les da cierto aspecto distintivo, 
y además reclama otros nuevos que son innecesarios para 
integrar el concepto de la culpa con aplicación á los demás 
contratos. 

Si así no fuera, nadie ciertamente consideraría necesa- 
rio formular una especial teoría con motivo del problema 
que nos ocupa, porque la jurisprudencia y la doctrina se 
encargarían de aplicar al contrato de trabajo, como á cual- 
quiera otro, las consecuencias de.los principios generales. 

La teoría de la falta contractual tiene ya una configu- 
ración propia, á la vez que una rica literatura en el domi- 
nio de las investigaciones que de treinta años acá se vienen 
haciendo acerca de la responsabilidad por accidentes del 
trabajo. Bajo ella fué poco á poco la moderna ciencia jurí- 
dico-social inspirando á la jurisprudencia atrevidas resolu- 
ciones y preparando así el terreno para que adquiriese ca- 
racteres de viabilidad la moderna Institución que, después 
de abrirse paso en parlamentos y tribunales, llegó á ser 
consagrada en todos los paises con el nombre de Acciden- 
tes del Trabajo. 

André y Guibourg exponen con la mayor precisión los 
términos de la teoría de la falta contractual. “Este sistema, 
dicen, busca la causa generatriz de la responsabilidad del 
patrono en el contrato mismo que le liga con el obrero. 
Analizando este contrato, y al mismo tiempo las relaciones 
entre las partes, se vé aparecer, á cargo del patrono, y al 
lado de su obligación de pagar el salario, otra obligación 
distinta, implícita tal vez, pero siempre evidente; la de ga- 
rantir la seguridad del obrero: el empresario se considera 
como obligado á conservar al obrero sano y salvo en el cur- 
- so de la ejecución de cualquier trabajo peligroso que le con- 
fíe y que sea dirigido por aquél; como debiendo en todo 
tiempo poder restituirle tan útil como se le entregara. “La 
consecuencia de esta doctrina, continúan dichos autores, es 
que la acción por indemnización ejercida por el obrero víc- 
tima de un accidente del trabajo, no es otra que una acción 
de garantía, derivada del contrato del trabajo, y que por lo 
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mismo no impone al obrero otro deber que el de probar la 
existencia del contrato y del daño; y al patrono, si preten- 
de evitar la responsabilidad, le impone la de demostrar que 
este daño proviene de una causa que no le puede ser im- 
putada (caso fortuito, fuerza mayor, hecho de la misma víc- 
tima), (1). 

Como se vé en estos escritores, y puede confirmarse en 
casi todos los demás que profesan ó exponen esta teoría (2): 
hay en ella, aparte de sus fundamentos de caracter social, 
dos principios jurídicos que no están contenidos en las re- 
glas generales de los Códigos. Por una parte se considera 
la obligación de indemnizar los perjuicios sufridos por el 
obrero como ¿nherente al cargo de patrono, de modo que 
mientras no demuestre su falta de responsabilidad concreta, 
esta se presume siempre en él, por el solo hecho de revestir 
el caracter de director y jefe de la empresa. De suerte que 
no ya, como en la teoría anterior, se mira á indagar en la 
conducta y actitud del patrono ante el accidente si hay Ó 
no culpa ó negligencia de su parte, sino que esta es una pre- 
sunción, aunque juris tantum, en esta teoría. 

Por otra parte, las reglas generales de caracter civil y 
procesal acerca de la prueba se invierten por completo, de 
suerte que, así como según el artículo 1.214 del Código Ci- 
vil incumbiría al obrero, en su calidad de desmandante, la 
prueba de la culpabilidad del patrono, por ser este uno de 
los elementos indispensables para que prospere su reclama- 
ción, por el contrario, en esta teoría el obrero resulta exen- 
to de la obligación de suministrar esta prueba, siendo el pa- 
trono, en todo caso, el que debe alegar y probar las escusas 
que le justifican, es decir la absoluta falta de toda culpa 6 
negligencia por su parte. 

De manera que este sistema se distingue esencialmente 


(1) Le Code ouvrier. pág. 247 

(2) Boulard. Du louage de services. Sauzet. De la responsabilite 
des patrons euvers les ouvriers. Saintelette. Traite de la responsabili- 
té et de la garantte. 
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del que con anterioridad hemos examinado en que mientras 
el uno pone á cargo del obrero la prueba de todos los he- 
chos constitutivos del derecho á la indemnización que recla- 
ma, á saber: existencia del contrato, existencia del perjuicio 
Ó lesión y culpa positiva Óó negativa del patrono que haya 
sido la causa de esta lesión ó perjuicio; el otro no le reclama 
sino las dos primeraspruebas, ó tansolo la segunda, eximién- 
dole de la verdaderamente peligrosa y difícil, de la única 
que podía exponerle á frecuentísimos fracasos: la de la cul- 
pabilidad de su patrono. 

Este aspecto de la teoría de la falta contractual que tie- 
ne su expresión en la frase inversión de la prueba consa- 
grada por los escritores (1) ha tratado de ser erigido en teo- 
ría independiente, si bien relacionada con aquella, por al- 
gún autor español (2); pero á nuestro juicio, no cabe admitir 
la sustantividad, si así cabe llamarla, de esta doctrina, que 
no es otra cosa que la aplicación y consecuencia procesal 
de la que venimos exponiendo. 

Esto mismo vienen á confirmar todos los expositores de 
la doctrina de la falta contractual, que indefectiblemente 
derivan, como un postulado de los principios de ella, la men- 
cionada ¿nmversión de la prueba. En este sentido se expre- 
san, no solamente los citados André y Guibourg, según he- 
mos notado en su párrafo transcrito, sino también todos 
los demás, comenzando por el mismo Sainctelette, á quien se 
tiene por fundador y primer defensor de la teoría de la fal- 
ta contractual. “El obrero, dice, no tiene por qué precisar 
la naturaleza de la disculpa del patrono... y en caso de duda, 
lo más racional y equitativo es cargar sobre éste la presun- 
ción de culpa, más bien que sobre el obrero (3). 

No está menos explícito, en este sentido, el italiano Maz- 


(1) Vidari. La cosidetta inversione della prova d propostto del pro- 
getto de legge intorno alla responsalita del padron?. 

(2) Oyuelos. Accidentes del Trabajo pag. 76, y Osorio Gallardo, en 
la revista Nuestro Tiempo, tom. 3.*%, 1902, pag. 76. 

(3) Sainctelette. De la responsabilite et de la Garantie. 
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zola, cuando dice que el fundamento de la responsabilidad 
civil del patrono se halla en una obligación de tutela 6 ga- 
rantía, de carácter social; pero como la causa del obrero 
reclama la inversión de la prueba, es preciso elevar á pre- 
sunción legal el carácter culpable del patrono (1). 

En igual sentido y más explícitamente si se quiere, en 
cuanto á determinar la correlación y derivación lógica de 
la ¿imversión de la prueba, respecto de la teoría de la falta 
contractual, exprésanse Labbe, Schupfer, Gandouin y otros 
muchos escritores. 

Y no cabe, á nuestro juicio, ponerlo en duda; porque si 
la síntesis jurídica de la doctrina de la falta contractual es 
la presunción legal de la culpa del patrono, como inheren- 
te al contrato de trabajo por la especial naturaleza de las 
relaciones de dirección y subordinación que éste engendra; 
es evidente, á su vez, que dentro de la doctrina jurídica uni- 
versalmente consagrada, es de la esencia de toda presun- 
ción legal de las llamadas juris tantum, cual es la que aquí 
se aplica, por lógica derivación de la teoría misma: que los 
hechos de que emana el derecho ó facultad que la ley conce- 
de, se consideran realizados desde el momento en que apa- 
recen las consecuencias de que la misma ley induce la pre- 
sunción. Y en la materia que aquí examinamos lo que se 
presume es la culpa del patrono, como causal del accidente; 
y si se presume, Ólo que es lo mismo, se considera como 
existente, no es preciso que el favorecido por la presunción 
se esfuerce en demostrarla. La ley, fundada en un argu- 
mento de verosimilitud, que por economía jurídica se erl- 
ge en regla, exonera, por tanto, al obrero de la carga de la 
prueba. ¿Qué se necesita ahora para que el patrono no resul- 
te perjudicado por la elevación de aquella simple verosim:t- 
litud á la categoría de verdad incontrovertible? Pues que 
se le permita á él demostrar que no existe esta última, con 


(1) U. Mazzola. /! progetto te leg ge sulla responsabilita civile del 
padront, e il controprogelto della Comissione purlamentare, 1885, pá- 
gina 8. 
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lo cual, sin necesidad de imponer al obrero para la normali- 
dad de la relación jurídica una carga de que la ley trata de 
eximirle, por ser equitativo y justo que no pese sobre éste 
haciendo más difícil su situación, se consigue, no obstante, 
que el patrono no resulte condenado por meras apariencias 
y que prevalezca siempre la verdad probada sobre la vero- 
similitud expuesta siempre á las mil contingencias de la 
vida. 

Hé aquí la perfecta derivación lógica de la doctrina de 
la inversión de la prueba, sin la cual, no se podría conce- 
bir y resultaría verdaderamente mutilada la teoría de la fal- 
ta contractual (1). 

Así comprendida en toda su integridad esta teoría, sus 
mantenedores la presentan, á su vez, como complemento de 
todo el organismo jurídico del contrato del trabajo; como 
una consecuencia necesaria del mismo, como parte inte- 
grante de su contenido, que pudo ser olvidada por la anti- 
gua doctrina de los escritores, olvido que acusaba una evi- 
dente falta de lógica; pero que para ser consagrada por la 
doctrina nueva, no necesita esta acudir á consideraciones 
extrañas á la naturaleza de aquel contrato, porque en la 


(1) En los fundamentos del proyecto de Ley presentado por Berti á 
la Cámara italiana en 19 de Febrero de 1883, se razona la doctrina de 
la ¿nmversión de la prueba en los siguientes términos: “¿existen motivos 
suficientes para establecer la presunción legal que libre al obrero de la 
obligación de la prueba? Ciertamente que sí, y pueden clasificarse en 
dos Órdenes: uno objetivo, que se refiere á la cualidad de la prueba 
misma; otro subjetivo, que afecta á las condiciones especiales del ac- 
tor. La prueba que ha de suministrar el obrero habrá de ser necesaria- 
mente negativa, toda vez que mira á demostrar que el patrono no ha 
procedido con la debida diligencia, prueba en muchas ocasiones impo- 
sible. A esto se agrega que todas las que el obrero ha de suministrar, 
tendrán generalmente este carácter negativo, y si se tiene en cuenta 
su inexperiencia, y la falta de medios de que adolece, contrastando con 
la posición privilegiada del empresario, resultarán muchas veces impo- 
sibles. Por otra parte, la razón y la experiencia acreditan que existe 
un riesgo profesional y que el patrono se encuentra en mejores condi- 
ciones para probar que el accidente no ha ocurrido por su culpa,,. 


esencia del mismo se encuentra como uno de sus más evi- 
dentes postulados. | 

En tal sentido se expresa el citado Cavallaro-Freni cuan- 
do dice: “Si hay un contrato de locación de servicios, así 
como incumbe al obrero la obligación de prestar el trabajo 
prometido, corresponde al patrono, no solamente la obliga- 
ción esplícita de pagar el salario, sino también la implícita 
(ex natura contractus) de vigilar en evitación de las causas 
de posibles siniestros que puedan preveerse y para mantener 
la incolumilidad personal del obrero,,. Y transcribe á conti- 
nuación las siguientes palabras de Gandouin: “Hay á cargo 
del patrono una obligación contractual; esta obligación es 
accesoria al contrato de arrendamiento de servicios y se 
comprende en los términos de este, como toda obligación 
accesoria lo está en los del contrato principal, (1). 

Hé aquí como en la teoría que venimos examinando apa- 
rece la responsabilidad patronal como uno de aquellos ele- 
mentos naturales que, según las doctrinas clásicas, eran 
una consecuencia de la celebración de todo contrato, aun- 
que no apareciesen en sus términos expresos. 

Por lo demás, esta teoría de la falta contractual, aparte 
de su doble manifestación en la técnica jurídica, que repre- 
sentan, en lo sustantivo, la presunción de culpa del patro- 
no, y en lo procesal, la inversión de la prueba; ofrece tam- 
bién un aspecto social, por los fundamentos de caracter 
económico en que se apoya, y desde este punto de vista, es 
la que señala el paso ó la transición del régimen exclusiva- 
mente jurídico—que, con el apriorismo tradicional, deriva- 
ba de los principios y reglas que informan el derecho de la 
contratación desde los cuerpos legales romanos las escasísi- 
mas consecuencias que había de aplicar al contrato de tra- 
bajo;-—-al sistema moderno jurídico-sociológico que examina 
atentamente la realidad de todas las manifestaciones de la 
industria para erigir, con independencia de todo prejuicio 


(1) Cavallaro-Freni Obra cit. pag. 333. 
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las normas de su vida y desarrollo, dando á la novísima re- 
glamentación jurídica del trabajo el caracter de una institu- 
ción independiente y sustantiva emancipada de las tiránicas 
imposiciones de la rutina secular, y con una legalidad per- 
fectamente contemporánea. 

Asf vemos como los principales escritores que proclama- 
ron y defendieron la teoría de la falta contractual, buscaron 
en el derecho á la vida, á la seguridad y á la integridad de 
su organismo, que tiene el obrero, y que es además inalie- 
nable, el principio fundamental, que combinado con los que 
se derivan de la organización ó estructura de las modernas 
industrias, los llevó á las de carácter jurídico que hemos 
examinado: pensamiento que hubo de condensar Sainctelette 
en aquella enérgica frase: “el obrero es un acreedor de se- 
guridad,. 

Vária ha sido la fortuna de esta teoría ante los tribuna- 
les de justicia; si bien puédese afirmar que por lo general 
ella ha inspirado gran número de fallos, desde que esta cla- 
se de cuestiones comenzaron á agitarse con frecuencia, has- 
ta que, promulgadas poco á poco las novísimas legislaciones 
de caracter predominantemente social, la doctrina del rzes- 
go profestonal hubo de imponerse. 

Como testimonio de aquella varia fortuna pueden citar- 
se dos sentencias notables de Tribunales extranjeros (1): una 
del Tribunal de Bruselas que se pronuncia decididamente 
contra la teoría de la falta contractual; otra del Tribunal 
civil de Milan que no solamente se inspira en ella, sino que 
en sus considerandos establece y razona con la mayor luci- 
dez los fundamentos de la misma. 

“El obrero, según la primera de dichas sentencias, al 
comprometer sus servicios no abdica ni su libre albedrío ni 
su libertad individual; el poder del patrono no es tal que 
pueda imponer al obrero aquellos actos que este último juz- 
gue peligrosos; y por lo tanto el dueño ó patrono no se con- 





(1) Sus fechas EPS son: 1.9 de Julio de 1887 y 27 de Junio 
de 1894, 
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sidera obligado dá priori, y por el solo hecho de su contrato, 
á las resultas accidentales del trabajo ordenado por él,.. 

Por el contrario, según los considerandos de la segunda 
de las mencionadas sentencias, dictada con motivo de la res- 
ponsabilidad de una empresa ferroviaria: entre el patrono 
y el obrero, entre la administración y el empleado, hay un 
contrato de locación, del que es elemento esencial la inco- 
lumilidad del segundo, cuando obra dentro de los límites 
de sus atribuciones; porque sin esta seguridad, los fines del 
contrato no se consiguen ni por una ni por otra parte; y si 
la administración no ha incurrido en culpa, aún está obli- 
gada á soportar los daños sufridos por el empleado, no por- 
que hayan sido causados por ella, sino por que son origina- 
dos por el trabajo, por el oficio mismo; puesto que la ad- 
ministración al encomendar aquel trabajo, se sugeta á todas 
sus consecuencias, salvo en la circunstancias de caso for- 
tuito, fuerza mayor ó culpa del perjudicado. Son una conse- 
cuencia lógica y directa de estos conceptos, los principios 
que se proclaman por la nueva doctrina y por la jurispru- 
dencia principalmente la francesa, como por ejemplo: que 
el patrono se obliga contractualmente, á restituir en todo 
instante el obrero á sí mismo sano y salvo como le ha recibi- 
co; el obrero confia al patrono la propia persona; el patrono 
debe devolver al fin del trabajo al operario su persona incó- 
lume, como el porteador debe entregar al fin del viaje los 
objetos que le han sido confiados, . 

Entre estas consideraciones se nota el influjo de algunos 
conceptos que inspiran otra distinta teoría: la del riesgu 
profesional. Y es que en la fecha en que se dictó la senten- 
cia, cuyas son las anteriores palabras, había llegado á tal 
altura la elaboración científica de los sistemas doctrinales, 
que todos los que revelaban un sentido progresivo venían 
influyendo en mayor ó menor proporción en las decisiones 
judiciales dictadas en los países donde se agitaba este pro- 
blema. 

Existen, por fin, otras sentencias dictadas antes de la 
promulgación de las modernas leyes de Accidentes, que rin- 
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diendo el debido tributo al valor teórico de la doctrina de 
la culpa contractual y reconociendo como digna de aplau- 
so la obra de los filósofos y juristas que la propagaban, en- 
tendían, no obstante, que no era lícito por entonces á los 
Tribunales, alejarse de las disposiciones positivas escritas 
en los Códigos civiles (1). 


TEORÍA DEL CASO FORTUITO 


Hay otra teoría que por un extremo se relaciona con la 
de la falta contractual, anteriormente examinada, y por 
otro toca á la del riesgo profesional, que más adelante exa- 
minaremos; teoría respecto de la cual no hemos visto con- 
sagrado un calificativo que la distinga, como sucede con 
estas otras; y que por otra parte, no puede propiamente ser 
calificada de intermedia. | 

Y decimos esto, porque, si en sus principios aparece como 
un desarrollo extensivo de la primera de dichas doctrinas; 
en sus efectos, se confunde por completo con la segunda, á 
la cual, no obstante, no puede ser asimilada en razón á la di- 
ferencia de principios fundamentales en que se apoyan una 
y otra. 

Nos referimos á la doctrina sostenida por Fusinato (2), 
el cual, inspirándose en el principio ejus esse debet peri- 
culum cujus est commodum y conforme á la sentencia de 
Paulo. Veque enim lucrum inteligitur, nisi omni damno 
deducto, neque damnum nisi omni lucro deducto, sostiene 
que el patrono que se aprovecha de las utilidades de la in- 
dustria, debe soportar, no solo aquellos daños que proven- 
gan de accidentes atribuídos á culpa suya, sino también los 


(1) Tribunal de apelación de Milán Sentencia de 16 de Noviembre 
de 1894. 

(2) G. Fusinato. Gl infortuni sul lavoro e il diritto civile. Rivista 
italiana di scienze giuridiche, 1887. 
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que se derivan del caso fortuito, siempre que se hallen com- 
prendidos en y dentro de la industria misma. 

De esta doctrina á la del riesgo profesional no hay más 
que un paso, y eomo hemos de ver, en cuanto á sus efectos, 
se confunden completamente. Pero como la última tiene su 
inspiración en principios de carácter económico-social, y la 
primera deriva sus conclusiones de los estrictamente jurí- 
dicos contenidos en las fuentes tradicionales, no pueden con” 
fundirse. Á su vez diferénciase dicha doctrina de la dela fal- 
ta contractual, porque, siambas acuden en busca de inspi- 
ración á las mismas fuentes legales, detiénese esta última 
en los confines de la culpa y el caso fortuito, mientras que 
la primera los traspasa, presintiendo, en el aspecto jurídico 
de la institución del trabajo, aquellos elementos que estaba 
llamada á introducir definitivamente en la misma su consi- 
deración económica y sociológica (1). 


TEORÍA INTERMEDIA 


Hemos llamado teoría ¿ntermedía la profesada por Co- 
gliolo, Pierantoni y otros escritores que ven en la respon- 
sabilidad del patrono una obligación legal y contractual 
al mismo tiempo. Así el primero de ellos afirma (2) que la 
responsabilidad civil aquiliana debe concurrir con la res- 


(1) Tan arriesgadísima teoría hubo de ser necesariamente rechaza- 
da por la jurisprudencia, porque dado el punto de vista en que se colo- 
ca viene á chocar con las más arraigadas costumbres judiciales. No 
obstante, cítase, por excepción, algún caso en que fué admitida y apli: 
cada por los Tribunales (Tribunal de apelación de Macerata, 5 de Fe- 
brero de 1885). Como nosotros no hemos podido examinar los fundamen- 
- tos de esta sentencia, ignoramos si se hallará inspiruda exclusivamente 
en la doctrina de Fusinato, ó si como es verosimil, ha podido recibir la 
directa Ó indirecta influencia de la teoría el riesgo profesional, que si 
no se hallaba generalizada, comenzaba por aquellos años ápropagarse. 

(2) Cogliolo. La responsabilita giuridica delle societa ferroviarie 
verso i loro impiegati é verso í viag gratort. 
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ponsabilidad civil contractual; por donde, si el empresario, 
ex lege, debe responder de los daños originados en su dolo 
ó en su culpa, ex contractu está obligado por aquellos acci- 
dentes acaecidos con ocasión del trabajo, ó por causas des- 
conocidas, sin culpa suya, ni de la víctima; viniendo, por 
consiguiente, á quedar responsable el patrono normalmente 
y en todo caso á excepción del de fuerza mayor ó culpa del 
lesionado. ” 

A esta doctrina puede referirse también la que fué sus- 
tentada en el Senado italiano por Auriti (1) al afirmar que 
los patronos y empresarios vienen obligados por la Ley y 
por contrato á prestar todas las precauciones conocidas 
para evitar los accidentes; solo quedando exentos de toda 
responsabilidad cuando puedan demostrar que han adopta- 
do tales medidas; existiendo en otro caso la presunción de 
culpa contra ellos, de la cual no podrán librarse sino prue- 
ban que el accidente se originara en caso fortuito, fuerza 
mayor, hecho de tercera persona por la cual el patrono no 
deba responder ó en culpa de la misma víctima (2). 


TEORÍA DE MENGER 


Como la que hemos examinado del italiano Fusinato, ca- 
rece la doctrina del profesor de Viena de una denominación 
que la consagre entre las teorías conocidas. Mas bien que 
una propiamente dicha teoría, puede considerarse como una 
tendencia que sólo se distingue de la que inspira algunos de 


(1) Auriti. Responsabilita civile dei padroni per gl' infortuni del 
lavoro. 

(2) Algunas otras teorías de menor importancia que las específica: 
das en el texto pudieran citarse, de carácter particular, ó sustentadas 
exclusivamente por determinados autores, que tratan de resolver el con- 
flicto de los Accidentes del Trabajo mediante la aplicación, en una ú 
otra forma, de las mismas doctrinas del Derecho privado tradicional, 
que en el fondo inspiran todas las estudiadas anteriormente. Tal es, por 
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los sistemas examinados por el caracter ético de sus moti- 

vos y por los puntos de vista de donde procede. : 
Reclama Menger entre las reformas que son necesarias 

en el Código Civil aleman, y con él puede decirse que en to- 


dos los demás, para atender á las reivindicaciones de las. 


clases necesitadas, que se considere á todo patrono obliga- 
do á adoptar todas las precauciones exteriores para impe- 
dir, en el ejercicio normal del trabajo, toda clase de perjui- 
cios en los bienes personales del obrero, (vida, integridad, 
salud, fuerza, honor, moralidad) así en la grande como en 
la pequeña industria. 

Sustenta la necesidad de una reparación adecuada, cuan- 
do, por obrar el patrono contra tal obligación, ya premedita- 
damente, ya por negligencia ó por propio interés, sobreven- 
ga una lesión de aquellos bienes personales. Juegan aquí 
papel importantísimo los motivos que inducen al ilustre es- 
critor á proclamar, con escándalo de los legistas, la sustitu” 
ción del tipo jurídico del diligente padre de familia, atento 
exclusivamente á su interés, por aquel tipo medio del 2om- 
bre honrado, cuya conciencia moral y cuya dignidad de 
hombre no consentirían ver humillados los más caros inte- 
reses de quien carece de fuerza para defenderlos, utilizando 
precisamente esta misma debilidad para conseguir un lucro 
pecuniario. 

Tal es la síntesis del pensamiento que Menger desenvuel- 
ve en diferentes pasajes de su obra (1). 

Como se vé, sus conclusiones son muy análogas á las de 
la teoría de la falta contractual; sus principios no son rigu- 
rosamente técnicos; y solo tiene aquí el valor social de los 
levantados motivos en que se inspira. Más no era lícito pa- 


ejemplo,la sustentada por Gierke quien, inquiriendo el fundamento de la 
responsabilidad patronal, y siguiendo antiguos principios de la doctri- 
na germánica, le coloc::, no en la teoría general 6 especial de la culpa, 
sino en la relación de causa á efecto, de la que deriva que la obligación 
de reparar el daño corresponde siempre al autor material del mismo. 

(1) El Derecho Civil y los pobres. Tradn. esp. de Posada. Cap. IV. 
8.89. XLIá XLIV, XLVII y Ll. 
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sarle en silencio; y mucho menos si se tiene en cuenta que 
esta simpática doctrina, tal vez precisamente por dicha fal- 
ta de rigor técnico, ha sido la elegida por algún conspícuo 
representante de la ciencia jurídica tradicional, para dirigir 
su crítica contra las tendencias sociales que han ingerido en 
el vetusto organismo del Derecho Civil este elemento de re- 
novación que representan las leyes y doctrinas acerca de 
Accidentes del Trabajo, 

Es sabido, con efecto, que Menger ha dirigido su aguda 
crítica contra los Códigos civiles, á partir del interés de 
las clases pobres, que considera menospreciadas en sus in- 
tereses personales y económicos en la organización social 
capitalista á que responden aquellos Códigos; pero sin acu- 
dir para ello á las conclusiones del Derecho socialista ex- 
puestas por el autor en otras obras suyas (1), sino presupo- 
niendo como hechos preexistentes las bases constitutivas 
del clásico Derecho Civil (2). 

El propósito de Menger es demostrar € que no es preciso 
hacer una revolución completa en la esfera de los principios 
jurídicos para que las leyes puedan acoger ciertos intereses, 
hasta el presente desdeñados por razón de la inferior poten- 
cialidad de las clases sociales que los representan: basta 
para ello orientar en sentido ético aquellos principios y con- 
seguir que las clases ricas no abusen de su exceso de poder. 
En tal sentido entiende que caben en el Código Civil las 
modernas ordenaciones del contrato de trabajo y las regias 
para la indemnización de sus accidentes. 

Pero como en este razonamiento juega papel importan- 
tísimo la oposición de intereses de ricos y pobres que Men- 
ger aspira á reducir, no mediante el resultado de una lucha, 
sino en la hermosa concepción psicológico-jurídica del hom- 
bre honrado, la crítica que se dirige contra su doctrina 
. prescinde de este racional intento; y no ve en ella sino el 


O A 


(1) £l Derecho al producto integro del trabajo. Versión española 
de A. Posada. 
(2) El Derecho Civil y los pobres, pág. 76. 
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criterio de la pretendida “lucha de clases, con que se dice 
que Menger examina la ley para llegar fácilmente á la con- 
clusión de que ella no camina á la par con el movimiento 
social contemporáneo (1). 

Y ya en este terreno, Chironi, que es el autor de la cen- 
sura á que aludimos, afirma: “en el Derecho privado no se 
puede introducir sin deshacer su contenido el concepto de 
la condición social de una clase de personas que por sí de- 
termine su capacidad jurídica; protege, y con justicia, por 
los conceptos de potencialidad y libertad del querer, á aque- 
llas personas en quienes raturalmente faltan estos elemen- 
tos, y á los en quienes, sin que tengan culpa de ello, pueden 
faltar, respecto al hecho jurídico especial constituído (2); 
pero no puede por tal consideración proteger á una clase 
de personas sólo en vista de su consideración social. Agre- 
ga Chironi que la igualdad jurídica en la capacidad de que- 
rer se trocaría en correctivo artificial de la desigualdad de 
fortunas, que como todas las desigualdades de hecho, es con- 
secuencia de la verdadera libertad, de la igualdad de de- 
recho,. 

Como hemos dicho, esta argumentación, si bien aparece 
dirigida contra el punto de vista en que Menger se coloca, 
puede transcender á toda doctrina que sustente la necesi- 
dad de proteger al obrero en losaccidentes del trabajo; pues- 
to que, cualquiera que ella sea, desde el momento que pro- 
clame la necesidad de una tutela especial, llámese social, 
jurídica, moral, ó como se quiera, en favor del trabajador, 
por el sólo hecho de que el patrono encuentra integradas su 
capacidad y facultades en las normas del Derecho privado: 


(1) Chironi. La culpa en el Derecho Civil moderno. Trad. esp. de 
A. Posada, pág. 147. | 

(2) “Existe, dice aquí por nota el autor, vicio del querer por motivos 
de incapacidad general natural (edad, estado de la mente), distinta de 
la ineficacia de la voluntad por causa de estado (mujer casada) y vicio 
de la voluntad por la circunstancia especial del hecho en que la facul- 
tad volitiva se ha manifestado (error, ignorancia, dolo, violencia), .Tra- 
dyción de Posada, pág. 147. 
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siempre resultará establecida una distinción entre ambos 
Órdenes, bien sea con el título de clases sociales, de perso- 
nas Ó sujetos jurídicos, ó cualquiera otro: dualismo que, 
como se ha visto, sólo desaparece en la primera de las exa- 
minadas teorías, ó sea la de la culpa en general, y esto por- 
que propiamente no hay en ella una doctrina fundamental 
acerca de los accidentes del trabajo, sino la general y co- 
mún á todo daño ó lesión que reclame reparación jurídica. 

Es, por tanto, más interesante de lo que á primera vista 
parece, recoger el argumento de Chironi, que en las últi- 
mas palabras transcritas afirma la necesidad de mantener 
el principiode la ¿gualdad jurídiíca—en el sentido abstracto 
que en otro lugar hemos censurado, —y la que llama verda- 
dera libertad; aunque de ellas emanen todas las desigual- 
dades de fortuna. Según él, la clase la condición social de 
las personas mo puede ser considerada como elemento ó cau- 
sa modificativa de su capacidad jurídica, como lo son otras . 
circunstancias ó estados en que aquellas pueden encontrar- 
se (edad, sexo, salud, enfermedad etc.); y tal es ciertamente 
la doctrina reinante. Según él, á vueltas de la oscuridad con 
que expresa frecuentemente sus conceptos, la libertad de 
querer en el obrero y su igualdad jurídica con el patrono, 
reclaman que en el contrato y vínculo que los une en la re- 
lación del trabajo, el Derecho no haga distinción alguna. 
otorgándoles la misma protección y exigiéndoles iguales 
responsabilidades. 

Pero ya el ilustre traductor español de la obra, Sr. Posa- 
da, contesta en una lacónica pregunta, puesta por nota al 
párrafo transcrito. Pero ¿y cuando la condición social 2111- 
plica la falta de tales elementos..? 

Es decir que, siguiendo el mismo razonamiento del autor 
italiano, se puede llegar á la demostración de las excepcio- 
nes de la Ley común que se reclaman á favor del obrero, 
contestando sencillamente á dicha pregunta. Si según Chi- 
roni aquellas personas en quienes naturalmente faltan los 
elementos indispensables que determinan la potencialidad 
jurídica y la libertid de querer, merecen una especial pro- 
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tección jurídica para igualarlas á las demás ó para que no 
se perjudiquen en sus relaciones con estas últimas, ¿por qué 
han de ser privados de esta protección aquellos en quienes 
la misma falta obedezca á motivos sociales? La protección 
no se determina por el motivo ó razón de la falta, sino por 
la falta misma de los elementos aludidos. Donde esta se dé 
por cualquier causa, allí debe aparecer esa providencia ju- 
rídica que supla la incapacidad en todas sus manifestacio- 
nes. Excluir alguno de sus motivos es proclamar una posi- 
ble desigualdad jurídica, tanto más irritante cuanto que, si 
aquellos son obra de la Sociedad y efecto del predominio de 
la fuerza, puede decirse que hay aquí un doble despojo: el 
-.de la Sociedad, que mutila por un lado la naturaleza humana, 
-y el del Derecho que consagra esta mutilación negando su 
- asistencia á la víctima. | 
Pero como la condición social de los obreros no mantie- 
ne su potencialidad jurídica y su libertad de querer, como 
tenemos demostrado hasta la evidencia, infiérese que esa 
igualdad jurtdica que las escuelas clásicas defienden «es 
una pura abstracción; y que se halla perfectamente justifi- 
cada aquella desigualdad que representan y mantienen las 
leyes y teorías reguladoras de la responsabilidad patronal 
por accidentes del trabajo; ya que si el patrono tiene per- 
fectamente integrada su capacidad en las reglas del Dere- 
cho privado, era indispensable que surgiesen nuevas nor- 
mas para integrar la capacidad y facultades jurídicas del 
obrero, que en aquel derecho habían sido olvidadas duran- 
te tantos siglos. | . 


- TEORÍA DEL RIESGO PROFESIONAL. , 


Después de la revista que hemos hecho de todas aque- 
llas teorías que inspiradas en fundamentos más ó menos ju- 
rídicos ó morales intentaron señalar la dirección del moder- 
no movimiento legislativo en materia de Accidentes del Tra- 
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bajo, llegamos á la que hoy domina triunfante en el campo 
de la-ciencia, sirviendo de base á las legislaciones más pro- 
gresivas: la teoría conocida con el nombre consagrado del 
riesgo profesional. 

Hemos anticipado algunas indicaciones acerca de ella 
para justificar su clasificación. Procede de las ciencias eco- 
nómicas y sociológicas, mira principalmente á la organiza- 
ción y condiciones de la grande industria, proveyendo á sus 
necesidades sin reparar en el eterno obstáculo tradicional, 
rompiendo la cristalización del Derecho privado, abriendo 
ancha brecha en sus baluartes y constituyendo, á nuestro 
juicio, uno.de los más poderos factores que han de contri- 
buir á cambiar el aspecto tradicional de aquel Derecho, — 
cuando en otras instituciones del mismo se acometa la refor- 
ma, y con el experimento de la sincera práctica de esta doc- 
trina se convenzan las nuevas generaciones de que aquel 
Arbol secular es susceptible de nueva lozanía, si abre su es- 
píritu á los nuevos ideales á cuya influencia ha sido siempre 
refractario.—Tal vez por este motivo ha dicho el Sr. Villa- 
verde, refiriéndose á la teoría del riesgo profesional (1) que 
sin verdadera base en el Derecho, ha acabado por triun- 
far en las leyes, 

En pocos años háse formado en torno de esta iectids: ya 
para discutirla, ya para propagarla, una riquísima literatu- 
ra á cuyo engrandecimiento contribuyeron no poco los de- 
bates parlamentarios sostenidos en los principales paises 
con motivo de los proyectos de Ley inspir.idos en ella. 

Proclamada en Francia en la ya relativamente remota fe- 
cha de 1868 por Julio Favre, fué después ardientemente de- 
fendida en aquel parlamento por Peters, Ricard, Floquet y 
Felix Faure, propagada por Grimaldi, Vavasseur, Nadaud, 
Chimirri y otros muchos; llevada en triunfo por todas las 
naciones de Europa, y consaigrad:: como el fundamento inde - 


(1) Discurso leido en la Real Academia de Jurisprudencia. Sesión 
inaugural de 1900-91 pag %. 
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clinable de toda legislación sobre accidentes en el Congreso 
internacional de Bruselas celebrado en 1897 (1). 

El riesgo profesional ha sido definido por Cheysson 
“aquel que es inherente á una profesión determinada con 
independencia detoda falta del patrono y de los obreros, (2). 
Otros autores agregan como característica una restricción: 
la de que esta clase de riesgo solo puede ser reconocido en 
la grande industria ó empresas análogas, aquellas en que 
empleo de las fuerzas de la naturaleza como motor, impri- 
me un particular carácter de peligro (3). 

Es evidente y natural, dice Felix Faure, que aquel que 
tiene por misión dirigir un trabajo y que además recoge la 
mayor parte de sus beneficios sea d priori el responsable de 
los accidentes que puedan sobrevenir en el curso de su eje- 
cución (4). | 

Sobre tales fundamentos se levanta la teoría que veni- 
mos examinando, y cuya expresión más elemental puede re- 
ducirse á estas proposiciones: ¿inherenciía del riesgo á la 
industria considerada en sí misma, con especial aplicación 
-á la llamada grande; responsabilidad atribuida dá priori al 
patrono Ó empresario como representante de aquella, sin 
necesidad de prueba alguna directa ó inversa de la existen- 
cia de culpa, falta de precaución ni otra alguna; correlación 
exacta y taxativamente determinada del daño á la indem- 
nización. 0 | 

Esta teoría surge de las entrañas mismas de la grande 
Industria, y es una de las más naturales consecuenciás de 
su introducción. Puede considerarse como uno de los postu- 
lados de aquella profunda crítica de Rossi al contenido de 
los Códigos civiles tantas veces recordada. No recibe su 
inspiración de las doctrinas socialistas; por el contrario su 


(1) Vease N. Droz. Etat de la questión des accidens du travail en 
France el al'elranger. 

(2) Journal des economistes, 15 mars. 18883, 

.(3) Dejacé, Duché, Mun y otros. 

(4) Discurso en la Cámara de Diputados. Jour off. 1883. 
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explicación más adecuada es la que toma por punto de par- 
tida la concepción capitalista de las industrias. 

Con efecto, hemos visto antes de ahora que el ejercio más 
ó menos prolongado é intenso de la producción que carac- 
teriza la grande industria da lugar al concepto económico 
de la empresa. Consiste esta en la unión de fuerzas produc- 
tivas ordenada á fines de la misma índole. Al frente de ella 
hay una dirección inteligente representada por el ermmpresa- 
rio. Este asumiendo todos los riesgos de la producción, por 
lo mismo que reporta todas sus utilidades, es el que se en- 
carga de solucionar y reunir aquellas fuerzas, ponerlas en 
movimiento uniforme y armónico, señalar la dirección de 
todas las energías que las integran, ponerlas en contacto 
con la materia sobre la que han de operar para transformar- 
la en utilidad y valor económico, y suministrarles todos los 
elementos necesarios para el desarrollo de la mayor activi- 
dad posible dentro de su respectiva naturaleza. El empre- 
sario mediante una série indefinida de contratos reune las 
primeras materias y las fuerzas naturales en un lugar de- 
terminado, congrega en él á todos los operarios que incor- 
porando estas fuerzas á las suyas ó usando exclusivamente 
de estas últimas han de transformar aquellas materias; diri- 
ge por sí mismo ó por sus delegados todas las operaciones; 
reglamenta las condiciones detrabajo y lleva laexacta cuen- 
ta de todos los ingresos y salidas que ocasione el ejercicio 
mediante una inteligente administración. Esta última com- 
prende: antes de comenzar, un presubuesto de todos los gas- 
tos fijos y eventuales de la producción, y de las posibles 
salidas de los productos para determinar el cálculo de las 
utilidades y, en vista de todos estos datos, dirigir las opera- 
ciones al fin que el empresario se proponga; y después, un 
balance de resultados que vendrán á confirmar aquellos 
cálculos, para continuar el ejercicio con arreglo á ellos, ó 
rectificar el presupuesto en la forma que aconseje la expe- 
riencia. | 

Pues bien: así como en este presupuesto el empresario, 
como responsable de toda clase de riesgos, debe poner es- 
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pecial cuidado en preveer todos los gastos que normalmen- 
te puedan originarse en el ejercicio de la producción, (ali- 
mento y reparación de máquinas, salarios, etc.) de la mis- 
ma manera debe calcular, fundándose en la experiencia de 
ejercicios anteriores ó en la observación de las industrias 
similares, todos aquellos gastos eventuales cuyo desembol- 
so se le impone antes de percibir los beneficios; y mediante 
la sistematización de este cálculo, á la cual ayudará 'pode- 
rosamente, en el actual desarrollo de la industria, l1 minu- 
ciosa estadística de todos y cada uno de los elementos que 
la componen, podrá el empresario tener en todo tiempo pre- 
visto el importe probable de aquellos gastos eventuales; á 
la manera que las grandes empresas de seguros, valiéndose 
de las tablas de mortalidad ú otros datos estadísticos que la 
experiencia va acumulando en sus complicadas operaciones, 
pueden realizar ejercicios de gran utilidad económica sin 
dejar por ello desatendido ninguno de los infinitos riesgos 
que toman á su cargo (1). | 

Para completar la teoría réstanos demostrar que uno de 
estos riesgos que el empresario debe preveer como base de 
sus cálculos, y de que debe ser responsable, si llega á veri- 
ficarse, es el del accidente desgraciado que durante ó con 
ocasión del trabajo acontezca, lesionando al obrero ó pri- 
vándole de la vida. | 

Acerca de este punto es casi universal el asentimiento de 
todas lis escuelas y tendencias doctrinales. Si fuéramos á 
presentar todos los testimonios de ello que podemos, esta 
sola parte de nuestro trabajo se prolougaría más allá de los 
límites en que debe encerrarse. Basta observar el entusias- 
mo con que en España fué patrocinada la teoría que exami- 
namos por un Ministro y un Gabinete nada sospechosos en 
achaque de ciertos avances arriesgados; y como fué lleva- 
da á la Ley con todas sus ineludibles consecuencias; para 


(1) Véase Vivante en la obra 1! Códice di Commercio conmmentalo. 
Segunda edic. Verona Tedeschi "vol. VI Del Contratto di assicura 
gione. 
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comprender, —dada la habitual timidez de nuestros hombres 
públicos y de nuestro parlamento en estas materias, dada 
la lentitud desesperante con que aquí se suele proceder en 
toda reforma, y dada la verdadera tempestad que pocos 
años más tarde levantaran en la opinión pública el progra- 
ma y las tendencias de otro Ministro que se proponía seguir 
las huellas del primero, desarrollando nuestra iniciada le- 
gislación social-—<que la doctrina del riesgo profesional ha 
llegado á cristalizar antes que otras muchas de igual carác- 
ter y fines, elevándose á la categoría de indiscutible, como 
el más evidente postulado de las reivindicaciones de la cla- 
se obrera. : 

El riesgo de los accidentes desgraciados del trabajo está 
incluido entre todos los que envuelve el ejercicio sistemáti- 
co de la producción; porque el obrero que pone sus fuerzas 
musculares y su habilidad técnica al servicio de una indus- 
tria, mientras ejercita aquellas, en su cualidad de hombre, 
lo hace conscientemente, y por lo mismo ha de emplear á 
la vez sus energías intelectuales, en la dirección de sí mis- 
mo hacia el fin que se propone; por donde resulta que, en 
tanto que trabaja, tiene por completo embargadas todas sus 
facultades, tiene enagenadas todas sus potencias; no puede 
pensar en sí ni en su familia, se halla en completa depen- 
dencia respecto de la obra que ejecuta. Agréguese á esto 
que la constitución moderna de la industria lleva en sí mis- 
ma peligros numerosísimos; el incesante rodar de miles de ' 
aparatos en un espacio determinado llega á producir el vér- 
tigo en la persona que bajo la acción de tantos elementos 
contrarios al curso normal de la vida como se acumulan en 
un momento á su alrededor (ruidos, elevación de tempera- 
tura, constante girar de ruedas y volantes, etc., etc.) ha de 
poner toda la intensidad de su atención y todo el esfuerzo 
de sus músculos en la dirección y ejecución simultáneas 
del trabajo que realiza; iguales ó semejantes motivos exis- 
ten para que se produzca el desvanecimiento y hasta se ol- 
vide el instinto de la vida, permaneciendo el operario en un 
estado de inconsciencia, (semejante al que lleva al soldado 
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á entrar en batalla cuando se encuentra en presencia del 
cnemigo) en los trabajos que han de realizarse suspendido 
el obrero á grandes alturas ó en las profundidades de las 
minas ó bajo la acción de la luz del Sol en un mediodía ca- 
nicular, ó bajo las inclemencias de las bajas temperaturas: 
todo lo cual demuestra que el riesgo es ?mherente, consus- 
tancial, ineludible en esta clase de ejercicios; y que la con- 
sumación de los accidentes desgraciados debe entrar en el 
cálculo normal de la industria misma, como entra la previ- 
sión de los desperfectos materiales que padezca la maquina- 
ria porque son consecuencia del uso de la misma, sin culpa 
de los que deben manejarla. 

Síguese de aquí, que una vez reconocida la existencia del 
riesgo profesional, así explicado, desaparece la necesidad 
de toda prueba positiva Ó negativa por medio de la que se 
pretenda averiguar el estado de ánimo del empresario ó de 
la víctima. La idea de culpa y negligencia no interviene 
para nada en esta teoría; no se necesita ninguno de estos 
factores para determinar la responsabilidad; el riesgo es in- 
herente al trabajo mismo; allí donde se prueba la existen- 
cia de un accidente en condiciones para que se le pueda 
considerar directamente relacionado con laindustria, yasea 
con la relación de efecto á causa, ya con otra conexión de 
la que resulte que aquel sin esta no existiría; allí mismo 
surge espontáneamente la responsabilidad á cargo de la in- 
dustria misma representada por el empresario. 

Pero también hemos visto que, según algunos autores, el 
riesgo profesional es propio solamente de la grande in- 
dustria. Si entendemos que esta se halla caracterizada por 
una extensión é intensidad de la producción que requiere 
la acumulación de grandes fuerzas naturales y la reunión 
de muchedumbres de obreros, adoptando la forma económi- 
ca de empresas, quizá resulte esta opinión exagerada, por- 
que analizando las condiciones de otra clase de trabajos ve- 
mos que también en ellos se dan frecuentemente los motivos 
fundamentales del riesgo profesional, aunque no reunan 
aquellos caracteres. Por otra parte también resulta evidente 
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que hay algunaspequeñísimas industrias, y muchos trabajos 
de ejercicio no sistemático y más ó menos ocasional, en los 
que además de no existir las apuntadas razones de carácter 
psicológico, sociológico y económico que fundamentan esta 
teoría, sería tiránico y absurdo someterlos á las consecuen- 
cias del riesgo profesional, por cuanto-esta práctica trae- 
ría como consecuencia la ruina inevitable de los pequeños 
propietarios que empleasen uno ó más obreros en la repa- 
ración, por ejemplo de un modesto edificio, único capita 
que poseyesen, y cuyo valor fuese.en ocasiones insuficiente 
para cubrir el importe de la indemnización. 

Por eso resulta la parte más delicada de la labor legis- 
lativa que haya de desarrollar la teoría que estudiamos, la 
determinación de las industrias y trabajos que han de que- 
dar sometidas á este régimen, y aquellas otras que habrán 
de continuar bajo el de Derecho común, ó sea reglamenta- 
das por la doctrina de la culpa 6, negligencia que desarro- 
llan los Códigos civiles. La diversidad de criterios en este 
punto concreto de las leyes de accidentes del trabajo, de- 
muestra también la gravedad de este problema, desde cuyo 
punto de vista habremos de examinar en otra parte las dis- 
posiciones positivas de aquellas leyes. 

Que la teoría que venimos examinando no tiene nada de 
socialista demuéstranlo, aparte de otras consideraciones 
que antes hemos apuntado, el hecho de que dentro de ella 
se mantiene en toda su integridad la organización actual de 
la industria con su separación sistemática de capital y tra- 
bajo, colocados en opuestas representaciones, y precisa- 
mente en virtud de lo mismo, se dice que aquel ha de so- 
portar el riesgo de este, puesto que se lucra de sus benefi- 
cios, sin dejarle otra participación que la del salario, del 
cual se considera como complemento la indemnización por 
accidentes. El riesgo profesional entra en los cálculos de 
la producción por empresa, que requiere como fundamento 
la organización capitalista. En otra que tuviese carácter so- 
cialista, ya por negar aquel dualismo, mediante la apropia- 
ción -de los instrumentos del trabajo por el obrero ó por el 
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Estado como representante y administrador de la Sociedad 
de trabajadores; ya por atribuir al obrero el Derecho al 
producto íntegro de su trabajo, lo que sería suficiente pa- 
ra que él mismo pudiera soportar los riesgos, ó el derecho 
á la vida en toda la integridad y extensión de esta frase (1) 
no sería necesaria la previsión y el cálculo de este riesgo. 
Por eso ha dicho el maestro Buylla, (2) tratando de justrfi- 
car esta doctrina: “es justo que el que explota el trabajo de 
una persona sea responsable del riesgo profesional que su- 
fra, como le sucede con la máquina que se deteriora, con la 
herramienta que se rompe, con el edificio que sufre quie- 
bras, ya que después de todo, dada la presente organtza- 
ción económica de la Sociedad, y aunque parezca repug- 

nante, el trabajo es una mercancia que se compra y se ven- 
de y se alquila, 

Una legislación esencialmente sshuista, rechazaría, sin 
duda alguna, la doctrina del riesgo profesional; partiría de 
cualquiera de los tres aludidos principios combinados con el 
reconocimiento de la personalidad del trabajador y la per- 
fecta solidaridad social en una organización en que el tra- 
bajo no se prestaría como consecuencia de un contrato. El 
Socialismo daría además á la institución un eminente ca- 
rácter de derecho público, porque ya bajo el concepto del 
Estado industrial, ya por la absorción de toda la actividad 
económica por el Estado mismo, siempre resultaría esta en- 
tidad ejerciendo la tutela universal de sus miembros; en 
cuanto trabajadores, y con tal carácter proveería á todas 
sus necesidades ordinarias y extraordinarias; mientras que 
en la organización capitalista y en el régimen actual, la in- 
demnización de los accidentes, aunque sea bajo el sistema 
del riesgo profesional, conserva integramente el carácter 
de derecho privado, por ser una relación jurídica entre per- 


———— 


(1) Véase Menger El Derecho al producto integro del trabajo. Tra- 
ducción de Posada. 

(2) Buylla. La cuestión obrera v las leyes. Revista general de Le- 
vislación y Jurisprudencia. Tomo 9% pag. 249, 
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sonasindependientes, con absoluta separación desu cualidad 
de miembros de un organismo superior; relación en la que 
cada una de ellas mira á la integridad de sus intereses par- 
ticulares en la esfera de su propia autonomía, y relación en 
la que si bien el obrero aparece como protegido por la ley, 
esta protección no representa una diferente consideración 
personal ante el Derecho, sino la ¿ntegración por obra del 
Derecho mismo de algo que siendo de la personalidad, apa- 
recia mutilado en las antiguas doctrinas jurídicas: la con- 
sagración de la verdadera igualdad ante la Ley en favor de 
personas que todavía padecen las consecuencias de una po- 
sición desigual € inferior ante la Sociedad; en una palabra 
la dignificación del trabajo, para que en su lucha con el 
capital, este no despoje por completo al trabajador abusan- 
do de su debilidad y de las grandes dificultades con que tro- 
pieza en el manejo de los recursos jurídicos. Desde este pun- 
to de vista, y diga Chironi lo que quiera, trátase de una 
institución tutelar supletoria de la capacidad personal y re- 
paradora de toda lesión injusta, de la misma especie á que 
pertenecen la tutela de los menores, la asistencia judicial 
en favor de ciertos incapacitados y la restitución /n imte- 
grium que algún día reconoció nuestro derecho, para evitar 
grandes perjuicios que podían acaecer dentro de la norma- 
lidad de la vida jurídico-privada. 

El riesgo profesional está totalmente á cargo «de la em- 
presa, que es, en la práctica del trabajo, una de las partes 
ó términos de una relación de carácter privado. El Estado 
no interviene aquí sino para reconocer y garantizar las con- 
secuencias jurídicas de aquél en la esfera de la Ley. Pero 
el Estado no es quien indemniza, sino que pone á cargo del 
patrono esta obligación, como implícita en su carácter de 
empresario. Tampoco le es posible impedir, mediante su in- 
tervención, la existencia del accidente desgraciado, que co- 
mo hemos dicho, es inherente á la industria misma. Podrá, 
sf, mediante una minuciosa vigilancia para el cumplimiento 
de sus leyes y reglamentos, mediante poderosos estímulos 
á la actividad individual para el invento y aplicación de apa- 
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ratos de seguridad y otras medidas encaminadas al mismo 
fin, reducir en lo posible y progresivamente las estadísticas 
de los accidentes; aspecto éste de conjunto, que ya corres- 
ponde propiamente al derecho público; pero cuando, ape- 
sar de todas estas previsiones, el accidente se da en un caso 
determinado, surge una relación particular á la que el Es- 
tado permanece totalmente extraño, y cuyos miembros son 
exclusivamente la empresa obligada y el obrero acreedor 
á la indemnización. 

Hé aquí por qué hemos afirmado que no vemos en esta 
teoría el carácter socialista que algunos le han atribuido, 
sin duda por confundir en este nombre todo lo que aparez- 
ca como reivindicación obrera, y por haber figurado sus 
principales postulados en aquellos programas mínimos en 
que condensaron sus aspiraciones los partidos obreros na- 
cionales y la democracia social, cuando vinieron á sustituir 
á la acción ¿internacional del colectivismo. | 

Por lo demás, la teoría del riesgo profesional sincera- 
mente practicada y desarrollada en toda la extensión de sus 
consecuencias sería en los actuales momentos el más firme 
baluarte de la organización económica vigente contra los 
ataques del colectivismo. Por eso lus Gobiernos más con- 
servadores no ven inconveniente en patrocinarla; y entre 
las escuelas socialistas, no es precisamente la revoluciona- 
ria, sino la que representa la tendencia gubernamental y 
se distingue por un prudente oportunismo, la que incluyó 
en sus programas esta doctrina, y la que desde las esferas 
del poder se dedicó á garantizar su práctica sincera. 

Este espíritu alienta, por ejemplo, en la circular por me- 
dio de la que el Ministro francés socialista Millerand, trató 
de dar una interpretación extensiva á la ley de 9 de Abril de 
1898, recomendando á los Prefectos que extiendan el conoc1- 
miento y expliquen el espíritu de la misma para asegurar la 
integridad de su ejecución, especialmente en aquellas de 
sus disposiciones que son favorables á la clase obrera. 

Esta circular de Millerand que lleva la fecha de 24 de 
Agosto de 1899, contiene un pasaje que no resistimos á la 
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tentación de reproducir porque caracteriza perfectamente 
la teoría que examinamos. “La idea que inspira esta legis- 
lación, dice, es la del riesgo profesional; idea tímidamente 
introducida hace cerca de veinticinco años en una legisla- 
ción extranjera, aceptada después por todos los grandes paíf- 
ses industriales de Europa, generalmente admitida hoy en 
Francia por los jurisconsultos y por los industriales, aun 
por aquellos que, durante estos últimos diez años, la han 
combatido con más calor, idea cuya rápida fortuna señala 
la evolución operada en nuestras concepciones jurídicas y 
sociales, por la transformación económica del mundo mo- 
derno. 

“Bajo el imperio del Código Civil, el obrero no tiene más 
que un recurso excepcional é incierto contra los riesgos que 
supone para él la producción, y que la extensión incesante 
del maquinismo y de las grandes aglomeraciones obreras 
va multiplicando cada día. Enfermo ó mortalmente herido, 
no tiene derecho á indemnización alguna, si no puede de- 
mostrar que el patrono ha cometido una falta. Víctima de 
su propia imprudencia, si es que así puede llamarse la ine- 
vitable apatía que producen en él el hábito del peligro y la 
intensidad creciente del trabajo, la ley le rehusa toda pro- 
tección. Víctima de uno de aquellos casos fortuitos que no 
envuelven responsabilidad alguna definida y que represen- 
tan más de la mitad de los accidentes industriales, se halla 
privado de todo recurso. Víctima, en fin, de una negligen- 
cia Ó de una falta caracterizada del patrono, le es preciso 
suministrar la prueba judicial, en la triste situación que si- 
gue al accidente, á pesar de su inexperiencia respecto al 
procedimiento, apesar de las dificultades que existen para 
conseguir el testimonio de los camaradas llamados á depo- 
ner contra su patrono. En una palabra; de diez accidentes 
apenas uno ó dos dan lugar á una plena reparación. Así, 
bajo el régimen del artículo 1.382 es el obrero quien, con 
mayor frecuencia, soporta el riesgo de los accidentes in- 
dustriales. 

“Totalmente distinta es la situación si este riesgo se hace 

14 


E (O 


profesional, si es una de las condiciones normales del ejer- 
cicio mismo de la profesión, una de las cargas que ella im- 
plica necesariamente y que deben figurar entre sus gastos 
generales. Desde entonces, nada de inquirir las causas del 
accidente, nada de litigio sobre la responsabilidad: la em- 
presa misma considerada en su impersonalidad, asume la 
reparación del accidente ocasionado por la producción, co- 
mo todos los demás gastos de ella y la incorpora con estos 
al coste de la fabricación. El obrero no tiene riesgo perso- 
nal que correr, ni pruebas que suministrar. Como su traba- 
jo le hace acreedor al salario, todo accidente del trabajo 
le hace acreedor á una indemnización. 

“Otro carácter de la nueva legislación es que las indem- 
nizaciones que asigna son transaccionales y predetermi- 
nadas. 

“En provecho del obrero se establece que en todo caso ha 
de ser indemnizado; y en el del patrono que la indemniza- 
ción será siempre inferior al total perjuicio causado. Así es 
transaccional. 

“Y es predeterminada, porque la Ley no deja al arbitrio 
judicial la apreciación del perjuicio; sino que establece de 
antemano la indemnización que le corresponde, determinán- 
dola según las consecuencias posibles de los accidentes, que 
clasifica en cuatro categorías. Transacción y fijeza tan fa- 
vorables al obrero como al patrono, puesto que indemnizan 
al uno de todo accidente del trabajo, al mismo tiempo que 
proporcionan al otro la posibilidad de calcular de antemano 
su deuda eventual y desde luego descargarse de ella por 
medio del seguro, (1). 

Como se desprende de todas las consideraciones anterio- 
res hay en la evolución jurídica que corresponde al moder- 
no desarrollo de la industria un fenómeno singular que de- 
termina la insuficiencia de las reglas del Derecho privado 
tradicional para contener las infinitas manifestaciones de 
este grandioso movimiento; y á la manera que allá en los 





(1) Lavy. L“oeuvre de Millerand. pág. 117. 
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periodos de la Edad media y del Renacimiento otro fenóme- 
no análogo, producido por el desarrollo del comercio y de 
la propiedad mobiliaria, dió lugar al nacimiento de nuevas 
reglas contractuales cuyo conjunto vino á constituir el con- 
tenido de los Códigos de Comercio y de la especial discipli- 
na jurídica que se llamó Derecho mercantil; así en los ac- 
tuales momentos, la teoría del riesgo profesional viene á 
emancipar por completo del dominio de los Códigos civiles. 
y leyes de enjuiciamiento todo el sistema jurídico de la in- 
demnización por accidentes que gradualmente ha venido 
formándose á través de las anteriores teorías,-hasta que me- 
diante sucesivas emancipaciones de los demás aspectos de 
toda la Institución, con su caracter orgánico, pueda algún 
día formularse el verdadero Código del Trabajo. 


TEORÍA DEL SEGURO 


Carácter más marcadamente socialista, ya se atienda á 
sus fundamentos, ya á sus manifestaciones legislativas ofre- 
ce sin duda alguna la teoría profesada por aquellos que en- 
tienden que el Estado debe proveer, ya por sí mismo direc- 
tamente, ya imponiendo una obligación legal á todo empre- 
sario, á la seguridad del obrero, previendo los accidentes 
para evitarlos, é imdemnizando sus perjuicios cuando se han 
producido, mediante la institución económico-jurfdica del 
Seguro. | ( 

Ante todo y para evitar confusiones en el desarrollo de 
la doctrina, debemos advertir que no se refiere esta teoría 
á la facultad, reconocida por la ley tanto al patrono como al 
obrero, de asegurarse mediante cualquiera de las ingeniosas 
combinaciones inventadas por la moderna industria de este 
ramo; ya, por lo que se refiere al primero, contra el riesgo 
de las indemnizaciones de que pueda resultar responsa- 
ble por.accidentes acaecidos á sus obreros; ya, respecto al 
segundo, contra cualesquiera riesgos que pudieran no ha- 
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llarse previstos en la ley, principalmente antes de la intro- 
ducción de las que se inspiraron en la doctrina del riesgo 
profesional. 

- La nueva teoría de que aquí se trata, prescinde por com- 
pleto de las consideraciones en que se apoyan todas las an- 
teriores: no ve el riesgo de la industria, ni la culpa ó negli- 
gencia del patrono: considera el organismo social en su 
conjunto y atendiendo á que en el ejercicio económico de la 
producción existen utilidades sobrantes después de cubrir 
todos sus gastos, exige del caprtal,—que se conserva sepa- 
rado del trabajo noobstante la tendenciasocialista dela teo- 
ría, —que antes de percibir sus beneficios reintegre total- 
mente al obrero de toda pérdida sufrida; y para ello orga- 
niza la producción en forma adecuada, ya exigiéndole por 
medio del impuesto todos aquellos recursos que, sobre la ba- 
se de un cálculo sistemático, se consideren suficientes para 
que el Estado indemnice directamente al obrero, ya impo- 
niendo al patrono la obligación de asegurar á sus ope- 
rarios contra todos los riesgos del trabajo en que los emplea, 
siendo de cuenta exclusiva de aquel todas las primas ó di- 
videndos que deba percibir la sociedad ó empresa asegura- 
dora, ó contribuyendo también, en parte, el is al fondo 
de los Seguros. 

Este sistema, se llama por los autores seguro de repa- 
ración, á diferencia de aquel otro seguro, á que antes he- 
mos aludido, y que resulta perfectamente compatible y has- 
ta complementario del riesgo profesional ó de cualquier 
otro sistema que imponga la carga de la indemnización por 
accidentes al patrono, con culpa ó sin ella; y que suele deno- 
minarse seguro de responsabilidad (1). 

Este sistema del Seguro obrero es originario y caracte- 
rístico de los paises germánicos, en los que la gran escuela 
doctrinal económica del Socialismo de Cátedra engendró 
aquella otra de trascendencia y sentido prácticos conoci- 
da por el Socialismo del Estado, la cual, (á partir de los 


(1) André et Gibourg Code ouvrier pág. 357. 
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postulados de dos tendencias diferentes, á saber: la produ- 
cida por el antiguo colectivismo que en unió otra forma si- 
gue su propaganda doctrinal y de acción encarnado en el 
partido de la democracia socialista; y la representada por 
aquel otro socialismo gubernamental que se propone ven- 
cer con medidas de carácter socialista al partido revolucio- 
nario, atenuando con ellas su propaganda) proclama “aque- 
lla forma de Gobierno que se denomina Providencia, régi- 
men bajo el cual la Sociedad aparece representada, en sen- 
tir de algunos, por un caballo sujeto al freno, cuyas bridas 
estuviesen en mano del Gobierno, (1). 

Las legislaciones de Alemania y Austria se inspiran, co- 
mo veremos, en tal sistema. Por medio del seguro obligato- 
rio administrado en definitiva por el Estado proveen á la re- 
paración de las consecuencias de los accidentes del trabajo, 
sustituyendo aquel espíritu del self-helps que domina é in- 
forma lalegislación obrera inglesa, con el principio del staat- 
hilfe (asistencia del Estado) que caracteriza el movimiento 
legislativo obrero de Alemania. 

Nótase también en este sistema del seguro obrero la in- 
fluencia del llamado socialismo cristiano, en sus dos rami- 
ficaciones, católico y evangélico, por las frecuentes invo- 
caciones á los principios religiosos que se han hecho desde 
las esferas gubernamentales y parlamentarias al tratar de - 
poner los fundamentos de la legislación en que aquel xiste- 
ma se desarrolla. ' 

En resúmen: el sistema de indemnización á las víctimas 
del accidente del trabajo mediante el seguro obligatorio, 
desconoce ó prescinde en absoluto de aquellos motivos de 
caracter técnico que fundamentan todos los demás sistemas: 
ora desarrollando antiguos conceptos del Derecho privado 
(culpa ó negligencia contractual ó extra-contractual) ora es- 
tableciendo, después de un minucioso análisis de las condi- 
ciones en que se produce la industria bajo el sistema capi- 
talista, las bases económico sociológicas de la reparación 


(1) Frorentini. La evolugione del Socialismo. pág, 47, 
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(riesgo profesional). El sistema del seguro, considera el or- 
ganismo social, en su conjunto y en su actualidad, y como 
vé que no ha alcanzado todavía su fase socialista, trata de 
reparar algunas consecuencias de la desigualdad de condi- 
ciones sociales que origina la vigente economía, mediante 
procedimientos inspirados en esta tendencia. El seguro re- 
para la lesión, no porque en ella halla un principio de culpa 
del patrono, no porque la reparación sea una condición im- 
plícita del contrato, ni se halle contenida en el organismo 
de la profesión; sino porque el Estado, órgano supremo de 
toda justicia y providencia de la felicidad de todos sus mien- 
bros, no puede tolerar impasible que alguno de ellos padez- 
ca, en tanto que los rendimientos de la producción sean su- 
ficientes para evitarlo; ni puede ver con indiferencia que el 
enriquecimiento de alguna de las personas que intervienen 
en la industria (empresario) tenga á su cargo la desgracia 
y el abandono de los demás; en una palabra, porque el prin- 
cipio de ¿igualdad social, debe ser efectivo, por lo menos 
hasta el punto en que nadie carezca de los elementos de vi- 
da necesarios, sean cualesquiera, por lo demás, las condi- 
ciones jurídicas y los estados psíquicos y morales de cada 
persona y las relaciones contractuales en que se halle con 
las demás. 

Tal es el pensamiento fundamental que inspira las dos 
.leyes alemanas de 1883 y 1884 sobre seguro contra las en- 
fermedades y los accidentes; pensamiento que su comenta- 
rista Van Woedche, expone en los siguientes términos: “Es 
un deber cristiano del Estado el tomar las medidas positivas 
en favor de los que nada tienen, los más numerosos y me- 
nos instruídos del pueblo. Desde que están expuestos á los 
peligros de la actividad industrial y se les utiliza para el tra- 
bajo, sin culpa suya casi siempre, es un deber el introducir 
_medidas de'previsión suficientes para ahorrarles la necesi- 
dad de acudir á la oficina de beneficencia y apartarles de 
las locuras de la democracia social. Este es el criterio y el 
“fin de la legislación político-social aplicada en Alemania y 
Estados confederados por el Emperador Guillermo, por 
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consejo desu canciller el príncipe de Bismarck. Parte inte- 
grante de este conjunto legislativo, es la ley de seguros con- 
tra los accidentes (1). 

Adviértense, sin duda, en el anterior pasaje y en otras 
muchas declaraciones procedentes de las esferas guberna- 
mentales del Imperio alemán, que el fin político que se per- 
sigue con este sistema de reformas es el de desarmar al 
partido obrero, razón por la cual, en sentir de Gabba (2) se 
nota que en aquel país la legislación social responde á un 
programa decidido consecuente y armónico; pero esta cir- 
cunstancia no es obstáculo al carácter ú orientación socia- 
lista de las leyes, porque, como antes hemos notado, en Ale- 
mania se procura combatir al partido socialista revolucio- 
nario con medidas gubernamentales de carácter socialista, 
bien sea porque se reconozcan los beneficios de su conteni- 
do, cristiano y humanitario en el fondo, ó bien para evitar 
pretextos á la propaganda que se propone transformar la 
Constitución del Estado. 

Este carácter socialista del seguro obligatorio por acci- 
dentes del trabajo fué también observado en el parlamento 
francés por M. De Mun, cuando, con motivo de la introduc- 
ción de una Cuja Nacional de retiros para la vejez, excla- 
maba: “Si no está aquí el Socialismo del Estado, yo no sé 
donde está,; y acaso no tiene otra explicación que el rece- 
lo de incurrir en esta, que para muchos es un1 censura, el 
hecho de que algunos países de los que con mayores arres- 
tos aceptaron y llevaron á sus leyes la novísima teoría del 
riesgo profesional, hayan rehusado, hasta ahora, comple- 
tarla y hacerla más eficáz con el Seguro obligatorio que 
haría de una vez desaparecer los mayores peligros de in- 
ejecución que aquella envuelve. 

Sin duda por esta estrecha conexión entre ambas teo- 
rías, —de la que resulta la del seguro como complemento 
obligado de la del »¿esgo,—es por lo que algunos han tildado 


(1) Citado por Stocquar. E! contrato de Trabajo. Trad. esp, pág. 112, 
(2) B. Gabba. Treinta anni di legislazione sociale, pág. 121. 
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también á esta última de llevar la marca del socialismo, y 
" por lo que, discutiendo Lord. Salisbury en la Cámara ingle- 
sa, dicha teoría del riesgo profesional (que fué aceptada en 
la Ley de 6 de Agosto de 1897, después de declarar el se- 
guro obligatorio, que había sido propuesto como enmienda) 
decía que hay en ella tanto socialismo como en la asisten- 
cia obligatoria, y aun en el seguro forzoso de la Ley de po- 
bres, que hace ya más de tres siglos existe en Inglaterra. 
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ANTECEDENTES Y ESTADO ACTUAL DE LA LEGISLA- 
CIÓN SOBRE ACCIDENTES DEL TRABAJO EN LOS 
PRINCIPALES PAISES 


La parte de la legislación social que tiene por objeto la 
reparación de las consecuencias perjudiciales de los acci- 
dentes del trabajo establecida en favor del obrero, corres- 
ponde al tercero de los aspectos que descubre Bassano Gab- 
ba en la tutela ejercida por el Estado respecto de los traba- 
jadores, á saber: el higiénico, el disciplinario y el jurídico. 

Refiérese el último según este autor, “á las responsabili- 
dades de los patronos y de los operarios, tanto ordinarias 
como extraordinarias (accidentes del trabajo) á las consi- 
guientes indemnizaciones, á los modos de hacer constar 
aquellas, á los métodos procesales, á las autoridades com- 
petentes y á la obligación de asegurar y de asegurarse, (1). 

Casi todos estos extremos están comprendidos en nues- 
tro asunto; de donde se infiere que casi todo el contenido de 


(1) Gabba: ob. cit, pag. 36, 
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la legislación social en su aspecto jurídico está representa- 
do por la que vamos á exponer. 

¿Qué criterio de clasificación convendrá seguir para dar 
á esta reseña un carácter más ó menos sistemático? 

El mismo Gabba en su notable opúsculo titulado Trein- 
ta años de legislación social clasifica los paises de Euro- 
pa en que sucesivamente fueron apareciendo diversas leyes 
de esta índole, según los móviles que inspiraron su intro- 
ducción, en cuatro grupos: Unos'como Alemania, en que la 
reforma obedece á un plan decidido, completo y armónico; 
otros como Inglaterra y Suiza en que se relaciona con pre- 
cedentes más ó menos remotos y responde á un postulado 
de la conciencia pública, por lo cual aparece menos siste- 
mática, más particularista y sujeta á repeticiones, pero por 
otra parte, insistente, progresiva y radical; otrosen que apa- 
rece dominada por un criterio de dura necesidad y por tan- 
to es lenta en su aparición, excesiva en ciertos aspectos y 
tímida en otros: en este grupo coloca á Francia, Bélgica, 
Rusia y los paises escandinavos; y otros por último en que 
la legislación social es insuficiente y sugerida casi exclusi- 
vamente por el miedo, como España y Portugal. 

Aparte de algunas rectificaciones que cabe hacer á tal 
doctrina, pero que no son de este lugar, es indudable que 
esta clasificación corresponde más bien al conjunto de to- 
da la legislación social de cada país; por lo que no puede ser 
aceptada como base para la exposición de las legislaciones 
sobre Accidentes del Trabajo, único extremo de nuestro 
estudio. 

Mas como bien puede afirmarse que las modernas leyes 
más importantes, si se exceptúa la de Suiza, hállanse inspi- 
radas en la teoría del riesgo profesional, más ó menos com- 
binada ó completada, según los países, por la del seguro 
obligatorio, y con atenuaciones ó modificaciones de detalle 
bajo la influencia de doctrinas diversas ó circunstancias 
locales ó nacionales, todo lo cual impide hacer un cuadro 
de clasificación de contornos perfectamente limitados, cree- 
mos preferible exponer las más principales, con sus ante- 
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cedentes, por el orden de importancia de los respectivos 
países. 


INGLATERRA 


Las antiguas leyes inglesas eran muy escasas en precep- 
tos referentes á la responsabilidad de las partes en el con- 
trato de trabajo. Comprendían solamente la obligación para 
el amo de abonar al criado despedido intempestivamente 
una indemnización de subsistencia que no excedía de una 
mensualidad. La responsabilidad civil entre patronos y sus 
dependientes no se hallaba prevista por el derecho común. 
Así las cosas, una ley de Carlos Il, inspirada en antiguas 
costumbres, hace responsable al patrono de los daños sufri- 
dos por el doméstico á.su servicio; y la jurisprudencia pos- 
terior, considerando demasiado rígida esta regla, rehusa su 
aplicación á los daños experimentados por el obrero. Este 
criterio prevaleció en los tribunales de justicia; y según él 
el empresario no respondía del daño sufrido por el obrero á 
no ser si fuese causante material y directo del mismo. 

Una ley de 7 de Septiembre de 1880 viene á introducir 
notable modificación en este punto, declarando la responsa- 
bilidad del patrono en los accidentes ocasionados por su 
culpa ó la de aquellas personas de cuyos actos deba respon- 
der, como principio general y salvo algunos casos de excep- 
ción taxativamente determinados. La cuantía de la indem- 
nización no podrá exceder del importe de tres años del sa- 
lario que percibiese un obrero en análogos trabajos y en el 
mismo distrito, limitación establecida para evitar las extre- 
mas desigualdades que se notaron en las indemnizaciones 
concedidas por los jurados. Esta ley denominada Employers 
Líabtility Act se promulgó como obligatoria hasta fin de 1887 
y fué prorrogada más tarde por otros siete años (1), - | 

Pero como según ella era tolerado eximir al patrono de 


(1) Gruner. Congres intern, des accidens du travail. 


000 


toda responsabilidad, mediante una prévia convención, en 
1893 se presentó al parlamento una enmienda que el gobier- 
no retiró de la discusión al año siguiente. Las disposiciones 
esenciales de este proyecto eran las siguientes: 

1.2 En caso de accidente ocasionado por la negligencia 
de cualquier persona á servicio del empresario, el obrero 
víctima del mismo, ó por su muerte los herederos, tendrán 
respecto al empresario derecho á la misma indemnización 
que correspondería á la víctima si no fuera obrero, ni sir- 
viente, ni empleado en los talleres del empresario. 

2.2 El contrato por el cual el obrero renunciase para sí 
Ó para sus herederos al derecho de ser indemnizado por las 
consecuencias de un accidente causado por la negligencia 
del empresario ó de cualquier otra persona á su servicio, no 
constituirá una excepción contra la reivindicación judicial 
de la indemnización. 

3.2 Cuando el empresario hubiere coñteibaido al fondo 
de alguna Caja creada para indemnizar á los obreros, el tri- 
bunal deducirá de la indemnización á pagar, la suma corres- 
pandiente á los desembolsos hechos en favor de la Caja. 

M. Mac Laren reprodujo en 1894 este proyecto en la Cá- 
mara de los Comunes, y en la misma presentó más tarde 
Hunter un proyecto de Ley haciendo al patrono responsa- 
ble de todos los accidentes excepto de aquellos que provi- 
niesen de una falta voluntaria del obrero (1). 

Con posterioridad se ha vuelto en Inglaterra al régimen 
anterior á la ley de 1880, nc siendo el patrono responsable 
sino de sus hechos personales, hasta que se promulgó otra 
ley de 6 de Agosto de 1897 que ya viene más ó menos inspi- 
rada en el concepto del riesgo profesional. 

Según ella, la indemnización debe contarse entre los gas- 
tos generales de la industria, salvo cuando se trata de cul- 
pa grave del obrero. | 


(1) Legrand. Le contrat de Louuje de Services et la question des 
accidents du travail en Belgique et al'etranger.—Bodeaux. Etudes 
sur le contrat du travatl, 
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En caso de muerte se debe á los representantes legales 
del obrero, á quien vivía de su trabajo ó á sus acreedores. 
No puede ser inferior á 3.500 pesetas ni superior á 7.000. En 
caso de enfermedad consistirá en el salario medio de los úl- 
timos doce meses. 

Las cuestiones que puedan surgir serán decididas por 
los antiguos jurados ó por un árbitro nombrado por el juez 
y cuyas decisiones tienen fuerza ejecutiva. 

Cuando se acredita que para una industria determinada 
existe ya un sistema de indemnización equivalente al esta- 
blecido por esta ley, aquél podrá seguir en vigor. 

Tal es la legalidad vigente sobre accidentes del trabajo 
en Inglaterra. 


ALEMANIA 


Si bien en este país existe un gran desarrollo de la legis- 
lación social antes de la promulgación del Código Civil no- 
“vísimo; hay que colocar las disposiciones de éste entre los 
antecedentes legislativos de nuestro asunto, porque en di- 
cho Código, apesar de su fecha, reciben, en parte, nueva 
consagración los principios del antiguo derecho privado. 

Los Códigos de los principales pafses germánicos ante- 
riores á la unidad del Imperio, contenían ya disposiciones 
más ó menos análogas á las de otros pueblos en cuanto á la 
responsabilidad respectiva del arrendador y el arrendatario 
de servicios por incumplimiento de sus obligaciones. 

El antiguo derecho germánico se mostraba en este punto 
más inflexible y riguroso, haciendo responsable al dueño 
aunque fuese completamente extraño al hecho del sirvien- 
te (1), regla que más tarde ha sufrido muchas limitaciones. 
Por el contrario, en los países de Derecho común (Romano), 
nadie era responsable por el hecho de otro, á no ser que re- 
sultase culpable por falta de vigilancia (2). 


(1) Consúltense las leyes salica, sipuari¿ y sajona. 
(2) Windscheid. 
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El Zandrecht prusiano disponía: que por regla general 
el patrono no responde de los daños sufridos por su servi- 
dor; que si conscientemente omite las diligencias necesarias 
para impedir el daño producido por éste, es considerado 
como su cómplice; que el dueño está obligado por los daños 
causados por su criado si á sabiendas tomó á su servicio 
una persona peligrosa por sus tendencias, su debilidad men- 
tal ó enfermedad contagiosa; y que aquel que confía un tra- 
bajo á un incapáz, soporta los daños producidos por la inep- 
titud de éste (1). 

. Como se ve, ninguna de estas disposiciones se encamina 
directamente á la resolución de nuestro problema, y sólo á 
título deantecedentes más ó menosrelacionados con el asun- 
to se mencionan aquí, siguiendo el método que hemos creí- 
do más conveniente en esta exposición para presentar de la 
manera más completa posible la génesis de la legislación de 
accidentes del trabajo. | 

El vigente Código Civil del Imperio, contiene disposicio- 
nes importantísimas y que revelan un notable progreso con . 
relación á otros Códigos, en los dos títulos que dedica á re- 
gular las consecuencias Jurídicas de los actos ilícitos y del 
arrendamiento de servicios. 

En el primero de ellos (Sección VII, lib. 2.*, tit. XXV), 
reune las doctrinas que en otros Códigos suelen tratarse 
bajo los epígrafes de delitos y cuasi delitos, ú obligaciones 
que nacen de la culpa ó negligencia, separándose no poco 
de las disposiciones de éstos. 

Por lo que á nuestro asunto se refiere, anotaremos las 
de los artículos: 

“s842.—-La obligación de reparar el daño que resulte de 
un acto ilícito dirigido contra la persona, se extenderá lo : 
mismo al perjuicio causado en los bienes que en la existen- 
cia del lesionado. 

343.--—Si á consecuencia de una lesión corporal se destru- 
yese ó disminuyese la capacidad de adquirir del lesionado 





(1) 1-6-60, 61, 62 y 63. 
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Ó sobreviniese un aumento de sus necesidades, la indemni- 
zación consistirá en una renta pecuniaria. Las circunstan- 
cias determinarán cómo y en qué límites deberá el deudor 
dar garantía. El lesionado podrá exigir, mediando causa 
grave que se capitalice la pensión. | 

844.,—En caso de muerte, el que deba la reparación, de- 
be reembolsar las gastos del entierro á quien los sufragase. 

Si al tiempo de la lesión el difunto se hallase en alguna 
relación jurídica con otra persona, por la cual estuviera 
obligado á suministrarle alimentos, el deudor de la repara- 
ción habrá de indemnizar al tercero con una renta equiva- 
lente á los alimentos que tenía derecho á percibir y que du- 
rará lo que se presuma que podría vivir el lesionado.  . | 

845.—En caso de muerte, lesión, pérdida de la salud 6 
de la libertad, si el lesionado estuviese obligado á prestar 
servicios á un tercero, el deudor de la reparación deberá 
indemnizar á este último por los servicios con una renta, 
que también podrá ser capitalizada. 

Como se ve, el Código alemán en este punto, abandona 
aquella generalidad en que se mantienen otros Códigos ci- 
viles y toma en gran consideración, para otorgarles la repa- 
ración debida, aquellos perjuicios de carácter personalísimo 
que suelen ser olvidados por otras legislaciones. 

Con igual criterio favorable al lesionado, le exime en va- 
rias ocasiones de la prueba de la culpabilidad del que mandó 
ó encargó ejecutar el hecho de que haya resultado la lesión, 
imponiendo á este último la prueba de descargo. Los ele- 
mentos esenciales de un acto para que proceda la indemni- 
zación son, según el Código alemán, la ¿legalidad del acto 
mismo y la existencia del perjuicio, pero no la falta (inten- 
cionalidad ó negligencia), de la persona responsable, porque 
según los artículos 8209, 833 y 835 no se requiere que exista 
ésta para que proceda la indemnización. Estas disposicio- 
nes fueron objeto de graves censuras por parte de aquellos 
que pretenden mantenerla inflexibilidad delos antiguos prin- 
cipios jurídicos; pero han merecido los elogios de todos los 
espíritus abiertos á las corrientes del progreso; y si es cier- 
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to que Menger halla todavía grandes vacíos en esta parte 
del Código alemán desde el punto de vista del interés en las 
clases pobres (principalmente por cuanto desampara de su 
protección el honor femenino y las fuerzas productivas del 
obrero), apesar de todo no cabe poner en duda el evidente 
carácter social y humanitario que se revela en las disposi- 
ciones mencionadas. 

En el título referente al arrendamiento de servicios (VI, 
sección VII, lib. 2.) regístranse disposiciones tan importan- 
tes como la del art. 618 en que después de imponer al pa- 
trono la obligación de organizar y reparar los locales, ins- 
talaciones y utensilios en forma que quede siempre á salvo 
la vida y la salud del obrero; y en caso de que el trabajador . 
haya de habitar en la misma casa del dueño, las concer- 
nientes para garantizar la salud, la moralidad y la religión 
del doméstico, se impone al dueño por incumplimiento de 
cualquiera de estás obligaciones ó por su falta de vigilancia, 
el deber de indemnización á que se refieren los artículos 842 
y siguientes, anteriormente transcritos: disposición que, co- 
mo veremos se halla relacionada con las que en fechas an- 
teriores habían sido ya establecidas en diferentes parajes 
- de la legislación social alemana. 

A esta será preciso acudir en busca de disposiciones más 
concretas referentes á la indemnización por Accidentes del 
Trabajo. 

Ya en 1845 se promulgó para el reino de Prusia la prime- 
ra Ordenanza de la Industria (Gewerbe Ordnung), que más 
tarde, en 1849, fué objeto de importantes modificaciones in- 
troducidas á consecuencia de muchas reclamaciones obre- 
ras. 

La Confederación de la Alemania del norte restableció 
el principio de libertad industrial proclamado en aquella 
primitiva ordenanza, mediante la Allgemeine Gewerbe Ord- 
nung promulgada en 21 de Junio de 1869, Establecido el 
Imperio fué sucesivamente extendiendo su vigor á diferen- 
tes Estados, hasta que, después de varias modificaciones, 
vino á ser ley general en Febrero de 1888. Desde 1869 á 1891 
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se le fueron incorporando sucesivamente nuevos textos com- 
plementarios tomados de diversas ordenanzas particulares 
cuyo conjunto constituye el más completo Código industrial 
que se conoce. 

En-lo que á nuestro problema se refiere, es notabilísimo 
el contenido al $ 120 en que se halla inspirado el art. 618, 
antes mencionado, del Código Civil, y por cuyas variadas 
disposiciones, que descienden á una reglamentación minu- 
ciosa, se obliga á todo empresario á tomar aquellas pre- 
cauciones necesarias, según la especial naturaleza de cada 
industria, para proteger la vida, la salud, la integridad cor- 
poral, la moralidad y la instrucción de los operarios. 

Pero en los cuerpos legales anteriormente examinados 
no se registran disposiciones concretas acerca de lo que en 
la técnica moderna se entiende por accidentes del trabajo. 
Una ley de carácter eminentemente socialista promulgada 
en 11 de Junio de 1883 estableció el seguro obligatorio con- 
tra la enfermedad de los obreros con intervención del Esta- 
do; ley que tiene su precedente en otra de 8 de Abril de 1876; 
y por lo que se refiere de lleno á nuestro asunto existe la ley 
de 6 de Julio de 1884, modificada posteriormente por otra 
de 30 de Junio de 1900. 

Por la primera de estas (1884) los obreros adscritos á una 
fábrica en la que trabajan diez por lo menos deben ser ase- 
gurados. La Administración imperial de los seguros desig- 
- nará los establecimientos que deban ser considerados como 
fábricas para estos efectos. El salario anual se valúa en 300 
veces el salario medio diario. En caso de lesión el seguro 
debe indemnizar los gastos del tratamiento facultativo has- 
ta 14 semanas después del hecho, y una pensión mientras 
dura la incapacidad para el trabajo. Durante las 14 prime- 
ras semanas esta pensión se halla á cargo del seguro contra 
las enfermedades; después de este plazo, al del patrono en 
la misma medida. En caso de muerte, se deben los gastos 
de entierro y funeral y una pensión para la viuda y los hi- 
jos: á la primera durante su vida, á estos hasta los 15 años 
cumplidos. Esta pensión no excederá del 60 por 010 del sala- 
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rio anual. A los ascendientes que eran mantenidos por el 
difunto se les concede una pensión hasta el 20 por al de di- 
cho salario. 

Cuando los heridos ó enfermos son recogidos gratuita- 
mente en un hospital no se les debe el abono de los gastos 
de tratamiento. 

Los propietarios de las diversas industrias de cada cir- 


cunscripción pueden constituirse en sociedad de SEE UTOS | 


mútuos. 

El fondo para pagar las dsmpadiones y los gastos de 
administración se constituye por cuotas que deben satisfa- 
cer anualmente todos los miembros de la asociación en pro- 
porción á los salarios y á las indemnizaciones asignadas por 
cada establecimiento á los asegurados. 

Cuando no se haya constituído espontáneamente la re- 
ferida asociación mútua, el Consejo federal ha de tomar las 
precauciones convenientes para que no falte la indemniza- 
ción á los obreros perjudicados. 

Los estatutos de cada asociación deben ser aprobados 
por la Administración imperia) de los seguros. Las respec- 
tivas asambleas establecerán la categoría de los riesgos se- 
gún los peligros de cada industria, y determinarán la cifra 
de contribución de cada empresa asociada y la tarifa de las 
indemnizaciones. 

Toda asociación habrá de elegir un número de operarios 
variable según los casos, que intervendrá en las deliberacio- 
nes más importantes. 

Con el fin de prevenir accidentes, cada asociación podrá 
dictar las medidas generales ó especiales para algunas in- 
dustrias que reclamen especial cuidado. Los que contraven- 
gan á esta clase de preceptos pueden ser castigados impo- 
niéndoles una cuota más alta de contribución. 

Las asociaciones podrán también, mediante sus delega- 
dos, vigilar el trabajo, entrando en las fábricas cuando lo 
estimen por conveniente. Ellas á su vez son vigiladas por la 
Administración imperialde los seguros que reside en Berlín. 

Otra ley de 22 de Junio de 1880 estableció en Alemania 
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el seguro obligatorio en favor de los ancianos y los inváli- 
dos; y por último, la citada de 30 de Junio de 1900 viene á 
sancionar todas las disposiciones precedentes acerca de los 
accidentes del trabajo, aumentando el número de las indus- 
trias comprendidas en ellas, é incluyendo los trabajos que 
se verifican en casa del obrero por cuenta de otro. 

Como se ve, la legislación alemana tiende á hacer des- 
aparecer la responsabilidad ¿imdividual del patrono, crean- 
do la responsabilidad colectiva, mediante el seguro corpo- 
rativo. Mientras, según el derecho común germánico, sólo . 
el autor inmediato de cualquier dolo ó culpa respondía de 
las consecuencias 'del hecho injusto; y si el daño procedía 
de cualquier delegado del empresario sólo aparecía la res- 
ponsabilidad de éste cuando mediaba la llamada culpa in 
eligendo; por la moderna legislación social ya no es preciso 
averiguar de parte de quién está la culpa, porque la respon- 
sabilidad personal del empresario se sustituye por la colec- 
tiva de una corporación profesional, y adoptando la forma y 
las reglas del seguro, sólo se hace cuestión de averiguar si 
el daño ocasionado por el accidente era de los previstos en 
los cálculos de la empresa aseguradora y si se dan todas las 
condiciones predeterminadas para conceder la indemni- 
zación. | | 

Por lo demás, el Canciller del Imperio ha reconcido á las 
asociaciones de seguros la facultad de relacionarse con los 
industriales de aquellos países que poseen instituciones ó 
legislación adecuada para obtener la indemnización por los 
accidentes desgraciados ocurridos á las industrias alema- 
nas que tienen sucursales en el extranjero ó viceversa. 


AUSTRIA 


También existe en este país una Gewerbe Ordnung de 20 
de Diciembre de 1859 completada por otras leyes de 15 de 
Marzo de 1883 y 8 de igual mes de 18895. 

Por la primitiva ordenanza se proclama la libertad del 
trabajo, consecuencia del movimiento preparado por la abo- 
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lición del régimen feudal en 1848. Pero esta libertad no pre- 
senta el mismo aspecto que la francesa: lu corporación sub- 
siste en Austria como obligatoría en cierto sentido. La li- 
bertad consiste en la supresión de reglas y condiciones que 
antiguamente cerraban á muchos la entrada en las corpo- 
raciones. 

La ordenanza de la industria en Austria divide las em- 
presas en tres categorías: industrias libres, oficios é indus- 
trias concedidas. Las primeras no necesitan capacidad ni 
autorización especial; el oficio es toda industria que requie- 
esta capacidad adquirida mediante un aprendizaje y ejerci- 
cio prolongado; la industria concedida es la que por moti- 
vos de utilidad pública necesita una autorización especial. 

La corporación es obligatoria para todas las profesio- 
nes, á excepción de las que se ejercen en una fábrica. Se- 
- gún una decisión ministerial de 18 de Julio de 1883, entién- 
dese por fábrica la empresa en que se trabaja en talleres 
cerrados que comprenden más de 20 obreros, en que las 
operaciones se dividen con ayuda de las máquinas, se paga 
un impuesto considerable y el patrono no ejerce ningún ofi” 
cio manual. 

Disposiciones referentes á la seguridad é higiene de los 
talleres se comprenden en el art. 74 de la Gewerbe-Ordnung . 
austriaca, que dice'así: “Todo industrial está obligado á to- 
mar á su costa las medidas reconocidas como necesarias 
para salva-guardia de la vida y salud de los obreros. Ve- 
lará muy especialmente porque las máquinas y todos sus ac- 
cesorios estén provistas de aparatos protectores para evi- 
tar la exposición de los obreros durante el trabajo. 

También es obligatoria para el industrial la vigilancia á 
fin de que los locales, durante lashoras de trabajo y en lafor- 
ma compatible con cada profesión, se hallen suficientemen- 
te claros, despejados y libres de polvo, que el aire se renue- 
ve con regularidad en proporción al número de obreros, á 
fin de preservar, en tanto que sea posible, la salud de los 
trabajadores contra las emanaciones nocivas, especialmen- 
te en las industrias químicas. 
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Cuando los patronos cedan habitaciones á los obreros, 
deben también procurar instalarlas en lugares saneados. 

Por fin los industriales están obligados, cuando ocupen 
en su industria á menores de 18 años ó mujeres, á observar 
las consideraciones debidas á su edad ó sexo desde el punto 
de vista de las buenas costumbres,,. 

Después de este completo cuadro de medidas preventi- 
vas la Gewerbe Ordnung no contiene ninguna especial en- 
caminada á regular la indemnización por accidentes indus- 
triales. En la época en que se promulgaba esta ordenanza 
creiase en Austria como en todas partes que los intereses 
del obrero en este respecto estaban suficientemente garan- 
tizados con las reglas generales de los Códigos civiles. 

El austriaco comprende las siguientes disposiciones re- 
ferentes al asunto. | 

Art. 1.205 Hay derecho á exigir una reparación de 
aquel que causa un daño con culpa suya, ya contraviniendo 
á una obligación derivada “de un contrato, ya con indepen- 
dencia de éste. | 

El artículo siguiente fija la regla tradicional de que el 
cargo de la prueba corresponde al demandante. 

Art. 1.209 El que profesa públicamente un oficio, arte 
ó tráfico, ó el que sin necesidad asume el cargo de un nego- 
cio que necesita especial pericia 6 diligencia no común, 
se obliga á prestar esta diligencia y queda obligado por su 
impericia. | 

Art. 1.306 Nadie está obligado á reparar el daño acae- 
cido sín su culpa Ó á consecuencia de una acción invo- 
luntaria. | | 

Art. 1.311 . El caso fortuito redunda solo en perjuicio de 
aquel en cuya persona ó en cuyo patrimonio recae el daño 
. material; si alguno diese ocasión á él por su culpa Ó con 
transgresión directa de la ley, responderá de las conse- 
cuencias. | | 

Por último, los artículos 1.314 y 1.315 disponen que quien 
toma á su servicio una persona sin certificado de aptitud ó 
tiene á sabiendas á su servicio alguna persona peligrosa por 
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sus cualidades mentales ó corporales, deberá reparar el da- 
ño ocasionado á un tercero por su incapacidad. 

Desde el año de 1877 se inició en Austria el movimiento 
legislativo para promover la indemnización directa por ac- 
cidentes del trabajo. Por iniciativa del Gobierno se presen- 
tó en dicho año un proyecto de ley estableciendo la presun- 
ción de culpabilidad contra el patrono. En 1882 aparece 
otro proyecto sobre el seguro obligatorio, que después de 
profundos estudios y modificaciones en una y otra Cámara, 

fué ley en 28 de Diciembre de 1887. 
| Estando divididas ya con anterioridad las profesiones en 
las tres categorías que quedan especificadas, y establecido 
el régimen de corporación por provincias ó regiones, esta 
ley impone el seguro, obligando á dichas corporaciones á 
fundar cajus con el capital de garantía suficiente para la in- 
demnización de accidentes. 
-— “El seguro sustituye á la responsabilidad del patrono; 
este no responde personalmente sina en caso de culpa 


de grave. 


La ley de 1887 se aplica á todas las industrias á excep- 
- ción de la minera, respecto de la cual existía otra ley de 
1865; y se aplica también á los trabajos agrícolas que se ve- 
rifican con auxilio de las máquinas, á reserva de extenderla 
después sucesivamente á todas las demás. j 

Los heridos tienen derecho al 60 por 100 de salario á par- 
'tír dé la quinta semana de su incapacidad para el trabajo. 
Los que se incapacitan definitivamente lo tienen á una pen- 


-* sión variable según los grados y circunstancias pero cuyo 


máximum es también el 60 por 100. 
La viuda, hijos y descendientes podrán percibir hasta el 
50 por 100. 


Las primas del seguro serán pagadas en sus ?/,, por el pa-. 


trono y la décima restante por el operario, 

Cada industria tendrá una tarifa especial según el núme- 
ro y clase de sus riesgos y las medidas de precaución adop- 
tadas en la misma. 

La administración de los establecimientos de seguros es- 
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tá encomendada á un comité formado de patronos, obreros 
y miembros del Consejo provincial. 

El procedimiento se confia á un tribunal de árbitros, en 
el caso de que las cuestiones no puedan ser resueltas amis- 
tosamente por el comité. 

En ciertos casos, en vez de renta ó pensión, puede asig- 
narse un capital al lesionado. 

Por fin, la ley organiza también la vigilancia técnica pa- 
ra prevenir los accidentes. 

Una ley de 30 de Marzo de 1888 establece también el se- 
guro obligatorio de los obreros contra las enfermedades, á 
fin de hacer frente á los gastos de última enfermedad y fune- 
ral, Aquí la contribución del operario al fondo de reserva 
es de 2, y el tercio restante queda á cargo del patrono. 

Otra ley de 20 de Julio de 1894 extendió los efectos de la 
de 1887 aumentando las pensiones de los perjudicados y sus 
familias. 


SUIZA 


Posee esta nación un verdadero Código industrial en la 
ley federal de 23 de Marzo de 1877, formada en virtud de un 
precepto constitucional. 

En su art. 1.* define la fábrica: un establecimiento in- 
dustrial en que un número más ó menos considerable de 
obreros trabajan simultánea y regularmente fuera de su mo- 
rada y «en un local cerrado. Esta definición ha dado lugar 
á multitud de cuestiones acerca de si la pequeña industria 
estaba comprendida en los beneficios de la ley; problema 
que fué resuelto negativamente por un referendum en 1804, 
porque la mayoría de los cantones opinó que debía reser- 
varse á cada uno la facultad de dictar las medidas concer- 
nientes á la pequeña industria. 

Según el art. 4.* de esta ley de 1877, el propietario de una 
fábrica está obligado á poner inmediatamente en conoci- 
miento de la autoridad local toda clase de lesiones graves 
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ó de muertes violentas ocurridas en el establecimiento. La 
autoridad debe proceder de oficio á la averiguación de las 
causas y consecuencias del accidente y prevenir al Gobier- 
no cantonal. 

El art. 5.* dice que una ley federal establecerá las dispo- 
siciones concernientes á las responsabilidades que puedan 
originarse en las explotaciones fabriles. Esta ley se publicó 
con fecha 25 de Junio de 1881, pero hasta entonces han es- 
tado en vigor las disposiciones de este artículo de la de 1877 
que establece las reglas que han de ser la base as todo fallo 
judicial, en los siguientes apartados. 

a) El propietario de la fábrica era Doe de los 
daños originados, cuando un mandatario, representante, di- 
rector Ó vigilante de los trabajos, ha ocasionado por su fal- 
ta, en el ejercicio de sus funciones, lesiones SOnDoraeS ó la 
muerte de algún obrero. 

_b) Elpropietario es igualmente responsable cuando: aun- 
que no exista falta por parte de aquellas personas, la explo- 
tación misma de la fábrica haya ocasionado las lesiones ó 
la muerte, á menos que pruebe que la causa del accidente 
ha sido fuerza mayor ó falta de la misma víctima. Si ésta 
ha causado el accidente sólo en parte, la responsabilidad del 
dueño se reducirá en justa proporción. 

- Cc) Las acciones prescriben á los dos años á contar des- 
de el día en que se han sufrido las lesiones ó la muerte. 

d) El Consejo federal designará las industrias cuyo ejer- 
cicio es ocasionado á engendrar enfermedades graves, á las 
que se extenderá la eo SabIndAS PEA para tos acci- 
, dentes. | 
Como esta ley no comprende la pequeña industria, ésta 
“ha venido regida por las disposiciones del Código Federal 
de las obligaciones, que en su artículo 50 establece que cada 
Cual está obligado á reparar el daño ocasionado á otro por 
sus actosilícitos, ya voluntariamente, ya por negligencia Ó 
imprudencia, 

Por otra parte, los artículos 61 y 62 iablecén la respon- 
sabilidad por actos agenos, ó sea los de criados ó encarga- 
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dos del patrono; pero en este caso se aparta del rigorismo 
de otros Códigos, admitiendo en favor de este último la 
prueba /iberatoría para demostrar que ha guardado la de- : 
bida diligencia y los cuidados convenientes para evitar el 
daño. | 

La ley especial sobre accidentes de 25 de Junio de 1881, 
desarrolla el mismo principio fundamental de presunción 
de culpa contra el patrono, que hemos visto en el art. 5.* de 
la de 1877. 

Por aquella ley, el patrono responde de los daños y del 
efecto de los accidentes, si no demuestra que estos fueron 
ocasionados por culpa de la víctima, fuerza mayor ó delito 
imputable á terceras personas no empleadas en la industria. 
De modo, que responderá siempre de los accidentes ocasio- 
nados por culpa propia 6 la de sus representantes, 6 cau- 
sas desconocidas, conforme al sistema de la falta contrac- 
tual. 

La responsabilidad se reduce proporcionalmente cuando 
media caso fortuito, culpa de la víctima sólo en parte, in- 
fracción de los reglamentos por el obrero, ó cuando éste no 
haya denunciado las imperfecciones de los artefactos de que 
tuviera noticia y que. el fabricante ignorase.. 

La indemnización en caso de muerte comprende: los gas- 
tos de enfermedad, los funerarios y los daños experimenta- 
dos por la familia: cónyuge, hijos, ascendientes, hermanos 
y hermanas. 

Las indemnizaciones no pueden cederse ni pignorarse. 

La ley de 26 de Abril de 1887 extiende y completa las dis- 
posiciones de la anterior que se limitaba á los trabajos de 
fábrica. Según ella, la responsabilidad se extiende, además 
de las industrias comprendidas en esta última, á los que tra- 
bajan con materias explosivas, las que ocupan más de cinco 
operarios, los trabajos en los edificios, los trarisportes por 
tierra ó por agua, las empresas de redes telegráficas ó tele- 
fónicas, instalaciones de carácter técnico, construcciones fe- 
rroviarias, puentes y trabajos hidráulicos. 

Un referendum de 26 de Octubre de 1899 autorizó á la 
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Confederación para decretar el seguro obligatorio por los 
accidentes del trabajo y las enfermedades de los operarios 
que trabajan en determinadas industrias. 

Por fin, en 11 de Octubre de 1899, una ley federal esta- 
blece el seguro obligatorio de los obreros, criados y emplea- 
dos, tanto de particulares como del Gobierno, que no per- 
ciban más de 1.000 pesetas anuales, contra las enfermeda- 
des y accidentes y contra la desgraciada fortuna de los mi- 
litares en el servicio activo. 

La confederación debía contribuir á formar el fondo de 
reserva. 

Esta ley debía entrar en vigor en 1. de Enero 1903, pero 
un referendum vino á derogarla antes de su vigencia por 
no aumentar el presupuesto de la Confederación y para no 
fomentar la inmigración de obreros de otros países que se 
acogerían á tan favorables condiciones. 


FRANCIA 


“Cualquier acto del hombre que causa daño á outro, dice 
el art. 1.382 del Código Napoleón, obliga á aquel que lo ha 
hecho á repararlo. 

“Los pactos, dice el art. 1.135 del mismo Código, obligan 
no sólo á lo que se expresa en ellos, sino también á todas 
las consecuencias que la equidad, el uso ó la ley atribuyen 
á la obligación, según su naturaleza, 

Estos preceptos fundamentales fueron la ocasión de una 
copiosísima jurisprudencia de los tribunales franceses, que, 
como hemos dicho en otras ocasiones, ha venido preparan- 
do la doctrina y en pos de ella la IEIRIAcIón de accidentes 
del trabajo. 

Próximamente hasta la mitad del siglo x1x, dicha juris- 
prudencia ha colocado en condiciones idénticas al patrono, 
y al obrero mostrándose indiferente al problema de los ac- 
cidentes del trabajo; pero desde aquella época insensible- 
mente fueron influyendo en ella las preocupaciones sociales 


é inspirándole una interpretación más severa cada día acer- 
ca de la falta del patrono, hasta el punto de llegar á consti- 
tuirla la no adopción de todas las precauciones que están en 
su mano para prevenir los accidentes; no siendo suficiente 
que haya adoptado las más usuales, si se probase que no ha- 
bía adoptado todas aquellas que hubiese podidoconcebir (1). 

Entre tanto debatíase la necesidad de nuevas leyes para 
responder á la necesidad sentida sin acudir á violentas in- 
terpretaciones del Código Civil. 

Los jurisconsultos que primero estudiaron este proble- 
ma, creyeron encontrar su solución completa en la doctri- 
na de la inversión de la prueba, adoptada por la jurispru- 
dencia de los tribunales de Bélgica. Martín Nadaud fué 
quien primero llevó la cuestión al parlamento, mediante 
dos proposiciones presentadas en 1880 y 1881, en las que, 
proclamando la responsabilidad del patrono en caso de ac- 
cidente del trabajo, se admite la excepción de la culpa del 
obrero. Más tarde, en 1883, M. Félix Faure presentó á la 
Cámara un nuevo proyecto de Ley, según el que: el jefe de 
toda empresa industrial, mercantil ó agrícola, responde de 
los daños causados á todo obrero muerto ó herido en el tra- 
bajo por defectos de los aparatos ó de la instalación, ó por 
consecuencia del trabajo mismo, sin otra excepción que los 
accidentes originados en algún crimen ó delito cuyos auto- 
res sean responsables en los términos del derecho común (2). 

Un proyecto de ley votado en 10 de Julio de 1888 por la 
Cámara de Diputados hizo al patrono responsable del ac- 
cidente, mientras no suministrase la prueba liberatoria 6 
sea la de la culpabilidad del perjudicado. El Senado mantu- 
vo igualmente la teoría de la inversión de la prueba con una 
variante introducida en el texto de aquel proyecto en 1889, 
“En toda industria cuyo trabajo sea reconocido como peli- 
groso, dice este último texto, el Jefe de la empresa será res- 


(1) Vid Villetard de Prunieres. De?” assurance contra les AEeanS 
du travail? pag. 277. | 
(2) Proyecto de Ley de F. Faure, art 1.0, 
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ponsable de todo accidente que sobrevenga por consecuen- 
cia del trabajo misma ó con ocasión de él á sus obreros óÓ 
empleados. 4 menos que pruebe que el accidente se debe á 
culpa grave del obrero ó empleado, . 

Y en el mismo proyecto se establece el seguro patronal 
con intenvención del Estado á fin de asegurar la indemniza- 
ción, autorizando á todos los patronos de las grandes indus- 
trias para formar sindicatos de seguros mútuos, con la obli- 
gación de ingresar un fondo especial de garantía en la Caja 
- nacional de seguros creada en 1868. 

Por fin, la ley de 9 de Abril de 1898 sobre Accidentes del 
Trabajo, viene á consagrar la teoría del r2esgo profesidnal 
en toda su extensión y consecuencias; aunque quizá no tan- 
to como la española. 

Enumera en el art. 1. las industrias que dan lugar al 
riesgo. La indemnización es proporcional al salario hasta la 
cantidad de 2.400 francos anuales de este último; en cuanto 
á lo que exceda de dicha suma se reduce la proporción á una 
cuarta parte.La indemnización por incapacidad permanente 
ó por muerte dé la víctima se hace obligatoria en forma de 
pensión. Se deben además los gastos funerarios y de enfer- 
medad, pero de esto puede eximirse el patrono inscribiendo 
al obrero en alguna sociedad de socorros. El derecho á la 
indemnización no se devenga hasta pasado el 4.” día después 
del accidente. 

La .culpa inexcusable de la víctima es causa suficiente 
para que el Tribunal pueda disminuir el importe de la pen- 
sión; así como puede aumentarla por culpa del empresario 
y suprimirla cuando el accidente ha sido debido á intención 
dolosa de quien le sufre. 

Las sociedades de seguros y los sindicatos estarán bajo 
la vigilancia del Estado. | 

Tales son las principales y más características disposi- 
ciones de esta ley. 

Por otra de 29 de Junio de 1899 se autorizó á los patro- 
nos para desligarse de sus contratos de seguro hechos con 
anterioridad y realizar otros nuevos, facilitándoles así, en 
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interés de los obreros y en el suyo propio, los medios de con- 
jurar todo peligro de insolvencia. | 

La ley de 9 de Abril de 1898 no debía entrar:en vigor has- 
ta el 1. de Julio de 1899 por concesión hecha á los patronos. 
Llamado Millerand al Ministerio de Comercio, muy poco 
tiempo antes de este plazo, comenzó su gestión con una sé- 
rie de medidas encaminadas á propagar el perfecto conoci- 
miento de aquella y á resolver las dudas á que pudiera dar 
lugar su aplicación en la prática. A este fin dirigió á los pre- 
fectos la importantísima Circular de 24 de Agosto de 1899 
atenta á asegurar la ejecución de la ley en todas sus partes, 
con la cual ocasión interpreta además algunos pasajes de la 
misma y la explica doctrinalmente. 

Otras disposiciones complementarias se deben también 
á este Ministro; siendo de notar, por último, que durante el 
mes de Junio de 1899 el Estado indemnizó á los obreros por 
los accidentes sufridos en dicho mes, porque siendo el día 
1. de él la fecha en que debía entrar en vigor la ley de 1808, 
y habiendo conseguido los patronos prorrogarla hasta el 1." 
de Julio, las Cámaras consideraron de justicia otorgar esta 
compensación á los obreros. 

Finalmente, habiéndose notado en la ejecución de la ley 
de 1898, importantes defectos en cuanto al alcance y la for- 
ma de las indemnizaciones que acordaba y principalmente 
en cuanto al procedimiento para hacerlas efectivas; la Cá- 
mara de diputados votó en 3 de Junio de 1901 una proposi- 
ción de ley encaminada á la reforma de 18 artículos de aque- 
lla; porque como decía en la misma Cámara el representante 
M. Mirman, aunque dicha ley de 1808 es un monumento 
construido sobre bases sólidas y durables, cuyo conjunto 
nadie se atreve á atacar; no obstante, las nuevas necesida- 
des de la vida económica del país señalan á cada paso de- 
ficiencias que es preciso corregir oportunamente. Por tales 
motivos, el Senado en 14 de Marzo de 1902 aprobó la refor- 
ma votada anteriormente por la Cámara; y en su conse- 
cuencia se promulgó la ley de 22 del mismo mes que es hoy 
el más importante complemento de la de 1898. 
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BÉLGICA - 


Este es el país de origen de la teoría de la culpa contrae- 
tual. No obstante, no puede decirse que allí mismo haya si- 
do la predominante en la esfera de la jurisprudencia y de 
la doctrina. Por lo contrario parece que en las decisiones 
judiciales ha prevalecido la tradicional del Código Civil, y 
escritores como Pirmez han combatido con calor aquel sis- 
tema propugnado por Sainctelete. 

Una comisión extraparlamentaria dependiente del Minis- 
terio de Justicia, clasificó de un proyecto de ley los acci- 
dentes del trabajo en tres categorías: 1. Los debidos á fal- 
ta de los cuidados convenidos, que debían regirse por el Có- 
digo Civil. 2. Los originados en culpa de la víctima ó cau- 
sas extrañas al trabajo, que no darán lugar á indemnización 
y 3.2 los nacidos del riesgo profesional, que dan derecho á 
ella, siempre que el obrero pruebe que fueron causados por 
el trabajo. Este proyecto no llegó á ser ley. 

Con motivo del 25 aniversario del reinado de Leopoldo IT, 
una ley de 21 de Julio de 1890, de conformidad con los deseos 
manifestados por el mismo Rey, creó una Caja de previsión 
y socorro en favor de las víctimas de los accidentes del 
trabajo. El fondo de esta Caja se constituyó con gran par- 
te del dinero presupuestado para las fiestas y otras impor- 
tantes contribuciones de las provincias. Esta institución ha 
sido altamente beneficiosa para los trabajadores del país. 

Otra ley de 2 de Julio de 1899 autorizó al Gobierno para 
adoptar las medidas necesarias á fin de garantizar la salu- 
bridad de las fábricas y la seguridad de los trabajadores. 

En 26 de Abril de 1808 el Ministro de la Industria y del 
Trabajo, Mr. Nyssens, presentó á la Cámara un proyecto 
de ley sobre accidentes, que no llegó á ser promulgado por 
haberse disuelto aquel parlamento en 7 de Mayo de 1900; y 
en 12 de Marzo de 1991 el nuevo Ministro Mr. Surmont de 
Volsberghe ofreció un nuevo proyecto, cuyos principios 
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fundamentales, según confiesa su autor en la exposición de 
motivos, son los mismos que los del primeramente mencio- 
nado reproducidos textualmente en dicha exposición. 

Según estos proyectos, todo accidente sobrevenido en el 
curso ó por el hecho de la ejecución de un contrato de tra - 
bajo da lugar á una indemnización en favor del obrero, des- 
de el momento en que resulte una incapacidad para el tra-. 
bajo de más de dos semanas, aunque sea parcial. 

Los accidentes de menor duración no producen efectos 
en este orden, porque no ofrecen una influencia sensible en 
la situación del obrero. 

El obrero tiene derecho á la ¡ndemaización, sin necesi- 
dad de justificar que el patrono haya incurrido en falta al- 
guna y sin que le pueda oponer su propia negligencia ó im- 
prudencia. De este modo, según afirman los autores en su 
Exposición, se evitan todos los litigios, y tal es uno de sus 
principales propósitos. 

Las indemnizaciones ascienden: en caso de incapacidad 
total al 50 por 109 del salario medio; en caso de incapaci- 
dad parcial al 59 por 109 de la diferencia entre el salario 
medio de la víctima con anterioridad al accidente y el que 
sea capaz de ganar antes de hallarse completamente resta- 
blecido. En caso de muerte el proyecto concede: 59 fran- 
cos para los gastos funerarios, y el valor, calculado por la 
edad de la víctima en el momento de la muerte, de una ren- 
ta vitalicia igual al 25 por 100 del salario anual. 

Son importantes las disposiciones del proyecto belga 
de 1901 en lo que hace referencia á la garantía de las in- 
demnizaciones en favor del obrero. 

El patrono es libre de asegurarlas ó nó. Pero en defecto 
de seguro, el crédito de la víctima se halla garantizado por 
un privilegio legal que se coloca en orden de preferencia 
inmediatamente después del que garantiza el pago de los 
salarios. Por otra parte se obliga al patrono responsable á 
depositar el capital representativo del valor de la renta, ya 
en una Caja general bajo la garantía del Estado, ya en una 
sociedad de seguros aprobada por el Gobierno, quedando 
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libre de toda responsabilidad una vez hecho el depósito. La 
constitución de este capital no se exige sino desde el mo- 
mento en que los derechos de los interesados se han fijado 
de una manera irrevocable. Finalmente, el proyecto que 
examinamos instituye en el Ministerio de Industria y Tra- 
bajo una Comisión técnica de accidentes del trabajo para 
deliberar sobre todas las cuestiones que le sean sometidas 
por el Ministro. 


HOLANDA 


Un primer proyecto de ley sobre accidentes del trabajo 
presentado por el Gobierno de este país en 1898 y adoptado 
por la primera Cámara en el año siguiente, fué rechazado 
al fin en 1900. 

En 22 de Junio del mismo año fué presentado el que lle- 
gó á ser ley sancionada en 2 de Enero de 1991 y que se ins- 
pira en gran parte en el sistema alemán. 

Según esta ley es obligatorio para los jefes de las em- 
presas el seguro en el Banco Real 6 Caja del Estado, aun- 
que también se admite algunas veces la inscripción en -so- 
ciedades particulares, ó que el mismo patrono, si ofrece para 
ello suficientes garantías, se constituya en su propio asegu- 
rador. 

La ley admite como máximum del salario el de 4 flori- 
nes. El obrero lesionado recibe como indemnización el 7 por 
100 del jornal, con exclusión de los días festivos, si no-se 
halla capacitado para el trabajo á los tres días de ocurrido 
el accidente y hasta que transcurran los cuarenta y tres. 
Cuando la incapacidad dura más de seis semanas tiene de- 
recho á una pensión del 70 por 100 del salario, ó á una frac- 
ción de ella, según que la incapacidad sea total ó parcial. 
En caso de muerte se concede para funerales una cantidad 
igual á treinta veces el jornal del obrero; y á favor de los 
herederos se declaran pensiones que en conjunto no pueden 
exceder del 60 por 100 de dicho salario. 
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ITALIA 


En esta nación el Código Civil no se aparta de los prin- 
cipios tradicionales de la culpa ó negligencia. Según los ar- 
tículos 1.151 y 52 el empresario responde de los daños oca- 
sionados por su culpa ó la de sus delegados ó representan- 
tes; y según el 1.312 la prueba del hecho corresponde al 
obrero demandante. 

En la esfera de la legislación social—aparte de los muy 
variados estudios críticos que en este país, que según Car- 
le se distingue por la actitud ó genio para las especulacio- 
nes civiles y humanas, se vienen produciendo hace ya mu- 
chos años con miras á la reforma del contenido y del méto- 
do del Código Civil para dar cabida en él á interesantísi- 
mos aspectos de la vida económica;—ha preocupado tam- 
bién muchísimo á los Gobiernos y áílos pensadores la cues- 
tión de los accidentes infortunados del trabajo. 

En 19 de Febrero de 1883 presentó Berti á la Cámara un 
proyecto de Ley sobre el seguro obligatorio. Otro, inspira- 
do igualmente que el anterior en la doctrina de la culpa con- 
tractual, redactó más tarde el Diputado Sr. Chimirri, y el 
Ministro Grimaldi lo reprodujo en 1885 ante el Senado. El 
profesor Ferraris por encargo del Ministro Sr. Miceli redac- 
tó otro proyecto estableciendo el seguro obligatorio, y con- 
minando con cierta penalidad á los patronos que no adopta” 
sen las debidas precauciones para prevenir los riesgos. 

Otro proyecto, que llegó á ser ley en 20 de Marzo de 1893, 
se debe al Ministro de Agricultura, Industria y Comercio se- 
ñor Lacassa. Contiene reglas acerca de la policía de las mi- 
nas y alguna disposición especial sobre los casos de acci- 
dentes. 

El mismo Ministro hubo de presentar en aquella legisla- 
tura otro proyecto reproduciendo el sistema del seguro obli- 
ygatorio. | 

Este sistema tardó todavía algunos años en ser elevado 
á la categoría de ley en Italia; pero mucho antes de que es- 
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to aconteciera por la ley de 8 de Julio de 1883 se facilitó el 
medio de que los obreros lesionados pudiesen alcanzar una 
indemnización por los perjuicios sufridos. 

Esta ley fué calurosamente elogiada por LeonSay porque 
se aparta del principio germánico del seguro obligatorio 
que por su carácter socialista se hace tan sospechoso á los 
ojos de la escuela en que milita el indicado escritor. El ca- 
rácter voluntario del seguro que en ella se establece con- 
quistó para su autor Lazzatil grandes elogios de los econo- 
mistas de la vieja escuela individualista. 

La ley á que nos venimos refiriendo ratifica un convenio 
celebrado algunos meses antes entre el Ministro Berti y las 
principales Cajas de Ahorros de Italia como las de Milán, 
Roma, Venecia, Turin, Bolonia, Monte de Piedad y Caja de 
Ahorros de Génova, Bancos de Nápoles y Sicilia, etc ; por 
el cual convenio dichas instituciones constituyeron un fon- 
do de garantía de 15.000.000 de liras, sosteniendo proporcio- 
nalmente los gastos de administración y constituyendo un 
Consejo Superior para determinar los accidentes y la cuota 
de las indemnizaciones. En esta institución podían asegu- 
rarse todas las personas mayores de diez años consagradas á 
algún trabajo manual. El seguro podía ser individual ó co- 
lectivo; y este último puede ser obra de un acuerdo de los 
patronos, ya por sí solos ó ya concertados con los obreros, 
ó de estos últimos convenientemente asociados entre si con 
tal objeto. El fondo de esta Caja nacional de seguros con- 
tra los accidentes se constituye de los premios de seguro, 
los intereses del capital invertido, las donaciones y demás 
aportaciones voluntarias eventuales. 

Por último, con fecha 17 de Marzo de 18098 se promulgó 
en Italia una ley especial sobre Accidentes del Trabajo, que 
se inspira en el principio radical del seguro obligatorio. Es- 
pecifica las industrias cuyos obreros pueden acogerse á sus 
beneficios y los hace extensivos á los vigilantes que tengan 
un salario máximo de 7 liras al día. Se declara obligatorio 
para el patrono el seguro de todos los operarios compren- 
didos en los términos de la ley para el caso de muerte, le- 
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siones por causa violenta con ocasión del trabajo ó enferme- 
dad que dure al menos cinco días. 

El accidente que produce incapacidad absoluta y perma- 
nente para el trabajo da lugar á una indemnización de cinco 
veces el salario anual y que en ningún caso será inferior á 
3.000 liras. 

También dan derechu á indemnización la incapacidad 
absoluta Ó parcial temporales. 

En caso de muerte se debe á los herederos testamenta- 
rios Ó legítimos una indemnización igual á cinco veces el sa- 
lario anual. ! | 

Están excluídos del deber de asegurar aquellos que ha- 
yan fundado Cajas de socorros debidamente autorizadas pa- 
ra 500 operarios por lo menos; los industriales que formen 
una asociación con más de 4.000 obreros, y las compañías fe- 
rroviarias que tengan también cajas especiales. 


PORTUGAL 


En este país el art. 2.398 del Código, establece la doctri- 
na acerca de la responsabilidad de los empresarios por los 
daños y siniestros acaecidos en el trabajo. Profesa la teoría 
de la culpa 6 negligencia; y determina con gran precisión, 
quizá mayor que los demás Códigos civiles, los casos de res- 
ponsabilidad y las personas á quienes incumbe. Dice así: 
“Los empresarios ó constructores de edificios que obran por 
cuenta propia ó por cuenta de otro, los propietarios de es- 
tablecimientos industriales, mercantiles Ó agrícolas, las so- 
ciedades ó personas constructoras de ferrocarriles ú otras 
obras públicas, los empresarios de transportes á vapor ó de 
cualquier otra naturaleza, son responsables no solo de los 
daños ocasionados á la propiedad agena, sino también de 
los accidentes que por su culpa ó por culpa de sus emplea- 
dos puedan ocurrir, ya por efecto de actos positivos contra- 
rios á los reglamentos generales ó particulares de los res- 
pectivos trabajosóde las industrias y empresas similares, ya 
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por omisión de aquellos actos que dichos reglamentos impo- 
nen. Esta responsabilidad incumbe á aquellos que en la eje- 
cución de los trabajos, en el ejercicio de las empresas, pro- 
fesionales ó empleos expresados infirieran los daños ó los 
perjuicios á la propiedad ó á la persona de otro, cuando se 
pruebe que voluntariamente han omitido observar ó hacer 
observar las reglas comunes constantemente practicadas 
para prevenir semejantes inconvenientes. Si el daño se de- 
be conjuntamente á la culpa ó negligencia de la persona 
que lo ha sufrido ó de otra, la indemnización será en el pri- 
mer caso disminuida, y en el segundo se distribuirá entre 
los diferentes autores del daño en proporción á la respecti- 
va culpa ó negligencia, . 

Por lo que se refiere á la Legislación de carácter social, 
existe en Portugal un Decreto de 14 de Abril de 1891 y un 
Reglamento de 16 de Marzo de 1893, que disponen acerca de 
la seguridad, higiene y vigilancia del trabajo, y particular- 
mente del de los niños. En dicho Decreto se impone la obli- 
gación al propietario ó gerente de dar parte á la autoridad 
de cualquier accidente que pICADacIte al obrero por más de 
dos días. 


RUSIA 


No nos detendremos en buscar en el Código Civil ruso 
disposiciones importantes acerca de los accidentes del tra- 
bajo, porque las circunstancias del país en el periodo de su 
formación no eran favorables al desarrollo de esta clase de 
instituciones. 

La legislación social del gran Imperio—aparte de una ley 
de 1.” de Junio de 1882, que prohibe el trabajo de los niños 
y reglamenta el de los adolescentes, —está contenido en las 
leyes de 3 y 12 de Junio de 1886, aquélla para los trabajos 
industriales y ésta para los agrícolas. 

La primera de ellas fué introducida á consecuencia de 
los gravísimos abusos de que con anterioridad eran víctima 
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los obreros industriales sometidos á grandes privaciones, á 
multas inmoderadas que en muchos establecimientos redu- 
cían el salario á un 40 por 100. Una série de desórdenes pro- 
ducidos en 1884 y 85 llamó poderosamente la atención del 
Gobierno, obligándole á intervenir en los conflictos del tra- 
bajo y en su consecuencia se promulgó la ley. 

Son notables para nuestro objeto algunos artículos de 
ella. 

El 29 dispone que el dueño debe tratar á sus obreros con 
dulzura y no exigirles otros trabajos que aquellos á que es- 
tán obligados. Según el art. 33 el patrono está obligado á 
dar al obrero enfermo todos los remedios domésticos que le 
sean posibles, y en caso de necesidad, ayudarle para su re- 
patriación ó para su ingreso en un hospital. 

El art. 46 es muy importante. Según él, el patrono por 
cuya culpa se haya resentido la salud del obrero debe in- 
demnizarle; y si por consecuencia de la lesión el obrero se 
imposibilita para trabajar ó fallece, los miembros de su fa- 
milia que sobrevivan han de recibir una compensación. El 
importe de esta y el tiempo durante el cual ha de pagarse 
serán fijados de común acuerdo por las partes, y si el acuer- 
do no es posible, por el tribunal. 

Semejantes disposiciones comprende la segunda de las 
citadas leyes con referencia á los obreros agrícolas. 

Otras disposiciones posteriores desarrollan la legislación 
industrial del imperio ruso; pero no sé contienen entre ellas 
otros preceptos especiales referentes á los accidentes del 
trabajo. 


SUECIA Y NORUEGA 


_La ley de 10 de Mayo de 1886, prescribe las medidas de 
seguridad que deben adoptarse para evitar los accidentes 
é instituye un cuerpo de inspectores para procurar su ob- 
servancia. 
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Noruega tiene una ley de 23 de Julio de 1894 sobre acci- 
dentes del trabajo. | 

Según ella, todos los obreros empleados en determina- 
das industrias deben ser asegurados en un establecimiento 
garantizado por el Estado. 

Después de cuatro semanas, á contar desde el día del «1c- 
cidente, dicho establecimiento debe pagar al herido los gas- 
tos de su curación y el 6 por 100 del salario máximo, siendo 
menor la indemnización si la incapacidad para el trabajo no 
fuese absoluta. En caso de muerte debe pagar los gastos fu- 
nerales y una pensión á la viuda,-consistente en el 20 por 
100 del salario, y á los hijos legítimos hasta los quince años 
el 15 por 100, sin que el total pueda exceder del 59 por 100. 
Los ascendientes sostenidos por el difunto tienen derecho 
al 20 por 100. El salario se calcula por el del año anterior 
al accidente. 

Durante las primeras cuatro semanas los gastos de asis- | 
tencia y curación serán sufragados por el patrono, sin ex- 
ceder del 50 por 100 del salario, á no ser que el obrero se 
hubiese asegurado en cuanto á estos gástos. 

Los premios del seguro serán pagados por el patrono, se- 
gún una tarifa fijada por el Rey. También estará prefijada 
la clasificación de los riesgos, que debe ser revisada cada 
cinco años. 

En caso de un accidente, el empresario debe dar aviso 
al Inspector, y la Administración central fija la cuota de la 
indemnización. De sus decisiones se puede apelar á una co- 
misión que reside en la capital del reino. 


DINAMARCA 


Esta nación posee una Ley sobre accidentes del trabajo 
de 7 de Enero de 1898, la mejor de todas á juicio de Gabba. 

Se declara el derecho á la indemnización á favor del 
obrero muerto ó herido con incapacidad para el trabajo, sin 
haber mediado dolo ó culpa grave por su parte. El patrono 
puede sustituirla por el Seguro. 
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La indemnización por incapacidad permanente no puede 
exceder de 4.800 coronas. En caso de muerte la que corres- 
ponde á los herederos no pasará de 3.200. 

El ejercicio de las acciones que concede esta ley implica 
la renuncia de las que podrían corresponder al obrero por 
derecho común. 

Pierde el derecho aquel obrero que no se hace asistir fa- 
cultativamente, ó el que por inobservancia de las prescrip- 
ciones agrava el mal ó compromete la curación. 

Un Consejo superior de seguros obreros conoce de las 
reclamaciones y resuelve sin apelación acerca de la cuan- 
tía de los recursos que han de concederse al obrero ó á su 
familia. | 

Es de notar en esta ley la exclusión expresa y terminan- 
te que hace de los accidentes ocasionados por culpa grave 
de la víctima, doctrina que da un especialísimo carácter á 
los fundamentos de esta ley y que viene á resolver un pro- 
blema muy debatido dentro de la teoría del riesgo profesio- 
nal, problema que otras legislaciones no se han atrevido á 
resolver de plano, y acerca del cual discurriremos en el 
lugar correspondiente. 


ESTADOS UNIDOS 


Una ley federal de 18 de Junio de 1898 creó una comisión 
industrial encargada de estudiar las cuestiones relaciona- 
das con el trabajo y sus conflictos con el capital, con propó- 
sito de preparar la unificación de las leyes de los diversos 
Estados de la "nión. Entre tanto, cada uno de éstos elabo- 
ra y promulga las más adecuadas á sus respectivas circuns- 
tancias; siendo de tener en cuenta, entre ellas, la de 6 de 
Mayo de 1892 para el Estado de Massachussets, que indem- 
niza con la cantidad de 5.000 dollars á la familia del obrero 
que haya fallecido víctima de un accidente del trabajo. 
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CAPÍTULO III 


ANTECEDENTES DE LA LEGISLACIÓN SOBRE ACCIDEN- 
TES DEL TRABAJO EN ESPAÑA 


OSO A SONS 0 A UTN OLI 


CONSIDERACIONES GENERALES 


Los pocos escritores españoles que se han ocupado de 
este importantísimo problema de la legislación obrera, hi- 
ciéronlo para lamentar el evidente retraso en que nos hallá- 
bamos respecto de las demás naciones: los extranjeros para 
pasar en olvido, ó á lo más, consagrar un par de líneas er 
obras voluminosas para dar fé de la existencia de nuestra 
nación y atestiguar que carecía en absoluto de importancia 
su legislación social (1). 

No cabe atribuir esta abstención del Estado, dice el ilus- 
tre Buylla en su estudio sobre La cuestión obrera y las le- 
yes, ni á predominio de las tendencias individualistas, ni á 
inactividad de la administración pública, ni á carencia de 
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(1) Véase Bodeaux. Contrat du Travail, pág. 163. 
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materia legislable, ni siquiera á apatía de los interesados 
en que se acentúe la función tutorial-política; porque b2s- 
tantes pruebas ha dado el Estado de la ingerencia que ejer- 
ce en asuntos que por su índole parecía-que debían escapar 
á ella; porque si en épocas anteriores ha podido España 
mantener brillantemente la competencia en el orden econó- 
mico con otras naciones de Europa, aun cuando ha tenido 
sus periodos de honda depresión, hoy surge con vigor el re- 
nacimiento industrial, y porque, si no con el empuje que 
observamos en ciertos pueblos del antiguo y del nuevo y del 
novísimo continente, no deja de notarse el movimiento de 
defensa que imprime en la masa trabajadora el partido so- 
cialista. Acaso nos diera la clave de esta pequeñez de nues- 
tra legislación protectora del obrero, la verdadera oligar- 
quía en que vivimos desde el planteamiento del sistema cons- 
titucional; oligarquía de profesionales, y cuando más de pa- 
tronos, de capitalistas, de ricos, de burgueses, usando el 
término al uso; ya que no debiéramos atribuir aquel defecto 
á la exageración del espíritu de clase que ha cerrado los 
ojos y en cierto modo blindado el corazón de nuestros polí- 
cos-directores, hasta el extremo de no ver y de no sentir la 
miseria del proletario, y por consiguiente, de no experimen- 
tar la suprema necesidad de contribuir, desde arriba, en la 
medida de lo posible, á mitigarla,, (1). 

No debe perderse de vista que las anteriores palabras 
fueron escritas antes de la promulgación de nuestra ley de 
30 de Enero de 1900; y que por lo tanto, después de esta fe- 
cha sería preciso introducir alguna variación en los concep- 
tos que contienen; pero, de todos modos, en ellas se refle- 
ja el espíritu general predominante hasta aquella fecha, y 
hoy por fortuna algo modificado en nuestros poderes públi- 
cos con referencia á la cuestión social. | 

También es altamente significativo que en un resúmen 
del movimiento universal legislativo, en materia de trabajo 
como el de Bassano Gabba se caracterice la legislación so” 


(1) Revista de Legislación y Jurisprudencia. Tomo 9, pág. 434. 
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cial española como inspirada exclusivamente en el terror, 
con lo que quiere significarse que nuestros legisladores no 
. se dirigen por un impulso interno de la conciencia, ni por la 
contemplación de las necesidades sociales á las que trata- 
sen de poner remedio, ni siquiera por espíritu de imitación 
respecto de aquellos países que marchan á la cabeza de] 
progreso; sino que van exclusivamente guiados en sus tími- 
dos ensayos por la idea de evitar, mediante concesiones 
: arrancadas por el estímulo del miedo, los conflictos de ca- 
rácter social que alguna vez se anuncian en los centros de 
población industrial en que se agitan determinados ele- 
mentos. 

No obstante, si bien se observa la evolución española de 
estos últimos años en lo referente á la legislación social,. 
bien puede afirmarse que hay error en la apreciación de 
Gabba. 

El párrafo transcrito del maestro Buylla se escribió an- 
tes de que se verificasen en España acontecimientos impor- 
tantísimos (1) dignos de ser observados para formular un 
juicio exacto acerca de la situación de España. Tales son, 
la publicación de la ley de 30 de Enero de 1900 obra del Mi.- 
nistro conservador Sr. Dato; y el breve paso por el Ministe- 
terio de Agricultura y Obras públicas del Ministro demó- 
crata con miras al socialismo Sr. Canalejas. 

Si bien se repara, la característica que Gabba asigna á 
la legislación social española cuadra más perfectamente á 
la alemana, porque en otro lugar hemos visto cuales fueron 
sus fuentes de inspiración y cuales los motivos por los que 
allí se han adoptado radicales medidas de carácter socialis- 
ta, aduciendo testimonios de ilustres colaboradores de aque- 
lla legislación. El Gobierno aleman se ha propuesto cortar 
los vuelos de la democracia social con medidas de carácter 
socialista, no diremos precisamente que impuestas por el 
terror, porque también hemos notado la influencia que ejer- 


(1 Aparece en la revista de legislación de los meses de Noviembre 
y Diciembre en 1899. | 
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cieron en ellas las doctrinas científicas de la escuela econó- 
mica de los socialistas de cátedra y las máximas cristía- 
nas; pero nadie podrá negar que han contribuido mucho á 
que dichas ideas cristalizasen en la: esferas oficiales los 
avances del partido obrero socialista cuya organización en 
Alemania es verdaderamente formidable. Sin esto quizá los 
poderes públicos del Imperio no hubiesen sustraido tantas 
energías al desarrollo de su política militar, que es la preo- 
cupación predominante en el alma de aquella nación. 

Pero en España, ni la organización obrera socialista es 
motivo para infundir terror alguno á los Gobiernos, que por . 
muy débiles que sean, conocen perfectamente el cansancio 
y la apatía que se halla apoderada del alma nacional; —fenó- 
.meno perfectamente demostrado en recientísimos momen- 
mentos de suprema angustia, cuando desde las esferas del 
poder se decretaba una muerte vergonzosa, sin gloria, sin 
lucha y sin objeto, de millares de ciudadanos pobres espa- 
ñoles que marchaban todos humildemente al holocausto, sin 
otra protesta que alguno que otro debilitado lamento del ca- 
riño maternal. ¡A qué temer aquí! La más desenfrenada, 
sarcástica y cruel injusticia se desarrolla en todas direccio- 
nes desde las esferas oficiales. Triste es confesarlo, pero en 
España es preciso temblar ante una reforma de carácter de- 
mocrático, porque todas ellas envuelven la más ofensiva 
máscara con que se disfraza la tiranía. España es una oli- 
garquía de medianías ó nulidades en la que nadie puede res- 
pirar, nadie tiene medios para desarrollar sus energías, na- 
die siquiera puede ocupar un puesto (desde el cual los que 
tuviesen aptitud para ello contribuirían al engrandecimiento 
de la patria) si no los clientes y la parentela de los oligarcas, 
casi toda compuesta de holgazanes ó ineptos por lo mismo 
que jamás necesitaron hacer un esfuerzo para arribar á sus 
posiciones. Y todo esto se sufre en silencio, sin que la ver- 
gienza nos sonroje. ¡A qué temer, si los que de tal manera 
abusan y esclavizan al pueblo observan que este no pade- 
ce siquiera con tal humillación, porque la sobriedad here- 
dada, á través de muchas generaciones de miserables, hace 
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que este pueblo viva tranquilo con un pedazo de pan negro 
y escaso con que engañar á su estómago y el espacio nece- 
sario para tomar el sol, en su indomable pereza. ¡Hay ex- 
cepciones: en alguna región se notan saludables influencias 
del extranjero; pero en general el pueblo español no alimen- 
ta 2deales; procura vivir al día, contemplando con calma su 
interna descomposición: ignora, sufre y calla. La tiranía, 
por debilitados y podridos que se encuentran sus organis- 
mos, no necesita otra cosa para dominar á sus anchas. 

Preguntaba hace poco el maestro Posada en las colum- 
nas de un periódico (1), si hay en España una juventud que 
represente una esperanza animadora para el porvenir del 
país. No se atrevía á contestar á la pregunta, pero se ma- 
nifestaba pesimista, á pesar de no serlo por filosofía. 

¿Por qué lo era, pues? Á no dudarlo, la observación in- 
tensa del fenómeno social á que profesionalmente se dedica, 
obligábale á mantener este criterio con relación al proble- 
ma propuesto, porque las honrosísimas excepciones que en 
España puédense citar de juventud con ideales, trabaja- 
dora, sofMadora si se quiere, pero sincera y progresiva, son 
tan escasas y aisladas, tan faltas de solidaridad en su acción ' 
social, que sus trabajos, unidos á los de los pocos veteranos 
que marchan en igual dirección, aunque cada cual por su 
camino, van á perderse en el silencio del olvido, sin otro 
efecto en la opinión, sin otra transcendencia para la vida 
que la que representa el pasajero movimiento de interés que 
produce su nota de actualidad el día que la prensa dá cuen- 
ta de ellos. | 

Por lo que al problema obrero concretamente se refiere, 
ni se conocen en España aquellas huelgas formidables que 
en otros países anuncian á menudo la Revolución social; ni 
las que existen presentan graves dificultades para su pací- 
fica solución con intervención de las autoridades, que suele 
ser respetada, cuando nó solicitada por una y otra parte; ni 
la propaganda socialista presenta caracteres revoluciona- 


(1) Lecturas en el Heraldo de Madrid, 19 de Julio de 1902. 
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rios, antes bien se observa en sus principales jefes una tem- 
planza y mesura que contrasta en muchas ocasiones con la 
violencia del ataque por los partidos gubernamentales; asf 
como también que aquellos están siempre dispuestos á co- 
laborar con su conocimiento del problema obrero á la pa- 
cífica preparación de las reformas legislativas; y por últi- 
mo, el antagonismo irreductible del partido obrero socialis- 
ta hacia el elemento libertario que existe en algunos cen- 
tros, hace que el primero, más numeroso y bien organizado, 
se constituya en auxiliar del Gobierno cuando este intervie- 
ne para reparar la normalidad en los conflictos de orden pú- 
blico. | 

¿Cuáles son, por tanto, los fundamentos de ese terror que 
ha notado Gabba como causa de la introducción de nuestras 
leyes de carácter social? Si ni la injusticia del abuso del po- 
der levanta protestas, por falta de ideales y energías en el 
pueblo; ni el partido obrero socialista marcha por los cami- 
nos del desorden y la revolución ¿dónde está ese fantasma 
que nos obliga á proceder contra nuestras convicciones? 

No; en el escaso desarrollo de nuestra legislación social 
- entran por mucho las razones que expone el Sr. Buylla; pe- 
ro el terror que nos atribuye Gabba no ha sido jamás moti- 
vo de introducción de las reformas de esta índole. ' 

Hubo un Gobierno conservador, y dentro de él un Minis- 
tro joven, animoso é ilustrado, espíritu abierto á las más ge- 
nerosas iniciativas, observador de los beneficiós que en el 
extranjero producían ciertas medidas de carácter progresl- 
vo á la vez que sinceramente cristiano. Á pesar del carác- 
ter autoritario que, por tradición presentan en España los 
Gobiernos conservadores, á pesar del culto ferviente que 
rinden á los principios del Derecho tradicional, á las insti- 
tuciones consagradas por los siglos y muy especialmente al 
concepto de la propiedad formado entre reminiscencias jus- 
tinianeas y principios de la escuela económica individualis- 
ta y liberal; á pesar de la resistencia que en todas partes 
«pusiera el capitalismo á la introducción en los dominios de 
la industria de la nueva teoría del rzesgo profestonal, ena- 
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moróse sinceramente aquel Ministro del valor científico y 
utilidad práctica de esta teoría; y en una nación como esta, 
no preparada como lo estaban otras por la jurisprudencia y 
la doctrina para recibirla, la implantó de lleno con todas sus 
consecuencias y con más amplitud y rigor, si cabe, que en 
los paises de origen: todo ello, teniendo que vencer mayo- 
res resistencias del elemento capitalista que estímulos del 
obrero le ayudaron en la empresa generosa. 

Sobrevino más tarde un Gabinete liberal y dentro de él 
un Ministro que representaba los elementos más progresivos 
de la democracia y que traia como programa definido de su 
gestión el desarrollo en todos sus aspectos de la iniciada le- 
gislación social. Si fuera cierto que el miedo constituye to- 
do el móvil de nuestra actividad en este orden, diríase que 
el advenimiento de este Ministro había sido procurado para 
cohonestar la conducta de un gobierno dispuesto á hacer to- 
da clase de concesiones al partido obrero, sin que el capita- 
lismo pudiera exigirle responsabilidades por una gestión 
ruinosa para él pero impuesta por las circunstancias. Pero 
aconteció todo lo contrario: salió el Sr. Canalejas del Minis- 
terio con la victoria moral de la integridad de su conciencia; 
pero salió, porque un miedo de índole radicalmente contra- 
ria al imaginado por Gabba se apoderó de sus compañeros 
de Gabinete; el miedo á la sublevación general de todos los 
elementos conservadores que creian ver amenazados los 
principios fundamentales y las instituciones del régimen ju- 
rídico vigente, en tanto que el elemento radical no tuvo 
fuerza para contrarrestar esta corriente de opinión y man- 
tener al Ministro demócrata hasta que pudiera desarrollar 
sus planes de reforma. 

Estos dos hechos que todo el mundo ha observado, y que 
sea cualquiera la explicación que pretenda dárseles, tienen 
en el fondo la única significación aludida: demuestran hasta 
la evidencia que los estímulos de nuestra legislación social 
son otros diferentes de los que el autor tantas veces citado 
nos atribuye. Nosotros los hallamos más bien en estas tres 
causas. 
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Influencia más ó menos intensa de la propaganda pacffi- 
ca y de las reivindicaciones del partido obrero y necesidad, 
ya á estas alturas ineludible, de la intervención guberna- 
'mental y legislativa en los conflictos del trabajo. 

Imposibilidad absoluta de mantenerse en el aislamiento 
doctrinal, en tanto que por todas partes se nota la influen- 
cia de un movimiento científico y social que produce en su- 
cesivas etapas y transmite de unos á otros paises los con- 
ceptos informantes de la legislación obrera. 

Espíritu cristiano que palpita en el fondo de muchas re- 
formas ya implantadas ó en vías de reivindicación, contras- 
tando con la evidencia de los perjuicios de carácter social 
y de los grandes dolores que ha padecido el proletariado ba- 
jo la dominación de la escuela economista Manchesteriana. 


PRECEDENTES DE CARÁCTER CIVIL 


Examinados los motivos de carácter general que pudie- 
ron contribuir á que nuestro país entrase en el concierto de 
las naciones modernas empeñadas en la obra de su legisla- 
ción obrera; veámos cuáles han sido en España los antece- 
dentes más ó menos directos de la que se refiere á los Acci- 
dentes del Trabajo. 

Inútil por demás sería el intento de acumular copiosos 
datos en lo que á este punto se refiere. Si hemos visto en la 
rápida reseña que hicimos de las principales legislaciones 
extranjeras que, por lo general, los preceptos tradicionales 
de carácter civil referentes á la culpa negligencia é indem- 
nización de daños y perjuicios, —con atención más directa á 
los de carácter económico que á los recaídos en los bierres 
personales del obrero, y zon perfecta reciprocidad entre 
éste y el patrono desde el punto de vista de la igualdad ante 
la ley, de hecho favorable al último;—fueron en todas partes 
los casi únicos precedentes de esta materia legislativa, has- 
ta que, en fechas bien recientes, las ordenanzas y Códigos 
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industriales en ciertos países, y en otros las disposiciones 
de carácter especial dictadas con ocasión del prévio desa- 
rrollo en la jurisprudencia de algunas doctrinas ordenadas 
á la reparación del perjuicio personal del obrero, comenza- 
ron á dar carácter sustantivo al problema que nos ocupa;— 
mucho más deficiente aparece entre nosotros la legislación 
histórica en este punto, principalmente si se tiene en cuenta 
que, como hemos tenido ocasión de observar antes de aho- 
ra, la jurisprudencia y la doctrina no han salido de la neu- 
tralidad en que se colocaba la ley civil entre patronos y 
obreros para averiguar en todo caso quien era el autor ma- 
terial ó el culpable del perjuicio, é imponer la responsabili- 
dad con más frecuencia al obrero por el daño material oca- 
sionado al patrono, que á éste por los de carácter personal ' 
y familiar que pudiera experimentar el primero. 

En los antiguos cuerpos legales de nuestro Derecho Ci- 
vil, encontramos algunas disposiciones aisladas como aque- 
lla de la ley 5.*, tit. 111, lib. 4.2 del Fuero viejo de Castilla, 
según la cual,“ en caso de muerte del servidor, debe el amo 
pechar la soldada dobrada,, y lo mismo, “si el señor le 
echara de su casa sin culpa de él ,, doctrina que se repite 
en alguna otra ley del Fuero Real. 

Entre las numerosas leyes de la Vovísima Recopilación 
(cuerpo legal comprensivo de casi todo lo legislado en Es- 
paña hasta su época), que se refieren á las condiciones de la 
industria y organización corporativa de artes y oficios; no 
se registra disposición alguna que directamente se relacio- . 
ne con los accidentes del trabajo en el sentido técnico en que 
hoy se emplea esta frase. 

En las Partidas, mientras se observa igual olvido de los 
bienes personales del trabajador, se pone, por el contrario, 
especial cuidado en exigirle la responsabilidad por su des- 
cuido é impericia, cuando ocasionan algún daño al capital 
del dueño, que les ha sido confiado. Así la ley 5.*, tit, VII, 
partida 5.* hace responsables á los pastores de ganado que 
“deben catar logares convenientes é buenos do supiesen que 
son las más buenas pasturas é buenas aguas,,, y los que no 
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lo hicieren “tenudos son de pechar al dueño todo el daño ó 
menoscabo que viniese por su culpa,. Otras leyes del mis- 
mo título y partida hacen responsables á los lapidarios, jo- 
yeros, tintoreros, sastres y otros del valor de las cosas Ó 
del daño que las viniere cuando por impericia ó negligen- 
cia las destruyesen ó disminuyesen su valor. Otro tanto se 
ha dispuesto por pragmática de 1.” de Junio de 1511 incluída 
en la Novísima Recopilación. 

Sobre los efectos jurídicos del daño culposo en general, 
dispone la ley 3.?,.tit. XV, part. 7, “emendar é€ pechar debe 
el daño aquél que lo fizo á aquél que lo recibió quier lo ovie- 
se fecho por sus manos, ó aviniese por su culpa ó fuere fe- 
cho por su mandado ó por su consejo,. 

La ley 1.* del mismo título contiene una definición gene- 
ral del daño, que revela que el legislador no ha considerado 
exclusivamente este concepto en las lesiones de carácter 
económico que recaen sobre los bienes, sino que también 
, ha tenido en cuenta las de carácter personal para someter- 
las á los mismos principios generales de la reparación: “Es, 
dice, destruimiento que ome recibe en sf mismo ó en sus 
cosas por culpa de otro,,. 

Hé aquí todos los precedentes de carácter civil anterio- 
res al Código de este nombre. 

En éste se registran las conocidísimas doctrinas de ca- 
rácter general consagradas por la mayor parte de los ex- 
tranjeros, especialmente por el francés y el italiano que son 
sus más directos orígenes, aparte de las reglas de nuestro 
derecho tradicional que en su mayor parte recibieron nueva 
sanción en el Código. 

Hay en el mismo disposiciones de carácter general com- 
prensivas de todo género de obligaciones: otras también ge- 
nerales que se refieren á las obligaciones que precisamente 
se derivan de la culpa ó negligencia consideradas como 
una institución de derecho, algunas de carácter especial re- 
ferentes al contrato de arrendamiento de servicios; y otras 
muy escasas de índole especialísima que manifiestan el cri- 
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terio predominante del Código Civil en ciertos respectos que 
tienen alguna relación con nuestro problema. 

Al primer grupo corresponden los de los artículos 1. 101 
al 1.107 que comprenden toda la doctrina general de la res- 
ponsabilidad por daños y perjuicios causados por dolo, ne- 
gligencia, morosidad ó contravención en el cumplimiento de 
toda clase de obligaciones; proclaman el arbitrio judicial 
respecto de ln que procede de la segunda de dichas causas; 
eximen de responsabilidad en el llamado caso fortuito y de- 
finen la culpa ó negligencia como “la omisión de aquella di- 
ligencia que exija la naturaleza de la obligación y corres- 
ponda á las circunstancias de las personas del tiempo'y del 
lugar, agregando con evidente falta de buen criterio, á 
nuestro juicio, que “cuando la obligación no exprese la dili- 
gencia que ha de prestarse, se exigirá la que corresponde- 
ría á un buen padre de familia,. 

Con las cuales palabras, además de consagrar nueva- 
mente como ideal de toda justicia subjetiva aquella figura 
típica—presentada por Menger en toda su desnudez de idea- 
lidad y valor moral,—que fué hasta hoy la suprema concep. 
ción antropológica del Derecho privado; parece significarse 
que por regla general en toda obligación se determina pré- 
viamente la clase de diligencia que ha de prestar el sugeto 
pasivo; cosa que noes cierto que ocurra con frecuencia; 
aparte de que siendo más científica, exacta y adecuada la 
fórmula con que se define la diligencia en el primer párrafo 
del artículo 1.104 que examinamos, —como aquella que ex/77e 
la naturaleza y corresponde á las circunstancias de la obli- 
gación; —no es otra cosa que una redundancia el contenido 
del segundo párrafo, ya que aquel cuidado que prestaría el 
diligente padre de familia jamás podrá ser otro más exacto 
y adecuado que el que reclamen aquella misma naturaleza 
y circunstancias de la obligación. 

Corresponden al segundo de los expresados grupos los 
artículos 1.902 y siguientes, que constituyen el capítulo Il 
tit. XVI del libro 4.” en que se considera la culpa y negli- 
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gencia no ya como circunstancias incidentales de cual- 
quier obligación que determinan su falta de cumplimiento 
en todo ó en parte; sino como propias fuentes de cierto gé- 
nero especial de obligaciones con efectos propios y caracte- 
rísticos, cuyo conjunto constituye la sustantividad de, una 
institución jurídica que integra el contenido de los Códigos 
civiles. 

Aquí el principio fundamental es el mismo: la responsa- 
bilidad se gradua siempre apreciando el estado psicológico 
del agente y graduando la culpa 6 negligencia de sus ac- 
ciones ú omisiones. 

Pero como en este capítulo del Código se toma en con- 
sideración el conjunto institucional de la doctrina, por eso 
desarrolla aquel principio en todas sus consecuencias; esta- 
bleciendo (art. 1.903) la obligación de reparar el daño cau- 
sado por actos agenos, los de las personas de quienes se de- 
be responder. Y así se define la responsabilidad de padres, 
madres, tutores, dueños ó directores de establecimientos ó 
empresas, la del Estado cuando obra por mediación de un 
agente especial “pero no cuando el daño hubiere sido cau- 
sado por el funcionario á quien propiamente corresponda la 
gestión practicada, (no sabemos cual pueda ser el motivo 
de este verdadero privilegio que deja sin reparación el da- 
ño en caso de insolvencia del funcionario) (1) y los maestros 
y directores de artes y oficios: con relación á los perjuicios 
ocasionados por los hijos, pupilos dependientes, alumos y 
aprendices respectivos. Pero la responsabilidad de todos 
aquellos cesa, según el mismo artículo, cuando prueben que 
emplearon toda la diligencia de un buen padre de familia 
para prevenir el daño. 

Examinando el Sr. Buylla (2) cl contenido de este articu- 
lo con el mismo intento que nosotros aquí lo hacemos, afir- 


(1) En su lugar examinaremos si el art. 13 de la ley de 30 de Enero 
de 10%00 modificí esta doctrina con referencia á los Accidentes del 
Trabajo. 

(2) Loc. cit. 
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ma que el Código dá muestra de un verdadero sentido ju- 
rídico reconociendo como reconoce que, “la responsabilidad 
es del patrono mientras él no pruebe lo contrario, una vez 
que al jefe, director ó propietario de la industria pertenece 
la organización, la combinación, el orden de los trabajos y 
hasta los aparatos, máquinas y artefactos, quedando sola- 
mente del lado del obrero la ejecución material,. Con esto 
entiende el esclarecido profesor de Oviedo que el párrafo 
final del art. 1.903 del Código Civil revela un verdadero pro- 
greso, en cuanto parece determinar una excepción de la re- 
gla general acerca de la prueba que es cargo del demandan- 
te según el art. 1.214, acercándose á la doctrina conocida 
por inversión de la prueba que ya hemos examinado. 
Pero es necesario advertir que este criterio del Código, 
que merece tales elogios del respetado maestro, está limita- 
do, por las mismas palabras con que empieza el párrafo, á 
la responsabilidad que se determina en el mismo artículo, 
es decir, á la que procede de los hechos ú omisiones de las 
personas por quienes se debe responder. No alcanza, pues, 
á la de los hechos propios, que—no existiendo en el Código 
una disposición análoga respecto de la prueba con referen- 
cia á los mismos, —deben considerarse sometidos á la regla 
general; descuido tanto más de lamentar en el Código cuan- 
do la causa normal y frecuente de responsabilidades por 
culpa ó negligencia radica más bien en esta clase de hechos 
que en los de personas extrañas; y por lo mismo si se tra- 
tase en realidad de introducir en la ley una disposición fa- 
vorable á la racional inversión de la prueba, especialmente 
en los conflictos del trabajo, debiera haberse consignado 
con la debida generalidad y como doctrina aplicable á todos 
los casos de indemnización por culpa ó negligencia. 
Prescindiendo de los artículos 1.904 y 1.907 de este capí- 
tulo del Código, que no guardan relación directa con nues- 
tro asunto; el mismo criterio informado en la falta de dili- 
gencia (si bien extremando rigurosamente el concepto de 
ésta por los riesgos de que se trata) se observa en el artí- 
culo 1908 que establece la responsabilidad de los propieta- 
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rios: “1. Por la explosión de máquinas que no hubiesen si- 
do cuidadas con la debida diligencia y la inflamación de sus- 
tancias explosivas que no estuviesen colocadas en lugar se- 
guro y adecuado. 2.” Por los humos excesivos que sean no- 
civos á las personas ó á las propiedades. 3.” Por la caída de 
árboles colocados en sitio de tránsito, cuando no sea oca- 
sionada por fuerza mayor. 4. Por las emanaciones de cloa- 
cas ó depósitos de materias infestantes, construídos sin las 
precauciones adecuadas al lugar en que estuvieren. 

El número 1.* de este artículo 1.908 es quizá el antece- 
dente más directo que contiene nuestro Código Civil con re- 
lación á los infortunios del trabajo, porque si en él se decla- 
ra la responsabilidad del dueño en general y con referencia 
á cualquier clase de personas por la explosión de máquinas 
é inflamación de materias explosivas que suelen ser las cau- 
sas más frecuentes de aquellos infortunios, no hay por qué 
excluir de este derecho á los obreros que son de ordinario 
las víctimas de tales accidentes; y es de creer que esta dis- 
posición se haya dictado principalmente en beneficio de 
ellos. Pero si bien se examina, no hay en ella otra cosa que 


- una aplicación de los principios generales, sin que la índole. 


especialísima de los fenómenos de que se trata haya. inspi- 
rado al legislador la más mínima desviación del contenido 
de aquéllos. Así sucederá que, conforme á este artículo, el 
obrero herido, como demandante, deberá suministrar la 
prueba, no sólo del accidente, sino de la falta de diligencia 
en el cuidado de las máquinas por parte del propietario; y 
esta última circunstancia considerada como esencial para 
que proceda imponer la responsabilidad al dueño, dejará 
siempre al obrero en situación desventajosa y exactamente 
lo mismo que si esta disposición especial (que en esta forma 
resulta innecesaria), no se hubiere consignado en el Códi- 
go. Puede afirmarse que este artículo no revela progreso 
alguno con relación á la primitiva teoría de la culpa ó ne- 
gligencia en orden á los accidentes del trabajo. 

Á este segundo grupo de disposiciones pueden referirse 
también las del capítulo II, tit. 2.%, libro 1.” del Código penal 
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que determina las personas que son responsables civilmente 
de los delitos y faltas, y las del tit. 4. del mismo libro que 
señala el alcance y efectos de dicha responsabilidad civil; 
siendo de notar que el mismo criterio que en el Código Ci- 
vil, informa aquí las responsabilidades por hecho ageno que 
define el art. 19, por cuanto se admite también la exención 
por no haber concurrido culpa ó negligencia en la persona 
que es subsidiariamente responsable. 

En el tercero de los mencionados grupos de disposicio- 
nes legales se comprenden las del capítulo III, tit. 6.%, libro 
IV del Código Civil, que se refieren al arrendamiento de 
servicios; lugar en que propiamente debieran estar consa- 
gradas las medidas oportunas para la seguridad del traba- 
jo y la reparación de los perjuicios de carácter personal que 
por causa ó con ocasión del mismo padeciere el trabajador. 
Pero es tan grande el olvido del Código en este punto que 
bien puede asegurarse que no hay en todos los artículos de 
este capítulo ninguno que pueda considerarse directamen- 
te relacionado con nuestro asunto. Por lo cual, si recorda- 
mos estas disposiciones es, más bien que para señalar ante- 
cedentes de la legislación social referente al trabajo, para 
consignar ln ausencia de ellos. Bien puede afirmarse que 
todo lo que en este capítulo se refiere á responsabilidades 
vial encaminado á mantener la integridad patrimonial del 
propietario contra cualquier género de faltas en que pu- 
diese incurrir el obrero. 

Finalmente: en la última de las expresadas categorías 
aludíamos á alguna disposición aislada del Código Civil, co- 
mo la final del art. 143, que mira á no dejar en completo des- 
amparo á las personas que por un defecto físico ó moral ó 
por otra causa que no les sea imputable estén imposibilita- 
dos de procurarse su subsistencia. Toda la providencia del 
Código en este punto no llega más allá de imponer una obli- 
gación alimenticia muy restringida á los hermanos. Fuera 
de este límite, los desgraciados que se hallen en aquel caso 
deberán implorar la caridad. | 

Este era, á no dudarlo, lugar adecuado del Código para 
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consignar el principio fundamental de que todo el que en el 
ejercicio del trabajo se hubiera inutilizado para continuar- 
lo, prescindiendo de toda culpa del patrono, y por conside- 
ración exclusiva á la integridad personal y derecho á la vi- 
da de la víctima, debiera ser en cierta medida alimentado 
por aquel. 

La jurisprudencia del Tribunal Supremo anterior y pos- 
terior al Código Civil aplica invariablemente la doctrina de 
la culpa y negligencia consagrada en las leyes; y por lo ge- 
neral, (salvo en muy contadas sentencias como la ya citada 
de 14 de Diciembre de 1894 en que se nota cierta disposición 
favorable á la indemnización de los herederos de la víctima, 
pero sin abandonar aquel criterio doctrinal) atiende con pre- 
ferencia á fijar exactamente la doctrina legal, de modo que 
no queda lugar á duda de que no hay indemnización allí don- 
de no exista culpa ó negligencia perfectamente definida por 
parte de aquel de quien se reclama, y prueba de esta misma 
culpabilidad por parte del demandante. 


PRECEDENTES DE CARÁCTER SOCIAL 


Bien puede afirmarse que en España no se conoció el in- 
tento de legislar sobre asuntos directamente relacionados 
con el trabajo (no considerado este como accesorio de otras 
instituciones jurídicas, sino como institución sustantiva é in- 
dependiente) hasta que se promulgó la ley de 24 de Julio de 
1873, que prohibió la admisión de niños y niñas menores de 
10 años en las fábricas, talleres, fundiciones y minas; exigió 
la creación de escuelas en los establecimientos que tuvie- 
sen más de 80 obreros y estuviesen situados á cierta distan- 
cia de las poblaciones; impuso á los mismos la necesidad de 
estar provistos de botiquín y asistencia facultativa, y exigió 
condiciones de higiene y seguridad para los obreros; ley que 
fué en absoluto letra muerta porque sin una celosa inspec- 
ción y vigilancia que debiera ser su verdadero complemen- 
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to, quedaba confiada d la conciencia de los empresarios y 
patronos... y ya sabemos hasta donde llegan los estímulos 
de la conciencia de un hombre que se ha propuesto como 
único fin de su existencia el de enriquecerse. 

Agréguese á esto la falta de estímulo personal en el obre- 
ro, la falta de celo para exigir el respeto y la consideración 
debida á todos aquellos derechos suyos que no consisten en 
el pago del salario;—efecto de una especial psicologia que 
prolongados periodos de servidumbre y de desconocimiento 
de la dignidad personal del trabajador formaran en el pro- 
letariado, alguno de cuyos rasgos recuerda Tolstoy en su 
novela Resurrección, por ejemplo, en aquella sirvienta con- 
instintos de castidad que examinándose á sí misma en la in- 
timidad de su conciencia, no se considera dueña y árbitra 
de su propia honra en presencia de su amo; psicologia cu- 
ya paulatina reforma ha de ser, á nuestro juicio, la base fun- 
damental, asi como es la condición ineludible, de todo inten- 
to de emancipación progresiva y de integración de la per- 
sonalidad humana, fundamento á su vez de una perfecta 
legislación social; y reforma que avanza en otros paises con 
la instrucción y educación social del obrero, pero que en el 
nuestro desgraciadamente hállase aún en los primeros y más 
difíciles momentos. 

Inspección y vigilancia sobre el patrono, en tanto que no 
se generalice y haga normal el tipo jurídico del hombre hon- 
rado; educación é instrucción del obrero para que sienta 
la necesidad y el estímulo de algo más que el pedazo de pan 
que lleva á su boca: estas dos son por hoy las condiciones 
esenciales para que sea viable toda reforma encaminada á 
integrar la personalidad del trabajador. 

Después de la referida ley y como complemento de ella 
se publicó la de 26 de Julio de 1878 señalando penas á los 
que dediquen niños y niñas menores de 10 años á ejercicios 
peligrosos, la que también ha sido eludida, sin que las auto- 
ridades á cuyo celo se confió su exacto cumplimiento presta- 
sen gran atención á esta clase de deberes de su cargo. 

Por R. D. de 5 de Diciembre de 1883 se creó una Comi- 
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sión encargada de estudiar todas las cuestiones que direc- 
tamente interesasen á la mejora ó bienestar de las clases 
obreras, tanto agrícolas como industriales, que recuerda la 
información parlamentaria sobre el estado moral, intelec- 
tual y material de las clases trabajadoras, decretada por 
las Cortes en 1871. En el preámbulo de dicho R. D. se con- 
fiesa la escusa atención que han concedido los poderes pú- 
blicos en España á los problemas relacionados con el traba- 
Jo, y se reconoce la necesidad de emprender nuevos rumbos: 
“No era posible, dice, prolongar esta situación sin menos- 
cabo de la paz pública. Numerosos síntomas revelan que las 
clases obreras sienten el vivo estímulo de necesidades que 
importa remediar, ó aliviar cuando menos, á la vez que sien- 
te el capital inquietudes justificadas por hondas y contínuas 
perturbaciones,,; —palabras que parecen venir ádar la razón 
á Gabba cuando apreciaba que en España se procede en la 
legislación obrera bajo los estímulos del miedo. 

Entre otros asuntos debía estudiar la Comisión creada 
por este R. D. según su art. 2.*, los referentes al trabajo de 
niños y mujeres en las fábricas. minas y campos; el máxi- 
mun de las horas de trabajo según la edad; la relación en- 
.tre estas horas y las de asistencia á la escuela, y los casos 
en que estas medidas debieran dar lugar á sanción penal; 
la higiene y salubridad de los talleres; reglas para la segu- 
ridad de los aparatos motores; casos en que puede caber 
responsabilidad, por el siniestro ocurrido, á los dueños 6 
encargados de la maquinaria y artefactos. | 

Por R. O. de 28 de Mayo de 1884 se circularon las ins- 
trucciones y cuestionario para la información á que se re- 
fiere el R. D. anterior. Bajo el epígrafe: Inválidos del Tra- 
bajo, el $5.” de este cuestionario se refiere á las medidas de 
seguridad en las industrias y á los accidentes del trabajo. 

Por otro R. D. de 13 de Marzo de 1890 se reorganizó la 
Comisión creada por el de 1853, ampliando sus atribuciones. 

Otro resultado de la política protectora del obrero ha 
sido el R. D. de 9 de Agosto de 1894 por la que se estableció 
en el Ministerio de la Gobernación el servicio especial de 
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Estadística deltribajo, que había de comprender, entre otros 
extremos, lo referente á la salubridad € higiene, accidentes 
del trabajo y facilidades ó precauciones para evitarlos, asis- 
tencia facultativa de los obreros, industrias insalubres, en- 
fermedades adquiridas en los diversos oficios, etc. 

Análogos servicios se establecen en los Gobiernos de 
provincia, y agentes especiales coadyuvan á ellos en otras 
localidades según dicho R. D. y otras disposiciones comple- 
mentarlas. 

También se ha legislado muy recientemente sobre el tra- 
bajo de las mujeres y niños, descanso dominical y otros 
asuntos, pero estas disposiciones no pueden ser considera- 
das como antecedentes de la legislación que nos propone- 
mos estudiar por ser de fecha posterior á la ley de 30 de 
Enero de 1900, aparte de que su asunto sólo mantiene rela- 
ciones indirectas con el de esta última. 

Con esto hemos indicado los precedentes de carácter 
general que señalan la dirección de las reformas encamina- 
das al mejoramiento de la clase obrera en España, haciendo 
alusión concreta á los aspectos más directamente relacio- 
nados con nuestro asunto. 

Algunos otros existen de especial y directa relación con 
el problema de los accidentes del trabajo, cuya indicación 
hemos dejado deliberadamente por tal motivo para este úl- 
timo lugar. Nos referimos á la institución denominada Asilo 
de inválidos del trabajo y á las disposiciones que se con- 
tienen en la legislación especial de minería para prevenir y 
reparar los accidentes que puedan ser ocasionados por esta 
clase de industria. 

Por R. D. de 11 de Enero de 1877 se dispuso crear en Ma- 
drid aquel Asilo, dictándose al efecto las bases para su sos- 
tenimiento que fueron desarrolladas por la ley de 27 de Ju- 
lio del mismo año. Según estos preceptos deberían ingresar 
en el Asilo los solteros ó viudos sin hijos menores que no 
sufriesen padecimiento crónico y estuviesen absolutamente 
incapacitados para el trabajo, siempre que no tuviesen de- 
recho por el daño sufrido á disfrutar indemnización de los 
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patronos ó empresarios, ó no pudiesen hacerlo efectivo. Los 
que no reuniesen aquellas condiciones podrían recibir el so- 
corro en su domicilio, y los que tuviesen hijos mayores de 
edad, en uno ú otro sitio según las condiciones y posición de 
los hijos. El asilo se sostiene por donativos particulares y 
una cantidad que se incluye en el presupuesto. 

El Reglamento de policfa minera de 15 de Julio de 1897, 
considerado por el ilustre Buylla como modelo en lo que se 
refiere á garantías de la higiene y seguridad del trabajo, si 
- bien limitado á este género particular de industria, contie- 
ne las disposiciones que constituyen el antecedente más in- 
mediato y directo de la legislación que estudiamos. ' 

Hay en el mismo oportunas disposiciones referentes á la 
higiene y seguridad, á la responsabilidad por accidentes y 
á la inspección de los trabajos; y son tan numerosas que si 
las transcribiésemos en este sitio haríamos interminable es- 
ta reseña de los antecedentes de la ley de 1900 (1). 

Existe además una Instrucción de 10 de Marzo de 1898 
para la ejecución del mencionado Reglamento. 


* * 


Y es llegada la oportunidad de exponer brevemente la 
legalidad actual acerca de los accidentes del trabajo en Es- 
paña y las circunstancias del advenimiento de la legislación 
novísima. 

En este punto, y tratando ya de la ley de 30 de Enero de 
1900 que introduce en nuestra patria la teoría del riesgo 
profesional, sin precedente alguno enla doctrina de nuestros 
jurisconsultos ni en los debates de nuestras asambleas cien- 
tíficas y legislativas; no podemos caracterizar de una ma- 
nera mejor el rápido movimiento que determina la promul- 


(1) En el apéndice se insertaron los principales artículos de este Re- 
glamento. 
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gación de aquella Ley, que transcribiendo, porque ellos 
traducen con la mayor exactitud nuestro pensamiento acer- 
ca dei particular, los siguientes párrafos de un artículo pu- 
blicado recientísimamente por el ilustre jurisconsulto don 
Angel Osorio Gallardo en la revista Vuestro Tiempo. 
“Tal es, dice, —después de exponer brillantemente la teo- 
ría del riesgo profesional,—tal es el sistema que la Ley espa- 
ñola sobre accidentes del trabajo ha llevado á su articulado 
de igual modo que la mayor parte de sus similares extran- 
jeras; y aun cuando no la faltarán críticas acerbas, tanto 
de la opinión indocta como de la profesional, es de justicia 
convenir en que ha sabido recoger con más pureza que las 
de otros paises el principio que informa su razón de ser. 
Con ella, su autor D. Eduardo Dato no solo ha acredi- 
tado que es hombre de sólida cultura, libre de preocupacio- 
nes y gobernante á la moderna, sino que ha probado dispo- 
ner de un caudal de arrestos que dificilmente pueden hallar- 
se en el mundo político de una sociedad como la española. 
Pero, á fuer de imparciales, hay que reconocer que á 
la promulgación rápida y pacífica de la ley colaboró en no 
pequeña parte la proverbial desidia de la raza latina, aumen- 
tada hasta la exageración en nuestra península. Por una 
vez siquiera la incuria nacional ha servido para algo con- 
sintiendo que continuasen aletargados el tradicionalismo y 
la rutina, que tan perniciosa influencia suelen ejercer en to- 
dos nuestros actos. 
nLa gran masa de los productores, de los políticos, de 
los escritores y de los juristas, enamorada de las seculares 
doctrinas de la responsabilidad por culpa ó negligencia, no 
paró su atención en el golpe de muerte que se las propina- 
ba ni en el derrumbamiento de ala tan importante del edifi- 
cio de nuestro antiguo, por no decir arcáico derecho. Poco 
aficionada á estudiar las nuevas manifestaciones jurídico- 
sociales, creyó que la ley que se anunciaba sería una ley de 
caridad algo así como una distribución legal de limosnas 
con que el Derecho Romano había de entretener el hambre 
del derecho novísimo. Pensó, acasó, que sólo se trataba de 
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distraer la atención del proletariado y durmió tranquila, sin 
sospechar siquiera que una de las aspiraciones de la huma- 
nidad laborante había de tener en España tan fuerte y bien 
definida cristalización. 

»|Cómo es posible que, á no ser por esa molicie intelec- 
tual, hubiera pasado sin conminaciones, escándalos, ni pro- 
testas, el esfuerzo denodado de un Ministro (y conservador, 
para mayor asombro) que con férrea mano abría brecha en 
aquella vetusta muralla de axiomas consagrados por tantas 
generaciones! ¡Como se concibe, sin esa desidia, que vinie- 
ran por tierra sin ruido ni polvareda aquellos inexpugna- 
bles textos, según los cuales nadie es responsable más que 
de sus propios actos y las obligaciones solo nacen de la ac- 
ción ó de la omisión! ¡Como se comprende que sin esa ane- 
mia volitiva, hubiese surgido llana y sencillamente esa no- 
vísima teoría de que el rico ha de dar dinero por culpas en 
que no incurrió y ha de pagar con su bolsillo las obras de 
la fatalidad! 

»No. La ley no hubiese tenido gestación ni alumbramien- 
to tan fáciles, sin esa santa ignorancia en que aquí vivimos, 
de lo que más nos interesa, y que en este caso ha tenido al- 
go de providencial. Es hoy, y todavía preguntan muchos 
patronos: ¿qué culpa tengo yo de que la caldera haya ex- 
plotado? Es hoy, y todavía preguntan algunos, aunque muy 
pocos jueces: ¿cómo vov vo á condenar á un hombre que 
no tiene culpa de la desgracia ocurrida? 

Justo es, pués, proclamar los títulos que el Sr. Dato ha 
conquistado para el aplauso general. O él tenía descontada 
la actitud perezosa que habían de tomar los dañados por la 
Ley, en cuyo caso su perspicácia le acredita de político ex- 
traordinario, ó estaba decidido á arrostrar desde su puesto 
de primate conservador las iras de los conservados y en tal 
supuesto había que estampar en su hoja de servicios á la 
moral, á la justicia y á patria, las palabras consabidas: Va- 
lor acreditado. 

Bien hayan ahora el indiferentismo y la holganza si, 
merced á ellos, se han ahorrado dificultades para la pro- 
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mulgación de una ley que es en su esencia una obra de al- 
tísima justicia y una sana reivindicación, (1). 

De como son una verdad las anteriores observaciones 
del Sr. Osorio Gallardo, dan elocuente é inexcusable testi- 
monio los acontecimientos desarrollados en nuestro país, 
cuando muy poco tiempo después de la meritísima obra del 
Sr. Dato, otro Ministro liberal, que al parecer había sido 
elevado al Ministerio, por aquella vez, para satisfacer legí- 
timos anhelos populares y determinar un avance vigoroso 
en el proceso de nuestra legislación social, fracasó ruidosa- 
mente, saliendo del Gabinete abrazado á su bandera demo- 
crática, estimando como timbre glorioso de su historia po- 
lítica aquella caída á que le llevara la lealtad á su concien- 
cia; pero vencido por formidable oposición á su programa, 
desarrollada en las mismas esferas gubernamentales á im- 
pulsos del terror que hubo de apoderarse de los ánimos de 
las más poderosas representaciones del capitalismo que aun 
tienen en España vigor suficiente para detener la marcha 
del progreso, señalando la -orientación de todos los movi- 
mientos nacionales. 

¿Y á qué obedece este fenómeno, tanto más extraño des- 
pués del triunfo obtenido con la mayor facilidad y casi sin 
lucha por el ilustre Dato? ¿Por qué no pudo Canalejas en el 
seno de un Gabinete liberal, rodeado al parecer de una opi- 
nión favorable, en los momentos en que el país demostraba 
mayores arrestos para el avance de la democracia, conti- 
nuar siquiera la obra iniciada por el Ministro conservador; 
ya que no implantar las más atrevidas concepciones que con 
inmenso beneficio de las clases trabajadoras son ley en el 
extranjero? La clave de la solución á este enigma nos la dá 
maravillosamente el Sr. Osorio Gallardo en los transcritos 
párrafos. El Sr. Canalejas llegó tarde, por haber llegado 
después de la obra del Sr. Dato. Encontró al pafs, ó mejor 
dicho al capital, despierto de aquel letargo que pudo apro- 
vechareste último; encontróle apercibido ála defensa de sus 


(1) Vuestro Tiempo. Julio de 1902, pág. 78. 
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posiciones. Hé ahí la única razón de tan incomprensible dife- 
rencia; hé ahí la causa del éxito del uno y del fracaso del 
otro; igualmente gloriosos éxito y fracaso, para los dos Mi- 
nistros que en estos últimos tiempos de visible decadencia 
supieron elevar el nivel del gobernante, demostrando que 
aun existe dentro de España quien pueda levantarla de su 
postración, si el grito ensordecedor de toda clase de egoís- 
mos se acallara, dejando paso á las serenas expansiones del 
progreso. 

Como se ve, la legislación social, y aun dentro de ella la 
rama que se refiere á los accidentes del trabajo, va progre- 
sando, lo mismo en España que en el extranjero, fragmen- 
tariamente, sin que presida á su desenvolvimiento aquel or- 
den sistemático que se observa en la formación de los cuer- 
pos legales del Derecho tradicional. Ácaso podrá estar la 
causa de este fenómeno en aquella observación del Sr. Vi- 
llaverde (1), según lo cual, las leyes sociales “tienen todas 
cierto carácter de ensayo que no se ac»moda á la solidez y 
permanencia de la Codificación,,; pero sin negarlo, nosotros 
hallaríamos una razón más fundamental para explicar aquel 
fenómeno en el carácter de apremiantísima necesidad con 
que se van presentando sucesivamente las reclamaciones de 
la clase trabajadora, y que la opinión y los poderes públicos 
van reconociendo en las soluciones legales propuestas para 
remediarla; carácter que no permite aplazar el planteamien- 
to de las reformas durante aquellos prolongadísimos perio- 
dos de tiempo que por lo común suelen invertirse en los 
trabajos de Codificación. 

Así, por análogo procedimiento al de aquel Soc¿alismo 
sin doctrinas que dijo Metin, y que demuestra que allí don- 
de la necesidad se siente intensamente, basta la buena vo- 
luntad de los hombres para que luego aparezca por obra 
espontánea de la energía social el remedio adecuado de la 
misma; van, poco á poco, las naciones abandonando aquel 
sentido de infructuosa polémica de ideas, en que se malo- 


(1) Loc. cit. 
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graron los dos primeros tercios del siglo xIx; y produciendo, 
con la falta de método que se quiera, pero con verdadero : 
provecho de las clases obreras, á cuyo bienestar pri ..., 1- 
mente se encamina la legislación social, aquel conjunto de 
disposiciones, que algún día, con más vagar, al amparo de 
la tranquilidad que proporcionará su disfrute, podrán ser 
agrupadas en sistema científico, para que aparezca su in- 
terna conexión y la armonía de los variados elementos que 
le componen. 


Las fuentes principales en que se halla contenida nues- 
tra Legislación sobre accidentes del trabajo son: 

La mencionada Ley de 30 de Enero de 1900, fundamental 
en la materia y que ha de ser objeto preferente de nuestro 
estudio. 

El R. D. de 28 de Julio del mismo año, aprobando el Re- 
glamento para la aplicación de dicha Ley. 

La R. O. de 2 de Agosto también de 1900 aprobando y dis- 
poniendo la publicación del Catálogo de mecanismos para 
prevenir y evitar los accidentes. 

Otra R. O. de 5 del mismo mes dani la publica- 
ción de modelos de carpetas de expedientes, Libro regis- 
tro de Accidentes y Libro de anotaciones alfabéticas. 

Otra de 30 de igual mes sobre hojas estadísticas. 

El R. D. de 27 de Agosto y la R. O. de 16 de Octubre de 
1900, sobre sociedades de seguros contra los accidentes del 
trabajo. 

La R. O. de 10 de Noviembre sobre sociedades mútuas 
de seguros. 

Otras de 30 de Noviembre y 19 de Diciembre sobre es- 
tadística de accidentes. 

Las Reales Ordenes de 7 de Octubre de 1901 y 6 de Mayo 
de 1902 fijando los derechos de Registro que han de satisfa- 
cer las sociedades de seguros. 

18 
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El R. D. de 26 de Marzo de 1932 aprobando el Reglamen- 
to para la aplicación al ramo de guerra de la ley de 30 de 
Enero de 1900. 

Y la R. O. de 14 de Junio de este mismo año aclarando 
el art. 5.” de la ley en lo que se refiere á la distribución de 
las indemnizaciones cuando existan hijos de dos matri- 
monios. 
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FUENTES DOCTRINALES DE LA LEY DE ACCIDENTES 
DEL TRABAJO.—SUS CARACTERES. —IRRENUN- 
CIABILIDAD DE SUS BENEFICIOS 


En el lugar correspondiente hemos examinado la teoría 
del riesgo profesional, que después de una prolongada ela- 
- boración científica ha venido á ser el fundamento de las le- 
- gislaciones más progresivas en materia de accidentes del 

trabajo. E 

Ahora nos corresponde examinar aquel concepto desde 
el punto de vista de su expresión y desarrollo en nuestra ley 
de 30 de Enero de 1900 y disposiciones concordantes. 


NB 


Que dicha ley consagra de lleno la expresada teoría eri- 
giéndola en norma fundamental de las relaciones entre ca- 
pital y trabajo, patrono y obrero, desde el momento en que 
la aciaga fatalidad hace á este último víctima de cualquiera 
de las consecuencias dolorosas del ejercicio de la moderna 
industria, no cabe ponerlo en duda. 

Hasta la evidencia lo acreditan, además del contenido 
de la Ley misma, como lo hemos de ver comprobado en su 
exámen minucioso, las palabras de la Exposición de Moti- 
vos que precede al proyecto presentado á las Cortes y las 
discusiones á que dió lugar en una y otra Cámara. 

Todas ellas dan á conocer el pensamiento que movió al 
legislador á adoptar las disposiciones contenidas en aquella 
Ley y reflejan á la vez la necesidad que dejábase sentir en 
España de tan radical reforma, para poner nuestro Derecho 
social en armonía con el que se hallaba ya introducido en los 
países cultos, así como para calmar el vacío: de reglas pre- 
cisas y concretas concernientes al asunto, que dificultaba 
grandemente la acción de los Tribunales de Justicia llama- 
dos á entender en conflictos á los que ya no cabía en mane- 
ra alguna aplicar los preceptos del Código Civil que repug- 
naban á su peculiarísima naturaleza. 

Decía en dicho preámbulo el Ministro ilustre que honró 
su nombre al firmar aquél proyecto: “Las leyes de los paí- 
ses que pueden servirnos de modelo y muy especialmente 
la promulgada en Francia en el pasado año, han resuelto 
prácticamente el problema jurídico que la responsabilidad 
de los accidentes producidos con ocasión del trabajo indus- 
trial entrañaba, y, separándose de los principios y disposi- 
ciones insuficientes del derecho común, han considerado 
esos accidentes, salvo en los casos en que notoriamente 
sean debidos á un acto voluntario ó á negligencia inexcusa- 
ble de la víctima ó resultado de fuerza mayor, como conse- 
cuencias naturales, hechos inherentes á la explotación in- 
dustrial, y que como tales debían separarse del concepto 
general de esta, y por el contrario, era forzoso mirar la re- 
paración de los daños y perjuicios por ellos causados como 
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uno de los gastos de producción, á cargo, naturalmente, del 
empresario ó patrono, 

Y si queremos más testimonios parlamentarios del hecho 
á que nos referimos citaremos uno solo, por no prolongar de- 
masiado esta demostración. El Sr. Bosch y Fustegueras de- 
cía en el Senado: “la estadística y el cálculo de probabilida- 
des se han combinado en este género de investigaciones y 
proclaman que la responsabilidad se reparte entre el patro- 
no y el obrero y la industria objetivamente considerada, 
en esta forma: de cien casos, en diez, la responsabilidad co- 
rresponde al patrono, en veinte al obrero y en las setenta 
restantes la responsabilidad es del r2esgo industrial. Nos 
ocupamos pues, en este proyecto, de setenta casos sobre 
cien accidentes del trabajo. Mirad bien, señores, el carác- 
ter de la industria moderna que puede observarse en los ta- 
lleres: ¿de quién es la culpa? de la misma fatalidad de las 
cosas, del riesgo industrial, por lo que yo no admito la pa- 
labra responsabilidad en esta Ley y la sustituyó por la 
palabra garantía. Se busca una garantía á favor del obre- 
ro contra el riesgo industrial y profesional: no se persigue 
una responsabilidad del patrono... la raiz de los proyectos 
que indemnizan á los obreros inutilizados está en la noción 
nueva, enteramente nueva del riesgo profesional ,. 

Pero no es solamente que nuestra Ley de 30 de Enero de 
1900 se inspira en esta teoría sino que la traduce y consa- 
gra con tal rigor que, á nuestro juicio, aventaja en este pun- 
to á las leyes francesa é inglesa que le sirvieron de modelo. 

Pruebas. El art. 5.* regla 5.* de nuestra Ley y el art. 64 
de su Reglamento aumentan en una mitad más de su cuan- 
tía las indemnizaciones determinadas por aquella cuando el 
accidente se produzca en establecimiento ú obras cuyas má- 
quinas ó artefactos carezcan de los aparatos de precaución 
que están prevenidos, ó en general cuando exista falta de 
medidas preventivas. Esto no significa otra cosa sino que la 
culpaó negligencia del patrono aumentan la responsabilidad. 

Pues bien; según el art. 1.28 1.* letra b de la ley inglesa, 
en caso de culpa ó negligencia del patrono ó de la persona 
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por la cual él debe responder no aumenta la responsabilidad 
del mismo, sino que da derecho al obrero para elegir entre 
la indemnización que le concede la ley especial ó la que le 
otorgaba el derecho común: el patrono no puede ser reque- 
rido por las dos vías á la vez. 

No quiere esto decir que según nuestra legislación se 
puedan simultanear ambos procedimientos; pero es lo cier- 
to que en ella se admite un aumento de indemnización que 
se niega en la ley inglesa. 

Véase por dónde resulta nuestra ley más vigorosa en la 
aplicación de la teoría, ya que, no sólo aumenta la respon- 
sabilidad en esta hipótesis, sino que hacedepender el mismo 
aumento del concepto informante del r2esgo profesional, 
al no remitir á la ley común y su procedimiento la parte de 
la misma que corresponde á la culpa del patrono. 

También puede afirmarse que nuestra ley resulta más 
ámplia y rigurosa que la francesa en la aplicución de la doc- 
trina, por que la reducción de las cuotas de pensión propor- 
cionales al salario, cuando la cuantía de este excede de 
cierta suma, que establece el párrafo 2.” del art. 2.” de esta 
última, no aparece en la nuestra, que por lo mismo lleva sin 
vacilar hasta las últimas consecuencias los BrnCIpIos que 
proclama. 

Estos hechos demuestran que, con tanto fundamento por 
lo menos como á la ley francesa, que en el curso de sus tra- 
bajos preparatorios fué llamada “carta del riesgo profe- 
sional,, puédese aplicar esta denominación á nuestra ley 
de 1900. 


* 
* * 


Como de aquella puede también decirse de esta última 
que sus disposiciones tienen un carácter transaccional, y 
que las indemnizaciones que concede son de una fijeza pre- 
determinada respecto á su cuantía, en relación con las di- 
versas situaciones, también previstas, de la víctima y de las 
demás personas que pueden resultar acreedoras. 
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Pruébanlo bien á las claras las siguientes palabras del 
preámbulo: “Este criterio práctico, nacido en gran parte de 
la imposibilidad de fijar en cada caso si la responsabilidad 
correspondía al patrono ó al operario ó debía simplemente 
atribuirse á un hecho fortuito, no podía consagrar en justi- 
cía ni aún en equidad el principio de que la reparación de- 
bida al obrero por todo accidente que le sobreviniese tenía 
que ser integral y por tiempo ilimitado. Háse fijado una frac- 
ción mayor ó menor del salario. según los diferentes casos 
que la extensión del daño y la situación y relaciones jurfdi- 
cas del obrero ofrecen, buscando siempre que el empresa- 
rio, cuya dignidad y capital se hallan comprometidos en la 
industria conozca bien de antemano la existencia de sus de- 
beres hacia el operario, y que este reciba, á cambio de la 
posible exposición de su vida, la seguridad de que obtendrá 
los medios suficientes, si fuese víctima de una desgracia, 
para subvenir á sus necesidades y á las de su familia, 

Ambas notas características de la indemnización: la de 
ser transaccional y la de ser fija, revelan el pensamiento de 
intrínseca justicia á que responde la Ley. Por virtud de ellas 
resultan equilibradas las opuestas fuerzas é intereses que 
intervienen en el conflicto. 

Por la 1.?*, patrono y obrero ceden en parte, uno en be- 
neficio del otro,— para que resulten compensados hasta don- 
de sea humanamente posible sus recíprocos perjuicios even- 
tuales,—alguna porción de los derechos que exigidos en to- 
da su integridad determinarían un saldo siempre peligroso. 
Asf ni el obrero reclamará todo lo que vale, no ya psicoló- 
gica y moralmente, sino ni aún económicamente considera- 
da su vida ó su integridad personal; y á cambio de ello el 
patrono reconocerá en su favor un derecho tan preciso y 
tan taxativo que el obrero no se verá forzado en ningun ca- 
so á gastar sus energías en deducirlo, por vía declarativa, 
ante los Tribunales, con exposicióná perder sus ventajas por 
cualquier defecto de técnica procesal; derecho que surgirá 
espontáneamente, ¿pso facto, en el momento de su desgra- 
cia, sirviéndole de mayor alivio por cuanto le evita la cruel 
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incertidumbre que en aquellos instantes pudiera conducirle 
á la más trágica desesperación. 

Por el 2.* de los aludidos caracteres, uno y otro intere- 
sado, sabiendo con certeza á cada instante, á donde puede 
ascender en todo evento el importe pecuniario de sus recí- 
procos derechos y obligaciones, vivirán en una tranquilidad 
relativa, pudiendo el empresario calcular sus presupuestos 
con exactitud teniendo en cuenta la estadística de acciden- 
tes, y el obrero sabiendo que sus séres queridos no queda- 
rán, por lo menos, en el desamparo y la miseria. 

Por eso ha sido posible hacer resaltar, entre las ventajas 
que se derivan para el mismo patrono de la aplicación de la 
doctrina del riesgo profesional, la de que, además de los 
numerosos expedientes judiciales que mediante los referi- 
dos caracteres pueden evitarse—procesos de duración in- 
terminable y siempre costosos para los patronos,—la repa- 
ración del perjuicio sufrido por el obrero, cuando por una 
sentencia judicial se declaraba á cargo de aquéllos bajo el 
influjo de cualquiera de los otros sistemas legales, era una 
reparación integral que variaba según la apreciación de los 
tribunales y según las circunstancias del accidente. Asf, se- 
gún ha observado Tarbouriech, la indemnización por muer- 
te de un obrero ha variado en Francia entre 2.000 y 24,000 
francos, en diferentes hipótesis (1). 

Por eso mismo, en el curso de los trabajos preparatorios 
de la ley francesa, ha dicho M. Tolain en el Senado: “Los 
jueces, con frecuencia más humanos que la ley, se inspiran 
en consideraciones extrañas al hecho mismo, tales como la 
fortuna del patrono, la situación lamentable de un obrero 
laborioso, cargado de familia y otras varias... Las resolu- 
ciones cambian según el carácter de los juzgadores, según 
la diversidad de personas, y unos mismos hechos dan lugar 
á indemnizaciones variadísimas en su cuantía. Á esta incer. 
tidumbre, á este azar en lo que hace referencia á la cifra 


(1) Tarbouriech. La responsabilité des accidens dont les ouvries 
sont victimes dans leur travail, 
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de las condenas, agréguense los gastos del litigio, la pérdi- 
da de tiempo inseparable de todo proceso judicial; y se com- 
prenderá aquellas palabras pronunciadas ante la Comisión 
por un gran industrial: “Todo, menos mantener la situación 
presente, (1). 


* 
x * 


Otra nota distintiva del riesgo profesional en nuestra 
Ley de Accidentes del Trabajo es, según el art. 19, el ca- 
rácter de orden público 6 de derecho necesario y forzoso - 
que se atribuye á sus preceptos. Esta disposición, como no 
podía menos, figura también en las leyes extranjeras que se 
inspiran en la misma teoría. 

Quizá en cualquiera otra de las que han tratado de fun- 
damentar el derecho de indemnización por accidentes, no 
pueda asegurarse, como en esta del riesgo profesional, que 
dicha indemnización es una consecuencia esencial de todo 
accidente que se halle comprendido en los términos de la 
ley. 

Respecto de la teoría de la culpa ó negligencia, el artf- 
culo 1.103 del Código Civil no prohibe en absoluto la renun- 
cia de toda acción para hacer efectiva la responsabilidad 
que de ellas se deriva; de lo contrario, emplearía los mis- 
mos términos en que el artículo anterior consigna la pro- 
hibición expresa de la misma renuncia, refiriéndose al dolo. 

Por otra parte, no puede afirmarse en general y á priío- 
ri que dicha renuncia de la acción por culpa ó negligencia 
esté comprendida en los términos excepcionalmente prohi- 
bitivos del art. 4.%, por ser contraria al interés ó al orden 
público, ó redundar en perjuicio de tercero. Por el contra- 
rio, así como podrá moderarse por los tribunales la respon- 
sabilidad á tenor del indicado art. 1.103, asf también, en los 
casos en que no exista tal oposición al orden público ó tal 


(1) Tolain. Discurso pronunciado ante el Senado el 24 de Enero 
de 1889. 
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perjuicio de tercero, podrá admitirse la renuncia, con arre- 
glo á los términos generales del art. 4.* 

En la teoría de la falta contractual aparece aún más 
evidente la posibilidad y legalidad de la renuncia de los de- 
-rechos del obrero; porque si, como hemos visto, el derecho 
de indemnización en esta teoría se presenta como una de 
aquellas condiciones naturales € implícitas en el contrato 
de trabajo, cuya existencia se supone siempre, aunque no 
resulte de sus términos expresos, habrá que convenir en que 
la más lógica consecuencia de esta doctrina es la admisión 
del pacto en contrario; lo mismo que sucede respecto del 
saneamiento en la compra-venta y de todos los requisitos 
de los demás contratos que ostenten él mismo carácter. 

En el riesgo profesional la inherencia del mismo á la 
industria y todas las demás notas que hemos reconocido en 
la doctrina, hacen imposible análoga conclusión. El dere- 
cho de la víctima del accidente es aquí un postulado que 
está en la esencía de la organización del trabajo; no una 
simple circunstancia de su naturaleza. Es, por lo mismo, 
absolutamente irrenunciable. 

Estas consideraciones emanadas de las entrañas de la 
doctrina que fundamenta nuestra ley y del alcance de sus 
preceptos, son á nuestro juicio, más concluyentes que las 
que tratan de razonar el precepto del art. 19, creyendo ha- 
llar en él mismo “una adaptación á la especialidad del caso 
del principio general contenido en los artículos 4.* y 1.255 
del Código Civil, (1). | 

La ley de accidentes es, en verdad. como afirma el ilus- 
trado autor aludido, de interés público ó social; pero esta 
premisa no es suficiente por sí sola para que resplandezca 
la lógica de la consecuencia que pone á continuación, á sa- 
ber: que su renuncia se halla comprendida dentro del pre- 
cepto indicado de los artículos 4.? y 1.255, de tal manera, 
que “aun sin la declaración especial del art, 19 de la ley de 
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(1) Oyuelos. Accidentes del Trabajo, pág. 183, 
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accidentes, á tenor de las disposiciones del Código Civil 
expresadas, carecería de eficacia cualquiera estipulación 
opuesta al contenido de la ley,,.. 

Para definir con exactitud los términos de este debate, 
fijémonos ante todo en la diferente expresión con que se ha- 
blaba de la renuncia en nuestro antiguo derecho, y en la le- 
gislación moderna: “Las leyes no son renunciables,,, decíase 
entonces; y con estotratábase de corregir aquella intermina- 
ble cadena de abusos é incorrecciones que, en prolongados 
periodos de la historia, convirtieron en un verdadero caos 
la administración de justicia y el ejercicio del derecho (1). 

“Los derechos concedidos por las leyes, decimos ahora, 
no son renunciables,,; fórmula esta sin duda alguna de signi- 
ficación técnica más precisa, y que no envuelve el manifies- 
to error que implicaba la primera. 

Que no son las leyes renunciables es de evidencia inme- 
diata, y jamás por nadie fué creído lo contrario. Aun en 
aquellas épocas en que tan equívoca dicción estaba en uso, 
- por permitirse excepcionalmente la renuncia de ciertas le-. 
yes, no eran estas en sí mismas lo que entendían renunciar 
aquellos que ponían en práctica tales facultades, sino los de- 
rechos, los beneficios, los privilegios, 6 las AOS que 
las leyes otorgaban. 

Toda ley, en sí misma, es de orden público, sean cuales- 
quiera los derechos que reconozca, pertenezcan á una ú otra 
categoría las facultades cuyo ejercicio autorice. Toda ley 
es parte integrante del Derecho objetivo, constituído, nacio- 
nal: hablar de su renuncia es una impropiedad manifiesta, 
ya se ri fiera su contenido al derecho público ó al privado. 
La ley en sí misma y como tal no está bajo el dominio de 
nuestras facultades, no está sometida á nuestra libertad de 
acción. La renuncia, en este sentido, no podría tener otro 
alcance que el de una verdadera derogación, por lo menos 
momentánea y para un caso dado. Los derechos, las facul- 


(1) Véase Costa. Teoría del hecho jurídico. 
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tades de obrar que la ley concede, reconoce ó garantiza, eso 
es lo que cae bajo el dominio de nuestra subjetividad, eso es 
lo que nos es dado poner ó no en ejercicio, según nos con- 
venga; eso, por lo tanto, lo que se nos autoriza á renunciar. 

Sfguese de este razonamiento que no basta que una ley 
sea de carácter público ó social, para que los derechos que 
concede no sean renunciables. Porque en tal caso, todos, 
absolutamente todos los derechos serían irrenunciables: ya 
que todas las leyes, como tales, corresponden al orden pú- 
blico. 

Nó,; lo que determina la renunciabilidad ó no renunciabi- 
lidad de los derechos, no es el carácter de las leyes en que 
se hallan contenidos, sino la intrínseca naturaleza de ellos 
mismos. Nadie dirá que una ley electoral no corresponde al 
orden público y social. Pues el derecho de sufragio es, por 
hoy, perfectamente renunciable. Por el contrario, el dere- 
cho de alimentos está comprendido en el Código Civil, el 
Código del Derecho Privado; y sin embargo, el crédito ali- 
menticio no solo es absolutamente irrenunciable, según el 
artículo 151,sino que ni aun cabe transacción acerca del mis- 
mo á tenor del art. 1814. 

Hay mas; así como todas las leyes, consideradas en sí 
mismas, y como parte integrante del orden jurídico impe- 
rativo, que mantiene la cohesion social, son de carácter pú- 
blico; puédese afirmar que todos los derechos, como facul- 
tades de obrar concedidas ó reconocidas á la persona, son 
esencialmente privados, pertenecen á la esfera del obrar 
autónomo, espontáneo y consciente de esta última, que por 
sí misma aprecia en cada momento la utilidad que le repor- 
ta y determina la acción ó abstención en su consecuencia. 

Lo que ocurre es que entre estas facultades inherentes 
á la personalidad, unas lo son de tal modo que puede decir- 
se que ¿mtegran su naturaleza, y por lo tanto, son esencial- 
mente inalienables, porque su enajenación dejaría aquella 
naturaleza mutilada en alguno de sus aspectos esenciales. 
La ley debe, por tanto, impedir de plano y á prior? aquella 
enajenación; porque uno y quizá el principal atributo de la 
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ley misma es garantizar, en todo tiempo, la integridad per- 
sonal, en medio de las variadas evoluciones de la vida. La 
ley no podrá jamás autorizar ni consentir el suicidio ni la 
automutilación corporal, aunque sea evidente que nada cae 
más de lleno en la esfera de nuestra autonomía que la vida 
misma y la salud de nuestro cuerpo, que á nosotros está ex- 
clusivamente confiada. 

Pues esa ley que interdice el suicidio y la mutilación, es 
la misma que, sea cualquiera la categoría de estos dere- 
chos, debe prohibir toda abdicación de los queintegran nues- 
tro sér moral y nuestra personalidad económica, como séres 
de fines, que indispensablemente necesitamos el miínimun 
de los medios para realizarlos. 

Otras facultades jurídicas existen que no vienen á ¿nte- 
gvyar nuestra naturaleza personal, sino que desarrollan y ex- 
tienden los límites de nuestra actividad más allá de las exi- 
gencias de aquella naturaleza. Estos derechos serán perfec- 
tamente renunciables, y dentro de esta categoría será donde 
corresponde establecer aquella condición que se contiene en - 
el artículo 4.* del Código. Es decir que los derechos cuya re- 
nuncía no venga á mutilar la integridad personal humana, 
podrán renunciarse, cuando con ello no se lesione el interés 
ó el orden público ó un derecho determinado de otra per- 
sona. 

Síguese de aquí que existen dos categorías de derechos, 
por lo que al presente problema se refiere: unos absoluta- 
mente irrenunciables; otros que son renunciables, pero con- 
dicionalmente. | 

A la 1.* de ellas corresponden los que consagra la ley 
de accidentes del trabajo, consecuente con la teoría del ries- 
go profesional, dentro de la que figuran aquellos como inte- 
grantes de la personalidad jurídica del obrero. Y este es el 
verdadero fundamento de la prohibición legal de su renun- 
cia contenida en el art. 19. 

Buscar en otra parte la razón de este precepto, confun- 
diendo estos derechos con los comprendidos en la 2.* de las 
mencionadas categorías, es por lo menos peligroso; porque 
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la consecuencia que de ello se derivaría es que allí donde 
no aparezca lesión del público interés ó del derecho de ter- 
cera persona la indemnización de la víctima del accidente 
sería perfectamente renunciable: y no hay duda de que en 
la práctica pueden darse muchos casos en estas circuns- 
tancias. 

Esta misma distinción, por otra parte, debiera informar 
_la regla general del Código Civil; porque admitir, como hoy 
está admitido en principio, que todo derecho puede renun- 
ciarse, y que solo pueden ser obstáculo á la renuncia los 
motivos de excepción que señala el art. 4.%, es verdadera- 
mente absurdo, después de las consideraciones que quedan 
expuestas. 

Por lo demás, el art. 19 de la ley de accidentes debe apli- 
carse con todo el rigor que es consecuencia de esta doctri- 
na; es decir, que no solamente serán nulos los pactos con- 
trarios á sus disposiciones que pudieran verificarse simul- 
táneamente, apareciendo como agregados al contrato de 
trabajo, sino cualesquiera otros posteriores mediante los 
que el obrero directa ó indirectamente venga á quedar ex- 
cluído de los beneficios de la ley, y mucho más aquellos en 
que, mediando simulación ó cualquier otra circunstancia de 
esta índole en la que el patrono pudiera prevalerse de la 
ignorancia ó impericia jurídicas del obrero, viniese á resul- 
tar éste perjudicado; casos estos últimos en los que, sin con- 
templación de ningún género, debe presumirse el dolo y la 
criminalidad en quien de tal manera abusase de la superio- 
ridad relativa de su posición. 

Tal, por ejemplo, sucedería en el caso de que un patrono, 
conocedor de la situación miserable de la viuda que jamás 
logrado hubiera durante la vida del pobre trabajador cuya 
suerte compartía ver reunida en su poder una pequeña su- 
ma, afectase ofrecerle generosamente, como condolido de 
su desgracia, alguna cantidad inferior á la indemnización 
que legalmente le correspondiese, pero siempre excesiva á 
los ojos de aquella infeliz que, con el hábito de la escasez y 
el sufrimiento, ni tiene sentido práctico para apreciar, y me- 
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nos en aquellas circunstancias, el valor de lo que ella lla- 
maría temblando al verlo ¡tanto dinero junto!, ni la sere- 
nidad de su espíritu suficiente para comparar el de aque- 
llas monedas con la preciosa vida del marido que el fatal 
accidente le arrebatara, y mediante este género de engaño, 
consiguiera el patrono la fácil renuncia de cualquier otra 
ventaja. 

Antes de terminar el exámen de este precepto legal con- 
tenido en el art. 19, ocurre otra cuestión de alguna impor- 
tancia, Siendo como es nulo todo pacto en contrario á las 
disposiciones de la ley, ¿lo será también aquél mediante el 
cual se mejore la situación del obrero, asignándole en caso 
de accidente una indemnización superior á la que la ley le 
concede? 

Datos para resolver: Durante la discusión de la ley fran- 
cesa de 9 de Abril de 1898, se presentó al Senado una en- 
mienda encaminada á que se reconociesen como lícitos los 
convenios mejorando la condición del obrero y la cuantía 
de las indemnizaciones; enmienda que fué rechazada. Y no 
se olvide, (si este hecho tiene alguna significación revelado- 
ra del espíritu de aquella ley), que ella, á su vez, ha servido 
de inmediato precedente á la nuestra. 

Se nos dirá tal vez que al invocar este precedente de la 
legislación francesa, olvidamos lo dispuesto en el párrafo 
segundo del art. 2.? de la ley de 9 de Abril de 1898, que dis- 
ponía, respecto de los obreros cuyo salario anual fuese su- 
perior á 2,400 francos, que en lo que excediese de esta su- 
ma no tendrían derecho sino á la cuarta parte de las rentas 
Ó indemnizaciones correspondientes, salvo el caso de con- 
vención en contrario respecto á la cifra de las cuotas. 

Pero es preciso tener en cuenta que esta disposición es- 
pecialísima de la ley francesa ha sido introducida, según 
interpretacion constante de los autores, por vía de excep- 
ción á los principios que fundamentan el régimen del riesgo 
profesional; excepción basada en consideraciones de equi- 
dad: en que el legislador ha entendido que el obrero cuya 
retribución excede de 2.400 francos lleva en ella misma la 
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más eficaz garantía contra la futura desgracia, ya porque 
puede con desahogo satisfacer por sí mismo las primas del 
seguro, ya porque está en condiciones de hacer economías; 
y basada también en que no convenía socialmente gravar 
la industria nacional con pensiones ó indemnizaciones exce- 
sivas. Por estos motivos se permitió pactar ó estipular á los 
obreros que se hallasen en las indicadas condiciones, pero 
con la limitación de no poder establecerse indemnizaciones 
inferiores á las que correspondiesen á la expresada suma 
de 2.400 francos. 

Hoy en la misma República vecina se halla ya más res- 
tringida aquella legalidad; pues la modificación introducida 
en dicho párrafo segundo del art. 2.? de la ley de 18098 por 
la de 22 de Marzo de 1902, publicada el día 27 del mismo 
mes, establece que sólo serán admitidas las estipulaciones 
en contrario cuando por medio de estas se eleve la cifra de 
las cuotas; Ó lo que es lo mismo: sólo se admiten dichos pac- 
tos cuando sean beneficiosas para el obrero. 

Esta reciente disposición aclaratoria lleva implícita una 
solución negativa del problema que examinamos para las 
situaciones rormales, es decir, para la de los obreros cuyo 
salario no exceda de la indicada suma, respecto de los cua- 
les, al no consignarse expresamente excepción alguna, ha- 
brán de considerarse nulos todos lospactos que en cualquier 
sentido altereñ el contenido de la ley, y por lo mismo los be- 
neficiosos. 

Pero vengamos al exámen de nuestra legalidad española. 

Tampoco en ella se consignan excepciones expresas del 
principio fundamental; más por otra parte, da lugar á dudas 
el tenor literal del art. 19 de nuestra ley, porque al decir: 
“será nula y sin valor toda renuncia á los beneficios de la 
ley...,, parece concretar esta nulidad al convenio que pu- 
diera disminuir la cuantía ó anular por completo el dere- 
cho del obrero, que (aparte de la impropiedad de la pala- 
bra beneficios aquí empleada) es la única de las dos par- 
tes contratantes en cuyo favor ó para cuya integración ju- 
rídica se reconocen. Y dicho se está que si de integrar la 


personalidad del obrero se trata, contra anteriores descono- 
cimientos de su derecho, en nada se opone á este espíritu y 
finalidad el aumento de la indemnización que pueda corres- 
ponderle mediante el pacto. | 

No creemos que sean un obstáculo á esta interpretación 
las palabras que continúan en el artículo citado: *y en ge- 
neral todo pactocontrarin á sus disposiciones, ; porque para 
que lo fuesen, era preciso demostrar que el pacto de aumen- 
to de la pensión es precisamente contrario,ó lo que es igual, 
opuesto, antagónico, incompatible con las disposiciones 
de la ley. 

Y que no lo es, á nuestro juicio, se deduce del espíritu y 
criterio predominante en ella, según acabamos de decir. 
Porque la ley de accidentes viene á reconocer y garanti- 
zar un derecho anteriormente desconocido: el del obrero á 
la indemnización; pero, en manera alguna, pueda conside- 
rarse que venga á reducir las facultades y capacidad jurt- 
dica de éste, que, si antes de la ley, en virtud de la libertad 
de estipulación, podía, sin que nada se lo impidiese, pactar 
con el patrono una indemnización eventual más alta, por- 
que uno y otro apreciasen en más el riesgo del trabajo, no 
hay fundamento «alguno para sospechar que una ley que ha 
venido á beneficiarle resultara, en cierto sentido, perjudi- 
cial y limitativa de la capacidad jurídica del obrero. 

No; la ley de accidentes dá la medida del mintmun, ga- 
rantiza al obrero contra su misma debilidad y su falta de 
verdadera libertad en presencia del patrono, acordando en 
favor de aquel lo que es una exigencia ineludible de la hu- 
mana naturaleza y de la organización económica de la indus- 
tria; pero de ningún modo viene á empeorar la situación ju- 
rídica de aquellos obreros que, sintiéndose libres y autarcas 
ante el patrono, puedan estipular del mismo mayores ven- 
tajas; así como la ley no prohibe que los patronos ó capitalis- 
tas entre sí, por hallarse en aquellas condiciones de verda- 
dera libertad, estipulen todo lo que les convenga, sin traba 
ni límite de ningún género. 

Este mismo critererio parece venir á Ona E el ilustra- 


do comentarista de la ley Sr. Oyuelos, antescitado, por cuan- 
to, al hacer el resúmen de doctrina bajo el epígrafe: “pac- 
tos nulos,, no menciona entre los comprendidos en el artícu- 
lo 19 ninguno que se refiera á aumento de la indemnización 
del obrero herido ó muerto por el accidente. 


g Il 
EXTENSIÓN DEL RIESGO PROFESIONAL 


Es este, á no dudarlo, uno de los problemas de más com- 
plicado estudio y difícil solución que envuelve el desarrollo 
legal de la doctrina que informa nuestro derecho vigente 
sobre accidentes del trabajo. 

Desde luego, y atendiendo solo á las razones fundamen- 
tales en que se apoya la teoría, parece que, sin excepción 
alguna, allí donde se verifica un trabajo cualquiera por 
cuenta de otra persona, existen motivos suficientes para im- 
poner á esta la responsabilidad de todos los accidentes que 
puedan sobrevenir en ó por causa de su ejercicio. En el 
más lato sentido técnico del concepto, en todo contrato de 
trabajo existe una empresa, cuyos riesgos exige la más ele- 
mental noción de economía social que corran siempre á car- 
go del empresaro. 

Pero la buena política legislativa no puede conformarse 
jamás con esta clase de deducciones apriorísticas. Necesi- 
ta tener en cuenta la realidad de infinitas circunstancias y 
condiciones que rodean y caracterizan los diferentes géne- 
ros de producción; y al tratar de integrar la personalidad 
jurídica del obrero, no perder de vista las mil variadas po- 
siciones en que puede encontrarse con relación al patrono y 
á la industria misma en que se emplea. 

Este criterio práctico aparece desde luego comproba- 
do, aun antes de penetrar en más profundas disquisiciones, 
con solo observar atentamente la realidad de las cosas. 

Por una parte, ¿quién puede dudar que los riesgos del 
trabajo son infinitamente mayores y distintos por su natu- 
raleza en la minería y en esos inmensos talleres en que se 
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mueve por la fuerza del vapor ó de la electricidad un com- 
plicado sistema de mecanismos, cuyo contacto puede resul- 
tar mortal al más leve descuido, si se comparan con aquellos 
otros que ofrece el servicio doméstico ó la dependencia de 
un comercio? 

Y de otro lado, ¿quién no comprende la diferente situa- 
ción en que se encuentra el empresario dé una de aquellas 
grandes fábricas en que se produce para la venta y la ex- 
portación, mediante un ejercicio prolongado y sistemático; 
comparada con la del humilde propietario de una pubre ca- 
sa, que vive de su trabajo, sin otros bienes que el capital que 
aquella representa, y necesitando una reparación con el fin 
de que no se arruine, tiene la desgracia de que el jornalero 
empleado en tal faena se caiga de la techumbre, y muera 
en consecuencia? 

Esta enorme diferencia de situaciones, que la observación 
más superficial de la vida acusa, es motivo suficiente para 
pensar que no era cosa tan sencilla como pudiera parecer 
á primera vista la traducción legislativa de los princios in- 
formantes del riesgo profesional. Hé aquí porque se hace 
necesario que las leyes de accidentes; ya de una manera de- 
tallada, como sucede en el art. 3.? de la nuestra, y aunque . 
no con igual precisión, en el 1.” de la francesa; ya refirién- 
dose en general á los trabajos industriales, á los de em- 
presa, 6 de grande industria etc., determinen la extensión 
del riesgo profesional, ó lo que es lo mismo, cuales son los 
accidentes que deban ser considerados como incluidos, y 
cuales excluidos del mismo. 

A cerca de cual sea la forma de expresión más adecuada 
de las leyes en este punto, preséntase aquí análogo proble- 
ma al que se ofrece en el Derecho Mercantil sobre si los 
Códigos han de precisar de una manera taxativa cuales son 
los actos de comercio, han de dar una definición general de 
los mismos ó se concretarán á una fórmula de tan ambigua 
significación como la del nuestro de 1885, 

Y mayores complicaciones, si cabe, son las que pueden 
perturbar la serenidad de juicio del legislador, cuando se 
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trata de la cuestión de accidentes del trabajo; porque al ca- 
bo, á nuestro juicio, no tiene igual transcendencia la inclu- 
sión Ó exclusión de un acto determinado en el Código de 
Comercio, que la acogida ó no de un accidente en los bene- 
ficios de la ley. Y es porque, respecto de los primeros, á fal- 
ta de la mercantil, cuyas ventajas, después de todo, no son 
sustanciales, y se reducen á una mayor rapidez y facilidad 
en los procedimientos de ejecución, está la ley civil, que pro- 
tege y garantiza todo derecho sustantivo; mientras que la in- 
clusión ó exclusión de un accidente del trabajo en la ley que 
acuerda la indemnización de los mismos puede reportar al 
trabajador lesionado y á su familia consecuencias de vital 
interés favorables ó adversas: implica la enorme distancia 
que hay entre el futuro bienestar ó la miseria y la mendi- 
cidad de la familia misma. 

Hé aquí por qué afirmamos que esta cuestión es, á la vez 
que la más difícil, la más delicada de todas cuantas pueden 
presentarse en el desarrollo de nuestro asunto; y por qué 
debe ser examinada con el especialísimo cuidado que tales 
circunstancias imponen. 

Hay que distinguir dos criterios de apreciación: el que 
se refiere á la clase y el que hace relación á la ¿mtensidad 
de la industria en que el obrero puede trabajar por cuenta 
ajena: diferencia que se traduce en la que separa la calidad 
y la cantidad del trabajo; ó lo que es lo mismo, débese aquí 
tener en cuenta una doble clasificación de aquella: según la 
esfera en que se ejercita, ó según el grado de actividad que 
emplea. A | 

Por primer criterio, se clasifican las industrias en extrac- 
tivas, manufactureras y comerciales; tres grandes grupos 
que comprenden, con mayor propiedad técnica que la anti- 
gua división en agricultura, industria y comercio, todas las 
manifestaciones de la actividad económica en la relación de 
sujeto á objeto (1). Otros hacen una clasificación más exten- 


(1) Buylla. Concepto de la Economía y carácter de su Ciencia. Es- 
tudio que precede á su traducción de varios autores. 


— 205 — 


sa, en seis grupos, que comprenden las industrias: extracti- 
va (minería, caza y pesca y leñería) agrícola, pecuaria, ma- 
nufacturera ó fabril, locomotiva y mercantil. Pero bien pue- 
de afirmarse que todas ellas se reducen á las tres grandes 
categorías primeramente mencionadas. 

Y bien: el riesgo profesional ¿es propio de todos estos gé- 
neros de industria? ¿puede aplicarse la legislación de acci- 
dentes del trabajo indistintamente á todos los comprendidos 
en cualquiera de los expresados ramos de la producción? 

Si la doctrina del riesgo profesional se justifica por la 
inherencia consustancial del peligro á cierta clase de tra- 
bajos, de tal manera que se haga innecesario inquirir el es- 
tado psicológico de l:.s personas, averiguar si existe ó no 
culpabilidad. para determinar la responsabilidad consiguien- 
te ó para establecer garantías predeterminadas en favor del 
trabajador; es indudable que existen algunas especies de in- 
dustria en que no se percibe aquella consustancialidad del 
peligro, en que la índole del trabajo deja al obrero perfec- 
tamente expeditas sus facultades anímicas para que obser- 
ve las debidas precauciones, sin que al mismo tiempo, los 
aparatos y sustancias de que se vale ofrezcan con su sólo 
contacto un constante peligro. ¿Quién duda que en este caso 
se encuentran casi todas las manifestaciones de la industria 
comercial y muchas de la agrícola? No existe, pues, en prin- 
cipio, igual motivo para acordar idénticas garantías en fa- 
vor del obrero en estas que en la propiamente fabril, ni pa- 
ra excluir en ellas el criterio de culpabilidad del patrono 6 
empresario, conforme á las normas del Derecho común. 

Pero si luego se tiene en cuenta que en aquellas mismas 
industrias que no son esencialmente peligrosas, se intrudu- 
cen, á veces, á impulsos del progreso de la mecánica y de 
la técnica industrial, aparatos y medios ó formas de traba- 
jo, cuya intervención supone ya la existencia de algún ries- 
gq en las personas que los manejan; aparece con esto un 
motivo suficiente para que se introduzca el beneficio, por 
vía de excepción, en estos aspectos de dichas industrias. 

De aquí se infiere que, por lo que hace al primero de los 
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expresados puntos de vista, no puede servir de base fija la 
clasificación de las industrias para acordar los beneficios 
del riesgo profesional á una determinada categoría, exclu- 
yendo del mismo á otra ú otras, porque las mil combinacio- 
nes de la economía social hacen esto imposible ó muy peli- 
groso de incurrir en injusticias ó pretericiones. Por el con- 
trario, se impone mantener un criterio de oportunidad va- 
riable y abierto á todos los progresos de la técnica indus- 
trial. Esto nos induce á resolver en sentido favorable á la 
enumeración casuistica de los trabajos que hayan de com- 
prenderse en la ley de accidentes. 

Por lo que hace al 2.* de los referidos criterios de clasi- 
ficación, divídese la industria en pequeña, mediana y gran- 
de, según la intensidad y la forma en que el trabajo se pro- 
duce y la empresa se manifiesta. 

Siguiendo la doctrina de Kleinwachter, que, á nuestro 
juicio, ha caracterizado perfectamente cada una de estas 
tres categorías de industria, diremos: que en la pequeña el 
empresario es trabajador; su obra no consiste únicamente 
en la dirección, sino que ejecuta también. El verdadero y 
propio trabajo de empresario no absorbe todas las fuerzas 
de un hombre. Con frecuencia trabaja sin el auxilio de las 
fuerzas de otro, y si las emplea es en un número muy limi- 
tado Determinar un máximun de fuerzas subsidiarias que 
señale donde cesa la pequeña y comienza la mediana empre- 
sa es imposible. Cuando el empresario emplea fuerzas de 
otros trabaja juntamente con ellos. Entre los medios de pro- 
ducción que se combinan en la empresa en general lo que 
prevalece en la pequeña es regularmente el trabajo, y su 
producto neto constituye el beneficio de la empresa. Este 
beneficio corresponde ordinariamente al rendimiento de las 
personas quepertenecen á las clasesínfimas, ó á lo más, á las 
medianas. Se comprenden en este género de industria la del 
artesano que trabaja solo en su casa con escasos materiales, 
y á lo más, tiene uno ó dos oficiales ó aprendices á sus ór- 
denes: el albañil que con unos cuantos oficiales ejecuta pe- 
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queñas contratas, como revoque de fachadas etc., y otros 
semejantes. | 

En la med?ana industria el empresario es también tra- 
bajador, es decir, que toma parte en las labores de ejecu- 
ción. Se emplean fuerzas subsidiarias, aunque no en gran 
número todavía. Los medios de producción no son conside- 
rables. Á esta clase pertenecen ciertos labradores, los gran- 
des artesanos y los pequeños fabricantes que tienen á sus 
Órdenes un personal más ó menos numeroso congregado en 
un taller bajo cierta organización. | 

En.la grande industria sucede, de ordinario, que el em- 
presario no toma parte en el trabajo de producción. El ver- 
dadero y propio trabajo de empresario (mera dirección de 
la hacienda) absorbe todo el tiempo y todas sus fuerzas. La 
grande empresa requiere un gran capital y un gran número 
de trabajadores subsidiarios. Por lo general se reunen en 
grandes locales para coordinar armónicamente su trabajo 
con el auxilio de poderosos instrumentos movidos por fuer- 
zas exteriores; todo ello bajo una reglamentación fija, que 
determina la división del trabajo, las horas y los turnos del 
mismo, etc. (1). 

Ahora bien: esta triple clasificación de las industrias con 
respecto á la intensidad del trabajo y sus relaciones con el 
capital, tiene-una excepcional importancia como base para 
determinar la extensión del riesgo profesional. 

En general hemos admitido que, por las condiciones es- 
peciales del trabajo en la grande industria, por los peligros 
inherentes á ella, que no existen en las otras, por las espe- 
- ciales circunstancias fisiológicas y psicológicas en que sue- 
le colocar al trabajador, convirtiéndole, por así decirlo, en 
una rueda del inmenso engranaje de la fábrica, de la mina, 
de la locomotora ó de la construcción en grande escala, ella 
es el campo donde naturalmente se desarrollan las sangrien- 
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(1) Véase Kleinwachter. La producción económico-social. Traduc- 
ción de Buylla en la obra Economía. 
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tas escenas que hacen víctima á tantos infelices trabaja- 
dores. 

Por otra parte, hemos visto también, al examinar la teo- 
ria del riesgo profesional, que lleva implícita la organiza- 
ción del trabajo en forma de empresa, en cuyo ejercicio y 
y presupuesto cabe un cálculo basado en datos estadísticos 
de los riesgos de la producción y probables accidentes. 

Además, hemos notado que, como en esta teoría se pres- 
cinde de toda culpa, resulta inícuo imponer una responsabi- 
lidad que absorbería todo el exíguo capital del patrono en 
la pequeña industria, convirtiéndole en un mendigo para 
emplear sus insuficientes recursos en la indemnización del 
operario. Porque allí donde la empresa misma en su cons- 
titución económica y con arreglo á los cálculos de un buen 
presupuesto tiene, ó debe tener, los medios suficientes para 
atender á todas las exigencias fijas 6 eventuales de la pro- 
ducción, es muy lógico que se prescinda de la culpabilidad 
del empresario y se haga el riesgo algo así como una car- 
ga real de la industria. Mas no sucede lo mismo allí donde 
la empresa carece de aquella especie de sustantividad inde- 
pendiente de la persona del empresario; allí donde este es 
un simple trabajador como los demás, que, ó bien trabaja 
reunido con sus oficiales dirigiendo á la vez la labor de es- 
tos, Ó trabaja en otro oficio distinto, pero no tiene más me- 
dios de vida que el producto de su trabajo manual, siendo, 
por ejemplo, el pequeño propietario de la casa en cuya re- 
paración aconteció el accidente. 

En este caso se hace indispensable renunciar á la doctri- 
na del riesgo profesional, y acudir á la de la culpa ó negli- 
gencia, ya sea de carácter civil, ó ya de transcendencia pe- 
nal; porque entonces no es la empresa sino el hombre quien 
responde; y la responsabilidad de éste tiene sus regla.; in- 
sustituibles en el principio de la libertad del querer y de la 
intención que guia los móviles de su conducta. 

Por eso vemos que las leyes de accidentes del trabajo, 
«un aquellas que más francamente se decidieron por la doc- 
trina del riesgo profesional, no han podido llegar á una apli- 
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cación universal de ella, porque las anteriores consideracio- 
nes les impiden hacerlo racionalmente; los artículos 16 y 17 
de la nuestra así lo reconocen. 

Pero ¿cuál será la línea divisoria que separe los trabajos 
en que procede la aplicación del riesgo profesional de aque- 
llos en que dicha aplicación resulte imposible? 

Hé aquí otro problema de tan difícil solución como el 
planteado en igual sentido con referencia á las diversas cla- 
ses de industria. 

Porque tampoco aquí puede considerarse suficiente el 
criterio cerrado de aplicarle sólo á la grande industria; 
aparte la consideración importantísima de que, si bien la 
Ciencia económica ha llegado á caracterizar en sus líneas 
generales la naturaleza de esta, en la practica sin embar- 
go, no es evidente que todo sistema de trabajo lleve como 
la etiqueta que determine en qué categoría ha de ser colo- 
cado por su grado de. intensidad. 

Y aparte de esto ¿en qué condiciones ha de colocarse el 
vastísimo campo de la mediana industria, que representa 
hoy una cantidad ingente en el ejercicio de la producción 
universal? 

Hé aquí por qué, también desde este punto de vista, se 
impone, á nuestro juicio, la casuística legal. El legislador, 
con particular conocimiento, por los poderosos medios de 
información que hoy se poséen, de las condiciones especia- 
les de cada clase de trabajos, debe ser quien determine pré- 
viamente, en un catálogo detallado, cuales serán las profe- 
siones á las que normalmente ha de aplicarse la doctrina 
del r7esgo. Y en este sentido merece singular elogio nues- 
tra ley de 30 de Enero de 1900, que tal vez aventaja á todas 
sus similares en la claridad y precisión con que se halla re- 
dactado su art. 3,*. 

Por todas estas razones, no consideramos tan completa 
y adecuada la doctrina que, para explicar el alcance y ex- 
tensión del riesgo profesional, se detiene con una generali- 
dad peligrosa en los términos: empresa, grande industria 
ó simplemente empresa industrial, los cuales, si expresan 
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un concepto científico perfectamente definido, no obstante, 
en la práctica legal, en la rigurosa técnica jurídica resul- 
tan insuficientes para significar el contenido de esta clase 
de leyes. | 

Esta censura merece, por ejemplo, á nuestro juicio, un 
párrafo de la Circular citada en otra ocasión, del Ministro 
francés Millerand, en el que trata de explicar el alcance de 
la ley de accidentes de 9 de Abril de 1808. 

“El nuevo derecho, dice, no es todavía el derecho comán: 
no se puede aplicar á los accidentes sobrevenidos en toda 
clase de empresas. Solo, en principio, las empresas indus- 
tríales se hallan sometidas á él. No se extiende á las co- 
merciales ni agrícolas, aunque empleen en la fabricación Ó 
hagan uso de materias explosivas ó motores inanimados que 
exponen á los obreros á peligros análogos á los de las em- 
presas industriales propiamente dichas. Por el contrario, es 
racional que toda industria, sin distinción, se halle someti- 
da á ley especial. El art. 1. de ella, en una larga enumera- 
ción, comprende la industria de edificación, fábricas, manu- 
facturas, astilleros, empresas de transporte por tierra y 
agua, almacenes públicos, minas y canteras. En vano <e ar- 
gúiría, sigue el Ministro, la ausencia de la palabra taller, 
empleada en otras leyes, para sustraer hoy la pequeña in- 
dustria, el taller de carpintero ó la modista al régimen del 
riesgo profesional. Si es cierto que al principio de los traba- 
jos preparatorios, seguidos durante 18 años, el desarrollo 
de la producción mecánica, los nuevos peligros del material 
empleado por la grande industria, han sido los principales 
fundamentos para explicar é introducir en nuestras leyes 
el riesgo profesional; es preciso reconocer, no obstante, que 
la aplicación de la nueva idea ha ido alargándose sensible- 
mente, hasta extenderse á todos Jos accidentes del trabajo 
industrial ,. 

Concluye, pues, el ilustre Millerand determinando el cri- 
terio doctrinal que preside á su interpretación de la ley, en 
lo que se refiere al presente problema, diciendo: “en geñeral 
puede afirmarse que la ley es aplicable á todos los trabajos 


E 


industriales, cuyo fin es realizar una ganancia, y á los que 
conviene, por tanto, la calificación legal de empresa,. 

De donde se sigue que, en opinión del Ministro socialista, 
como igualmente en la de todos los que consideran posible 
establecer en una noción general y sistemática el contenido 
- y la extensión del riesgo profesional, este se dará en aquella 
clase de producción, que en antiguo vocabulario de la Cien- 
cia económica, se llamaba ¿ndustria por antonomasía, por 
lo que hace á la clase ó calidad del trabajo; y por lo que 
se refiere á su intensidad, en la llamada empresa, que, sin 
duda alguna, en el anterior pasaje tiene la significación apro-. 
ximada de una categoría comprensiva de la mediana y la 
grande industria, con exclusión de la pequeña. 

Saltan á la vista, por virtud de todas las consideraciones 
que preceden, las ventajas que sobre este sistema tiene el 
de li: casuística de nuestra ley; porque en asuntos en que 
suele intervenir la inmensa complicación de formas y cir- 
cunstancias que se dan en los variadísimos ejercicios de la 
producción económica,es tan imposible decerminar á priori 
las normas generales de su garantía legal, como inevitable 
la especificación y atento estudio particular de cada uno de 
ellos. 

Por lo demas, las industrias ó trabajos en que ha lugar á 
la responsabilidad á cargo del patrono, y sin atención á la 
culpa ó negligencia, por accidentes ocurridos á los obreros 
en el ejercicio ó con ocasión del trabajo, son los especifica- 
dos en el art. 3.? de la ley, redactado con la claridad sufi- 
ciente, para no dar lugar á grandes dudas. 

- Puede decirse que en el primer número de dicho artículo 
se establece una regla general aplicable á todo género de 
industrias, y en los sucesivos se especifican las que, estén 
ó nó comprendidas en aquél número, dan ocasión al riesgo 
profesional por su propia y particular naturaleza. 

La regla general es que todo trabajo en que se hace uso 
de una fuerza cualquiera distinta de la del hombre da lu- 
gar á la responsabilidad del patrono; y para más confirmar 
esta regla y evitar todo género de dudas en el núm. 7 del 
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mismo artículo se comprenden las faenas agrícolas y fores: 
tales en que se hace uso de algún motor que accione me- 
diante dicha clase de fuerzas, en las cuales faenas el bene- 
ficio de la Ley alcanza solo al personal expuesto al peligro 
de las máquinas. 

- Con lo que se da á entender que por lo general los tra- 
bajos agrícolas y forestales están excluidos del riesgo pro- 
fesional; pero que, apesar de ello, la regla del núm. 1.” im- 
pera sin excepción alguna. 

También se infiere de la dicción legal, y de la ausencia 
en dicho núm. 1.” de la limitación comprendida en el 7.*, en 
que se excluye de la garantía al personal no expuesto al pe- 
ligro de las máquinas: que por regla general, y con la sola 
excepción de los empleados en faenas agrícolas y forestales, 
todos los obreros que trabajan en fábricas, talleres, ó esta- 
blecimientos donde se hace uso de una fuerza distinta de la 
del hombre, estén ó nó directamente SAUSNiOS al peligro, 
gozan de los beneficios de la ley. 

Esta conclusión evidentísima en buena hermenéutica ju- 
rídica, no aparece tan justificada ante los principios racio- 
nales que no deje lugar á dudas acerca de la lógica del le- 
gislador y de la perfección del sistema. 

S1 la razón fundamental de la regla que examinamos está 
en la exposición efectiva del obrero que excluye toda con- 
sideración á la culpa del patrono para imponerle la respon- 
sabilidad, no es posible que haya quien pueda explicar la di- 
ferencia que, desde este punto de vista, hay entre los tra- 
bajos agrícolas, y todos los demás, para que en los primeros 
se tome como criterio determinante la exposición misma, 
y en los demás se proceda de otro modo. 

El legislador, á nuestro juicio, se propuso aquí directa y 
principalmente precisar de una manera indudable la exclu- 
sión de los trabajos agrícolas en general, no pareciéndole 
suficiente el omitir mencionarlos; mas bien que establecer 
aquella diferencia inexplicable que, no obstante, resulta pa- 
tente del texto de la ley. 

Quizá sin este afan excesivo de precisión, quedaría más 
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perfecto el art. 3.?, suprimiendo por completo el núm. 7.* 
del mismo, con lo cual, dicho se está que todas las faenas 
agrícolas y forestales, en que se hiciera uso de fuerza dis- 
tinta de la del hombre, estaban incluidas en el núm. 1.*; y 
por añadidura determinando claramente si el personal no 
expuesto á los peligros de las máquinas, en la regla gene- 
ral, es decir, en toda clase de trabajos comprendidos en di- 
cho núm. 1.*, había de gozar ó no de los beneficios de la ley. 

Porque es evidente que li duda acerca de este punto 
(aparte la imperfección acusada del núm. 7) solo procede y 
se manifiesta con relación á los trabajos aludidos por modo 
general en el núm. 1.”, en que la responsabilidad y el riesgo 
se determinan, no precisamente por la naturaleza 6 clase 
de la industria, sino por 11 simple ¿ntervención, en cualquie- 
de ellas, de fuerzas distintas de la humana; duda que ad- 
quiere mayores proporciones si se considera que gran parte 
de las industrias mencionadas en los restantes números del 
artículo, están á su vez comprendidas en dicha regla gene- 
ral, desde el punto de vista del uso que se hace en ellas de 
las fuerzas naturales. 

Lo que revela á las claras que en el ánimo del legislador 
estaba la diferenciación de dos órdenes de trabajos, en lo 
que hace referencia al riesgo profesional: unos que lo im- 
plican per sésea cualquiera la fuerza de que se valgan, otros 
que lo suponen en el caso y á condición de que hagan uso 
de fuerzas extrañas al hombre. En las primeras el riesgo 
va siempre implícito en la categoría del trabajo; en las se- 
gundas se determina solo por el peligro efectivo. Cuando 
un género especial de trabajos se halla comprendido en las 
dos reglas, en una por ser de los especificados en los núme- 
ros 2 al 16 del art. 3.%, y en la tra porque además está com- 
prendido en la regla 1.*, no cabe duda alguna de que todos 
los obreros en él empleados gozan de las ventajas de la ley, 
porque trabajan en industria que implica el riesgo per sé. 
Cuando, por el contrario, se trata de trabajos comprendi- 
dos únicamente en el núm. 1.%, como aquí es el peligro 
efectivo y no la clase de industria quien determina la res- 
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ponsabilidad, cabe la duda apuntada, que la ley misma viene 
á aumentar con. la aclaración del núm. 7.*, sin que nos dé 
otra base para resolverla que el argumento d contrario de 
la diversa dicción de este número y el 1.%; argumento que, 
según hemos visto, pierde gran parte de su valor á la luz de 
los principios racionales. 

Por lo demás, entendemos que no necesita aclaración es- 
pecial el resto de los números del art. 3.%, excepto el último, 
. que refiriéndose á toda industria ó trabajo similar, no com- 
prendido en los números precedentes, puede ser motivo de 
serias dudas, y hasta venir á desvirtuar en cierto modo el 
valor y alcance de la minuciosa ESPEcCACIÓN comprendida 
en dichos números. 

Por lo general este criterio de asimilación, tan usual en 
casos análogos en toda clase de preceptos legales, envuel- 
ve gravísimos peligros, y revela la desconfianza que tiene 
de sí mismo el legislador, que por una parte no se atreve 
á adoptar un criterio sistemático, mediante una definición 
perfecta que excluya la casuística, y por otra no se permi- 
te jamas cerrar el cuadro ó la escala de la enumeración, por 
temor á indebidas exclusiones, dejando margen á un arbitrio 
judicial sumamente extenso y tanto más peligroso cuanto 
mayor es la vaguedad de los principios informantes. 

En la presente materia y en una ley que no comienza 
por establecer ningún principio verdaderamente fundamen- 
tal acerca de la extensión del riesgo, entendemos scr mucho 
más peligroso el criterio de asimilación que establece el nú- 
mero 16 del artículo 3.*, porque la inclusión ó exclusión de 
una industria determinada, que puede depender de la inter- 
pretación de los Tribunales, es, en este punto, de transcen- 
dencia suma, ya que mediante ella se crea Ó se niega un or- 
den especial de derechos con relación á determinadas perso- 
nas; lo que no es lo mismo que cualquiera limitación ó ex- 
tensión circunstancial de un derecho previamente reconoc!1- 
do por la ley. 

Dada esta transcendencia declarativa de derechos, que 
implica el criterio de analogía de dicho número 16, y tenien- 
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do en cuenta las variadísimas formas y combinaciones de la 
moderna industria, debiera, á nuestro juicio, ser sustituído 
por otro que pudiera llamarse transitorio; en cuya vir- 
tud un Centro deliberante determinado, como la Comisión 
de Reformas Sociales, en el Instituto del Trabajo ú otro, 
propondría anualmente al Legislador ó al Ministro compe- 
tentemente autorizado por las Cortes para introducir la re- 
forma por Real Decreto, el cuadro de las industrias ó tra- 
bajos que sucesivamente debieran irse incluyendo en los be- 
neficios de la ley, según los progresos de la tecnología y los 
peligros apreciables por la estadística y otros medios de in- 
formación fueran justificando ó exigiendo las garantías del 
riesgo profesional para los mismos. 

Réstanos para dar por terminado el estudio de la exten- 
sión del riesgo profesional, según nuestra ley de 30 de Ene- 
ro de 1909, hacer algunas ligeras consideraciones acerca de 
la doctrina -comprendida en los artículos 16, 17 y 18 de la 
misma. 

Confirman estos la existencia del dualismo de fuentes de 
responsabilidad: común y especial, que existe por no ser 
aplicable á todas las industrias la doctrina del riesgo profe- 
sional; manifestando que “todas las reclamaciones de daños 
y perjuicios por hechos no comprendidos en las disposicio- 
nes de la presente ley, quedan sugetos á las prescripciones 
del derecho común,,, y que “si aquellos fuesen ocasionados 
por dolo, imprudencia ó negligencia que constituyan delito 
ó falta, con arreglo al Código Penal, conocerán en el juicio 
correspondiente los jueces, tribunales de lo criminal,,, lo que 
significa dejar subsistentes las reglas generales relativas á 
dolo, culpa € imprudencia respecto de todos los accidentes 
no comprendidos directamente ni por asimilación en el ar- 
tículo 3.* de la ley. 

Hasta aquí la doctrina es sencilla, y por lo que resulta 
de las consideraciones que anteceden, perfectamente funda- 
mentada. 

Donde la crítica puede h:llar un motivo de censura es al 
comparar con los anteriores, y con todo el espíritu de la ley, 
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el contenido del art. 18, que dice asf: “si los jueces y tribu- 
nales de lo criminal acordasen el sobreseimiento ó la abso- 
lución del procesado, quedará expedito el derecho que al in- 
teresado corresponda para reclamar la indemnización de 
daños y perjuicios según las disposiciones de esta ley,.. 

Hay aquí un doble error, que consiste: 

1.2 En suponer cierta incompatibilidad entre la acción 
que dá la ley de accidentes y la acción penal que existe para 
la reparación del derecho intencionalmente perturbado y el 
castigo del delincuente. 

Bueno y racional es que se considere incompatible la ac- 
ción de responsabilidad civil, así como aquella que, según 
la ley sustantiva, procede en todo caso de falta ó negligen- 
cia aunque no sean constitutivos de delito, con la que pro- 
viene del riesgo profesional; porque su coexistencia supon- 
dría una condición privilegiada de la víctima del accidente, 
que vendría á percibir doble indemnización por uno y otro 
conducto (por más que nuestra misma legislación es, en cier- 
ta medida favorable á un aumento de su cuantía, cuando 
concurre la culpa además del riesgo, como lo comprueba 
el número 5.* del artículo 5. de la Ley y el art. 64 del Re- 
glamento). Pero de aquella incompatibilidad de acciones c!- 
viles no ha de inferirse, como parece dar á entender el ar- 
tículo 18, que la responsabilidad propiamente criminal des- 
aparezca cuando se ejercita la acción del riesgo profesional 
y viceversa; y que por lo tanto, para que el interesado ten- 
ga expedito el derecho que le dá la ley de accidentes, sea 
preciso el prévio sobreseimiento á la absolución del proce- 
sado. 
| Se nos dirá que en el caso contrario, ó sea de condena del 

delincuente, la responsabilidad civil por razón del delito ven- 
dría á sustituir en favor del obrero á la que pudiera proce” 
der del riesgo de la industria; pero aun así, la disposi ción 
del art. 18 le quita la facultad de optar por una ú otra recl:- 
mación; circunstancia tanto más grave, cuanto del art. 17 se 
desprende que en todo c:1so de delito ó falta hin de enten- 
der necesartamente los tribunales de lo criminal: de mane- 
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ra que si en uno de los casos en que la ley concede al obre- 
ro indemnización en concepto de riesgo profesional llegase 
á mediar delito, el procedimiento que se impondría al obre- 
ro para conseguir la indemnización correspondiente debe- 
ría comenzar por la denuncia del delito mismo á los tribu- 
nales, que al imponer al patrono la pena correspondiente 
acordarían la indemnización que en su consecuencia había 
de satisfacer al obrero; y sólo por el sobreseimiento de la 
causa ó absolución de aquél quedaría este facultado para 
acudir á la acción que le da la ley de accidentes. 

¡Cuánto más sencillo y benéficioso para el obrero, que 
puede tener motivos especialísimos para resistir la via cri- 
minal, hubiere sido mantener la sustantividad € independen- 
cia de la acción procedente del riesgo profesional en casos 
como el supuesto! | 

2.2 Pero el error más capital de este art. 18 está en otra 
consideración que salta á la vista. Si las disposiciones de 
los dos artículos anteriores se refieren á hechos nocompren- 
didos en las disposiciones de la presente ley, como dice 
textualmente el art. 16, limitación que, á todas luces, parece 
aplicable á la regla contenida en el art. 18 (porque estos tres 
artículos comprenden, dentro de la ley, todo el conjunto sis- 
temático de las responsabilidades que quedan atribuídas al 
imperio del Derecho Común, Civil ó Penal, 6 lo que es lo 
mismo, á la esfera de los accidentes regidos por este último, 
y excluídos de los especiales beneficios del riesgo profesio- 
nal), ¿cómo puede explicarse que quede expedito el derecho 
que al interesado corresponda con arreglo á las disposticio- 
nes de esta ley (la de accidentes) en el caso de sobresel- 
miento ó absolución del procesado? 

Los artículos 16 y 17 se refieren á hechos á los que no es 
aplicable el riesgo profesional; el 18 le aplica excepcional ó 
subsidiariamente á los mismos ó parte de ellos. ¿No es evi- 
dente la contradicción ó falta de congruencia? 

La nota característica del riesgo profesional es, según 
tenemos repetido, la inherencia consustancial del peligro y 
del accidente á la naturaleza ó grado de intensidad de ia in- 
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dustria, con absoluta independencia de toda consideración 
de carácter personal, de todo análisis" de la psíquis del pa- 
trono y del obrero. El art. 18 desnaturaliza este concepto, al 
hacer de la responsabilidad que de él deriva una especie de 
sustitutivo de la criminal en que pudiera incurrir el patrono 
en determinados casos. Hay una inconsecuencia flagrante 
en dicho art. 18. 

Esta imperfección resulta mucho más patente, si se tiene 
en cuenta que los artículos 53 y siguientes, particularmente 
el 60, que constituyen el capítulo 5.? del Reglamento de 28 
de Julio de 1900 para la aplicación de la ley de accidentes 
del trabajo, determinan la existencia de una responsabilidad 
penal especialísima, derivada de las entrañas del riesgo pro- 
fesional, y que procede de la falta de adopción de las medi- 
das de seguridad y previsión en los talleres y máquinas; res- 
ponsabilidad que, á tenor de dicho art. 69 ha de juzgarse con 
arreglo á lo prevenido en el art. 17 de la ley de accidentes. 
Y dicha imperfección sube de punto, hasta constituir una le- 
galidad incomprensible, si se relacionan dichos artículos 17 
y 18 de la ley con el 64 del Reglamento, según el cual, la 
falta de las indicadas medidas preventivas en el grado é im- 
portancia que determina el mismo Reglamento y la inobser- 
vancia de las disposiciones de la ley, son motivo suficiente 
para que se aumenten en una mitad las indemnizaciones que 
correspondan á los obreros, con ¿independencia de toda otra 
clase de responsabilidades. 

Al verdadero comentarista de las disposiciones legales 
correspondería buscar la fórmula de reducción de esta fal- 
ta de armonía entre las que se contienen en unos y en otros 
artículos, para resolver las dificultades de su práctica. Esta 
labor nos llevaría muy lejos, además de ser impropia de la 
índole meramente expositiva y crítica de este estudio. 

Por lo que á nosotros toca, en materia tan relacionada 
con el detalle de la aplicación práctica, nos basta consignar 
que, sea cualquiera la fórmula de reducción, si existe algu- 
na, de tan palmarias contradicciones, es lo cierto que la ley 
y el Reglamento determinan una agravación de la respon- 
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sabilidad en la falta de las medidas de precaución y seguri- 
dad del trabajo que están prevenidas; y que esta agrava- 
ción se manifiesta en dos formas: aumentando la cuantía de 
la indemnización que al accidente correspondería sin dicha 
circunstancia, y determinando un principio de responsabili- 
dad penal, además de la pecuniaria que del accidente mis- 
mo se deriva. 

Porlo demás, entendemos que ganaría muchísimo en sen- 
cillez y claridad el contenido de la ley, en punto á la deter- 
minación del alcance extensivo del riesgo profesional, si se 
concretara á lo dispuesto en el art. 16, que determina el im- 
perio del derecho común (entendiéndose por este la ley ci- 
vil y la penal, en cuanto establecen los efectos del dolo, 
culpa y negligencia) en todo lo que se refiere á responsabi- 
lidades derivadas de hechos no comprendidos en las pres- 
cripciones de la ley de accidentes. 

Siendo los artículos 2.” y 3.” de esta los que precisan cua- 
les son los hechos que se comprenden en tales prescripcio- 
nes, habrá que acudir á dichos artículos para saber por ex- 
clusión cuales serán los accidentes sometidos al derecho 
común. 

Según el art. 2.”, cuyo más detenido examen correspon- 
de á otro lugar: “el patrono es responsable de los accidentes 
ocurridos al obrero con motivo y en el ejercicio de la pro- 
fesión Ó trabajo que realice, á menos que el accidente sea 
debido á fuerza mavor extraña al trabajo en que se pro- 
duzca,. El art. 3.%, ya examinado, establece cuales son las 
industrias ó trabajos en que, mediante aquellas condiciones 
se considera haber lugar al accidente. 

Con tales premisas, y á contrario, puédese afirmar que 
allí donde falte alguna óalgunas de las condiciones integran- 
tes de esta noción, y sin embargo, exista una lesión ó daño 
corporal, habrá lugar á la aplicación del derecho común. 

Procederá esto, por consiguiente: 1.” allí donde no exis- 
ta una industria ó género de trabajo de los especificados en 
el art. 3. de la ley ó sus sumilares; 2.* allí donde el lesiona- 
do no tenga la consideración de obrero ú operario; 3. don- 
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de, aunque el lesionado sea obrero, el accidente no se pro- 
duzca con motivo y en el ejercicio del trabajo profesional; 
4.” donde, aunque se den las anteriores condiciones, el ac- 
cidente sea debido á fuerza mayor extraña al trabajo en 
que se produzca. 

1.2 Enel primero de los casos mencionados no se preci- 
sa explicación alguna. La Ley concede los beneficios del 
riesgo profesional á todos los obreros que trabajan en las 
industrias que comprende el art. 3. Las demás no pierden 
por esto su anterior posición jurídica. Continuarán, por lo 
tanto, sometidas, en cuanto á la responsabilidad de sus ac- 
cidentes, á los preceptos de la ley común. 

2. En las industrias comprendidas en el art. 3.? de la 
ley intervienen, por lo general, otras personas aparte del 
empresario, que sin merecer la calificación legal de obre- 
ros, por. no reunir las condiciones que la misma ley determi- 
na, y en su lugar explicaremos, prestan su trabajo y cola- 
boran en cierto modo y medida en la obra de la producción. 
Tales son aquellas personas que llevan la dirección técnica 
del trabajo, prestando susconocimientos facultativos ó prác- 
ticos mediante una retribución: como los Ingenieros, los 
Arquitectos, los Auxiliares facultativos, los Inspectores y 
otros, cuya contribución no consiste precisamente en un 
trabajo manual. 

Estos se hallan excluídos del concepto de operarios ú 
obreros, porque les falta ese requisito del trabajo manual, 
que según los artículos 1.” de la Ley y 2.” del Reglamento 
integran este concepto. 

Los accidentes que sobrevengan á esta clase de perso- 
nas se regirán también por la doctrina del Código Civil, sin 
que ¿pso facto aparezca la responsabilidad del empresario, 
como sucede respecto del obrero, sino que deben ejercitar 
las acciones que les concede la ley común, demostrando la 
culpabilidad ó negligencia de aquellos contra quienes re- 
claman. 

Algunas dudas pueden ofrecerse en la aplicación de esta 
doctrina, menos sencilla de lo que á primera vista parece. 


— 311 — 

Los aprendices no cabe duda alguna que deben ser con- 
siderados como obreros para los efectos del riesgo profesio- 
nal; y así lo consigna expresamente el art. 2. del Reglamen- 
to, de acuerdo con el 8.* de la ley francesa y otras. 

Pero el mismo art. 2.” del Reglamento comprende tam- 
bién bajo la denominación de operarios á los dependientes 
de comercio; y como la finalidad de las definiciones de este 
artículo no pueden ser otra que la aplicación de los benefi- 
cios de la ley de accidentes, resulta cierta especie de con- 
tradicción entre este extremo del Reglamento, y las disposi- 
ciones del art. 3.* y todo el espfritu de la Ley. Porque según 
ésta, de acuerdo con las investigaciones de carácter funda- 
mental que dejamos hechas, la industria de Comercio en ge- 
neral, “y salvo algunas operaciones que pueden considerar- 
se mercantiles, por la sola razón de hallarse reguladas por 
los Codigos de Comercio, como el transporte; pero que en 
realidad puede decirse que constituyen una especial indus- 
tria) se halla excluido de la esfera de acción del riesgo pro- 
fesional; y ahí está para demostrarlo la minuciosa enume- 
ración del art. 3.9%; mientras que. por el contrario, el incluir 
á los dependientes de aquella industria entre los operarios, 
como hace el art. 2. del Reglamento, no puede tener otro 
sentido y alcance en este lugar que el de considerarlos com- 
prendidos en los beneficios de la Ley. 

Esto da origen á un delicado problema de exégesis legal 
que nosotros apuntamos en este lugar de nuestro trabajo, 
donde venimos exponiendo cuales son aquellos accidentes 
que deben referirse al imperio de la ley común, por que en- 
tendemos que la solución racional que aquí se impone, exi- 
ge el sacrificio del precepto reglamentario al claro y termi- 
nante de la ley, que no ha considerado oportuno incluir el 
Comercio propiamente dicho y como tal entre las industrias 
á las que se extiende su esfera de acción y sus beneficios. 

Otros casos de duda pueden ofrecerse en la aplicación 
de los preceptos que venimos examinando. Los llamados 
maestros de obras, por ejemplo, son prácticos en el oficio 
de construcción principalmente, á quienes suele confiarse la 
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dirección técnica de aquellas edificaciones que por su esca- 
sa importancia no suelen ser dirigidas por un arquitecto, 
¿Serán estos considerados como obreros para los efectos de 
la ley de accidentes, ó mas bien han de ser comprendidos 
entre las personas exceptuadas de dicha condición? 

Este problema se agrava, si se tiene en cuenta que hay 
maestros, que por la escasa importancia de su categoría y 
de las obras en que se emplean, no solo las dirigen, sino que 
cooperan con su trabajo manual en esta clase de pequeña 
industria. 

Pues, para resolver con acierto hay que acudir á otra 
nota de la definición legal del obrero. Según el art. 1.” de la 
ley, para tener este carácter es preciso, no solamente ejecu- 
tar un trabajo manual, sinó también hacerlo por cuenta 
ajena. 

Esto nos dará la clave de la solución. Si el maestro de 
obras (albañil ó cantero práctico etc.) que concurre con su 
trabajo manual además de la dirección, es á la vez un con- 
tratista, que se ha comprometido á dar la obra terminada 
por un precio alzado, eligiendo y pagando los obreros por 
su cuenta, aunque concurra con su trabajo manual, no será 
obrero para los efectos de la ley. Si, por el contrario, como 
suele acontecer, no es otra cosa que uno de tantos obreros 
qué por su mayor pericia es elegido por el propietario de la 
obra para dirigirla, pero trabaja por cuenta de este último, 
será un obrero como los demás, y le alcanzarán en caso de 
accidente los beneficios de la ley. En la primera hipótesis es 
un pequeño empresario y tiene la consideración legal de pa- 
trono: entonces si es víctima de algún accidente desgracia- 
do, deberá acudir en su reclamación con arreglo al Derecho 
civil y penal de los respectivos Códigos: En la segunda es 
un obrero en toda la extensión y alcance de este término se: 
gún la legislación de Accidentes. 

Hay en cierto género de trabajos comprendidos en la es- 
fera del riesgo profesional una clase de funcionarios llama- 
dos capataces que por los especiales conocimientos técnicos 
que necesitan acreditar para ser habilitados en talconcepto, 
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y por la especit: de dirección que suelen ejercer en determi- 
nadas secciones del ejercicio al frente de cierto número de 
operarios, si bien están ellos á su vez bajo la superior de los 
propiamente facultativos, constituyen una especial catego- 
ría, respecto de la que puede existir duda acerca de su in- 
clusión ó exclusión de los beneficios del riesgo profesional. 
Nos inclinamos á considerarlos comprendidos en el concepto 
de obreros, porque ordinariamente concurren con su tra- 
bajo manual si bien en una esfera más distinguida que la del 
simple operario; y porque además su concurso á la empresa 
se determina siempre por cuenta ajena. Son una categoría 
intermedia entre el trabajador manual y el facultativo, que 
por el hecho de prestar efectivamente su esfuerzo muscular 
aunque también y simultáneamente ejerza funciones direc- 
tivas en cierta esfera limitada; no puede en manera alguna 
ser asimilada á la de quienes de lleno y exclusivamente se 
consagran á esta última clase de operaciones. 

3. y 4.2 Prosiguiendo el análisis de los accidentes que 
están sometidos al Derecho común para determinar la ex- 
tensión del riesgo profesional, réstanos decir que también 
es de aplicar aquél Derecho y no el especial que se deriva 
de la Ley de 30 de Enero de 1900, cuando aunque sea obre- 
ro el lesionado por el accidente, y este se produzca en algu- 
na de las industrias comprendidas en dicha Ley, la lesión 
no haya sido experimentada con motivo ó en el ejercicio del 
trabajo propio del obrero. 

Esta excepción se deriva de los términos expresos del 
artículo 2. de la Ley, que fija las condiciones indispensa- 
bles para que el patrono responda de los accidentes. Pero 
ella es sin duda alguna la que ha de dar origen á las mayo- 
res complicaciones en la práctica; porque existen numero- 
sísimos motivos de equidad para que se la interprete de la 
manera más restringida, so pena de faltar abiertamente á 
todo el espíritu y finalidad de la Ley misma; y por otra par- 
te no hay en el desarrollo de esta y su Reglamento ninguna 
base que pueda servir de criterio doctrinal en dicha apli- 
cación. 
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El verdadero y propio alcance de la excepción á que alu- 
dimos obligaría á desconocer las ventajas del riesgo profe- 
sional para el obrero que fuese víctima de un accidente acon- 
tecido en cualqiuer trabajo especial que, por circunstancias 
extraordinarias ó para evitar su ocio obligado en momen- 
tos dados, se le encargue fuera del habitual que dentro de 
la misma industria tuviese asignado conforme á su oficio 
aptitudes. | 

Pero salta á la vista el error de llevar la interpretación 
á tan extremada consecuencia perjudicial para el obrero, 
que desde el momento que presta sus fuerzas productivas en 
una industria de aquellas en que por las condiciones de su 
ejercicio se reconoce la existencia del riesgo profesional, 
tan expuesto se halla á los peligros inherentes al trabajo 
cuando ejecuta la función habitual asignada á su cargo que 
cuando lleva á cabo en sustitucion de un compañero ó por 
circunstancia análoga otra distinta por orden y cuenta del 
patrono. 

En una palabra, en esta circunstancia determinante de la 
aplicación del Derecho común á la indemnización del acci- 
dente sufrido por el obrero fuera del ejercicio de su trabajo 
profesional ó habitual, deben entenderse únicamente com- 
prendidos aquellos accidentes que puedan sobrevenirle en 
trabajos realizados fuera de la fábrica, taller, construcción 
ó industria en que ejerza su profesión; es decir, cuando oca- 
sionalmente trabaja, en horas extraordinarias, por ejemplo, 
en otra industria separada de aquella en que está empleado, 
aunque dependa del mismo patrono ó propietario, el cual si 
resulta de alguna manera comprometido por este accidente 
del trabajo, lo será con absoluta independencia de su cuali- 
dad de patrono en la profesión habitual del obrero lesionado. 

Mas por lo que hace á los accidentes que "puedan sobre- 
venir al obrero dentro de la fábrica ó industria en que h:ubi- 
tualmente trabaja, deben considerarse comprendidos todos 
en el riesgo profesional siempre que acaezcan en el ejercicio 
de cualquier trabajo encomendado por el patrono ó sus re- 
presentantes. Solo estarán excluidos por lo tanto aquellos 
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que aunque se verifiquen dentro del local de la fábrica 6 
construcción, aparezcan completamente independientes del 
ejercicio del trabajo y no tengan con el mismo conexión al- 
guna. 

Por todos estos motivos consideramos que pueden per- 
fectamente reducirse á una sola las condiciones 3.* y 4.* que 
hemos señalado para que el accidente resulte sometido «al 
régimen del Derecho común, pues en vista de ellos bien 
puede afirmarse que solo en el caso de fuerza mayor extra- 
ña al trabajo puede ocurrir en la práctica el caso de que un 
accidente de que sea víctima el obrero dentro de la instala- 
ción en que presta su trabajo habitual pueda considerarse 
como extraño al ejercicio de la profesión ó trabajo que rea- 
liza. Sin este criterio sería deficilísimo determinar la posibi- 
lidad de un accidente comprendido en el 3.* de los referidos 
supuestos. 

Con lo expuesto en el presente parágrafo creemos haber 
determinado con la suficiente claridad cual sea, según los 
principios racionales y según la Legislación vigente, la ex- 
tensión Óó alcance del riesgo profesional; porque en el mis- 
mo hemos tenido ocasión de ver cuales son los trabajos que, 
ya por su naturaleza, ya por su ¿imtemsidad, están incluídos 
en aquel concepto y cuales por el contrario están referidos 
al imperio del Derecho comin. 
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CAPITULO V 


CONCEPTO DEL ACCIDENTE DEL TRABAJO 


Para determinarle con toda precisión habremos de tener 
presente la doctrina de los artículos 1.*, 2.9%, 4.? y 5.” de la 
Ley. 

Para los efectos de la presente Ley, dice el 1.*, entiénda- 
se por accidente toda lesión corporal que el operario sufra 
con ocasión Ó por consecuencia del trabajo que ejecuta por 
cuenta agena. El 2.” para determinar la responsabilidad del 
patrono se refiere á los accidentes ocurridos á sus operarios 
con motivo y en el ejercicio de la profesión ó trabajo que 
realicen. Por último, los artículos 4.* y 5. agregan una no- 
ta que integra la noción legal del accidente con referencia 
á los efectos que debe producir para considerarle como ori- 
gen de la responsabilidad característica del riesgo profesio- 
nal: y es dicha nota la necesidad de que se produzca una 
incapacidad para el trabajo absoluta 6 parcial, temporal 
Ó perpétua 6 la muerte del obrero. 

Del contenido de los cuatro artículos anteriores combi- 
nados con el 3.” que también debe tenerse en cuenta, se deri- 
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va la noción legal del accidente, que reuniendo todas aque- 
llas notas puede definirse: toda lesión corporal de que sea 
víctima unobrero empleado en cualquiera de las industrias á 
que se aplica el riesgo profesional, en el ejercicio Ó con oca- 
sión del trabajo que ejecute dentro de la misma si por con- 
secuencia de ella se incapacita para el trabajo ó fallece el 
operario. 

Para su conveniente explicación podemos descomponer 
este concepto en las siguientes nociones que le integran: 
1.” Lesión corporal. 2.” Obrero empleado en una de las in- 
dustrias que dan lugar al riesgo profesional. 3.” En el ejerci- 
cio Óó con ocasión del trabajo. 4.” Incapacidad ó muerte del 
obrero. Cada una de estas nociones implica diferentes pro- 
blemas que brevemente examinaremos. 

1.* LeEsióN CORPORAL. Á primera vista, la palabra accí- 
dente parece implicar la necesidad de una acción súbita, 
violenta é inesperada de los elementos exteriores sobre el 
organismo humano que produce de un solo golpe y no por 
la acción lenta de alguna causa nociva, alguna mutilación 
ó imperfección en el organismo, como herida, contusión ó 
magullamiento de los miembros ó de alguno de ellos. 

Así entendida la significación de aquella palabra, queda- 
ría excluída de los beneficios de la Ley otra clase de lesio- 
nes orgánicas, que no responden á causas violentas de aque- 
llas que producen todos sus efectos de un solo golpe, sino á 
la acción lenta y continua del contacto del organismo con 
sustancias nocivas que se desprenden, en forma de gases de 
polvo, ú otra cualquiera, de los materiales empleados en el 
trabajo y que producen enfermedades conocidas y cualifica- 
das en determinadas industrias. | 

Es por tanto un problema averiguar si esta clase de en- 
fermedades están, en la letra y en el espíritu de la Ley, com- 
prendidas entre los accidentes del trabajo. 

La ley francesa de 1898 guarda absoluto silencio acerca 
de este punto. Alguno de sus expositores dice que ella ha 
sido formada con mira á los accidentes y no á las enferme- 
dades profesionales y que la línea divisoria entre una y 
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otra categoría de lesiones es una cuestión de hecho que el 
legislador abandona á la apreciación de los tribunales. 

Nuestra ley al definir el accidente como toda lesión cor- 
poral, no autoriza para excluir ninguna clase de lesiones. 

Y que este calificativo genérico corresponde á la enfer- 
medad resultante del ejercicio normal de la profesión, no 
habrá quien pueda ponerlo en duda. Lesión dice el Diccio- 
nario de la Academia Española, significa “daño ó detrimen- 
to corporal causado por alguna herida, golpe ó enferme- 
dad,,. Este es pues el significado oficzal de la palabra que la 
Ley emplea en su tecnicismo, y nada autoriza para reducir- 
le ó separar alguno de sus extremos en la inteligencia téc- 
nica ó interpretación legal (1). 

Y aparte consideraciones léxicas, la razón impone este 
criterio y hasta, si se quiere, obliga á mirar la enfermedad 
profesional como preferentemente comprendida en la ley, 
porque los motivos que existen para aplicarle sus beneficios 
son de evidencia más inmediata que los que justifican la in- 
clusión de los accidentes violentos, por nadie discutida. 

Si la teoría del riesgo profesional se ha formado, como 
sabemos, en vista de un cálculo de probubilidades, según el 
cual de 109 accidentes puede asegurarse que 70 no pueden 
atribuirse al patrono ni al obrero sino que son cunsecuencia 
necesaria de la profesión misma, como inherentes á ella, 
¿qué se dirá de este género de enfermedades en el que, no 
ya probabilidad, sino certeza absoluta existe de que han de 
producirse al cabo de cierto tiempo de trabajo por la acción 
constante sobre el organismo de las sustancias tóxicas que 
se emplean en la producción? 


(1) No sabemos por qué algún autor (Oyuelos, p. 03) dice que “la tec- 
nología lengiística de la Ley induce á no considerar comprendida en 
enfermedad profesional, concretando sus beneficios á la lesión material 
ella la procedente de una acción rápiday de momento, de un hecho for. 
tuito... El mismo autor aboga por la inclusión, y se funda, entre otras 
razoncs, en los conceptos gramutical y científico de la palabra lesión, 
que comprende la enfermedad. ¿Dónde está, pues, el dato que induce 
á la negativa, en la tecnología lengiiiística de la Ley: 
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Aquí si.que existe verdadera ¿inherencía, necesidad fatal 
que ninguna previsión humana puede evitar. El obrero que 
se dedica á esta clase de trabajos no va á ellos expuesto co- 
mo los demás á un accidente casual,—que será inevitable 
para el conjunto, pero que individualmente puede ser evi- 
tado con un exceso de precauciones por parte del patrono y 
del obrero, con el empleo de aparatos de seguridad y demás 
medios adecuados.—El obrero que se consagra á trabajos 
expuestos á la enfermedad profesional, puede decirse que 
entrega á sabiendas y sin defensa alguna su cuerpo á una 
muerte prematura ó á una enfermedad dolorosísima que ha- 
brá de ocurrir, no accidentalmente, sino por necesidad, no á 
uno á varios de los que trabajan juntos, salvándose los de- 
más, sino á todos, irremisiblemente á todos los que se ponen 
en contacto con los elementos mortíferos que van poco á 
pocoenvenenando sus pulmones y su sangre, paralizando sus 
brazos y sus piernas y matando al cabo sin piedad á través 
de un prolongado tormento. 

Sf, pues, una simple presunción basada en el cálculo ha 
sido suficiente para acordar los beneficios del riesgo profe- 
sional en favor del accidente violento ¿qué razón habrá pa- 
ra excluir del mismo la enfermedad que con certeza absolu- 
ta se conoce como efecto fatal é inevitable del trabajo? 

No deja lugar á dudas respecto de esta solución la letra 
y el espíritu de la Ley misma, en cuanto por una parte el 
uso del doble vocablo tanto en el art. 1. como en el 2.* para 
designar la procedencia de la lesión (con ocasión ó por con- 
secuencia con motivo y en el ejercicio del trabajo y de la 
profesión) parece ser intencionado al efecto de comprender 
ambas categorías de lesiones. 

Induce á la misma conclusión el abandono en la Ley defi- 
nitiva de la fórmula empleada en el proyecto que decía así 
en el art. 1.%: “A los efectos de la presente Ley, entiéndese 
por accidente toda lesión corporal producida por la acción 
súbita y violenta de una fuerza exterior,, ¿A qué recha- 
zar esta dicción que, tan perfectamente caracteriza la na- 
turaleza del accidente violento, si no es con el propósito de 
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dejar incluída en los términos generales de la Ley, en su re- 
dacción definitiva, la llamada enfermedad profesional? 

, Por último, la adición en dicha ley definitiva de las pa- 
labras ¿msalubres 6 tóxicas, que no figuraban en el proyec- 
to, para enumerar en el núm. 5.* del art. 3.” las materias 
cuyo uso industrial determina la inclusión de los estableci- 
mientos en que se emplean entre aquellos cuyos trabajos 
dan lugar á la responsabilidad del patrono por el riesgo pro- 
fesional: ¿qué otra cosa significa sino la intención manifies- 
ta de incluir en los beneficios de la Ley la enfermedad ad- 
quirida lentamente? ¿Cuál es el efecto característico del uso 
de tales sustancias sino la enfermedad profesional? 

El haber resultado estos dos últimos pasajes de la Ley 
como consecuencia de rectificaciones hechas al proyecto 
primitivo no deja lugar á género de duda acerca de la deli- 
berada intención de incluir la enfermedad profesional entre 
los accidentes del trabajo. 

Este criterio doctrinal no evita numerosas dudas que pu- 
dieran surgir en este punto, y que á la jurisprudencia co- 
rresponde ir aclarando á medida que la práctica las ofrezca 
en sus variadas manifestaciones. Dudas que aparecerían del 
mismo modo, aunque la Ley contuviera en su texto una de- 
claración terminante acerca de la enfermedad profesional. 
Aludo á la calificación de ciertas deformidades ó afec- 
ciones, como las hernias, que según las circunstancias pue- 
den resultar de accidentes violentos ó de la acción constante 
de causas determinadas que se producen en el ejercicio del 
trabajo: así como también á la de algunas enfermedades 
constitucionales, como la tisis, la diabetes ó ciertos defectos 
mentales, como la imbecilidad, etc., cuyos efectos desastro- 
sos pueden precipitarse por consecuencia del trabajo, sin 
que la causa remota ú origen de la lesión ó de la muerte 
acaecida sea debida al mismo. 

El primero de los dos mencionados asuntos corresponde 
mas propiam: nte á las ciencias médicas que á las jurídicas, 
pues á estas últimas no corresponde sino recibir la informa- 
ción de las primeras para aplicar ó no los beneficios de la 
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Ley en favor de los que padezcan aquella clase de lesiones, 
según que la medicina las califique en una ú otra categoría 
y según la mayor ó menor extensión con que seadmitaá par- 
ticipar de dichos beneficios á las diversas especies de con- 
secuencias dolorosas de los accidentes del trabajo. 

Mas por lo que se refiere á las enfermedades constitucio- 
nales agravadas ó conducidas á fatal desenlace por conse- 
cuencia del trabajo, es más delicado el problema y corres- 
ponde plenamente á la técnica jurídica. 

La legislación de accidentes del trabajo ofrece en este 
punto graves dificultades en la práctica— siempre en la hi- 
pótesis de que se admita á participar de sus beneficios la 
llamada enfermedad profesional.—Llevada la cuestión á sus 
extremos, surgiría de aquí la de saber si el patrono está 
obligado á asegurarse y garantizarse contra las predisposi- 
ciones morbosas de los obreros que admite en sus talleres, 
so pena de incurrir en responsabilidad si dichas predisposi- 
ciones se manifiestan ó determinan la aparición de las con- 
siguientes enfermedades con ocasión del trabajo ó por cau- 
sa de él. Esta solución nos parece la más racional y la me- 
nos expuesta á sorpresas para el patrono, quien así adver- 
tido del riesgo á que se expone por el mismo precepto de 
la ley, adoptaría las debidas precauciones, contribuyendo 
así indirectamente á la higienización de las clasestrabajado- 
ras. También sería equitativo reducir en cierta medida las 
indemnizaciones correspondientes á la enfermedad ó lesión 
producida en estas circunstancias. 

2.2 OBRERO EMPLEADO EN UNA DE LAS INDUSTRIAS QUE DÁN 
LUGAR AL RIESGO PROFESIONAL. Hemos dicho que para que la 
lesión se considere como accidente del trabajo ha de reunir 
este segundo requisito que se descompone en dos: ha de re- 
caer en un obrero, y este obrero ha de ser precisamente al- 
guno de los que prestan su trabajo en cualquiera de las in- 
dicadas industrias. 

La calificación de obrero, por las exigencias de nuestro 
método es objeto del capítulo siguiente. Acerca de las in- 
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dustrias comprendidas en el riesgo profesional hemos dicho 
lo bastante al tratar de la extensión de este. 

3.2 EN EL EJERCICIO Ó CON OCASIÓN DEL TRABAJO. Los tér- 
minos empleados por los artículos 1. y 2.” de la Ley para 
definir y caracterizar el accidente del trabajo, dan lugar á 
una interpretación amplísima en este punto. Lo que al tra- 
tar de la extensión del riesgo profesional hemos dicho acer- 
ca de las circunstancias 3.* y 4.* determinantes de la aplica- 
ción del Derecho común á casos no comprendidos en aquel, 
es suficiente para fijar el sentido y alcance de este requisi- 
to del accidente del trabajo, y por no incurrir en repeticio- 
nes, nos referimos como fundamental á la doctrina expuesta 
en dicho lugar. 

Pero en este punto es preciso hacerse cargo de aquellos 
accidentes que siendo ocasionados en el ejercicio, con oca- 
sión Ó por consecuencia del trabajo, no obstante están ex- 
ceptuados del riesgo profesional por disposición expresa de 
la Ley. 

El art. 2. agrega á los términos que ya conocemos los 
siguientes: “á menos que el accidente sea debido á fuerza 
mayor extraña al trabajo en que se produzca,. 

Es preciso leer muy correctamente este apartado de la 
Ley para que no pueda ser origen de erróneas interpreta- 
ciones, y fijarse en que la frase: “fuerza mavor extraña al 
trabajo, se refiere á un sólo elemento, la fuerza mayor, ca- 
lificado por el adjetivo extraña, y sólo la conjunción de este 
adjetivo es la determinante de la excepción. 

Porque fuerza mayor, ó6 lo que es lo mismo fuerza insu- 
perable, fuerza á la que las energías físicas y la voluntad 
del hombre no pueden resistir, se dá en toda clase de acci- 
dentes, es la causa ocasional de todos ellos. 

De que esta fuerza sea, pues, inherente á la industria, 
ocasionada por ella, determinada por sus infinitos y varia- 
dos movimientos, ó sea completamente ajena á la misma, de- 
penderá que el accidente se considere ó no como compren- 
dido en los beneficios de la Ley. En la palabra extraña es- 
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por tanto, donde debemos poner toda la atención para preci- 
sar el alcance de esta excepción. 

Y hé aquí una grandísima dificultad que ha de presentar- 
se en la práctica sincera de la legislación de accidentes: 
¿Cuándo la fuerza que ocasione una lesión podrá considerar- 
se como totalmente extraña al trabajo?. 

Porque sin duda alguna, en la mayor parte de los casos 
en que se ofrezca este problema por no aparecer aquella 
fuerza como derivada y originada de las condiciones de la 
industria en que trabaja el obrero, quedará como origen de 
vacilaciones el hecho de ser este trabajo la ocasión para 
que aquella fuerza pudiera obrar como causa del accidente 
sobre el obrero. El rayo que mata, la inundación en que pe- 
rece el obrero, el disparo del arma de fuego que por descui- 
do de un cazador que pasa hace blanco en un trabajador, 
las heridas recibidas en una riña entre compañeros dentro 
del taller, no son ciertamente producto del trabajo ni conse- 
cuencia de sus condiciones; pero ¿hubiera recibido el traba- 
jador las lesiones ó la muerte consiguientes si no se hallara, 
por motivo del trabajo mismo, en el lugar en que se desarro- 
llaron los efectos de aquellas fuerzas? 

Hé aquí diferentes ejemplos en que el obrero puede ser 
lesionado por fuerza mayor no derivada del trabajo, pero 
con ocasión del mismo, porque sin él no se hubiera puesto 
al alcance de aquellos elementos. ¿Estarán estos casos in- 
cluidos en la excepción del art. 2.” por ser la fuerza mayor 
que los origina extraña al trabajo en que se produce el ac- 
cidente? 

La frase con ocasión empleada por el art. 1.” de la Ley 
dificulta más y más la resolución de este problema, porque 
parece que no deja lugar á excluir nada que tenga relación 
directa ó indirecta con el trabajo. 

No obtante hay que erigir como criterio doctrinal la ex- 
clusión de esta clase de accidentes porque si entre los mo- 
tivos fundamentales del riesgo profesional está la inheren- 
cia del peligro á la especie de trabajo que se ejecuta, y por 
eso precisamentese distinguen aquellosen que se dá de los en 
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que no aparece, no puede extenderse el riesgo profesional á 
otra clase de peligros que igualmente amenazan al obrero 
en las profesiones favorecidas por la Ley que en las excluí- 
das de sus beneficios. 

En conclusión puede decirse que el riesgo profesional 
protege los accidentes derivados de causas nacidas de las 
condiciones del trabajo ó relacionadas directa 6 imdirec- 
tamente con él. Las palabras subrayadas denotan toda la 
extensión de esta causalidad, y que están excluídos de ella 
los que procedan de causas totalmente extrañas, ó que no 
guardan relación alguna con el trabajo, aunque este pueda 
ser la ocasión del accidente producido por ellas. 

Esta frase “con ocasión, está por tanto indebidamente 
empleada en el art. 1.*. 


Como se vé, la Ley no autoriza otras excepciones que la 
única indicada. En su defecto suelen agitar los autores una 
cuestión motivada por la posible existencia de otra causa 
de accidentes respecto de la cual no aparece con evidencia 
inmediata una razón fundamental que autorice ya para in- 
cluirla ya para excluirla de los beneficios del riesgo profe- 
sional. Nos referimos á la debatida cuestión acerca de si la 
culpa grave, la imprudencia temeraria del obrero debe com- 
prenderse entre los orígenes de accidentes exceptuados. 

En nuestra legalidad no puede caber duda alguna de que 
no lo está. No solo la omisión en la Ley de toda referencia 
á ella, sino también las palabras del art. 57 del Reglamento, 
autorizan para sustentar esta doctrina. Dice este: “Las me- 
didas materiales que se traducen en la adición de mecanis- 
mos preventivos para disminuir los riesgos propios de cada 
trabajo, se deben aplicar con la mira de defender también 
al obrero contra las ¿imprudencias que son consecuencia 
forzosa de la continuidad de las manipulaciones que ofre- 
cen peligro... 
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No obstante, para nosotros es más concluyente la pra: 
ra que la segunda de las razones apuntadas. 

La omisión en el art. 2. de la culpa ó imprudencia del 
obrero, al señalar como único motivo de excepción la fuer- 
za mayor extraña al trabajo, siendo esta la ocasión oportu- 
na para consignar cualquiera otra que el legisladores pro- 
pusiera establecer, nos obliga á concluir que los accidentes 
debidos á aquella causa gozan, no obstante la decidio 
de la víctima, de los beneficios de la Ley. 

Corrobora esta doctrina la circunstancia de que tal omi- 
sión puede considerarse como plenamente deliberada y á 
sabiendas de la existencia del problema, porque en el art. 20 
de la Ley francesa, precedente muy tenido en consideración 
al redactar la nuestra, se establece que la intención dolosa 
de la víctima que haya provocado el siniestro excluye la 
indemnización; y la falta inexcusable del obrero dá derecho 
al tribunal para disminuirla. De donde se sigue que esta le- 
gislación ha considerado la culpa del obrero, si no comocau- 
sa excluyente, al menos como modificativa de la responsabi- 
lidad por accidentes. 

Decíamos que la segunda de las razones indicadas, deri- 
vada de las palabras del art. 57 del Reglamento, que hemos 
transcrito, no nos parece tan concluyente; porque entende- 
mos que hay en este punto una confusión en la doctrina cien- 
tífica, que importa señalar para esclarecer el problema. 

Suele, en efecto, justificarse la inclusión de la culpa del 
obrero entre las causas determinantes de los accidentes que 
dán derecho á la indemnización, porque se confunde la cul- 
pa en general y su concepto universalmente admitido con 
cierta especie de 2mprudencia sui géneris, que se ha lla- 
mado profesional 6 hija del trabajo, acerca de la cual hay 
motivos especialísimos, expuestos con brillantez por los au- 
tores, para considerarla incluida entre las causas del riesgo 
profesional. 

Se ha comparado esta especie de imprudencia al arrojo 
del soldado que expone á sabiendas su vida en el cumpli- 
miento de su deber; se ha dicho que el obrero es forsosa- 
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mente imprudente, porque las condiciones en que ejercita 
su trabajo no dejan lugar al libre desenvolvimiento de las 
facultades de su espíritu, porque en los ardores de la faena 
se olvida de si mismo, porque el vértigo en las grandes altu- 
ras, el ruido y el incesante movimiento de las máquinas, 
los rigores de las temperaturas extremadas, mil causas por 
el estilo perturban su mente y le impiden emplear en el cui- 
dado de su salud y de su vida aquella diligencia que en las 
condiciones normales es propia de todo hombre. 

Cierto, ciertísimo todo ello, y por eso nosotros participa- 
mos, con el entusiasmo del que más, de la misma creencia y 
profesamos igual doctrina, á saber la de que todas estas cir- 
cunstancias y sus análogas excusan por completo al obrero 
y hacen que el accidente que de ellas se deriva merezca 
participar de lleno de los beneficios de la Ley; salvo consi- 
derar poco afartunado el calificativo de ¿mprudencia pro- 
fesional, porque las mismas condiciones psicológicas y mo- 
rales en que se supone al obrero en tales casos hacen que 
desaparezca la nota de voluntariedad, aunque no ¿ntencio- 
nada, que caracteriza esencialmente á toda culpa 6 ¿mpru- 
dencla. | . 

- Por tanto no cabe duda alguna de que es tan inherente 
á toda clase de trabajos en que se reconoce el riesgo profe- 
sional este motivo de accidentes, que tiene su asiento en 
aquella especie de determinismo en que coloca al obrero la 
industria en que se ocupa, privándole en cierta medida de 
su conciencia y libertad de obrar, como aquel otro que con- 
siste en el constante peligro del contacto de las máquinas y 
materias que se utilizan en la producción; y que por tanto 
la imprudencia profesional (usemos esta palabra después 
de la salvedad anterior) no exime jamás al patrono de la 
responsabilidad del accidente. 

Pero, así aprovechada la oportunidad para exponer esta 
doctrina, insistimos en que se ha padecido aquí una confu- 
sión; en que no es este propiamente el problema que se ven- 
tila cuando se trata de la culpa del obrero; que por recono- 
cerlo así la Ley francesa (de la que no puede dudarse que ad- 
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mite como causa de accidentesla ¿imprudencia llamada pro- 
fesional, pues de lo contrario faltaría á los fundamentos 
más esenciales de la doctrina del riesgo) establece la excep- 
ción del art. 20, que hemos señalado antes; y que por último 
los autores han eludido una cuestión dificilísima pasando, 
con evidente agravio de la lógica, de los términos en que de- 
be plantearse á los de otra completamente distinta y cuya 
solución se ofrece sin gran esfuerzo de razonamientos. 

El problema está, á mi juicio, en resolver si la falta pro- 
piamente dicha, aquella que, suponiendo al obrero en con- 
diciones psíquicas normales, dentro del lugar y en el ejer- 
cicio del trabajo comete voluntariamente, abandonando 
la vigilancia que debe observar acerca de su persona, fal- 
tando al cumplimiento de ciertos preceptos comprendidos 
en el reglamento del taller ó á órdenes expresas de sus su- 
periores, rehusando la aplicación de los aparatos ó medidas 
que debiera adoptar para prevenir los accidentes, y que el 
patrono pone á su disposición, en una palabra aquella culpa 
ó negligencia que no llega á la imtención del dolo, pero 
que en los términos del derecho común le haría responsa- 
ble de las consecuencias del accidente de que es víctima, 
privándole de toda indemnización:—si esta clase de falta, 
culpa, negligencia 6 imprudencia, y mucho más si es gra- 
ve Ó temeraria, cabe ser apreciada dentro de la teoría del 
riesgo profesional y de la Ley que en ella se inspira, para 
eximir al patrono de la responsabilidad que normalmente se 
le impone por el accidente del obrero, ó modificar esta res- 
ponsabilidad en cuanto á la cuantía de la indemnización. 

En este punto la oscuridad y confusión á que pueden dar 
lugar los artículos combinados de la Ley y.Reglamento no 
pueden ser mayores. Los artículos del capítulo V de este 
último acerca de la “previsión de los accidentes del traba- 
jo, determinan una responsabilidad quizá excesiva, (porque 
el artículo60 le atribuye carácter criminal en todo caso), por 
cualquiera falta ó negligencia en que puede incurrir el pa- 
trono por no cumplir las obligaciones que se le imponen con 
referencia á la seguridad y precaución para evitar acciden- 
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tes. Pero esta misma clase de faltas 6 ¿mprudencias cuan- 
do son cometidas por el obrero, cuando por parte de este se 
infringe alguno de los preceptos de dicho capítulo, no tienen 
calificación en el Reglamento, y por otra parte sabemos que 
la ley no las incluye como excepción de la responsabilidad 
del patrono en el art. 2.*. 

Hasta aquí, parece, por tanto, que la falta ó impruden- 
cia del obrero no influye para nada ni es obstáculo al pleno 
ejercicio del derecho que le da la Ley en caso de accidente; 
y confirma esto mismo la circunstancia de que también en 
este punto se ha variado en la Ley definitiva la redacción 
del proyecto, que agregaba como causa de excepción de la 
responsabilidad patronal el concepto comprendido en estas 
palabras “ó producido por acto voluntario 6 falta inexcu- 
sable de la víctima,; rectificación que revela, del mismo 
modo, un propósito deliberado de extender á estos casos 
aquella responsabilidad. | 

Reflexionando detenidamente acerca de esto no podrá 
menos de notarse, especialmente si se tienen en cuenta otros 

«pasajes de la Ley y Reglamento, que el legislador al omitir 
aquellas palabras que revelaban el primitivo pensamiento, 
fué quizá mucho más lejos de lo que deliberadamente se pro- 
pusiera; y en todo caso dejó con ello tal vacio y oscuridad 
en el texto que será muy difícil, con la actual redacción, re- 
solver gran número de cuestiones importantísimas que en 
la práctica habrán de presentarse. 

El problema á que nos referimos es tan transcendental 
en la legislación de accidentes que no consideramos lícito 
resolverlo por medio del silencio, aunque este silencio sea 
consecuencia de una rectificación, como la aludida. Aquí 
era necesario que la Ley mantuviese con toda claridad un 
criterio determinado: bien sea, como á nuestro juicioera pre- 
ferible, conservando las palabras transcritas, ó bien decla- 
rando sin género de duda que el acto voluntario y la culpa 
de la víctima no excluyen el riesgo profesional ni eximen 
al patrono de la responsabilidad consiguiente. 

Si esto último parecía acaso tan duro que no se atrevió 
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el legislador á formularlo en un precepto terminante, es por 
que, sin duda, revelaba algún fondo de injusticia que no po- 
día consagrarse en el artículado de una Ley, por lo cual el 
autor de ella creyó preferible lavarse las manos dejando la 
responsabilidad de la decisión á los Tribunales. 

Esto y no otra cosa puede significar el deliberado silen- 
cio de la Ley acerca de una cuestión cuya excepcional im- 
portancia no podía ocultarse al mismo legislador, así como 
la conveniencia de una declaración expresa. 

Sea como quiera, la omisión de ésta revela, á nuestro 
juicio, una de las mayores imperfecciones de la Ley; al mis- 
mo tiempo que las circunstancias de tal omisión inducen á 
pensar que la culpa del obrero, aunque sea tan grave que 
llegue á caer bajo la esfera de acción de la Ley penal, no 
exime al patrono de la responsabilidad que la Ley de acci- 
dentes le impone en favor de la víctima. 

Por esta razón hay quien estima como la más perfecta de 
lasleyesde accidentesla de Dinamarca de 7 de Enero de 1898, 
que sin embargo de aceptar la teoría del r2esgo profesio- 
nal, impone al obrero todas las precauciones que por su,: 
parte debe observar y la responsabilidad consiguiente á su 
propia culpa, estableciendo que su demanda de indemniza- 
ción no podrá prosperar en caso de dolo 6 culpa grave co- 
metida por el mismo. 

Pero el art. 63 de nuestro Reglamento contiene una dis- 
posición que hace vacilar en cuanto al criterio de su inter- 
pretación que hemos adoptado. Dice que los artículos 17 y 
18 de la Ley se refieren tanto al obrero como al patrono. 

Ahora bien, estos artículos determinan como sabemos 
la influencia del dolo, imprudencia ó negligencia constitu- 
tivos de delito ó falta sobre el procedimiento que ha de se- 
guirse en la reclamación por accidentes. ¿Cuál será el alcan- 
ce de la aplicación de sus disposiciones al obrero? 

Ingénuamente confesamos nuestra imposibilidad de con- 
testar á esta pregunta y con todos los respetos debidos nos 
atrevemos á agregar que nos parece incontestable. 

Sea cualquiera el criterio doctrinal que con tal disposi- 
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ción reglamentaria ha querido proclamarse, es lo cierto que 
la absoluta falta de claridad y precisión legal deja en la ma- 
yor ambigiiedad este importantísimo problema, acerca del 
que, como solución legal, no puede afirmarse otra cosa sino 
que en los términos del art. 2. de la Ley no se comprende 
la culpa ó falta del obrero como fundamento de excepción 
de la responsabilidad del patrono. 

Aumenta la gravedad de los peligros de esta falta de de- 
terminación expresa en nuestra legislación la circunstancia 
de que, no solo se omite una declaración terminante acerca 
de los efectos ó modificaciones que puede imprimir en el 
riesgo profesional la simple falta ó culpa del obrero, sino 
también lo que pudiera hacer referencia á aquella clase de 
¿imprudencias tan calificadas que se incluyen en el Código 
penal y en el libro que se refiere á “los delitos y sus penas, 
porque participan de la importancia ó transcendencia social 
de aquellos; asf como también se omite toda declaración 
acerca de los accidentes que pueden ser originados por la 
intención dolosa del obrero: respecto de los cuales repugna 
al común sentir que se admita para ellos una reparación pe- 
cuniaria de la que resulte premiada la criminalidad ó la te- 
meridad culpable del obrero. 

No habrá ciertamente quien se atreva á sustentar estas 
conclusiones que sin embargo, por falta de tal declaración 
expresa obligan en rigor de lógica á violentar el sentido de 
aquella fuerza mayor extraña al trabajo, para considerar 
comprendidos en ella los accidentes de tales causas deriva- 
dos, so pena de incurrir en el absurdo de considerarlos com- 
prendidos en los beneficios de la Ley, con lo cual vendría 
esta á ser en cierto modo un aliciente del delito. 

La única manera de salvar esta dificultad consiste en po- 
ner aquí todo el alcance y significado de dicho art. 63 del 
Reglamento; en el sentido de que como esta clase de hechos 
están comprendidos en el Código Penal, la responsabilidad 
criminal que de ellos deriva inexcusablemente para el obre- 
ro, excluye y hace incompatibles los beneficios que la Ley 
de accidentes acuerda por el simple hecho del accidente, te- 
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niendo por tanto aplicación el art. 18 de la Ley, aludido por 
el citado del Reglamento, en cuanto que, con arreglo almis- 
mo, en la hipótesis de que aquí se trata, solo podría el obre- 
ro reclamar del patrono la indemnizacion que la ley de ac- 
cidentes.le concede, en el caso y cuando los tribunales de 
lo criminal, por sobreseimiento de la causa ó absolución del 
procesado, viniesen á declarar que no existía culpabilidad 
ó delito por parte del obrero en quien se presumiera. 

Es decir que la comisión de un delito ó una imprudencia 
temeraria, aunque sea con ocasión ó en el ejercicio del tra- 
bajo, son origen de la acción penal ordinaria contra el obre- 
ro; y esta acción excluye la que la ley de accidentes esta- 
blece á su favor, la cual solo podrá reaparecer cuando se 
declare de algún modo la no concurrencia del delito ó de la 
imprudencia temeraria. ' 

La imprudencia simple, por su carácter leve y princi- 
palmente por ser discutible su naturaleza penal, así como la 
culpa ó negligencia de índole puramente civil en que incu- 
rra el obrero no eximen al patrono de la responsabilidad por 
accidentes; y esto no necesita declaración expresa en una 
Ley que consagra la teoría «del riesgo profesional, porque 
es la más lógica derivación de sus premisas: de la inheren- 
cia del peligro á la naturaza de la industria. 

En virtud de estos principios y del cálculo de probabili- 
dades á que tantas veces hemos aludido, la teoría del riesgo 
profesional establece una presunción juris et de jure que 
asigna como causa al accidente la industria misma, el ejerci- 
cio de cierta clase de trabajos, sin que dentro del orden ci- 
vil, es decir, mientras no se toque á los confines del Dere- 
cho penal y de la criminalidad, exista motivo alguno de ca- 
rácter psicológico para exceptuar cualquier accidente de la 
protección legal acordada á todos por virtud de aquella 
teoria. 

4.2 INCAPACIDAD Ó MUERTE DEL OBRERO. Hemos dicho 
finalmente que otro de los requisitos para que pueda califi- 
carse en sentido técnico de accidente del trabajo cualquie- 
ra lesión que el obrero pueda experimentar en el ejercicio 
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del mismo, es preciso que produzca como consecuencia una 
incapacidad absoluta ó parcial, temporal ó perpétua para el 
trabajo, ó la muerte del obrero. 

Esta nota no se deriva de las definiciones legales del ac- 
cidente, pero sí de las condiciones que requiere la Ley para 
que produzca el derecho á la indemnización. No por eso es 
menos esencial como elemento integrante de aquella noción 
en el sentido técnico de la Ley de 30 de Enero de 1900. 

La lesión de carácter tan leve que no produzca al obrero 
sino una pasajera dolencia que no le impida continuar cum- 
pliendo su cometido sin interrupción alguna ó con la escasa 
que sea precisa para atender por el momento á la fácil cu- 
ración y el descanso obligado, después de un daño de esta 
índole, no puede ser calificada de accidente del trabajo. 

En este punto nuestra Ley se manifiesta más rígida para 
el patrono que algunas extranjeras, que solo dan lugar á in- 
demnización por accidentes que producen una incapacidad 
temporal, cuando esta dura por lo menos determinado nú- 
mero de días. Según la nuestra, á juzgar por el contenido 
del art. 4.* regla 1.*, basta que la incapacidad haya durado 
un solo día para que exista el derecho á la indemnización. 
Así autoriza á pensarlo la frase empleada “desde el día en 
que tuvo lugar el accidente hasta el en que se halle en con- 
diciones de volver al trabajo,. 
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CAPITULO VI 


LAS PERSONAS 
CON REFERENCIA A LA LEGISLACIÓN 
DE ACCIDENTES DEL TRABAJO 
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PERSONAS BENEFICIADAS POR LA LEY.—OBREROS 


Los artículos 1.” de la Ley y 2.” del Reglamento definen 
lo que debe entenderse por el término operario para los 
efectos de esta legislación especial. Reuniendo las notas que 
se contiene en uno y otro, resulta que es obrero ú operario 
todo el que en virtud de contrato ejecuta habitualmente al- 
gún trabajo manual, fuera de su domicilio por cuenta agena, 
con remuneración ó sin ella, y en el primer caso á jornal ó 
á destajo. 

Según esto deben ser objeto de nuestro especial examen 
los siete extremos siguientes que integran dicha definición. 

1.2 EN VIRTUD DE CONTRATO. Esta Característica revela 
la independencia personal del obrero y el género de relacio- 
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nes que, para serconsiderado tal, ha de mantener con la per- 
sona por cuya cuenta ó para quien trabaja. Es un vínculo 
puramente contractual, por medio del que el obrero se halla 
comprometido á prestar sus servicios y el patrono la remu- 
neración convenida manteniéndose, aparte de esto, en com- 
pleta independencia jurídica el uno respecto del otro. 

De modo que no puede considerarse como obrero aquel 
que presta á otro sus fuerzas de trabajo en virtud de hallar- 
se unido por otro vínculo distinto, como por ejemplo la su- 
bordinación que produce la patria potestad ó la relación 
conyugal, ó la relación que se da entre los copropietarios de 
la cosa común indivisa que tienen el deber jurídico de con- 
tribuir á la conservación ó reparación de la misma, y claro 
es que si no pueden hacerlo pecuniariamente, lo harán con 
sus servicios personales, sometiéndoseen todo caso al acuer- 
do de la mayoría de los partícipes. 

Esto da lugar á una duda: ¿será suficiente sunlauier gé- 
nero de contrato que medie entre el que presta el trabajo y 
aquel que percibe sus beneficios, para que se considere al 
primero como operario? ¿Bustará por ejemplo un contrato 
de sociedad entre socios capitalistas € industriales, ó de 
mandato en que el mandatario debe realizar algún servicio 
que suponga trabajo manual? 

Nó: el contrato que confiere el carácter especial de obre- 
ro á una de las partes es precisa y únicamente el contrato 
especial de trabajo 6 de salario, el llamado arrendamten- 
to ó locación de servicios en el tecnicismo del derecho pri- 
vado tradicional. En el contrato de sociedad existe una coo- 
peración que desde el punto de vista jurídico mantiene á 
todos los socios bajo cierta ¿gualdad de condiciones incom- 
patible con la relación de autoridad, dependencia y subordi- 
nación que mantienen entre sí patrono y obrero; en el contra- 
to de mandato existe como característica la idea de repre- 
sentación, que no se pierde aunque sea retribuido, y por vir- 
tud de la cual desaparece el dualismo de personas, porque 
mientras obra el mandatario, para los efectos de la ley, re- 
sulta obrando el mandante, que por lo mismo ha de atener- 
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se á todas las consecuencias de los actos de aquel como si 
fueran propios. 

Es necesario, pués, que exista la relación derivada de un 
contrato de trabajo 6 arrendamiento de servicios para que 
pueda ser considerado el trabajador como operario para los 
efectos de la ley de accidentes. | 

Por lo demás es indiferente según el reglamento que este 
contrato se manifieste en forma verbal ó escrita; reinando 
en este punto la más completa libertad. Lo frecuente es en 
la industria de pequeña importancia el contrato verbal cuyo 
contenido suele determinarse por la costumbre en cada ra- 
mo de la producción. En las grandes empresas, el contrato 
suele considerarse realizado por el ingreso del obrero-en la 
fábrica, entendiéndose con este solo hecho que se somete 
tácitamente á las condiciones y reglamentos prefijados. El 
punto en que suele mediar estipulación expresa es el que se 
refiere á la cuantía del salario. 

La carencia en nuestro Derecho de aquellas normas es- 
peciales del contrato de trabajo, que, por insuficiencia ma- 
nifiesta de las comprendidas en los Códigos civiles, procla- 
ma la Ciencia contemporánea como uno de los postulados 
de la reforma social; —normasque conforme á una buena po- 
lítica legislativa debían haber precedido á la legislación so- 
bre accidentes;—puede dar lugar á que se formulen dudas 
no livianas en este punto, muy especialmente por lo que to- 
ca á la capacidad jurídica para el contrato á que nos refe- 
rimos, y mucho más si se tiene en cuenta que según dispo- 
sición expresa y muy racional, como en otro lugar hemos 
visto, del Reglamento, tienen también la consideración de 
obreros los aprendices, que por regla general no han alcan- 
zado aquella mayoría de edad determinante de la plena ca- 
pacidad para contratar según la legislación común. 

La investigación de estas doctrinas que constituyen hoy 
un capítulo interesantísimo de la legislación social, nos lle- 
varía en este punto demasiado lejos de nuestro propósito. 
Baste afirmar aquí que, en lo positivo, no tenemos hoy otras 
normas de la capacidad para el contrato de trabajo que 


09 


sel dd 


po E: 

las generales que pueden derivarse de la aplicación combi- 
nada de conocidísimos artículos del Código Civil; y respec- 
to del contrato de aprendizaje, cuya naturaleza especialí- 
sima no ha sido prevista por nuestras leyes, hay que apli- 
car por lo general los preceptos que regulan la capacidad 
jurídica de los menores. 

2. EJECUCIÓN HABITUAL. No podemos menos de recono- 
cer que es tan peligroso para el obrero este requisito que, 
para considerarlo como tal, á los efectos de la legislación de 
accidentes, establecen de consuno el art. 1.” de la Ley y el 
2.” del Reglamento, que con mucha frecuencia se necesita 
violentar el sentido de la frase para que no resulte una enor- 
midad la aplicación del principio que con ella quiere signi- 
ficarse. 

Así se ha dicho que la palabra habitual ha de entender- 
se genéricamente, es decir, que es suficiente el hábito del 
ejercicio del trabajo manual en abstracto y no de una cla- 
se de trabajo manual determinada para justificar la inclu- 
sión en los beneficios de la Ley del accidente que puede 
sobrevenir á aquel obrero que durante una huelga forzosa 
de su oficio, por paralización de la industria correspondiente 
en la comarca en que vive, se dedica temporalmente á otra 
clase de trabajos á los que no está habituado. 

Esta interpretación, por otra parte muy racional y sal- 
vadora, no puede negarse que violenta el sentido de la Ley, 
porque en el art. 1.” se llama operario al que ejecuta habf- 
tualmente un trabajo manual locución en la que se vé con 
toda claridad que el hábito de que se trata no se refiere al 
trabajo en general, sino á un trabajo determinado 

Quísose, sin duda, con esta nota, seguir en la calificación 
del operario el mismo criterio que preside en el Código de 
Comercio á la de comerciante, que también requiere el ejer- 
cicto habitual; pero no se fijó el legislador en las profundas 
diferencias que separan uno y otro concepto y en la diferen- 
te finalidad de ambas definiciones legales. La calidad de co- 
merciante constituye un estado jurídico-social de las perso- 
nas, que modifica su capacidad de una manera permanente, 
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que ¿mprime carácter, por usar de esta frase consagrada 
para significar ciertas modalidades de la personalidad, que 
arraigan en la médula psicológica; y que por razón de deter- 
minadas exigencias de la constitución económica somete ca- 
si todos sus actos de la vida civil, —sin embargo de ser sus- 
tancialmente idénticos á los de sus conciudadanos,--á reglas 
especiales encaminadas á procurar un movimiento más rá- 
pido y desembarazado. un determinado rigor eu toda la dis- 
ciplina del organismo mercantil y una más delicada respon- 
sabilidad en atencion á la solidaridad de intereses que re- 
presenta el alma del comercio. 

Síguese de aquí que el comerciante necesita acreditar un 
grado de habilidad técnica que solo el hábito puede produ- 
cir, y que el legislador no podía considerar sometido á un 
ciudadano cualquiera á todo aquel sistema de preceptos es- 
peciales porque en momento dado verificáse un acto de co- 
mercio. En una palabra el ejercicio de esta industria consti- 
tuye una profesión de tan especial naturaleza que los actos 
que la caracterizan son comunes al que la ejerce y á todos 
los demás conciudadanos, diferenciándose solo en el modo 6 
forma y finalidad 6 intención con que los realizan uno y 
otros, y con la circunstancia de que no siendo tampoco ex- 
clusiva ninguna forma ni finalidad alguna de esta ó de aque- 
lla clase social, resulta de todo ello que solamente el há- 
bito de ser realizados en aquella forma y con aquella fina- 
lidad determinada que constituyen el comercio puede ser la 
base de diferenciación de las personas desde este punto de 
vista, y por lo mismo solo el ejercicio habitual determina en 
definitiva la cualidad de comerciante (1). 

¿Ocurre lo mismo con la cualidad de obrero ú operario? 
«Necesítase la nota de habitualidad para distinguir sus ope- 
raciones de las de otros ciudadanos? ¿Es aquí también la 


(1) Es verdad que los Códigos de Comercio exigen por lo menos otro 
requisito: la capacidad legal. Pero de la naturaleza de esta y de la mis- 
ma dicción que emplea el art. 1.2 de nuestro Código se sigue que esta 
es una condición del ejercicio mismo. 
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forma, Ó es más bien la sustantividad del acto, lo que ca- 
racteriza y diferencia los del obrero? Y en último caso ¿es 
aquí requisito indispensable aquel grado de habilidad técni- 
ca que suministra el hábito? 

No, en manera alguna; operario es todo el queactualmen- 
te trabaja. El hábito podrá sí determinar aquel grado de ha- 
bilidad que haga al trabajador más útil para determinada 
clase de trabajos, pero no es indispensable para constituirle 
en obrero. Aparte de que hay cierta clase de trabajos ma- 
nuales tan rudimentarios que no necesitan otra cosa que el 
simple esfuerzo muscular, que puede realizar cualquiera 
por primera vez con la misma perfeccion que el que lo hi- 
ciera toda la vida, como el acarreo de materiales y otros 
oficios análogos; si el ejercicio habitual fuese indispensable 
¿cómo considerar obrero al aprendiz que, según el art. 2.* 
del Reglamento, lo es para los efectos de la ley que exige 
precisamente aquella circunstancia? ¿y cómo al que trabaja 
temporalmente en oficio distinto del suyo? Es más; no sólo 
no hay razón alguna para excluir á este último de la cuali- 
dad de operario, sino ni aun á aquel que no estando consa- 
grado á ninguna clase de trabajo manual ejecuta por cuen- 
ta ajena en determinada ocasión alguno de éstos, como su- 
cedería, por ejemplo, con el escribiente, el literato y el abo- 
gado, que no teniendo ocupación en su profesión, prefiriese, 
estimulado por la necesidad, subir á un andamio ó entrar 
en un taller á sucumbir á la miseria Ó mendigar el susten- 
to. Si uno de estos fuese víctima de un accidente ¿había ra- 
zÓón alguna para excluirle de los beneficios de la Ley? 

Por todas estas consideraciones nos inclinamos á con- 
cluir que es, por lo menos, sumamente discutible que la no- 
ta de habitualidad corresponda al ejercicio del trabajo ma- 
nual, ya en abstracto, ya en concreto, para determinar la 
calidad de operario; y que en este punto era, á nuestro jui- 
cio, más perfecta la definición del operario según el art. 1.* 
del proyecto de Ley, por cuanto omitía la palabra “habitual- 
mente,,, que con tan mal acuerdo se incluyó en la Ley defi- 
nitiva. 
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Esta palabra habrá de ser origen de muchas perturba- 
ciones en la aplicación práctica de un concepto, por otra 
parte tan claro en la conciencia social, que no necesitaba la 
ley hacer grandes esfuerzos para definirlo; pudiendo haber- 
se abstenido de ello sin grave daño, y mucho más si había 
de introducir esta nota ocasionada á peligrosísimas confu- 
siones. | | 

3.2 ALGÚN TRABAJO MANUAL. Este concepto es sencillísi- 
mo y no necesita especial explicación dentro del grado de 
la cultura media actual. Decimos algun trabajo y no un tra- 
bajo, como la ley expresa, por huir del peligro que envuelve 
esta última dicción, según acabamos de apuntar. Claro está 
que cada obrero, dentro del principio económico de la d¿v1- 
sión 6 especialización del trabajo, se consagra á un ramo 
especial del mismo; pero no dejará de ser tal obrero gené- 
ricamente, porque en un momento dado ó por circunstan- 
cias extraordinarias ponga en práctica otro distinto del que 
le es habitual ó del que le está asignado en la fábrica. 

El nombre de trabajo manual resulta por lo menos equí- 
voco desde que los adelantos de la mecánica y la introduc- 
ción de las potentes máquinas modernas vinieron á evitar 
en muchas industrias el contactodirecto de la mano del hom- 
bre con la materia sobre que trabaja. Los grandes glorifi- 
cadores modernos del trabajo Ruskin y Tolstoy, en su ma- 
nera literaria de tratar el asunto, han manifestado tenden- 
cia á excluir el trabajo mecánico, por cuanto no revela la 
personalidad artística del trabajador que resulta en él como 
apéndice de una máquina movida por fuerzas inconscien- 
tes (1). Otro gran literato Zola reivindicó la gloria de este 
trabajo en su colosal novela. 


(1) Véase la alocución de M. Ch. Gide. que lleva como introducción 
el folleto titulado La fondation untversitaive de Belleville, y en la que 
el ilustre sociólog:«» presenta un luminoso cuadro de las condiciones ac- 
tuales del trabajo manual y del intelectual, que se leerá con mayor pro- 
vecho que cualquiera de esos vulgares ditirambos plagados de lugares 
comunes y frases hueras que tanto abundan. 


Sea lo que quiera de estas disquisiciones literarias, es lo 
cierto, y nadie se ha permitido dudarlo, que para los efec- 
tos de la ley de accidentes no cabe distinción alguna entre 
aquellas dos especies de trabajo; y si se quiere, es mucho 
más'inherente el peligro, se dan con mayor frecuencia los 
casos que determinan la indemnización del riesgo profesio- 
nal en el trabajo llamado mecánico que en el puramente ma- 
nual; y aquella teoría surgió por modo más directo de las 
necesidades del primero que de las del segundo. 

4.2 FUERA DE SU DOMICILIO. No se olvide que la definición 
del obrero que estamos examinando tiene por finalidad de- 
terminar las personas que han de ser beneficiadas por la ley 
de accidentes. Si así no fuera, no había razón alguna para 
excluir de la categoría de obrero ú operario al industrial 6 
artesano que trabaja en su casa y que dentro de ella puede 
reunir todas las condiciones que se necesitan para ser con- 
siderado como tal operario. 

Esto significa que la industria llamada doméstica está 
excluída de los beneficios de la Ley. | 

Y hay razón para que así sea. Todos los motivos que se- 
gún hemos visto generan el riesgo profesional, —la ¿nhe- 
rencia del peligro, el cálculo estadístico de los riesgos, la 
perturbación de la normalidad psíquica del obrero,—Jdes- 
aparecen para aquel que, aunque por cuenta ajena, trabaja 
tranquila y pacíficamente dentro de su casa, al lado de su 
familia que le protege con sus exquisitos cuidados y lejos 
del ruido ensordecedor y del movimiento vertiginoso de los 
talleres. 

5.2 POR CUENTA AJENA. De las consideraciones que he- 
mos hecho para demostrar el carácter contractual del tra- 
bajo, se deriva lógicamente esta nueva característica del 
que ha de dar lugar á la indemnización por accidentes. 

El que trabaja por su propia cuenta, bien sea confeccio- 
nando un producto que necesita para su uso particular ó el 
de su familia, bien agregando su trabajo personal á la fun- 
ción directiva que ejerce como empresario de una pequeña 
industria, —como el albañil ó cantero que, constituído en 
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maestro de obras, contrata una construcción ó reparación 
de escasa importancia en la que él mismo ayuda á los obre- 
ros á quienes dirige,—no puede considerarse como obrero 
para los efectos de la ley, porque en el segundo caso es más 
bien un patrono con relación á sus operarios (art. 1.” del Re- 
glamento) y en el primero, el trabajo no da lugar á una re- 
lación jurídica especial en que personas distintas represen- 
ten los opuestos términos de la misma. 

6.2 Con REMUNERACIÓN Ó SIN ELLA. Algo, al parecer con- 
tradictorio, puede notarse entre esta indiferencia de la Ley 
respecto á la remuneración del trabajo ó su falta, para con- 
siderar al operario comprendido en los beneficios de la Ley, 
y aquella primera característica por la cual el trabajo que 
determina la indemnización del accidente habrá de prestar- 
se en virtud de contrato. Si este contrato es el especial de 
trabajo, también llamado de salario, como hemos dicho, no 
puede faltar en él sin mutilar su naturaleza, el precio del 
servicio. | 

No obstante, como á pesar de ser esto lo normal, cabe en 
lo posible que en algún caso el obrero preste su servicio gra- 
tuitamente ó por consideraciones especiales que hacen que 
la retribución consista en otra clase de servicios, en cosas 
no apreciables pecuniariamente,ó se abandone por el obrero 
en cimpensación de favores recibidos; resulta muy conve- 
niente y oportuna esta disposición expresa de la Ley, que 
evita toda duda posible en punto tan interesante; y mucho 
más si se tiene en cuenta que el obrero herido ó muerto re- 
sultará tanto más acreedor á una recompensa para él ó pa- 
ra su familia cuanto mayor desinterés haya demostrado en 
sus relaciones con el patrono. 

7.2 A JORNAL Ó Á DESTAJO. La misma indiferencia mani- 
fiesta la Ley entre las dos formas de la remuneración del 
obrero que significan estos nombres. No era necesario refe- 
rirse expresamente á esta circunstancia acerca de la que 
ningún género de duda racional podía originarse del silen- 
cio de la Ley. Pero ya que el Reglamento ha querido con- 
signar esta supérflua nota, pudo haber empleado mayor 
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propiedad en el lenguaje, porque la frase que usa á salario 
Ó á destajo, considera como términos opuestos ó especies 
distintas dos conceptos de los que uno es el genérico en que 
se halla contenido el otro; sinécdoque siempre peligrosa en 
el tecnicismo de la Ley y que aquí solo podría pasar sin co- 
rrectivo por la escasa importancia de la disposición en que 
se contiene. 
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PERSONAS Á QUIENES INCUMBE LA RESPONSABILIDAD 
PATRONOS 


Alguna mayor dificultad envuelve la determinación del 
concepto del patrono como la persona directamente respon- 
sable que es, según la ley, de todo accidente del trabajo. 

Ante todo import: consignar que este concepto tiene dis- 
tinto alcance, si se le considera en general como uno de los 
términos de la relación jurídica en que se traduce la pres- 
tación del trabajo para utilidad de otro, ó en especial, cuan- 
do se hace referencia á la relación particular que se origina 
del accidente. En el primer sentido, patrono significa sen- 
cillamente la persona que recibe ó se aprovecha de la utili- 
dad del servicio ageno y paga al obrero el salario, ó lo que 
es lo mismo, el arrendatario de servicios según el art. 1.546 
del Código Civil. En el segundo ofrece mayor complicación 
el significado de la palabra; y por este motivo es de notar 
como los autores que exponen la legislación referente al 
trabajo suelen dejar para el lugar en que examinan el pro- 
blema de los accidentes, la fijación del significado de la pa- 
labra patrono en la técnica legal (1). 

Ya en este punto, hácese preciso prevenirse contra el 
equívoco de imperfectas sinonimias á que puede dar lugar 


(1) V. André é Guibourg. Le Code ouvrier, pág. 243, 
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el complejo organismo directivo de gran número de indus- 
trias. | 

Por que en el contrato de trabajo, ya se verifique en la 
forma, adecuada á.la pequeña industria, de arrendamiento 
de servicios en el sentido usual del Código Civil; ya por el 
procedimiento de la grande empresa, que en el fondo produ- 
ce idéntica relación, pero que adopta formas y caracteres es- 
peciales mediante los reglamentos cuya necesidad implica 
la aglomeración de grandes masas de operarios y el compli- 
cado mecanismo de esta clase de producción;--cabe descom- 
poner y de hecho se dan con frecuencia reparados en per- 
sonalidades distintas los diferentes elementos que integran 
el organismo patronal; y así vemos que siendo una persona 
el propietario de la obra, el adquiriente del valor económico 
del trabajo y quien por lo general soporta sus riesgos y lu- 
cra sus beneficios líquidos, otra distinta se encarga en re- 
presentación ó por mandato suyo de la dirección y vigilan- 
cía de los trabajos, otra del conjunto de servicios que se 
llama administración, y aun existen categorías interme- 
dias de representantes, todos los cuales tienen autoridad, á 
veces perfectamente autónoma, sobre los trabajadores. 

En este caso se hace preciso determinar en cual de estas 
personalidades radica el carácter de patrono, ó si se ha de 
entender contenido en el organismo solidario de todas ellas. 

Una copiosa jurisprudencia de los tribunales franceses, 
recogida por los autores André y Guibourg en su notable 
obra Le Code Ouvrier, entiende por patrono, en el sentido 
Jurídico, aquel que se halla encargado de la dirección de la 
obra y de la reglamentación de los detalles de la ejecución; 
imponiendo al obrero estos ó aquellos procedimientos ó úti- 
les y dándole, desde el punto de vista profesional, instruc- 
ciones y Órdenes que el último se halla obligado á seguir. 

Infieren de todo ello dichos autores, siguiendo la doctri- 
na de Gaudouin, que el patrono es toda persona que arrien- 
da los servicios de otro reservándose su dirección y vigl- 
lancía. Poco importa para el caso, agregan, que esta per- 
sona sea Ó nó empresario de profesión. 
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Y especifican luego en ejemplos determinados su teoría, 
como tratando de resumir la doctrina corriente acerca «del 
asunto. Así dicen: El propietario que conserva la dirección 
y vigilancia de los obreros que emplea es un patrono. Lo es 
igualmente el cultivador aunque no tiene la cualidad de co- 
merciante, ni empresario, porque conserva la alta inspec- 
* ción sobre los segadores ú otros jornaleros cuyos servicios 
utiliza. También lo es el propietario de un bosque en el que 
hace una tala de árboles, en tanto que escoge los obreros, 
les da instrucciones y los vigila. En cambio opinan que no 
es patrono el propietario de una casa que necesitando repa- 
rar su techumbre, y extraño á la obra del jornalero que ocu- 
pa en este trabajo, sin exigirle otra cosa que el fiel y pronto 
cumplimiento de su cometido, le deja en completa libertad 
de iniciativa y ejercicio. 

Infiérese de todo que la cualidad de patrono, para los in- 
dicados, como para otros muchos autores, que podrían ci- 
tarse, radica principalmente en la facultad de dirección, en 
el elemento técnico directivo de la empresa. Obsérvese co- 
mo en los ejemplos apuntados aparece que el propietario, es 
decir, aquel que en definitiva se reserva las utilidades líqui- 
das de la empresa y que para ello ha de soportar todos los 
gastos de la misma, solo conserva la cualidad de patrono 
cuando dirige por sí mismo la explotación, de donde parece 
que ha de inferirse que allí donde el propietario se despren- 
de de las facultades directivas encomendándoselas á otro, Ó 
allí donde, como sucede con frecuencia, el obrero no nece- 
sita dirección extraña porque su pericia es suficiente para 
llevar á cabo la obra contratada, siendo por tanto el mismo 
director y ejecutor á la vez; en uno y otro caso el propieta- 
rio despojado de la cualidad de patrono se hallará libre de 
las responsabilidades á que dá lugar, no obstante lo cual 
como tal propietario disfrutará de los beneficios que resul- 
ten al final del ejercicio. 

Por lo general los textos de la legislación industrial ex- 
tranjera no se aplicaron á depurar el tecnicismo,—cosa tan 
conveniente para resolver con acierto la cuestión que nos 
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ocupa,—y empleando indistintamente las palabras eimpresa- 
rio, jefe de la empresa, director, propietario de la obra, 
etcétera, etcétera, no dan á conocer con la claridad desea- 
ble el concepto que tienen de la cualidad de patrono, dando 
lugar con ello á frecuentes dificultades en la aplicación de 
las leyes. 

Y precisamente, las que regulan la responsabilidad de- 
rivada de los accidentes del trabajo son aquellas en que más 
sensible resulta esta laguna, por cuanto es la cualidad de 
patrono aquella en que todas ellas hacen radicar la men- 
cionada responsabilidad, por lo que la falta de precisión en 
cuanto al significado de este término puede, por lo mismo, 
dar lugar á frecuentes litigios que una perfecta definición 
legal evitaría. 

Hay excepciones: Así por ejemplo, el art. 5.* de la ley fe- 
deral suiza de 1877, sobre el trabajo en las fábricas, asig- 
na dicha responsabilidad al propretario, con lo cual viene 
á establecer un criterio claro y preciso de solución al pro- 
blema que, venimos examinando, y aun con mayor exactitud 
técnica el art. 1. de nuestra ley de 30 de Enero de 1900 y el 
de igual número del Reglamento para su aplicación empie- 
zan por definir en términos categóricos la cualidad de pa- 
trono. 

Discurriendo en el terreno de los principios económicos, 
es indudable que todos los elementos personales en que he- 
mos visto puede descomponerse el concepto de una empre- 
sa de producción, es la personalidad del propietario,—por 
lo mismo que es.la única ¿nalienable, la única que no admi- 
te delegación y aquella en que se personifica la finalidad de 
la empresa misma,—la que, por todos estos motivos, debe 
asumir el carácter de patrono ó representar la expresión 
irreductible del significado técnico de esta palabra. 

Patrono y obrero son los dos elementos esenciales de la 
empresa de producción, ligados por un vínculo contractual. 
Pues la representación unitaria del primero en cuanto tal 
patrono, cuando la dirección, administración y vigilancia 
de la empresa y de sus trabajos particulares se distribuyen 
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entre varios sujetos, no debe buscarse en estos últimos, si 
al mismo tiempo no forman parte integrante como socios, 
por ejemplo, de la personalidad á quien se atribuyen los be- 
neficios y de cuya cuenta corren los gastos de la producción. 
No ha de buscarse aquella representación en ellos si obran 
por delegación del propietario; sino que este último, va ad- 
ministre ó dirija por sí mismo, ya encargue la dirección y 
administracción á otras personas, es quien ostenta aquella 
cualidad, quien, después de soportar todos los riegos, perci- 
birá los beneficios líquidos ó sufrirá las pérdidas, quien, en 
una palabra, merecerá llevar el propio nombre de patrono. 

De lo contrario resultaría con frecuencia que hallándose 
los riesgos, y entre ellos los de los accidentes desgraciados, 
atribuídos por todas las leyes al patrono; si por éste se en- 
tiende simplemente el director técnico ú otro cualquier re- 
presentante del propietario en las diferentes funciones de la 
producción, habrá de darse el caso de que la persona que 
por una retribución fija y prestablecida, con independencia 
del éxito de la empresa, presta su trabajo intelectual, para 
conducirla al más próspero resultado, vendrá á responder 
de una eventualidad ruinosa, sin compensación alguna en el 
caso de que su ciencia y su pericia logren evitarla, puesto 
que, no teniendo participación de los beneficios líquidos, se- 
ría, en tal caso, un factor de seguridades, en este sentido, 
para el propietario, cuyo lucro vendría á aumentarse en per- 
juicio de su representante. 

No significa esto que este último deba considerarse exen- 
to de toda responsabilidad, pues en tal caso su gestión se 
hallaría por completo desprovista de garantías. No cierta- 
mente: el director técnico de una empresa que asume la re- 
presentación del propietario, en este aspecto, Óó sea en sus 
funciones directivas, desde el momento en que ofrece sus 
cualidades personales, su pericia, su atención, su vigilancia 
y todos sus conocimientos en el ramo al servicio de aquella, 
y que por tal servicio recibe una retribución, responde ne- 
cesariamente al propietario de la exactitud en el cumpli- 
miento de todas estas obligaciones, siendo inexcusable de 
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todo punto su impericia y su ignorancia profesionales, y de- 
biendo indemnizar en justicia al propietario mismo de todos 
los perjuicios que por tales causas le ocasione. 

Pero no es esta precisamente la responsabilidad de que 
aquí se trata; no es la que se deriva de la naturaleza y exis- 
tencia de la empresa ó explotación en sí misma; no es aque- 
lla en virtud de la cual los beneficios y el capital comprome- 
tido deben sufrir una baja que representa los gastos por una 
parte, y por otra los riesgos, antes de ingresar en el bolsillo 
del propietario, con absoluta independencia del derecho de 
éste á repetir en todo ó en parte contra otras personas que 
directa ó indirectamente resulten causantes del accidente 6 
de la pérdida. 

La responsabilidad que aquí definimos es la imputable 
directamenteá quien, poniendo en ejercicio suactividad eco- 
nómica, reuniendo en un conjunto armónico los medios de 
producción—capital y trabajo propio, ó solamente aquel y 
fuerzas Ó trabajos de otraspersonas,--se propone la creación 
de utilidades y valores nuevos, para ponerlos en circulación 
Ó para consumirlos por sí mismo, beneficiándose en uno y 
otro caso por el resultado próspero, ó padeciendo por sí mis- 
mo el adverso, por cuanto libre y conscientemente se deter- 
minó á obrar en tal sentido, y no puede con tal intento lesio- 
nar los intereses de aquellos cuya capacidad mental ó cuyas 
fuerzas musculares utiliza en provecho propio. 

Exista ó no exista, por consiguiente, alguna responsabili- 
dad intermedia, este será en definitiva el verdadero respon- 
sable de todos los resultados de la empresa; y la personali- 
dad en quien se reunen estos caracteres, es sin duda alguna, 
la del propietario. o | 

En este sentido entendemos que contienen una perfecta 
definición los artículos primeros de nuestra Ley y Regla- 
mento; y que con ella se evita la confusión á que daba lugar 
la fórmula empleada por el Proyecto, según el cual, enten- 
díase por patrono, toda persona, razón social, compañía Ó 
entidad por cuva cuenta, bajo cuva dirección Ó por cuvo 
mandato 6 encargo se realizan trabajos: términos en los 


— 350 — 
que se daba una amplitud inconveniente al concepto de pa- 
trono, y que fueron muy prudentemente modificados en el 
sentido en que se expresa la Ley definitiva. 

Pero es preciso tener en cuenta, para considerar integra- 
da la noción legal, que el art. 1.” del Reglamento contiene 
en su segundo párrafo la disposición siguiente: “Estando 
contratada la ejecución ó explotación de la obra ó industria, 
se considera como patrono al contratista, subsistiendo siem- 
pre la responsabilidad subsidiaria del propietario de la obra 
Ó industria,. 

Esta disposición no puede ser más acertada. Respeta en 
toda su integridad el principio fundamental que atribuye la 
- cualidad de patrono al propietario; porque en el caso de que 
aquí se trata, el verdadero propietario del resultado del tra- 
bajo ó de la obra es el contratista. 

Véase cual es el mecanismo de esta relación. Para reali- 
zar un fin económico, para llevar á cabo una obra ó indus- 
tria de cualquiera especie se necesita que una personalidad 
individual ó colectiva privada ú oficial, —constituyéndose al 
efecto como empresa, ó teniendo una existencia anterior é 
independiente y una finalidad más extensa,—se proponga 
desarrollar aquella idea. Unas veces esta entidad se encuen- 
tra con aptitudes para comenzar y proseguir por si misma 
la realización de la obra proyectada, y al efecto reune por 
su espontánea iniciativa las fuerzas necesarias, contratando 
con los trabajadores que han de auxiliarle en su intento. Me- 
diante el salario con que les retribuye se apropia la obra de 
estos, utiliza el resultado de su esfuerzo, y en tal sentido es 
el propietario, no solamente del producto que en definitiva 
ha de resultar de aquel ejercicio, sino también del trabajo 
mismo como elemento integrante de la industria que explo- 
ta por sí. 

Otras veces, no teniendo aptitudes para el desempeño de 
este cometido la entidad que ha concebido el proyecto de la 
obra, busca una persona que las tenga y quiera emplearlas 
en beneficio suyo; y con ella contrata la ejecución, obligán- 
dose esta última á darle la obra completamente terminada, 
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el producto convenientemente preparado para el consumo 
Ó para la venta, á cambio de una prestación pecuniaria con 
que la primera ha de retribuir este servicio. En tal caso 
quien se encarga de reunir y poner en movimiento uniforme 
las fuerzas de trabajo es la persona que se ha comprometido 
á la ejecución de la obra ó explotación de la industria por 
cuenta de quien la ha ideado y necesita sus productos. 

Aquí se da también aquel doble sentido de la propiedad 
y significado de la palabra propietario, que en el primer 
supuesto hemos advertido; pero se dan encarnados en per- 
sonalidades distintas: la entidad que ha de reportar el bene- 
ficio definitivo, aprovechando el resultado de la obra, con- 
sumiendo ó comerciando con el producto que para ella se 
fabrica, es el propietario del producto mismo. Pero el cor- 
tratísta, es decir, aquella persona que se ha comprometido 
á la realización de la obra, es á su vez el propietario del 
trabajo, que retribuye, estableciendo y manteniendo rela- 
ción directa y constante con los obreros que él ha elegido 
para realizarlo. | 

Esta propiedad implica también un beneficio que repre- 
senta la diferencia entre los salarios que ha de satisfacer el 
contratista y el precio de la obra que debe recibir; y por lo 
tanto es justo que quien obtiene este beneficio soporte los 
riesgos inherentes á la relación en que se da. 

Y puede afirmarse que aquella entidad que en la ley se 
llama propietario por antonomasía, no es el responsable 
del riesgo profesional, sino en tanto que teniendo el concep- 
to de propietario, en uno y otro de los sentidos explicados, 
mantiene la relación directa con el trabajador, y lucra el 
beneficio del trabajo, además de utilizar el valor de la obra 
producida; puesto que lo que caracteriza al propietario, pa- 
ra los efectos de la ley de accidentes, es aquella relación di- 
recta con el trabajador, más bien que la que puede existir 
con la cosa ó producto del trabajo. 

El propietario, según los términos de la Ley, mantiene 
una y otra relación; el contratista, solamente la primera; 
más como hemos dicho que esta es la característica, y la 
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que se refiere á la cosa no es necesaria para integrar el con- 
cepto de propiedad y propietarío que venimos investigan” 
do, resulta con evidencia que el contratista es verdadera- 
mente responsable del riesgo profesional, no en calidad de 
representante del dueño de la cosa, sino por su misma cali- 
dad de contratista. 

Y en tal sentido hallamos otro motivo de justo encomio 
en la disposicion reglamentaria que examinamos, por cuan- 
to en el caso de estar contratada la ejecución, no impone la 
responsabilidad al contratista de una manera subsidiaria y 
accidental, sino que la define como propia y característica 
del mismo, siendo por el contrario la subsidiaria, en tal caso, 
la del propietario de la cosa, que habiendo, al fin y al cabo, 
de aprovecharse, aunque indirectamente, de las utilidades 
del trabajo, es justo que responda de sus riesgos, para no 
dejar desamparado al trabajador en el caso de insolvencia 
del principal responsable que es, como hemos dicho, el con- 
tratista. 

Una duda particular que asaltaba á todos los constructo- 
res de casas que confiaban á un arquitecto la dirección de 
los trabajos, dió lugar á una consulta planteada por la Liga 
- de propietarios de fincas urbanas de Alicante, y que la Jun- 
ta de reformas sociales ha resuelto con arreglo al espíritu 
de la Ley: ¿son patronos los arquitectos? 

Desde luego por el solo hecho de intervenir en la cons- 
trucción como tales arquitectos, no pueden considerarse pa- 
tronos, porque no son propietarios, en ninguno de los dos 
sentidos que hemos apuntado. Serían responsables con arre- 
glo al criterio de la jurisprudencia francesa de que hemos 
hablado, pero no conforme al espíritu de nuestra Ley. 

Resolvióse, pues, dicha duda en el sentido de que el ar- 
quitecto se considerara patrono, cuando tenga contratada 
la obra en los términos del art. 1. del Reglamento; pero en 
todo caso se le podrá exigir como técnico la responsabilidad 
penal á que se refiere el art. 17 de la Ley. 

El Estado, Diputaciones y Ayuntamientos son equipara- 
dos por el mismo art. 1. del Reglamento, de acuerdo con el 


O 
13 de la Ley, á los particulares, por razones obvias; y en su 
consecuencia, el art. 17 del R. D. de 7 de Diciembre de 1900 
determin« lógicamente la responsabilidad de los contratis- 
tas de obras públicas por los accidentes ocurridos en ellas. 

Analizando, entre los antecedentes de nuestra legisla” 
ción, el contenido del art. 1993 del Código Civil, hemos visto 
que la responsabilidad por culpa ó negligencia que se impo- 
ne al Estado procede solo “cuando obra por mediación de un 
agente especial, pero no cuando el daño fuera causado por 
el funcionario á quien propiamente corresponda la gestión 
practicada, . 

Ahora bién: esta disposición del Código ¿podrá tener al- 
guna influencia modificativa de lo dispuesto por la legisla- 
ción de accidentes, tanto en el art. 1.? del Reglamento, que 
considera al Estado como patrono, como en el 13 de la Ley, 
que somete á los preceptos de la misma al Estado en sus ar- 
senales, fábricas de armas y pólvora y demás establecimien- 
tos industriales que sostenga, lo mismo que á las Diputacio- 
nes y Ayuntamientos en dichas industrias y en las obras pú- 
blicas que ejecuten por administración? 

No, evidentemente. Para convencerse de ello basta aten- 
der al carácter y fines de una y otras disposiciones. Las del 
Código Civil están encaminadas á reparar las consecuencias 
de la culpa ó negligencia; y, sea cualquiera la crítica que 
merezca la regla mencionada del art. 1903, es evidentísimo 
que carece de aplicación cuando se trata de un aspecto com- 
pletamente nuevo y distinto de la responsabilidad, como su- 
cede en la que impone la ley de accidentes, que prescinde 
de toda culpa, y persigue al patrono de la empresa, no por- 
que haya faltado á sus deberes, sino por ser representante 
de la empresa misma, única responsable del daño producido. 
No; en los términos del art. 13 de la Ley, el Estado, las Di- 
putaciones y los Ayuntamientos, responderán directamente 
cuando tengan el concepto de patronos, cualquiera que sea 
el agente de que se valgan. 

Finalmente, según el art. 1.” del Reglamento de 26 de 
Marzo de 1902, para la aplicación de la ley de Accidentes al 
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ramo de Guerra: “Se entiende por patrono el Estado repre- 
sentado por el jefe de la dependencia á cuyo cargo esté el 
trabajo en el cual el accidente se produzca, . Y el art. 5.” del 
mismo Reglamento, confirmando la cualidad de patrono en 
el contratista, agrega como especial disposición, que los del 
ramo de Guerra deberán prestar fianza suficiente para ga- 
rantir el pago de las indemnizaciones por accidentes, á no 
ser que justifiquen haber asegurado á los empleados, con lo 
cual el Estado salva su responsabilidad subsidiaria, en igual 
forma que entendemos puede salvarla cualquier propietario 
particular que entrega la ejecución de una obra ó industria 
á un contratista. 


TO OOO O UU NA NS 





CAPITULO VII 


SISTEMA DE RESPONSABILIDADES 
ESTABLECIDO POR LA LEY 
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ASISTENCIA .—INDEMNIZACIÓN 
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La responsabilidad del patrono, según nuestra legisla- 
ción de accidentes, comprende dos extremos: la asistencia 
médico-farmaceútica y la indemnización al obrero ó á su fa- 
milia en caso de muerte de aquel. 


$ 1 
ASISTENCIA 


La prioridad cronológica de la asistencia se halla deter- 
minada por los artículos 5.” y 6.” del Reglamento: y así no 
podía menos de suceder, porque lo más urgente y que se im- 
pone por estímulos de humanidad, con independencia de 
cualquier otro derecho que más tarde pueda declararse en 
favor del lesionado, es acudir con aquellos primeros auxilios 
sanitarios sin los que peligraría la vida del trabajador aban- 
donado á sus fuerzas y escasos recursos. 


A 

Comprende la asistencia los auxilios médicos y farma- 
céuticos necesarios para la curación. 

El patrono, como responsable de estos gastos, es quien 
tiene la facultad de designar los facultativos; pero, por lo 
que se refiere á los primeros momentos, se impone acudir á 
los más próximos, según el art. 6.” del Reglamento. 

La asistencia deberá prestarse hasta que el obrero se ha- 
lle en condiciones de volver al trabajo, ó por dictamen fa- 
cultativo se declare una incapacidad permanente y absoluta 
para todo trabajo, ó una incapacidad parcial, aunque perma- 
nente, para aquella profesión ó especialidad del trabajo á 
que se hallaba consagrada la víctima; porque el carácter de 
permanencia en uno y otro caso implica la innecesidad de 
la continuación de esta clase de auxilios. No obstante, según 
el art. 4.? de la Ley, no es suficiente para este efecto la de- 
claración de ser permanente la incapacidad, sino que ha de 
extenderse al extremo de que 20 requiera la referida asis- 
tencia. 

Estas últimas palabras de la Ley implican que la asis- 
tencia habrá de ser perpétua ó de duración indefinida en 
aquellos casos en que, aun declarada una incapacidad per- 
manente, por ser incurable la lesión ó alguno de sus efectos, 
subsiste sin embargo la necesidad de continuar un trata- 
miento médico, para evitar que el abandono de la dolencia 
ocasione complicaciones que pueden preeverse, ó conduzca 
á una lenta, pero constante, agravación que acabe con la vi- 
da del obrero. 

Por el peligro permanente que ofrece el trabajo en las 
minas, á la vez que por la distancia á que suelen hallarse de 
las poblaciones los centros de este género de industria, era 
necesario que esta obligación de asistencia facultativa se 
concretase en determinadas medidas de precaución, á fin de 
que dicha distancia no hiciese imposible en muchas ocasio- 
nes atender al remedio urgentísimo que, no aplicado en los 
primeros momentos, puede resultar desgraciadamente inú- 
til. Por eso los artículos 27 y 28 del Reglamento de policía 
minera de 11 de Julio de 18097 determinan con mayor exten- 
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sión este deber del patrono, pues este, no solo se halla obli- 
gado á la asistencia en el sentido de la ley de accidentes, 
sino que además, según aquellos artículos, cada mina ó gru- 
po de minas debe contar para su servicio sanitario con un 
médico, estar provista de un botiquín y tener una habita- 
ción convenientemente acondicionada para la curación de 
los heridos, cuando su estado no consienta su traslación á 
otro punto. 

Por lo demás, en los artículos 16 al 23 del Reglamento pa- 
ra la ejecución de la ley de accidentes, se contienen disposi- 
ciones minuciosas acerca de la designación de los facultati- 
vos por el patrono, certificaciones que aquellos deben librar, 
modo de resolver los casos de disconformidad entre el con- 
tenido de estas certificaciones y las pretensiones del obrero, 
y otros extremos de la misma índole reglamentaria, que, por 
el carácter meramente doctrinal y noexegético de esta obra, 
nos consideramos dispensados de reproducir aquí, remitien- 
do al lector al Apéndice para su detallado conocimiento. 


S II 
INDEMNIZACIÓN 


Procede en dos casos que se rigen por diferentes disposi- 
ciones, á saber: en el de incapacidad y en el de muerte del 
obrero. 

a) CASO DE INCAPACIDAD. Esta, según la Ley, es de tres 
clases: incapacidad temporal, incapacidad permanente y 
absoluta € incapacidad permanente pero parcial. 

En los tres casos hácese preciso determinar el momento 
en que empieza la obligación del patrono. Nuestra ley le se- 
ñala para el caso de incapacidad temporal, estableciendo 
que la indemnización ha de pagarse desde el día en que tu- 
vo lugar el accidente, debiendo inferirse de esta dicción le- 
gal que está incluido el mismo día del percance. Por otra 
parte la disposición del art. 4.” que dice: “las indemnizacio- 
nes por incapacidad permanente son independientes de las 
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determinadas para el caso de incapacidad temporal,,, dá á 
entender que esta última procede desde luego y en todo caso, 
á partir del momento del accidente, hasta que se declare 
aquella; porque la incapacidad permanente es imposible de- 
terminarla desde el primer instante en que se recibe la le- 
sión; y si no se observara este criterio, estaría en suspenso 
el derecho del obrero hasta que por los datos facultativos pu- 
diera fijarse el carácter dela incapacidad. De suerte que, se- 
gún ambas disposiciones combinadas, no podrá faltar al 
obrero el recurso de la indemnización á partir del mismo día 
en que ocurra el percance que le separe del trabajo. 

Esta regla contrasta con la del art. 3.* de la ley france- 
sa, según la cual, para que proceda la indemnización es pre- 
ciso que la incapacidad haya durado más de cuatro días, y 
el derecho á la primera empieza á contarse desde el quinto. 

¿Cuál será el motivo de esta disposición, y por consi- 
guiente, con qué criterio hemos de juzgar la de nuestra ley? 
Durante la discusión de la francesa en la Cámara de Dipu- 
tados, M. Ricard expuso, aunque no con la suficiente clari- 
dad, aquel motivo. “No es posible, decía, establecer en el 
texto que la pensión haya de pagarse á partir del acciden- 
te, porque en este momento se ignora si la víctima habrá de 
contraer ó nó una incapacidad permanente para el trabajo. 
Es preciso, ante todo, cuidar á la víctima y sanarla si es po- 
sible. Las disposiciones de la Ley tienen un carácter formal. 
La víctima debe recibir los cuidados médicos y farmaceúti- 
cos y en esta forma recibirá el jornal durante el curso de la 
enfermedad. Solo desde que existe certeza de que el obrero 
no puede ser curado y le queda una incapacidad permanen- 
te, se abre para el mismo el derecho á la pensión. Entonces 
se coloca bajo otro régimen diferente de aquel á que se ha- 
llaba sometido durante el curso en la enfermedad, .. 

Esta argumentación, como se vé, deja fuera el caso de in- 
capacidad temporal, que es precisamente el que da origen 
al problema, porque, por lo general, en los cinco primeros 
días no es posible, aunque después continue por mucho tiem- 
po el curso de la enfermedad, precisar si ha de traer como 
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consecuencia una incapacidad perpétua, debiendo, hasta que 
esto se haga, regirse por lo dispuesto para la temporal; y 
como en todo caso la ley francesa concede el derecho desde 
el quinto día, es visto que el argumento de M. Ricard care- 
ce de la necesaria precisión. 

Tampoco puede decirse, en vista de lo dispuesto por el 
art. 4.” de la ley francesa, que aquella restricción que esta- 
blece el 3.” obedezca á incompatibilidad entre el derecho de 
asistencia facultativa y el de pensión, de suerte que solo 
proceda uno de los dos; porque los gastos médicos y farma- 
céuticos se imponen al patrono sin limitación alguna. 

Por lo cual es de creer que la mencionada restricción, en 
cuanto al punto de partida de la renta, obedece á una pre- 
sunción legal establecida para completar el concepto de la 
incapacidad en general, en el sentido de que, según la ley 
francesa, será requisito indispensable para que se declare 
incapacitado al obrero para el trabajo, á los efectos del de- 
recho á la indemnización, que la enfermedad contraida por 
efecto del accidente dure más de cuatro días, porque se en- 
tiende que dentro de este periodo no hay propiamente ¿xca- 
pacidad, sino una cesación de hecho, forzosa y pasajera, 
que no hace perder la aptitud habitual 6 capacidad para 
el trabajo y que, por lo tanto, no merece aquel nombre, que 
implica un estado de ¿neptitud más ó menos prolongado. 

Nuestra ley no ha creido conviente entrar en esta clase 
de distinciones, y prescindiendo de la mayor ó menor propie- 
dad léxica con que se llama ¿incapacidad al resultado de una 
lesión que se cura en el espacio de pocos días, concede á la 
víctima el derecho á la pensión desde el día en que tuvo lu- 
gar el accidente hasta el en que se halle en condiciones de 
volver al trabajo. 

Alguna duda, no obstante, puede ocasionar en este punto 
la dicción del art. 7.” del Reglamento, por cuanto emplea las 
siguientes palabras: “todo accidente, desde que se produzca 
constituyendo incapacidad para el trabajo, obliga al pa- 
trono, etc., pareciendo significar, con las que ván subraya- 
das, que es una condición para que el accidente origine las 
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responsabilidades patronales, no solo que se produzca, sino 
que constituya ó sea causa de una ¿mcapacidad, 6 lo que es 
igual, que no es bastante el hecho de la lesión característi- 
ca del accidente mismo, sino que se necesita la concurren- 
cia de una y otra nota: lesión € incapacidad, constituida es- 
ta por aquella. 

Sin embargo, no podemos dar á la expresión de un pre- 
cepto reglamentario un alcance que altere el contenido de 
la disposición terminante de la ley; y por ello nos atenemos 
al criterio de interpretación antes establecido, porque las 
palabras “desde el día en que tuvo lugar el accidente, que 
emplea el art. 4.2 de dicha Ley, no dejan lugar á vacilación 
alguna. 

Veamos ahora cual es la materia y la forma de la indem- 
nización en cada una de las tres clases de incapacidades. 

1.2 INCAPACIDAD TEMPORAL. Da lugar al abono de la mi- 
tad del jornal diario desde el día del accidente hasta que el 
obrero se halle en condiciones de volver al trabajo. No se 
necesita, pues, la vuelta efectiva, sino la aptitud para vol- 
ver á emprender las faenas. El dictámen facultativo deter- 
minará esta aptitud. 

Según esto, el concepto de incapacidad temporal implica: 
ría una duración indefinida que se extiende desde el momen- 
to de la lesión hasta el de la curación ó la declaración de 
incapacidad permanente. Esto pudiera dar lugar á perjui- 
cios, principalmente para el patrono, en el caso de que no 
considerase el facultativo llegado el momento de poder de- 
clarar la permanencia de la incapacidad en un periodo de 
tiempo muy prolongado, con lo cual vendría obligado el pa- 
trono á satisfacer, acaso durante largos años, una pensión 
que, dentro del espíritu de la Ley, está establecida con ca- 
rácter pasajero, agravándose más el perjuicio si, al cabo de 
un prolongadísimo periodo, se declaraba, por fin, la perma- 
nencia de la incapacidad, con el deber consiguiente para el 
patrono de agregar la indemnización característica de esta 
última al importe de las pensiones satisfechas en tantos años 
de incapacidad temporal; razones por las cuales el párrafo 
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2.” de la regla 1.* del art. 4. de la Ley establece la limita- 
ción de un año al concepto de incapacidad temporal, dispo- 
niendo que si, transcurrido este, no hubiese cesado, se regi- 
rá la indemnización por lo establecido para la incapacidad 
perpétua. | 

Por lo demás, el art. 7. del Reglamento no deja lugar 
á duda de que, entre tanto que transcurre el año ó que se 
declare la incapacidad permanente, si se hace antes de este 
periodo, la víctima tendrá derecho, en todo accidente, á la 
mitad de su jornal diario, desde que dicho accidente se pro- 
duzca, cualquiera que sea su extensión y su gravedad. 

2.2 INCAPACIDAD PERMANENTE Y ABSOLUTA. Dentro de es- 
ta categoría hay, según la regla 2.* del art. 4. de la Ley, dos 
variedades: Incapacidad absoluta y permanente para todo 
trabajo, é incapacidad absoluta y permanente para la pro- 
fesión habitual, pero sin impedir al obrero dedicarse á otro 
género de trabajo. 

La primera da lugar á una indemnización igual al sala- 
rio de dos años; la segunda al que corresponde por diez y 
ocho meses. 

Estas dos clases de incapacidad, si bien son conocidas en 
la Ley bajo el mismo nombre, mantienen, no obstante, entre 
sí profundas diferencias, que bien justificaban una separa- 
ción en la técnica legal, para que sus conceptos resultasen 
mas claramente definidos. Por de pronto, échase de ver la 
escasa propiedad de la palabra absoluta, aplicada, como lo 
está en el art. 4.%, á la incapacidad que solamente se refiere 
á la profesión habitual; si bien el núm. 2 del art. 24 del Re- 
glamento,— acusando una evidente falta de fijeza y armonía 
en el criterio del legislador, —considera estas últimas como 
incapacidades parciales, pareciendo comprender en esta 
noción genérica, lo mismo las aludidas en el último inciso de 
la regla 2.*? del art. 4.* de la ley que las á que se refiere la re- 
gla 3.* del mismo artículo: confusión que revela una de las 
más flagrantes imperfecciones técnicas de nuestra legisla- 
ción, y que puede ser ocasionada á graves dudas y conflic- 
tos en la aplicación práctica. 
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Del mismo modo se nota la falta de criterio equitativo en 
el caso de que el obrero afecto á esta clase de incapacidad 
encontrase inmediatamente trabajo y salario suficientemen- 
te remunerador en otra profesión ó industria distinta de la 
habitual, y para cuyas operaciones hubiera quedado plena- 
mente capacitado. En este caso, tal vez resulta excesiva la 
indemnización acordada por la Ley, sin tener en cuenta la 
verdadera extensión del perjuicio efectivo del obrero. 

Por lo demás, con respecto á la verdadera y propia inca- 
pacidad absoluta y permanente, que es aquella que priva 
definitivamente á la víctima de toda facultad para el traba- 
jo, ofrécense algunas cuestiones de importancia, que por no 
hallarse previstas en la Ley, habrán de ser objeto de contro- 
versia judicial y de pedir soluciones á la jurisprudencia. 

El obrero que se halla en este caso pierde por ello todo 
su valor económico y social, sin que al mismo tiempo se de- 
poje de su finalidad personal y, por lo mismo, del derecho á 
los medios de subsistencia: es un verdadero náufrago de la 
tempestad humana, un hombre que, ni para sí mismo, ni pa- 
ra su familia puede ya en lo sucesivo allegar recursos con 
su salario. 

La Ley ni el Reglamento no mencionan específicamente 
las enfermedades ó lesiones que deben ser incluidas en esta 
categoría, como originarias de incapacidad absoluta y per- 
manente para toda clase de trabajos. Tan solo en el número 
1.” del art. 24 del Reglamento se expresa su noción genérica, 
que nada explica; pues en él se pretende dar una definición, 
y no se hace otra cosa que repetir el mismo vago concepto 
que se contiene en el último inciso de la regla 2.* del artícu- 
lo 4. de la Ley, que lejos de ser explicado y aclarado, se 
confunde y oscurece más y más, como hemos dicho hace 
poco, criticando á su vez la definición que se contiene en la 
regla 2.* del mismo art. 24. 

Por lo demás, según se desprende del contenido del artí- 
culo 18 del Reglamento, á falta de un criterio legal presta- 
blecido para la calificación de las diferentes clases deincapa- 
cidad, el resultado de las certificaciones facultativas ha de 
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ser, en cada caso, la norma á que habrán de atenerse los tri- 
bunales en dicha calificación, erigiéndose, de este modo, el 
informe pericial en único sustitutivo del silencio de la lev en 
este punto; y siendo, por tanto, obligación del facultativo 
incluir en su dictamen, no solo la apreciación de la enferme- 
dad en los extrictos términos de su técnica profesional, sino 
también la expresión de su criterio en lo referente á las con- 
secuencias de lá misma en orden á la capacidad del lesiona- 
do para el trabajo, conforme á los términos de la ley de acci- 
dentes. 

La adopción de este sistema legislativo no implica que el 
mismo sea considerado como indiscutible en la esfera de la 
doctrina ni en la de los trabajos parlamentarios preparato- 
rios de las legislaciones de accidentes. Los proyectos vota- 
dos por la Cámara francesa en 1888 y 1893 contenían la enu- 
meración de las enfermedades que implican incapacidad ab- 
soluta para el trabajo. Estaban allí incluidas: la ceguera, 
la pérdida completa de la razón ó del uso de los dos brazos 
y toda enfermedad incurable que constituía á la víctima en 
imposibilidad de trabajar. Pero esta clasificación fué recha- 
zada por el Senado, porque, después de precisar exactamen- 
te las tres primeras de las indicadas enfermedades, se veia 
obligada á admitir el último grupo, en que aparece de nuevo 
la necesidad de la apreciación judicial para saber si la en- 
fermedad incurable incapacita ó nó de hecho y de una ma- 
nera absoluta para el ejercicio del trabajo, con lo cual des- 
aparece el criterio legal de fijeza y tasación predetermina- 
da, que con tal sistema se pretendía establecer. 

Las compañías de seguros por accidentes del trabajo han 
manifestado también un criterio especial en este punto, 
atentas á su interés de restringir lo más posible el concepto 
- de la incapacidad absoluta. Para ellas, según el testimonio 
de notables escritores extranjeros, solamente ha merecido 
aquel concepto, por lo general, la pérdida de la vista y la de 
los dos brazos. Pero diferentes sentencias de los tribunales, 
tales como las notabilísimas que se registran de los de Di- 
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jon, Grenoble y Lyon (1) extendieron considerablemente el 
concepto de la incapacidad absoluta comprendiendo en ella 
la pérdida del brazo derecho, la del dedo pulgar de la mis- 
ma mano y otras semejantes. 

En cuanto al sistema de indemnización correspondiente 
á esta clase de incapacidades, es de notar que nuestra Ley 
la fija de una manera absoluta en un tanto alzado y propor- 
cionalal salario, que la víctima habrá de percibir por una so- 
la vez, quedando, mediante su pago, desligado el patrono de 
todo ulterior compromiso; en tanto que algunaslegislaciones 
extranjeras, como la francesa, establecen para estos casos 
una pensión: sistema que parece más adecuado al carácter 
permanente de la incapacidad, principalmente cuando esta 
es absoluta y para toda clase de trabajos, que impedirá en 
lo sucesivo toda actividad productora con cuyo ejercicio 
pueda el obrero atender á la subsistencia suya y de su fami- 
lia, siendo, por otra parte, sumámente exígua, é insuficiente 
para constituir un origen de renta sin trabajo á su favor, la 
suma equivalente al salario de dos años, que es, en las ex- 
presadas circunstancias, todo el beneficio que acuerda nues- 
tra ley en favor del obrero. 

3.2 INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL. Á primera vista 
parece confundirse esta clase de incapacidad con la segunda 
de las variedades indicadas en el número anterior; pero bas- 
ta un ligero examen para distinguirlas perfectamente. Una 
y otra se concretan á la profesión habitual de la víctima, 
con relación á la cual cabe distinguir aquella ineptitud ab- 
soluta, que impide al obrero volver jamás á ocuparse de 
aquel género de trabajos, —como sucede, por ejemplo, con 
los que se ejecutan mediante un sentido corporal cuando es- 
te se pierde,—de otra relativa y limitada que, si impide 
continuar el ejercicio de la profesión habitual en toda su ex- 
tensión, consiente ejercer una parte 6 función determinada 
del mismo. 


(1) Citados por Loubat. Traite sur le risque professionnel, pag. 206. 
Las fechas respectivas son: 25 de Marzo de 1582, 20 de Noviembre de 
1809 y 17 de Febrero de 1886. 
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La importancia que tiene esta distinción, para los efectos 
de la ley de accidentes, consiste en que pueda subsistir ó nó 
la relación personal del obrero con el mismo patrono. En 
el caso de incapacidad absoluta para la profesión habitual, 
aunque el obrero se dedique á otro género de trabajos, se 
extingue aquella relación, debiendo establecerse otra distin- 
ta con diferente patrono—el que lo sea de la nueva industria 
en que entra á trabajar el obrero;—mientras que en el de in- 
capacidad relativa, dentro de la profesión, puede subsistir 
la relación personal con el patrono primitivo, aunque el 
obrero se destine á distinto departamento de la empresa en 
que recibió la lesión. 

Por esto mismo el género de indemnización que corres- 
ponde á esta última clase de incapacidades autoriza al pa- 
trono para optar entre destinar al obrero con igual remune- 
ración á otro trabajo compatible con su estado ó satisfacerle 
un año de salario. 

Con referencia á esta doctrina hay una gran imperfec- 
ción en el art. 24 del Reglamento, y un notorio desacuerdo 
entre la clasificación que allí se establece, y la que hemos 
expuesto, como derivada de las disposiciones de la Ley; 
censura esta, tanto más justificada, cuanto que una disposi- 
ción reglamentaria de esta índole no puede tener otro al- 
cance que el de aclarar las reglas de la Ley, máxime cuan- 
do aquella se concreta en verdaderas definiciones, como las 
que se contienen en el expresado art. 24. 

En efecto: este no distingue más que dos términos en la 
clasificación: incapacidades absolutas € incapacidades par- 
ciales, pareciendo comprender en los términos de la defini- 
ción de estas últimas, tanto la verdadera incapacidad par- 
cial de la regla 3.* art. 4. de la Ley, como aquella que, 
según el espíritu de la Ley misma, hemos visto que debe de- 
nominarse incapacidad absoluta para la profesión ha- 
bitual. : 

Por lo demás este art. 24 del Reglamento viene á consi- 
derar como disposiciones en cierto modo transitorias las que 
determinan el criterio doctrinal de estas clasificaciones; por- 
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que, según él, las definicionesque contiene regirán entretan- 
to que el Gobierno, en vista de la experiencia resultante de 
las aplicaciones de la Ley, acuerda, como queda facultado 
por este artículo, hacer un estudio minucioso para redactar 
un cuadro ó Reglamento de incapacidades para el trabajo. 

La forma de la reparación que la Ley acuerda en favor 
del obrero, en caso de incapacidad parcial, puede ocasionar 
algunas dudas no livianas, cuando el patrono optare por em- 
plear al obrero con igual remuneración en otro trabajo com- 
patible con su estado. 

Cuando la incapacidad parcial del obrero sea de tal im- 
- portancia que el trabajo á que, después de la lesión, pueda 
consagrarse, sea notoriamente de una gran inferioridad en 
cuanto á su valor económico, ¿no resulta excesivamente gra- 
vosa para el patrono la remuneración ¿gual que la Ley le 
impone? Se dirá que en este caso subsiste el derecho de op- 
tar por la indemnización de un año de salario, quedando li- 
bre el patrono de aquella carga; pero, tal vez, en algún ac- 
cidente no será esta solución la más adecuada á las buenas 
intenciones del patrono que conociendo, por ejemplo, la si- 
tuación en que queda el obrero joven, con muchos años de 
vida posible, y sin embargo, inutilizado para trabajos de im- 
portancia, no quiera abandonarle, poniendo en sus manos la 
escasa suma que, para tal situación, puede representar un 
año de salario, sino que estime preferible para sus fines ca- 
ritativos continuar abonándole un salario proporcionado al 
valor de su trabajo, en atención además á las grandísimas 
dificultades que, en tales circunstancias, tendría para encon- 
trar en otra parte una ocupación permanente con que subve- 
nir á sus modestas necesidades. En casos como este, el dere- 
cho de opción que la Ley concede el patrono no resuelve el 
conflicto en que este se encuentra, solicitado, de una parte, 
por el legítimo deseo de no abandonar á la víctima del in- 
fortunio á las escasísimas fuerzas que le restan, y de otra, 
por el fin, no menos legítimo, de no perjudicar los intereses 
económicos de la empresa. 

Otra de las cuestiones á que hemos aludido es la de sa- 
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ber si el patrono podría despedir al obrero cuando, en caso 
de incapacidad parcial, haya optado por destinarle á otro 
trabajo compatible con su estado. Esta circunstancia coloca 
á patrono y obrero en una situación especialísima, porque 
aquí la colocación del segundo no es resultado de un con- 
trato libremente estipulado, sino una obligación legal del 
patrono, tan perpétua como el derecho de alimentos, al que 
viene á representar en cierto modo. 

Háse dicho que en esta hipótesis necesita el patrono acre- 
ditar justa causa para la despedida del obrero, y que solo 
por tal razón podrá cesár el deber que la Ley le impone 
cuando haya optado por esta forma de indemnización. 

Pero es tan delicado el asunto, que ni aun puede consi- 
derarse criterio suficiente este de la Justa causa, que si es 
verdad que en general se considera con fuerza para extin- 
guir un vínculo jurídico, también es cierto que debe acomo- 
darse su concepto á la naturaleza especial de cada uno de 
ellos; pudiendo una misma causa ser Justa, y por.tanto sufi- 
ciente, para destruir los efectos de una relación, y no serlo 
para otra. A falta de otro criterio de asimilación más ade- 
cuado, creemos que procederá aplicar el núm. 5.* del artícu- 
lo 152 del Código Civil, que hace cesar la obligación de ali- 
mentos, cuando el obligado á darlos sea un ascendiente del 
alimentista y la necesidad de este provenga de mala con- 
ducta á falta de aplicación para el trabajo, mientras sub- 
'- sista esta causa. l 

No deja de tener gran importancia esta cuestión, porque 
puede llevar consigo graves complicaciones. No sería de tal 
transcendencia, si la regla 3.* del art. 4.” de la Ley, en que 
se comprende el derecho de opción del patrono, se hubiera 
completado en el sentido de que aquel que hubiese optado 
por destinar al obrero á otro trabajo, pudiera en cualquier 
época cambiar de parecer y despedirle satisfaciéndole la in- 
demnización que constituye el otro término de su derecho 
de opción. Aun en este caso se hacía preciso determinar si 
el patrono tenía ó nó derecho á deducir de esta última el im- 
porte de los salarios que hubiere abonado al obrero por el 
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trabajo que, después del accidente, le había confiado, ó si la 
justa causa para su cambio de actitud con relación al obre- 
ro habría de influir ó nó en el importe líquido de la indem- 
nización. 

Pero tal como en la cualidad hállase redactada dicha 
regla, si se admite la posibilidad de despedir al obrero en 
cualquiertiempo, aunque seapor justa causa, cabe en la pre- 
visora malicia del patrono optar por esta torma de repara- 
ción, con el fin de pretestar, antes de que haya transcurrido 
el año, la justa causa que le autorizaría para la despedida 
del obrero, lucrándose deeste modo el resto del salario anual 
que no se hallaría obligado á dar, por haber optado por la 
primera de las formas que se contienen en la regla, con to- 
das sus consecuencias. 

Todas las anteriores consideraciones reclaman imperio- 
samente una aclaración á la regla mencionada, para preve- 
nir esta série de complicaciones. 

Finalmente, puede sobrevenir otra situación en que la 
“aplicación de la regla 3.* del art. 4. de la Ley, que venimos 
examinando, presente dificultades verdaderamente insolu- 
bles, siempre que el patrono optare por la primera de las 
dos formas de indemnizar que en la misma regla se con- 
tienen. 

Nos referimos al caso en que la industria en que haya te- 
nido lugar el accidente sea una de las muchas que se ejer- 
cen con carácter transitorio y duración limitada, y no con 
la estabilidad y permanencia que suele distinguir al mayor 
número. Trátase, por ejemplo, de una construcción cual- 
quiera que se verifica por contrata ó de una obra ejecutada 
por precio alzado. En ellas, el empresario, el contratista 
pierde el carácter de tal, una vez que ha entregado la obra 
concluida; no hay continuidad en el ejercicio de la industria; 
esta se extingue por completo, sin quedar términos hábiles 
para que el patrono pueda cumplir indefinidamente su com- 
promiso de destinar al obrero con igual remuneración á otro 
trabajo compatible con su estado. 

¿Qué solución cabe dar á esta dificultad? Para nosotros 
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no cabe duda; el patrono en este caso pierde el derecho de 
opción, por imposibilidad absoluta de cumplir una de las obli- 
gaciones alternativas, quedando por' consiguiente obligado 
á satisfacer á la víctima la indemnización equivalente al 
año de salario: único extremo de la regla que tiene posible 
cumplimiento. Es de perfecta aplicación al caso la regla del 
artículo 1.134 del Código Civil (1). | 

b) (CASO DE MUERTE DEL OBRERO. También la muerte del 
obrero á consecuencia de un accidente del trabajo da lugar 
á dos clases de obligaciones para el patrono: sufragar los 
gastos funerarios € indemnizar á los herederos. 

Respecto de la primera, que no estaba comprendida en 
el Proyecto de Ley, fué introducida como un inciso del ar- 
tículo 5.” y tiene por límite máximo la cantidad de cien pe- 
setas. | | 

La segunda requiere más particular estudio. 

Ante todo conviene observar que, si bien hemos hablado 
de herederos, para reducir á una fórmula breve el dictado 
que comprende toda la série de disposiciones referentes al 
caso; no es precisamente el concepto técnico de herederos * 
en el sentido del Derecho Civil el que califica á las perso- 
nas beneficiadas por estas disposiciones. 

Por de pronto está excluída con muy buen acuerdo toda 


(1) Siendo tan sencilla y óbvia esta solución, entendemos que no 
era preciso acudir á prolijos razonamientos para fundamentarla, bus- 
cando criterios de analogía, que huelgan ante una disposición tan ter- 
minante del Código, como la que citamos en el texto. Decimos esto á 
propósito de la doctrina sustentada por un ilustrado escritor, (Sr. Beja- 
rano Lozano: Un caso dudoso sobre Accidentes del Trabajo, en la Re- 
vista de Legislación universal y de jurisprudencia española número 
de 30 de Enero de 1903); quien acude, para solucionar el conflicto, al cri- 
terio sustentado por el Tribunal Supremo en orden á la prestación de 
alimentos, en casos que guardan alguna analogía circunstancial con el 
de nuestra hipótesis. 

Por lo demás, parécenos aceptable la fórmula que el mismo escritor 
propone para poder conservar el derecho de opción en el patrono; y : 
que consiste en obligarle á asegurar el pago constante del salario á fa- 
vor del obrero. 
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la escala de los herederos testamentarios, que alguna ley 
de accidentes como la italiana incluye entre dichos benefi- 
ciados. | i 

Y es evidente: la indemnización que «aquí se establece 
responde á un concepto jurídico en que no entran para nada 
las consideraciones que justifican el principio hereditario. 
El heredero del derecho civil es el continuador de la perso- 
nalidad del fallecido, el que le sustituye en la escena en que 
se desarrollaba su actividad jurídica, revistiéndose, «no ¿ctu, 
como dicen los juristas, de la universalidad de su patrimo- 
nio activo y pasivo. Con arreglo al principio de libertad, más 
Ó menos limitada según los casos, que reconocen las leyes al 
propietario para disponer de sus bienes por acto mortis cau- 
sa, puede el testador elegir la persona ó personas que han 
de continuar el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento 
de sus obligaciones patrimoniales, mediante la institución 
de heredero: cualidad esta para la que no se necesita otra 
condición que la libre determinación del testador. 

Otra cosa muy distinta ocurre con el beneficiario de la 
ley de accidentes. La razón de este beneficio es la necesidad 
imperiosa de proveer á la subsistencia de aquellos séres que 
quedan abandonados en el mundo, sin una mano próvida que 
les suministre los auxilios necesarios para la vida, mientras 
no tienen fuerza para atender por sí mismos á procurárse- 
las. El derecho que adquieren estos beneficiarios no era uno 
de los que integraban, antes de su muerte, el patrimonio del 
causante, por lo cual de ningun modo podría este transmi- 
tirle en concepto de herencia. Antes bien, aquel derecho na- 
ce por el hecho mismo de la muerte; es una creación de la 
Ley, atenta á la integración tutelar de la personalidad; y si 
alguna analogía quisiéramos buscar entre el mismo y los 
que reconoce el Código Civil, más bien sería preciso esta- 
blecerla con el derecho de alimentos, considerándole como 
una forma y extensión de este último, en cuanto la ley de 
accidentes viene á determinar una nueva categoría de per- 
sonas obligados á prestarlos, en determinados casos, ade- 
más de los que señala el Codigo Civil. 
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Por la clase de personas llamadas por la Ley al beneficio 
de la indemnización, tal vez pudiera afirmarse que los here- 
deros legítimos ó ab-intestato no son tan extraños, como los 
instituidos por el testador, al concepto de beneficiarios por 
causa de accidentes del trabajo. Y es indudable que aquí 
existe mayor analogía entre los motivos por los que hace la 
Ley una y otra designación: pero, no obstante, tres diferen- 
cias esenciales separan ambos conceptos á saber: 1. que la 
sucesión ab-intestato es, por su naturaleza, una transmisión 
de la personalidad jurídica, lo mismo que la testamentaría, 
diferenciándose solo en el modo de designación de los here- 
deros; 2.” que el orden de llamamientos, diferente para estos 
dos géneros de beneficios, —con una marcada preferencia en 
favor de la víuda y exclusión del víudo en el de la ley de 
accidentes;—demuestra bien á las claras que esta obedece 
más directamente á dicho criterio de mayor analogía con el 
derecho de alimentos, por cuanto viene á supl1r los que el 
cabeza de familia suministraba á los suyos con el producto 
del trabajo; en tanto que los llamamientos á la herencia in- 
testada del Código Civil, sin distinción alguna entre viudo 
y viuda, y con marcada preferencia en favor de los descen- 
dientes y cierto grado de colaterales, demuestran la influen- 
cia de las tradiciones que dominan en la transmisión de los 
bienes patrimoniales, 3.* que la limitación del beneficio de 
los descendientes hasta que hayan cumplido cierta edad en 
que por sí mismos puedan ganarse el sustento, á diferencia 
del carácter perpétuo de la sucesión ab-intestato, confirma 
más y más el carácter alimentario de la indemnización por 
accidentes. 

Al art. 5. de Ley, que se inserta en el Apéndice, nos re- 
mitimos por lo que se refiere á la cuantía de la indemniza- 
ción por muerte en los diferentes casos que pueden presen- 
tarse, y ya se trate de varón ó de mujer; por entender que 
no necesitan explicación especial estos preceptos legales, y 
dado el carácter meramente doctrinal y crítico de esta obra. 

Unicamente haremos especial mención de una verdadera 
deficencia que observamos en la dicción legal del párrafo 
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1.2 de dicho art. 5.”, por lo que se refiere al calificativo de 
legítimos que se da á los descendientes que han de acredi- 
tar derecho á la indemnizacion, mientras se omite calificar 
á los ascendientes. 

A primera vista, según Aquella regla de interpretación 
“donde la ley no distingue no se debe distinguitr,,, parece que 
deben considerarse incluidos toda clase de ascendientes, le- 
gítimos € ilegítimos, criterio que mantiene un ilustrado ex- 
positor y comentarista de nuestra Ley (1). Pero no podemos, 
en manera alguna llegar nosotros á esta conclusión que re- 

sultaría verdaderamente injusta y arbitraria. Si existiera 
- algún motivo para no distinguir entre legítimos € ilegíti- 
mos, sería precisamente en beneficio de los hijos, que son 
absolutamente irresponsables en esta última condición. Ex- 
cluir á los hijos ilegítimos y admitir á los padres, autores 
del delito ó responsables de la debilidad de que tal ilegítima 
condición procede, sería un criterio legal sin explicación po- 
sible. Podría, sí; y hasta quizá debería admitirse lo contra- 
rio; pero jamás aquel absurdo. Las reglas de interpretación 
no pueden autorizar para erigir un criterio que rechaza la 
naturaleza y el común sentir. Cabe que se admita la ilegiti- 
midad en ambos órdenes de ascendientes y descendientes; 
cabe también que se admita en estos últimos con exclusión 
de los primeros: lo que no cabe en la razón humana es que 
el padre criminal goce del beneficio de que se priva al hijo 
inocente € irresponsable. 

Hay pues, únicamente, un error ú omisión en el texto de 
la Ley, de aquellos que son tan frecuentísimos, dada la pre- 
cipitación con que suelen escribirse dichos textos en Espa- 
ña; omisiones de las que frecuentemente un exagerado espí- 
ritu exegético induce consecuencias que no estuvieron en el 
ánimo del legislador. 

El espíritu de la Ley en este punto,—y desde el momento 
en que emplea la palabra leg/timos con relación á los des- 
cendientes,—es que la ilegitimidad debe estar excluida para 


(1) Oyuelos. Accidentes del Trabajo, pag. 138. 
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todos. Solo los ascendientes legítimos disfrutarán, por tan- 
to, del beneficio de la indemnización. 

El art. 5. de la Ley no había previsto el caso de que por 
consecuencia de un accidente quedasen en el desamparo la 
viuda del obrero é hijos de dos matrimonios del mismo. 

La Compañía de Ferrocarriles del Norte elevó consulta 
subre este punto á la Sección de Reformas sociales del Mi- 
nisterio de la Gobernación; y por R. O. de 14 de Junio de 
1902, que aparece en la Gaceta del 18, se resolvió en el senti- 
do de que la mitad de la indemnización corresponderá á la 
viuda y la otra mitad se distribuirá por cabezas entre todos 
los hijos, percibiendo la viuda la parte que corresponde á los 
suyos, y entregándose la de los demás á quien de hecho los 
tenga á su cargo, sea la misma viuda ú otra persona. 

Por algún escritor muy versado en asuntos sociales ha 
sido censurada esta disposición, en el sentido de que vá más 
lejos de lo que debiera, apartándose del espíritu de la regla 
1.* del art. 5.* de la Ley, por cuanto de esta se desprende 
que los hijos ó nietos (estos últimos se omiten en la Real 
Orden aclaratoria) de la viuda solo tendrán derecho á la in- 
demnización cuando se hallen á su cuidado “pues si algún 
hijo está recogido ó adoptado por otra familia no tiene de- 
recho á porción alguna, ya que “el legislador solo quiso lo 
que realmente la justicia reclamaba: mitigar en lo posible 
las consecuencias económicas que se desprenden directa- 
mente de un accidente del trabajo, (1). 

No aparece con toda claridad en el escrito á que nos re- 
ferimos la consecuencia que se propone derivar el autor de 
la argumentación expuesta; pero sin duda alguna es ella, 
porque no puede ser otra, la de que los hijos de un matrimo- 
nio anterior de la víctima no deberán tener derecho á la in- 
demnización sino se hallan al cu2zdado de la viuda. 

Al pensar de este modo, olvida este distinguido escritor 
que no existe el mismo género de motivos para excluir á los 
hijos de la viuda, que no se hallen ásu cuidado, que para 
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(1) Fidel Pérez Minguez. Nota publicada en Heraldo de Madrid, 
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hacer lo mismo con los de matrimonios anteriores. Respec- 
to de los primeros, la razón de no hallarse al cuidado de la 
madre podrá ser «quella adopción, legal ó de hecho, á que 
se refiere el autor, y que hace realmente innecesario el bene- 
ficio de la indemnización, por tener los menores cubiertas 
sus necesidades en otra forma. Pero respecto de los hijos 
del matrimonio ó matrimonios anteriores cabe perfectamen- 
te que subsista la necesidad, aunque no estén al cuidado de 
la viuda, porque otros parientes de su madre pueden haber- 
los recogido para sustraerlos á los peligros ó inconvenientes 
de su convivencia con aquella, que frecuentemente no suele 
repartir con ellos el cariño maternal que profesa á sus pro- 
pios hijos. | 

Otra enmienda propone el autor aludido á las disposicio- 
nes del art. 5.*, que hacemos nuestra, por hallarse perfecta- 
mente fundada. Se refiere á la absoluta exclusión, que hace 
la Ley, del viudo, que, sin embargo, pudiera hallarse en si- 
tuación tal que hiciese tan necesaria en justicia la indemni- 
zación á su favor como lo es la de la viuda, y principalmente 
quedando aquel con hijos menores. El marido impedido para 
trabajar por causas ajenas á su oficio y sostenido por el tra- 
bajo de su mujer que gana en una fábrica el sustento de to- 
da la familia ¿no es acreedor á que la Ley no le desampare 
en situación tan desastrosa, si su mujer llegase á ser víctima 
de un accidente? 

Aumenta la gravedad de este descuido de la Ley la con- 
sideración de que los hijos de la víctima, quedando viudo, 
solo tienen derecho á la indemnización cuando se hallen 
abandonados por el padre ó abuelo, ó sean hijos de matrimo- 
nio anterior de la mujer que sufrió el accidente. No se ha- 
llan incluidos en este caso los hijos del padre viudo imposi- 
bilitado para el trabajo que no los haya abandonado. Estos, 
si nó se reforma ó aclara la Ley, seguirán la misma suerte 
que el viudo impedido y sin recursos. 
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Otra facultad del patrono obligado al pago de indemniza- 
ciones procedentes por fallecimiento del obrero que haya 
sido víctima de un accidente es la de optar entre abonarlas 
en la forma y cuantía que determina el art. 5. de la Ley ú 
otorgar pensiones vitalicias siempre que, en este último ca- 
so, las garantice, á satisfacción de los interesados. 

Una de esas imperfecciones de dicción, tan frecuentes en 
el texto de las leyes, ocasiona en este punto una duda. El ar- 
tículo 10, en su referencia expresa y única al art. 5.*, esta- 
blece este derecho de pensión solo para el caso de muerte 
del obrero; y no obstante, refiriéndose á la garantía, dice 
que esta á de serlo á satisfacción de la víctima Ó de sus 
derecho-habientes. Si la víctima ha fallecido ¿cómo podrá 
intervenir en la calificación de aquella garantía? 

Parece inferirse de aquí que igualmente, y á pesar de la 
referencia del artículo, podrá gozar del derecho de pensión, 
la víctima en caso de incapacidad permanente; pero si se 
tiene en cuenta que las palabras del art. 10, que hacen re- 
ferencia á la garantía, y en las que se contiene el origen de 
esta confusión, no se hallaban, en el proyecto, pudiendo por 
lotanto haber sucedido que, al agregarlas, no se reflexionase 
bien sobre el alcance del texto con que se introducían, hay 
que convenir en que envuelven solo una imperfección léxica 
y no modifican el sentido de la disposición á que fueron agre- 
gadas. 

Otro distinto problema es el de si cabe, y hasta si era con- 
veniente que la Ley estableciese también de lleno esta forma 
de la indemización en el caso de incapacidad permanente, por 
existir para ello los mismos fundamentos que los que justifi- 
can la pensión en caso de muerte. Leyes extranjeras, como 
la francesa, otorgan, por regla general, en forma de rentas ó 
pensiones los derechos de indemnización tanto á la víctima 
como á sus derecho-habientes en caso de muerte. 

Por lo demás las disposiciones del art. 10 en cuanto de- 
terminan la cuantía de la pensión en los respectivos casos (1) 


(1) Véanse en el Apéndice, 
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ofrecen claridad bastante, aparte de que en esta exposición 


doctrinal no dan lugar á problemas de crítica que justifiquen 
mas detallado examen. . 
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CÓMPUTO DE LAS INDEMNIZACIONES 


Hemos visto que el salario anual de la víctima es por lo 
general el tipo por comparación al cual se determina toda 
clase de indemnizaciones. Se hace preciso por consiguiente 
fijar bien el sentido y alcance de esta frase “salario anual, 
en las diversas modalidades de la industria y en las diferen- 
tes formas de retribución del trabajo. Los artículos 11 de la 
Ley y 3.* del Reglamento están consagrados á este género 
de cuestiones. 

Dos distintas ofrece el problema de que aquí se trata: 
1. Que ha de entenderse por salario en aquellos casos en 
que la retribución del trabajo no consista en una cantidad 
fija de dinero que periódica y constantemente se va entre- 
gando al trabajador. 2.” Como ha de calcularse la indemni- 
zación de la víctima con relación al salario en caso de ac- 
cidente. 

La primera cuestión puede presentarse en varias hipóte- 
sis distintas, fuera del caso en que el obrero trabaja normal- 
mente durante los doce meses del año por un Jona! fijo, en 
el cual caso no hay dificultad alguna. 

El salario, ó parte de el, que el obrero no perciba en dine- 
ro y sí en alimentos ú otras especies, habitación, --servicios 
de cualquiera clase etc., etc;—se computará conforme al ar- 
tículo 3. del Reglamento conforme al promedio del valor 
de estas especies ó servicios en la localidad. La dificultad 
en este punto aparece cuando en la misma localidad en que 
se trabaja, bien por ser despoblado y no existir otras indus- 
trias, ó bien por cualquier otro motivo, no haya término de 
comparación para dichos valores. Nuestra legislación no da 
criterio específico para este caso; pero de su espíritu puede 
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colegirse el de que, en tal hipótesis, sirva de tipo de compa- 
ración el de la localidad más próxima ó en la que con cir- 
custancias más análogas se emplee dicha forma de remune- 
ración del trabajo. 

En el ramo de Guerra dispone el art. 6.” del Regimen 
to de 26 de Marzo de 1902 que cuando el obrero lesionado no 
perciba en metálico y en mano todo su salario, sino que se 
consideren comprendidos en él la manutención, indumenta- 
ria y otros gastos, como acontece á los indivíduos de tropa 
en activo servicio, se regulará el salario por el haber íntegro 
que abone el Estado, más el plús ó gratificación que reciba 
por el trabajo que ejecute. 

Esta regla determina un criterio extensivo para el cálcu- 
lo de la indemnización por accidentes, que da lugar á un 
problema de nada fácil solución á saber: No estando expre- 
samente establecido por el Reglamento general para la eje- 
cución de la ley de accidentes, como lo está en el que se re- 
fiere al ramo de Guerra, que las gratificaciones extraord!- 
narías por servicios especiales encomendados al obrero se 
imcluyan en el cómputo de salario, ¿habrá de seguirse en 
todo caso este criterio ó se considerará limitado á los acci- 
dentes ocurridos en el servicio militar? 

El carácter de especialidad que ofrecen las disposicio- 
nes de este último Reglamento no autoriza para hacerlas. 
extensivas á los casos no previstos en las de carácter gene- 
ral, al contrario de lo que muy racionalmente se pensaría 
en la hipótesis inversa. Por tanto, en la regulación del sala- 
rio en los contratos de trabajo comunes habrá de servir de 
base el sentido extricto de aquella palabra, que no admite 
tal extensión, al menos en tanto que el legislador no lo dis- 
ponga expresamente. 

También prevee el art. 3. del Reglamento el caso en que 
el obrero obtenga su remuneración en la forma llamada de 
destajo. Leyendo correctamente esta disposición reglamen- 
taria, es preciso no interpretarla en el sentido de hacer equi- 
valente la retribución de esta categoría de obreros á la de 
aquellos que en condiciones semejantes y en iguales traba- 
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jos cobren á jornal, como tal vez, á primera vista, pudiera 
entenderse; sino que la palabra prudencialmente que usa 
el reglamento revela la intención de que el cómputo se ha- 
ga sobre el término medio de los rendimientos que al año, 
al mes ó á la semana obtenía el mismo destagista, ya que 
es muy posible que su aplicación al trabajo los aumentase 
con relación á los del jornalero; y el propósito de la Ley es 
siempre proporcionar la indemnización del accidente al sa- 
lario efectivo de la víctima. 

En el antes mencionado art. 6.” del Reglamento para el 
ramo de Guerra se establece con mayor claridad que en el 
comun, el criterio para regular el trabajo á destajo, porque 
se hace referencia al promedio del que hubiese obtenido el 
obrero en las quincenas anteriores; y solo á falta de este 
dato, se acude al sistema del art. 3.2 del Reglamento ge- 
neral, 6 á lo que por término medio correspondería á los 
obreros de condiciones semejantes en iguales trabajos ó los 
más análogos. 

Respecto de este pasaje de dicho art. 6.* del Reglamento 
de Guerra, opinamos de distinto modo de como lo hemos he- 
cho con referencia á su primer párrafo, porque es muy dis- 
tinto el alcance de uno y otro. En dicho primer párrafo se 
establece á favor de los obreros de Guerra un derecho que 
los demás no tienen reconocido: el de que las gratificaciones 
extraordinarias se computen en el salario. En el segundo 
párrafo solamente se contiene un criterio de asimilación pa- 
ra interpretar el importe del salario á destajo por el de las 
quincenas anteriores; criterio que no aparece en el Regla- 
mento común; pero que estimamos perfectamente aplicable 
á todo caso, porque aquí no es un obstáculo la razón apunta- 
da: no se reconoce ó se concede un derecho nuevo, sino que 
se apunta un dato que muy racionalmente puede servir de 
base para el cómputo, tanto en el salario del ramo de Gue- 
rra, como en todos los demás. ' 

Otra hipótesis no prevista por nuestra Ley, y sí por al- 
guna extranjera, es la de que el trabajo del obrero no haya 
durado todo el año, En el contrato á jornal esto no ofrece 
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dificultad alguna; pero sise trabaja á destajo, puede ofrecer- 
la, pues faltan datos completos para determinar el importe 
del salario anual. La ley francesa resuelve en este caso (1) 
que la remuneración efectiva que el obrero haya percibido 
se entienda aumentada con la que por término medio perci- 
biesen en el resto del año otros obreros de igual categoría. 

Hay empresas en que el trabajo no es contínuo, porque 
solo se verifica en estaciones ó épocas determinadas del año, 
Ó porque accidentes atmosféricos ú otras causas obligan á 
suspender ó interrumpir el trabajo por periodos más ó me- 
nos prolongados. En estos casos, la determinación del sa- 
lario anual no sería dificil tomando por base el importe del 
diario; pero no está aquí el problema que esta hipótesis en- 
vuelve, sino en saber si en casos tales, principalmente en 
aquellos en que la interrupción es consecuencia de la natu- 
raleza misma del trabajo y no de circunstancias accidenta- 
les, habrá lugar al cómputo del periodo que falta para com- 
pletar el año, ó se entenderá por salario anual la totalidad 
del que efectivamente recibe el obrero durante la época del 
trabajo. 

Hay quien opina lo primero, porque la Ley habla cons- 
tantemente de salario de “dos años,,, “año de salario, ó sa- 
lario de “tantos meses,,. Pero nosotros no nos consideramos 
autorizados para pensar así, puesto que, dada la índole espe- 
cialísima de esta clase de trabajos, la intención de patrono y 
obrero no puede ser otra que la de considerar el ejercicio 
completo cuando se haya prestado el trabajo en todo el pe- 
riodo normal que determina la naturaleza de la industria; y 
* por lo tanto, prolongarle para el solo efecto del cálculo del 
salario anual, sería poco equitativo y perjudicial para el pa- 
trono, máxime si se tiene en cuenta que los salarios, en esta 
clase de trabajos, suelen ser más elevados que en los de ejer- 
cicio contínuo, por lo mismo que no aseguran la subsisten- 
cia del obrero durante todo el año. 

El salario de los aprendices, que por la especialidad de su 


(1) Artículo 10, 
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situación no perciben cantidad alguna y se consideran pa- 
gados con la educación técnica que reciben en el taller, co- 
mo esta circunstancia no les priva de la correspondiente in- 
demnización, en caso de accidente, se computa, conforme al 
artículo 11 de la Ley, por el mínimo que puede calcularse á 
un obrero para estos efectos, ó sea el de una peseta y cin- 
cuenta céntimos al día. 


* 
*x * 


Respecto de la segunda de las cuestiones indicadas, ó sea 
el cálculo del importe de la indemnización con referencia á 
la base del salario, el art. 11 de la Ley entiende por tal sa- 
lario el que efectivamente perciba el obrero descontándose 
los días festivos. Es decir, que en el caso en que el salario 
se determine por días, constituirá el anual el que resulte de 
la multiplicación del diario por el número de días laborables; 
pues si se determinase por una cantidad alzada al mes ó al 
año, entendemos que no hay términos hábiles para esta de- 
ducción, ni motivo alguno para ella, ya que el patrono, al pa- 
gar en esta forma, entiende tener ya hechas todas las deduc- 
ciones de justicia. 

Esta de los días festivos supone que efectivamente no se 
trabaja durante los mismos; de modo que necesitaba como 
complemento una ley, cuya ejecución estuviese suficien- 
temente vigilada y sancionada, prohibiendo en absoluto to- 
do trabajo en dichos días. De lo contrario resulta lesiva pa- 
ra el obrero á quien se exija de hecho un trabajo de siete 
días semanales, sin que, en caso de accidente, el patrono, 
.que tendrá buen cuidado en acogerse á esta disposición del 
artículo 11, se considere obligado á incluir todos los días en 
que efectivamente, é infringiendo leyes naturales ó positi- 
vas, hizo trabajar al obrero. 
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CAPITULO VIII 


EL SEGURO DE ACCIDENTES DEL TRABA JO 


Desde tres puntos de vista diferentes puede ser intere- 
sante la Ciencia y la técnica de los seguros para el proble- 
ma de los accidentes del trabajo; porque, ó bien puede inspi- 
rarse la solución del problema todo en el sistema legal del 
seguro obligatorio, que predomina en las legislaciones ale- 
mana, italiana y austriaca, que establecen como única ó pre- 
ferente obligación para el patrono la de asegurará todos 
juntos Óó á cada uno de sus obreros, según la reglamentación 
especial establecida para cada país; ó bien, basándose las le- 
yes fundamentales en otra teoría, (por lo general la del ries- 
go profesional) establecen simultáneamente la facultad ó 
necesidad, según el criterio especial de cada una, de hacer- 
se sustituir el patrono en sus obligaciones por una empresa 
de seguros particular ú oficial, y en el primer caso, más Ó 
menos garantizada por el Estado, siendo, en unos sistemas, 
de cargo del patrono mismo el pago de las primas ó sosteni- 
miento de las cajas especiales formadas para subvenir á los 
riesgos del trabajo, y en otros, debiendo contribuir el obre- 
ro con una suma mayor ó menor en forma de aportación 6 
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de descuento de su salario. Y aparte de los dos anteriores, 
hay un tercer punto de vista desde el cual interesa también 
á nuestro asunto la teoría del seguro: y es que los obreros 
que se hallan beneficiados por las leyes de accidentes y des- 
confien de la sinceridad de los patronos en el cumplimiento 
de los deberes y cargas que dichas leyes les impongan, pue- 
den buscar, en ciertas ingeniosas combinaciones del seguro, 
la garantía de sus derechos, allí donde la de las leyes no sea 
efic::z por falta de una especial vigilancia ó de un perfecto 
organismo de inspección que debiera estar extendido por to- 
do el territorio. 

De los tres enunciados aspectos del problema, queda ex- 
cluido totalmente de la presente investigación el primero, 
porque estudiarle aquí sería lo mismo que exponer el con- 
tenido de las legislaciones basadas en el sistema de segu- 
ros, cos: que no nos incumbe en esta exposición doctrinal y 
crítica de la Legislación española, á la que, del mismo mo- 
do que á todas las inspiradas en el riesgo profesional, no 
afecta para nada este punto de vista. que se refiere á otras 
bases legislativas diferentes. Los otros dos aspectos seña - 
lados serán objeto de breves indicaciones en este capítulo. 

Para designarlos de alguna manera, llamaremos al pri- 
mero seguro contra el riesgo profesional y al segundo se- 
£uro obrero, pues no creemos conveniente designar aquel 
con el título de seguro del patrono, ya que, si bien es cierto 
que por el mismo resulta directamente beneficiado el empre- 
sario, en cuanto es una sustitución de sus deberes legales; 
como por otra parte el término final del beneficio efectivo es 
el obrero, resultaría hasta cierto punto equívoco dicho nom- 
bre; mientras en el que hemos :¿.doptado, no existe tal peli- 
gro, á la vez que sirve para designar adecuadamente aque- 
lla especie de sustitutivo del riesgo profesional, que este 
seguro viene á constituir en definitiva. 
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SEGURO CONTRA EL RIESGO PROFESIONAL 


a) MÉTODOS DE ESTE SEGURO. En la anterior designación 
de esta clase de seguros de accidentes, hecha para justificar 
el plan del presente capítulo, quedan indicados á la ligera los 
diferentes aspectos que presenta. 

Puede ser facultativo y obligatorio. El primero es el 
establecido por nuestra Ley. El segundo constituye un siste- 
ma mixto de indemnización de los accidentes del trabajo, 
porque combina la doctrina del riesgo profesional con la del 
seguro, garantizando á las víctimas contra la insolvencia de 
las empresas, en forma tal que la oblig tción de asegurar 
forma parte integrante del contenido de la responsabilidad 
patronal. | | 

Uno y otro sistema puedense traducir en la practica por 
tres métodos diferentes, á saber: 1. Confiando el seguro 
contra el riesgo profesional á una empresa mercantil cual- 
quiera, que así como puede hacer operaciones sobre toda 
clase de riesgos conocidos, que hasta hoy fueron el alimento 
de este género de especulación, puede en lo sucesivo in- 
cluir en sus combinaciones y tomar á su cargo el riesgo de 
los accidentes del trabajo, bien sea constituyéndose expre- 
samente para este objeto ó bien ampliando la esfera de ac- 
ción de alguna Sociedad previamente constituída. 2.? Esta- 
_bleciendo una caja nacional cuya gestión quede fiada á los 
poderes públicos y cuyo fondo se constituya con aportacio- 
nes de patronos y obreros ó de aquellos solamente. 3.” Cons- 
tituyendo asociaciones de seguro mútuo por grupos de in- 
dustrias ó por regiones, dotadas de cajas especiales, forma- 
das por las aportaciones de los patronos en proporción al 
personal, salarios y riesgos de sus respectivas empresas. 

El preferible es, sin duda alguna, este último, que confia 
á los mismos empresarios la solución de un problema que á 
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ellos interesa exclusivamente. El primero de los métodos 
aludidos ofrecería el peligro de la mercantilización, por 
cuanto reduciría á objeto de lucro uno de los más humani- 
tarios movimientos del derecho moderno; y sabido es que el 
espíritu mercantil ha llegado á convertir en peligrosas fic- 
ciones otras tantas realidades de la vida, que surgieron de 
la necesidad social, con sustantividad y finalidad propias y 
llegaron á degenerar, por los afanes de la especulación y el 
abuso del crédito, en valores sin otra realidad, sin otro fin y 
sin otro carácter que el de manantiales de renta sin tra- 
bajo (1). 

El sistema de Cajas nacionales conduciría á un socialis- 
mo del Estado, nada temible en sí mismo cuando se hallase 
preparado por una constitución, unas leyes y unas costum- 
bres que le diesen carácter de viabilidad; pero hoy totalmen- 
te irrealizable, porque después de tanta revolución y de tan- 
ta teoría, aun no hemos podido llegar á conocer con certeza 
cuales son los fines esenciales del Estado político. 


(1) Por eso es un fenómeno muy digno de notarse en los actuales 
tiempos el de que las más elevadas representaciones de la Ciencia del 
Derecho Mercantil, como lo son los ilustres profesores italianos Vivan- 
te y Supino, se hayan visto precisados á dar el grito de alarma contra 
los peligrosísimos progresos de la mercantilización universal; el pri- 
mero de ellos, en casi todos sus notables trabajos y principalmente en 
la brillantísima Prolusión titulada Los defectos sociales del Código 
de Comercio; y el segundo, en trabajos de tan alto mérito como los 
titulados El individualismo económico y La bolsa y el capital ¿mpro- 
ductivo. 

En la citada Prolusión leida por Vivante en el acto de apertura de 
su curso de 1899, se contienen entre otras consideraciones, revestidas 
de la más simpática sinceridad, las que siguen: “Aumenta considerable- 
mente la usura del dinero empleado en las altas especulaciones finan- 
cieras para fundar ó estender industrias ¿niútiles 6 supérfluas, estimu- 
lando la emisión de acciones y obligaciones á fin de reportar enormes 
beneficios en la colocación de títulos. Hay una la usura del dinero que se 
emplea en la bolsa, no para fomentar la venta efectiva de títulos y mer- 
cancias, sino para hacerlos circular ficticiamente á fin de especular so- 
bre las diferencias que trasladan las riquezas de unos á otros Jugado: 
res, sin producir otra cosa que ruinas... Esta falsa dirección dada al 
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El más grave problema en punto al seguro obligatorio,— 
porque respecto del facultativo no lo es, —sobre todo des- 
pués de admitida por las leyes la doctrina del riesgo profe- 
sitonal, consiste en precisar cómo ha de constituirse el fon- 
do de las Cajas de seguros en cualquiera de los dos métodos 
de Caja nacional ó Asociación mútua: es decir, si han de 
formarse exclusivamente por los patronos ó deberán contri- 
buir también los obreros, y en este caso en qué forma y pro- 
porción. 

En rigurosa lógica, ni aun para el seguro obligatorio de - 
biera existir este problema, siempre que las leyes hubieran 
adoptado el riesgo profesional como fundamento de la in- 
demnización de accidentes; porque la empresa misma repre- 
sentada por el patrono que reporta sus beneficios líquidos 
hemos dicho que es la única responsable, en esta teoría. Pe- 
ro no debemos olvidar que el seguro obligatorio contra el 
riesgo profesional viene á constituir un sistema mixto que 
modifica en parte con un tinte socialista la doctrina que 
Anspira las leyes de accidentes; ya que la mayor pureza de 
esta no admite otra garantía contra la insolvencia patronal 
que la del seguro voluntario, sin alterar en lo más mínimo 
las bases de la responsabilidad total y absoluta del patrono. 

Concretado, pues, al seguro obligatorio aquel problema 
y admitiendo, en principio, la posibilidad de modificar las ba- 
ses esenciales del riesgo profesional, si razones poderosas lo 
aconsejan, para acomodar á la práctica con la mayor venta- 


movimiento del capital, priva á la agricultura de lo necesario para su 
ejercicio... promueve el lujo entre los accionistas que se creen enrique: 
cidos de una vez para siempre, hasta que, desvanecida la ilusión, ruedan 
todos con frecuencia envueltos en la mísera ruina: empresarios y obre" 
ros, especuladores y poseedores...., 

Y en otro pasaje del mismo discurso agrega Vivante con sincera elo- 
cuencia: “Como Profesor de Derecho Mercantil yo me congratulo de ver 
así extendida la esfera de mi enseñanza, más como ciudadano, deploro 
que una ley de clase venga á perturbar aquella solidaridad social que 
debería ser el supremo intento de todo legislador,. (Vivante: Y defet- 
ti soctali del Códice di Comercio, páginas 7 y 9). 
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ja posible aquel sistema de seguros, cabe considerar y de . 
hecho algunas legislaciones extranjeras, como la austriaca 
y otras, lo tienen establecido, que el obrero deba contribuir 
con una porción mínima, en forma de descuento del salario 
ú otra cualquiera, á la constitución del fondo de las Cajas. 

Porque si es verdad que el empresario se lucra de los be- 
neficios líquidos, también es cierto que el obrero ejerce la 
industria y vive de ella; y desde el momento en que ya 'no 
se considera como un hecho fatal la famosa ley de bronce 
de Lasalle, porque se observa como los obreros pueden aho- 
rrar y contribuir al fondo de resistencia de sus asociaciones' 
para sostener las huelgas y otros fines más ó menos revolu- 
cionarios; y sobre todo, desde que la forma de retribución 
del trabajo llamada participación en los beneficios ha ve- 
nido á constituirlos en cierta especie de solidaridad con el 
patrono, ya no existe motivo alguno para que, en las indus- 
trias grandes y progresivas, dejen de contribuir los trabaja- 
dores en la escasa medida de su fuerzas á sostener el fondo 
de las Cajas de que han de salir las indemnizaciones de sus 
accidentes desgraciados. 

Refuérzase esta consideración con la de que, si riesgo 
existe en la industria para la salud y vida del operario, no 
deja de existir también para el patrono el peligro de la pér- 
dida de su fortuna y de su crédito, que son medios de vida 
para él, como lo es para el obrero el ejercicio de sus fuerzas 
musculares. | 

b) SISTEMA LEGAL EN ESPAÑA. El art. 12 de la Ley esta- 
blece el sistema del seguro facultativo, ó sea la sustitución 
voluntaria del pago de la indemnizacion por el seguro del 
obrero, á costa exclusiva del patrono, contra el riesgo de los 
accidentes, en cualquiera de las Sociedades constituidas con 
este fin y aceptadas al efecto por el Gobierno, á condición, 
en todo caso, de que el obrero perciba íntegro el importe de 
la indemnización que la Ley le señala. 

Los artículos 71 y 72 del Reglamento establecen las con- 
diciones especiales para que el Ministerio de la Gobernación 
pueda aceptar, para cumplir este cometido, las Sociedades 
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mútuas 6 por acciones que se constituyan, ó que, teniendo 
existencia anteriormente reconocida, deseen ampliar sus 
operaciones con la del seguro del riesgo profesional. 

Son estas condiciones esenciales: la separación del segu- 
ro de accidentes de cualesquiera otras operaciones que rea- 
lice la empresa, constituyendo con aquel una sección espe- 
cial debidamente separada, la fianza especial, la aceptación 
de los preceptos legales vigentes; y la comunicación al Mi- 
nisterio de sus estatutos, balances, empleo de capitales, con- 
diciones de las pólizas, tarifa de premios, cálculo de reser- 
vas de seguros y rentas vitalicias, estadística de contratos 
estipulados sus novaciones y cumplimiento. 

Todas estas garantías de la efectividad del seguro, des- 
arrolladas por Reales Decretos y Reales Ordenes posterio- 
res, se han considerado necesarias por la especialísima natu- 
raleza del seguro que aquí se constituye; porque si en los 
demás del Derecho Civil y Mercantil, la iniciativa privada 
movida por el interés que el seguro puede reportar al mis- 
mo que paga la prima ó dividendo ó á las personas ligadas 
con él por vínculos de cariño ó de familia, es suficiente para 
velar por el cumplimiento del contrato y, en su caso, exigir- 
le judicialmente: no debe olvidarse que en el seguro contra 
el riesgo profesional es el directamente interesado el obre- 
ro, no ligado al patrono por aquellos vínculos; y que ade- 
más, siendo de carácter tan eminentemente social este susti- 
tutivo, como lo es el deber legal del patrono referente á la 
indemnización, está plenamente justificada una más minu- 
ciosa intervención del Estado. 

El seguro puede ser individual ó colectivo según que se 
haga en cabeza de cada obrero, ó que se garantice en gene- 
ral al patrono el pago de todas indemnizaciones de los ac- 
cidentes que pueden ocurrir en un periodo dado. Esta for- : 
ma es la más frecuente en las grandes empresas. 

Algún autor ha creido hallar entre una y otra la radical 
diferencia de que por la primera es el asegurado el obrero 
y por la segunda el patrono. 

No podemos nosotros establecer una diferencia tan pro- 
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funda, que cambiaría la naturaleza y efectos de la institu- 
ción. Vemos solamente dos modalidades distintas de la póli- 
za, porque el efecto esencial y característico de una y otra 
es siempre que el obrero perjudicado por el accidente per- 
ciba de la compañía aseguradora la indemnización que en 
otro caso estaría obligado á darle el patrono. 

A lo más, puede admitirse la diferencia de procedimien- 
to, señalada también por dicho autor, en cuanto en el seguro 
individual, el obrero tiene acción directa contra la empresa 
aseguradora; y enel ¿nnominal 6 colectivo, “como el obre- 
ro no es parte, jurídicamente hablando, no tiene acción con- 
tra la compañía, debiendo dirigirla contra el patrono, (1). 
Y nos expresamos en estos términos de duda, en este punto, 
porque el párrafo 2.” del art. 421 del Código de Comercio, 
que se cita como fundamento de la diferencia, no autoriza 
para negar al obrero en el seguro innominal ó colectivo la 
acción directa contra la compañía; ya que dicho artículo la 
concede á la persona asegurada, y tan persona asegura da 
es el obrero en el seguro individual como en el colectivo, 
cuando el accidente desgraciado viene á determinar y con- 
cretar la persona en quien, en aquel caso dado, han de re- 
caer los beneficios de la póliza; y respecto á lo de no ser par- 
te el obrero en el seguro colectivo, debemos advertir que, si 
- se entiende por parte la persona que interviene en el contra- 
to y suscribe la póliza, no lo es ni este ni el asegurado indi- 
vidualmente; mientras que si se trata de parte ¿mteresada, 
lo son ambos sin género alguno de duda. 

Pero, aunque esta diferencia en el procedimiento fuese 
efectiva, no podría nunca llegar á determinar tan radical 


oposición, como la que se supone entre ambas formas de 
seguro. 


(1) Oyuelos, pag. 154 de su obra Accidentes del Trabajo. 
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SEGURO OBRERO 


En la pag. 288 hemos consignado algunas consideracio- 
nes que justifican plenamente la conveniencia de esta clase 
de seguros, mediante los que los obreros, ya en asociacio- 
nes mútuas constituidas al efecto, ya por mediación de em- 
presas especiales, pueden garantizarse de que ningún géne- 
ro de insolvencia ó intención fraudulenta de los patronos ó 
de las compañías aseguradoras que les sustituyan podrá ha- 
cer ineficaces, en perjuicio de los obreros mismos, los pre- 
ceptos de la Ley. 

Esta idea ha inspirado la constitución de una empresa 
titulada: “La Española.--Compañía anónima á prima fija, 
defensora de los derechos del Obrero en los Accidentes 
del Trabajo,, con domicilio en Madrid y representación en 
todas las capitales y poblaciones importantes del territorio, 
para extender sus beneficios á toda la Nación. 

Por un ingenioso procedimiento ideado por su actual Di- 
rector, D. Paulino Alvarez Laviada, esta Sociedad, median- 
te una prima insignificante y proporcionada al salario del 
obrero, y más frecuente y propiamente, mediante la inscrip- 
ción de gremios y asociaciones operarias en masa, garanti- 
za á todos y cada uno de sus beneficiados la efectividad in- 
tegral de la legislación de accidentes, encargándose de la re- 
presentación y defensa del obrero en los litigios y conflictos 
de cualquier orden que puedan surgir con el patrono, con 
motivo de las relaciones á que dá lugar dicha legislación, y 
en último termino, anticipandoal trabajador el importe de las 
indemnizaciones que le son debidas, á reserva de subrogar- 
se en sus derechos para reclamarlos después en conjunto de 
los empresarios industriales, corriendo en todo caso con el 
riesgo de su insolvencia. Esta Sociedad tiene establecido, 
para el mejor cumplimiento de sus fines, un servicio de con- 
sultas técnicas en favor de los obreros, y los organismos 
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convenientes para facilitar los reconocimientos periciales, 
cuando procedan; abarcando en sus funciones el reaseguro, 
el contra-seguro, el montepio y demás combinaciones lícitas 
favorables al obrero; todo ello mediante el pago de una cuo- 
ta fija anual convenida con los interesados. 

De esta manera la iniciativa privada, estimulada por el 
espíritu de especulación, á la vez que por el buen deseo de 
suplir un vacío que difícilmente podía llenar la ley misma, 
mientras predomine el sentido jurídico del egoismo reinan- 
te, puede constituirse en la más eficáz garantía del cumpli- 
miento de las disposiciones legales, en tanto que no se orga- 
nice debidamente el inspectorado oficial, y que las asocia- 
ciones obreras no se constituyan en forma tal que cada una 
de ellas se proponga propagar con la mayor amplitud entre 
sus miembros el conocimiento de todos los derechos que la 
Ley les conceda y la práctica de los mismos, sin ingerencias 
extrañas y sin atenuaciones que vengan á reducir su esfe- 
ra de acción. 

En una ú otra de las formas indicadas el seguro obrero 
será, cuando se halle perfectamente organizado, la más alta 
expresión dei valor personal y sustantivo de la clase prole- 
taria, que por sí misma, y con demostración de la fuerza so- 
cial que lleva.inherente, proveerá á su propia defensa y ga- 
rantía, hasta llegar á conseguir que con sinceridad perfecta 
se practiquen todos los derechos que la Ley le reconoce y 
de cuya conquista, señal de los tiempos, se muestra tan ufa- 
no en los días que hemos alcanzado. 
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- CAPÍTULO IX 


CUESTIONES COMPLEMENTARIAS 


ON ION a 


En los Capítulos anteriores hemos investigado las princi- 
pales cuestiones, que en la esfera del derecho sustantivo, 
ofrece la doctrina del riesgo profesional. Con ello podríamos 
dar por terminada nuestra tarea, si no nos salieran al paso 
algunos otros asuntos, que, aunque importantísimos desde 
diferentes puntos de vista, son, no obstante, de carácter se- 
cundario, dado el objeto del presente libro. 

Nos referimos á la jurisdicción, acciones y procedimien- 
tos en los litigios que tienen por objeto la indemnización de 
los accidentes del trabajo; 4 la previsión de los mismos se- 
gún la legislación vigente; y á determinados aspectos inte- 
resantes del Derecho Internacional. 

Dejando aparte algunos otros de menor importancia, 
puesto que no ofrecen problemas de interés á nuestra solu- 
ción, como son los que se refieren á las funciones encomen- 
dadas por la ley á las autoridades administrativas en la ges- 
tión relacionada con los accidentes, y otros de la misma ín- 
dole, que en un Comentario de los textos legales no deberían 
quedar sin ser analizados; nos limitaremos en este Capítulo, 
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á discurrir con brevedad acerca de los tres asuntos apunta- 
dos, no para exponer al detalle todo el sistema legal y re- 
glamentario, cosa que no nos incumbe, sino para resolver 
algunas dudas de carácter doctrinal á que pueden dar lugar 
la oscuridad de los textos en esta materia, y para dejar á 
grandes rasgos consignado cual sea el criterio fundamental 
de nuestra Legislación en lo que atañe á las referidas cues- 
tiones. 

No se nos tache de falta de método por la heterogenei- 
dad de los asuntos que hacemos objeto de este Capítulo, 
porque con él no nos proponemos examinarlos fundamental- 
mente, sino tan solo poner fin á nuestro trabajo con la indi- 
cación de estos complementos adjetivos de la Legislación 
de accidentes, íntimamente relacionados con ella, pero que 
están fuera de la sustantividad de la doctrina del riesgo 
profesional, que ha sido el principal objeto de nuestras in- 
vestigaciones. 


$ l 
ACCIONES Y PROCEDIMIENTOS 


En principio se declara, en el art.14 de la Ley, que Tribu- 
nales ó Jurados especiales han de ser los encargados de re- 
solver los conflictos que surjan de la aplicación de la misma; 
declaración que da un carácter accidental y transitorio á 
los preceptos vigentes, y que á la vez, envolvería, si hubiése- 
mos de examinarla en todo su alcance, el nuevo plantea- 
miento de la antigua cuestión de la unidad ó variedad de 
jurisdicciones, que nuestro Derecho constitucional y orgá- 
nico parecía tener resuelta definitivamente, hasta que el 
Problema Obrero ha venido á poner á la orden del día otro 
interesante aspecto de la misma. 

La cuestión de los Jurados especiales para todos los con- 
flictos del trabajo trasciende evidentemente de los límites 
de nuestro asunto, y no bastan algunas consideraciones ex- 
puestas de paso y á la ligera para considerarla resuelta en 
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el terreno de los principios. Y puesto que, por otra parte, 
no lo requiere la exposición completa de nuestra legalidad 
actual en tema de Acidentes del Frabajo, no hemos de des- 
viarnos del asunto, tratando aquí un problema que no le es 
propio, por el simple recuerdo de su existencia, que evoca 
la mencionada declaración del art. 14. 

Por lo demás, las disposiciones de este artículo, combi- 
nadas con las del 27 y siguientes del Reglamento, nos dan á 
conocer, aunque en terminos confusos, la existencia de dos 
clases de procedimiento para las reclamaciones por acci- 
dentes: el administrativo y el judicial; aquél como propio 
y característico, éste como subsidiario. | 

No sin grandes motivos de vacilación pueden establecer- 
se estas conclusiones; porque la falta de armonía entre los 
preceptos legales y reglamentarios, la confusa dicción de 
los textos y la falta de criterio fundamental en este punto, 
son tan manifiestas, que mientras de la lectura del art. 14 de 
la Ley no se deduce sinó la aplicación del procedimiento ju- 
dicial en todo caso, el 27 y siguientes del Reglamento esta- 
blecen uno y otro procedimiento, en términos de tal confu- 
sión, que nadie puede, en vista de ellos, precisar con exacti- 
tud los casos ó situaciones en que preceden respectiva- 
mente. 

El art. 34 del Reglamento dice: “los hechos que no se re- . 
lacionen con el cumplimiento de la Ley y que constituyan 
diferencias de apreciación entre las partes litigantes, serán 
objeto de la correspondiente demanda ante el Juez de 1.* Ins- 
tancia conforme á lo dispuesto en el art. 14 de la Ley,. 

Antes que este artículo figura en el mismo Reglamento 
el 28 que dice: “las reclamaciones ante la autoridad admi- 
nistrativa se verificarán siempre que el patrono haya omiti- 
do dar conocimiento del accidente ó de alguno de los por- 
menores detallados en el capítulo 2.” en los plazos que se se- 
ñalan,. 

Por fin el art. 31 dice así: “si la acción administrativa no 
diese resultado en un plazo de 48 horas, la autoridad recla- 
mante dará cuenta del hecho al Juez de 1.* Instancia para 
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que instruya las diligencias por incumplimiento del precep- 
to de la Ley, y conocimiento de este peo al Gobernador 
Civil de la Provincia,. 

Estos son los tres artículos esenciales del capítulo 3.” del 
Reglamento, por cuanto de ellos es preciso deducir la doc- 
trina vigente acerca de la jurisdicción que debe entender en 
- los conflictos de accidentes del trabajo; y los demás artícu- 
los del mismo capítulo son desarrollo circunstancial de la 
doctrina, ó se refieren al procedimiento penal en caso de do- 
lo ó negligencia, de que en otra ocasión hemos hablado. 

Trascribimos literalmente aquellos tres artículos para 
que en su comparación se observe el fundamento de lo que 
más arriba dejamos consignado, porque es dudoso que ha- 
ya quien pueda poner en armonía disposiciones tan incohe- 
rentes. | 

En la necesidad de darles una interpretación, para esta- 
blecer la doctrina que ha de aplicarse en la práctica, háse 
dicho que procede la del art. 34, ó lo que es lo mismo, acu- 
dir directamente al Juzgado de 1.* Instancia, cuando, hallán- 
dose dispuestoel patrono al cumplimiento de la Ley, existan, 
no obstante, diferencias de apreciación entre las partes so- 
bre la cuantía de la responsabilidad ó cualquier otro detalle 
de la ejecución misma; y que por el contrario, procede acu- 

dir en primer término y apurar la vía administrativa, antes 
- de llegar á la judicial, cuando el litigio verse sobre la obli- 
gación en st misma, por megatSs el patrono al cumplimien- 
to de la Ley. 

Podrá ser este el alcance de tales preceptos combinados; 
pero en tal caso, es de observar la incongruencia manifies- 
ta de ellos con la significación respectiva de ambas jurisdi- 
ciones; al mismo tiempo que las palabras del art. 28 parecen 
limitar el alcance de la reclamación administrativa al caso 
de que el patrono haya omitido dar conocimiento del acci- 
dente, como está obligado. Y si esto es así, y si se tiene en 
cuenta, además, que de las palabras de los artículos 30 y 32 
parece inferirse que las autoridades administrativas, un: 
vez recibido el parte, procederán inmediatamente á recla- 
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mar del patrono el cumplimiento de la obligación, lo que no 
puede significar otra cosa que una tramitación ulterior de 
oficio, y por lo tanto, sin necesidad de demanda del intere- 
sado: resultará de todo ello que el procedimiento adminis- 
trativo queda limitado á suplir la omisión del parte que de- 
biera dar el patrono. 

Sea como quiera, jamás se ha dejado sentir con mayor 
urgencia la necesidad de una aclaración, que demuestre el 
verdadero sentido y alcance de los preceptos, como en el 
caso presente, en que la práctica, puesta en la precisión de 
determinarse en un sentido dado, no puede hallar otro cri- 
terio mejor que el de prescindir en absoluto del inextrinca- 
ble laberinto de disposiciones tan poco meditadas, y abrirse 
paso, á la luz de los principios racionales de la técnica pro- 
cesal, por el camino más adecuado para que las reclamacio- 
nes lleguen á surtir el debido efecto. 

Omitimos, por los motivos antes expresados, tratar en es- 
te sitio de las cuestiones referentes al modo de determinar 
la competencia del Juzgado que haya de conocer en esta cla- 
se de litigios, y al procedimiento que, según la Ley, es el se- 
ñalado por la de Enjuiciamiento para los juicios verbales, 
sin que sea un obstáculo á ello, por la esp: cialidad de la 
disposición, la categoría del Juez que ha de conocer y fallar 
en el asunto. 

Tampoco es este el lugar adecuado para discurrir acer- 
ca de la prueba en esta clase de reclamaciones judiciales, 
de los recursos que procede interponer y admitir, y de todos 
los demás asuntos relacionados con la especialidad de este 
procedimiento. 

Hemos de concretarnos por tanto, á lo que de más carac- 
terístico y típico envuelve la doctrina del riesgo profesio- 
nal, en el orden á que nos referimos, diciendo algunas pala- 
bras acerca de la prueba, del beneficio de pobreza y de la 
- prescripción. | 

PRUEBAS.—Por la lógica de la teoría queda sumamente 
simplificada la prueba que debe suministrar el obrero de- 
mandante. La mayor dificultad del sistema probatorio en las 
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cuestiones que se refieren á imputar y depurar responsabi- 
lidades, consiste en aquella necesaria penetración en la psi- 
cología del sujeto agente, para averiguar la existencia Ó nó 
existencia del dolo ó de la culpa que determinan aquella res- 
ponsabilidad. 

En nuestro asunto desaparece todo este: Desde que se 
ha dicho que la responsabilidad del accidente del trabajo es 
de la empresa misma, representada por el patrono, con in- 
dependencia de su culpabilidad ó inocencia, queda reducida 
toda la prueba necesaria, á la demostración de los hechos; 
tales como el acontecimiento que dió lugar al accidente, la 
muerte de la víctima ó la clase de incapacidad que haya re- 
sultado de la lesión, el parentesco de los demandantes, la 
circunstancia de vivir á expensas de la víctima en ciertos 
casos, la cuantía del salario y la falta de observancia de le- 
yes Ó reglamentos por el patrono, en determinadas ocasio- 
nes, para exigirle un aumento de indemnización. Y como la 
prueba de todos estos hechos, excepto, acaso, el último, no 
envuelve dificultad alguna; y como, por otra parte, las cer- 
tificaciones facultativas y los partes que el Reglamento obli- 
ga al patrono á dar á las autoridades facilitan y preparan 
la demostración del mayor número de ellos á expensas del 
patrono mismo, queda, desde este punto de vista, sumamen- 
te exonerado el obrero. 

En cambio, al patrono corresponderá la prueba dela fuer- 
za mayor extraña al trabajo, á la que pretenda ser. debido 
el accidente, en el caso de que, conforme al art. 2.2 de la 
Ley, trate de evitar la responsabilidad que, en cualquier 
otra circunstancia, le correspondería por el accidente. 

Dada la naturaleza especialísima de este procedimiento, 
y la gran oscuridad que hemos observado en las fuentes le- 
gales acerca del mismo, preséntase, tanto respecto de la 
prueba, como de toda gestión ante los Juzgados, el problema 
de saber sí, como en todo procedimiento civil, ha de practi- 
carse siempre á instancia de parte, ó si será lícito al juez el 
procedimiento de oficio. 

Opónese á este último el carácter civil de la demanda y 
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la referencia expresa que á la Ley de Enjuiciamiento se ha- 
ce por el art. 14 de la de Accidentes. 

Más por otra parte, parece requerir dicha solución el 
contenido del art. 19, que al prohibir toda renuncia de los 
beneficios de la Ley, le dá un carácter de derecho público, 
necesario y no facultativo, que se corresponde con la fun- 
ción altamente social que viene á desempeñar, en los moder- 
nos tiempos, toda esta legislación de accidentes del trabajo. 

La falta de costumbre y el excesivo apego de nuestra Ju- 
dicatura al texto legal quizá pueda ser un obstáculo á esta 
última solución; pues es muy dudoso que los Tribunales, 
mientras una indubitable Jurisprudencia no les autorice, se 
atrevan á romper con arraigadísimas tradiciones en este 
punto. Pero es lo cierto que, si nos atenemos al tenor lite- 
ral del artículo 31 del Reglamento, encontraremos base sufi- 
ciente para decidir en favor del procedimiento de oficio. 

- No sería este ciertamente el único caso en que, por cir- 
cunstancias especialísimas, y por ser de alta conveniencia 
social la intervención oficiosa del juez en asuntos de carác- 
ter civil, así lo dispusiera la Ley concretamente. Consúlte- 
se, por ejemplo, el párrafo segundo del art. 877 del Código 
de Comercio; y véase si hay motivo para hacer extensiva 
al obrero,—indefenso, en ciertas circunstancias, y entrega- 
do á los azares de su total desconocimiento de la Ley,—la 
eficacísima garantía que en dicho artículo se establece á fa- 
vor de los acreedores del comerciante fugado. 

Y, aparte de esto, estimamos que una eficaz intervención 
del Ministerio fiscal, convenientemente reglamentada, sería, 
por ahora,—y en tanto que se organizan los servicios técni- - 
cos de inspección, que deben ser el complemento obligado 
de la Ley de Accidentes del Trabajo,—la mejor garantía pa- 
ra que la codicia patronal no eludiese, por los mil recursos 
de que puede disponer, el cumplimiento de las sacratísimas 
obligaciones que la referida ley le impone. El obrero debe 
ser considerado, en este respecto, como una de las personas, 
para cuya protección está instituido aquel Ministerio, cuan- 
do por otra parte, sus condiciones de vida en la sociedad le 
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muestran desamparado de toda otra. ¿Qué razón hay para 
que se niegue al trabajador aquella tutela que, en nombre 
de la Ley, ejerce el Ministerio público en favor de los meno- 
res y de las mujeres casadas, en defensa de derechos de ca- 
rácter tan eminentemente civil como los á:que se refiere, por 
ejemplo, el art. 131 del Reglamento de la Ley hipotecaria, 
por no citar otras muchas disposiciones, según las cuales el 
fiscal, por su propia iniciativa, ha de procurar, en favor de 
aquellos, el estricto cumplimento de la Ley? 

Es verdad que, aun así, continuarán acaso siendo letra . 
muerta, como lo son hoy, por desgracia, la mayor parte de 
los preceptos legales que acuerdan beneficios Óó reconocen 
derechos al trabajador; porque el Ministerio público, —y no 
decimos esto en tono de censura, sino lamentando solo que 
la Ley, que le impone determinados deberes, no ponga á su 
disposición todos los medios indispensables para cumplir- 
los, —así como, por lo general, llena con la mayor exactitud 
las atribuciones de su cargo en el orden penal, aunque im- 
pliquen iniciativas suyas y espontaneidad en el ejercicio de 
ellas; por lu contrario, en lo que se refiere á sus facultades 
de imiciativa en el orden civil (tutela de los menores, dere- 
chos de las mujeres, etc. etc.,) puédese afirmar, sin agravio 
de tan honorable clase, que por regla general son letra muer- 
ta los preceptos de la ley, y que solo tienen cumplimiento 
aquellas disposiciones cuando la iniciativa privada ó una su- 
prema necesidad, ineludible en momento dado, son ocasión 
de que se promuevan los respectivos expedientes. 

El incumplimiento, casi normal, de los preceptos de la 
ley de accidentes, es cosa que está en el ánimo de todo el 
mundo, y que revela tristemente la estadística, al compa- 
rar la cifra enorme de accidentes producidos con la relati- 
vamente mezquina del total de las indemnizaciones. Esto 
significa que la resistencia de los perjudicados, —particu- 
lares y compañías de seguros—con el abuso de la interpre- 
tación arbitraria y de las dificultades motivadas en fútiles 
pretextos, en una palabra, con la insinceridad que domina, 
merced al abandono del obrero á sus escasas fuerzas, ha 
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logrado imponerse y atenuar en todo lo posible los saluda- 
bles efectos de aquella ley tan oportuna y sabiamente intro- 
ducida en nuestro país. ¿No justifica todo esto las medidas 
protectoras del obrero que proclamamos, á fin de que sus 
derechos no sean sólo una colección de vanas palabras es- 
critas en un papel inútil, sino que alcancen la eficacia en 
que radica su virtualidad y todo el valor de su contenido? 

BENEFICIO DE POBREZA. El art. 35 del Reglamento está ter- 
minante en este punto: “en los juicios verbales, dice, se con- 
sidera siempre al obrero como litigante pobre,. 

La única cuestión que aquí se nos presenta es la de si pro- 
cede en algún caso admitir al patrono prueba en contrario. 

Opinamos que nó, contra el parecer de algún autorizado 
comentarista, porque la palabra s:2empre que emplea di- 
cho artículo no puede tener otra significación que esta ne- 
gativa; y por ello, además, es considerado pobre el obrero, 
para los efectos de la ley de accidentes, ¿pso jure, esto es, 
sin necesidad de entablar una demanda prévia y especial 
con este fin; pudiendo, desde luego, y por solo su condición 
de tal obrero, ó derecho habiente del mismo, entablar en el 
juicio verbal la acción, reclamando las indemnizaciones que 
le sean debidas. 

El fundamento principal de la opinión contraria está en 
considerar como una presunción legal lo dispuesto en el 
artículo 35 del Reglamento de Accidentes; presunción, que 
en tal caso, debía de calificarse de juris tantum, conforme 
al art. 1.251 del Código Civil, por no estar expresamente 
prohibida la prueba en contrario. 

Al discurrir de este modo, se olvida la nota característi- 
ca que constituye y define la presunción legal. Es esta una 
deducción, fundada en verosimilitud muy calificada, que ha- 
ce la Ley, á partir de ciertos hechos probados ó evidentes, 
afirmando que las consecuencias normales de los mismos son 
también las que se producen en el caso especial de que se 
hace exámen concreto. De este modo se presume la legiti- 
midad del hijo habido en matrimonio, la verdad de la cosa 
juzgada, y todas las demás deducciones que hace la Ley en 
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contemplación á hechos ciertos y con el exclusivo fin de evi- 
tar, en circunstancias normales, la prueba de aquello que 
en su misma verosimilitud lleva el mayor número de proba- 
bilidades en favor de su certeza. | 

¿Hállase en este caso la disposición del art. 35 del Regla- 
mento de accidentes? Si así fuera, habría que achacar al le- 
gislador el más imperdonable de los defectos de dicción, por 
haber rehusado la palabra que consagra técnicamente el 
concepto de que se trata. En los artículos 108, 109 y 110 del 
Código Civil se usa con repetición la frase “se presumitrá,, 
por ser insustituible cuando se trata de dar el alcance de 
una presunción legal al derecho que se define. Si la pobre- 
za del obrero fuera una presunción, del mismo modo que la 
legitimidad del hijo en aquellos textos legales, hubiérase 
ciertamente empleado la misma frase. 

Nó; en el presente caso no se trata de una presunción. El 
artículo 35 del Reglamento no significa que del hecho de ser 
obrero el litigante deduzca la Ley que, por solo eso, se le 
considere en alguna de las situaciones del art. 15 de la de 
Enjuiciamiento Civil, para que, cuando se probase que no se 
hallaba comprendido en ellas, cesase tal consideración de 
litigante pobre. El alcance del art. 35 es otro bien distinto. 
Significa que la Ley otorga el beneficio de la defensa por 
pobre á todo obrero que haya sido víctima de un accidente, 
para el solo efecto de la reclamación en juicio de las indem- 
nizaciones á que tiene derecho, prescindiendo en absoluto 
á que se halle ó nó en alguno de los casos del citado art. 15 
de la Ley procesal. 

El Reglamento supone, con lógica, que el que se halla en 
situación de reclamar indemnizaciones por accidentes del 
trabajo, no debe estar muy sobrado de recursos para poder 
esperar la resolución de expedientes dilatorios, antes de en- 
tablar su reclamación; y en su virtud, afirma desde luego 
su probreza en sentido legal, para que el tener que recla- 
marla préviamente no sea un obstáculo á la más rápida y 
eficaz intervención de la Justicia. Para ello no se apoya en 
un criterio de verosimilitud, que pueda ser destruido por la 
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prueba contraria, sino que afirma resueltamente que el obre- 
ro siempre ha de ser considerado como pobre. 

¿Dónde habrá un texto legal en que se establezca una 
presunción juris tantum, y sin embargo se use, como aquí, 
de aquella categórica palabra? ¿Qué Tribunal, apesar de to- 

as las pruebas, se atrevería á negar al obrero la conside- 
ración de pobre, después de la terminante declaración de 
dicho art. 35? 

PRreEscRIPCIÓN. El art. 15 de la Ley dice textualmente: “las 
acciones para reclamar el cumplimiento de las disposicio- 
nes de esta Ley prescriben al cumplir un año de la fecha 
del accidente,. 

Una cuestión se presenta con este motivo. Los derechos 
queotorgalaLeyde Accidentes están reconocidos en tres si- 
tuaciones distintas: incapacidad temporal, incapacidad per- 
pétua y muerte del obrero. Pase que la primera de ellas pue- 
da contarse desde el momento del accidente; pero la inca- 
pacidad perpétua y la muerte son hechos posteriores que 
determinan diversa categoría de indemnizaciones. ¿Ha de 
contarse también el año de prescripción de estos últimos, á 
partir de la fecha del accidente, término único que señala 
el art. 15? ¿Qué sucederá si la incapacidad perpétua se de- 
clara, ó la muerte acontece, después de transcurrido el año? 

No vemos inconveniente alguno en que se cumpla la Ley 
en todo su rigor, porque con ello no pueden peligrar jamás 
los derechos del obrero en semejantes situaciones. Cuando 
la muerte ó la incapacidad perpétua sobrevengan en cual- 
quier tiempo, necesariamente habrá de ocurrir: ó que el 
obrero se halle percibiendo, ó haya percibido las indemni- 
zaciones que le corresponden por incapacidad temporal y 
los gastos de asistencia, que son de cuenta del patrono; ó 
que durante un año, haya descuidado el ejercicio de estos 
derechos. En el primer caso queda, por aquellos hechos, in- 
terrumpida toda prescripción; porque, si bien las indemni- 
zaciones de incapacidad perpétua, así como las que proce- 
den por muerte, son independientes de las de incapacidad 
temporal, según los artículos 4.” y 5.”, esta independencia 
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se refiere á la calidad y cuantía, significa que son compati- 
bles en su ejercicio sucesivo, que 10 se excluyen, como afir- 
ma el art. 5. con dicción más correcta que aquella otra em- 
pleada en el 4.9%; pero no sirve para negar ó destruir la con- 
tinuidad del ejercicio mismo que implica la naturaleza de 
las cosas. 

En la 2.* hipótesis, que es en la que verdaderamente sur- 
je el problema que examinamos: cuando durante todo un año 
el obrero, desatendido en sus derechos por el patrono y por 
las autoridades á quienes la ley impone el deber de procu- 
rar la reparación, descuida por completo interponer las ac- 
ciones que proceden para la asistencia facultativa é indem- 
nización temporal; si desgraciadamente sobreviene después 
la muerte ó la incapacidad perpétua, entendemos que la víc- 
tima ó sus causahabientes no tienen derecho á interponer re- 
clamación alguna, transcurrido quesea elaño desde lafecha 
del accidente, porque á nadie, sino á sí mismos, pueden cul- 
par de haber abandonado, desde el primer momento, el ejer- 
cicio de las acciones que, además del beneficio inmediato 
que reportarían mientras duraba el tratamiento de la enfer- 
medad, producían el de interrumpir la prescripción, que en 
otro caso invoca eficazmente el patrono según los términos 
del art. 15. 
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PREVISIÓN DE LOS ACCIDENTES DEL TRABAJO 


Si nuestra legislación social, ó más concretamente nues- 
tras leyes del trabajo, se hubieran venido produciendo con 
aquel método que impone la idea de dotar gradualmente á 
la Nación de todas las disposiciones encaminadas á garan- 
tir la integridad personal del trabajador; si aquella legisla- 
ción no hubiera comenzado por lo que pudiera llamarse la 
.cúspide del edificio: ciertamente no sería necesario que la 
Ley y el Reglamento de accidentes consagrasen un capítu- 
lo especial á la cuestión de la seguridad del trabajo y pre- 
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visión de sus accidentes; porque leyes especiales resolveriían 
con particularidad acerca de este género de asuntos, como 
sucede en naciones más adelantadas en progreso social, y 
allí donde la legislación obrera ha obedecido á un plan re- 
flexivo y ha seguido un método verdaderamente científico y 
adecuado. 

Entre nosotros, el Reglamento de policía minera de 15 
de Julio de 1897 es el antecedente inmediato y luminoso del 
asunto, por las minuciosas y oportunas disposiciones enca- 
minadas á garantizar la higiene y seguridad del trabajo que 
en el mismo se contienen. 

Pero ¿será lícita, ante todo, esta suprema categoría de 
¿intervención del Estado en la vida social privada, que llega 
al punto de obligar á los patronos de industrias determina- 
das á un aumento considerable de su presupuesto de gastos, 
para procurar al obrero seguridades y garantías que de- 
muestran como se vá imponiendo en la práctica un concepto 
completamente nuevo del trabajo? 

Sin acudir á profundos razonamientos de carácter filosó- 
fico, basta la observación de lo que había llegado á ser el tra- 
bajo de la fábrica, de la mina y otros centros de producción, 
cuando el abandono de la tutela social por parte del Estado, 
bajo el influjo de las doctrinas económico-políticas del la/s- 
sed passer, Mdevó el capitalismo al apojeo de su grandeza, 
coincidiendo con el colmo de su tiranía: para proclamar (con 
el grito espontáneo de la conciencia que se revela indigna- 
da contra la más absurda de todas las esclavitudes) la nece- 
sidad de aquella tutela del trabajo, que poniendo límites á 
la ambición desenfrenada de los industriales, les obligase á 
reconocer,—-ya que su sordidez les inducía á olvidarlo, —que 
son hombres y no bestias, que son acaso débiles niños y mu- 
jeres, aquellos séres «nte cuyo terrible suplicio se mostraba 
indiferente. | 

No prolonguemos estas páginas con la descripción de ho- 
rripilantes cuadros de miseria y de tormento, capaces de 
traer á nuestra memoria algunos de los más lúgubres pasa- 
jes del dantesco infierno. Recordemos algunas descripciones 
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de vibrante realidad, que se contienen en la 1.?* parte de Tra- 
vatl de Zola; v para no acudir á textos literarios que,—aun- 
que tal reproche no pueden merecer jamás los del gran no- 
velista citado, —pudieran tacharse como engendro de exal- 
tadas imaginaciones; leamos los testimonios de filósofos y 
políticos, economistas y ministros, que reune M. de Villencu- 
ve Bargemont, en su notable Economía política cristia- 
na y principalmente en el capítulo titulado de la nueva feu- 
dalidad. 

Y si en España concretamente queremos inquirir, obser- 
varemos que no faltan aquí también motivos de la índole de 
los citados, para reclamar á gritos de pasión, si se quiere, 
pero de pasión humana, santa y redentora, aquella ¿nterven- 
ción de alguna fuerza superior á la avaricia capitalista, llá- 
mese Estado, Religión, Moral, Justicia, Derecho, algo en 
fin, que ponga término á la série de vergilenzas y abyeccio- 
nes que han hecho del trabajo el más cruel de todos los es- 
tigmas que pueden afligir á la humanidad. En prueba de ello, 
pudiéramos recordar aquí numerosos y elocuentes testimo- 
nios; entre otros, por citar uno solo, aquella Crónica vibran- 
te de calor y de piedad humana, que inspiró á nuestro ilustre 
literato Sr. Nogales, la observación realista y asimilante de 
los hechos que copió del natural en las explotaciones mine- 
ras de la provincia de Huelva (1). | 

Esta situacion de cosas es la misma que, en fecha ya bas- 
tante lejana, hizo esclamar al gran economista Sismondi: 
“apesar de todos los beneficios del orden social, apesar de 
las ventajas que el hombre ha recabado de las artes, vese 
uno tentado algunas veces á maldecir la división del traba- 
jo y la intervención de las manufacturas, cuando se ve el 
estado á que están reducidos nuestros semejantes (2). 

Y es porque este género de reflexiones, basadas en la 
observación de la más palpitante y sujestiva de las realida- 


(1) En el periódico £1 Liberal, no recordamos de que fecha. 
(2) Citado por Villencuve Bargemont. Economta política cristiana 
trad. esp. Tomo 1.* pag. 409. 
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des, induce á prescindir de los procedimientos técnicos y de 
la lógica científica, para proclamar como verdad que se im- 
pone por encima de toda razón de Estado, de todo sistema 
filosófico y de todo dogmatismo, la necesidad y urgencia de 
devolver á la humanidad libre y redimida los atributos de 
su misma libertad, la dignidad personal para sustento de su 
espíritu, y la integridad de su alimento corporal, para que 
el hombre que trabaja, no por ello deje de ser hombre, ni de 
vivir, al mismo tiempo, la vida que corresponde á los séres 
racionales. 

Es precisamente por motivos y consideraciones de esta 
índole, por lo que otro escritor brillantísimo,—que con alma 
de artista, ha impreso en las columnas de nuestra prensa 
grande+«l sello de su vigorosa personalidad literaria en la 
crónica de las más sugestionantes actualidades, el Sr. Bu- 
rell, —decía hace muy pocos días en el Heraldo: “Yo sé que 
el socialismo de hoy es científico, filosófico, demostrativo, 
razonador. Yo sé que el socialismo militante no quiere por 
nada ni para nada las propagandas emocionales. ¡El senti- 
mentalismo es burgués! pero mientras los socialistas cientí- 
ficos deducen de la filosofía hegeliano-marxista el nuevo es- 
tado social... yo sigo ateniéndome al viejo socialismo del 
corazón..., (1). 

Dejando á un lado este género de consideraciones, que no 
toleran el apodo de sentimentales, con que algún capitalis- 
ta empedernido trataría de eludir sus imperiosos postulados; 
también en el proceso investigador de la razón serena se 
imponen conclusiones favorables al principio de ¿nmterven- 
ción, en aquella de sus manifestaciones que se refiere á la 
vigilancia, higiene y seguridad del trabajo. 

¿Cómo se hace compatible el principio esencial de /¿ber- 
tad y aquella racional censura del exceso de legislación, que 
dijo Spencer, con criterio que comparte, en cierto sentido, 
nuestro Costa (2); como se pueden armonizar estas verda- 


(1) HMeraldo de Madrid 20 de Agosto de 1902, 
(2) Véanse sus libros Zeoría del hecho juridico y La libertad civil 
y el congreso de jurisconsultos aragoneses, 
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des con aquel otro principio (que proclaman la Ciencia So- 
cial contemporánea, y en cuya práctica han entrado resuel- 
tamente los paises más avanzados en libertad y democracia) 
según el cual, el Estado, como supremo tutor de la vida, de- 
be ¿imtervenir en aquellas de sus manifestaciones en que su 
abstención y abandono puede ocasionar lesión ó menospre- 
cio de alguno de los más sagrados intereses de la humani- 
dad? (1). | 

Si la libertad abstracta introducida por el individualis- 
mo politico y económico no hubiera degenerado, como la 
observación acredita, hasta la evidencia, en un sistema u21?- 
lateral, en cuya virtud aquel principio ha servido única- 
mente para acrecentar la fortuna de los ricos y la miseria 
de los pobres, siendo la libertad y la igualdad concedida á 
estos últimos tan sarcástica como inútil, por falta de conte- 
nido real, ó de medios y condiciones para ejercitarla; si fue- 
ra cierto, como pretendía la Escuela optimista de Economía 
política, que para que reinase la Justicia sobre la tierra era 
suficiente el libre juego de las libertades individuales; si 
- aquellas soñadas Armontas económicas no hubieran sido 
mil y mil vece.s desmentidas por la experiencia;--acaso sería 
preciso confesar que el ideal del Estado era aquel sistema 
negativo de la Escuela Kantiana, que reduce la misión de 
la Soberanía política á contemplar impasible el desenvolvi- 
miento de la vida toda, sin otra intervención en ella que la 
de hacer compatible el ejercicio de las libertades que mar- 
chan en dirección opuesta á realizar los diferentes fines de 
la existencia. 

Pero aquel sistema, llevado á la práctica, —donde, sino 
ha podido mostrar la maravillosa virtud que se le atribuia, 
fué, en cambio, la ocasión de que apareciese más evidente 
que nunca la verdad que palpita en el fondo de aquella frase 
célebre: “el hombre es un lobo para el hombre, ,—hizo tam- 


(1) H. Spencer protesta también contra el principio de intervención 
á la que llama Vueva esclavitud, 
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bién que llegase un día en que pudiera hablarse, como hoy 
se habla con fundamento, del fracaso de la libertad. 

La concurrencia, fórmula suprema en el orden económi- 
co de aquellos principios filosófico-políticos, fué desde el pri- 
mer momento de su aparición la ruina de la clase proleta- 
ria. Porque el contrato de trabajo, que en apariencia afecta 
el más profundo respeto á la libertad del obrero, en realidad 
no le ha ofrecido sino la elección entre aceptar las condicio- 
nes que le impone el capitalista, ó perecer de inanición ó de 
miseria. Por eso han dicho con profunda ironía Marx y En- 
gels: “El obrero es libre, y lo es desde un doble punto de 
vista: en cuanto dispone á su placer de la fuerza de trabajo 
como de una mercancía que le corresponde; y en cuanto, por 
decirlo así, se encuentra libre de todo, esto es, desprovisto 
de las cosas necesarias para la efectividad de su potencia 
de trabajo,. 

Y estos efectos del sistema económico liberal é indivi- 
dualista aparecieron desde luego en todos los paises en que 
tuvo aplicación en la práctica, comenzando por Inglaterra, 
donde las primeras explotaciones fabriles fueron también 
las primeras manifestaciones de la opresión del obrero, ins- 
pirada en la más inhumana ambición de riquezas que se des- 
arrolló desde los primeros momentos. 

Por todas estas causas puede observarse, en el desarrollo 
doctrinal de los sistemas económicos y políticos, un fenóme- 
no que, á primera vista, presenta caracteres de extrañeza 
que asombrarfan á los hombres de la pasada generación, si 
hubieran podido preveerlo: y es que los últimos avances ra- 
dicales de la Escuela democrática, que se honra de tener 
su directa filiación en li revolucionaria liberal, conducen á 
conclusiones en las que juegan papel importantísimo las pa- 
labras ¿inmtervención, tutela social y otras de que hubiera 
protestado el liberalismo de nuestros padres, porque pare- 
cen aproximarse, en cierto mudo, á aquel sistema de abso- 
lutismo, de amortización, de trabas autorizarias á todo mo- 
vimiento de la vida, que el antíguo régimen alimentaba. 

Acaso podrá ser una ley suprema de la Historia esta per- 
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pétua fluctuación entre las más opuestas organizaciones so- 
ciales; pero es lo cierto que, aun en ella, se manifiesta bien 
patente el progreso de la humanidad; porque si de una eta- 
pa de libertad la vemos, en nuestros días, retroceder, en apa- 
riencia hacia formas de organización en que predomina un 
principio más ó menos «utoritario, no es un movimiento atá- 
vico lo que produce esta transformación, sino una señal de la 
inmanente fuerza progresiva que va integrando, en sucesi- 
vas revelaciones del espíritu social, todos y cada uno de los 
elementos constitutivos de la sociedad misma. 

De este modo el novísimo principio de la intervención del 
Estado en las manifestaciones de la vida económica, obede- 
ce á la necesidad de integrar, en todas sus facultades y atri- 
butos, la personalidad, en la práctica desconocida, apesar 
de todas las afirmaciones de los Códigos revolucionarios. 
Es una especie de reparación en justicia de las consecuen- 
cias. de aquélla série de hechos históricos que, según ha 
observado Laveleye, produjeron la situación actual del pro- 
letariado, que no es un resultado del mérito ó de mérito de 
sus individuos, sino de un inmenso sistema de expoliaciones, 
leyes inícuas y privilegios hereditarios de la clase señorial. 

Por eso se siente hoy con gran intensidad el anhelo de 
acrecentar las funciones del Estado, para confiarle la supre- 
ma tutela de todos aquellos séres desvalidos, á quienes no 
alcanzan los beneficios tutelares del Código Civil, porque 
carecen de la protección que otorga el hecho de ser propie- 
tarios, condición indispensable para que alcancen al hombre 
aquellos beneficios del Derecho privado. 

Estos son los motivos que justifican el novísimo concep- 
to de la ¿ntervención, de que el ilustre Menger hizo aplica- 
ción concreta al orden económico-contractual á que nos re- 
ferimos, en los siguientes términos: 

“Quien sin pasión juzgue las cosas, no podrá negar que el 
señorio ó dominio ejercido por el patrono sobre el obrero 
asalariado es, en su contenido y extensión, mucho más rigu- 
roso que el que en nuestros tiempos corresponde al cabeza 
de familia, sobre su mujer y sus hijos, al tutor sobre el pupilo, 


»En rigor, un contrato de derecho privado que entraña 
una relación tal de dominación, bien ofrece un motivo de in- 
tervención para el Estado. Nuestra época, que quiere aca- 
bar con los últimos restos del Estado patrimonial, no con- 
siente que un ciudadano ejerza un dominio permanente res- 
pecto de otro, sin que el Estado intervenga, cuide y guie. Á 
partir de este supuesto, la legislación moderna no vacila en 
intervenir de un modo decisivo hasta en las relaciones de 
familia de los ciudadanos: siendo esto así, no debe maravi- 
llar que el Estado haya procurado someter á su influjo las 
relaciones que existen entre patrono y obrerq, ó servidor, 
los cuales son uno para el otro extraño y á menudo entre 
sí hostiles, (1). 

Es fecundísimo y admirable el movimiento legislativo 
que este saludable principio de ¿ntervención ha producido 
ya en los paises extranjeros; y no puede decirse que el nues- 
tro permanezca totalmente indiferente al mismo. 

Desde el punto de vista que atañe con especialidad á 
nuestro asunto, aparte de las disposiciones referentes al tra- 
bajo de las mujeres y de los niños, y de las prudentísimas 
medidas de precaución que con carácter obligatorio se san- 
cionan en el tantas veces mencionado Reglamento de poli- 
cía minera; hay entre las disposiciones complementarias de 
la Ley de Accidentes del Trabajo algunas que no pueden 
menos de ser indicadas en este sitio. 

Aparte los artículos 6 49 de la Ley, cuyo contenido es la 
más palmaria proclamación del principio saludable de ¿nter- 
vención del Estado en los trabajos industriales, para imponer 
aquellas medidas de seguridad que aconsejan los modernos 
adelantos, para vigilar mediante la constitución de orga- 
nismos adecuados el exacto cumplimiento de tales disposi- 
ciones, y hasta para fomentar el progreso de aquella clase 
de inventos mediante gabinetes de experiencia € inclusión 
de nuevos mecanismos en los catálogos oficiales; —todo el 
capítulo 5.” del Reglamento se consagra á desarrollar, en sus 


(1) Menger El Derecho Civil y los pobres. Trad. esp. pag. 318, 
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detalles, aquel principio, en todo lo que hace referencia á la 
higiene, seguridad y preservación de los obreros, imponien- 
do aumento de responsabilidad al patrono por el solo hecho 
de no observar con la mayor exactitud este género de pres- 
cripciones; y por último la R. O. de 2 de Agosto de 1900 dá 
carácter oficial y fuerza coercitiva al catálogo de mecanis- 
mos preventivos que hasta dicha fecha se conocían, sin per- 
juicio del propósito de aumentarlo y extenderlo, á medida 
que el progreso de las artes y la tecnología vaya admitiendo 
otros medios de seguridad ó perfeccionando los existentes. 

De una manera tan eficaz se ha consagrado en España el 
principio de intervención, como complementario del de res- 
ponsabilidad industrial por accidentes del trabajo. Del mis- 
mo modo y con igual alcance se reconoce en el capítulo 5. 
del Reglamento de 26 de Marzo de 1902 para la aplicación 
de la ley de accidentes al ramo de Guerra. 

A ulteriores progresos legislativos queda confiada la mi- 
sión de extender aquel mismo principio á otras aplicaciones, 
para que mantenga su vigor, aún en aquellas industrias y 
profesiones que no están sujetas al riesgo profesional: para 
que no se concrete á la higiene y seguridad, sino que prote- 
ja y defienda la moralidad y la instrucción del obrero en to- 
das sus manifestaciones; y para que un vigoroso organismo 
de inspección, extendido como una red benéfica por todo el 
territorio, haga que ningún atentado ó los sagrados fueros 
de la personalidad humana escape á la sanción inexorable 
de la Ley, que en este punto debe ostentar su imperio sobe- 
rano, con mayor energía que en otro alguno, por ser obra 
de suprema piedad, de justicia y de pacificación, la que por 
su ministerio ha de ejercer la sociedad en su marcha ascen- 
dente y progresiva hacia el más grande de todos sus ideales. 


$ II 
DERECHO INTERNACIONAL 


No faltarán en este orden problemas interesantísimos que 
han de pedir solución al legislador á medida que se vayan 
ensayando en la práctica los preceptos de la Ley. 


ES 


El cosmopolitismo dominante en nuestros días, no solo 
arroja diariamente en el territorio de los paises extranjeros 
millares de personas atraidas por el interés de las investi- 
gaciones científicas, por el comercio, por el carácter aven- 
turero de las gentes y por el gusto de los viajes facilitado 
por los poderosos medios de comunicación modernos; sino 
que también transporta ingentes masas de población opera- 
ria, atraidas á los paises industriosos por las mayores facili- 
dades de encontrar trabajo. 

Las grandes crisis industriales, que afectan á comarcas 
enteras, en las que, en un momento dado, pueden desapare- 
cer ó venir á menos, por causas naturales ó sociales, todos 
los centros de producción en determinado ramo de la indus- 
tria, suelen ser la causa de la frecuente movilización de 
aquellos formidables ejércitos de trabajadores, que así pue- 
den pasar, por estímulos de la necesidad de vivir, de un pais 
en el que la legislación proteja y garantice su integridad per- 
sonal, á otro en que se les abandone á sus fuerzas en la lucha 
con el capitalismo. E 

Esto demuestra la grandísima importancia que revisten 
las cuestiones que afectan al Derecho Internacional, en pun- 
to á la responsabilidad por accidentes del trabajo, y la ne- 
cesidad y urgencia de que las legislaciones de los diferentes 
paises se provean de reglas encaminadas á evitar hondos 
conflictos que pueden surgir en este orden. 

La Ley alemana de 30 de Junio de 1900 autoriza al Can- 
ciller del Imperio para entrar en negociaciones con los Es- 
tados extranjeros que posean legislaciones é instituciones 
para los accidentes del trabajo, á fin de acordar la indemni- 
zación que corresponda por los ocurridos en industrias do- 
miciliadas en Alemania y con sucursales en otros paises ó 
viceversa. 

Es interesante, por lo que se refiere al Derecho Interna- 
cional en materia de accidentes del trabajo, el proceso de la 
legislación francesa. La Ley de 9 de Abril de 1898 no pres- 
tó atención á este problema; antes bien, según el párrafo 
final del art. 3.? se exige la condición de residencia en el te- 
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rritorio francés, para que los representantes de un obrero 
extranjero puedan percibir la indemnización que les corres- 
pondería en situaciones normales. 

Por otra parte la completa exclusión del Derecho Común 
que hace el art. 2.%, según el que los obreros no pueden in- 
vocar, por razón de accidentes del trabajo, otras disposicio- 
nes distintas de las de aquella Ley, imposibilita también la 
aplicación del principio de reciprocidad establecido por el 
art. 11 del Código Civil. 

Es necesaria, por tanto, la residencia « en el territorio de 
la República, para que los herederos de un operario extran- 
jero gocen de los beneficios de la ley francesa. Nada se dice 
de la nacionalidad ó residencia de los representantes de un 
obrero francés, caso que, aunque con menos frecuencia que 
el anterior, puede ocurrir también en la práctica; silencio 
que debe interpretarse favorablemente á los mismos, sea 
cualquiera su nacionalidad ó residencia. 

Lo cierto es que aquella disposición del art. 3.” hizo re- 
troceder el derecho en este punto; pues antes de la promul- 
gación de la Ley de 1898, cuando la responsabilidad por ac- 
cidentes se regía por el Derecho Común, los herederos del 
extranjero podían invocar el principio de reciprocidad, que 
ahora es muy dudoso que se les reconozca. 

No obstante; la Comisión especial encargada del estudio 
de la legislación de accidentes, emitió en 7 de Febrero de 
1900 un dictamen, proponiendo que en el caso de ¿ncapact- 
dad temporal, los obreros extranjeros que no residan ó que 
hayan dejado de residir en el territorio de la República, ten- 
gan iguales derechos que los nacionales. 

La misma Comisión oficial ha reconocido la desventajosa 
posición en que la Ley coloca á los herederos del operario 
extranjero; y en otro dictamen, abogó resueltamente por la 
aplicación del principio de reciprocidad en favor de los que 
se hallasen en este caso. Esto dió lugar á que por la Cámara 
de Diputados se aprobase un proyecto de reforma dell ex- 
presado párrafo del art. 3.”, al que se agregaron las siguien- 
tes palabras: “4 no ser que por un decreto y con audiencia 
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del Consejo de Estado, se declare aplicable, por motivos 
de nacionalidad y en atención á la legalidad vigente en el 
pais á que corresponden los representantes del obrero, la 
disposición del párrafo anterior,,. Esta disposición aludida 
reconoce en favor de los obreros extranjeros, que cesen de 
residir en el territorio francés, una indemnización de cuan- 
tía inferior á la que normalmente se concede á los naciona- 
les y extranjeros que sigan residiendo en el territorio, . 

En la legislación española no existen disposición alguna 
que trate de mermar ó desconocer los derechos del obrera 
extranjero que haya sido víctima de un accidente, trabajan- 
do en el territorio nacional, ni los de sus representantes, 
cualquiera que sea su nacionalidad ó residencia. Regirán, 
por consiguiente, en este punto, aquellos principios genera- 
les que informan el derecho internacional privado y se con- 
sagran en el art. 27 del Código Civil, que trae su inspiración 
de aquel progresivo art. 3.” del Código italiano, que, á su 
vez, consagró pura y simplemente el principio de igualdad 
entre nacionales y extranjeros, y que el ilustre Mancini pro- 
clamaba como modelo de toda legislación respetuosa para 
los legítimos fueros de la humanidad. 

El operario extranjero y sus derecho habientes gozan 
en España de iguales beneficios que los nacionales, por lo 
que se refiere á indemnización de accidentes del trabajo. 

No se nos objete que, del mismo modo que la ley france- 
sa, es la nuestra de carácter especial y excluyente, por tan- 
to, de toda regla del Derecho Común; porque, aparte de no 
existir en ella un precepto tan absoluto como el contenido 
en el art. 2.? de la francesa; es muy de notar el diverso al- 
cance que tienen las disposiciones referentes al derecho de 
los extranjeros en nuestro Código y en el de la vecina Re- 
pública. En este último tales disposiciones forman parte del 
libro 1.” titulado “De las Personas, y del capítulo que en el 
mismo se consagra al goce y ejercicio de los derechos ct- 
viles. Todas las reglas que en este se contienen van enca- 
minadas á integrar la personalidad y capacidad c/v?l; cons- 
tituyen el reconocimiento de otros tantos derechos de este 
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dice “todo francés disfrutará de los derechos civiles, . 

Por el contrario el art. 27 de nuestro Código está com- 
prendido en un Título de carácter tan general y aplicable 
á toda clase de derechos, que sus principales reglas son una 
reproducción de preceptos constitucionales, por lo cual, y 
por virtud del alcance del mismo art. 27, se ha discutido 
mucho si era el lugar adecuado para esta clase de disposi- 
ciones el Código Civil, en que se contienen, sin duda alguna, 
con distinto alcance y mayor transcendencia que la de inte- 
'grar la personalidad y la capacidad civil. Y prueba de ello 
es que las reglas que directamente se refieren á esta, co- 
mienzan á exponerse en el título siguiente, que lleva por 
epígrafe: “Del nacimiento y la extinción de la personalidad 
civil. 

De todo lo cual se infiere que los preceptos que propia 
é indiscutiblemente se refieren al derecho privado, comien- 
zan en nuestro Código en el art. 23 que es.el 1.” de este re- 
ferido título; ofreciendo los anteriores un aspecto general, 
ya nomotésico, ya de referencia al derecho internacional ó 
al público interno, que hacen perfectamente compatible y 
aplicable, máxime á falta de disposición especial que le sus- 
tituya y de prohibición expresa de la ley, el mencionado ar- 
tículo 27 del Código Civil á las cuestiones de carácter inter- 
nacional que puedan surgir con motivo de la aplicación de 
la ley de accidentes del trabajo. 


APENDICE 
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APÉNDICE 


Con el fin de que los lectores de este volumen puedan en- 
contrar en el mismo, y sin necesidad de consultar otros, to- 
dos los textos legales en que se contienen las disposiciones 
vigentes, en materia de Accidentes del Trabajo, insertamos 
á continuación, además de la Ley de 30 de Enero de 1900, 
los Reglamentos, RR. DD. y RR. 00. que desenvuelven los 
principios fundamentales de la misma; y además, por ser su 
antecedente y complemento más notable, el Reglamento de 
policía minera de 15 de Julio de 1597, al que varias veces 
hemos hecho referencia en el texto. 


Ley de 30 de Enero de 1900 


ArtICULO 1.2 Para los efectos de la presente Ley, entiéndese por ac- 
cidente toda lesión corporal que el operario sufra con ocasión ó por 
consecuencia del trabajo que ejecuta por cuenta ajena; por patrono, el 
particular ó Companía propietario de la obra, explotación ó industria 
donde el trabajo se presente; y por operario, todo el que ejecuta habi- 
tualmente un trabajo manual, fuera de su domicilio, por cuenta ajena. 

ArT.2.% El patrono es respunsable de los accidentes ocurridos á sus 
operarios con motivo y en el ejercicio de la profesion ó trabajo que rea- 
licen, á menos que el accidente sea debido á fuerza mayor extraña al 
trabajo en que se produzca el accidente. 


27 


de 
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ARrT.3.2 Las industrias ó trabajos que dan lugar á responsabilidad 
del patrono, serán: 

1.2 Las fábricas y talleres y los establecimientos industriales donde 
se hace uso de una fuerza cualquiera distinta de la del hombre. 

2.2 Las minas, salinas y canteras. 

3. Las fábricas y talleres metalúrgicos y de construcciones terres- 
tres ó navales. 

4 La construcción, reparación, y conservación de edificios, com- 
prendiendo los trabajos de albañilería y todos sus anexos: carpintería, 
cerrajería corte de piedras, pintura, etc. 

5.2 Los establecimientos donde se producen ó se emplean industrial- 
mente materias explosivas ó inflamables, insalubres ó tóxicas. 

6.2 La construcción, reparación y conservación de vías férreas, 
puertos, caminos canales, diques, acueductos, alcantarillas y otros tra- 
bajos similares, - 

7. Las faenas agrícolas y forestales donde se hace uso de algún 
motor que accione por medio de una fuerza distinta á la del hombre. 
En estos trabajos, la responsabilidad del patrono existirá sólo con res- 
pecto al personal expuesto al peligro de las máquinas. 

8.2 El acarreo y transporte por vía terrestre, marítima y de navega- 
ción interior,  ' | 

9,2 Los trabajos de limpieza de calles, pozos negros y alcantarillas. 

10. Los almacenes de depósito y los depósitos al por mayor de car- 
bón, leña y madera de construcción. 

11. Los teatros, con respecto de su personal asalariado. 

12. Los Cuerpos de bomberos. 

13. Los establecimientos de producción de gas ó de electricidad y la 
colocación y conservación de redes telefónicas. 

14, Los trabajos de colocación reparación y desmonte de conducto- 
res eléctricos y de pararrayos. 

15. Todo el personal encargado en las faenas de carga y descarga. 

16 Toda industria ó trabajo similar no comprendido en los números 
precedentes. 

ArT. 4.2 Los obreros tendrán derecho '4 indemnización por los ac- 
cidentes indicados en el art. 2. que produzcan una incapacidad de tra- 
bajo absoluta ó parcial, temporal ó perpétua, en la forma y cuantía que 
establecen las disposiciones siguientes: 

1,2 Si el accidente hubiese producido una incapacidad temporal, el 
patrono abonará á ¡a víctima una indemnización igual á la mitad de su 
jornal diario desde el día en que tuvo lugar el accidente, hasta el en que 
se halle en condiciones de volver al trabajo. 

Si transcurrido un año no hubiese cesado aún la incapacidad, la in- 
demnización se regirá por las disposiciones relativas á la incapacidad 
perpétua. 
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2.2 Si el accidente hubiese producido una incapacidad permanente y 
absoluta para todo trabajo, el patrono deberá abonar á la víctima una 
indemnización igual al salario de dos años; pero solo será la correspon- 
diente á dieciocho meses de salario cuando la incapacidad se refiera á 
la profesión habitual, y no impida al obrero dedicarse á otro género 
de trabajo. 

3. Si el accidente hubiese producido una incapacidad parcial, aun- 
que permanente, para la profesión ó clase de trabajo á que se hallaba 
dedicada la víctima, el patrono quedará obligado á destinar al obrero, 
con igual remuneración, á otro trabajo compatible con su estado, Ó á 
satisfacer una indemnización equivalente á un año de salario, á elec- 
ción del patrono. 

El patrono se halla igualmente obligado á facilitar la asistencia mé- 
dica y farmacéutica al obrero hasta que se halle en condiciones de vol- 
ver al trabajo, ó por dictámen facultativo se le declare comprendido en 
los casos definidos en los números 2.” y 3. del presente artículo, y no 
requiera la referida asistencia, la cual se hará bajo la dirección de fa” 
cultativos designados por el patrono. 

Las indemnizaciones por incapacidad permanente, definidas en los 
números 2. y 3,%, serán independientes de las determinadas en el 1.* 
para el caso de incapacidad temporal. 

ART. 5. Si el accidente produjese la muerte del obrero, el patrono 
queda obligado á sufragar los gastos de sepelio, no excediendo éstos de 
100 pesetas, y además á indemnizar á la viuda, descendientes legítimos 
menores de dieciséis años y ascendientes, en la forma y cuantía que es- 
tablecen las disposiciones siguientes: 

1.2 Con una suma igual al salario medio diario de dos años que dis- 
frutaba la víctima, cuando ésta deje viuda é hijos ó nietos huérfanos 
que se hallasen á su cuidado. 

2.% Con una suma igual á diez y ocho meses de salario, si solo deja- 
se hijos ó nietos. 

3.* Con un año de salario á la viuda sin hijos ni otros descendientes 
del difunto. 

3, Con diez mescs de salario á los padres 6 abuelos de la víctima, 
si no dejase viuda ni descendientes, y fueran aquéllos sexagenarios y 
careciesen de recursos, siempre que sean dos ó más estos ascendientes. 
En el caso de quedar uno solo, la indemnización será cquivalente á sie- 
te meses del jornal que percibía la víctima. | 

Las disposiciones contenidas en los números 2.* y 4.” serán aplica- 
bles al caso de que la víctima del accidente sea mujer. Las contenidas 
en el 1.2 sólo beneficiarán á los descendientes de ésta, cuando se de- 
muestre que se hallan abandonados por el padre ó abuelo viudo, ó pro- 
cedan de matrimonio anterior de la victima. 

Las indemnizaciones por causa de fallecimiento no excluyen las que 
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correspondieron á la víctima en el periodo que medió desde el acciden- 
te hasta su muerte. 

5.? Las indemnizaciones determinadas por esta ley. se aumentarán 
en una mitad más de su cuantía cuando el accidente se produzca en un 
establecimiento ú obras cuyas máquinas ó artefactos carezcan de los 
aparatos de precaución á que se refieren los artículos 6.%, 7% 8.2 y 9,2, 

ART. 6.2 Se constituirá una Junta técnica encargada del estudio de 
los mecanismos inventados hasta hoy para prevenir los accidentes del 
trabajo. Esta Junta se compondrá de tres Ingenieros y un Arquitecto; 
dos de los primeros pertenecientes á la Junta de Reformas sociales, y 
uno á la Real Academia de Ciencias Exactas, á propuesta de las refe: 
ridas corporaciones. El cargo de Vocal de la Junta técnica de previ- 
sión de los accidentes del trabajo, será gratuito. 

ART. 7.2 La Junta á que se refiere el artículo anterior redactará un 
catálogo de los mecanismos que tienen por objeto impedir los acciden- 
tes del trabajo, y lo elevará al Ministerio de la Gobernación en el tér 
mino de cuatro meses. 

ART.8.% El Gobierno, de acuerdo con la Junta técnica, establecerá 
en los Reglamentos y disposiciones que se dicten para cumplir la ley, 
los casos en que deben acompañar á las máquinas los mecanismos pro- 
tectores del obrero ó preventivos de los accidentes del trabajo, así co- 
mo las demás condiciones de seguridad é higiene indispensables á cada 
industria (1). 

ArT.9.2 La Junta técnica formará un gabinete de experiencias, en 
que se conserven los modelos de los mecanismos ideados para prevenir 
los accidentes industriales, y en que se ensayen los mecanismos nue- 
vos, é incluirá en el catálogo los que recomiende la práctica. 

Art. 10. El propietario de los establecimientos industriales com- 
prendidos en el art, 3. podrá en vez de las indemnizaciones estableci- 
das en el art. 5%, otorgar pensiones vitalicias, siempre que las garanti- 
ce á satisfación de la víctima ó sus derecho habientes, en la forma ó 
cuantía siguiente: 

1.2 De una suma igual al 40 por 100 del salario anual de la víctima, 
pagadera á la viuda, hijos ó nietos, menores de diez y seis años. 

2.2 De 20 por 100 á la viuda sin hijos ni descendientes legítimos de 
la víctima. 

3.2 De 10 por 100 para cada uno de los ascendientes pobres y sexa- 
genarios, cuando la víctima no dejase viuda ni descendientes, siempre 
que el total de estas pensiones no exceda de 30 por 100 del salario. 

Estas pensiones cesarán cuando la viuda pasare á ulteriores nupcias, 
y, respecto de los hijos ó nietos, cuando llegasen á la edad señalada en 
el art 3.2. 


(1 Wéase la R. O. de 2 de Agosto de 19Xx) mandando publicar el catálogo de mecanismos 
preventivos de accidentes del trahajo. 
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ART. 11. Para el cómputo de las indemnizaciones establecidas en 
esta ley, se entenderá por salario el que efectivamente reciba el dbrero 
en dinero ó en otra forma, descontándose los dias festivos. El salario 
diario no se considerará nunca menor á una peseta cincuenta céntimos, 
aun tratándose de aprendices que no perciban remuneración alguna, 
ó de operarios que perciban menos de dicha cantidad. 

ART. 12. Los patronos podrán sustituir las obligaciones definidas en 
los artículos 4.%, 5.2 y 10, 6 cualquiera de ellas por el seguro hecho á su 
costa en cabeza del obrero de que se trate, de los riesgos á que se refie- 
re cada uno de esos artículos respectivamente ó todos ellos, en una So- 
ciedad de seguros debidamente constituída, que sea de las aceptadas 
para este efecto por el Ministerio de la Gobernación, pero siempre á 
condición de que la suma que el obrero reciba no sea inferior á la que 
correspondiera con arreglo á esta Ley. 

ART. 13. Los preceptos de esta Ley obligarán al Estado en sus ar: 
senales, fábricas de armas; de polvora y los establecimientos ó indus- 
trias que sostenga. Igual obligación tendrán las Diputaciones provin- 
ciales y los Ayuntamientos, en los respectivos casos, así como las obras 
públicas que ejecuten por administración. 

Arr. 14. Mientras se dictan las disposiciones relativas á los Tribu- 
nales ó Jurados especiales que han de resolver los conflictos que surjan 
en-la aplicación de esta Ley, entenderán en ellos los Jueces de primera 
instancia, con arreglo á los procedimientos establecidos para los juicios 
verbales y con los recursos que determina la Ley de Enjuiciamiento 
Civil. 

ART. 15. Las acciones para reclamar el cumplimiento de las dispo- 
ciones de esta Ley prescriben al cumplir un año de la fecha del acci- 
dente. 

Arr. 16. Todas las reclamaciones de daños y perjuicios por hechos 
no comprendidos en las disposiciones de la presente Ley, quedan suje- 
tas á las prescripciones de derecho común. 

ART. 17. Silos daños y perjuicios fueran ocasionados con dolo, im- 
prudencia ó negligencia, que constituyan delito ó falta con arreglo al 
Código Penal, conocerán en el juicio come aponalente los Jueces y Tri- 
bunales de lo criminal. 

ArT. 18. Silos Jueces y Tribunales de lo criminal acordasen el so- 
breseimiento ó la absolución del procesado, quedará expedito el dere- 
cho que al interesado corresponda para reclamar la indemnización de 
daños y perjuicios, según las disposiciones de esta ley. 

ART. 19. Serán nulos y sin valor toda renuncia á los beneficios de la 
presente ley, y en general todo pacto contrario á sus disposiciones 

ART. 20. El Gobierno dictará, en el término de seis meses, Jos regla 
mentos y disposiciones necesarias para el cumplimiento de esta ley. 

Arr, 21. Ejemplares impresos de esta Ley y su reglamento se colo- 
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carán en sitio visible de los establecimientos, talleres ó Empresas in- 
dustriales á que se refiere. 
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Real decreto de 28 de Julio de 1900 
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REGLAMENTO PARA LA EJECUCIÓN DE LA LEY 
DE 30 DE ENERO DE 1900 


CAPÍTULO PRIMERO 


DISPOSICIONES GENERALES 


ArtícuLo 1, Entiéndese por patrono el particular ó Compañía pro- 

pietario de la obra, explotación ó industria donde el trabajo se preste. 

Estando contratada la ejecución ó explotación de la obra ó industria, 

se considerará como patrono al contratista, subsistiendo siempre la res- 
ponsabilidad subsidiaria del propietario de la obra ó industria. 

El Estado, las Diputaciones provinciales y los Ayuntamientos que- 
dan equiparados para los efectos de este artículo á los particulares y 
Compañías. | 

ART. 2. Se considerarán operarios todos los que ejecutan habitual- 
mente trabajo manual fuera de su domicilio por cuenta ajena, con re- 
muneración ó sin ella, á salario ó á destajo, en virtud de contrato ver- 
bal ó escrito. 

En esta disposición se hallan comprendidos los aprendices y los de- 
pendientes de comercio. 

ART. 3.2 Para fijar el salario que el obrero no percibe en dinero, sea 
en especie, en uso de habitación ó en otra torma cualquiera, se compu- 
tará dicha remuneración con arreglo á su promedio de valor en la lo- 
calidad. 

Si el servicio se contrató á destajo, debe regularse el salario, apre- 
ciándose prudencialmente el que por término medio correspondería á 
los obreros de condiciones semejantes á las de la víctima del accidente 
en iguales trabajos, y, en su defecto, en los más análogos posible. | 

En ningún caso se regulará el salario en cantidad inferior á una pe- 
seta y cincuenta céntimos por día de trabajo. 
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CAPÍTULO HU 


DE LAS OBLIGACIONES 


ArT. 4.2 La responsabilidad del patrono, para los efectos del articu- 
lo 4.9 de la ley, disposición 1.?, aclarada en la 3.?, párrafo tercero, se- 
rá electiva desde que ocurra el accidente. 

ArT.5.2 La obligación más inmediata es la de proporcionar sin de- 
mora alguna la asistencia médica y farmacéutica. 

ART. 6. Se acudirá en el primer momento en demanda de los auxi- 
lios sanitarios más próximos; pero en el curso de la dolencia, la direc- 
ción de la asistencia médica corresponde á los Facultativos designados 
por el patrono. 

ART. 7.2 Todo accidente desde que se produzca, constituyendo inca- 
pacidad para el trabajo, obliga al patrono, á tenor de lo dispuesto en 
el art. 4,%, disposición 1.? de la Ley, á abonar á la víctima la mitad de 
su jornal diario. 

ART. 5. Paralos efectos del conocimiento del hecho y de las recla- 
maciones é intervenciones á que pueda dar lugar, el patrono, en un 
plazo que no excederá de veinticuatro horas, dará conocimiento á la 
Autoridad gubernativa por medio de un parte escrito y firmado por 
él ó por quien le represente, extendido en papel común, que remitirá 
certificado por correo. 

En este parte se hará constar la hora y el sitio en que ocurrió el ac- 
cidente, cómo se produjo, quiénes lo presenciaron, el nombre de la víc- 
tima, el lugar á que ésta hubiere sido trasladada, el nombre y domici- 
lio del Facultativo ó Facultativos que practicaron la primera cura, el 
salario que ganaba el obrero y la razón social de la compañía asegura- 
dora, cuando exista contrato de seguro 

ART.9 Caso de defunción inmediata, dará igualmente parte á la 
Autoridad gubernativa, haciendo constar los datos que sean pertinen- 
tes de los consignados en el párrafo segundo del artículo anterior 

ART. 10. Además del parte mencionado, el patrono, desde que haya 
empezado hacer efectiva la obligación por la responsabilidad del acci- 
dente, dará conocimiento escrito á la Autoridad gubernativa. 

En este escrito deben hacer constar su conformidad el obrero ó las 
partes interesadas, por sí ó por persona que les represente 

Con iguales requisitos dará también conocimiento á la Autoridad 
gubernativa de haber hecho efectiva la indemnización, expresando la 


cuantía y el artículo, número y párrafo de la Ley en que esté com- 
prendida. 
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ArrT. 11. Si el patrono otorgara pensiones vitalicias, conforme á lo 
dispuesto en el art, 10 de la Ley, ó hubiera sustituido las obligaciones 
por el seguro, l”» comunicará también á la Autoridad gubernativa, ha- 
ciendo constar en el documento la conformidad de las partes. En otro 
caso abonará semanalmente al obrero el salario que, según la Ley, le 
corresponda, á partir del día del accidente. 

ART. 12. Si el patrono conceptúa que el accidente es debido á fuerza 
mayor ó caso fortuito extraños al trabajo, lo manifestará así por escri- 
to á la Autoridad gubernativa, sin que por eso pueda prescindir de las 
obligaciones consignadas en los artículos 5.%, 6.9, 8,9, 9,2 y 10, 

ArrT. 13, Todos los documentos se presentarán por duplicado. 

Uno de ellos quedará en poder de la Autoridad á quien sea dirigido, 
y el otro, sellado con el sello oficial de la Dependencia y autorizado con 
el recibt y la firma del funcionario que lo recoja, le será devuelto inme- 
diatamente al patrono. 

ART. 14. El cumplimiento de las obligaciones consignadas en la Ley 
para hacer efectivas las indemnizaciones á que hubiere lugar, no exige 
ni la intervención ni la mediación de ninguna autoridad, mientras no 
se maifieste disconformidad entre las partes interesadas. 

ArT. 15, La no intervención de la Autoridad no excusa de las for- 
malidades indispensables para que en todo tiempo los hechos y los 
acuerdos puedan tener la debida justificación. 

ArT. 16 Si el patrono, para los efectos de la dirección de la asisten- 
cia médica y certificación de los hechos, designara Facultativos, comu- 
nicará á la Autoridad gubernativa el nombre de los designados y las 
señas de sus domicilios en un plazo que no podrá exceder de cuarenta 
y ocho horas. 

Si no hiciera la designación, se entenderá que los Facultativos que 
asistanal lesionado tienen implícitamente la representación del patrono. 

ART. 17. Si el lesionado ingresare en un hospital, á los Facultativos 
designados por el patrono se les concederá las mismas atribuciones que 
á los Médicos forenses. 

ArT.18. Los Facultativos están obligados á librar las siguientes cer- 
tificaciones: 

1,2 En cuanto se produzca el accidente, la de hallarse el obrero in- 
capacitado para el trabajo. 

2.2 En cuanto se obtenga la curación, la de hallarse el obrero en 
condiciones de volver al trabajo. 

3,2 En cuanto se obtenga la curación, resultando incapacidad, la en 
que se califique la incapacidad. 

4,2 En caso de muerte, la certificación de defunción. 

Arr, 19. Enlas certificaciones á que se refiere el núm. 1.* del artí- 
culo anterior, la lesión será descrita lo más detalladamente posible, 
igualmente que en las del núm. 4.%, y si en este último caso se practica- 
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re la autopsia, se unirán á la certificación los datos que de esa diligen- 
cia resultaren. 
En las certificaciones á que se refiere el núm. 3.% se describirá lo 
más detalladamente posible, la inutilidad resultante. 
ART. 20, Librada cada certificación, se facilitará por el patrono co- 
pia autorizada con su firma, la Autoridad gubernativa, en un plazo que 
no excederá de veinticuatro horas. 


ART, 21. Delas certificaciones á que se refieren los números 2.* y 3. 
del art. 18, se dará conocimiento á los lesionados, y si están conformes, 
lo harán constar, bajo su firma ó la persona que les represente, en la 
misma certificación. | | 

ART. 22. Caso de disconformidad, ya por no conceptuarse el obrero 
curado, ó por no estar conforme con la calificación de la inutilidad, el 
obrero podrá nombrar Facultativos, para que con los del patrono prac- 
tiquen un nuevo reconocimiento, librando la certificación en que cons- 
te la conformidad ó disconformidad de opiniones, documento que auto- 
rizarán con sus firmas todos los Profesores actuantes. 


ART. 23. En caso de disconformidad, se harán tres copias del docu- 


mento: una para el patrono, otra para el obrero y otra para el Gober- 
nador civil de la provincia respectiva. 


Esta Autoridad remitirá copia de la certificación y de todos los an- 
tecedentes relacionados .con ella á la Academia de Medicina más inme- 
diata, que dictaminará definitivamente. 

Del dictamen de la Academia, que será dirigido al Gobierno civil 
que promueva la consulta, se remitirán por esta dependencia copias al 
patrono y al obrero. 

ART. 24, El Gobierno, en vista de la experiencia resultante de las 
aplicaciones de la ley, podrá acordar que se haga un estudio minucio- 
so para redactar un cuadro ó un Reglamento de incapacidades para el 
trabajo. : 

En tanto, regirán las siguientes reglas: 

1.2 Se considerarán como eapacidanes absolutas las que impidan 
todo género de trabajo. 

2,2 Se considerarán como incapacidades parciales las que impidan 
el trabajo á que se dedicaba el obrero, pero no otro. 


ART. 25. En los casos á que se refiere el párrafo tercero de la dispo - 
, sición 4.* del art. 5. de la Ley, se tendrá que hacer constar en la certifi- 
cación facultativa que la defunción ha sido consecuencia del accidente. 
Las reclamaciones, en caso de apelación de las partes intesadas, se 
regirán por analogía por lo que determinan los artículos 22 y 23. 
ART. 26. Aunque se instruya proceso por los motivos á que se refie- 
re el art. 17 de la Ley, no se podrán diferir los trámites que en este ca- 
pítulo se señalan para definir la incapacidad, la sanidad y calificar las 
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inutilidades, á fin de que siempre quede expedita la acción á que alude 
el art. 18 de la misma Ley (1). 


CAPÍTULO HH 


DE LAS REGLAMENTACIONES 


ART. 27. El obrero víctima del accidente, ó la persona ó personas in- 
teresadas, tienen derecho á reclamar ante las Autoridades gubernati- 
vas y á demandar al patrono ante el Juez de 1.* instancia, conforme á 
lo dispuesto en el art 14 de la Ley. 

ArrT. 28. Las reclamaciones ante la Autoridad administrativa se ve- 
rificarán siempre que el patrono haya omitido dar conocimiento del 
accidente ó de alguno de los pormenores detallados en el capítulo II, en 
los plazos que se señalen. 

ART. 29. La reclamación ante la Autoridad administrativa se hará 
pos escrito, extendida en papel común y por duplicado, recogiendo el 
reclamante, uno de los ejemplares con el recibi del funcionario que lo 
reciba y el sello de la dependencia (2). 

ART. 30. Siel parte lo recibiese una Autoridad municipal, conforme 
á lo indicado en el art. 38, capítulo IV de este Reglamento, procederá 
inmediatamente á reclamar del patrono el cumplimiento de la obliga- 
ción infringida, dando á la vez cuenta del hecho al Gobernador civil de 
la provincia. | 

ART. 31, Si la acción administrativa no diese resultado en un plazo 
de cuarenta y ocho horas, la Autoridad reclamante dará cuenta del he- 
cho al Juez de 1.? instancia para que instruya las diligencias por incum- 
plimiento del precepto de la Ley, y conocimiento de este trámite al Go- 
bernador civil de la provincia. 

ArrT. 32. Si el parte lo recibiese el Gobernador civil, procederá, con 
relación al patrono y al Juez de 1.* instancia, de igual modo que la Au- 
toridad municipal. 

ART. 33. Las partes interesadas podrán también reclamar, si fueran 
desatendidas, ante los Gobernadores civiles contra las Autoridades mu- 
nicipales, y ante el Ministerio de la Gobernación contra los Goberna- 
dores civiles. 

ArT. 34, Los hechos que no se relacionen con incumplimiento de la 





(D Eltextu de este precepto está inserto en vista de la rectificación hecha en la Gaceta 
de 31 de Julio de 1900. 

(2) El texto de este precepto está inserto en vista de la rectificación hecha en la Gaceta 
de 31 de Julio de 1900, 
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Ley y que constituyan diferencias de apreciación entre las partes liti- 
gantes, serán objeto de la correspondienté demanda ante el Juez de 1.? 
instancia, conforme á lo dispuesto en el art. 14 de la Ley. 

ART. 35. Enlos juicios verbales se considerará siempre al obrero 
como litigante pobre. 

ART.36. En los casos señalados en el art. 17 de la Ley, tratándose 
de alegación de dolo, imprudencia ó negligencia en la producción del 
accidente, se acudirá directamente con la manifestación escrita al Juez 
de instrucción. 


CAPÍTULO IV 


DE LAS INTERVENCIONES 


ART. 37. Se consideran dependencias administrativas para recibir 
los partes motivados por el accidente: 

a) Los Gobiernos civiles. 

b) Las Delegaciones de Policía. 

Cc) Las ofinas municipales (1). 

ART. 38. Serán recibidos los partes en las oficinas municipales úni- 
camente en las localidades que no sean capital de provincia. 

En las capitales de provincia sólo serán recibidos en las dependen - 
cias que señalan las letras q y b del artículo anterior. 

ART. 39. La dependencia que reciba el parte lo dirigirá inmediata- 
mente al Gobierno civil de la provincia respectiva, que acusará recibo 
de oficio á vuelta de correo. 

ART. 40. Enlos Gobiernos civiles, al recibir el parte, se abrirá un 
expediente, que solo constará de una carpeta de titulación y de un ín- 
dice de los documentos recibidos, registrados y contenidos en la car- 
peta.. 

ART. 41. La carpeta del expediente tendrá las siguientes titulacio- 
nes, ordenadas conforme al modelo que oficialmente se acuerde: 

4) Número del expediente. 

b) Inicial de la letra del primer apellido de la víctima del accidente. 

c) Nombre y apellidos de la víctima. 

d) Nombre y apellidos del patrono. 

e) Clase de industria ó de trabajo. 

f) Claves de registro. 

ART. 42. Los expedientes se colocarán en casilleros, dispuestos por 
orden alfabético del primer apellido. 

Permanecerán en estos casilleros hasta que se acuerde la cancela- 
ción, que será siempre motivada por haberse cumplido en todos sus trá- 
mites los efectos de la Ley. 


(1) Véase Gacefa de 31 de Julio de 1900. 
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Acordada la cancelación, los expedientes pasarán al Archivo de la 


dependencia. 
ART. 43. Se llevarán además en cada Gobierno civil dos libros re- 
gistros: . 


1.2 Libro de registros de accidentes. 
2.2 Libro de anotaciones alfabéticas. 
En el primer libro, cada hoja estará dispuesta para las anotaciones 
correspondientes á un solo expediente. 


En el segundo libro solo constarán el nombre y apellidos de la víc- 
tima inscriptos en el orden de la inicial divisoria correspondiente al 
primer apellido, y con referencias á las páginas en que conste la ins- 
cripción en el libro registro de accidentes. 

Por el Ministerio de la Gobernación se publicarán los modelos de 
cada uno de esos libros, 

ART. 44, Los Gobernadores civiles remitarán al Ministerio de la Go- 
bernación los siguientes documentos: 

a) Una nota autorizada con la firma del Gobernador y la del Secre- 
-tario, y con el sello de la dependencia. 

Esta nota contendrá, en primer término, el nombre y apellidos de la 
víctima del accidente y los pormenores que consten en el modelo que 
se publique. 

b) Las hojas estadísticas, llenadas conforme á los datos del modelo. 

ArT. 45. Con las notas autorizadas se organizará en el Ministerio 
de la Gobernación, en casilleros convenientemente dispuestos, un Re- 
gistro general. 

Las hojas estadísticas servirán para hacer las distintas clasificacio- 
nes que ha de comprender la Estadística de los accidentes del trabajo. 

Las notas autorizadas se cancelarán al acordarse la cancelación de 
cada expediente. 

ART. 46. Las hojas estadísticas serán individuales para cada caso de 
accidente, y comprenderán los datos para hacer las siguientes clasifi- 
caciones: 

Clase de industria ó de trabajo. 

Lesión producida, especificando el diagnóstico de la lesión y la cali- 
ficación de la inutilidad. 

Horas de jornada en la industria ó trabajo. 

Hora en que se produjo el accidente 

Edad del obrero. 

Indemnización otorgada. 

ART. 47. La estadística de los accidentes del trabajo se publicará 
anualmente en la Guceta con los datos comprendidos en el artículo an- 
terior y Otros que se conceptúen oportunos 

Al publicarse la estadística del trabajo se incorporará á ella la de 
los accidentes, 
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ART. 48. La acción administrativa se limitará en los casos de des- 
envolvimieto normal de la Ley, á un mero registro de accidentes. 

En los casos en que la Ley resulte desatendida ó entorpecida por el 
patrono que no cumpla los trámites que en la Ley y en este Reglamen- 
to se establecen, la Administración favorecerá, siempre que sean per- 
tinentes, las reclamaciones del obrero. 

ART. 49, El trámite administrativo se dirigirá primeramente á re- 
clamar del patrono el cumplimiento del precepto infringido; y si esta 
intervención resultare ineficáz, dará conocimiento al Juez competente 
á los efectos del art. 14 de la Ley. 

ART. 50. Cualquier dependencia administrativa de las indicadas en 
el art. 38 está obligada á dar inmediato conocimiento al Gobernador 
civil de la provincia, siempre que le conste que la ley ha sido desaten- 
dida ó entorpecida y no se haya producido reclamación por parte del 
obrero, ó esta reclamación resultase ineficaz. 

Los Gobiernos civiles se dirigirán al patrono ó Juez'competente, se- 
gún lo establecido en el artículo anterior. 

ART. 51 Delas gestiones verificadas gubernativamente y de sus re- 
sultados, se dará conocimiento al Ministerio de la Gobernación, que 
las extractará en las notas autorizadas y las tendrá en cuenta para los 
fines estadísticos y demás que proceda. 

ArrT. 52. El Ministerio de la Gobernación no intervendrá más que 
cuando las partes interesadas recurran á él en queja contra las Autori- 
dades administrativas por incumplimiento de las obligaciones que les 
incumben. 


CAPÍTULO V 


PREVISIÓN DE LOS ACCIDENTES DEL TRABAJO 


ART. 53. Los patronos tienen el deber de emplear en las fábricas, ta- 
lleres y obras todas las medidas posibles para la seguridad de sus ope- 
rarios. 

ART. 54. Son obligatorias las medidas de seguridad que se emplean 
habitualmente en talleres y en obras, tales como las barandillas ó re- 
des defensivas en los andamiajes; las vallas en los pozos y zanjas de los 
talleres; los avisos y señales para dar fuego á los barrenos; los frenos 
y fiadores para las máquinas de elevación y de transporte, y, en gene- 
ral, todas las de uso y práctica corriente. 

ART.55. Son también obligatorias las medidas de precaución que ra- 
cionalmente y en armonía con las actualmente usadas correspondan á 
nuevos trabajos ó procedimientos, aplicando al efecto las prevenciones 
posibles con arreglo al adelanto de las ciencias y de la tecnología. 
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ART. 50 Será causa de responsabilidad para los patronos el incum- 
plimiento de las medidas que dicte el Gobierno, de acuerdo con la Jun- 
ta técnica, para la previsión de los accidentes, con el fin de aplicar apa- 
ratos y mecanismos especiales destinados á la seguridad de los ope- 
rarios. 

ART. 57. Las medidas materiales que se traducen en la adición de 
mecanismos preventivos para disminuir los riesgos propios de cada tra- 
bajo, se deben aplicar con la mira de defender también al obrero contra 
las imprudencias que son consecuencia forzosa de la continuidad de 
las manipulaciones que ofrecen peligro. 

ART. 58. Además de los aparatos preservativos, obligatorios en vir- 
tud de los artículos anteriores, se declaran de necesidad los Reglamen- 
tos de Policía é Higiene en uso en los talleres bien organizados y las 
disposiciones especiales de este género que dicte el Gobierno, de acuer- 
do con la Junta técnica 

ART. 59. Se declaran faltas de previsión el empleo de máquinas y 
aparatos en mal estado, la ejecución de una obra ó trabajo con medios 
insuficientes de personal ó de material y utilizar personal inepto en 
obras peligrosas sin la debida dirección. 

ART. 60, Las responsabilidades que se derivan del incumplimiento 
de las obligaciones consignadas en los artículos anteriores y las faltas 
que también se precisan, se juzgarán con arreglo á los prescrito en el 
artículo 17 de la ley de accidentes. 

ART. 61. La previsión de los accidentes es obligatoria en su grado 
máximo cuando se trate del trabajo de los niños. 

ART. 62. La adopción de las medidas posibles de seguridad no dis- 
pensa al patrono del pago de las indemnizaciones que la Ley determi- 
na, teniéndose en cuenta únicamente para apreciar la responsabilidad 
civil ó criminal que puediera existir. 

ART. 63. Los artículos 17 y 18 de la Ley se refieren tanto al obrero 
como al patrono. 

ART. 64. La falta de medidas preventivas en el grado é importancia 
que determina este Reglamento, y el incumplimiento de las disposicio- 
nes de la Ley de 30 de Enero de 1900, será motivo suficiente para que 
se aumente en una mitad las indemnizaciones que corresponden á los 
obreros, con independencia de toda clase de responsabilidades. 

ART.65. La Junta técnica de accidentes del trabajo dará la mayor 
publicidad posible al conocimiento de los nuevos mecanismos que se 
inventen, así como á los experimentos de los que se ensayen en sus ga- 
binetes, para que la inclusión en el catálogo y la declaración de necesi- 
dad del empleo esté rodeada de las mayores garantías de acierto. 

ART.66 El Reglamento especial de la Junta técnica determinará el 
servicio del Museo y Gabinete de experimentación, en relación con los 
industriales y constructores para los fines de la prevención de acciden- 
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tes y facilitando el conocimiento y empleo de los mecanismos especia- 
les de seguridad. 


CAPÍTULO VI 


DE LAS RESPONSABILIDADES 


ART. 67. Las responsabilidades dimanadas de hechos relacionados 
con las aplicaciones de esta ley, podrán ser penales, civiles y adminis- 
trativas. 

ArT.68. La acción penal podrá ser interpuesta por el patrono ó el 
obrero, y por la representación del Ministerio público en todos aquellos 
casos en que conceptúe que debe intervenir en pro de la eficacia de la 
ley y en representación de la personalidad de los perjudicados. 

ART. 69, Cuando pueda tener eficacia la aplicación de los medios 
preventivos de los accidentes, el Gobierno impondrá las responsabili- 
dades administrativas que conceptúe más eficaces. | 

ART. 70. Siempre que se haga efectiva una responsabilidad, se dará 
conocimiento especificado al respectivo Gobierno civil para que este lo 
haga al Ministerio de la Gobernación como parte de la documentación 
estadística y demás efectos. 


CAPÍTULO .VII 


SEGURO DE ACCIDENTES 


ART. 71. Las Sociedades de seguros, mútuas ó por acciones que des- 
seen la aceptación del Ministerio de la Gobernación para sustituir al 
patrono en los casos determinados por la Ley, deben reunir las condi- 
ciones siguientes: 

1.2 Separación de las operaciones de seguro de accidentes persona- 
les de cualesquiera otras que realicen. 

2? Fianza especial. 

3,2 Aceptación de los preceptos legales vigentes en materia de acci- 
dentes del trabajo, principalmente respecto á los casos de siniestro, for- 
ma y cuantía de la indemnización y beneficiarios del seguro. 

4,2 Comunicación al Ministerio de la Gobernación de los estatutos, 
balances y empleo del capital, condiciones de las pólizas, tarifas de pre- 
mios, cálculo de reservas de seguros y rentas vitalicias, y estadísticas 
de contratos estipulados, sus novaciones y cumplimiento ó terminación. 

Para apreciar estas condiciones, el Ministerio de la Gobernación se 
asesorará técnicamente y dictará las oportunas disposiciones á fin de 
cumplimentar las de este artículo. 
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ART. 72. La indemnización por fallecimiento ó cargo de las compa- 
ñías de seguros, gozará de la exención por reclamaciones de acreedo- 
res reconocida por el art. 428 del Código de Comercio. 


ARTÍCULO TRANSITORIO 


Cuando se hallen establecidos los Jurados mixtos de obreros y pa- 
tronos, serán éstos los únicos competentes para conocer y decidir en to- 
das las cuestiones que por Ley de 30 de Enero de 1900 y por este Regla- 
mento se sometan á la jurisdicción del Juez de 1.*? instancia. Si entretan- 


to se acordase por patronos y obreros someterse á la competencia de. 


las Juntas creadas para ejecución de la Ley de 13 de Marzo de 1900, 
relativa al trabajo manual de mujeres y niños, las Juntas locales, y en 
caso de apelación las provinciales, intervendrán en el conocimiento y 
resolución de las cuestiones á que este artículo se refiere, excepción he- 
cha de los casos de responsabilidad por delito ó falta, que quedan reser- 
vados á la jurisdicción de los Tribunales ordinarios. 


Posa at o 


Real orden de 2 de Agosto de 1900 


A 


CATÁLOGO DE MECANISMOS PREVENTIVOS DE LOS AC- 


CIDENTES DEL TRABAJO 


ENS SOS xa Nc a ON 


ÍNDICE GENERAL DE LAS SECCIONES 


1.2 Talleres, fábricas y canteras. 

2.? Construcción en general. 

3,4 Construcción de edificios. 

3,2 Minería. 

5,2 Producción y transporte de la electricidad. 
6.% Almacenes y depósitos. 


SECCIÓN PRIMERA 
TALLERES, FÁBRICAS Y CANTERAS 
A. Motores: | 


1. Recintos generales y parciales de barandillas, cadenas ó telas 
metálicas. ys 
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De los volantes. 

De los balancines. 

De los engranajes. 

Forros y pantallas de las manivelas y de las bielas. 
De las varillas de las bombas y piezas análogas. 
De las chabetas y tornillos. 

De los reguladores. ] 
Mecanismos para mover á mano los volantes, 


10. Frenos á los volantes. 


11. 


Defensas de los tubos de nivel. 


12. Plataformas defendidas para trabajos elevados (balancines, en- 
gyrase, reparaciones, etc.) 

13. Puentes defendidos sobre fosos. 

14. Topes en el piso para evitar el deslizamiento junto á las piezas 
de gran velocidad. 

15. Engrase automático por largos periodos. 

16. Llaves de cierre rápido de paso del vapor. 

17. Mecanismos para asegurar los prensaestopas. 

18. Aparatos para evitar el arranque imprevisto del motor. 

19. Aparatos pa1a detener el movimiento desde un punto cualquiera 


del taller. 
B. Transmisiones. 
1. Galerías y pisos para reconocimientos, engrases y reparaciones. 
2. Escaleras con fiadores. 
3. Aparatos para limpiar desde lejos sin peligro. 
3, Engrasadores automáticos. 
5. Herramientas especiales para el engrase. 
6. Mecanismos para desmontar las correas. 
7. Aparatos montacorreas. 
8. Recintos defensivos generales. 
9. Forros defensivos para los árboles de transmisión. 


10. Idem para las correas y cables. 
11. Idem para las correas, clavijas, chabetas y engranajes de todas 
clases. 


12. Aparatos para suprimir las chabetas. 

13. Manguitos de seguridad. A 

14, Enlaces y engranes de árboles y desenlace de los mismos por 
transmisiones á distancias eléctricas ó de otra clase. 


C. 
L, 
2. 


Máquinas auxiliares y operadoras. 
Recintos cercados, forros y pantallas. 
Enlace y desenlace de piezas, fiadores de las piezas suspendidas, 


poleas, frenos, engrase automático ó preservado con aplicación á los 


«) Tornos. 
b) Grúas. 
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c) Cabrias. 

d) Montacargas de torno, hidráulicos y eléctricos. 

e) Vías interiores de servicio. 

Fiadores especiales de los ascensores. 

Paracaidas. 

Estuches y cubiertas para defensa de los engranajes, y del útil 


a) En las máquinas de fresar. 
b) En las de desbastar. 
c) En las de perforar. 
d) En las de cepillar. 


6. Forros para las hojas de las sierras circulares, 

7. Idem íd. para las sierras de cinta. 

8. Reglas fijas y cuchillos para mantener abierto y alineado el corte 
de las sierras. 

9. Fiadores para impedir el trabajo imprevisto de los útiles. 

10. Topes que limitan el avance de los carretones en máquinas de 
movimiento alternativo. 

11. Envolventes y ventiladores para recoger y expulsar el polvo en 
la preparación de piedras y metales. 

12. Idem en las industrias textiles. 

13. Mecanismos adicionales para impedir accidentes al cambiar los 
husos, limpiar los peines, preservar las manos de los cuchillos de las 
cardas, arreglar automáticamente el papel en las prensas de impren- 
ta, etcétera. 

14. Medios de hacer solitarios.los mecanismos de arranque del mo- 
vimiento, de limpieza y cambio de útiles. 

15. Preservativos especiales. 

a) En las fundiciones. 
b) En los transformadores de hierr OS. 
c) En los laminadores, 


D. Canteras: 


1. Mecanismos para conducción, conservación y manejos de me- 
chas, pólvoras y explosivos en general. 

2. Aparatos especiales para la preparación de la dinamita, princi- 
palmente en tiempo de heladas. 

3. Perfeccionamiento en los aparatos para dar fuego á los barrenos, 
hornillos y cámaras. 

4, Aparatos de aviso para las descargas. 

5. Pantalla y blindajes para detener los fragmentos proyectados. 

6. Vallas, zanjas y galerías preservativas contra los fragmentos lan- 
zados con fuerza y contra la caida de los mismos por las laderas. 

7. Disposiciones adicionales en los lanzaderos de piedras, maderas 
etcétera, para aviso y resguardo, 


A 
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E. Aigiene del taller: 


1. Aparatos para comprobar la pureza del aire. 
2. Filtros de aire cargado de sustancias en suspensión al salir de los 
operadores. 
3. Depuradores del aire del taller. 
Aparatos para filtrar el aire que respira el obrero. 
Anteojos de protección. 
Idem para miopes y'présbitas. 
Caretas y guantes. 
Trajes protectores. 
a) Fundiciones. 
b) Laminadores. 
c) Agotamientos. 
d) Aire comprimido. 
9. Baños especiales de taller. 
10. Botiquines. 
11. Camillas. 
12. Cajas de cirugía. 
13. Colocación de los líquidos corrosivos 
14, Idem de las sustancias explosivas y tóxicas. 
15. Manejo de las sustancias peligrosas (bombas, sifones, etc.) 


SECCIÓN 2.* 


CONSTRUCCIONES EN GENERAL 


A 


l. Adaptación á las máquinas empleadas en las obras de los meca- 
nismos de seguridad aplicables á las de talleres 

2. Andamiajes, cimbras, armaduras, etc.; adaptación á estas cons- 
trucciones de los mecanismos usados en los edificios. 

3, Montacargas y planos inclinados, disposiciones especiales para 
garantir la seguridad en la elevación de materiales de construcción, 
fiadores, paracaidas. 

4, Mecanismos complementarios de los aparatos de buzos. 

5. Idem de los aparatos para casos de incendios. 

6. Idem para descender á pozos y alcantarillas. 

7. Blindajes en los túneles. | 

8. Rampas lanzaderas de materiales, aparatos adicionales de aviso, 
apartaderos. 


SECCIÓN 3.* 
CONSTRUCCIÓN DE EDIFICIOS Y SIMILARES 


A. Apertura de zanjas y cimentación: 
1. Aparatos de acodalamiento para contener el terreno. 
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2. Aparatos para trabajar debajo del agua en las fundaciones ó ci- 
mientos. 

B. Alcantarillado y pocerta: 

1. Aparatos de acodalamiento en los cortes verticales y en el supe- 
rior para el minado del terreno. 

2. Aros de diámetro variable para contención del terreno en la per- 
foración de los pozos. 

3. Andamio colgante para hacer el revestimiento de los pozos. 

4. Ventiladores para purificar el aire en las alcantarillas sucias y 
pozos negros. 

5. Lámparas de seguridad para alumbrar el minado de las alcanta- 
rillas y pozos y extirpar los gases inflamables en las alcantarillas su- 
cias y pozos negros. 

6. Aparatos para denunciar y apreciar la existencia é intensidad de 
gases inflamables en dichos sitios. 

7. Aparatos para inyectar aire respirable en los mismos. 

8. Aparato para sacar y elevar á la superficie superior á obreros 
asfixiados. 

C. Andamtos: 

1. Sistema de andamio fijo sobre castillejo ó pies derechos con pla- 
taforma y barandilla de seguridad. 

2. Sistema de andamio colgante con las mismas condiciones. 

3. Barandilla móvil para andamio fijo y colgante, 

4, Escalera de comunicación móvil y articulada para poner en co- 
municación todas las andamiadas. 

9. Redes de esparto y de cáñamo para colgar horizontalmente en 
operaciones arriesgadas. 

D. Elevación de materiales, de andamios y de toda clase de obje- 
tos pesados: 

1. Grúas giratorias de diferentes sistemas y dimensiones con motor 
de sangre, de vapor y de electridad, con fiadores especiales. 

2. Aparatos elevadores á mano, sin riesgo del operario, con meca- 
nismo fiador. 

3. Poleas de seguridad. 

E. Aparatos fijos en los edificios para evitar caídas: 

1. Ganchos de hierro en los caballetes de los tejados, con resistencia 
para soportar el peso de cuatro operarios, 

2. Ganchos de hierro por debajo de los aleros de las fachadas con 
: igual resistencia. 

3, Los mismos ganchos en los coronamientos de los patios. 

4. Aros de hierro para cogerse ó engancharsc á ellos en las subidas 
de humos situadas en puntos peligrosos. 

FP, Aparatos móviles para evitar caidas: 

1. Aparatos de penetrar en sitios incendiados. 
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2, Escaleras de salvamentos. 
3. Tubos de lona de salvamento. 
4. Paracaidas. 


A. 


1. 
2. 
3. 
4. 


SECCIÓN 4.2 


MINERÍA 


Aparatos para evitar ó remediar las caídas en los pozos: 


Andamio volante para fortificar pozos con mampostería. 


Redes defensivas. 
Paracaidas especiales para minas 
Hormnillas para evitar que caigan por los pozoslos obreros emplea- 


dos en el enganche de las jaulas de extracción. 


Aparatos para prevenir ó evitar los accidentes en los trans- 


portes subterráneos. 


1. 


Aparatos para evitar las caidas de los vagones que marchan por 


un plano inclinado ascendente con cable sin fin. 


2. Agujas de seguridad para impedir el paso de los vagones de una 
vía general de transporte á un plano inclinado y para detener su mo- 
vimiento. 

3, Arbol giratorio con topes. 

4, Tacos automáticos. 

5. Barreras móviles. 

C. Aparatos para purificar el aire de las labores subterráneas: 

1. Ventiladores especiales para minas. 

2. Reguladores volumétricos. 

3. Mangas de viento para pozos de pequeñas profundidades. 

4. Tuberías de ventilación con aire comprimido. 


D. Lámparas de seguridad para alumbrar labores en que se en- 
cierren gases imflamables ó explosivos: 


1. 


2, 
3, 


Lámparas perfeccionadas para minas. 

a) Con aceite. 

b) Con alcohol. 

c) Con petróleo. 

d) Eléctrica. 

Aparatos complementarios de las lámparas de seguridad. 
Sistema perfeccionado de cierre de las lámparas de seguridad. 


E. Aparatos para comprobar y medir la cantidad de gases infla- 
mables é irrespirables encerrados en las minas. 


P, 
G. 


L 
2. 


Aparatos para trabajar en el agua de las labores subterráneas. 
Aparatos para penetrar en labores incendiadas: 

Sacos de tela impermeable. 

Aparatos de fuelle. 
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3, Aeróforos. 
H. Aparatos para socorrer dlos heridos de las labores mineras. 


- SECCIÓN 5.2 


PRODUCCIÓN Y TRANSPORTE DE LA ENERGÍA ELÉCTRICA 


1. Mecanismos adicionales para comprobar las condiciones de segu- 
ridad en la marcha de las dinamos. 

2. Interruptores automáticos con aplicación á las fábricas y á las 
obras en construcción. 

3. Aparatos adicionales para comprobar el aislamiento, las fugas y 
la descarga á tierra. 

4, Aparatos adicionales para aislar las dinamos y cuadros ó taqui- 
lleros. 

5. Pisos ó tapices aisladores. 

6. Aparatos para defender el aislamiento de los cables é hilos de 
conducción en puntos expuestos á deterioro ó contacto. 

7. Marcas de colores ó de otras clases para diferenciar los hilos de 
alta tensión. 

8. Redes defensivas de las lámparas de arco. 

9. Cinturones de seguridad. 

10. Guantes y trajes de seguridad. 

11. Interruptores automáticos de las corrientes de alta tensión en los 
cables de los tranvias. 

12. Interruptores á distancia. 


SECCIÓN 6.* 


ALMACENES Y DEPÓSITOS 


Cestas y jaulas para bombonas de ácidos. 
Cajas de resistencias para sustancias muy explosivas. 
Cajas de seguridad para materias tóxicas. 

Envases de pólvora. 

Envases de dinamita. 

Envases de cápsulas tulminantes. 

Aparatos para extraer ácidos. 

Aparatos especiales para alumbrado de almacenes. 
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Real decreto de 27 de Agosto de 1900 
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SOCIEDADES DE SEGUROS 
CONTRA ACCIDENTES DEL TRABAJO 
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ArtTÍCuLO 1.2 Las Sociedades de seguros que deseen sustituir al pa- 
trono en las obligaciones determinadas por la ley de accidentes del tra- 
bajo, deben dirigirse al Ministro de la Gobernación solicitando ser ins- 
critas en el registro de las Asociaciones aceptadas al efecto, mediante 
el cumplimiento de estas disposiciones y demás vigentes. 

ART. 2.2 Con la oportuna instancia se acompañará copia auténtica 
de la escritura ó acta de fundación con sus modificaciones, y de los po- 
deres de su representación en España, si la Compañía fuese extranjera. 
Estos documentos serán devueltos á los interesados después de relacio- 
narlos en el expediente, al que se unirá original la instancia presentada. 

ARrT.3,9 En la instancia se expresará el domicilio social en España 
de la Sociedad, el capital desembolsado por la misma hasta la fecha, y 
el nombre de su director ó gerente. 

ART. 4. Ninguna Sociedad de seguros podrá ser registrada entre 
las aceptadas por el Ministro de la Gobernación sin tener constituida 
“una fianza inicial á este efecto de doscientas veinticinco mil pesetas, y 
de cinco mil si se trata de una Asociación mútua de seguros estableci- 
da por industriales ú operarios de una misma clase ó de un grupo de 
trabajos análogos. Deberá reponerse la fianza cuando el valor de coti- 
zación de los valores sea inferior en un 20 por 100 al admitido. 

ART. 5, Cuando la fianza exigible por el Ministerio de Hacienda sea 
de doscienta cincuenta mil pesetas, con arreglo á la proporcionalidad 
establecida con relación á los premios percibidos por el seguro de acci-' 
dentes personales, se completarádhasta trescientas cincuenta mil pese- 
tas la fianza especial de doscientas veinticinco mil pesetas á favor del 
Ministerio de la Gobernación, y hasta cincuenta mil pesetas la de cinco 
mil determinada por el art. 4.9 

Este suplemento de fianza podrá constituirse siguiendo el procedi- 
miento gradual hoy vigente para la Hacienda, y en la furma aceptada 
por el artículo siguiente y demás relacionados con el mismo. 

ART.6% La fianza especial que previene este Real decreto podrá 
constituirse por su estimación efectiva en valores del Estado ó en cé- 
dulas hipotecarias de Bancos ó Compañías de Caminos de hierro ó de 
Empresas industriales de cualesquiera otra clase que se coticen en Bol- 
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sa, ó en propiedad urbana, ó bien en hipotecas sobre la mism:., siempre 
que sean concernientes dichos valores ó derechos á la Península é is- 
las adyacentes. 

ART. 7.2 Constituyéndose la fianza en valores, deberán éstos depo- 
sitarse en la Caja general de Depósitos ó en el Banco de España; y si 
se utilizan al efecto derechos reales, se observarán, sólo por lo que se 
refiere al procedimiento y en cuanto no sea opuesto á estas disposicio- 
nes, las reglas vigentes en materia de fianza de las Compañías de segu- 
ros para los efectos fiscales 

También se observarán las reglas citadas por lo que respecta á la 
devolución de la fianza. 

ArT.8. No podrá ser aceptada, para los efectos que regulan estas 
disposiciones, ninguna Sociedad que no declare prévia y válidamente 
que se somete á la jurisdicción de los Tribunales españoles competen- 
tes para conocer de los contratos de seguros celebrados, á fin de susti- 
tuir á los patronos domiciliados en el reino en las obligaciones deriva- 
das de la ley de accidentes del trabajo. 

ART. 9. Sila Sociedad verifica otras operaciones, sean ó no de se- 
guros, además de las relativas al seguro de accidentes personales, de 
berá tener establecida la separación de esta rama en la forma necesa- 
ria para que las reservas de dicho seguro resulten por completo inde- 
pendientes de las demás establecidas. 

ArT. 10. Las Sociedades de seguros á que se refiere este Real de- 
creto deberán comunicar por duplicado: 

1.2 Estatutos ó reglamento. 

2.2 Tarifa detallada de premios ordinarios especiales para los segu- 
ros de accidentes personales (caso de muerte y de invalidez) y de ren. 
tas ó pensiones vitalicias que practiquen, ó bien bases para el reparto 
en las Sociedades indicadas en el art. 4.*. 

3.2 Reglas adoptadas para la formación de reservas. 

4 Tabla de mortalidad, tipo de interés y cálculo de reservas admi- 
tidas respecto á las rentas vitalicias. 

5,2 Modelos de pólizas de las diversas clases que se emitan. 

ArrT. 11. Además presentarán cada año, á partir de 1901, el balance 
del anterior, si ya hubiesen operado durante el mismo, expresando es- 
pecialmente las reservas afectas al seguro de accidentes, y una memo- 
ria adicional, que comprenderá los siguientes antecedentes, ó comple: 
tará los que ya contenga el balance: 

1.2 Relación del empleo del activo, especificando los valores. 

2.2 Ingresos producidos por el seguro de accidentes personales, dis- 
tinguiendo el individual del colectivo, el seguro directo y el reaseguro. 

3.2 Abono de primas por reaseguro de operaciones. 

4 Número de pólizas emitidas, rescindidas, caducadas y termina- 
das por fin del contrato ó por siniestro, y total de capitales, salarios 
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y rentas y pensiones aseguradas, con separación de los seguros indivi- 
duales y colectivos, de los riesgos asumidos y los reasegurados. 

5.2 Estado de siniestros reclamados, discutidos judicialmente y sa- 
tisfechos, y su importe, diferenciando los motivos por fallecimiento, por 
incapacidad absoluta (permanente y temporal) y relativo (permanente 
y temporal). De dicho estado se formarán y comunicarán avances tri- 
mestrales, 

6.2 Observaciones que se estime conveniente exponer sobre refor- 
mas en el servicio de seguro de accidentes del trabajo. 

ART. 12, Estos antecedentes se utilizarán y resumirán para publicar 
cada año una “Información del seguro de accidentes del trabajo,,, de 
que se hará una edición económica de gran tirada. 

ART. 13, Así que sea posible y se considere oportuno, se practicará 
una evaluación técnica de las responsabilidades admitidas por cada So- 
ciedad de seguro de accidentes del trabajo que se repetirá cada quin- 
quenio. | 

ArT. 14. El Ministerio de la Gobernación podrá, si lo cree justifica- 
do. comprobar anualmente los informes comunicados, con facultades 
análogas á las reconocidas al de Hacienda. 

ART. 15. Los contratos de seguro celebrados para sustituir al patro- 
no en las obligaciones derivadas de la ley de accidentes del trabajo ha- 
brán de adaptarse á los preceptos vigentes en esta materia, especial- 
mente por lo que respecta á los casos de siniestro, forma y cuantía de 
la indemnización y beneficiarios del seguro. 

ArrT. 16. Mientras no se reforme la tarifa de premios, no podrá con- 
certarse por las Sociedades contratos de seguro sobre la base de un ti- 
po inferior al establecido al efecto por la misma. Si el Ministerio cre- 
yera que las Sociedades reducían sus tarifas, por estímulo comercial, 
más de lo que consiente una apreciación prudente de las reglas actua- 
riales y de la práctica del seguro de accidentes en otras naciones, po- 
drá publicar, para los efectos legales, una tarifa mínima de premios. 

_ArrT. 17. Para informar y auxiliar al Ministro de la Gobernación en 
estos servicios de registro, comprobación, reglamentación y publici- 
dad, relativas al seguro de accidentes del trabajo y otros análogos, se 
nombrará un asesor general de seguros, que percibirá derechos de re 
gistro, de los que anualmente satisfagan al efecto las Sociedades de se 
guros aceptadas y se fijen de Real orden. 

ART. 18. El asesor general de seguros será de libre elección del Mi- 
nistro. | 

El nombramiento se hará siempre por Real decreto. 

A continuación del nombramiento, se publicará en la Gaceta una re- 
lación de los méritos y servicios del designado, especialmente en mate- 
ria de seguros, así en la esfera oficial como en la particular y en la Ad- 
mistración pública. 
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El asesor formará parte, como vocal nato, de la Comisión de Refor- 
mas sociales, y su cargo será incompatible con cualquier otro de una 
Compañía de seguros. 

ART. 19. El asesor general de seguros propondrá al Ministro en el 
término máximo de un mes, á contar de la fecha de su nombramiento, 
las instrucciones y acuerdos de servicio general é interior necesarios 
para funcionar la oficina á su cargo j 

ART. 20. Nose registrará ni se librará certificado de incripción de 

ninguna Sociedad sin que ésta acredite haber atendido debidamente 
las obligaciones impuestas por los artículos 4. y 17 de este Real de- 
creto. 
ArT. 21. Se publicarán en la Gaceta de Madrid, por lo menos cada 
trimestre, las resoluciones adoptadas durante el mismo por el Ministro 
de la Gobernación respecto á aceptación de Sociedades para los efec- 
tos de la ley de accidentes del trabajo, pero nunca aisladamente, sino 
reproduciendo la lista general con las adiciones ó supresiones proce- 
dentes. 

Las exclusiones y no inclusiones serán fundadas, y se publicarán ín- 
tegras en la Gaceta, si así lo solicitare oficialmente la Sociedad inte- 
resada. 
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Real orden de 16 de Octubre de 1900 


1.2 La fianza inicial de 225.000 ó de 5,000 pesetas respectivamente, 
requerida á las Compañías y Asociaciones mútuas de seguro de acci- 
dentes del trabajo, si se pretende constituir en valores de los permiti- 
dos por dicho Real decreto y admisible en los Centros designados para 
el depósito, se apreciarán con arreglo al promedio de su cotización ofi- 
cial en la Bolsa, legalmente autorizada, de su domicilio social en Espa- 
ña ó la más próxima, correspondiente al mes precedente á la fecha del 
depósito, cuyos hechos cuidará de acreditar la Sociedad aseguradora. 

A falta de cotización en dicho mes, se atenderá al último promedio 
mensual de la Bolsa de Madrid, y si en ella no se negociaran los valo- 
res depositados, al último promedio mensual de la Bolsa antes designa- 
da. Esto se entiende, á menos que la Sociedad aseguradora difiera des- 
de luego á la cotización de la Bolsa de Madrid. 

2.2 Se considerarácomo fecha del depósito, respecto á los verificados 
á los efectos del Real decreto de referencia y con anterioridad á estas 
instrucciones, la de la publicación de los mismos en la Gaceta. 

3.2 Si se desea constituir la fianza en fincas urbanas ó créditos hipo- 
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tecarios, presentarán las Sociedades los títulos de pertenencia ó testi- 
monio de ellos, con arreglo á la legislación hipotecaria; una certifica- 
ción del Registro de la propiedad en que conste á qué nombre se halla 
inscrito el dominio, si están libres las fincas de hipotecas, cargas 6 gra- 
vámenes, Ó, de lo contrario, las responsabilidades de cualesquiera cla- 
se que las afecten, y otra certificación, expedida por la Comisión de 
Evaluación 6 por el Ayuntamiento del término donde estén situadas las 
fincas, en que se consigne la renta líquida imponible por que han con- 
tribuido con razón al amillaramient: corriente ó á las del quinquenio 
vencido al expedirse dicha certificación. 


4.2 Los créditos hipotecarios sólo podrán ser cedidos ó hipotecados 
para fianza, si se trata de una primera hipoteca sobre fincas urbanas. 
5.2 La valoración de las fincas para calcular si cubren la fianza re- 
querida ó permiten el crédito hipotecario ofrecido en garantía, se ve- 
rificará capitalizando al 4 por 100 la renta líquida imponible amillarada. 


6. Los depósitos constituidos no surtirán efecto hasta que se regis- 
tre la Sociedad entre las aceptadas por el Ministerio de la Gobernación, 
ni las inscripciones de hipoteca hasta que conste su aceptación por el 
mismo. 

7.2 Tratándose de fincas constituídas sobre fincas urbanas, se acre- 
ditará periódicamente que se hallan éstas debidamente aseguradas de 
incendios. 

8.2 Una disposición especial determinará oportunamente la forma 
de aplicar lo preceptuado en el art. 5. del Real decreto de referencia 
respecto al suplemento de fianza. 

9,2 Los requisitos exigidos á las Sociedades extranjeras de seguros 
contra los accidentes del trabajo, suponen el trámite previo de que 
aquéllas acrediten que funcionan legalmente en la nación de su domi- 
cilio social y que se hallan allí autorizadas para dedicarse á las opera- 
ciones cuya ampliación á España solicitan. 


10. El representante de una Compañía extranjera aceptada, debe 
hallarse domiciliado en España. 

11. Las Compañías de seguros registradas deben tener un delegado 
en Madrid, si no fuera éste su domicilio social, para los efectos de las 
comunicaciones oficiales con el Ministerio de la Gobernación. 


12. En las pólizas de seguro de accidentes del trabajo se consignará 
claramente si queda sustituido el patrono en todas las obligaciones de. 
rivadas de la Ley especial acerca de dicha materia, ó bien se expresa- 
rán taxativamente aquellos en que la Sociedad acepte la sustitución. 


13. Una declaración análoga se adicionará á las pólizas de seguro de 
accidentes personales emitidas con anterioridad y que se deseen vali- 
dar para los efectos de la Ley citada, lo que quedará verificado en di- 
cha forma, siempre que la Compañía que las emitió sea aceptada, pida 
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la validez de dichas pólizas y se adapten estas á las disposiciones vi- 
gentes. 

14. Los documentos manuscritos ó impresos que han de presentarse 
por duplicado con arreglo al art. 10 del citado Real decreto, deberán 
tener rubricadas sus páginas, y además firmada la última útil por el 
gerente ó representante de la Compañía y estar autorizado con el sello 
de la misma. 

Se acompañará á los dos ejemplares de cada documento exigido por 
el mencionado artículo, una copia que se devolverá á la Compañía, ha- 
ciéndose constar por el Ministerio su conformidad con el original que 
obra en el expediente, y que conservará la Sociedad para los efectos 
legales y para su exhibición á los interesados que lo deseen. 

15. Con las solicitudes de registro que dirijan durante 21 año actual 
Sociedades ya existentes en el anterior, no debe acompañarse otro do- 
cumento de los enumerados en el art. 11 del Real decreto, que el balan- 
ce social á 31 de Diciembre de 1899, tal como se formalizó. 

16. De acuerdo con estas instrucciones, se procederá al inmediato 
cumplimiento de lo dispuesto en el Real decreto de 27 de Agosto último. 

17. Para los efectos de la instrucción 13, las Sociedades existentes 
que hayan verificado contratos de seguro de accidentes del trabajo, lo 
comunicarán al Ministerio de la Gobernación en el plazo de quince días 
siguientes á la publicación de las presentes instrucciones. 





Real orden de 10 de Noviembre de 1900 
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1.2 Se considerarán Asociaciones mútuas para los efectos del Real 
decreto de 27 de Agosto último, las legalmente constituidas, cuyas ope- 
raciones de seguros se reduzcan á partir entre los asociados el equiva- 
lente de los riesgos sufridos por una parte de ellos, sin participación di- 
recta ni indirecta en los beneficios. 

2.2 Dichas Asociaciones deberán asegurar como mínimun á 1.000 
obreros, componerse de más de 20 patronos, cuyo carácter deben acre- 
ditar con el último recibo de la respectiva contribución industrial y re- 
ferirse á una misma clase de ocupaciones ó á un grupo de trabajos 
análogos. 

Mientras no se publique una clasificacion de trabajos, se apreciarán 
prudencialmente y en cada caso por el Ministerio las relaciones de ana- 
logía entre los mismos. 

3.2 En los estatutos de las Asociaciones mútuas se establecerá la 
responsabilidad solidaria de los asociados, que no se extinguirá hasta 
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haber liquidado las obligaciones asumidas, ya sea directamente y me- 
diante la cesión aceptada por otra Asociación análoga ó Compañía de 
seguros de las registradas en el Ministerio de la Gobernación. 

La liquidación general para los efectos de la responsabilidad so- 
lidaria pueden verificarla periódicamente, si así lo determinan sus es- 
tatutos. 

4, Dichas Asociaciones podrán practicar operaciones de renta vita- 
licia mediante su reaseguro en una de las Sociedades á prima fija, acep- 
tadas con arreglo al tipo más elevado de fianza. 

5,2 Con la instancia á que se refiere el art. 2. del Real decreto de 
referencia se acompañará un certificado ó testimonio notarial de la ins- 
cripción de dichas Asociaciones en el Registro del Gobierno civil res- 
pectivo y del acta de constitución ó modificación de las mismas, expre- 
sando también en la instancia si existe capital social, y en caso afirma- 
tivo su cuantía y parte desembolsada. 

6.2 La fianza inicial de 5 000 pesetas puede constituirse condicional- 

mente al presentarse la instancia, y con carácter inexcusable antes de 
ser inscrita la Asociación en el Registro de las aceptadas por este Mi- 
nisterio. 

Una disposición especial determinará oportunamente la forma de 
constituirse el suplemento de fianza y presentar el balance á que se re- 
fieren los artículos 5. y 11 del Real decreto de 27 de Agosto último. 

7.2 En todos los demás extremos se aplicarán las disposiciones del 
citado Real decreto v Real orden de 16 de Octubre próximo pasado. 


REGLAMENTO 


PARA LA APLICACIÓN AL RAMO DE GUERRA DE LA 
LEY DE 30 DE ENERO DE 1900, ACERCA DE LOS AC- 
CIDENTES DEL TRABAJO. 


CAPÍTULO PRIMERO 


DISPOSICIONES GENERALES 


ArtTÍcuLO 1. Se entiende por patrono el Estado, representado, para 
la aplicación de las disposiciones y trámites contenidos en este regla- 
mento, por el jefe de la dependencia á cuyo cargo esté el trabajo en el 
cual el accidente se produzca. 
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ArT. 2.2 Se consideran como operarios los que ejecuten trabajos de- 
pendientes del ramo de Guerra, ya sean obreros paisanos ó filiados, in- 
divíduos de tropa, asimilados al personal del material de Artillería, 
Ingenieros y Administración militar, y cuantos presten servicio en los 
organismos del Ejército, cuya categoría ó asimilación no sea superior 
á la de sargento. Compréndense en dichos trabajos los realizados en 
obras, talleres, fábricas, etc., los ejercicios y maniobras de guerra, ex” 
periencias y asoleos de pólvora que se efectúen en tiempo de paz. 


ART. 3.2 Cuando el lesionado pertenezca al Ejército como indivíduo 
de tropa ó asimilado en servicio activo, y como tal se halle sostenido 
por el Estado y disfrutando de asistencia médica y farmacéutica, no. 
percibirá medio jornal si la incapacidad fuera temporal, pero si fuese 
permanente recibirá íntegra la indemnización que le corresponda al ser 
baja en activo, sin que se le descuenten los días transcurridos desde que 
ocurrió el accidente. 


ArT.4% Alr obreros que empleen los contratistas de obras y ser- 
vicios de Guerra, en virtud de los contratos que al efecto celebren con 
el Estado, se les aplicará el reglamento de 20 de Julio de 1900. En el ca- 
so de que la víctima del accidente sea un indivíduo de tropa ó asimila- 
do que por hallarse rebajado del servicio activo ú otras causas trabaje 
por cuenta de un contratista, ingresará en el Hospital militar, siendo 
de cuenta de aquél el pago de las estancias. 


ART.5.2 Los contratistas de obras y servicios de Guerra, al firmar 
sus respectivas contratas, prestarán fianza suficiente para garantir el 
pago de las indemnizaciones correspondientes á los accidentes del tra- 
bajo de que puedan ser víctimas los obreros por ellos empleados, á no 
ser que justificaran haberlos asegurado, de acuerdo con lo dispuesto en 
el art. 12 de la ley; los 71 y 72 del reglamento de 28 de Julio de 1900, el 
Real decreto de 27 de Agosto y las Reales órdenes de 16 de Octubre y 
10 de Noviembre del mismo año. 


ART 6, Cuando el obrero lesionado no perciba en metálico y en 
mano su salario, sino que se consideren comprendidos en él la manu- 
tención, indumentaria y otros gastos, como acontece á los individuos 
de tropa en activo servicio, se regulará el salario por el haber íntegro 
que aboxc el Estado, más el plus ó gratificación que reciba por el tra- 
bajo que ejecute. 


En el trabajo á destajo se regulará el salario por el término medio 
del que hubiera obtenido el obrero en las quincenas anteriores, y á fal- 
ta de este dato, por el término medio que corresponda á los obreros de 
condiciones semejantes á las de la víctima del accidente en iguales tra- 
bajos, y en su defecto á los más análogos posible. 

En ningún caso se regulará el salario en cantidad inferior á una pe- 
seta cincuenta céntimos por día de trabajo. 
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CAPÍTULO II 


DE LAS OBLIGACIONES 


ART. 7.2 La responsabilidad del patrono, para los efectos del artícu- 
lo 4.2 de la Ley, disposición primera, aclarada en la tercera, párrafo 
tercero, será efectiva desde que ocurra el accidente. 

ART. 8.2 La obligación más inmediata es la de proporcionar, sin de- 
mora alguna, asistencia médica y farmacéutica. 

ART. 9. Si en el momento y lugar de ocurrir el accidente pudiese 
acudir, con la rapidez necesaria, un médico militar, ó en su defecto uno 
de la Armada, el que de ellos acudiere desde un principio se hará car- 
go del lesionado; caso contrario, se llamará á uno de los médicos que 
ejerzan en la localidad, para que preste á aquél la asistencia necesaria 
en los primeros momentos. Igual criterio se seguirá con respecto á la 
asistencia farmacéutica. 

ART. 10. Todo accidente, desde que se produzca, constituyendo inca- 
pacidad para el trabajo, obliga, á tenor de lo dispuesto en el art 4.%, dis- 
posición 1.? de la Ley, á abonar á la víctima la mitad de su jornal diario. 

ART. 11. Siempre que en trabajos dependientes del ramo de Guerra 
ocurra accidente que incapacite al obrero para seguir trabajando, el 
facultativo que preste al lesionado los primeros auxilios, dará sin de- 
mora parte por escrito al jefe de quien aquéllos dependan, describiendo 
sucintamente las lesiones, expresando su opinión sobre las causas que 
las hubieren producido, y manifestando si á su juicio hay ó no motivos 
racionales para temer que el lesionado quede en definitiva inútil, total 
ó parcialmente, para el trabajo. Caso de muerte, remitirá certificación 
de defunción. 

ArT. 12. La persona de quien inmediatamente dependa el obrero, 
dará por escrito, y en un plazo que no podrá exceder de veinticuatro 
horas, conocimiento del hecho al jefe de quien dependan las obras. En 
este parte se hará constar la hora, el sitio en que ocurrió el accidente, 
cómo se produjo, quiénes lo presenciaron y el nombre de la víctima. 

ART. 13. El jefe, tan pronto como reciba los partes, á los cuales se 
refieren los artículos anteriores, designará persona encargada de ins- 
truir, con toda urgencia, el oportuno expediente en averiguación del he- 
cho motivo del accidente y de cuantas circunstancias puedan con él re- 
lacionarse, caso de ofrecerse duda acerca del particular, de si aquél se 
produjo con motivo y en el ejercicio del trabajo, ó fué debido á fuerza 
mayor extraña á éste. 

Cuando el accidente sea de excasa importancia, y prévia la confor- 
midad del interesado, el expediente quedará reducido á una hoja, ha- 
ciendo constar los datos que este reglamento exige. En el expediente 
intervendrá como secretario un indivíduo de tropa, y se le unirán todos 
los documentos que con él se relacionen, 
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ArT. 14, El hecho de no practicar á raiz del accidente diligencias 
para averiguar si fué ó nó debido á fuerza mayor, surtirá, cualquiera 
que sean las consecuencias de las lesiones, el mismo efecto que la de- 
claración de que aquél se produjo en el ejercicio de la profesión ó tra- 
bajo al cual se dedicará el obrero. 


ART. 15. Salvo cuando entienda que el accidente fué debido á fuerza 
mayor extraña al trabajo, el jefe de quien dependan las obras dará, con 
toda urgencia, las órdenes necesarias para que perciba el lesionado la 
mitad del jornal que al ocurrir el hecho viniera disfrutando. 


Este abono no cesará hasta que el obrero se halle en condiciones de 
volver al trabajo, ó haya empezado á percibir la indemnización que hu- 
biera obtenido en concepto de incapacitado, absoluta, parcial, temporal 
Óó perpetuamente. 

ART. 16. Ellesionado ingresará lo antes posible en un hospital mili- 
tar ó de marina, permaneciendo en él mientras su estado lo requiera. 

Si solicitara que se le permita atender á su curación fuera de dicho 
establecimiento, podrá concedérsele si el médico que le asista entiende 
no hay inconveniente para ello. 


En todo caso, la farmacia del hospital facilitará los medicamentos, 
y la asistencia del lesionado se hará hajo la dirección de un médico 
perteneciente al Cuerpo de Sanidad del Ejército, ó en su defecto de la 
Armada 

ART. 17. El obrero que se niege á ser asistido bajo la dirección de 
los médicos á quienes corresponde hacerlo, según las prescripciones de 
este reglamento, perderá todo derecho á indemnización. 


Lo mismo ocurrirá con el que, habiendo ingresado en el hospital, lo 
abandonase sin habérsele dado de alta, ni hallándose en las condicio- 
nes determinadas en el artículo anterior. 


ArT. 18. El médico encargado de la asistencia del lesionado dará 
cuenta del estado de éste al jefe de quien dependan los trabajos cuantas 
veces se le ordene; cuando observe cualquier particularidad que entien- 
da deba constar en el cxpediente, y siempre que ocurra alguno de los 
casos siguientes: 

1.2 Que conceptúe curado al obrero y en condiciones de volver al 
trabajo. 

2.2 Cuando curado el obrero, quede incapacitado permanéntemente 
para el trabajo. En esta parte incluirá la calificación de la incapacidad. 

3,2 Cuando haya motivo para creer que la incapacidad va á prolon- 
garse por más de un año. 

4, Cuando fallezca el obrero, haciendo constar entonces si fué á 
consecuencia del accidente. 

Arr. 19. Delos partes á los cuales se refieren los núms. 1.* y 2.* del 
artículo anterior, se dará conocimiento, entregándoles copia de ellos, 
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á los interesados, quienes, si estuvieren conformes, lo harán constar 
bajo su firma ó la de persona que los represente. 

ART. 20. Si hubiere disconformidad por no considerarse el operario 
curado, ó por no hallarse conforme con la calificación de la inutilidad, 
será sometido á reconocimiento, que practicarán otros dos facultativos 
del Cuerpo de Sanidad militar, y si no los hubiese, de la Armada, que 
no hayan intervenido en los partes de que se trata; ó dos facultativos 
de las clases indicadas, y otros dos que libremente podrá designar el 
operario. y 

ART. 21. Cuando los facultativos designados al efecto de lo preveni- 
do en el artículo anterior disintieran, el jefe de quien dependan los tra- 
bajos remitirá copia del documento, haciendo constar la disconformi- 
dad, sus motivos y todos los antecedentes que con ello se relacionan á 
la Inspección de Sanidad militar de la región, distrito 4 Comandancia 
militar exenta respectiva en la que se constituirá un Tribunal compues- 
to de cinco médicos, incluido en este número el inspector ó subinspec- 
tor jefe, que será el presidente del mismo, el cual Tribunal emitirá dic- 
tamen seguidamente. Del dictamen se dará copia al operario interesa- 
do, y el jefe de quien dependan las obras, ajustándose estrictamente á 
- lo que del mismo se deduzca, resolverá lo procedente, según los núme- 
ros 1.%, 2.2 y 3. del art. 4. de la Ley. La concesión de indemnización 
no obsta para que se siga proporcionando al lesionado la asistencia mé- 
dica y farmacéutica que necesite como consecuencia del accidente. 

ArT. 22. En los casos en que precisamente la inutilidad producida 
por el accidente sea origen de algún otro derecho, como el pase á Invá- 
lidos, pensión, etc., los interesados elegirán entre éste y los concedidos 
por la ley de accidentes del trabajo, entendiéndose que al optar por uno 
renuncian definitivamente á los demás. 

ART. 23. El Ministerio de la Gobernación no concederá las pensiones 
vitalicias autorizadas por el art. 10 de la Ley, ni sustituirá con el segu- 
ro las obligaciones impuestas en aquélla á los patronos. 

ArrT. 24. El Gobierno en vista de la experiencia resultante de las 
aplicaciones de la Ley, podrá acordar que se haga un estudio minucio- 
so á fin de redactar un cuadro ó un reglamento de incapacidades para 
el trabajo. 

Entre tanto regirán las siguientes reglas: 

1.2 Se considerarán como incapacidades absolutas las que impidan 
todo género de trabajo. 

2,1 Se considerarán como incapacidades parciales las que impidan 
el trabajo á que se dedicaba el obrero, pero no otros. 

ART. 25. Tan pronto ocurra una defunción, como consecuencia de 
accidente del trabajo, el jefe de quien dependan las obras dispondrá que 
se cumpla lo urdenado, con respecto al sepelio, en el art. 5.%, párrafo 
primero de la Ley. 
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Si la víctima no hubiera dejado familia, se hallara ésta ausente ó no 
quisiera encargarse del entierro, designará persona que haga las ges- 
tiones necesarias para efectuarlo, sin que los gastos puedan exceder 
de 100 pesetas. 

ART. 26. En toda certificación de defunción se hará constar si esta 
fué consecuencia del accidente; las reclamaciones que sobre el parti- 
cular interpongan las partes interesadas se regirán por analogía con lo 
- dispuesto en los artículos 20 y 21 de este reglamento. 

ART. 27. Cuando el accidente produjere la muerte del obrero, el jefe 
encargado de las obras determinará la indemnización que, de acuerdo 
con el art. 5. de la Ley, haya de concedérsele á la viuda, descendien- 
tes legítimos ó ascendientes. 

ArT. 28. Si la víctima dejara viuda é hijos de dos ó más matrimonios, 
la mitad de la indemnización corresponderá á la viuda y la otra mitad 
á todos los hijos. , 

ART. 29, Cuantos gastos ocasione el cumplimiento de la ley y de es- 
te reglamento serán abonados con cargo á los fondos destinados al tra- 
bajo en el cual se produjo el accidente. Cuando por la índole del traba- 
jo, la escasez de los fondos ó la falta de crédito no pueda realizarse el 
abono en la forma expresada, se efectuará con cargo á una partida es- 
pecial que se consignará en el presupuesto del Ministerio de la Guerra 
y en su defecto á la de imprevistos. 


CAPÍTULO II 


DE LAS RECLAMACIONES 


ART. 30, El obrero lesionado, ó las personas que crean tener dere- 
cho á indemnización como consecuencia del fallecimiento de un opera- 
rio víctima de accidente del trabajo, podrán reclamar mediante instan- 
cia dirigida al gobernador militar de la provincia ó al capitán general 
de la región, los cuales con la mayor urgencia, ordenarán á la autori- 
dad á quien corresponda que proceda á cumplir las disposiciones de la 
ley y de este reglamento. 

A la instancia acompañarán los documentos precisos para acreditar 
el fundamento de la reclamación, y cuando sea necesario justificar he- 
chos que por su naturaleza no sean susceptibles de prueba:documental, 
podrán pedir previamente que se instruya una información, la cual, una 
vez terminada, se les entregará para que la acompañen á la instancia. 

ART. 31. Las reclamaciones á que se refiere el artículo anterior se 
harán en papel común y por duplicado, recogiendo el reclamante uno 
de los ejemplares con el Recibt de la persona que lo reciba y el sello de 
la dependencia ante la cual se presente. 

ArT. 32. Las partes interesadas podrán reclamar, según la autori- 


— 451 — 


dad por quien se vieren desatendidas, ante el gobernador militar de la 
provincia, el capitán general de la régión ó el Ministerio de la Guerra, 
quienes sin pérdida de tiempo ordenarán á quien corresponda que con. 
toda urgencia proceda á cumplir las prescripciones de la ley y de este 
reglamento, dándole inmediata cuenta de haberlo realizado. 

ART. 33. Los hechos que no se relacionen con incumplimiento de la 
ley y que constituyan diferencias de apreciación entre el jefe que re- 
suelva el expediente y la parte interesada, serán objeto de la correspon- 
diente demanda ante el juez de primera instancia, conforme á lo dis- 
puesto en el artículo 14 de la ley. 

La representación del ramo de guerra ante el juez de primera ins- 
tancia para los efectos de este artículo la tendrá el abogado del Estado, 
y en su consecuencia, con el sé entenderán directamente las citaciones, 
notificaciones y demás diligencias, comparecerá al juicio y preparará 
é interpondrá los recursos que sean procedentes. 

ART. 34, En los juicios verbales se considerará siempre al obrero 
como litigante pobre. 

ART. 35. En los casos señalados en el art. 17 de la ley tratándose de 
alegación de dolo, imprudencia ó negligencia en la producción del ac 
cidente, se acudirá directamente y por escrito ante la autoridad á quien 
corresponda entender en el asunto 

ART. 36. Aunque se instruya proceso por los motivos á los cuales 
se refiere el art. 17 de la ley no se podrán diferir los trámites señalados 
en el capítulo anterior para definir la incapacidad y la sanidad, y cali- 
ficar las inutilidades, á fin de que siempre quede expedita la acción á 
que alude el art. 18 de la misma ley. 


CAPÍTULO IV 


DE LAS INTERVENCIONES 


ART. 37. En cada uno de los expedientes instruidos con motivo de 
accidentes del trabajo, se pondrá una carpeta con las siguientes titu- 
laciones: 

a) Número del expediente. 

b) Inicial del primer apellido de la víctima del accidente. 
c) Nombre y apellido del operario. 

d) Clase de industria ó trabajo. 

e) Clave de registro. 

Arr. 38. Cancelados los expedientes, lo cual no se acordará hasta 
que se hayan cumplido en todos sus efectos las disposiciones de la Ley, 
se remitirán para su archivo á la Capitanía general del distrito. 

ART. 39. En cada capitanía general se llevará un libro registro de 
los accidentes del trabajo. 
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ART. 40. Siempre que se conceda una indemnización con motivo de 
accidente del trabajo, el Capitán general remitirá por duplicado al Mi- 
nisterio de la Guerra, una hoja que contendrá: 

a) El nombre, apellidos, naturaleza, edad, vecindad y estado 
del obrero. 

b) Nombre y apellidos de sus padres. 

c) La clase de trabajo en el cual se produjo el accidente y horas 
que duraba aquél. 

d) El día, la hora y el sitio en que el accidente se produjo. 

e) Eljornal que el operario ganaba, con la computación á metá- 
lico, de las demás remuneraciones que recibiese. 

/f) La lesión sufrida, ESPIcando:s su diagnóstico y la calificación 
de la inutilidad declarada. 

g) La indemnización otorgada. 

h) Las demás observaciones que se crea conveniente hacer 
constar. 

Si el accidente produjera la muerte del obrero, se incluirá también 
el nombre y apellidos de la mujer, descendientes legítimos y ascendien- 
tes si los tuviera. 

Uno de los ejemplares de esta hoja quedará archivado en el Ministe - 
rio de la Guerra, y el otro se remitirá al de la Gobernación, á los efec- 
tos de lo dispuesto en el cap. 4.” del reglamento de 28 de Junio de 1900 


CAPÍTULO V 


PREVISIÓN DE LOS ACCIDENTES DEL TRABAJO 


ArT. 41. El Ministerio de la Guerra adoptará en sus fábricas, talle- 
res y obras cuantas medidas sean necesarias para la seguridad de los 
operarios que en ellas trabajen. En las obras ejecutadas por contratis- 
tas se les obligará á adoptar esas mismas disposiciones. 

ART. 42. Son obligatorias las medidas de seguridad que se emplean 
habitualmente en talleres y en obras, tales como las barandillas ó redes 
defensivas en los andamiajes; las vallas en los pozos y zanjas de los ta: 
lleres; los avisos y señales para dar fuego á los barrenos: los frenos y 
fiadores para las máquinas de elevación y transporte, y, en general, to- 
das las de us») y práctica corrientes. 

ArT, 43 Son también obligatorias las medidas de precaución que 
racionalmente, y en armonía con las actualmente usadas, correspondan 
á nuevos trabajos ó procedimientos, aplicando, al efecto, las prevencio- 
nes posibles, con arreglo al adelanto de las ciencias y de la tecnología. 

ArT. 44. El Ministro de la Guerra designará dos ingenieros militares 
y un olicial de Artillería de los que prestan servicio en el Ministerio, 
para que en el término de cuatro meses propongan qué mecanismo de 
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los comprendidos en el catálogo publicado con la Real orden de 2 de 
Agosto de 1900, y los demás que se hayan inventado, pueden y deban 
aplicarse á las obras y servicios del ramo. 

Formado el oportuno catálogo, se publicará y cursará á las autori- 
dades militares para que, por quien corresponda, se propongan los me- 
dios de previsión que hayan de emplearse en las obras y servicios de- 
pendientes del Ministerio de la Guerra. 

ART.45. La Junta técnica propondrá en lo sucesivo los mecanismos 
de precaución que en adelante se inventen y que á su juicio deban adop- 
tarse, así como los que sean necesarios por la introducción de nuevas 
máquinas ó procedimientos industriales. 

Igual obligación tienen quienes estén al frente ó se hallen encarga- 
dos de inspeccionar las obras y servicios. 

ART, 46. Las medidas materiales que se traducen en la edición de 
mecanismos preventivos para disminuir los riesgos propios del trabajo, 
deben aplicarse también con la mira de defender al obrero contra las 
imprudencias que son consecuencia forzosa del hábito en las operacio- 
nes que ofrecen peligro. 

ART. 47. La previsión de los accidentes es obligatoria en su grado 
máximo cuando se trata del trabajo de los niños. | 

ArrT. 48. La adopción de las medidas posibles de seguridad no dis- 
pensa del pago de las indemnizaciones que la Ley determina, teniéndo- 
se en cuenta únicamente para apreciar la responsabilidad civil ó cri- 
minal que pudiera existir. 

ArrT. 49, Será causa de responsabilidad el incumplimiento de las me- 
didas que se dicten, de acuerdo con la Junta técnica, para la previsión 
de los accidentes. 

ART. 50. La falta de observancia de las medidas que hayan debido 
adoptarse y que sea causa de que ocurra algún accidente, hará respon- 
sables de éstos á los jefes de las obras, servicios, etc., y en su virtud, 
aparte de las demás responsabilidades en que puedan incurrir, se satis- 
farán á cargo los jornales é indemnizaciones, etc., que deban abonar- 
se, según las disposiciones de la Ley. 

ART. 51. La falta de medidas preventivas en el grado é importancia 
que determina este reglamento, y el incumplimiento de las disposicio- 
nes de la ley de 30 de Enero de 1900, será motivo suficiente para que se 
aumente en una mitad las indemnizaciones que correspondan á los 
obreros, con independencia de toda otra clase de responsabilidades. 

ART.52. Aparte de la responsabilidad penal que pueda deducirse 
del incumplimiento de la Ley y de este reglamento, la cual se exigirá 
por los Tribunales competentes, el Ministro de la Guerra impondrá las 
correcciones administrativas que estime convenientes. 


e ww 





nu 


-— A — 


Real orden de 14 de Junio de 1902 





1.2 Que cuando un obrero fallecido á consecuencia de un accidente 
del trabajo de los comprendidos en la ley de 30 de Enero de 1900, deje 
viuda é hijos del matrimonio con la misma é hijos de otro matrimonio 
anterior, corresponderá á la viuda la mitad de la indemnización total. 

2.2 La otra mitad se distribuirá por partes iguales entre los hijos de 
ambos matrimonios. 

3.2 La viuda percibirá la parte de indemnización perteneciente á los 
hijos constituidos bajo su patria potestad. 

4.2 La parte correspondiente á los hijos del primer matrimonio, se 
entregará á quien de hecho los tuviere á su cargo, sea la misma viuda 
ú otra persona. 


Real orden de 21 de Junio de 1902 


DICTANDO REGLAS CONFORME Á LAS CUALES DEBE- 
RÁN CONSTITUIRSE LAS JUNTAS PROVINCIALES Y 
LOCALES CREADAS POR LA LEY DE DE 13 MARZO 
DE 1900. 


S, M. el Rey (0. D. G.) ha tenido á bien disponer que en el término 
de un mes, á contar desde la publicación de esta Real orden en la G- 
ceta, se constituyan dichas juntas en los puntos donde no lo estén, ob- 
servándose para ello las siguientes reglas: 

1.2 En los Municipios que se encuentren en el caso mencionado, se 
formará una Junta local de reformas sociales, compuesta: 

1.2 Del alcalde, como representante de la autoridad civil, el cual 
ejercerá las funciones de presidente de la Junta. 

2.2 Del párroco, ó del que haga sus funciones, como representante 
de la autoridad eclesiástica. 

En las localidades en donde hubiere más de un ESnIS5n: formará 
parte de la Junta el más antiguo. 

3. De un número igual de patronos y de obreros, que no podrá ex- 
ceder de seis por cada una de las partes. 

Para este efecto, el alcalde convocará por separado á todos los pa- 
tronos y obreros residentes en el municipio, ó á los representantes que 
unos y otros elijan, y en las reuniones que celebraren se nombrará, 
por el procedimiento que estime más conveniente, los vocales de ambas 
clases que hayan de formar parte de la Junta local. 
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Los nombramientos de los designados serán autorizados por el al- 
calde. 

4,2 De un secretario, que será designado de entre los vocales de la 
Junta local en la primera reunión que la misma celebre. 

2.2 La Junta local se reunirá siempre que lo estime conveniente el 
alcalde ó lo reclame la tercera parte de los vocales. 

3.2 Si en alguna capital de provincia no estuviese constituida la Jun- 
ta provincial, se procederá inmediatamente á su constitución. La Junta 
provincial deberá estar compuesta: 

1.2 Del gobernador civil, quien ejercerá las funciones de presidente. 

2. De un vocal técnico que tenga la residencia en la provincia, pro- 
puesto por la Real Academia de Medicina y nombrado por el Ministro 
de la Gobernación. Este vocal tendrá la obligación de informar á la 
Junta respecto de las condiciones de higiene y salubridad de los traba- 
jos y de los talleres. 

3.2 De los representantes que nombren las Juntas locales, con arre- 
glo á lo dispuesto en la regla 6.?, núm. 1.2 

4, De un secretario que será designado de entre los vocales de la 
Junta provincial en la primera reunión que ésta celebre. 

4.2% Las Juntas locales designarán los indivíduos que han de formar 
parte de las Juntas provinciales. 

Esta designación se hará de la siguiente manera: 

Cada Junta local nombrará un delegado de entre sus vocales; los 
delegados de las Juntas, reunidos en la cabeza del partido judicial co- 
rrespondiente, bajo la presidencia del alcalde, procederán á elegir, por 
mayoría de votos, un representante, que será el vocal de la Junta pro- 
vincial. Elegirán también un suplente para los casos de enfermedad ó 
ausencia del vocal propietario. 

3.* El gobernador, según la disposición 8.* de la Real orden de 9 de 
Junio de 1900, deberá convocar á la Junta provincial cuando lo juzgue 
oportuno, y fijará los asuntos que hayan de ser objeto de la deliberación 
de la misma. 

6,? Los cargos de vocales de las Juntas locales y provinciales son 
honoríficos y grátuitos, y Jos gastos de material se consignarán en los 
respectivos presupuestos municipales y provinciales, pagándose por el 
capítulo de “Imprevistos. todos los que se originen hasta que se haga 
la correspondiente consignación. 

7.2 Los gobernadores civiles cuidarán especialmente del cumpli- 
miento de esta Real orden, y antes del 15 de Agosto próximo remitirán 
á este Ministerio una nota expresiva de las Juntas locales que queden 
constituidas en la provincia. 
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Real decreto de 2 de Julio de 1900 


APROBANDO EL REGLAMENTO PARA LA: APLICACIÓN 
AL RAMO DE MARINA DE LA LEY DE 30 DE ENERO 
DE 1900. 


o 


ArtÍícuLo 1 Entiéndese por patrono, para la aplicación de este re- 
glamento, la Administración de Marina, en lo que se refiere á los tra- 
bajos en los Arsenales del Estado y á los operarios admitidos ó contra- 
tados directamente por las autoridades y jefes de Marina para la ejecu- 
ción de las obras y servicios del ramo. 

ART 2.2 Se considerarán como obreros, también para la aplicación 
de este reglamento, á los indivíduos de la Maestranza eventual de los 
Arsenales y á los operarios admitidos ó contratados directamente por 
las autoridades y jefes de Marina para la ejecución de las obras y servi- 
cios del ramo. 

ART.3% Los asentistas de obras y servicios de Marina, al firmar 
sus respectivas contratas, prestarán fianza suficiente para garantizar 
el pago de las indemnizaciones correspondientes á los accidentes del 
trabajo de que puedan ser víctimas los obreros por ellos empleados, á 
no ser que justifiquen haberlos asegurado, de acuerdo con lo dispuesto 
en el art. 12 de la ley, en los artículos 71 y 72 del reglamento de 28 de 
Julio de 1900, en el Real decreto de 27 de Agosto y en las Reales órde- 
nes de 16 de Octubre y 10 de Noviembre del mismo año. 

ArT. 4.2 La cuantía de las indemnizaciones establecidas por la ley 
de 30 de Enero de 1900 se regulará por el jornal que disfrute la víctima 
del accidente al ocurrir el hecho. 

En el caso de que el servicio se hubiese contratado á destajo, se re- 
gulará el salario apreciándose prudencialmente el que por término me- 
dio correspondería en la misma localidad á los obreros de condiciones 
semejantes á las de la víctima del accidente en iguales trabajos, y en 
su defecto, en los más análogos posible. 

En ningún caso se regulará el salario en cantidad inferior á una pe- 
seta y cincuenta céntimos por día de trabajo 

ART. 5.2 Siempre que en un Arsenal, ó en trabajos dependientes del 
mismo, ocurra accidente que produzca incapacidad para el trabajo, el 
facultativo que preste al lesionado los primeros auxilios dará sin de- 
mora parte por escrito al comandante general del establecimiento, des- 
cribiendo sucintamente las lesiones, expresando su opinión sobre las 
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causas que hayan producido y manifestando si á su juicio hay ó no mo- 
tivos racionales para temer que el lesionado quede en definitiva inútil 
para el trabajo ó incapacitado para el mismo por espacio de más de 
un año. | 

ART. 6.2 La persona de quien inmediatamente dependa el operario 
víctima de cualquier accidente, dará sin demora parte por escrito del 
hecho al comandante general, expresando la hora y el sitio en que ocu- 
rrió el accidente, cómo se produjo, quiénes lo presenciaron y el nombre 
de la víctima. 

ART. 7,2 El comandante general, tan pronto como reciba los partes 
á que se refieren los artículos anteriores, dará con toda urgencia las ór- 
denes necesarias para que se abone al lesionado la mitad de sujornal 
hasta que se halle en condiciones de volver al trabajo, ó hasta que co- 
mience á percibir indemnización como inútil, á no ser que el accidente 
hubiere sido producido por fuerza mayor y extraña al trabajo, sobre 
cuyo punto podrá aquella autoridad practicar urgentemente las inda- 
gaciones verbales que estime necesarias, siempre que existan motivos 
legítimos de duda. 

ART. 8.2 El lesionado ingresará inmediatamente en el Hospital de 
Marina, y permanecerá en él mientras su estado lo requiera. 

Si solicitase que se le permita atender á su curación fuera de dicho 
establecimiento, el comandante del Arsenal podrá concedérselo, si el 
médico de asistencia entiende qué no hay inconveniente en ello, facili- 
tándose siempre por la farmacia del Hospital cuantos medicamentos 
necesite el lesionado. 

La asistencia de éste estará en todo caso á cargo de un médico de 
la Armada, Ó, en su defecto, del Ejército. 

ART. 9.2 El obrero que se niege á ser asistido bajo la dirección de 
los médicos á quienes corresponda hacerlo, según las prescripciones de 
este reylaménto, perderá todo derecho á indemnizacion. 

También lo perderá el que debiendo ser asistido en el Hospital de 
Marina se niegue á ingresar en este establecimiento ó le abandone sin 
haber sido dado de alta, ni hallarse en las condiciones que determina el 
segundo párrafo del artículo anterior. 

ArrT. 10, El médico encargado de la asistencia del lesionado dará 
parte del estado de éste, por escrito, al comandante general del Arse- 
nal en las fechas ó plazos que la misma autoridad señale. 

Cuando el lesionado se encuentre en aptitud de volver al trabajo, 
cuando surjan motivos racionales para temer que quede definitivamen- 
te inútil, Ó que su incapacidad para el trabajo ha de prolongarse por 
más de un año, y cuando se presente cualquier otra particularidad de 
importancia en el curso de su curación, el médico dará inmediatamente 
parte de ello al comandante general del Arsenal. 

Si se formase el expediente de que trata el siguiente artículo, el mé- 
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dico dirigirá al instructor los partes que prescriben los dos párrafos 
anteriores. 

ART. 11. Cuando el médico que haya practicado la primera cura, ó 
el que asista al lesionado, manifieste que hay motivos racionales para 
temer que la inutilidad física del obrero sea permanente ó haya de pro- 
longarse por más de un año, el comandante general del Arsenal dis- 
pondrá que se forme expediente sobre el hecho por uno de los oficiales 
que presten servicio á sus órdenes, interviniendo las diligencias como 
secretario un indivíduo de marinería ó de tropa. 


En el expediente se hará constar el curso y el resultado definitivo 
de la curación del lesionado, se recibirá declaración á éste y los testi- 
gos presenciales del suceso, y se practicarán las averiguaciones nece- 
sarias para determinar con precisión si el accidente ocurrió con oca- 
sión Óó por consecuencia del trabajo ó fué producido por fuerza mayor 
extraña á éste. 

Se unirán á las diligencias los partes que prescriben los artículos 
5.2 y 6.2 

ArT 12. Si por cualquier motivos no se instruyen diligencias á raiz 
del accidente v no se lograse después acreditar cumplidamente la for- 
ma y circunstancias en que se produjo, se entenderá siempre que ocu- 
rrió en el ejercicio del trabajo á que se dedicaba el obrero 


ART. 13, Cuando el médico de asistencia diese parte de que el lesio- 
nado se halla en condiciones de yolver al trabajo, se requerirá al inte- 
resado á que diga si está conforme con ello, haciéndolo constar al pié 
del mismo parte. 

Si el obrero no se considerase en aptitud de volver á sus faenas será 
sometido á un reconocimiento que practicarán dos médicos de la Ar- 
mada, ó en su defecto, del Ejército, que no hayan intervenido en la cu- 
ración y asistencia del «¿brero, ó los facultativos de las clases indicadas, 
y otros dos de libre designación del interesado si éste lo solicitase. 


ART. 14, Cuando el obrero se conforme con la opinión del médico de 
asistencia respecto á su aptitud para volver al trabajo, y cuando en otro 
caso lo consideren curado y útil todos los médicos que practiquen el re- 
conocimiento dispuesto en el artículo anterior, el comandante general 
del Arsenal ordenará que se hagan las convenientes anotaciones en el 
historial del interesado por si las lesiones ocasionadas por el accidente 
tuviesen ulteriores consecuencias, y decretará el archivo del expedien- 
te si este se hubiere formado, dando noticia de todo esto al capitán ge. 
neral del Departamento. 


ART. 15. Cuando no hubiere conformidad entre todos los médicos 
que practiquen el reconocimiento dispuesto en el art. 13, será sometido 
el obrero al reconocimiento general reglamentario de enfermos é inú- 
tiles, y según lo que del mismo resulte, el comandante general del Ár- 
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senal dará por terminado el asunto en la forma que prescribe el artículo 
anterior, ú ordenará que continue la curación del interesado. 

ART. 16. Cuando el médico de asistencia diere parte de que el obre- 
ro se halla afectado de incapacidad permanente para el trabajo, ó cuan- 
do tal incapacidad se prolongase por más de un año, el instructor del 
expediente hará que dicho médico, en unión de otros dos de la Armada, 
ó en su defecto del Ejército, reconozcan al interesado y declaren si éste 
se encuentra en efecto inútil, y en caso afirmativo si su inutilidad es 
absoluta ó le impide solo dedicarse á determinada clase de faenas. 

Del resultado de este reconocimiento se enterará al interesado, re- 
quiriéndosele á que manifieste si se conforma con él. Si no se confor- 
mase con la declaración ó con la calificación de su inutilidad, se le so- 
meterá á un nuevo reconocimiento con sujección á lo dispuesto en el 
artículo 13, 

Manifestada por el obrero su conformidad con el resultado del pri- 
mer reconocimiento, ó practicado en otro caso el segundo, como se 
prescribe en el párrafo anterior, el instructor elevará el expediente al 
capitán general del Departamento por conducto del comandante gene- 
ral del Arsenal. 

ART. 17. Cuando no estuviesen completamente conformes entre sí 
los médicos que hayan practicado el reconocimiento que dispone el se- 
gundo párrafo del artículo anterior, y cuando, aun sin mediar esta cir- 
cunstancia, las opiniones facultativas consignadas en el expediente die- 
ren lugar á dudas sobre la existencia ó la calificación de la incapacidad 
del obrero para el trabajo, el capitán general ordenará que para fijar 
con precisión estos dos puntos, se someta al interesado al reconocimien- 
to general reglamentario de enfermos é inútiles. 

ArT. 18. Examinada la instrucción del expediente, el capitán gene- 
ral, después de oir al intendente y al auditor, dictará resolución defini- 
tiva, apreciando los informes facultativos emitidos sobre la existencia 
y la calificación de la inutilidad del obrero, y decretando el abono de la 
indemnización que corresponda, con arreglo al art, 4. de la ley de 30 
de Enero de 1900, cuando constare la incapacidad producida por acci- 
dente del trabajo, ó declarando, en otro caso, que no ha lugar á dicha 
indemnización. 

La concesión de indemnización no obsta para que siga el Estado 
proporcionando al lesionado la asistencia médica y farmacéutica que 
necesite como consecuencia del ¿ccidente. 

ArrT 19. En caso de defunción ocasionada por accidente del trabajo, 
el capitán general del Departamento, prévias las indagaciones verba- 
les que pueda estimar necesarias para comprobar y aclarar el hecho, 
dispondrá que se entregue con toda urgencia á la familia del finado la 
cantidad de 100 pesetas para los gastos de entierro. Si la víctima no hu- 
biese dejado familia, ó si ésta estuviese ausente ó se negase á disponer 


el entierro, se nombrará un oficial que se encargue de hacer todas las 
gestiones necesarias para efectuarlo, sin que los gastos puedan exceder 
de la cantidad expresada. 

ART. 20. El comandante general del Arsenal, al recibir la noticia de 
defunción ocasionada por accidente del trabajo, dispondrá que uno de 
los oficiales que presten servicio á sus órdenes instruya expediente so- 
bre el hecho, interviniendo en las diligencias como secretario un indi- 
víduo de marinería ó de tropa. 

En el expediente se practicarán todas las averiguaciones necesarias 
para determinar si el accidente ocurrió con ocasión del trabajo que eje- 
cutaba la víctima ó fué producido por fuerza mayor extraña al mismo 
trabajo. El instructor solicitará de la autoridad judicial que conozca de 
la causa formada sobre el suceso testimonio de la diligencia de auptosia 
del cadáver y lo unirá al expediente. 

Una vez terminada la instrucción de éste, el instructor lo elevará 
por conducto del comandante general del Arsenal al capitán gene1al 
del Departamento. Si esta autoridad encuentra deficientes las diligen- 
cias practicadas, dispondrá que se amplien con todas las que estime ne 
cesarias para determinar con precisión las causas y circunstancias del 
accidente. 

Cuando el capitán general, oyendo al auditor, juzgue completa la 
instrucción del expediente, decretará su archivo. 

ArT 21. Si el fallecimiento del obrero ocurre á consecuencia de un 
hecho que haya motivado ya la instrucción de expediente, se continua- 
rá y terminará éste en la forma que prescribe el artículo anterior. 

ART. 22. Cuando el accidente ocurra fuera del Arsenal y en traba- * 
jos que no dependan del mismo, se observarán en lo posible las anterio- 
res disposiciones, con las modificaciones que establecen las reglas si. 
guientes: 

1.2 El comandante del buque á bordo del cual ó para cuyo servicio 
se ejecutase la obra origen del accidente, el jete de quien dependa di- 
rectamente ésta, ó la autoridad local de Marina, según los casos, ejer- 
cerán las funciones que los anteriores artículos confieren al comandan- 
te general del Arsenal, y cuando el hecho ocurra fuera de la capital del 
Departamento, las que encomienda al capitán general el art 19, cuidan- 
do además en todos los casos que la víctima esté convenientemente 
asistida desde los primeros momentos, y tramitando por sí mismos el 
expediente, siempre que este deba formarse y no tengan á sus órdenes 
jefe ni oficial á quien encargar su instrucción. 

2.2 Si en la localidad no existiere Hospital de Marina, la autoridad 
que entienda en el asunto dictará las órdenes y practicará las gestiones 
convenientes para que el obrero lesionado ingrese en un Hospital mili- 
tar si lo hubiere, y en todo caso, para que tenga asistencia médica y 
farmacéutica por cuenta del Estado. 
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3,2 Si no hubiese en la localidad personal suficiente de los Cuerpos 
de Sanidad de la Armada y del Ejército para la asistencia del lesiona- 
do, y en su caso para practicar los correspondientes reconocimientos, 
se encomendará estos servicios á médicos civiles de reconocida pericia. 

4,2 Si el hecho ocurriese fuera de la capital del Departamento y no 
hubiese facilidad de que el obrero se trasladase á ella, en los casos pre- 
vistos en los artículos 15 y 17, la Junta que entiende en el reconocimien- 
to general de enfermos é inútiles emitirá su dictámen con presencia de 
las opiniones facultativas y demás datos que consten en el expediente. 

ART. 23 Aunque se instruya causa por un accidente del trabajo ó 
por hechos relacionados con él, no por eso se diferirán los trámites que 
establece este reglamento para determinar si existe derecho á indem- 
nización. El instructor del-expediente, cuando éste se procese, podrá 
pedir que con relación á la causa se le faciliten cuantos datos crea ne- 
cesarios ó convenientes. 5 | 

ArT. 24, El obrero lesionado podrá formular cuantas peticiones es- 
time oportunas para el cumplimiento de la ley y de este reglamento 
ante el comandante general del Arsenal ó ante la autoridad que deba 
entender en el asunto, según lo dispuesto en el art. 22. 

Podrá también, cuando sean desatendidos sus derechos, entablar su- 
cesivamente las correspondientes reclamaciones ante el capitán gene- 
ral del Departamento y ante el Ministro de Marina. 

Las peticiones y reclamaciones á que se refieren los dos párrafos 
anteriores, se harán en papel común. El obrero podrá presentarlas por 
duplicado y exigir que se le devuelva uno de los ejemplares con el re- 
cibí del funcionario que se haga cargo del otro y el sello de la depen- 
dencia donde lo entregue. 

ART. 25. Las personas que se crean con derecho á indemnización á 
consecuencia del fallecimiento de un obrero por accidente del trabajo, 
podrán solicitarla por medio de instancia dirigida al capitán general 
del departamento en que haya ocurrido el suceso, y acompañada de los 
documentos precisos para acreditar los fundamentos de su reclama- 
ción Cuando tengan que justificar hechos que por su naturaleza no 
sean susceptibles de prueba documental, podrán pedir previamente que 
se instruya para ello una información, la cual, una vez terminada, se 
les entregará para que la presenten con la instancia. 

ART.26 El capitán general, al recibir la instancia de que trata el 
artículo anterior, llamará á la vista el expediente instruido sobre la de- 
función del obrero, con arreglo al art, 20, y después de oir al intenden- 
te y al auditor, dictará resolución concediendo la indemnización que 
corresponda, á tenor de lo dispuesto en el art. 5? de la ley, si estuvie- 
se probado el derecho á percibirla, ó declarando no haber lugar á ella 
en caso contrario. 

Si la víctima dejare viuda é hijos de dos ó más matrimonios con de- 
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recho á indemnización, la mitad de ésta corresponderá á la viuda y la 
otra mitad á todos los hijos por partes iguales. 

Arr. 27. Cuando el accidente del trabajo sea por sus consecuencias 
origen de algún otro directo, como haber de inválidos, pensión, etc., los 
interesados elegirán entre éstos y los concedidos por la ley de 30 de 
Enero de 1900; bien entendido que al optar por uno se renuncia á los 
demás. 

Una vez declarada la inutilidad del obrero lesionado, se le requeri- 
rá por el instructor del expediente á que manifieste si se acoge á los 
beneficios de dicha ley ó se propone ejercitar otros derechos. Si dejase 
pasar tres días sin hacer constar ante aquel funcionario su decisión en 
uno ú otro sentido, se entenderá que opta por la aplicación de la ley de 
accidentes del trabajo. Si el obrero hubiese perdido la razón, se practi- 
carán estas diligencias con la persona que le tenga á su cargo 

ART. 28. La Administración de Marina no concederá las pensiones 
vitalicias autorizadas por el art. 10 de la Jey á las personas que opten 
por la aplicación de ésta, ni sustituirá con el seguro las obligaciones 
impuestas por la misma ley á los patronos. 

ArT. 29 Las resoluciones definitivas que dicten los capitanes gene- 
rales en los casos previstos en este reglamento se notificarán á los in- 
teresados en la forma que prescriben los arts. 56, 57, 62 y 63 de la ley 
de Enjuiciamiento de Marina. Contra ellas podrá entablarse el recurso 
de alzada, dentro de los cinco días laborables siguientes al de la notifi- 
cación. Este recurso se interpondrá por escrito, en papel común, ante 
el capitán general del Departamento, quien lo cursará con los antece- 
dentes al Ministerio de Marina para la resolución que proceda. 

Contra la decisión que recaiga de Real orden en estos asuntos sólo 
cabrá el recurso contencioso administrativo. 

ART. 30. Elderecho á reclamar indemnización por accidente del tra- 
bajo, cuando por cualquier motivo no se hayan seguido los trámites que 
establece este reglamento para concederla de oficio, ó cuando haya fa- 
llecido la víctima, se extinguirá al cumplirse un año, á contar de la fe- 
cha del suceso. 

ART. 31. En todos los trabajos y servicios dependientes de la Admi- 
nistración de Marina se establecerán las medidas de seguridad que se 
emplean de ordinario en talleres y obras, tales como las barandillas ó 
redes defensivas en los andamiajes; las vallas en los pozos y zanjas de 
los talleres; los avisos y señales para dar fuego á los barrenos; los fre- 
nos y fiadores para las máquinas de elevación y de transporte, y en ge- 
neral todas las de uso y prácticas corrientes. 

Se establecerán también en dichos trabajos y servicios las medidas 
de precaución que correspondan á nuevas obras ó procedimientos, apli- 
cándose al efecto las prevenciones posibles con arreglo al adelanto de 
las ciencias. 
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En las contratas que celebre la Administración de Marina para la 
ejecución de obras y prestación de servicios del ramo, se consignará 
la obligación de los asentistas de establecer y guardar las mismas pre- 
cauciones. 

ART. 32. El Ministro de Marina nombrará una Junta técnica com- 
puesta de tres ingenieros de la Armada de los que prestan servicio en 
el Ministerio, para que en el término de cuatro meses proponga qué 
mecanismos de los comprendidos en el catálogo publicado por Real or- 
den de 2 de Agosto de 1900 y de los demás que se hayan inventado, pue- 
den y deben aplicarse á las obras y servicis de la Marina. 


Formado el oportuno catálogo se publicará y cursará á las autorida- 
des de Marina, para que por quien corresponda se proponga al capitán 
general del respectivo departamento los medios de previsión que ha- 
yan de emplearse en cada una de las obras y servicios dependientes de 
la Administración del ramo. 


ART. 33. La junta técnica propondrá también en lo sucesivo los me- 
canismos de precaución que en adelante se inventen y que á su juicio, 
deban adoptarse, así como aquellos que sean necesarios por la instruc- 
ción de nuevas máquinas ó procedimientos industriales. 

Igual obligación tendrán los ingenieros encargados de dirigir ó ins- 
peccionar obras ó servicios de Marina. 


ArT. 34, Cuando por cualquier motivo no pudiese decretarie en un 
departamento la adquisición de los mecanismos declarados necesarios, 
según las disposiciones anteriores, el respectivo capitán general lo pon- 
drá en conocimiento del Ministro para que adopte la rasolución que 
proceda. 

ART.35. Las responsabilidades penales y administrativas que pue- 
dan nacer del incumplimiento de lo dispuesto en los tres artículos an- 
teriores, se exigirán y harán efectivas con entera independencia de la 
obligación del Estado de aumentar en su caso la indemnización, á te- 
nor de la regla 5.? del art. 5. de la Ley. 


ART. 36. En cada Capitanía general se llevará un libro registro de 
los accidentes del trabajo. 

ART. 37. Siempre que se conceda indemnización con motivo de un 
accidente del trabajo, el capitán general remitirá por duplicado al Mi- 
nisterio de Marina una hoja en que se expresará: 

El nombre, apellidos y edad del obrero. 


Los nombres y apellidos de las personas á quienes se haya concedi- 
do la indemnización y su parentesco con el obrero, en caso de que el 
accidente hubiere producido la muerte de éste. 

La clase de trabajo en que se produjo el accidente. 

Las horas de jornada de la víctima. 

El día y la hora en que ocurrió el hecho 
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La lesión sufrida por el obrero, especificando su diagnóstico y la ca- 
lificación de la inutilidad declarada. 

La indemnización otorgada; y 

Las observaciones especiales que se crean convenientes. 


DISPOSICIÓN TRANSITORIA 


Se hará desde luego el requerimiento que prescribe el art. 27 á todas 
las personas que tengan entabladas peticiones ó reclamaciones por vir- 
tud de accidentes del trabajo ocurridos desde la promulgación de la 
ley de 30 de Enero de 1900 hasta hoy, practicándose dicho requerimien- 
to en la forma y con los efectos que aquella disposición determina. 


DISPOSICIÓN ADICIONAL 


Cuando se dé nueva organización á los Arsenales se dictarán las 
disposiciones necesarias para acomodar á ella los preceptos de este 
reglamento. 


IS Wo WO LOLI PNL ION IN 


Real orden de 5 de Noviembre de 1902 


ILUSION II NANO 


Se dictan las reglas siguientes: 

1* El párrafo primero del art. 4. de la ley de 30 de Enero de 1900, 
se debe entender en el sentido de que el auxilio O :que establece es diario, 
sin excluir los días festivos. 

2.?* Para el cómputo de la indemnización que represente el salario 
de un año, ó de diez y ocho meses, ó de dos años, según los casos pre- 
vistos en los párrafos segundo y tercero del art. 4.9%, se aplicará el sa- 
lario que ganase el obrero el día del accidente. 

En cuanto á los demás extremos contenidos en la instancia, sin per- 
juicio de lo que pueda preceptuarse en las leyes de Tribunales indus- 
triales y de Consejos de conciliación, pendientes de discusión en las 
Cámaras, el Gobierno prepara algunas modificaciones de la ley de En- 
juiciamiento civil, encaminadas á dar á los obreros mayores facilida- 
des para que puedan hacer valer sus derechos. 


IR INS RI RAIN 


Real orden de 14 de Enero de 1 903 


Vistas las instancias. . solicitando... la revisión de la R. O. de 6 de 
Noviembre de 1902..., por considerar que... modifica el espíritu de la 
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ley de 30 de Enero de 1900, descargando la responsabilidad que corres- 
ponde al patrono en el director de la obra: 


Resultando que en la Real orden de referencia, además de imponer- 
se en su art. 3,9 multas de 50 á 250 pesetas por la inobservancia de las 
reglas que establece, se extrema en el art. 5.? la responsabilidad de los 
directores de las obras, indicando que puede ser penal, civil ó adminis- 
trativa, por los defectos de que adolezcan los artefactos que en la obra 
se utilicen: 

Resultando que uno y otro recurrente coinciden en apreciar que las 
responsabilidades de los directores de obras están previstas suficiente- 
mente en el Cód, civil, y muy especialmente en el art. 1.591, para to- 
dos los casos en que el accidente pueda originarse por el incumplimien.- 
to de las condiciones técnicas con que toda obra debe ejecutarse, mien- 
tras la Real orden de que se apela dice que, respecto de andamios y 
vallas, “nada excluirá ni atenuará en lo más minimo las responsabilida- 
des que puedan corresponder á los directores,,, y añade que éstos serán 
responsables “en absoluto, de los accidentes que se originen... 


Considerando que la ley de 30 de Enero de 1900, en su art. 1.*, defi- 
ne, para los efectos de la misma, los conceptos de accidente, patrono y 
operario, estableciendo, clara y expresamente, que se entiende por pa- 
trono el particular ó Compañía propietario de la obra, explotación ó in- 
dustria donde el trabajo se preste; y que igual precisa definición repite 
el art. 1. del reglamento de 28 de Julio siguiente, añadiendo en el pá- 
rrafo segundo que si estuviese contratada la ejecución ó explotación de 
la obra ó industria, se considerará como patrono al contratista, subsis- 
tiendo siempre la responsabilidad subsidiaria del propietario: 


Considerando que el efecto jurídico atribuido por la ley citada de 30 
de Enero al contrato de trabajo, determinante de responsabilidad de los 
patronos en los accidentes, responsabilidad exigible en la forma especial 
que la aludida ley señala, no deroga ni enerva las reglas de derecho na- 
tural y positivo que de toda culpa dañosa ó perjudicial hace derivar obli- 
gación de resarcimiento: 


Considerando que, con entera independencia del nexo legal entre 
patrono y obrero, el director facultativo es responsable, según el dere- 
cho común, á cualesquiera damnificados por los accidentes que proven- 
gan de defectos en los andamios, vallas ó pisos en obras confiadas á su 
pericia y cuidado: 

Considerando que esta responsabilidad, como no definida en dicha 
ley de accidentes del trabajo, aunque sí reconocida y salvada por ella 
expresamente en sus arts. 16 y 17, no es exigible por el procedimiento 
excepcional que la misma ley y su reglamento establecen, sino ante el 
fuero y por los trámites ordinarios, sin que la R. O. de 6 de Noviembre 
último haya podido variar lo que sobre tales jurisdición y forma proce- 
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sal tienen estatuído las leyes, ya que en todo caso carecería de eficacia 
jurídica sin la previa y competente reforma legislativa: 

Considerando que la representación del propietario, atribuida al di- 
rector de la obra por el número 1.* de la Real orden, no implica subro- 
gación de éste en las obligaciones que á aquél impone el contrato de 
trabajo, según la ley de 1900, ni exonera al patrono, sino que afirma la 
delegación que éste hace en el director, al confiarle la obra, de los cui- 
dados y la observancia de las reglas formales de precaución, imponien- 
do al director las obligaciones consiguientes al descuido ó infracción 
de tales preceptos, según el derecho común: 

Considerando que esta misma sanción se impone de un modo más 
explícito y categórico en el párrafo segundo del número 5.? de dicha 
Real orden, cuyo alcance se ha de precisar con referencia al párrafo 
precedente, aludiendo, por tanto, á las responsabilidades de los direc- 
tores de obras, contraídas con ocasión de accidentes que dimanen de 
defectos en aquellas precauciones que son de su incumbencia profesio- 
nal, y que la Real orden prescribe en los números anteriores; 

El Rey (0. D. G.) ha tenido á bien disponer: 

1.2 Quela R, O. de 6 de Noviembre de 1902 ni altera ni modifica las 
obligaciones que á los patronos, y por consiguiente á los dueños de 
obras, atribuye la ley de accidentes del trabajo y demás disposiciones 
posteriores dictadas para su ejecución; y . 

2,2 Que las responsabilidades que la referida R. O. impone á los di- 
rectores de obras son las que del derecho común se derivan, exigibles 
por los trámites y jurisdición ordinarios, y sin perjuicio de las demás 
sanciones administrativas exigibles por incumplimiento de los regla - 
mentos, ordenanzas y bandos de las autoridades gubernativas, encami- 
nados á la prevención de accidentes desgraciados en las obras, empre- 
sas Ó industrias de toda clase. 


e 


Real orden de 25 de Febrero de 1903 


Vista la instancia elevada á este Ministerio por el Banco Vitalicio 
de España solicitando aclaraciones categóricas al art. 5% de la ley de 
accidentes, en sus apartados 1.%, 2% y 3.2... 

Considerando que la duda... procede de la redacción de los aparta- 
dos 1.?, 2.2 y 3.* del art. 5.2 de la ley, por no repetirse en ellos la condi- 
ción inexcusable, señalada en el cuerpo principal del artículo, de que 
todos los descendientes legítimos capaces de indemnización han de ser 
menores de diez y seis años... 


ER. y SUE 


Considerando que... el Congreso de Seguros Sociales celebrado en 
Bilbao en Octubre último, con asistencia de delegados de las Socieda- 
des de Seguros y de representaciones profesionales, Academias de Ju- 
risprudencia y Colegios de abogados, estudió detenidamente este pun- 
to, adoptando por unanimidad el acuerdo de solicitar una aclaración 
legal en el sentido de que “para todos los casos en que el art. 5. de la 
ley exige la existencia de hijos ó descendientes del obrero difunto, ha 
de entenderse para la determinación de la indemnización, que se trata 
de menores de diez y seis años, considerándose los mayores de dicha 
edad como no existentes,,... 

Considerando que si á la muerte de un obrero, ocurrida por acciden- 
te del trabajo, quedaran viuda é hijos, y de ellos unos menores y otros 
mayores de diez y seis años, la existencia de éstos no podía modificar 
el derecho que á su madre como viuda, y á sus hermanos, como huér” 
fanos, señala la ley... 

S. M. el Rey (Q. D.G.) se ha servido disponer: 

1,2 Que señalada en el cuerpo principal del art. 5. de la ley de 30 de 
Enero de 1900 la indemnización que corresponde en caso de muerte del 
obrero, á la viuda, á los ascendientes y á los descendientes legítimos 
menores de diez y seis años, debe sobreentenderse que son de esta con- 
dición los descendientes á que se contraen Jos apartados 1.* y 2 del 
citado artículo. 

2.2 Que el derecho de la viuda por sí misma á ser indemnizada no 
puede invalidarse por la circunstancia de tener hijos mayores de diez 
y seis años, debiendo en este caso considerarse equiparada á la viuda 
sin hijos. 
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REGLAMENTO DE POLICIA MINERA 


APROBADO POR REAL DECRETO DE 15 DE JULIO 
DE 1897 


— 


TÍTULO PRIMERO 


DISPOSICIONES COMUNES Á TODAS LAS MINAS 


SECCIÓN 1.* 


Para prevenir accidentes 


CAPÍTULO PRIMERO 


INSPECCIÓN Y VIGILANCIA 


ArtícuLo 1.2 El presente reglamento tiene por objeto establecer 
prescripciones de policía y seguridad mineras, de conformidad con lo 
preceptuado en los arts. 22 y 29 del decreto ley de 29 de Diciembre 
de 1868, 

ART. 2. Al Cuerpo nacional de Ingenieros de Minas y sus subal- 
ternos compete la inspección y vigilancia de las explotaciones mineras 
de todo género, así como los demás servicios que detalla este regla- 
mento. 

La inspección y vigilancia, por lo que á las minas atañe, se extiende: 

A la seguridad de las explotaciones. 

A la conservación de la vida y seguridad de los obreros. 

A la protección de la superficie para seguridad de las personas y de 
la circulación pública. 

A la protección contra las influencias de carácter general que sean 
perjudiciales á la explotación de las minas. 

ART 3.2 Los ingenieros afectos al servicio de los distritos mineros 
girarán anualmente una visita, por lo menos, á las distintas explota- 
ciones en actividad de sus respectivas provincias. Al efecto, todos los 
ingenieros jefes remitirán en la primera quincena de Febrero una pro- 
puesta á la Dirección general de Agricultura, Industria y Comercio, 
consignando la distribución del personal facultativo para el cumpli- 
miento de esta obligación, durante el año cconómico siguiente, con los 
gastos detallados que han de originarse. 
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La Dirección general, en vista de la consignación disponible para 
este servicio en el presupuesto del Ministerio de Fomento, aprobará ó 
modificará las propuestas antes de 1.9 de Julio de cada año, autorizan- 
do los gastos que estime necesarios, previa consulta á la Junta Supe- 
rior facultativa de Minería 

ArT. 4.2 Independientemente de estas visitas anuales, los ingenie- 
ros de Minas de los distritos visitarán con frecuencia las explotaciones 
en que haya ocurrido un accidente durante los doce meses anteriores, 
ó que exijan una vigilancia particular. A este efecto, los ingenieros je- 
fes detallarán y razonarán estas visitas en las propuestas á que se re- 
fiere el artículo anterior. 

ART. 5.2 A fin de asegurar el exacto cumplimiento de Jas prescrip- 
ciones de este reglamento por parte del personal facultativo que presta 
sus servicios en los distritos, el Ministerio de Fomento podrá. ordenar, 
cuando lo juzgue necesario y circunstancias especiales lo requieran, 
que los inspectores generales giren una visita á sus respectivas circuns- 
cripciones, dando después cuenta de su resultado á la Superioridad. 

ArT.6.2 El estado satisfará los derechos y gastos que ocasionen las 
visitas de inspección que se ordenan en este reglamento, sin que por ta- 
les conceptos haya de abonarse cantidad alguna por los propietarios ó 
arrendatarios de minas, cuya explotación se haga en condiciones de se- 
gSuridad. El abono de los citados derechos y gastos se verificará en vir- 
tud de la oportuna cuenta presentada á la Dirección general del ramo 
y previa la aprobación de la Junta Superior facultativa. 

ART. 7.2 En cada mina ó grupo de minas de un mismo dueño habrá 
un libro de visitas encuadernado, foliado y rubricado en todas sus ho- 
jas por el alcalde de la jurisdición, con arreglo á lo que previene el ar- 
tículo 67 del reglamento para la ejecución de la ley de minas vigente. 
En él consignarán los ingenieros las observaciones y prevenciones re- 
lativas al cumplimiento del presente reglamento, y cuantas les sugiera 
la visita de la mina, cuidando de distinguir las que tengan carácter obli- 
gatorio de las que sólo deban considerarse como consejo, y transcri- 
biéndolas literalmente é íntegras al libro de Inspección de Minas, folia- 
do y rubricado por el jefe, que existirá en todas las Jefaturas, llevándo- 
se siempre uno distinto para cada provincia. 

ARrT.8. Las prescripciones de carácter preceptivo consignadas en 
los libros de visita son obligatorias para los propietarios, arrendatarios 
y directores de las minas, si en el plazo de quince días éstos no mani. . 
fiestan al gobernador de la provincia su oposición razonada á dichas 
prescripciones. El gobernador, oyendo al ingeniero jefe, deberá resol. 
ver la oposición dentro de los treinta días siguientes, y de su resolución 
cabe, en el término de otros quince, á partir de la notificación, apelar 
ante el Ministro de Fomento, quien resolverá en definitiva, previa con- 
sulta á la Junta Superior facultativa de Mineria. 


= Ie 


ART. 9.0 Cuando un ingeniero, al practicar la visita de inspección 
de una mina, vea que no se han cumplido las prescripciones consigna- 
das en el acta de la visita anterior, sin que por oposición razonada del 
concesionario, arrendatario ó director el gobernador le hubiese releva- 
do de cumplirlas expresamente y por escrito, lo pondrá en conocimien- 
to del ingeniero jefe, y éste en el del gobernador, quien dispondrá la 
inmediata ejecución de las obras bajo la dirección del ingeniero jefe de 
minas, á costa del concesionario ó arrendatario, sin perjuicio de la 
multa correspondiente. 

ART. 10. Los propietarios de minas, arrendatarios, directores, en- 
cargados y demás dependientes suyos están obligados á permitir la en- 
trada y facilitar la inspección de todas las labores á los ingenieros de 
minas con cargo oficial y personal subalterno que les acompañen, pro- 
porcionándoles los medios necesarios para reconocer dichas labores, y 
particularmente para penetrar en todos los sitios que puedan exigir una 
vigilancia especial. Exhibirán á los ingenieros los planos de la mina, 
tanto de las labores como de la superficie; los cuadernos de avance de 
las labores y registros en que consten los nombres, edades y profesio- 
nes de los obreros; les suministrarán cuantos datos les pidan sobre el 
estado de la explotación y sobre la policía de los mineros y empleados; 
les harán acompañar por los directores y capataces, á fin de que éstos 
puedan satisfacer á todas las informaciones que los ingenieros conside- 
ren útiles adquirir relativas á la seguridad y á la salubridad. 

- ArrT. 11. Utilizando los informes de los ingenieros y personal subal- 
terno á sus órdenes y sus propias observaciones, los ingenieros jefes de 
provincia redactarán anualmente una Memoria, en la que propondrán, 
después de consignar la historia de los trabajos de Jas minas, las medi- 
das que les surgiera su experiencia para mejorar el servicio de vigilan- 
cia y de inspección; esta Memoria será remitida en la primera quincena 
de Febrero de cada año al inspector del distrito, quien dará cuenta de 
ella ála Junta Superior facultativa de Minería dentro del mes siguien- 
te; esta, en vista de las Memorias de todas las provincias, y acompa- 
ñando un resumen y los cuadros de sus principales resultados, propon- 
drá á la Superioridad lo que crea más conveniente respecto á estos 
servicios, así como los premios y recompensas á que se hayan hecho 
acreedores los ingenieros, ó las correcciones que merezcan por negli- 
gencia en su desempeño 

ArrT. 12. Cuando pueda estar comprometida por cualquiera causa 
la seguridad de las explotaciones ó la de los obreros, el director de la 
mina tendrá obligación de advertirlo inmediatamente al ingeniero jefe 
de minas de la provincia, 

Este, ó el ingeniero á sus órdenes en quien delegue, se presentará sin 
retraso en el sitio para ponerse de acuerdo con el director de las labo- 
resrespecto de las medidas que deban tomarse para conjurar el peligro. 
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Cuando el propietario ó arrendatario de la mina, ó el director de las 
labores, rehusen ejecutar lo que el ingeniero haya considerado necesa- 
rio, este último dará su informe al gobernador de la provincia, consig- 
nando su propuesta. 

El gobernador oirá al interesado, citado previamente, dándole al 
efecto un plazo de 15 días, y dentro de otros 15 decretará las disposio- 
nes que considere convenientes para el caso. Contra el decreto del yo- 
bernador cabe el recurso de alzada ante el Ministro de Fomento, quien 
resolverá en definitiva, prévia consulta á la Junta Superior de Minería. 

ArrT. 13. Encaso de urgencia, el ingeniero hará mención especial de 
ella en su informe, y el gobernador, sin obligación de oir previamente 
al interesado, podrá ordenar que su decreto sea ejecutado desde luego. 

ART. 14, Cuando al visitar una explotación reconozca el ingeniero 
una causa de peligro inminente, hará bajo su responsabilidad los re- 
querimientos necesarios á las autoridades locales con objeto de que se 
remedie inmediatamente, tomando las disposiciones que juzgue opor- 
tunas, como si se tratara de asuntos de policía urbana. 

ART. 15. Al inaugurarse las labores de una concesión minera, así 
como al reanudarse las de una mina abandonada, el concesionario de- 
berá ponerlo en conocimiento del ingeniero jefe de minas del distrito 
dentro de un plazo de 8 días, á partir del comienzo de los trabajos. 

ART.16. Parala mayor eficacia de la inspección y vigilancia,se crea- 
rá un Cuerpo de celadores de Minas, constituido por capataces con tíÍ- 
tulo facultativo, cuya organización y atribuciones se determinarán en 
un reglamento especial. 


CAPÍTULO II 


PREVISIÓN DE INUNDACIONES, HUNDIMIENTOS, INCENDIOS Y EXPLOSIONES 


ArT. 17. Los explotadores de minas deben recoger con esmero to 
dos los datos relativos á la situación, extensión y profundidad de las 
labores antíguas y de los depósitos naturales de aguas (fallas y cuevas 
acuíferas) que puedan existir en el perímetro ó en la profundidad de 
sus concesiones. 

Art. 18, El sondeo en mineral ó en estéril es obligatorio siempre 
que se pueda sospechar la existencia de masas de agua en la PE9RinE 
dad de las labores. 

El número, la longitud y la disposición de los sondeos se determina- 
rán por la dirección de la mina con arreglo á las circunstancias loca- 
les, teniendo especialmente en cuenta el espesor y la composición de 
las capas del terreno, la dureza del mineral y de las rocas que deban 
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perforarse, la disposición de los frentes de arranque y la altura pre- 
sumida de las aguas cuyo encuentro se teme. 

Arr. 19, Durante los trabajos de sondeo se tomarán todas las pre- 
cauciones y se tendrán preparados los medios de preservar á los obre- 
ros de cualquier peligro, dando cuenta el vigilante designado al capa- 
taz, antes de la entrada de cada relevo, del estado de los sondeos, y 
llevándose un cuaderno en que diariamente se consignen las condicio- 
nes de las labores y las precauciones anotadas. 

ART. 20. Los pozos, galerías y tajos de arranque se fortificarán en 
caso de que el terreno sea poco consistente, y los vigilantes de la mina 
revisarán semanalmente las labores para cerciorarse de que no han 
cambiado en ella las condiciones de seguridad, y en caso contrario, dar 
cuenta de lo que noten. 

ART. 21. Para prevenir los incendios subterráneos queda prohibido 
instalar hogares de ninguna clase ni aparatos capaces de producir ghis- 
pas en la proximidad de las entibaciones, sin defenderlas contra la po- 
sibilidad de su combustión. 

En el caso de emplearse locomotoras de vapor con hogar, ó locomo- 
toras eléctricas, deberán estar provistas de los medios necesarios para 
garantizar la seguridad de su uso por las galerías entibadas. 

ArT. 22. Para evitar en lo posible las explosiones en todas las minas 
de combustible, aunque no tengan grisú, se adoptarán las precauciones 
que prescriben los artículos 75, 90, 91 y 93, siempre que haya fundado 
motivo, temores ó probabilidades de encontrar gases inflamables en las 
excavaciones. 

ArT. 23. En el caso de emplearse lámparas de arco voltáico, se pro- 
hiben las luces descubiertas, debiendo estar protegidas por globos de 
cristal ó linternas, y llevar una alambrera para retener las chispas y 
pedazos de cristal. 


CAPÍTULO III 


REMEDIOS PARA LOS ACCIDENTES OCURRIDOS EN LAS MINAS 


ART. 24. Los explotadores darán inmediatamente aviso al ingenie- 
ro jefe del distrito, ó al ingeniero que estuviese más próximo, de cual- 
quier accidente ocurrido en las minas ó en sus dependencias que hubie- 
se producido la muerte ó heridas graves, á juicio de un médico, á una 
Ó varias personas. 

Los empleados subalternos que se encuentren en el lugar del suceso 
Óó en sus inmediaciones, adoptarán las medidas necesarias hasta la lle- 
gada del ingeniero, dando cuenta á este de las disposiciones que hubie 
ran tomado. 
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ART. 2. Igual obligación se impone á los explotadores en el caso en 
que el accidente comprometiese la seguridad de las labores, la de las 
minas ó la de las propiedades de la superficie. 

ART 26. Cuando uno de los hechos mencionados en los dos artículos 
anteriores llegue á su conocimiento, el ingeniero de minas se traslada- 
rá inmediatamente al lugar de la ocurrencia, investigará sus causas y 
remitirá su informe al gobernador civil de la provincia, quien lo trans- 
mitirá al juez de 1.* instancia correspondiente, en caso de haber ocu- 
rrido desgracias personales. 

Podrá, como en el caso de peligro inminente, requerir á las autori- 
dades municipales para hacer las requisas necesarias de herramientas, 
caballerías y hombres, y deberá dar la órdenes que procedan para la 
salvación de los obreros y la conservación de la mina. 

La ejecución de los trabajos de salvamento, ó de las labores necesa- 
rias para precaver nuevos peligros, se dispondrá por la Dirección de la 
mina con la aprobación é intervención del ingeniero del distrito. 

En caso de desacuerdo sobre las medidas que deban tomarse, pre- 
valecerá la opinión del ingeniero de la provincia. 

ART. 27. Losexplotadores están obligados á dotar á sus concesiones 
de medicamentos y medios para auxiliar de pronto á los heridos, á te- 
ner constantemente personal adiestrado en el uso de los aparatos de 
salvamento y á comprobar periódicamente el buen estado de estos 
aparatos. 

ART. 28. Cada mina ó grupo de minas deberá contar para su servi- 
cio sanitario con un médico, por lo menos, que tenga su residencia den- 
tro del radio de 10 kilómetros, y estar provista de un botiquín y cami- 
lla y tener una habitación convenientemente acondicionada para aten- 
der á la curación de los heridos cuando su estado no consienta su tras- 
Jación á »tro punto. 

ART. 29, Los explotadores y los directores de las minas vecinas de 
aquellas en que hubiese ocurrido un accidente, están obligados á pro- 
porcionar los auxilios que les sea posible, tanto en personal como en 
material, con derecho á indemnización, si la reclamasen. 

ArT. 30. Cuando el ingeniero de minas del distrito se haya cercio- 
rado de la imposibilidad de llegar hasta el sitio en que se encuentren 
los cadáveres de los obreros que hubiesen fallecido en las labores, lo 
pondrá en conocimiento del Juzgado, para que por éste se adopten las 
oportunas resoluciones. ; 

Arr. 31. Todos los gastos que requieran los auxiligs inmediatos que 
haya que dar á los heridos, ahogados y axfisiados y la reparación de 
las labores, así como los que se originen á los ingenieros y personal su- 
balterno con este motivo, serán de cuenta de los explotadores 
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CAPÍTULO IV 


DISCIPLINA DEL PERSONAJ. 


REGLAMENTOS PARTICULARES 


ArT. 32. En toda mina en actividad se llevará un registro con las 
* debidas formalidades, en el que se inscribirán todas las personas, cua- 
lesquiera que sean su edad y sexo, desde el director inclusive, que se 
hallen afectos á la mina ó residan en ella por cualquier concepto. 

En dichas inscripciones se hará constar el nombre y apellidos de ca- 
da persona, edad, sexo, estado, naturaleza, vecindad, cargo que des- 
empeña, y fecha de su ingreso en el servicio de la mina. 

Los directores de las minas están obligados á exhibir dichos regis- 
tros á las autoridades cuando éstas lo reclamen, y la falta de los mismos 
será castigada con la multa de 250 pesetas por primera * vez. y de 500 en 
caso de reincidencia. 

En cada mina se llevará además una lista diaria de los obreros que 
trabajen, tanto en el interior como en el exterior de las concesiones. 

ano 33. No se permitirá entrar ni trabajar en el interior de las mi- 
nas á las mujeres, de cualquier edad que sean, ni á los muchachos de 
menos de doce años. 

Además de lo dispuesto en el várrato anterior, se observará respec- 
to á asistencia y horas de trabajo de los menores de diez y siete años, 
lo prevenido en los artículos 1.%, 2%, 3,2 y 4,9 de la ley de 24 de Junio 
de 1873. 

ArT. 34. Nadie podrá entrar ni ser admitido en los trabajos de las 
minas en estado de embriaguez, ó con alguna enfermedad que pudiese 
comprometer su existencia. Tampoco lo podrá verificar persona alguna 
extraña al trabajo de las minas sin permiso del director de las labores 
y sin ir acompañado por un minero experto. 

ART. 35. Todo obrero que por insubordinación ó desobediencia hava 
quebrantado el orden establecido por la dirección de la mina para se- 
guridad de las personas y de las cosas, será perseguido y castigado, 
según la gravedad de la falta, con sujección á las disposiciones de este 
reglamento, sin perjuicio de las responsabilidades en que haya podido 
incurrir con arreglo al Código penal. 

ART. 36. El ogden establecido á que se refiere el artículo anterior se 
formulará en un reglamento particular, y si se quiere que tenga fuerza 
legal ante los Tribunales y ante la Administración, deberá someterse 
á la aprobación del gobernador civil de la provincia, oyendo al ingenie- 
ro jefe de minas del distrito. Las discusiones á que esta aprobación 
pueda dar lugar se resolverán por el Ministro de Fomento. 
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ART. 37. El reglamento particular de cada mina ó grupo de minas, 
después de aprobado en la forma que indica el artículo anterior, será 
obligatorio para el personal, y se hará conocer á todos los obreros y 
empleados por medio de edictos fijados en los puntos más frecuentados 
y convenientes de la superficie, á juicio de la Dirección de la mina, re- 
partiéndolo además á todos los que lo soliciten. 


SECCIÓN 2.* 


Para garantir la seguridad del trabajo 


CAPÍTULO V 


PLANOS DE MINAS 


ART. 38. En el término de un año, á contar desde la publicación de 
este reglamento en la Gaceta de Madrid, los propietarios de las minas 
harán levantar y trazar por duplicado los planos de las minas, deter- 
minando todas las labores abandonadas y fijando las que no sean acce- 
sibles de la manera más aproximada posible 

ART. 39, En dichos planos se dibujarán las proyecciones horizontal y 
vertical de las labores; en la primera se representarántambién las cons- 
trucciones y edificios de la superficie, las principales vías de comunica- 
ción, los límites de la demarcación y la posición y altitud de las bocas 
de los pozos y socavones. 

Cuando todas estas indicaciones no puedan consignarse en los pla- 
nos de las labores subterráneas, á juicio del ingeniero jele de minas, 
sin perjuicio de la claridad y fácil lectura de los mismos, tendrá que ha- 
cerse un plano especial de la superficie. 

Estos planos se trazarán en escala de un milímetro por metro, ar- 
chivándose uno de ellos en la Jefatura de Minas del distrito, y el otro 
con el sello de ésta y la techa de su presentación, será conservado en 
la Dirección de la mina. 

Los de las minas metalíferas podrán dibujarse en escala mayor. 

ArT. 40. Entoda mina en actividad se llevará además constantemen- 
te un plano, en el que se hará constar el avance mensual de las labores, 
y un cuaderno en el que se anotará la marcha y natufaleza del criade- 
ro, así como las circunstancias que sea útil tener presente en interés 
de la mina y de la seguridad de los obreros; de estos planos se sacará 
un calco anualmente, que se entregará al ingeniero de minas en el acto 
de la visita de inspección, exhibiéndole al mismo el cuaderno, para que 
pueda copiar los datos que considere útiles y convenientes. 
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Los calcos y demás antecedentes se unirán á la carpeta que para ca- 
da mina se llevará en la Jefatura de Minas del distrito, después de ha- 
berse adicionado con ellos por el ingeniero el plano general de las la- 
bores de cada concesión. Estos planos y cuadernos estarán firmados 
por los directores responsables de las labores. 

ART. 41, Los planos archivados en las Jefaturas de Minas no podrán 
ser exhibidos sino á los propietarios de las concesiones respectivas, me- 
diante solicitud elevada por étos al Sr Gobernador de la provincia. Los 
mismos requisitos serán indispensables para sacar copias de los planos 
citados. l 

ART. 42. Cuando una parte de la mina haya de ser abandonada, el 
director de la misma lo pondrá por escrito en conocimiento del ingenie- 
ro jefe del distrito, acompañando el plano de dicha parte, antes que sea 
inaccesible, y cuidando de recoger el oportuno recibo, en el que se ha- 
rá constar la fecha de la entrega del aviso. 

ArT. 8. Si el director de la mina no cumpliese la prescripción del 
anterior artículo, el gobernador de la provincia, á propuesta del inge- 
niero jete, podrá ordenar la rehabilitación de las labores á costa del 
explotador, sin perjuicio de la multa en que por esta falta pueda haber 
incurrido. | 

Si transcurriese un mes desde la fecha del aviso sin que el ingeniero 
del distrito visite las labores, podrá procederse al abandono, sin res- 
ponsabilidad alguna por parte del concesionario. 

Los gastos que se originen al ingeniero por esta visita, siempre que 
no coincidan con la inspección anual, serán de cuenta del explotador ó 
concesionario de la mina. 

ART. 44. Cuando los planos y cuadernos no se lleven en la forma 
prescrita en los artículos anteriores, ó no havan sido entregados los cal- 
cos ó exhibidos los cuadernos en los plazos establecidos, los ingenieros 
de minas lo pondrán en conocimiento del gobernador de la provincia, 
quien los hará ejecutar á costa del explotador sin perjuicio de las penas 
consignadas en el capítulo 21. 


CAPÍTULO VI 


POZOS 


ART. 45. Todo campo de explotación tendrá por lo menos dos salidas 
distintas á la superficie, accesibles en todo tiempo para los obreros ocu- 
pados en los diversos trabajos de la mina, sin que sea préciso que las 
dos pertenezcan á una misma concesión. 

ArT. 46. El brocal de los pozos de escalas deberá encontrarse fuera 
de los edificios principales, como talleres, almacenes, etc., que haya ex 
la superficie de la mina. 
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ART. 47. Los brocales de los pozos en activo servicio estarán provis- 
tos de antepechos ó trampillas, dispuestas de modo que alejen todo peli- 
gro para la circulación de las personas y para el trabajo de los obreros. 

Análogas disposiciones se tomarán en los diversos pisos y cortadu- 
ras, para prevenir la caída de los obreros al pozo ó el descenso fortuito 
de las jaulas ó cub«s en que fuesen. 

ART. 48. Las bocas de los pozos que asomen á la superficie y no es* 
tén en servicio, se cercarán ó cerrarán de modo que se evite todo acci- 
dente á personas, animales ó cosas. 

ArrT, 49, Todo pozo maestro, temporalmente abandonado, se cubrirá 
enseguida con un tablero ó con una bóveda de mampostería de suficien- 
te solidez. 

En caso de abandono definitivo, la dirección de la mina lo avisará 
con un mes de anticipación al gobernador civil de la provincia, quien, 
previo informe del ingeniero de minas, prescribirá las disposiciones de 
policía que juzgue convenientes para la seguridad de las personas y de 
las cosas. 


CAPÍTULO VII . 


CIRCULACIÓN DE LAS PERSONAS POR LOS POZOS 


ART. 50. La bajada y subida de las personas deberá verificarse por 
medio de escalas ó aparatos conservados con cuidado y sujetos á las 
disposiciones siguientes: 

ART. 51. Los pozos de escalas estarán dentro de una habitación ce- 
rrada de la capacidad necesaria para el personal que haya de entrar en 
la mina en cada turno. 

Las escalas formarán con la horizontal, siempre que sea posible, un 
ángulo de 70 4 80 grados, y estarán dispuestas de modo que las caídas 
no puedan exceder de un solo tramo. 

En los pozos maestros, el compartimiento de escalas estará conve- 
nientemente protegido. 

_ArT.52. El Empleo de tornos para la subida y bajada de las perso- 
nas en los pozos que estén profundizándose, único caso en que se tole- 
rará dicho empleo, está subordinado á las siguientes condiciones: 

1.2 Es obligatorio el uso del fiador. 

2.? No podrán emplearse los tornos para profundidades de más de 
50 metros. 

3,2 Antes de bajar una ó varias personas, el jefe ó encargado del 
trabajo deberá examinar el estado de la maroma ó cable empleado 

4,4% Mientras bajen ó suban personas no se pondrá vasija ni objeto 
alguno en el otro ramal de la maroma, y se cuidará que los ganchos de 
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dicho ramal no queden libres, para evitar todo accidente en el punto 
de cruzamiento. 

5,2 Los obreros irán sujetos por un cinturón ó cuerda por debajo de 
los brazos, en forma de que aunque suelten las manos por cualquier 
accidente, no pierdan su posición vertical 

6. Tanto los pozos á que se refiere este artículo, como los habilita- 
dos para la circulación del personal, estarán provistos de una campa- 
na, con su correspondiente cuerda en toda su extensión, para poder 
avisar desde el interior en caso necesario. 

ART.53. El empleo de los cables para la traslación de las personas 
estará subordinado á las siguientes condiciones: 

1.2 Sise emplean cubas, estará terminantemente prohibido que el 
personal se ponga de pie ó se siente en el borde sin usar del fiador, y 
y estará protegido por una defensa adecuada contra la caída de pie- 
dras, herramientas, etc. 

Si se emplean jaulas, estarán construidas, en lo posible, de modo 
que se evite la caída de los obreros y queden protegidos contra los ob- 
jetos que puedan caer de los hastiales del pozo ó de la superficie. Todas 
las jaulas destinadas á la traslación depersonas llevarán un paracaídas. 

2? El número de personas que puedan colocarse á un tiempo en las 
cubas ó en las jaulas, así como la velocidad media de marcha, se fijarán 
por la Dirección de la mina la cual, los notificará al ingeniero jefe del 
distrito. 

Cuando el número de obreros sea el prefijado, la cuba ó la jaula no 
podrá recibir carga alguna adicional. 

Al arranque y á la llegada de las cubas ó jaulas, el movimiento de 
la máquina se hará con lentitud y precaución, y lo mismo se verificará 
en los cruces cuando las cubas circulen por un pozo sin tabique diviso- 
rio ni guiaderas rígidas. 

3,2 A cierta altura por cima de la boca del pozo se aproximarán las 
guiaderas y se establecerán topes de seguridad para impedir que la 
jaula pueda llegar accidentalmente á las poleas y caer luego en el pozo. 

A falta de la aproximación de las guiaderas, se colocará un sistema 
de salvapoleas. 

4,2 Los malacates de caballerías deberán tener un tentemozo ó un 
freno para evitar una falsa maniobra perjudicial para las personas co- 
locadas en las cubas. 

5% La máquina de extracción estará provista de un freno aplicado 
al árbol de los carretes ó de los tambores, y dispuesto de manera que 
el maquinista pueda manejarlo con facilidad sin cambiar de sitio. 

6.2. La máquina de extracción tendrá igualmente un aparato indica- 
dor de la marcha de las jaulas por el pozo y una campanilla ó timbre 
automático que anuncie su llegada á la superficie, sin penpicio de las 
señales marcadas en cl cable. 
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La Dirección de la mina determinará el sistema de señales que de- 
ban darse al maquinista para cada una de las maniobras necesarias en 
el servicio. 

7.2 La misma deberá tomar las disposiciones necesarias para poder 
retirar las personas que se encontrasen en las jaulas ó en las cubas, en 
caso de accidente del aparato de extracción. 

8.2 Igualmente adoptará las medidas necesarias para asegurar el 
buen orden en la bajada y en la subida de los obreros, y no permitirá 
que nadie más que los maquinistas autorizados al efecto manejen la 
máquina mientras se verifique por su medio la circulación de personas. 

ART. 54. La Dirección de la mina hará visitar, por lo menos una 
vez cada semana, los pozos y todos los aparatos que sirvan para la ba- 
jada y la subida de los obreros, archivándose los partes escritos del 
encargado de esta visita. 

ART.55. En la mina se llevará un cuaderno especial que indique la 
fecha de la colocación, de la compostura y de la retirada de cada ca- 
ble; en dicho cuaderno se consignarán los resultados de la vigilancia 
especial sobre los cables prescrita por la Dirección de la mina, inde- 
pendientemente de las visitas ordinarias mencionadas en el artículo 
anterior. 


CAPÍTULO VIH 


VENTILACIÓN Y DESAGÚUÚE DE LAS MINAS EN GENERAL 


ART. 56. La salubridad de todos los puntos accesibles para los obre- 
ros en una explotación subterránea se asegurará por una corriente ac- 
tiva de aire puro y por un sistema general de desagiie, en armonía 
con las condiciones del criadero. 

La velocidad de la corriente de ventilación y la sección de las gale- 
rías dependerán del número de obreros, de la extensión de las labores 
y de las emanaciones naturales de la mina. 

Las galerías que sirvan para el paso del «ire deberán ser fácilmente 
accesibles en todas sus partes. 

Las destinadas al paso de las aguas tendrán la inclinación necesaria 
para evitar la estancación de éstas. 

ART. 57. Los medios de ventilación adoptados deberán ser eficaces, 
regulares, contínuos y exentos de todo peligro. 

ArT. 58. Toda corriente de aire viciado por una mezcla de gases de- 
letéreos ó inflamables, que pueda constituir un peligro para la salud ó 
seguridad de los obreros, será desviada cuidadosamente de los tajos de 
arranque y de las vías de mayor tránsito. 

La extensión de los tajos de explotación se limitará, en caso necesa- 
rio de modo que se sustraiga á los obreros colocados en la corriente de 
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salida de los efectos perjudiciales de una alteración demasiado grande 
del aire. 

ART. 59, Los rellenos establecidos, tanto para sostener las rocas co- 
mo para separar las vías de transporte de las de ventilación, se apisona- 
rán fuertemente y se conservarán todo lo impermeable que sea posible. 

ART. 60. Estos rellenos se llevarán á la distancia de los frentes de 
arranque necesaria para que la corriente de aire sea suficientemente 
activa é impida, por tanto, la acumulación de los gases nocivos, evitan” 
do, sin embargo, una exagerada aceleración en la velocidad de la co- 
rriente. 

ArrT. 61. Las labores se dispondrán de manera que se evite en lo po- 
sible el empleo de puertas para dirigir ó dividir la corriente de aire. To- 
da puerta destinada á repartir la ventilación se establecerá de modo 
que se asegure el paso de un volumen de aire regulado según las ne- 
cesidades. 

El uso de puertas múltiples convenientemente espaciadas será obli- 
gatorio en aquellas vías en que deban abrirse con frecuencia para el 
servicio de la mina. 

ART. 62. Las vías y labores abandonadas y no ventiladas se conde- 
narán para que los obreros no puedan pen:trar en ellas. 


CAPÍLULO IX 


EXPLOSIVOS 


A.—TITransporte y manipulación 


ART. 63. Las sustancias explosivas no pueden introducirse en las 
minas ni en sus dependencias inmediatas más que con autorización del 
director de las labores ó de su delegado, y conformándose con las re- 
glas de prudencia que juzgue necesario prescribir. 

Estas sustancias solo pueden transportarse en forma de cartuchos y 
dentro de cajas ó sacos cuidadosamente cerrados. 

ArT 64. La cápsulas, la pólvora, la dinamita, y demás explosivos, 
deben estar colocados en cajas ó sacos distintos y convenientemente 
aislados unos de otros. 

El almacenamiento de estas sustancias habrá de hacerse precisa- 
mente en polvorín situado y construido de manera que se eviten los 
riesgos de una explosión. 

ART. 65. Queda prohibido el tratar de deshelar la dinamita aproxi- 
mando los cartuchos al fuego. 

ART. 66. No se debe llevar en cada entrada más que el número de 
cartuchos necesarios para el trabajo del día. 
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ART. 67. Queda prohibido dejar en las labores subterráneas explo- 
sivos que no tengan un empleo inmediato. 

ART. 68. Hasta el momento de usarlos, los cartuchos y las mechas 
se depositarán en un sitio seguro que designará el capataz. 


B.—Embleo 


ART, 69. Laintroducción y ataque de los cartuchos en el barreno no 
deben hacerse más que con atacadores de madera, evitando en lo po. 
sible los choques. 

No se emplearán para tacos de los barrenos más que sustancias no 
susceptibles de producir chispas. Será obligatorio el uso de las mechas 
de seguridad. 

ART. 70, El director de la mina dispondrá que la pega de barrenos 
se haga siempre, á ser posible, á hora fija, aprovechando las de descan- 
so de los obreros. 

No se permitirá la circulación de persona alguna por la zuna com- 
prendida dentro del radio de acción de los barrenos, desde cinco minu- 
tos antes de prenderse fuego á las mechas, hasta después que hayan es- 
tallados todos ellos, y reconocidos por el capataz no exista el menor 
riesgo. 

ART. 71. Ningún barreno fallido podrá ser descargado, ni abrirse 
otro en su proximidad, sino bajo la inmediata dirección del capataz. 


CAPÍTULO X 


DEL ABANDONO DE LAS MINAS 


ART. 72. El concesionario que abandone una ó más minas lo pondrá 
en conocimiento del gobernador de la provincia por medio de oficio con 
un mes de antelación, haciendo constar haber cerrado los pozos y cum- 
plido todas las prescripciones que este reglamento establece en las mi- 
nas cuyos trabajos abandone, y acompañando los planos y cuadernos 
que se indican en los artículos 38 y 40. 

El gobernador mandará se entregue en el acto recibo de esta comu- 
nicación para resguardo del interesado. 

ArT. 73 Tan pronto como los gobernadores reciban la comunica: 
ción participando el abandono de una mina, dispondrán que por el in- 
geniero fefe de Minas del distrito se proceda, en el más breve plazo po- 
sible, á reconocer la mina y certifique del estado regular de sus fortifica- 
ciones y de hallarse suficientemente cercados los pozos, informando al 
mismo tiempo acerca de la exactitud de los planos y cumplimiento de 
las demás disposiciones de este reglamento aplicables al caso. 

Si no resultasen cumplidas, se fijará un breve plazo al concesionario 
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para que ejecute las obras necesarias, y en el caso de negarse á ello, se 
realizarán por la Administración á costa del dueño de la mina. 

Art 74. El concesionario de una mina que la abandonase sin cum- 
plir previamente las anteriores prescripciones, incurrirá en una multa 
que no excederá de 250 pesetas, quedando, además responsable de to- 
do: las daños y perjuicios que por su abandono é indebidas condiciones 
se causase á la mina ó á un tercero. 

Si fuese declarada legalmente su insolvencia, será reputado dañador 
voluntario á todos los efectos legales. 


TÍTULO || 


DISPOSICIONES ESPECIALES PARA DETERMINADAS EXPLOTACIONES 
MINERAS 


CAPÍTULO XI 


MINAS CON GRISÚ 
A.—Explotación y ventilación 


ART. 75. Ellaboreo se verificará, en lo posible, por tramos sucesivos 
descendentes. 

Cuando se verifique por tramos ascendentes, los frentes de los teja- 
dos deberán tenef la menor extensión posible, para evitar acumulacio- 
nes importantes de gases. 

ART. 76. Las entradas y salidas de aire, lo mismo en las ventilacio- 
nes naturales que en Jas artificiales, se efectuarán por excavaciones se- 
paradas por macizos de suficiente cspesor para evitar la mezcla de las 
dos corrientes. 

ART. 77. En la superficie setomarán las precauciones necesarias pa- 
ra alejar de todo hogar el grisú que salga de la mina. 

ArT. 78. Las vías de cntrada y salida de aire estarán separadas por 
macizos bastante sólidos para resistir en los casos ordinarios á una ex- 
plosión de grisú, y bastante impermeables para no dejar paso á una 
cantidad excesiva de aire. 

ART.79. Las tuberías, de cualquiera clase que sean, no pueden em- 
plearse más que para la ventilación de las labores preparatorias óú de 
investigación. | 

ART.80 Nose entrará á trabajar en una mina con grisú sin que un 
encargado especial haya reconocido antes de la hora del relevo, con 
la lámpara de seguridad, los tajos y vías de comunicación, declarando 
que no ofrecen peligro; esta declaración la consignará y firmará en el 
acto en un cuaderno que se llevará al efecto. 
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ArT. 81. Los huecos que no estén en explotación ó en avance, debe- 
rán cerrarse en toda su anchura, de modo que nadie pueda penetrar en 
ellos por inadvertencia. 

ART. 82. En los puntos donde sea preciso, á juicio del director de la 
mina, se pondrán señales visibles de parada, y ningún obrero pasará 
más allá hasta que se tenga la seguridad de que no hay en ello peligro. 

ART. 83. Cuando un vigilante note que por un motivo cualquiera la 
mina ó una parte de ella ofrece peligro para los obreros, mandará y di- 
rigirá su retirada con orden, y no se reanudará el trabajo sin haber he- 
cho desaparecer las causas de aquél. 

ART. 84, En toda mina con grisú habrá un barómetro y un termó- 
metro colocados en la superficie en sitio apropósito cerca de la entrada 
de la mina. 


B.— Alumbrado 


ART.85. Para el alumbrado de las minas que tengan grisú es obli- 
gatorio el empleo de lámparas de seguridad. 

ART. 86. En las minas con grisú queda prohibido el empleo de lám- 
paras de arco voltáico en el interior de las labores. 

ART. 87. En estas mismas minas deberán estar protegidas las lám- 
paras de incandescencia por una segunda cubierta de cristal de pare- 
des gruesas resguardada á su vez por una armadura metálica que las 
preserve de los choques Los conductores para el alumbrado eléctrico 
se establecerán en igual forma y en las mismas condiciones que deter- 
mina el art. 9% para los empleados en la pega de barrenos. 

ART. 88. Las lámparas empleadas por los obreros deberán estar ce- 
rradas con llave, y el tipo adoptado por cada mima obtener la aproba- 
ción previa del gobernador de la provincia, á consulta del ingeniero 
jefe de Minas. Contra la negativa del gobernador cabe la apelación al 
Ministro de Fomento, quien resolverá en definitiva, después de oir á la 
Junta superior facultativa de minería. 

ART. 89. En las minas donde se empleen las lámparas de seguridad 
habrá una persona competente designada al efecto, que las examinará 
antes de ser introducidas en las labores y se asegurará que están co- 
rrientes y bien cerradas con llave. 

En cuanto el obrero acepte la lámpara que se le entregue se hace 
responsable de ella. Si llegara á deteriorarse, está obligado á apagarla 
en el acto y llevarla al punto donde pueda cambiarla por otra. 

Las lámparas que se apaguen accidentalmente deberán entregarse 
en los puntos designados por la Dirección de la mina para que puedan 
abrirse y volverse á encender. 

ART. 9. Unicamente las personas especialmente designadas al efec- 
to podrán llevar en el interior de las minas con grisú llave ó instrumen- 
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to para abrir la cerradura de las lámparas de seguridad, queda prohi- 
bido en absoluto la introducción de cerillas ú otro medio para encender 
luz. 

ART. 91. En las minas con grisú queda prohibido fumar en el inte- 
rior de las labores y en la proximidad del brocal de los pozos. 


C.—Explosivos 


ArT. 92. En las minas con grisú queda prohibido para el arranque 
de la hulla, el empleo de explosivos sin previa autorización. 

ART. 93. En la pega de los barrenos no se empleará sustancia algu- 
na susceptible de arder con llama. 

Art. 91. Para la pega de los barrenos se aprovechará la ocasión en 
que haya relativamente pocos obreros en las labores próximas, y no se 
hará sino después de haberse cerciorado por la inspección de la llama 
de las lámparas, que no hay grisú en cantidad alarmante en el aire am- 
biente. 

ART. 95. Se empleará de preferencia la pega eléctrica de barrenos 
en los sitios peligrosos por la presencia del grisú. 

Los conductores estarán aislados y protegidos, y las juntas muy 
apretadas para evitar chispas por un mal contacto. 

Queda prohibido verificar la peya por medio de máquinas electros- 
táticas en los sitios en que haya grisú. 


D.—Disciplina del personal 


ArrT. 9. En cada campo de explotación de las minas con grisú ha- 
brá un capataz encargado de la vigilancia de los medios de ventilación 
y alumbrado, y de los trabajos que se ejecuten por medio de explo- 
SIVOS. 

Este capataz será auxiliado en su servicio por vigilantes, cuyo nú- 
mero se determinará por la Dirección de la mina, según la extensión 
de las labores, la naturaleza y abundancia de los gases desprendidos y 
el grado de seguridad que ofrezca el sistema de ventilación. 

ArT. 97. El capataz y los vigilantes serán designados como tales por 
la Dirección de la mina en la lista de obreros. 

En ningún caso podrán estar interesados en las contratas de las labo- 
res cuya vigilancia se les confíe. 

ART. 98. La misión de los vigilantes en cada uno de los parajes que 
se les asignen, será: 

1.2 No permitir el acceso á las labores de una entrada de obreros ó 
de parte de ella, sobre todo el día siguiente de los días de parada, hasta 
haberse cerciorado de que el aire está suficientemente puro, que la ven- 
tilación es bastante activa, y que no existe causa alguna apreciable de 
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peligro para los obreros; velar por la ejecución de las medidas prescri- 
tas en los artículos de este Reglamento; relativos al uso de las sustan- 
cias explosivas, y cuidar de que se conserven en buen estado las vías 
de ventilación. 

2.2 Mantener durante el trabajo una severa policía en los tajos y en 
las vías de mayor tránsito, en lo que concierne al manejo de las lámpa- 
ras, al arranque y amontonamiento de los productos de la extracción: 
á la maniobra de las puertas, en una palabra á todo lo que importa 
esencialmnnte á la seguridad de la mina y de los obreros, desde el pun. 
to de vista de la ventilación y del alumbrado. 

3.2 Señalar, para que sean perseguidos y castigados, según la gra - 
vedad de los casos, los autores de cualquiera infracción de las reglas 
de prudencia y subordinación; obrar análogamente respecto de los 
obreros que lleven efectos para fumar, cerillas, eslabón ó cualquiera 
sustancia propia para producir luz ó lumbre en las labores donde sea 
obligatorio el uso de las lámparas de seguridad. 

4, Hacer que cese el trabajo y dirigir con prudencia la retirada de 
los obreros en los casos previstos en el art. 83, ó cuando se note altera- 
da la marcha normal de la ventilación. 


CAPÍTULO XII 


MINAS EXPLOTADAS Á ROZA ABIERTA 


ART. 99 Las minas en que se explote á cielo abierto las sustancias 
minerales de la segunda y tercera sección del decreto ley de 29 de Di- 
ciembre de 1868, estarán sujetas á las prescripciones de los capítulos 
I y III de este reglamento. 

Arr. 100. Las labores á cielo abierto no podrán practicarse á meno- 
res distancias de los edificios, caminos, fuentes, servidumbres públicas 
y puntos fortificados de las que se fijan en el art. 12 de la ley de minas 
de 4 de Marzo de 1868 y 18 del reglamento de 24 de Junio del mismo 
año. 

ArT. 101. Antes de proceder á las labores de disfrute se excavará 
la parte estéril del criadero (montera) para evitar que por falta de apo- 
yo comprometa la vida de los operarios. 

ArT. 102, Se dará á los astiales que resulten de la excavación el ta- 
lud conveniente, que nunca será menor que el natural de las tierras 6 
rocas que la constituyen. 

ART. 103. Los tajos de arranque tendrán la forma de bancos, en vez 
de estar constituidos por un frente vertical de gran altura 

ArT. 104. La pega de los barrenos se anunciará por tres toques de 
bocina, caracola, etc.; el primero de aviso, el segundo anuncia haberse 
hecho la pega y el tercero el haber terminado; procurando que sea á ho- 
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ras fijas y de preferencia en aquellas que habitualmente se destinan al 
descanso de los operarios, habiéndose con la debida antelación situado 
en puntos convenientes vigías ó guardas con banderines que impidan 
el paso por la zona peligrosa. 

ART. 105. Cuando el obrero artillero vaya á dar un secador, es de- 
cir, á hacer estallar varios cartuchos de dinamita en un barreno sin 
atacarlos, deberá retirarse el cesto donde estén los cartuchos para la 
carga definitiva á más de 30 metros del barreno que se esté secando ó 
ensanchando, para evitar que estallen los cartuchos del cesto con la 
trepidación producida por el secador. 

ArT. 106. Para precaver en lo posible los peligros de desprendi- 
mientos y hundimientos se establecerán vigías que den la voz de alerta 
á los obreros en cuanto noten que se inician en la excavación. Esta vi- 
gilancia se ejercerá con más cuidado después de cada pega de barrenos, 
desmontándose desde luego los trozos que puedan desprenderse duran- 
te los trabajos. 

ART. 107. No podrán abandonarse las excavaciones practicadas á 
cielo abierto sin proveer á la necesidad del desagúe natural de las mis- 
mas para evitar el encharcamiento de las aguas pluviales, y si esto no 
fuera posible, se rellenarán convenientemente, á juicio del ingeniero de 
Minas. 

ArrT. 108, Serán aplicables á las explotaciones de este género las 
disposiciones del art, 7.2 


CAPÍTULO XIHN 


. CANTERAS 


ArT. 109. Las canreras, es decir, las explotaciones de las sustancias 
minerales comprendidas en la primera sección del decreto-ley de 29 de 
Diciembre de 1868, estarán sujetas á las disposiciones siguientes: 

Arr. 110. La vigilancia de las canteras á cielo abierto incumbe á los 
alcaldes y demás agentes de policía municipal, con el concurso de los 
ingenieros de Minas y personal facultativo subalterno. 

ART. 111. La delas canteras subterráneas corresponde, sin perjuicio 
de la acción de los alcaldes y demás agentes de la policía municipal, 
á los mencionados ingenieros y personal subalterno. 

Arr. 112. El laboreo de las canteras á cielo abierto no podrá verifi- 
carse sin prévio aviso al alcalde, quien deberá transmitirlo de oficio al 
gobernador civil y al ingeniero jefe de Minas de la provincia dentro de 
los ocho días siguientes. 

ArrT. 113. La explotación de canteras á cielo abierto se someterá, en 
cuanto á su distancia á carreteras, caminos de hierro, etc., á lo preve- 
nido en el art. 100 de este reglamento; sujetándose además á las dispo- 
siciones del cap. XII, pero no á las del art. 7.2 
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ART. 114. Toda cantera explotada por palerías subterráneas estará 
sometida á las prescripciones del tít. I de este reglamento, siendo preci 
so que el explotador participe al alcalde de la localidad y al ingeniero 
jefe de Minas de la provincia, con ocho días de anticipación, sus propó. 
sitos de empezar las excavaciones subterráneas. Iguales avisos se pre- 
cisan para reanudar los trabajos en una cantera abandonada. 

ART. 115. Los gobernadores de provincia fijarán en cada caso, á 
propuesta del ingeniero jefe del distrito, las dimensiones mínimas que 
podrán tener los pilares que se abandonen en la explotación y su dis- 
tancia relativa, con el fin de garantizar la seguridad de los obreros, de 
las labores y de la propiedad superficial. 

ART. 116. Las mismas autoridades gubernativas podrán diétar re- 
glamentos particulares para la explotación de canteras, tanto á cielo 
abierto como subterráneas, siendo condición indispensable para la pu- 
blicación oir previamente la opinión del ingeniero jefe de Minas y la de 
la Comisión provincial. 

Estos reglamentos no podrán contener disposición alguna contraria 
á las consignadas en éste, y los gobernadores lo remitirán al Ministerio 
de Fomento en el plazo máximo de ocho días. desde la fecha de su apro- 
bación. El Ministro de Fomento oirá en todos los casos la opinión de la 
Junta Superior facultativa de Minería respecto al cumplimiento de este 
artículo, y resolverá lo que proceda en el caso de transgresión del mis. 
mo. También resolverá en apelación las reclamaciones que se susciten 
por la aplicación de los reglamentos particulares. 

Art. 117. Las canteras que estén en explotación al publicarse este 
reglamento quedan sujetas á las prescripciones anteriores, que deberán 
cumplirse en un plazo máximo de seis meses. 


CAPÍTULO XIV 


TURBALES 


ArrT. 118. Los propietarios de turbales están obligados á participar 
al gobernador de la provincia y al ingeniero jefe de Minas, con treinta 
días de anticipación, el principio ó la reanudación de las labores. 

ArT. 119. En ningún turbal podrán emprenderse labores á menos 
de 40 metros de las orillas de los ríos, cunetas de las carreteras y edifi- 
cios, con arreglo á lo que previene el art. 12 de la ley de minas de 
1859, reformada por la ley de 4 de Marzo de 1868. 

ART. 120. Queda prohibido, en defensa de la salubridad pública, ex- 
plotar la turba dejando charcos y lagunas en los huecos producidos por 
el laboreo. | 

ArT 121. El explotador de un turbal deberá conducir las aguas dcl 
mismo hasta el cauce natural más próximo. 
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ArT. 12. Los ingenieros de minas visitarán con frecuencia los tur- 
bales en actividad, y propondrán al gobernador de la provincia cuan- 
tas medidas juzguen necesarias para garantizar la seguridad y salubri- 
dad públicas. 

ArT. 123. Los gobernadores de provincia podrán dictar reglamentos 
particulares para la explotación de turbales, oyendo previamente al in- 
geniero jefe de Minas y á la Comisión provincial. Estos reglamentos 
deberán tener las condiciones que el art. 116 fija para la de las can- 
teras. 


CAPÍTULO XV 


SAJ.INAS 


ART. 124. Las salinas que se exploten á cielo abierto estarán sujetas 
á las prescripciones del cap. XII. 

ArT. 125. Son aplicables á las salinas las prescripciones del tít. I de 
este reglamento, cuando la explotación de la sul se verifique subterrá- 
neamente.: 

ArT. 126. La inspección de los ingenieros de Minas se extenderá á 
la explotación de la sal en las marismas, dictando los gobernadores en 
cada caso, las disposiciones que propongan los ingenieros para garan- 
tizar la salubridad pública y la seguridad de las personas y de las cosas. 


TÍTULO Ill 


INSPECCIÓN Y VIGILANCIA DE VÍAS EXTERIORES, TALLERES, 
FÁBRICAS Y MOTORES 
CONCERNIENTES Á LA INDUSTRIA METALÚRGICA 


CAPÍTULO XVI 


VÍAS EXTERIORES DE TRANSPORTE Y SERVICIO 


ART. 127. Estarán sujetas á la inspección de los ingenieros de Minas, 
tanto las vías de servicio establecidas dentro de las concesiones para 
la explotación minera, como las que tengan por objeto únicamente el 
transporte de minerales, escombros, etc., fuera de ellas, siempre que 
se hayan construído sin intervención ni subvención alguna del Estado y 
que no estén ó deban estar comprendidas en las redes oficiales de ferro- 
carriles ni consideradas como de servicio público. 

ArT. 128. Lo estarán igaalmente las vías aéreas ó cables de trans- 
porte instalados para servicio exclusivo de la industria minera. 
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Arr. 129. La inspección se verificará, en lo posible, á la vez que la 
de las minas y fábricas, ó independientemente en caso preciso. 


CAPÍTULO XVII 


TALLERES DE PREPARACIÓN MECÁNICA Y FÁBRICAS 'MINERALÚRGICAS 
Y METALÚRGICAS 


ArrT. 130. Los talleres de preparación mecánica de los minerales y 
las fábricas mineralúrgicas y metalúrgicas estarán bajo la vigilancia de 
los ingenieros de minas, de cada distrito, al solo efecto de que se cum- 
plan las prescripciones de este reglamento y corregir les deficiencias ó 
faltas que se noten en las visitas de inspección que han de girar todos 
los años. 

Además de las visitas anuales se girarán, en cualquier época del 
año, las que sean necesarias, á juicio del gobernador, que se lo comu- 
nicará al ingeniero jefe por medio de oficio. 

ART. 131, En las visitas que se giren á los talleres y fábricas com- 
prendidos en la anterior prescripción, no se podrá inspeccionar el se- 
creto de los procedimientos que se empleen; pero si los dueños ó encar” 
gados pidiesen la intervencion del ingeniero, éste les dará las instruc- 
ciones que juzgue convenientes. 

Las autoridades y sus agentes no intervendrán en estos estableci- 
mientos sino por causas justificadas de salubridad ú orden público y ba- 
jo su responsabilidad. 

Arr. 132. Las chimeneas de los talleres y fábricas sometidos á las 
prescripciones del presente reglamento tendrán la altura suficiente pa- 
ra que los humos no perjudiquen á los edificios colindantes, y los hor- 
nos y aparatos destinados al beneficio de los minerales se hallarán 
acondicionados en forma que no produzcan emanaciones que puedan 
afectar á la salubridad pública ó á la superficie. 

Los daños y perjuicios que se causen en los edificios, arbolado y 
siembras por los humos, gases y sublimaciones procedentes de los hor- 
nos ó aparatos de una oficina de beneficio, serán indemnizados por los 
dueños de ésta, con arreglo á lo que disponen las leyes comunes, incu- 
rriendo además en la multa que como corrección administrativa podrá 
imponer el gobernador, á tenor de lo prevenido en el cap. XXI. 

ART. 133. En los establecimientos de preparación mecánica y en las 
fábricas existirá un libro de visitas análogo al que prescribe para las 
minas el art. 7. de este reglamento. 

ARrT. 134. Son aplicables los art. 7.*, 12, 14, 26, 27, 28, 29 y 31 de este 
reglamento á los talleres de preparación mecánica en establecimientos 
fijos y á las fábricas minero metalúrgicas. 

ART. 135, El propietario, director ó encargado de un taller de pre- 
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paración mecánica ó de una fábrica metalúrgica ó mineralúrgica, está 
obligado á permitir la entrada y facilitar la inspección del estableci- 
miento al ingeniero de Minas del distrito y personal subalterno que le 
acompañe, en cuanto se refiere á la salubridad y seguridad del tra- 
bajo de los obreros y á la vigilancia de los motores. 

ART. 136. El orden que el director de la fábrica establezca para el 
trabajo y las atribuciones del personal podrán consignarse en un regla- 
mento particular, que deberá fijarse en sitio conveniente del estableci- 
miento. Para que este reglamento tenga fuerza legal, es indispensable 
que obtenga la aprobación del gobernador de la provincia, después de 
oir la opinión del ingeniero jefe del distrito. 

Art. 137. El director de la fábrica está obligado á participar inme- 
diatamente al ingeniero jefe de Minas del distrito cualquier accidente 
que haya ocasionado muertes ó heridas graves á los obreros, ó que ha- 
ya producido averías en los motores ó edificios capaces de comprome- 
ter la seguridad del trabajo. 

ART. 138. Los talleres y fábricas á que se refiere este capítulo que- 
dan además sujetos, en lo que les afecte. á todas las prescripciones de 
policía industrial vigente ó que se dicten en lo sucesivo, siempre bajo 
la inspección y vigilancia de los ingenieros de minas de los distritos en 
que radiquen. | 


CAPÍTULO XVII 


MOTORES EMPLEADOS EN LA INDUSTRIA MINERO METALÚRGICA 


ART. 139. Quedan sujetos á la inspección y vigilancia de los inge- 
nieros del Cuerpo de Minas los motores de todas clases empleados en 
la industria minero metalúrgica. 


A.—Motores de vapor 


ArrT. 140. En el plazo de seis meses, á contar desde la publicación de 
este Reglamento en la Gaceta de Madrid, todos los propietarios de mi- 
nas, de talleres de preparación mecánica y de fábricas mineralúrgicas 
y metalúrgicas están obligados á presentar al ingeniero jefe del distrito 
una relación de todos los generadores de vapor que tengan instalados 
en sus respectivos establecimientos, con los siguientes datos de cada 
uno de ellos: 

Número de orden del generador (si hay varios). 
Nombre y domicilio del constructor. 

Sistema del generador. 

Superficie de caldeo. 

Capacidad total de la caldera. 
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Presión máxima á que debe trabajar 

Fecha en que empezó á trabajar. 

ArT. 141. Ninguna caldera nueva podrá ponerse en marcha sin ha- 
ber hecho una prueba reglamentaria, según el art. 143. Esta prueba de- 
berá verificarse en el establecimiento donde se haya de usar, mediante 
peticion del interesado dirigida al gobernador de la provincia. 

ArT. 142, Si el ingeniero de minas, en una de sus visitas, juzgase 
que la caldera no ofrecía ya la seguridad necesaria, podrá exigir la re 
novación de la prueba, comunicándolo razonadamente al gobernador, 
el cual decidirá después de oir al interesado. Del decreto del goberna- 
dor cabe apelación ante el Ministro de Fomento, quien resolverá pré- 
via consulta á la Junta Superior facultativa de Minería. 

ART. 143. La prueba consiste en someter la caldera á una presión 
hidráulica superior á la máxima presión efectiva de servicio. Esta pre- 
sión de prueba se mantendrá durante el tiempo necesario para el exa- 
men de la caldera, que deberá estar en disposición de ser visitada en 
todas sus partes. 

El exceso de la presión de prueba por centímetro cuadrado será 
igual á la presión efectiva, sin bajar nunca de medio kilogramo ni pa- 
sar de seis kilogramos. 

La prueba se hará bajo la dirección del ingeniero de minas y á su 
presencia. 

El jefe del establecimiento donde se verifique la prueba facilitará 
los medios necesarios para efectuarla. 

ArrT. 144. Después de la prueba se colocará en la caldera una placa 
que indique en kilogramos por centímetro cuadrado la presión efectiva 
de que no se debe exceder. En esta placa se marcarán á punzón con 
números el día, mes y año en que se hizo la prueba, colocándose en si- 
tio bien visible. 

ArT. 145. Toda caldera estará provista de dos válvulas de seguridad 
un manómetro, una llave ó válvula de interceptación del vapor y dos 
indicadores del nivel de agua. 

ART. 146. Las calderas se instalarán en lo posible aisladas de todo 
muro de edificio, quedando prohibido colocar talleres ni habitaciones 
encima de ellas. 

Cuando deban colocarse en el interior de las minas, se adoptarán 
todas las precauciones que en cada caso ordene el gobernador de la 
provincia, á propuesta del ingeniero jefe de Minas. 

Arr. 147. Las disposiciones anteriores son aplicables á las calderas 
locomóviles y de locomotoras que se empleen en la industria minero 
metalúrgica. | 
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B.—Motores de aire comprimido 


ArrT. 148. Los depósitos de aire comprimido se someterán á la prue- 
ba descrita en el art. 143; pero el exceso de presión será siempre igual 
á la mitad de la presión máxima á que deben funcionar, sin que este ex - 
ceso pueda pasar de cuatro kilogramos por centímetro cuadrado. 

ArT. 149. Estos depósitos estarán provistos de una válvula de segu- 
guridad arreglada para la presión indicada en la placa reglamentaria 
que determina el art. 144, 


C.—Dinamos genevalr+ices.— Motores eléctricos 


Arr. 150. Los motores eléctricos fijos estarán en un local seco, libre 
de polvos, sobre todo metálicos, y convenientemente aislados de tierra; 
se mantendrán limpios y bien cuidados por obreros experimentados. 

El piso á su alrededor será de preferencia de madera ó asíalto. 

ART. 151. Los generadores de electricidad y los electro motores de- 
berán estar provistos de aparatos que permitan aislarlos de la red ge- 
neral. 

ArrT. 152 Toda dinamo estará provista de los aparatos de medida 
que permitan determinar los elementos de su potencia. 

ArTr. 153. En la sala de máquinas habrá carteles fijos que indiquen 
los sitios peligrosos. 

ART. 154. Los motores eléctricos locomóviles aplicados á herramien- 
tas y otros usos, no deberán admitir corriente á una tensión superior 
á 300 volts si son de corriente continua, ni superior á 150 volts si son de 
corriente alterna ó polifásica. 

Arr. 155. Los motores eléctricos destinados á la tracción deberán 
estar aislados eléctricamente de la caja del vehículo; no pudiendo em- 
plearse en los sitios en que exista el grisú los de contacto con conduc- 
tor aéreo, subterráneo ó puesto á nivel del piso. . 

Art. 156. Los motores eléctricos que se empleen en los sitios en que 
exista grisú deben carecer de colector ó tener éste, así como los com- 
mutadores, interruptores y resistencia, encerrados de modo que queden 
separados de la atmósfera exterior todos loscontactos en los que puedan 
saltar chispas. 

Arr, 157. Los acumuladores, pilas, etc., se istalarán en un local 
bien ventilado, y cuando haya necesidad de visitar la instalación de no- 
che, solo se entrará con lámparas eléctricas de seguridad. Deberán es- 
tar aislados de tierra y en condiciones de poderse separar por comple- 
to del circuito. 
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Los acumuladores deberán estar provistos de un amperómetro y un 
volmetro. 


Arr. 158. Deberá entenderse como baja tensión para los conducto- 
res eléctricos 300 volts en la corriente continua y 140 en las corrientes 
alternas ó polifásicas. La alta tensión es superior á las indicadas. 

Los conductores que atraviesen muros, suelos ó tabiques, estarán 
protegidos por tubos de porcelana, barro, asbesto, ú otro material equi- 
valente, sin que puedan en estos sitios colocarse dichos conductores 
unos sobre otros. 

Si los conductores son aéreos, no estarán descubiertos ni en sitio en 
que puedan estar al alcance de la mano, nijunto á los edificios, y en los 
extremos de la línea habrá su correspondiente pararrayos. 

Los conductores subterráne»»s deberán estar en armaduras sólidas 
ó en conductos de un material resistente. | 

El materisl aislador estará, á su vez, revestido de otro que le prote- 
ja del frotamiento, 

El dieléctrico de los conductores no debe fundirse á una temperatu- 
ra inferior de 65 centígrados. 

En los sitios en que la temperatura así lo exija, la cubierta de los 
conductores será incombustible (amianto, por ejemplo). 

La corriente máxima de un conductor será siempre menor que la 
necesaria para elevar su temperatura á más de 50% centígrados. 

Los circuitos de los motores estarán calculados para una corriente 
doble de Ja normal. 

Se pondrán aparatos ó disposiciones automáticas para evitar que la 
corriente exceda en 50 por 100 del máximo. 

Las uniones deberán hacerse con cuidado para que no pueda haber 
calentamiento local en estos puntos, y estarán protegidos contra toda 
corrosión. 


ART. 159. En las distribuciones, los hilos y cables estarán sólida- 
mente fijos y separados unos de otros dos centímetros lo menos para la 
baja tensión y cinco para la alta. 

ART. 160. El aislamiento de los conductores de una red ó de una lí- 
nea deberá ser tal que las derivaciones á tierra nunca puedan consti- 
tuir un peligro para la seguridad de las personas ni para los conductos 
de agua ó de gas próximos por el ataque electrolítico de los mismos. 
En el caso de existir conductores eléctricos dentro de tubería en los si- 
tios en que haya gases inflamables, deberán ser las juntas de los tu- 
bos muy esmeradas, y se ventilará periódicamente aquélla por una co- 
rriente de aire que expulse los gases que hayan podido penetrar en la 
misma. 

Arr. 161. En el interior de las minas, la vuelta ó cierre de un circui- 
to por tierra está terminantemente prohibido, excepto en el caso de ser 
un hilo de equilibrio el que esté á tierra. 
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Los hilos y cables llevarán una envoltura protectora de la aisladora, 
la cual, si es metálica, estará enlazada á tierra 

ART. 162. En las minas en que existan gases inflamables deberán los 
cables estar dispuestos de modo que su ruptura accidental no pueda 
producir chispas (conductores Atkinton, por ejemplo), ó encerrados en 
tubería ventilada convenientemente. 

Los interruptores y demás aparatos susceptibles de producir chispas 
estarán encerrados como se indica para los motores, y las interrupcio- 
nes deberán además suavizarse ó moderarse por la inserción progresi- 
va de resistencias en el circuito antes de la ruptura de éste. 

No pudiendo hacerse por soldadura las juntas de los conductores, 
tendrán éstos sus cabos de unión estañados y se reunirán por armadu- 
ra de mandíbula ú otra disposición que cierre herméticamente la junta. 


TÍTULO Iv 


RESPONSABILIDADES Y SANCIÓN PENAL 


CAPÍTULO XIX 


DIRECTORES DE MINAS 


ArrT. 163. La explotación de minas sólo puede verificarse bajo la di- 
rección, vigilancia y responsabilidad de personas cuya aptitud esté le- 
galmente reconocida. | 

ARrT. 164. El título de ingeniero de Minas habilita para la dirección 
de toda clase de minas. El de capataz facultativo de Minas para la di- 
rección de aquéllas en que trabajen menos de 30 obreros en las labores 
subterráneas ó menos de 100 en las labores á cielo abierto, y el certifi- 
cado de capacidad únicamente para la dirección en donde de ordinario 
trabajen subterráneamente menos de 13 obreros ó menos de 40 en labo- 
res á cielo abierto. | 

El título de capataz es indispensable para ejercer este cargo en las 
minas á las órdenes de los ingenieros. El certificado de capacidad habi- 
lita para servir á las órdenes de los capataces y para ejercer en las 
minas cargos secundarios. 

ART. 165. Todo concesionario de minas ó sus derechohabientes están 
obligados á comunicar al gobernador de la provincia, por el conducto 
del respectivo ingeniero jefe de Minas, los nombres de las personas en- 
cargadas de dirigir la explotación minera, con arreglo al anterior ar- 
tículo. 

Estas personas están obligadas á justificar su aptitud, presentando 
al ingeniero jefe de Minas su título facultativo ó el certificado de capa- 
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cidad obtenido con sujeción al artículo siguiente. En cada jefatura se 
lMlevará un registro por provincias de los títulos y certificados. 

ART. 166. Los certificados de capacidad serán expedidos por el in- 
geniero jefe de Minas del distrito, previo exámen ante un tribunal de 
tres ingenieros ó de dos ingenieros y un capataz facultativo. El ejerci- 
cio será esencialmente práctico v para ser admitido á exámen se preci- 
sa saber leer y escribir, y una certificación de haber trabajado cinco 
años como barrenero, picador ó entibador. 

ART. 167. Jos certificados de capacidad obtenidos en un distrito po- 
drán habilitarse en otros, siempre que el interesado los acompañe de 
certificaciones favorables de las empresas mineras á cuyo servicio ha- 
va estado. 

Arr. 108. Los certificados de capacidad serán declarados nulos por 
los ingenieros jefes de los distritos, cuando por virtud de expediente, . 
en el que se oiga al interesado, resulte comprobada su negligencia, fal- 
ta grave ó transgresión de las disposiciones de este reglamento, en el 
cumplimiento de sus obligaciones. 

El que haga uso de un certificado de capacidad anulado, será perse” 
guido con arreglo al Código penal. 

ART. 169, Los títulos extranjeros carecerán de validez en España, 
mientras no sean autorizados por el Ministerio de Fomento, oida pre- 
viamente la Junta Superior facultativa de Minería. 

ART. 170. Cuando la explotación esté dirigida por una persona que 
no posea título correspondiente, ó en su caso el certificado de capacidad, 
ó que haya perdido ésta, el gobernador de la provincia deberá exigir, 
á propuesta del ingeniero jefe de Minas, que dicha persona sea in- 
mediatamente sustituída por otra que reuna las condiciones que marca 
este reglamento, debiendo suspenderse la explotación á los treinta días 
de haher sido notificado el propietario ó arrendatario de la mina, hasta 
el cumplimiento de la prescripción anterior. 

ART. 171. Las personas á cuyo cargo esté la dirección y vigilancia 
de la explotación son responsables de la falta de cumplimiento de las 
prescripciones de la ley y reglamento de minas. 

ART. 172, El que demuestre estar desempeñando el cargo de direc- 
tor de una mina el día en que se publique este reglamento y que prue- 
be haberlo desempeñado en la misma ó en otras minas por espacio de 
doce meses en los cinco años anteriores ó en dicha fecha, tendrá dere- 
cho á un certificado de práctica. Este certificado de práctica le habili- 
tará para continuar con el mismo cargo indefinitivamente; pero al cam- 
biar de destino conservará tan sólo el carácter de certificado de capa- 
cidad para los efectos de este reglamento. 
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CAPÍTULO XX 


DIRECTORES DE FÁBRICAS 


ART. 173. El propietario ó arrendatario de fábrica en que se em- 
pleen como primeras materias los productos de la explotación de mi- 
nas está obligado á declarar al gobernador civil de la provincia el nom- 
bre y profesión de la persona encargada de la dirección del estableci- 
miento. 

ART. 174. La persona que tome á su cargo la dirección de una fá- 
brica comprendida en el artículo anterior, lo participará en el plazo de 
ocho días, desde la toma de posesión, al ingeniero jefe de Minas del dis- 
trito, quien inscribirá su nombre y profesión en un registro especial de 
directores de fábricas que llevará con la debida separación por provin- 
cias. 

ART. 175. El director de la fábrica es responsable del cumplimiento 
de las prescripciones de los caps. XVII, XVII y XIX de este regla- 
mento. 

ArT.176. Las fábricas existentes al publicarse este reglamento cum. 
plirán con lo prescrito en los arts. 173 y 174 en un plazo máximo de seis 
meses. 


CAPÍTULO XXI 


SANCIÓN PENAL 


ArrT. 177. Toda transgresión á los preceptos de este reglamento se- 
rá castigada por los gobernadores civiles por sí ó á propuesta del inge- 
niero jefe de Minas, oyendo previamente á los interesados, con las mul- 
tas siguientes: 

Para los propietarios, arrendatarios ó directores de labores mineras, 
ó de fábricas mineralúrgicas ó ME hasta 250 pesetas como 
máximum. 

Parz los capataces, vigilantes y demás empleados AS has- 
ta 50 pesetas como máximum. 

Para los obreros, hasta 25 pesetas como máximum. 

En caso de reincidencia, las multas serán dobles de las consignadas. 

ArT. 178. Si de la inspección facultativa resultase que por mala di- 
rección ó ejecución de las labores de una mina amenazasen ruina ó no 
estuviesen convenientemente desaguadas ó ventiladas, el propietario 
ó arrendatario, á más de la multa en que incurra según el artículo an- 
terior, deberá abonar los derechos y gastos que ocasionen la visita Ó 
visitas que hayan de practicarse hasta que queden cumplimentadas las 
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referidos particulares, y si no las realizasen los concesionarios en el 
plazo que se les señale, las ejecutará la Administración por sí á costa 
del dueño ó explotador de la mina. 

ArrT. 179. El director de minas que oculte labores en las visitas de 
los ingenieros, ó que deje de avisar cualquier accidente que haya oca- 
sionado muertes Ó heridas graves, será castigado por los gobernado- 
res con multas de 250 á 500 pesetas. Igual multa se impondrá al direc- 
tor de fábrica que deje de avisar cualquier accidente de carácter grave. 

La imposición de dichas multas será sin perjuicio de las demás res- 
ponsabilidades en que hayan podido incurrir, tanto los directores de 
minas como los de fábricas. 

ArT. 18. Toda negligencia en el cumplimiento de los avisos que 
preceptúa este reglamento, será castigada por los gobernadores con 
multas que no excedan de 25 pesetas. | 

ArT. 181. De todo documento, comunicación ó aviso, cuya falta de 
presentación envuelva responsabilidad para los interesados, se dará á 
éstos, por el funcionario respectivo, el recibo correspondiente. 

ART. 182. Las multas se harán efectivas por el procedimiento admi- 
nistrativo, siguiendo la vía de apremio para los morosos. 

ArrT. 183. La imposición de multas no exime de las responsabilida- 
des criminales que determine el Código penal. 


TÍTULO Y 


AUTORIDAD Y JURISDICCIÓN EN MATERIA DE POLICÍA MINERA 


CAPÍTULO XXII 


Arr. 184. Todos los expedientes que se instruyan con arreglo á lo 
dispuesto en el presente reglamento son puramente gubernativos, y se 
sustanciarán y resolverán por los gobernadores. 

Se exceptúan únicamente las cuestiones de carácter civil que se sus- 
citen entre los interesados y las de responsabilidad criminal que deban 
ser perseguidas con sujección á las prescripciones del Código penal. 

En el primer caso, los gobernadores, una vez resueltas las cuestio- 
nes administrativas planteadas en el expediente, reservarán á las par- 
tes sus derechos para que puedan ejercitar las acciones correspon- 
dientes. 

En el caso segundo, terminadas las actuaciones gubernativas, se 
pasará el tanto de culpa á los Tribunales de justicia para que procedan 
á lo que haya lugar. 

ART. 185. Los expedientes á que se refiere el párrafo primero del 
artículo anterior se tormarán con los documentos, informes y resolu- 
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ciones originales, tramitándose con preferencia por los gobernado- 
res. | 

Los ingenieros jefes de minas emitirán sus informes con toda urgen- 
cia, cuidando de que los demás ingenieros y subalternos afectos al 
servicio del distrito cumplan exactamente las obligaciones impuestas 
por este reglamento. 


Art. 186 En los Gobiernos civiles de las provincias habrá un regis- 
to especial para los asuntos referentes á policía minera. 

En dichos registros se llevará un libro destinado solamente á consig- 
nar el nombre y domicilio de los directores de minas y de los de fábri- 
cas y talleres. 

ArT. 187. De todo escrito 6 documento se pedira recibo á los inte- 
resados, expresando el asunto, número de entrada y fecha de la presen- 
tación. 

ArrT. 188, Las resoluciones adoptadas por los gobernadores en ma- 
teria de policía minera y las dictadas por el Ministerio de Fomento se 
notificarán á los interesados. 


Las notificaciones se harán siempre por medio de cédula y deberán 
contener la providencia ó acuerdo íntegros, la expresión de los recur- 
sos que en su caso procedan, y el término para interponerlos; enten- 
diéndose que esta indicación no será obstáculo para que los interesados 
utilicen cualquier otro recurso que estimen procedente. 

ArrT. 189. Las notificaciones se firmarán por el funcionario que las 
verifique y por el interesado, director Ó representante de la mina, fá- 
brica, empresa ó Sociedad con quien se entienda la diligencia. Si el in- 
teresado no supiere ó no quisiere firmar, lo harán dos testigos presen- 
ciales. 

En el caso de que los lntéfesados no tengan domicilio ó se ignore su 
paradero, se publicará la providencia ó acuerdo en el Boletín oficial 
de la provincia y se remitirá al alcalde del pueblo de la última residen- 
cia de aquéllos para que la publiquen por medio de edictos. 

ArT.19% Las multas impuestas por los gobernadores, con arreglo 
á lo dispuesto en el capítulo XXI de este reglamento, deberán hacerse 
efectivas dentro de los quince días siguientes á la notificación adminis- 
trativa. 

Transcurrido dicho plazo sin verificar la consignación ó pago, se 
procederá contra los deudores en la forma establecida para hacer efec- 
tivos los débitos á favor de la Hacienda. 

Arr. 191. De toda medida adoptada por los gobernadores en materia 
de policía minera pueden alzarse los interesados para ante el Ministe- 
rio de Fomento en «el plazo de quince días, á contar del siguiente á la 
notificación administrativa. 

Los ingenieros jefes de Minas de los distritos, si estimasen improce- 
dentes dichas resuluciones podrán también acudir al Ministerio dentro 
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del mismo plazo, exponiendo lo que consideren oportuno por medio de 
exposición razonada. 

Tanto los recursos como estas comunicaciones, se dirigirán al Mi- 
nisterio por conducto del gobernador respectivo, quien los remitirá con 
su informe á la Superioridad. 

ART. 192, El Ministerio de Fomento, oyendo á los Centros que con- 
sidere oportuno, y necesariamente al Consejo de Estado, cuando se tra- 
te de la imposición de multas, resolverá las alzadadas interpuestas. 

Contra las reales órdenes confirmando ó revocando las resolucio- 
nes apeladas cabe el recurso contencioso administrativo, de conformi- 
dad con las prescripciones de la ley reformada de 13 de Septiembre 
de 1888, 

ART. 193. La interposición de los recursos contra las providencias 
de los gobernadores suspenderá la ejecución de los acuerdos recla- 
- mados. 

Dichas autoridades, sin embargo de lo dispuesto en el párrafo ante- 
rior, podrán en casos de reconocida urgencia, y de acuerdo con el pa- 
recer del ingeniero jefe de Minas del distrito, ordenar el cumplimiento 
de la resolución apelada. 

Arr. 194, Las resoluciones adoptadas por el Ministerio de Fomento 
son inmediatamente ejecutivas y solo pueden suspenderse sus efectos 
por acuerdo del Tribunal de lo Contencioso administrativo, con arreglo 
á lo dispuesto en el artículo 100 de la ley reformada de 13 de Septiem- 
bre de 1888. 

ART. 195. No se admitirá ningún recurso pidiendo la condonación ó 
rebaja de las multas impuestas por los gobernadores sin que se acom- 
pañe justificante de haber consignado el importe de las mismas en la 
Caja de Depósitos ó en las oficinas de Hacienda de la provincia. 

ArT. 196. Son aplicables á los expedientes á que se refiere este ca- 
pítulo las prescripciones del reglamento general de Minería de 24 de 
Junio de 1868, en todo aquello que no se oponga á lo consignado en el 
presente. 


O 


. 


Pliego de condiciones generales 


PARA LA CONTRATACIÓN DE LAS OBRAS PÚBLICAS 





APROBADO POR R. D. DE 13 DE MARZO DE 1903 


ArrT. 17. En el caso de accidentes ocurridos á los operarios cón 
motivo y en el ejercicio de los trabajos para la ejecución de las obras, 
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el contratista queda obligado al cumplimiento de los preceptos conteni- 
dos en la ley sobre accidentes del trabajo, fecha 30 de Enero de 1900, y 
del Reglamento para su ejecución. 

ART. 65. Aprobadas la recepción y liquidación definitivas, se devol- 
verá la fianza al contratista, después de haberse acreditado por medio 
de certificaciones de los alcaldes de los distritos municipales en cuyos 
términos radiquen las obras contratadas, que no existe reclamación al- 
guna contra él por los daños y perjuicios que son de su cuenta, ó por 
deudas de jornales ó materiales, y por indemnizaciones derivadas de 
accidentes ocurridos en el trabajo... 
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